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Acción solidaria. - Véase "Jurisdicción originaria" 
4ctm ÍHmctís (su interpretación}. - & elemento de im,r. 
pretaaon de los actos jurídicos la forma en que las partes 
f han dado subsánente ejecución a las obligaciones recí- 
procas consignadas en el contrato. Pág isi 
Apelación ordinaria. - Véase "Recurso ordinario de apela- 

Arbitros arbitradores (juicio de). - Establecido en una ley 
de concesión y en el contrato respectivo une quedan li. 
brac as * I a decisión arbitral "todas las cuestiones que 
imednn s«r K .r entre el Gobierno y los concesionarios", sin 
Imirtacton alguna, la cuestión de la caducidad del con- 
isto, alegada ,Hir la demandad* para opoh^rs* a la consti- 
tución del tribunal, no está excluida de las que deben 
someterse al juicio de los arbitros arbitradores, los que 
podran resolver hasta qué punto sean legal. uentte efica- 
ces as defensas alegadas por las partes; tanto más que 
en el caso, la demandada misma reconoce ¡^licitamente 
<juc el contrato se halla vigente, al pMr e„ la reeotfc 
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vención, que la Corte Suprema declare su caducidad, y 
«pie tratándose de una convención bilateral, no es ella re- 
wxaldc por la sola voluntad de una de las partes. Pági- 
na 402. 

Bienes embargabics. — Cualquiera que sea el aleance del ar- 
ticulo 10, título IV de la ley 4707, determinado por la ju- 
risprudencia de la Corte Suprema, esa disiiosición lia 
sido modificada por la» que se consignan en los artículos 
i.° y 2." de la ley 951 1, en el sentido de comprender a las 
pensiones militare* entre lo* bienes susceptibles de em- 
bargo. I*ág. ifó. 

Bienes embargabics. — Cualquiera que sea el alcance del ar- 
ticulo 10, título IV de la ley 4707 determinado ¡jor la ju- 
risprudencia de la Corte Suprema, esa disposición ha si- 
do modificada por las que se consignan en los artículos 
1* y 2." de la ley 9511. en el sentido de comprender a 
las pensiones militare» entre los bienes susceptibles de 
emtargu. Pág. 172. 

c 

Caducidad de controlo. — Véase arbitros arbitradores (jui- 
cio de). 

Cesión de crédito. — Un crédito cedido no pasa al cesionario 
sino tal como existe al momento de la cesión, de manera 
que el deudor no queda obligado bacia el cesionario sino 
en la medida de su obligación respecto al cedente. Pági- 
na 251. 

Compensación. — La compensación extingue las dos deudas 
basta donde alcanza la menor, desdi- e! tiempo que am- 
bas comenzaron a coexistir. Pag. 251. 

Competencia. — Véase "Jurisdicción". 

Comprav enta. — Rs improcedente uua demanda dirigida con 
tra el Gobierno de la provincia de Bueno* Aires, por uu- 
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í¡m de la venta de un inmueble cti la que aquel o el 
M.msteno de Hacienda intervinieron de acuerdo con la 
de * de Octubre de tgofc collU) representantes del 
Manco lf.,^tecario de la ÍWincia. y no como mandata- 
rio de «sta con arreglo a la Constitución de la misma 
I ngina y2. 

Contada de competencia. - No es extemporánea una inhibí- 
tona para conocer <[e un concurso cuando el acreedor 
a cuya sobeitud se entabló la contiemla de comjíetcneta se 
presento, promoviéndola, con anterioridad a la* fecha* 
en que e) juez considerado incompetente hizo saber a los 
acreedores la apertura del juicio de concurso y tuvo lugar 
la junta de verificación de créditos. Pág. 38. 
Contienda de competencia - fe improcedente una contienda 
de competencia promovida cuando había terminado ya en 
a otra jurisdicción, el juicio materia dé dicha competencia, 
(i* promovió la contienda con interioridad a la notifica- 
ción de la sentencia de trance y remate, > Pág. 354 
Contiendas de eampeieneia entre jueces federales — A das 
támaras Federales corresponde la decisión de las cuestio, 
WB de competencia entre los jueces federales, y „o habien- 
do denegación del fuero federal en un incidente de com- 
peteneja, 110 procede |»ra ante la Corte Suprema el re- 
CUfíJO extraordinario autorizado por el artículo 6" de la 
ley 4055. Pág. 315. 

Corte Suprema. - Tratándose de la constitucionaliilad o in- 
constitucionalidad de una ley, la Corte Suprema debe cir 
ennscrthtrsc a examinar el caso del punto de vista jurí- 
dico, mvesügamlo si existen o no las incompatibilidades 
que se alegan entre los preceptos de la ley y ! 08 de la 
Constitución, con prescindeneia de los fundamentos de 
orden económico y qi, e se invoquen para prestigiar a 
aquella. I'ág. 435. * 

Cosa Jugada. - Resuelto por el trilninal arbitral constituido 
de acuerdo con los articulas 16 y 17 del contrato de corn- 
|»ni-veuta del l'Yrrocarril del Oeste, celebrado el 28 de 
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Abril de 1800 entre el Gobierno de la Provincia de Bue- 
nos Aires y la empresa de dicho ferrocarril, que los te- 
rrenos de calles públicas, y entre ellos, el Callejón Gaona. 
no eran terrenos i ncor] jurados al dominio del expresado 
ferrocarril, ni debían se ¡cagados por esa empresa, es pro- 
cedente la excepción de cosa juzgada opuesta por el de- 
mandado, fundada en que además de existir identidad de 
IK'rsonas, y de cosas, había identidad de objeto entre e! 
referido juicio arbitral y el entablado al presente a fin 
de que se constituyera un nuevo tribunal arbitral que ha- 
bría de juzgar el caso y condenar a la empresa a pagar el 
importe de los referidos terrenos. Pág. 153. 

D 

Danos y perjuicios* — No puede exigirse resarcimiento de da- 
ños > perjuicios <le quien no es responsable legalmente del 
hecho que lo originó. Pag. 85. 

Defensa en juicio. — No hay supresión de la defensa de la 
persona y de los derechos garantidos jjor el artículo 18 de 
la Constitución, en el caso en que el recurrente fué oído 
en las mismas condiciones que los demás, según la inter- 
pretación y aplicación que los tribunales locales hacen de 
la ley de procedimientos, Pág. 415. 

Defraudación a ia renta de aduana. — Acreditado hatierse 
exportado una cantidad mayor del artículo importado li- 
bre do derecho, es nKinifiesta la imposibilidad de la de- 
fraudación que se hace derivar de la falta de dicho ar- 
ticulo en los depósitos de la empresa acusada. Pág. 5, 

Defraudación a la renta de aduana, — La omisión del permiso 
preño a que alude el articulo 8» del decreto reglamenta- 
rio de ia ley de Aduana número 4953, tratándose de la 
venta de cufias, rieles, travesanos de hierro y eclisas para 
ferrocarriles o tranvías a vapor o a sangre o a electrici- 
dad, introducidas libres de derechos por casas de comer- 
cio o particulares, no hace incurrir en otra sanción que la 
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establecida en el artículo 21 del mismo reglamento, dad.* 
que dicha operación 110 está comprendida en Jos artículos 
4" y 5 " de éste. El referido articulo 21 no ha sido ir*>- 
dificado por el decreto de 22 de Enero de 1907. Pág, 337, 

Demandas contra /„ nación. - Dentro de lo preceptuado por 
a W 3952* no corresponde dictar emplazamientos contra 
la Nación a fin de que cumpla sentencias míe por otra 
IKirte no desconoce y que en lo correspondiente, depen- 
den en general, o de sanciones del Poder Legislativo o de 
tramitaciones admünstrativas i ndis¡>c usables. Pág. 11. 

Demandas contra (a nación. — Véase "Jurisdicción". 



lix probación. — Tanto los bienes del dominio provincial co- 
me» ile particulares, cuya ocupación se requiera para eje- 
cutar obras de utilidad nacional, puAlen ser expropiados 
habiendo una ley que los declare de utilidad pública. 

I-a Municipalidad y 110 el Gobierno debe ser demandada 
para la expropiación de bienes municipales, desde que és- 
tos pueden ser enajenados por aquélla. 

Tratándose de una ley nacional de expropiación es el 
Poder Rjeeutivo el llamado a decidir en todos los casos 
si las obras que se trata de construir en jos terrenos a ex- 
propiarse, se hallan o no autorizados por la ley. 

Cuando el Honorable Congreso en ejercicio de la atri- 
bución que le confiere el articulo 67. inciso 16 dé la Cons- 
titución, acuerda ima concesión para construir tina vía 
férrea y declara la utilidad pública de las obras, autori- 
zando al mismo tiempo para expropiar los terrenos ne- 
cesarios a tal objeto, no viola ta Constitución, puesto que 
lo que ésta exige en el artículo 17 es la calificación y !a 
previa mdeiiuiización. (Tal es el caso de la ley 6360 que 
declara expropiaba i>or causa de utilidad pública los te- 
rrenos necesarios a los ferrocarriles [tara ensanche de es- 
faetones, vías, talleres, etc.) Pág. 62. 
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Falsedad de titulo. — Es improcedente la excepción de false- 
dad opuesta a la ejecución de un laudo que no se funda 
vn alguna «le las causales que importan la falsedad que 
consigna el articula 270 del Código de Procedí míen tos en 
lo K-derat. ( Se la fundaba en que el (Vobierno de la Pro- 
vincia no pudo concurrir a la constitución del tribunal ar- 
bitral, sin previa autorización de la legislatura J Páet- 
na 424. 

Ferrocarriles. — Véase "Kspropiación". 

Ferrocarriles del Estado. — Véase "Impuesto de sello". 

Fianza. — ta |>rórroga del plazo del pago hecho por el caree- 
dor sin consentimiento del fiador, extingue la natua Ar- 
ticulo 2046. Código Civil. Pag. M>1 

Fuero federal. — Véase "Jurisdicción". 



Garantía constitucional. - Véase "Libertad de industrias" 
Uarantia constitucional — Véase "Defensa en juicio" 
Garantía constitucional. - Véase "Juicios por comisiones es. 
iniciales". 

Castos necesarios y mejoras útiles. — Desconocido él carácter 
de poseedor de buena fe del demandado, éste sólo puede 
pretender ln S gastos necesarios hechos en la cosa y no res. 
pecio mejoras útiles que hayan aumentado süXvaÍDr \r- 
ñmt> J44*x Migo Civil, pág, rjfjf.. 



I 

impuesto al reseouro. - En los contratos de reseguro no co- 
rresponde aplicar el impuesto establecido por ios artículos 
i'> >' 17 de la ley ,^«4. dado que en tales contratos, el ase- 
guraifor -e convierte en asegurado, y es manifiesto que el 
muniesto debe jwigarlo el asegurador sobre las primas que 
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ptMik y no el asegurado, que ya l paga osunamente, 
al realizar la primera operación de seguro, Pág 44 
Impuesto de sello. - Los ferrocarriles del Estado no están 
estenios de la obligación de actuar en papel sellado provin- 
cial cuando litigan ante los tribunales de provincias Pá- 
gina 79- 

hnpucsto de sello. - Las libretas otorgadas por ta Caja In- 
ternacional Mutua de Pensiones a sus suscriptores, a los 
objetos previstos en los artículos 7.° y 18 de sus estatutos, 
esto es, constatar la inscripción del stiscriptor, acreditar 
el pago de la cuotas y concederle el derecho del voto en 
la asamblea de disolución, no relien las formas propias 
de una convención entre partes, de las comprendidas por 
el articulo 1.- de la ley número 4927 y a que pueda apo- 
carse el artículo 18 de la misma. En consecuencia, procede 
la devolución de lo pagado por concepto de impuesto de 
sello y multa aplicado a esos documentos. Pág. afo. 
impuesto de sello. — No corresponde el sello de reposición 
establecido por el inciso 11 del artículo 31 de la ley io.tfii, 
en un caso en que, concedido ¡»r un Superior Triliunal el 
recurso extraordinario autorizado ¡ior el artículo 14, ley 
48, la Corte Suprema lo declara imiwocedente. Pág. 35^ 
lucoHStitneiomxlidod de ley. - La disposición del artículo 10 
de la ley 0/188. sobre accidentes del trabajo por la que 
deben depositarse en la 'Caja de fiarantía" las indemni- 
zaciones que correspondan por causa de fallecimiento de 
la victima que no deja herederos con derecho a las mis- 
mas, no es violatoria del articulo J 7 de la Constitución 
Nacional, el que 110 prohibe al Congreso dictar leyes so- 
bre el destino que deba darse a los bienes de una sucesión, 
vacante por falta de herederos, ni su cumplimiento im- 
|*>rta una confiscación de bienes de las que prohibe la 
Constitución pues éstas son medidas de carácter personal 
y de fines penales, por las que se desapodera a un ciuda- 
dano de sus bienes. Pág. 114. 
/ncotistitmionalidad dr ley (£a de i mf, testos 4e tablada de 



ifi " FALLOS DE LA COITE SVttUtMA 



ta promHda de É. Ríos), — El impuesto de tablada de la 
provincia de Entre Ríos, de 29 de Octubre de 1915. exi- 
gido y pagad» al efectuarse la extracción de haciendas a 
otra provincia y con motivo de esa extracción, es violato- 
ri ° deí artículo 10 de la Constitución Nacional, y proíe, 
de en consecuencia, su devolución. 1% 374, 
/monstititcionaHdad de ley (hi de Vinos de h provincia de 
Mendoza). _ U ley 703 de la provincia de Mendoza, 
que hace obligatoria la reserva, exportación o destila- 
ción, de una parte del vino, regula precio de compra- ven ta, 
de elaboración, etc., con*) medio de eximirse por via de 
primas, de! impuesto de ocho pesos \*>r hectolitro con que 
grava el vino producido en la provincia, es contraria a 
los artículos 14 y 16 de la Constitución Nacional. Pág. 435. 
fnconstituciomlidad de sentencia. - Una sentencia intimando 
el desalojo de tina propiedad al «pie ta ocupa, dictada sin 
*cr oído ni vencido en juicio el ocupante, es contraria a la 
■garantía une consagra el artículo 18 de la Constitución, 
garantía que consiste, según los reiteradamente resuelto 
por la Corle Suprema, en que el litigante debe ser oído 
y encontrarse en condic iones de ejercitar sus derechos en 
las formas y con ¡as solemnidades establecidas por las le- 
yes de procedimientos, Pag. 417. 
inhabilidad de titulo. - Ks improcedente la excepción de in- 
habilidad de titulo que no se basa en defectos extrínsecos 
del título de ejecución .¡no en la causa de la obligación 
I "agina 424. 

interdicto de despojo. — KJ levantamiento o desarme ]*>r orden 
fiel Pürleí Kj.rmivo Nacional de irnos galponéa #¿rado< 
en la ril>er¡i Sitd riel Riachuelo, dentro de Ja faja de 15 
metros a que se refiere el articulo ¡1639 del Código Civil 
ii" pucílc fundar un interdicto de despojó dirigido contra 
el O. .bienio Nacional, tendiente a obtener la restitución 
de! terreno que ..ciniaban esos galanes v ni pago de daños y 
perjuicios. (Articulo inciso., 1.» y 2 » ; ^ n?( incisos 
o v 11 y 108 Constitución Nacional; articulo 1/53 y corre- 
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lativos ; .07, y correlativos del Código Ctvíl ; leves «20. 

('agina 296 J ^ ' 

/«írrrf.Vía - Dado que fas acciones posesorias re- 

pW! sobre él hecho material de la posesión en las con- 
diciones detenmnadas por la ley (articulo 2470. Código 
fcivtl) y que la pusesión conio tal hecho, del cuál ,e deri- 
van las aceces q..e la amparan, nada tiene de común con 

il. r / ' Urticul ° Códi K<> dtad ">- 

mprcH-edeme un mterdicto de retener la poción fun- 
dado en los derechos que acuerde it n contrato a la iwse 
ston dé una cosa de la que m se ha tenido la posesión 
Cfect .'; a P° r el *™t*>, en el modo, y las condiciones re- 
ijueridas para autorizarlo, ni pudo tomarse, en el caso 
por tratarse del lecho de un río, y que, aún admitida! 
en htpotes,s la aprehensión, esto es, la tenencia del cortil, 
habría fa tado el animus possidendi, dado que se habría 
poseído al solo efecto de construir fas obras comprendi- 
das en el contrato pero no en calidad de proletario HL 
gina 22. 1 1 ■ r rt 



J»*ao ordmario de repetición. - Si bien el juicio ordinario 
por repetición de lo pagado en juicio ejecutivo, sólo pro- 
cede cuando se ha cumplido íntegramente la sentencia de 
trance y remate, procede el pronunciamiento sobre el fon- 
do de «na den«nda tendiente a repetir lo que el deman- 
dado l„,„era percibido o pudiera percibir como conse- 
cinmaa del jmc.o ejecutivo, iniciada ante, de haberse cmn- 
pl do todas las condenaciones pronunciadas en éste si re- 
sulta de autos q„e antes de dictarse sentencia en prime-a 
instancia, se habían cumplido íntegramente jas referidas 
condenaciones. Pág. 13. 

laidos por comisiones especíales. - La cláusula del articulo 
18 ele la Constmicon, según la cual ningún habitante de 
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la Nación puede ser sacado de los jueces designados ;x>r 
la ley antes del hecho de la causa, se propuso proscribir 
las leyes ex post facto y los juicios por comisiones nom- 
bradas especialmente para el caso, sacando al acusado de 
la jurisdicción permanente de los jueces naturales para 
someterlos a tribunales o jueces accidentales o de cir- 
cunstancias. Pág. 422. 

Jurisdicción. — No corresponde a la justicia federal por ra^> 
nes de distinta nacionalidad el conocimiento de una de- 
manda por daños y perjuicios deducida por un extran- 
jero y un argentino contra una compañía argentina. (Se 
trataba de un accidente ocurrido a un menor, interesando 
el pleito a éste, argentino, y a los padres, extranjeros; 
articulo 10 de la ley 48. 1 Pag. 41. 

Jurisdicción. — Los juicios por cobro de afirmados son de la 
competencia de los tribunales locales cualesquiera míe sean 
las excepciones que se opongan en ellos, todo sin per- 
juicio del recurso extraordinario que acuerda el articulo 
14 de la ley número 48, o de las acciones que pudieran 
deducirse por reeptición de lo indebidamente pagado. 

Kl extranjero y vecino de otra provincia que demanda 
a un argentino ante ios tribunales locales del lugar de 
<|lte éste es vecino, prorroga la jurisdicción de los mismos 
y renuncia al fuero federal que le corres jionderia. Pág. 59, 

Jurisdicción. — L,a con qiet encía de la justicia federal por ra- 
ain de la materia depende del hecho que motiva el pleito 
y ntt de las leyes que se invoquen por las partes, y asi, 
mi citrrtsjioiifle a ella sino a la Wal las causas seguidas 
j»nr cobro de servicios de alumbrado y barrido prestados 
lK>r los municipios dentro de sus respectivas jurisdiccio- 
nes y regidos por sus ordenanzas ; sin que baste ta obje- 
ción de incoitstitucionalidad de esas ordenanzas o su opo- 
sición a leyes nacionales i«ra privar a tos tribunales dte 
provincia de la jurisdicción que fas confíete para conocer 
en causas regidas por disposiciones propias locales; por 
lo que la justicia nacional es incompetente para conocer 
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de las cuestiona sobre cobro de impuestos locales, mien- 
tras no se llaguen y formulen después, las acciones de 
repetición que fueren procedentes. Ksta doctrina no es 
menos aplicable cuando se trata del cobro de servicios o 
impuestos municipales, pues estas instituciones no son más 
que delegaciones de los mismos poderes provinciales gfr 
conscriptas a fines y límites adnunistrativos que la Con,- 
t.tuc.on ha previsto como entidades del régimen provincial 
y subordinadas a su propia legislación. Pág i24 
Junsdtcaón U tratación temporaria del concursado a un 
lugar diferente del de su domicilio real acreditado por in- 
formes de Bancos y por la residencia habitual con su 
familia, al sólo efecto de promover alli su concurso, no al- 
tera la jurisdicción que le corresponde al juez de su v 
dadero lomicilio para conocer del juicio del ranear» Pá- 
gma 14Í. 

Jurisdicción, — Una demanda contra el (Jobieruo de la Na- 
cjdti por cobro de sueldos, no es de las que prevé y auto- 
riza la ley $¿$2, en las condiciones que en la misma se ex- 
presan; en consecuencia, sin la previa **nia legislativa, 
los tribunales federales carecen de jurisdicción para cono- 
cer de ella. Pag. 232. 
Jurisdicción. - El jue* del domicilio del deudor es el compe 
tente para conocer del juicio universal de concurso de 
acreedores, al que deben acumularse los demás juicios 
que se sigan ante otros jueces, aún cuando se trate de 
juicios por cobro de créditos hipotecarios. 

Los convenios entre partes, relativos a constitución de 
domicilio especial, no pueden sobrejxmersc a las faculta- 
des que las leyes acuerdan a los jueces de concurso sobre 
los bienes del concursado. Pág. 234. 
Jurisdicción. - Constituye caso contencioso del que correspon- 
de conocer a l a ptfáfc fedcra1# la 1 anuncia que de la era- 
dadama argentina, haga un ciudadano naturalizad.», con 
oiKistcion del ministerio público. Trabándose de la ciuda- 
danía, el fuero federal surte además, por razón de la .na- 
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leriá |*>r envoher ésta cuestiones que interesan éSén£&Í 
inentL- a la Nación. Pag. 259. 

Jurisdicción. No quedando sino uno solo heredero, las ac- 
éidnes contra la sucesión deben dirigirse, después de acep- 
tada la herencia, ante el juez del domicilio de m0 t e! 
que. siendo ascendiente o descendiente entra en posesión 
de la misma sin formalidad alguna o intervención de los 
jueces. Pág. 311. 

Jurisdicción. — Una demanda por indemnización de daños y 
perjuicios ocasionados por la muerte de un estibador ocu- 
rrida a bordo de un buque, al descender del misino, ejerci- 
tando la acción civil que acuerda la ley 9688. es prima fa- 
cir. uno de los casos comprendidos en el artículo 100 de 
la Constitución y artículo 2. , inciso to de la ley 48, de ju- 
risdicción y competencia, cuyo conocimiento corresponde a 
la justicia federal. 

Lis cuestiones acerca de sí habiéndose producido el lu- 
cho en ocasión de ejecutarse un contrato de estiba a bordo 
'le un buque y si por ello, como por otros motivos análo- 
gos, puede o no responsabilizarse al capitán, y si puede <» 
no estimarse que el contrato había terminado a los efec- 
tos de tal respotisalnlidad. son cuestiones que se refieren 
al fondo y no a la jurisdicción. Pag. 358. 

Jurisdicción. — La jurisdicción sobre | a sucesión corresponde 
al juez del último domicilio del difunto. {Articulo 3284, 
Código Civil y 2. a . ley 927.) Pág jjjj. 

Jurisdicción. — El ejercicio de una acción personal pura y 
simple, déla- llegarse, con arreglo a los artículos 100 y 1212 
del Código Civil, ante el Juzgado del domicilio del deu- 
dor. Pag. 427. 

jurisdicción. — Corresponde al juez de la quiebra el conoci- 
miento de las acciones judiciales contra el fallid*» con re- 
lación a sus bienes, inclusive la ejecución de créditos íii- 
potecarios contra el mismo, sin que pueda variar la com- 
petencia del juez de la quiebra la circunstancia de ser el 
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com:i^ado tercer poseedor del mmnehl, ejea,ta<lo. IV, 
Junción oryinam. - No corresponde a la jurisdicción 
el conocimiento de una demanda contra ..na provincia por 
púa "53 C " n ° rontI ™ a ™» coste. PS, 

no ámente la existencia de «na acción ^'«««petaT 

Jos o mas persona., como partes directas y actuantes t>! d 

los benes hered.tanos en e 5l ado de indivisión, correspon- 
de a la jurtsd.cemn originaria de la Corte Suprema ci co- 
ndimento de una demanda por reivindicación contra una 
£ov.„c,a n interpuesta por un vecino de otra, aún cnand" 
rendan en la primera algunos correderos y el actor hava 
reclamado más de lo m pueda corrcsponderle, no £ 
tancb 5lI acaón a la parle indivisa «u7le perteneced 
como heredero. Pág. 381; ^ 



^d^Yle/' *** ** ""^ ~ V ^ -'"^i^ionali- 

Uher lT^C St T ~ , f 1 Earan,Ía ¿ artículo 

4 de la Gmst.tuc.on .debe ejercitarse con arreglo a las 

d. SI K,Mc.um-s q« K . se dicten consultando razies de lüMene 
segundad, moralidad, etc. Pág. * 



Mensura oftent - Una mensura administrativamente apro- 
ada, sin observación alguna de parte del reivindicante 
que 1.0 figuraba entre los pobladores de los terrenos que 
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se pretende reivilKlicar. si bien puede estimarse que no 
constituye un acto interruptivo de prescripción, demuestra 
suficientemente que el gobierno conservaba ta posesión y 
propiedad de éstos en la época que fué practicada Pá- 
gina 239. 

¿Untura oficial. — Véase Prescripción (sin interrupción). 

P 

Papel sellado. — Véase 'Impuesto de sello". 
Pensiones mifitares. Véase " Bienes einbargables". 
Poseedor de buena fe. — Véase "Gastos necesarios v mejo- 
ras útiles". 

Posesión treintenaria. — U posesión treintenaria reviste ca- 
rácter tan privilegiado que debe comprobarse de manera 
insospechable; y asi, con arreglo a la sana crítica, es insu- 
ficiente, por resultar sospechoso, el testimonio de dos tes- 
tigos, et tino de cuarenta y u n años de edad y el otro 
de cincuenta, que deponen, favorablemente, respecto a una 
posesión Be cuarenta años; testimonio que no se puede 
abonar con 01 ro que no alcanza en tiempo al hecho que 
se quiere justificar. No es bastante para tener t»or acredi- 
tado el extremo de la posesión de una cosa por determi- 
nada persona, con ánimo de dueño, que lo 5 testigos digan 
que saben y les consta la verdad de ello, sino expresan 
cómo k» saben y el fundamento de su afirmación. Pá 
gina t|í. 

Posesión treintenaria. — Tratándose de acreditar la |* cesión 
treintenaria a título de dueño, no basta que los testigos 
digan que saben y les consta que el supuesto ]x*seedor o su 
causante, lian estado en la tierra, que la lian cultivado, etc., 
liara inducir iiecesariamcnte que k> hacia a titulo de dueño. 
Página 2$}. 

Preterición (su interrupción). — Una mensura administrati- 
vamente aprobada, sin observación alguna de parte del 
reivindicante, que no figuraba entre los pobladores de los 
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terrenas que * pretende reivindicar, si bien puede «fe 
man* que no constituye «„ act0 mterruptivo de prescrip. 
«on ( demuestra suficientemente que el Gobierno conseí- 

(su interrupción). - Véase "Mensura oficial". 
^ ~ Us P^incia. no son responsable, «le lo* actos 
Q> sus ,nun,c,palidades. ni de tos ejecutados por los comí- 
.onados que el Poder Ejecutivo nombre en casos de aee- 
falia de las mismas. Pág. 85. 
mmo de La Hala (terrenos //Wj.^Wase "Reivindicación". 



Recurso de nulidad. E) recurso de nulidad no está compren- 
do en lo dispuesto en los artículos 6« ele la ley 4o« v U 
de la ley número 48. Pág. 77. K J J 4 

Recurso extraordinario. - No tiene carácter de definitivo a 
las fines del recurso extraordinario del artículo 14 ley 48 
m auto por el que se deja sin efecto una resolución que 
ordeno un desalojo que se habla decretado para cumílir 
una sentencia, a mérito de hallarse cumplida dicha senten- 
cía. 



La cuestión de si una sentencia se cumplió o no. es un 
punto de hecho ajeno a dicho recurso. Pág. 8 

Recurso extraordinario. - No procede un recurso extraordi- 
nario en que no aparece haberse llenado, al ser interpuesto, 
el reqimuo exigido por el artículo 15 de la ley 48, en que 
ademas, la ley en cuestión no fué invocada por el recu- 
rrente sino por la parte contraria, y en que, finalmente, 
la resolución apelada fué favorable a la interpretación que 
le atribuyo >ta parte. Pág. n 4 ' ' 

Recurso extraordinario. - Lo referente a la condenación en 
costas es extraño al recurso extraordinario. Pág. 41 

Recurso extraordinario. - La sentencia fundada en la prueba 
producida, que declara rpie un determinado aparato lo te- 
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nía ya en uso el demandado, con anterioridad a la fecha 
en que fué |»atentailo por el eoiunte tlel actor, y por lo 
tanto, <,ue habiéndose obtenido esta patente en contraven- 
non de lo dispuesto por el articulo 4." de la lev número 
mi, era nula, por lo que el demandado pudo defenderse 
opomendo y requiriendo esa nulidad, en ejercicio de la 
facultad .pie le acuerda el articulo 57. no contiene un pro- 
nunciamiento que se refiera a la inteligencia de la referida 
ley, en algtua de sus cláusulas y que pueda ser revisada 
por esta Corte Suprema en el recurso extraordinario al 
que es igualmente extraño lo referente a la condenación 
en costas > a la simple interpretación v aplicación de leyes 
• procesales. I*ág. 77. 

Rtcurso extraordinario. — Las cuestiones de que en un naso a 
nivel y en la fecha del accidente, no hubo guarda ganados, 
ni se demostró que lo hubiera habido, y de qite el tren no 
marchaba a la velocidad correspodiente. son puntos de he- 
cho, y por lo tanto, ajenos al recurso extraordinario del 
articulo 14, ley 48; también lo es y de derecho común, la 
de que había cosa juzgada respecto a si la locomotora dió 
el toque de silbato reglamentario. 

La sentencia que para desestimar la demanda se funda 
precisamente en que hubo guarda ganados no da a la dis- 
posición del inciso 8" del artículo 5* de la lev 2871. qu* 
según el actor "manda imperativamente establecer barre- 
ras o guarda ganados en todos los puntos en que los 
ferrocarriles crucen los caminos o calles públicas a nivel"', 
una inteligencia distinta de la que éste le atribuvó, y de- 
cide igualmente, sobre un punto de hecho. 

Tampoco importa la solución de un punto de derecho 
emergente de la ley 2873, en condiciones que autorice la 
tercera instancia para ante la Corte Suprema, la decisión 
sobre la importancia del tráfico en el lugar en que se 
produjo el accidente, a los fines de establecer si corrcs- 
lK.ndia que se colocasen allí, barracas o guarda ganados. 
I 'agina 82. 
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n-nera instaura para actuar ante ella, en representación 
de. t seo y ¡a atribuye al Procurador Fiscal 'de Wmm. 

i* trata de una dec.sio» sobre materia de simple proce- 
aumento cual es la de personería, ajena a dicho rect,rs<> 
sm que la invocación de las leyes 3367, ^ y ™^ 
ra procedente el recurso, dado que ta re^uctn fe 7a 
causa no dependía directa e inmediatamente de la inter- 
pretada» que se les diera a las mismas.) Pág . 

IT Sf^f ' " U CurtC Su P™* "o puede rever 
3*° a U Constitución ^ Ie -ve 5 que le corresponda m- 

E5E ñí I T T al artíCül ° ¡ °5 * Ia Cons- 

tueion Nacional; a lo que debe agregarse que las garan- 
tía? de los articulo* 5 , ,7 y .8 de la Constitución Nació- 
nal no la autorizan a rever, mediante el recurso extraordi. 

HE* I ' ey * ,a i^rprctación de las leyes 

íiecna por esos tribunales «1 cuanto deslindan la compe- 
tencia de sus propios jueces. En consecuencia, es im- 
procedente el deducido contra un auto de la Corte de Jus- 
ticia de Mendoza que se limitó a declarar, aplicando la 
Consunción y leyes lócale, de esa provinvia. que el tri- 

S u páT^: tm ™ ,k revisión We " 

* eC " r Z ¿mÉ^t ~ N ° Prwede d ^traordi- 

e„ L ^ CUk,S I- 14, ky 48 y *■* «5. en u„ caso 
en que „o es la inteligencia de determinados artículos de 
las Ordenanzas lo que se cuestionó, ¿no "la valide? y al 
canee de una sentencia pasada e„ autoridad de cosa juz- 
&m ( bn realidad, el recurso no se interpuso contra la 
sentencia definitiva del litigio sino contra regiones pos- 
tenores fundadas en la autoridad de la cosa juzgada de 
aquella, t Pag. 163. * 

Recurso extraordinario. - Us decisiones de los jueces de 
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Paz de la Capital pronunciadas en segunda y úliima jgg. 
tañera en apelación interpuesta contra resoluciones de los 
alcaldes, son recurribles |*ra ante la Corte Suprema por 
vía de apelación extraordinaria. 

U circunstancia de tratarse de un juicio ejecutivo no pue- 
de motivar por si sola la improcedencia del recurso extra- 
ordinario del articulo 14, ley 48 deducido contra un auto 
que deniega un embargo interpretando con carácter defi- 
nitivo una disposición de la ley 4707. en oposición a otra 
»le la número 9511, en une el ejecutante fundó su pedido 
de embargo. Pág. 166. 

Recurso extraordinario* — Habiéndose sostenido durante la 
substanciación de la causa, que el Código Penal no puede 
aplicarse a los delitos de calumnia* e injurias cometidas 
por la prensa por ser ello contrario al artículo $2 de la 
Constitución Nacional y resultando que la sentencia defi- 
nitiva se ba pronunciado en contra el derecho fundado en 
esa cláusula constitucional, procede el recurso extraordi- 
nario del artículo 14, ley 48. iA esta causa le es aplicable 
íntegramente el sumario de la que se registra en ra página 
4*mM tomo inmediato anterior 1 Pág. 175. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del articulo 14, ley 48 contra una resolución contraria al 
derecho fundado en los artículos 7, 104 y 105 de la Cons- 
titución Nacional y en la ley número 44. Pág. 23,7. 

Recurso ex traordinario. — Nu procede el recurso extraordi- 
nario del artículo 14, ley 48, contra una sentencia que de- 
niega e) futro federal basada en una circunstancia de he- 
cho, tal como la ciudadanía argentina atribuida al recu- 
rrente. Pág. ¿57. 

Recurso extraordinario. — improcedente el recurso extraor- 
dinario autorizado por el artículo 14, ley 48. cuantío al ser 
interpuesto no aparece fundado, articulo 15. < Hl escrito^ 
«le interposición decía, simplemente, que inter|x>nía los reV 
cursos de ablación y nulidad que autorizan los artículos 
6." de la ley 4055 y 14. inciso 3» de la ley 48. 



M JUSTICIA DE LA NACION 4lH 

Una sentencia no haciendo lugar a tm pedido de eanee- 
lacón de una carta de ciudadanía, no contiene pronuncia- 
miento contra la validez de un titulo, derecho, privilegio o 
exención, fundado en la Constitución, tratado o ley del 
Gotoso <|ue haga jwocedente ej recurso extraordinario 
hl precepto del articulo 19 de la Constitución, 110 acuerda 
mm derecho, privilegio o exención esleíales ni se re- 
laciona» directamente cdi la cuestión materia de tal li 
tigio, l'ag. 259, 

Recurso extraordinario. ~ X» procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, ley 48, contra una resolución de una 
Junta Electoral. Pág. ^4. 

Recurso extraordinario. — N procede el recurso extraordi- 
nano del articulo 14. ley 48, contra una sentencia que se 
funda en la aplicación e inte rotación de un contrato 
entre particulares ante prescripciones del Código Civil 
I^ina 317 . 

Recurso extraordinario, — Ko procede el recurso extraordi- 
nario clel articulo 14. ley 48, contra una sentencia que se 
funda en la aplicación c interpretación de un contrato 
mtre particulares ante prescripciones de los Códigos Civil 
y de Comercio, y en un caso en que el recurrente reconoce 
que la aplicación de las leyes especiales en que procuró 
fundar el recurso, está subordinada a la clasificación que 
se haga de la obligación contraída, o sea. si esta es pura 
y simple o de aquellas que se denominan alternativas. Para 
la procedencia de diclio recurso no basta la invocación de 
una ley cs|iee¡aL sino que es necesario que ésta Irnva sido 
cuestionada, es decir, que la decisión de la causa dependa 
de la solución que se dé a la interpretación controvertida. 
Página 324. 

Recurso extraordinario, ^ Invocados jx>r el recurrente disposi- 
cioues de la ley de Aduana, decreto reglamentario de la 
misma y ordenanzas, y deseo» >ddo-*l-derecho alegado v 
fundado en las mismas, procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14, ley 48- no siendo de aplicación el ar* 
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ticulo 4 - de la ley 4055. que se refiere a lo, recursos ordi- 
narios. Pag. 337. 

*fr»»w crrraorrfjWw. - No puede ser revisada por la Corte 
.Snprema una resolución tic un juez de r.* instancia, que 
apreciando su propia jurisdicción, se limita á declarar 
bien denegado un recurso llevado ante el mismo. IMg. 

ífWÍÍ* - No procede el recurso extraordi- 
nario del artículo 14, ley 48. contra una resolución de la 
Suprema Corte de ta Provincia de Huenos Aires que deses- 
Urna un recurso de queja por considerar que contra la* 
sentencias de segunda instancia no existen otros rectirsoi 
fuer» de los de meonstitucionatidad e maleabilidad de 
ley. \ K S decir, una resolución sobre el alcance de su pro- 
Jim jurisdicción, interpretando y aplicando leves proce- 
sales, no impugnadas como contrarias a la Constitución 
Nacional: resolución que por otra parte, no es la sentencia 
definitiva del caso a los fines del recurso extraordinario 
para ante la Corte Suprema. ) Pag, 367. 
Recurso extraordinario. - No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo r 4 . ley 48. eontra una sentencia de la 
Cámara Federal de la Capital, que condena a sufrir una 
pena por infracción a la ley de marcas, fundada en que 
"según lo establece la sentencia ajelada, (del Juez Fe- 
deral t, haciendo una apreciación exacta de los hechos, las 
etiquetas con que distingue sus productos el acusado, cons- 
tituyen una imitación bien caracterizada de las que usa 
el querellante"'. ( Es decir, itna sentencia basada en consi- 
deraciones de hedió que no puede ser revisada en dicho 
recurso, i !*ág. 470. 

Recurso extraordinario. — ta invocación del fuero federal al 
interponer el recurso extraordinario, es extemporáneo a 
los fines del mismo. Pág. 272. 

Recurso extraordinario. — K s improcedente el recurso extra- 
ordinario del articulo 14. ley 48, en una causa en que el 
único punto controvertido y resuelto, por aplicación de 
principios generales de derecho común, es el de que "los 
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deudores mm^i bajo reserva £ repetir judicialmente 
una parte de lo pagado, no cumplen ile un ntodo ¡mpérfcc- 
!<rel contrato, ni alteran pr un acto propio los efectos 
*l |W y la decisión que acepta el pago en esa forma 
no cambia el dereej» del acreedor y, por fe tanto, no le 
causa gravamen' . (pe lo que resulta haber sido extraña a 
ln cue S t.o„ debatida, la ley 9478. invocada por el recu- 
rrente, para fundar el recurso.» Pág. 378 
Recurso extraordinario. - Es improcedente el recurso extra- 
ordinario del artículo 14, ley 48, contra una resolución 
que l*>r exclusiva aplicación de disposiciones de carácter 
procesal, no impugnadas de inconstitucionales, ordena la 
regulación de unos honorarios. 1% 41 5 
Recurso extraordinario. - l ís procedente el recurso extraordi- 
nano del articulo i 4» ley 48. contra una resolución de una 
Cámara de Apelaciones que al confirmar la denegatoria 
de un recurso de apelación deducido para ante ella de 
una orden de desalojo, establece que el recurrente 110 es 
parte en ese juicio, y fundado en q«c esa orden dictada 
sin oírlo acerca de los derechos que ]>udiera hacer valer 
contrariaba el articulo ,8 de la Constitución que garantJ 
la inviolabilidad de la defensa en juicio. Pág. 417 
Recurso extraordinario. — Ks improcedente el recurso xtra- 
ordinario del artículo 14. ley 48, contra una resolucí. 1 fa- 
vorable al fuero federal. I'ág. 42a. 
Recurso extraordinario. - Vraae "Contiendas de competencia 

entre jueces federales". 
Recurso ordinario de apelación. — Np ¡ tro cede para antc |a 
Corta Suprema el recurso ordinario de apelación autori- 
zado por el articulo « de la ley 4055. en una causa en que 
f! allante f„e condenado a |*ig ar la suma de dos m i| 
ochocientos treinta y cinco pesos oro sellado. |x>r con- 
cepto de derechos de Aduana. (Con arreglo a la jurispru- 
dencia de la Corte Suiirema. no debe convertirse el oro 
a papel para determinar si tina obligación o valor dispu- 
tado excede de cinco mil pesos. > Fag. 332. 
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Reivindicación. — Acreditadla los extremos del artículo 2758 
del Código Civil, corresponde hacer lugar a la acción reí- 
vindicatoria. I'ág. 131. 

Reivindicación. — Comprobado que las tierras objetu de la rei- 
vindicación figuran entre las exceptuadas |x>r el artículo 3. 
del convenio de compra- venta del puerto de La llata ce- 
lebrado entre el Gobierno de la Nación y el de la provin- 
cia de Rueños Aires, y acreditado el carácter de dueño del 
reivindicante, corresponde, de acuerdo «w el artkulo 2758 
del Código Civil, hacer lugar a la acción deducida. I'á 
gina too. 

Reivindicación, — Acreditados los extremos del artículo 2758 
del Código Civil, corresponde hacer lugar a la acción rei- 
vindicatoría. I*ag. 239. 

Reivindicación. — Corresponde el rechazo de una acción rei- 
vindicatoría en la que el actor no ha protado que su can- 
sante tuvo el dominio sobre la cosa, y en que la prueba 
analizada demuestra que ese dominio no existió, ni pudo 
adquirirse por prescripción, dado que las tierras que se 
pretende reivindicar quedaron virUiatmentc incorporadas 
al dominio público. í*ág. 3R1. 
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Fisco Xanottal i'oittty (?í l : ri¡/oríjii'o '\lrmvitr '. por infnic- 
aóti u las t>r t i t -iit}ii~tts tic Adttmm 

Sumario: Acreditad» halarse exportad» una cantidad ma- 
yor del articulo importado lilire de detelfto^ es tnani- 
ñesta to imposibilidad de la defraudación que se buce 
derivar <Ie la faha de dicho artículo en Ids (tepositos de 
la enipresa acusada. 

Caso: l.o explican las p:za* siguí en tes ; 

StíNTRXCIA VV.t. SKÑ»K JL'KZ l-KnKK.U, 

L* PJ*U, Norlenbrc 9 de 1017. 

Y vistes: Este juicio seguido por él Ministerio fiscal 
o. mira ti FrignrirkM "Ariiroiir" de esta ciudad sobre infrac- 
ción a las ordenanzas de Aduana, consistente en la falta de 
los depósit >s de aquel de ^5.171 kilogramos de envasas de 
hojalata, introducido en franquicia condicional; 

V consiílériMid : 

1." íjiie el prnpósito de la ley es evitar que el envase 
introducid.' lil>rc tL- derechos, a causa de que debe de salir 
ni uva: retí te del país conté 11 ¡en di > productos nacionales de ex- 
portación, sea empleado o vendido en los mercados inferio- 
res: pero cttandn un eslalilecimiento como el sindicad 1 en ei 
stth jüdlce elabora en tal cantidad sus productos que no le 
alcanzan los envases que introduce y necesita adquirirlos 
en plaza, tic se concibe que haga el ruinoso uegucio de ena- 
jenar ó emplear en consumí >s internos áqUelíos envases im- 
p etados, para verse obligado a adquirirlos en plaza, más ca- 
r- s, para las necesidades de su exportación: 

Pero es que si esto n.t fuera suficiente para demostrar 
teóricamente la sinrazón de la denuncia, existirían las cate- 
góricas conclusiones del informe pericial de fs. 09. según el 
cual hay un exceso considerable <k' la cantidad <|c en vas.- ex- 
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portado sohre la cantidad de etivases incitados Hl>r.- de 
def senos, sin «uto pueda ser parte a modificar Ésle er - 
terio el héblío de que se hayan confundido los envases 
importados en los adqiiiridos éíl plaza. dados 1 * funda- 
ment * que se exponen en la resolución administrativa de 
fecha M de Dicu-mlire de 1916 a que alude el letrado de 1 . Fri- 
gorífico, y que el juagado lia tejiido a la vista. siendo particn- 
l.iniunte f!e tenerse eh cuenta el co-.iderando que dice; 
"CJue de 1:: misma inspección resulta un excedente en ex- 
p rtadoi Sb que aleja cualquier duda sobre el destín qua s. 
haya p dicto dar a la hojalata en cuestión". 

Por ío expuesto, y definitívánierrte juzgando fallo: a1»s .■!. 
viendo al Frigorífico Annour de la imputación que s¿ le f«*r- 
mula. sin costas al fisco, como se s^üeitia, por ser ello a t da> 
(tices improcedente y sin imponerlas tantpoco al denunciante, 
no sólo por haber conservado el carácter de tal. sino y prin- 
cipalmente perqué si bien tiene un interés pecuniario en I;i 
cuestión, delw entenderse que la rr.zón fundamental de su 
proceder es su calidad de empleado püfcHco, obligado p¡>r 
sus funciones a velar por la integridad ik* la renta fiscal. No- 
tifiquese y archívese en su oportunidad. — C\ Zavalía. 

SENTENCIA DK LA CÁMARA l : KI)i:RAL DE APELACION ES 

u puii, junio ir de mñ 

Y vistos; Por sus fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fs. 89 y devuélvase. — Aúloufo L. Mtfnriwro. — 
A\ Cuido Ur< atti\ — Josí- Múre& 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenot Atrei> Scplkmbtc 3 de I9tti. 

Y vistos: Los venidos en apelación de Séftteticia de la 
Cámara Federal de La Plata seguidos por el Fisco Nacional 
contra e? Frigorífico "Armour" por infracción a las ordenan- 
zas de Aduana, 
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Y considerando ■;: 

Que ln pericia de fs. U). ha permitido acreditar que desde 
Juljo 11" de 5 hasta el ¿i de Julio de 1917. e! Frigorífico 
"Aro* 11 r" introdujo libre de detectips trescientos cincuenta 
y siete mil setecientos doce kilos de hojalata, y exportó en el 
misino peri ido novecientos treinta y siete mil novecientos cin- 
cuenta y tres küos, adquiriendo en plaza mi millón noveciem 
ti s noventa y dos mil veintibeh > kilos de! mismo articulo de en- 
vases con derechos pagos 1 fs. 74 y 74 vuelta I . 

One si bien la denuncia se circunscribe a operaciones 
realizadas desde Enero l.° a Noviembre 2 de hjiÍ». no puede 
sostenerse quo la pericia se refiere a periodos distintos, ¡mes 
es claro que dentro del amplio término míe abarca a los fines 
de ilustrar el criterio judicial, comprende también las opera- 
ciones que han motivado la denuncia por infracción. 

Que acreditado por la pericia referida que el Frigorífi- 
co "Armour" ha exportad » una cantidad mayor de hojalata 
que la importada libre de derechos, es manifiesta que no ha 
p.rdid,. existir defraudación, porque como lo establecen las 
consideraciones expuestas en la resolución administrativa de 
Diciembre 14 de de que se hace mérito a fs. yo* c ' ex- 

cedente en lo exportado en el caso, como en el de la reso- 
lución aludida, "aleja cualquier duda sobre el destiño que se 
baya podido dar a la hojalata en cuestión**. 

Que en efecto, un es presunlible qu„' la hojalata introdu- 
cida libre de derechos ti aya tenido distinto destino del que te 
corresponde p ir la ley. y que el Frigorífico la haya adqui- 
rido en plaza con derechos pago* para sustituirla, cuando se 
comprueba, poíno resulta de autos, qué la hojalata introdu- 
cida en franquicia sólo alcanza a una cuota parte de la ex- 
plotación en forma d? envases. 

Qttiá la infracción debería resultar, en todo caso, de la 
inversión de esos factores. sea ds una exportación menor 
que la importación y diferencia en menos de la existencia 
que debiera tener el frig rifico como excedente de sus nece- 
sidades, circunstancias que no concurran en el caso de autos. 
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IV r dio, y fundamentos concordante* de la «solución 
de fe, S j, se confirma ta sentencia apelada de fs. 104. sin 
costas, atenta ta nátufaíitza de la cuestión delratídá. Moíüi- 
quese origina! v devuélvanse. 

A. BkhmrjO 1 . — P, K. Pa.iJ* 
CJ 0. — J. Fn.i t.uha Au- 

O'KTA. 



/ y^í,- /" ( ír.-/(i fii mitps con í/í'Ji 'AíHhif Mánfltcs. xi»/t,- 
interdicto ti,' despojo. — Recurso de hecho 

Sumario: ir \*> tiene carácter de defihiHvo a los fines 
del recurso esí-tíá rdin&rio del arrien I» 1 14. ley 4^. u:; 
aiil" por el <|iu' se deja sin efecto una res .lucüm qne or~ 
tfenó un desalojo que se había decretado para cumplir 
una sentencia, í; mérito de hallarse cumplida dicha sen- 
tencia. 

_V La cuestión de si una sentencia se cumplió o no, 
es un punió de hecho ajeno a dicho recurso. 
Caso: Lo explican las piezas siguientes : 

MCTAMEN im. SEÑOR l'KOCLkAlKlK l'.KX KRAI. 

Bneao* Altes, julio -B de I9IB. 

Suprema Corte: 

151 rccurs> concedido por el articulo 14 de la ley 4* f 
da sólo contra las sentencias definitivas dictadas por los tri- 
bunales superiores de provincia. 

Kn el presente caso se trata de un acto que resuelve un 
incidente de procedimientos suscitado c n motivo del cumplí 
miento dv nna sentencia definitiva dictada por dichos tri- 
hu nales. 

Pur otra parte, las vfoíactoitei de garantía* constitttdb- 
nales que en forma abstracta .se alegan |H>r el recurrente, tío 
pueden fundar este recurso,, Suprema Corte Naci nal. tatito 
[_>o. [Aginas 145 > 3|9- 
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V> r Ti * que pido a V. Ií, *e sirva declarar bién denegada 
la apelación interpuesta . 

Josc Nicolás Mutit iizo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butooi Atrei. Septiembre 3 de 1018. 

Autos y vistos; iíl recurro de hecho jxir denegación di! 
extra n linar i* i que autoriza el artículo 14 fie la lev núme- 
ro 4S. deducido juir df.n J*>só Van la en los antas seguidos 
contra di ni Tomás Márquez, sobre interdicto de despojo, 

Y considerando: 

Que con arreglo a la interpretación dada reiteradamente 
]>. »r esta Curte a lo* artíciilos 14 y 15 de la ley número 
él término para interponer la apelación extraordinaria que di- 
chos artículos autorizan, corre desde que se notifica la respec- 
tiva resolución definitiva, y no se suspende [>or los recurso* 
que se entablen ante otros tribunales locales, sin compoten- 
cia para admitirlos y substanciarlos, segíui la inteligencia que 
éstos den a sus leyes procesales. \ Fallos, ton*) 124. pági- 
na 68; tomo 126. página tomo 127. página 14 y otros». 

Que según resulta de los atil;>s traídos por vía de in- 
f. irrité, decretado un desalojo |>ara cumplir utta sentencia eje- 
cutoriada 1 fs. 164 1, tal resolución fué posteriormente deja- 
da sin efecto por auto de fs. 170 en, el que se declara que la 
sentencia a que se alude, fué oporttirtatuente cumplida. 

Que recurrida la resolución de fs. 170. fué confirmada 
por la Cámara Segunda de Apelación de la ciudad de La Pla- 
ta, y la confirmación aparece notificada en Abril 18 del co- 
rriente año (fs. 180 t f después de lo cual se dedujo el recur- 
so de incoustituei nalidad para ante la Corte Provincial, de- 
negado por la Cántara en Mayo 10 ( fs. 186 vuelta) y por 
la Corte Provincial ni Junio 5 ( fs. 194». 

One a den ti s fie que un auto de mera substanciación, pos- 
terior al cumplimiento de la sentencia, no es sentencia defi- 
nitiva con arreglo a la reiterada jurisprudencia de esta Corte, 
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de la elución de fs. 19* *¡ fo(8** «l"c la de fs .17'! mi 
era susceptihle <le recursos en el orden provincial i I'ailos. t-»- 
,«u-ina 11K1. y como se ha expuesto, fue nrttfic^ 
cu \bril t8. sin i|tie c :iiira é«a *e haya interpuesto e. recur- 
so autorizado por el artículo 14 (le la ley *S y 6," de la 4*55- 
Que la apelación extraordinaria para ante «ra Loru 
seria' asimismo ¡mprpcetóe si el recurrente enU-mUera ha- 
larla interpuesto contra la resolución de fs. ig 4 . en yirttu. 
de t .ue en dicha resolución la Corte ue la provincia se limita 
a declarar la improcedencia del recurso de inconstitucional! 
m de.lucído liara ante ella, circunscribiéndose a determinar 
el alcance de su propia jurisdicción con arreglo a V s Uve* 
provinciales t Fallos, tomo 1.24. Infima ¿77 3? &&&h 

l )ne aun cuando asi no fuera, el recurso sena siempre 
imprudente l«>r otros concepta poique las cláusulas cons- 
titucionales que Se invocan no tienen relación "directa e in- 
mediata" e n el caso de autos, y porque la resolución que uV 
ja mu efecto el desal, jo s, hasa en que "la sentencia datada 
encuentra cumplida con la tonta de j*sesión de ijua instru- 
ye el acta de fs. 141": v si la senuncia se ha cumplido p n?, 
es „„ punto de hecho ajeno a) recurso extra .ruinarlo con arre- 
glo a lo reiteradamente resuelto. 

p or mm fundamentos y «le acuerdo con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador General se declara no hal-er 
fugar ¿ recurso. Notifique original, remilgase el pape, a 
mdmesc. devolviéndose los autos venidos por vta de itifor. 
„, c al tribunal de precedencia, con transcripción d? la pre- 
sente . 

A. Hkkmkjo. — D- & 1* A1A - 

C I0, — /. Fii'pL'KKoa Al- 
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Büfta .\htr,}aritn Onrubict de Pinto contra el {¡obiemo Na- 
ehfíali t t>r rekindictnióii; ¿ubre cumplimiento de sen 
teneñi. 

Sumario; Ñó pr&csde un recurso extf^oMiiiánb cu i|iie no 
aparece haberse llenado, al ser interpuesto, el requisito 
exigida por el articulo 15 tic la ley 0, en que aderüás, 
la ley en cuesiión ñ fué invocada por el recurrente sino 
1 >r la parte entraría, y en qtie, finalmente, la resolu- 
ción apelada fue" favorable a la interpretación que le atri- 
buyó esta parte. 

j.'" Dentro de lo preceptuado p»r la ley ,\sj>$2. no 
c- rnsponde dictar vmplazamientos contra Ta Nación a 
liii de que cumpla sentencias que por otra parte no des- 
conoce y que en lo correspondiente, dependen en gene- 
ral, o de sanciones del Poder Legislativo o de tramita 
cisnes administrativas indispensables. 

Caso; Confirni&da por la Cámara Federal de Apelaciones 
de La Plata, la sentencia definitiva dictada par el señor 
Uuz de Sección de la misma ciudad en sélititto favora- 
ble a la aetora. ésta se presentó nuevamente al juzgado 
solicitando que. por intermedio del oficial de justicia se 
le diera !a p cesión de la cosa reivindicada libre de 
cualquier ocupación. Proveído de conformidad, el Pro. 
curador Fiscal, a su vez. pidió revocatoria del auto, 
pur conceptuar que el juzgado carecía de imperio para 
ordenar la ejecución forzosa de I s fallos dictados, a lo 
que ésu- no hizo lugar, manteniendo el auto. Apelada 
esa resolución, fue revocada pur Cámara. 

FAU.0 DE LA COHTE SUPREMA 

Bueno* Atrci, Scpiíewbr* T de I9IB. 

Viát s y considerando: 
Qne el rééttrso interpuesto y concedido < f s. 134 y 134 
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VWejto), en él extrae rditiari" aut rizado por el articulo 14 de 
la ley y (V* de la 4055. 

Que cíe conformidad co» el artículo 15 de la ley .48, cuan- 
do se entable el recluso de apelación (|iie autoriza el artículo 
anterior, deberá deducirse ¡a queja e u ar regio a lo presen ji- 
lo en él. de tal modo que su fundamento aparezca de 3 * autos 
y tenga una relación directa e inmediata a las cuestiones de 
validcse «le los arttcul > de la CoiistitUdóri, leyes, tratados o 
c< ■tuisii inc* en disputa, requisita que en el SÍt¡f lite 11 1 Rpa 
v\.w cumplido por el apelante en el escrito de Ínter|*t>sició:i 
dm recurso. (fÁ&> tütno i¿4. Ingina 7.1 >' jurisprndeneii 
allí citada ■ . 

Une Iíi apelación extraordinaria es también improceden- 
te en el cas-, porque el artículo 7." de la ley 3.1*52 110 fué 
invocado <>or el recurrente sino por la parte demandada y la 
resolución de fs. I2<í es favorable a la interpretación que 
le atribuyó el representante fiscal que es como se lia dicho, 
quien lo invocó para opohiárse a la ejecución de la sent.-n 
cía dictada contra el bienio Nacional. 

Qpe a mayor abundamiento cabe agregar que dentro de 
lo preceptuado por la ley número ,VJ32, no corresponde dic- 
iar emplazamientos contra la Nación a fin de que cumpla 
semencias que por otra parte uu desconoce y que en lo co- 
rresp ndimte. dependen, en general, o de sanciones ÚA IV- 
thr Legislativo o de tramitaciones administrativas ¡lldispen- 
saliles. i Argumento del fallo, tomo 127. |>ágina 120 y otrosí. 

Por ello, se di-clara 110 haber lugar al recurso. Xotifi- 
qttese original y devuélvanse, llepéngase el papel ante el 
tribuí lal de procCdcnctá. 

A. I!i:k mi-jo. — Nicanor C, mx 
Solar, — 1), K. Palacio. — 

J. Fl«UT.RO.\ A lA'i IKTA. 
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//. M\ Roberts y Cía., contra el fisco mu tonal, sobre cobro 

de pesos 

Sumario: Si bien el juicio ordinario |x>r repetición de lo 
pagado en juicio ejecutivo, sólo procede cuando se lia 
cumplirlo íntegramente la sentencia de trance y remate, 
procede el pronunciamiento sobre el fondo de una de- 
manda tendiente a repetir lo ¡pe el demandado hubiera 
|wreihido o pudiera percibir como consecuencia del jui- 
cio ejecutivo, iniciada antes de haliers^ cumplido todas 
las condenaciones pronunciadas en éste, si resulta de 
nulo» que antes de dictarse sentencia en primera ins- 
tancia, se habían cumplido íntegramente las referidas 
condenaciones. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 

SKXTRXCIA Dívl, SKSOK JTKZ KKUKKAL 

Buenos AIim. Mono 16 4t 191?. 

Y vistos: Estos autos seguidos por H. \V. Kobcrts y 
Compañía, contra el Fisco Nacional. i*>r cobro de pesos* do 
cuyo estudio resulta: 

(Jue a is. i) se presentan los actores deduciendo juiei" 
ordinario contra el Fisco Nacional y ntintítesian que su acción 
emerge del juicio ejecutivo que fué seguido por ante este 
Juzgado, en el ewal se hizo efectivo el (rago de una multa 
en virtud de un decreto, que se fundaba en la falta de cum- 
plimiento a un contrato de compra-venta. Que en el referido 
juicio la disensión fué restringida, sometiendo a la discu- 
sión amplia a que ahora tiene derecho, la sentencia de re- 
mate y el decreto en que se basa, a fin, de que se condene 
oportunamente al Fisco, a la devolución de todo !o exigid j o 
percibido o que obtenga por la sentencia de dicha acción ejecu- 
tiva, c«n sus intereses y costas. 

Que por el contrato que acompañan, se establecían pía- 
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zi» |i:irn la unirla de las barreras tlé zinc. C >m . también 
para li s pagus correspondientes y ijiif si iiul»o una pe> 
quena demora pór pa#te ttc 0ÜoB en la entrega del eár^niéh- 
to en un total tic veinte Vapores, hubo también demora de 
•l..s meses en el ¡«igo de su importe y c|ue p >r lo tanto así 
pudo apilarse lo que no so hizo en su oportunidad, la cláusula 
punible fiel e. nitrato por demoras, también se de venga r..n en 
su favor intereses cuantiosos por denigras en los pagos, como 
1 . pueden prqtór, en una suma mayor que la mulla que se 
hubiera podido aplicar. 

fjue el documento (pie acompañan suscripto por el doe 
mr Juan Oní?. de Kosas. Direct ;r General de la Defensa 
\grie !a en la época (pie se suscribió al emurat > y en la que 
también se produjeron las deiu ras referidas, comprueba que 
hubo una compensación transacción, por la cual se les exi- 
mí á de toda mulla y desistían por su parle de los interés i-* 
impagos, devengarlos por demoras en el pago de los crédito. 

Que pisten, r mente fundado él letrado de la repartición 
en la falta de constancia escrita de ese convenio aconsejó se 
hiciera efectiva la mulla, lo (pie se resolvió por el nuevo Di- 
rector, dandi» lugar al decreto que motivó este juicio y la 
sentencia contra la cual reclaman. 

(Jue u por la falta de constancia escrita dejó de producir- 
se d conveni ►» cohío lo prueba el documento presentado qtfc 
stisCrlbe el doctor Orliz de Rosas, la cancelación de la ga- 
ra mía dada por el Báticb Español y otros medios d.- prueba 
que oportutíamentq deducirán. 

(Jue la transacción y cottipensációh, proceden de acuerdo 
CQfl |os articu!" s K52 y del Código Civil, procediendo 
también el juicio onlinari (ta acuerda con lo dispuesto por 
el articulo 258 del Código de Procedimientos. 

Declarada la competencia del juzgad > y corrido traslado 
de la demanda a te. 11 vuelta,, es evacuada a fs. 13 por el 
señor pnieuradtT fisca!. solicitando que por las razones que 
expondrá se rechace con especial condenación en costas. 

(Jue bastará que el juzgado tenga a ta vista e¡ expedicn- 
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te de la ejecución mencionada |*>r los actores para conven- 
cerse dé falla de acción y de %rechp para formular esta 
demanda, pues el juicio ejecutivo Irase de la misma, no está 
terminado, no habiéndose hecho la liquidación de intereses y 
costas. que está pendiente, y ¡x>r ende los señores Roberto 
y eoir^iañia no han pagado todavía las sumas que el fisco 
les reclama en la citada ejecución, haciendo notar que los 
titulé que éstos dieron a embargo, no alcanzan a cubrir tí] 
siquiera él capital objeto de la ejecución. 

Que en estas condiciones, es evidente que no proceda 
el juicio ordinario de que trata el articulo 295 de la ley de 
procedimientos, pues aparte de que el buen sentido indica 
qué el derecho de promover el juicio ordinario al que es ven- 
cido en el ejecutivo, se refiere a una ejecución concluida, 
esta consideración surge de la lectura de los autos preceden- 
tes, que establecen previamente la liquidación de intereses, 
costas, y otras formalidades que están pendientes de la reso- 
lución del juzgado. 

Que es improcedente la pretensión de los actores para 
que se condene al fisco a abonar los intereses devengados |>or 
demoras de pagos, a que estaba obligado |ior un contrato que 
no individualizan con la debida claridad, aunque cualquiera 
que sea su origen, es evidente que esa parte de la acción es 
completamente extraña al juicio ejecutivo que invocan para 
fundar la demanda, y que l»r lo tanto para demandar por 
ese concepto, los actores necesitarían cumplir previamente 
con los requisitos que señala el artículo |£ de la ley sobre 
demandas a la Nación, lo que no han comprobado haber 
hecho. 

Abierta la causa a prueba a fs. 16 vuelta, se produce la 
qué informa el certificado del actuario de fs. 34 vuelta, y ha- 
biendo alegado las partes sobre su mérito y llamado autos, 
quedan estas actuaciones en estado de dictarse sentencia de^ 
finitiva. 

Y considerando : 
Que el derecho de la parte actora para iniciar la pre- 
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senté ;.cción. se desprende de lo preceptuado en el articu- 
ld ¿(^ del Código de Procedimientos y de la jurisprudencia 
establecida al respecto, declarando qué en casos como él prc- 
sejiU'. n» es d„> aplicación lo dispuesto en el articulo, i " de 
la ley número .1.0,5.2 wíjte demandas a la Nación, siendo 
inadmisible lii su virtud la defensa ■ puesta en este sentido 
por el señor fiscal. 

<¿ue en el articule 1 2." del contrato de compra- venta flé 
materiales para la IX-fensa Agrícola, se establee.' que «'sta 
última pagara una vez llegada la mercadería al puerto de 
esta Capital previa entrega del conocimiento, el 73 ojo fie 
su valor, reteniendo el 25 ojo restante ¡tara ser abonado una 
vez que se reciba la mereaderia. 

Que del examen comparativo de las planillas de fs. 24 
y 27 remitidas \*tr la Dirección General de Agricultura, se 
constata que los pagos practicados pjr !a Defensa Agrícola, 
fueron Hechos siempre con posten andad a la llegada de los 
va|)ores al Puerto de la Capital, sin cumplir por consiguien- 
te con lo dispuesto en el articulo 2." recordado anterior- 
mente . 

Ouc del informe de fs. 26, Corno de la declaración del 
testigo doctor Juan Ortiz de Rosas a fs. 21 vta., resulta que 
atentos los reclamos formulados p:»r los señoras Kuberts y 
Compañía, sohrc demora en tos pagos y falta de eumpli- 
miento en la entrega de la barrera, se celebró de común 
acuerdo entre el ex- Director ¡fjocUr Ortiz de Rusas y los 
actores, un arreglo amistoso eme dejaba sin efecto los refe 
ridos reclama, dando j»or cancelado d contrato. 

Kn mérito de estos antecedentes, reconocido como que- 
da que si bien los actores entregaron con algún retardo la 
cantidad de barrera fijada en el contrato, también la De- 
fensa Agrícola incurrió en mora respecto a los pagos que 
estaha obligada a efectuar, llegándose así a una transacción 
en que las partes renunciaban reciprócame 11 te a los derechos 
reclamatorios que pudieran hacer, y en cuya virtud se jus- 
tifica plenamente el derecho que asiste a la parte actora al 
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solicitar la devolución de la simia de ó.ooo $ ni ó., entre- 
gados en el juicio ejieiitivi de la referencia, de acuerdo cjn 
lo dispuesto en el arlíeul S66 del Código Civil. 

I». t estos fundamentos fallo, declarando que el (hibier- 
no de la Nación debe devolver la suma de seis mil peso* 
n1 neda nacional y los intereses recibidos de los señoras H . 
\V. Koberts y Compañía, de acuerdo con los antecedí ntes 
que obran en el juicio ejecutivo seguido por el Fisco Na- 
cional contra los actores y las ostas del juicio. Nulifiques.- 
y repónganse las fojas. — Manuel B, de .-iticfiorata. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

BiHno* Airci, AgMlo 25 4* 1917. 

Vistos: lisios autos iniciados por H. W. Uoberts y Cia.. 
contra l'1 Fisco Nácional |iur devolución de ima suma de di- 
litro. 

Y considerando: 

i." Que la acción de repetición que se dedujo en la de- 
manda presentada el 22 t\¿ Septiembre de 10,14, origen de 
este ]i1cito. se bace emerger del respectivo juicio ejecutivo 
agregarlo sin acumularse. 

8." Que si bien en principio las acciones ordinarias de 
la naturaleza de la utb Utc búllanse autorizadas por; ul ar- 
ticulo ¿78 de ta ley federal núnifcro 50. debe entenderse oue 
dentro del necesario orden de los procedimientos ellas sólo 
pueden iniciarse cuando los juicios ejecutivos míe los prece- 
dan se encuentren deñnil i vanante concluidos por el rechaza 
de la acción o jxir el íntegro pago al acreedor del capital c 
intereses en ellos exigidos. 

.V O 110 - tn °1 caso presente, en que actúa como actor 
el demandado vencido en juicio ejecutivo, la acción intenta- 
da tiende a repetir las sumas que fué condenado a pagar pero 
que en realidad no había alionado integramente al tiempo de 
la demanda lo que determina su improcedencia. 

4," Que. en efecto, la demanda ordinaria fué presentada 
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el 22 de Septiembre de 1914 y el efectivo pago t«*tnl del ca- 
pital e intereses a que, en el jiiícÍl» eje ativo, fueron condena- 
dos II, \\ . R.Y|>erts, y Cía., recién fué completado el 3 di 
Agosto de 10,15. 

5. " Que trabada en tales condiciones la litis, desde tpK 
la contestación de la demanda lleva cargo de Marzo 8 de 10.1$, 
esta cuestión, planteada entonces justamente por el señor pró- 
curailor riscal como defensa, debe s¿r considerada y decidida 
en sentido desfavorable por las rabones expuestas en los conside- 
randos precedentes sin que el tribunal pueda admitir innova- 
ciones de liecbo posteriores a dicha demanda y contestación, 
íjne vendrían a alterar el cuasi e mirato rme ini]M)rta la litis 
contestatio facilitando recíprocas sorpresas a las partes t\\v¿ 
alterarían la normal pn dueeión de la prueba y la marcha re- 
cular del procedimiento indispensable pitra decidir legalmen- 
te las controversias scemuium aihyata ct pntbaui \ L,cy 
Titulo X. Partida III i, 

6. " Que. por otra parte, los artículos 204 y 20,5 de la ley 
Federal numero 50* concordantes con el articulo 525 del Có- 
digo de Pri cedimientos de la Capital, al establecer cpie apro* 
ktda la lii|uidación se liará entrega «le su importe bajo fianza 
míe pueda exigir el ejecutado para garantir el resultado del 
juicio ordinario, determinan, en forma precisa, ipie la opor- 
tunidad de epte éS|e se intente llega recién cuando se paga el 
importe total de las condenaciones a que debe referirse la li- 
quidación menci nada míe se practica y aprueba en les juicios 
ejecutivos, de los míe son mera consecuencia los ordinarios. 

7. " Que la Corle Suprema al decir, como dijo, en el caso 
(pie se registra en el tomo 25. página 442 de sus fallos "qiu 
el ejecutado, después de haber cumplido la sentencia- Oí et 
inicio ejfcnth'Oj n > hace sino usar de un derecho que la ley 
le acuerda expresamente demandando en juicio ordinario la 
devolución de l¡: qtté pretende haber pagado indebidamente", 
ha interpretado en el mismo sentido ¡ftéquivcieamente, la ( por* 
tunidad en que puede intentarse la acción ordinaria. Gnieor- 
dí.utcmenie al referirse a un caso de apremio regido por el 
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articulo ¿Ji de la ley 550. la Corte Supre lia en el tomo 66, 
página 150,' declaró que el término dé sesenta titas que dicho 
artel > tija párá la deducción de la acción rdinaria "no debe 
contarse desdi* la fecha de la semencia de trance y raiau- 
sino desd¿ que se verifica el pago al acreedor". 

Por estos fundamentas: Se revoca, sin costas, ta senten- 
cia ape!ada. n. chazan d se la acción extetuporá acámenle iu- 
tentada por H. W. RoMfts y Cía. Devuélvanse y repóngase 
el sellado en primera infancia. — Mittcétütó Étiitáfida< — 
.1. Urifarntétí — Ihimcl Üoytin, — 7\ JrLis. — Kn disi- 
dencia : J. A r - Mnticnzo. 

DISIUKNCIA 

Bueno» Airei, Ajlosto ib de 1017- 

Vistos estos seguidos por 11, VV. febétts y Cía., c ntr - 
el Cohiemo de la Nación sobre dev .hición de tina suma de 
dinero, 

V considerando: 

ti* Que la presente acción ordinaria ha sido iniciada 
después de terminad * el juicio ejecutiv - por la sentencia de 
réntate de Agosto 21 de MH4- 

2," Que el artículo 278 de la ley de procedimientos de 
j8ój dispone que. cualquiera que sea la sentencia en el jui- 
cio ejecutivo quedará, tanto at actor como al reo. su derecho 
a salvo para pr ¡mover el ordinario; y esta disposición ti© con- 
tiene restricción algún;:, ni suh. rdina el derecho del vencido 
a !a condición de previo cumplimiento de la sentencia recaída 
en los autos ejecutivos. 

.V ( Ju^'- l H,r utr:i pari e < consta en el expediente ejecu- 
livo anexo qué en ¿ de Ag sio de 1915 M" tll ° integramente 
satisfecho el crédito reclamad, por el Cobierno, sus intereses 
y costas, de suerte (pie. aún en la hipótesis de que el espíri- 
tu ile la ley en el articulo 278 fuera exigir el previo cumpli- 
miento de la semencia de remate, tal requisito estaría cum- 
plido hace más de dos años, mucho antes de la sentencia ape- 
lada, que lleva la fecha de tó de Marzo de 1917. 
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4. " Que. ante esta «titilación reáí; no es posible (|iie el 
tribunal prescinda de ella y reí re traiga las tusas al estado qW 
Unían ni una época anterior. para satisfacer requisitos en 
firma cuyo objeto jurídico i>; lia podido ser jamás sacrificar 
el fondo, puesto que el fin de la legislación procesal • r ai 
solución pronta y clara a las ci ntiendas de las partes. ra 
a-e^nrar la justicia y la paz social. 

5, " (Jue estos fines de orden jurídico serían viólanos 
si en vez de determinarse definitivamente este pleito con arre- 
glo a las acciones deducidas y a tos ludios t\u¿ constan en los 
c\ pedante.», se dejasen sin efecto b actuado |x>r simples ra- 
zones de pr ved ¡miento. 

í>." (Jue. sin embargo, el actor no lia comprobado la in- 
jnsticia del cobro <|ii c se hizo ejecutivamente, pues la tran- 
sacción que dice fué infringida, no aparece haber sids apro- 
bada por el i*;>der líjceutivo de la Nación, ni consta en docu- 
mento alguno, sin que pueda atribuirse el carácter de tal a la 
declaración emanada del ex DirecUr General de la Defensa 
\grieola. basada eri recítenlos personales que carecen de Va- 
lí d.*z oficial. 

7.' fjue habiendo conformidad de parles en qne h 
entrega del material contratad; se hizo c. ti dcnmra por pan 
de Kolierts y Cia.. y en que el articulo ,V del contrato estipula 
p;.ra ese caso la mulla de seis mil pesos que se cobro ejecuti- 
vamente, no hay razón legal para declarar que ese cobro fué 
ttljust- . 

I'or estos fundamentos, creo que debe revocarse la senten- 
cia apelad:* j absolverse a la Nación de la demanda entablada 
por 11. \V. líóberts y Compañía, con obstas. — J. X, Mti 

r.\i,i.o nu la cor tu sui>ki:m.\ 

Buenot Aires. Stplicmbre 10 de 1918- 

Vistos y considerando; 
Que la demanda ordinaria de h>s señures M. \V. k berts 
y G1 mpañia. tenia fiOr objeto reclamar ilel tiobtenio Nació- 
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nal !■■ que éste hubiera percibido o i»ii*lii>ra percibir cuino con- 
secueucia del juicio ejecutivo seguido por el fisco contra la 
razón social citada, de lo que Sí infiere que el finen sólo podía 
ser esndenatto a devolver, — supuesta la procedencia de la 
acción — . lo que Hubiese percibido basta el motílenlo dé (lie 
tarse sentencia en el juicio ordinario. 

Que si bien la sentencia de trance y remate n > aparece 
totalmente cumplida en !a f celia en qtté se inició el juicio que 
autorlsfi el artículu 27Ü de la ley Nacional de. procedimientos, 
di aulns resulta que en Agosto 3 de iy »5 ' f -37- feíWp eje- 
cutivo 1 estaban satisfechas las condenaciones de la sentencia 
de trance y remate, de suerte que al pronunciarle el juez de 
primera instancia cu Marzo 16 de 10,17. pudo cr.mo lo lia 
hecho, declarar que el fisco estaba obligad" a devolver la su- 
ma percibida, o resolver lo contrario, sin ultrapasar los límite* 
fijados por la litis omtt'sttith, pues cano queda dHio. los ac- 
tores reclaman m Ip devolución de lo que el <m bienio Nacio- 
nal hubiera percibido o pudiera percibir en el juicio ejecutivo. 

Que en mérito de tales antecedentes, nada ha pedido 
obstar a la prosecución regiriar y válida del juicio ordinario, 
substanciado en todos sus trámites con estricta observancia 
dt las formalidades légalos del caso, y sin que sea dado afir- 
mar con fundamento que. per las circunstancias que se invo- 
can se haya eomprom etido en la decisión de primera instancia 
algún principio jurídico o oe orden procesal. 

Qué debidamente interpretados los fallos que se citan de 
esta Corte Suprema (tomo 25, página 442: tino oí», pági- 
na 150). y aunque se refieren a casos distintos del sith judiec, 
son con el concordantes en cuanto establecen !a procedencia 
fiel juiei i ordinario previ a cumplimiento de la sentencia del 
jnici íi ejecutivo, y esta condición se cumplió en el caso de 
autos un año y siete meses antes del pronunciamiento de pri. 
' mera instancia. 

Pnr estas consideraciones y las conc rdantes del voto en 
disidencia de fs. 5N, se revoca la sutteneia apelada, y en con 
secuencia, vuelvan estos autos a la Cámara Federal de Ape- 
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¡ación de !a Capital a tm tic ijtie se dicU* resolución ?¡i rl iré vi 
fondo del asunto. Molifiqúese origínf»! y repóngase el papel 
nptjt él tribunal de pn ceden da. 

A. HKKMKjn. — XlCAXoK ít. DEL 
SOLAR. — D. K. ÍVxt.ACIIl. — 
J., Fj<;rt:kDA Alcórta, 



V ^.'línil .1/ií'rt í'íí y I':wrtt> .YtiY c *iHrá el Gobit'faw &tícfo- 
uaf. sobre míerdifto tic unípara e-ñ !u posesión y tf* 
despojo 

Sumario: [la¡! > ^ir- las acciones p íes Has reposan sitlíre el 
hedía material tic la posesión en jas condici nes deter- 
minadas ¡; r la ley (articulo -¡470. Código Civil) y rpie la 
posesión como tal hecho, del cual se derivan las accione*, 
«pie la amparan, nada tiene de común con e) derecho do 
P sei/r 1 articulo 2477, Código citad" 1. es improcedente 
un Interdicto de retener la posesión fundado en !os dere- 
chos que aeuenle un contrato a la posesión r| L - mía c --a 
de la que no se lia tenido !u posesión efectiva por el tiehí- 
P en el modo y las condiciones requeridas para autori- 
zarlo, ni pudo tomarse, en el caso, por tratarse del lechó 
de un rio, y i|iie. ;.úri admitida, en hipótesis, la apr Jun- 
ción. est«> es. la temieia del enrpns, habría faltado el ani- 
mas fossidendi. darlo ijue s;' habría poseíd t al só!'i efec- 
to de a 'ij-iniir fas ni iras comprendidas en el c iitratp 
perü no en calidad de propietario. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

sr.\Tr,\cn m-r. seSor juez FicnEKAL 

Buenos Air», Diciembre 26 de 1902, 

¥ visti s estos atu s para sentencia de cuyo estudio resul- 
ta; Que el doctor Pautin Mambí Cambell, en su carácter 
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de reprMentañte legal dé la Sa^oad ''Malecón y Puerw 
N.,rte" eíl el concepto (te Vice Presidente de ^-lla. se pnwut» 
jndieiabente instaurando contra el F'tuler Kjecutivo (le la 
Nación la acción posesoria de amparo en la pistón y de des- 
pojé del inmueble O aprendido en el contrato que en i«*> el 
Po.ler Ejecutivo celebró, dando cumplimiento a una ley de* 
Congrio, con los señores Portali*. Frens. Carlvomuer y 
Cnmpañia para la construcción del Malecón y Puerto Norte 
de Buenos Aires, contrato adquirido por la expfesáda sociedad 
|K>r la siuoa de tres millones seiscientos mil pes;s, todo a me 
rito di. las siguientes consideraciones : 

< lúe las obras que comprende el contrato de que son ce- 
sionari Sfc por su carácter representativo, se consideran m- 
muebiés y autorizan basta la aejájín reivindicatoría, según el 
artículo de! Código Civil. 

One. el Honorable O^greso ha dictado una ley. que la 
sido td promulgada, autorizando a! Poder Kjecutivo para ce- 
lebrar am la Kmpresa del Ferrocarril al Pacifico un c ntrat<: 
para la construcción de una estación terminal en el Retiro, al 
\i:r-Kste de la estación proyectada en el mismo Retir » jara 
Ferrocarri¿s Central Argentino y Buenos Aires y Rosario, 
euva lev dispone, que las construcciones del Ferrocarril al 
Pacífico" nocirán ser hecha* en una extensión no mayor de 
2o;.ooo metros ele terreno que aquella ompresa habilivaria 
en la costa del rio. eonstruyciub »" i n « ro dc contención íle 
las aguas. 

One colocada esa lev frente al contratn que la sociedad 
datr;mrlante tiene celebrado con el P der Kjecutivo, se ob- 
serva, que las «bras qttó ía ley autoriza a ejecuta?, se realiza- 
rán en una íoná que pertenece a aquella, hedió que imparta 
un ü%6j0, o cuando menos una verdadera turbaron de la 
posesión . 

Que a! celebrar el Poder Kjecntiv.j. el contratn c n I nr. 
talis Fréres. Carbnnnier v Cia„ desprendió a la Nación del 
■Wu'tni > de la aona de tierra y ribera *ri él comprendida y la 
lev am- rizando las cm ^truceí -nes <fel Ferrocarril a! Pac- 
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o>. importa por parte de! Congreso que la ha sancionado y 
del Poder ¡Ejecutivo que la lia prumuJga.fi . un act > de do/- 
minio y [«¡sesión atentatorio del derecho del poseedor actual, 
la sociedad que represuita. lo que hace pr« ceden le de part. 
de ésta el ejerejeió de las acciones <le manutención de h p - 
sisión y de despajó; con arreglo a los artículos 249.5; 2.4»/» 
y 2.407 de! Códigi Civil, y de la jurisprudencia ríe la Gofte 
Suprema Nácíoiiál que invoca. 

Que¿ robustece la creencia de que el IVuler Ejecutivo su 
considera dueño de la tierra y riberas calidas a la sociedad 
actora. el hecho de qftie habiendo esa sociedad reclamado de 
una ceticesióñ ánteri r análoga a la presente, el Poder Kje. 
cutivo por si y ante sí declaró caduca !a concesión otor^ad-i 
a Portalís. I** reres, Carb, iriiier y Cía., posteriormente trans- 
ferida a la Saciedad Malecón y Puerto Xorte. < Ividando que 
no & trata de concesión 'de ningún géner 1 siria de un con- 
trato bilateral, con autorización legislativa, que impone obli- 
gtíckjttea reciprocas a las [jarles contratantes, y qw» si 110 se 
ha llevad., a término definitivo, fué por culpa exclusiva dei 
IVder Ejecutivo, que no cumplió las obligaciones que e! con- 
trato le imponía, y que hasta se lia negado a notificar su re. 
solución. / 

Después dé extensas consideraciones aducidas para re- 
batir los fundamentos del expresado decreto del Poder Eje- 
cutiva y demostrar haber la sociedad cumplido con las pUL 
gaeioiK's que le imponía el contrato, el actor entra a eviden- 
ciar la |« sesión que la s.eicdad que representa ha tenido v 
tiene del inmueble materia de] contrato, p asión que e! nii>- 
n'o Poder Ivjeetitiv » reconoce en el mismo decreta y el docu- 
mento de origen oficial que cita. 

íjue. furdüdo en tos antecedentes expticM s. leyis qm 
invoca solicita se le mantenga en la posesión (pie se pretende 
turbar a la sociedad Malecón y Puerto X -rte por la ley nú- 
mero 4.01J. evitando asi el desp.qo decretado por el Poder 
Kj ecntivo. 

<Jue el doctor Guillermo Torres, en representación del 
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G totérpó de la -Nación, pide a f*. ¿o el rechazo ú¿ las preten- 
áionés de la saciedad demandante. cOti cestas, a mérito <le 1»'S 
siguientes fimdamentoS; 

(Ju¿ auiH|iie el actor no lo expresa con toda claridad, lú 
que viene a promover es un interdicto de retener, a fin de 
que sé 1c- mantenga en la posesión de una parte del Kí > de 
la Píala «fue dice posee la sociedad, en virtud del cíntralo cc- 
lebrada [sor él Phásr Kj. cativo en iSHy. con los senoíes Por. 
lalis Fréres. Carhuinier y Compañía, confundiendo asi el 
derecha de posesión, y el rio, bien público de Ja Nación, c u 
un inmueble particular. 

Que. el (lobk'mo concedió a aquellos señores, el derecho 
de construir un mnrallórt que partiendo del extreirjj Ñor- 
liste del Puerto de la Capital, terminara en la desembocadu- 
ra del Arroyo Maldonado, de manara a conquistar 5. 154.000 
metros cuadrados desde la linea de la ritiera, o sea la marea- 
da por las aguas en las más altas marcas, ordinarias. 

ijuc. aprobado el contrato, bs señores nombrados cedie- 
ron su concesión a la sociedad anónima demandante, la que 
se fundó con un fuerte capital; pero, que un año después, la 
crisis que sobre vin¡> la detuvo en la ejecución de sus proyec- 
tos, hasta (pie el Gobierno can vencido de que ella nunca po- 
dría llevar a cabo la obra. H v retiró la personería jurídica, de- 
clarando asimismo caduca la concesión, dejando asi de exis- 
tir para U?s fines de su creación. 

Que. como \q ha expresado, lo que el demandante preten- 
de en la litis, c s que se le mantenga en ijosesión de una |Kirtc 
del Kio de la Plata, y ello es absurdo porque, la sociedad nun- 
ca tuvo, ni pudo tener posesión del lecho del rio. por ser 
este un bien público de la Nación, o lo que es i , mismo, es 
una cosa qi>e está fuera del comercio. 

Que. una ley puede |>er:iiitir que el Gobierno, una em* 
presa ó un particular, gane por si q en sociedad con aquél una 
parte dH lecho del rio: efectuada la obra, la parte conquista- 
da se convertiría cu una cosa cpie seria un bi.m particular del 
listado, df una empresa o de un particular, pero, mientras el 
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rio permanezca en s;i condición natural, mientras su lecho 
-va entorto por las afinas, c! ría no es un táért de perS na al- 
gnu;., pertenecí judo sin e:nbargo su uso y goce a t dt>s, 

Otie siendo la acción deducida la de manutención cu 1 1 
pnesión de un bien público de la Nación, (pie nadie lia p <- 
did" poseer, la acción caree» de tod i fundamento legal: su- 
cediendo igtiaá cosa en el supuesto de que se dijera qué e! 
interdicto interpust no eses?, sino el de recobrar, desde (pie 
el demandante, eniu queda expresado, nunca pudo poseer 
una parte de! Rio de la Plata. 

tjue las parles lian rendid i c uro justificativos dal dere 
cho controvertido; la prueba que expresa e! certificado del sj- 
¡V.r secretan > de ís. 7.í. sobré cuyo mérito han alegado de 
bien pr bado. cosí todo Ib q«e y el llaniituient r de áütos y la 
inspección ocular realizada, la causa lia quedado en estado de 
fáljp definitivo. 

Y considerando: 

Que. tratándose del ejercicio th un interdicto posesirio. 
como es el deducido, coíresp nde ;.! tribunal ante todo exa- 
minar, si se bailan en él reunidos tulos los rceaud s legales 
tuce-arios para su procedencia, para lo (pie del).- ser debida- 
mente dasificados. como tifie cada acción por el ministerio de 
hi ley. lien,* sus elementos propü.s de existencia. 

K! actor, al iniciar su demanda, hace uso de la acción po- 
sesoria de ampara en la posesión y de despojo, olvidando que 
ambas, por su naturaliza, ion inconciliables entre sí. como 
que una y t:lra excluyen, desde que la primera se concede áí 
que estando en posesión de la cosa, tratan de hupnetar! en 
ella, v la de reco brar > despojo, al míe lia perdido la p sesión, 
a fin de recuperarla. Articulo* 327 y 328. de la ley nacional 
de procedimientos. 

(Juo de los propios antecedentes de la acción, de la r.v 
lación de sus hechos, surge que la sociedad demandan l. 
pretende en el caso siib fttdke, es el ampar» de !a pn- 
sesióu que alega tener, por considerarla turbada por la san- 
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eión |e ía leí' jetada por el Hjoriorablé Congrio Naci.-ua". 
(me autorizó al Poder Ejecutivo para celebrar con la Empre. 
sa del Ferr carril al Pacifico un contrato para la c ^mic- 
ción de una estación terminal en el Retir..; creencia tanto más 
fundada si se tiene presente el ^tttum de la demanda, que 
es para que se la mantenga en ¡la posesión en que se preun- 

de turbáfcoa. > ■.. 

gsclafecida así la naturaleza de la acción deducida, vea- 
mos si fe lian justificado los extremos necesarios o requisit ía 
esenciales para su pn^dencía legal. 

Es t&iveiital en derecho y asi !.:■ tiene expresa e inva- 
riablemente consagrado ta jurisprudencia de ta Corte Supre- 
ma Nacional, que para qué pueda ser admitido el mterdicto 
de íétwiér se requiere, que el que <!o intuita se halle en actual 
¡* Wm v que se trate «le inquietará en ellá P"r acto* mate- 
riales. Artículos .P7 «el ¿6%> de Procedimientos; s:end« 
de observar, desde luego, qué las o instancias que ilustran esta 
causa prueban incontr vertihl miente que el primer requisita 
enunciado, la presión, no está justificada cu !á forma y exi- 
gencias de la ley. , ' 

Les derechos de la saciedad aetora. son los qne adquirió 
de los señores P, rtalis. Freres. Carbonnier y Compañía, o 
sea la concesión que éstos obtuvieron de los Poderes Públicos 
de la Nación para construir un malecón que partiendo del 
estremo Kord-Estc del murallón exterior del Puerto de la 
Capital, terminara en la desembocadura del Arroyo 1 laido- 
nado, de matrera a conquistar sobré el río una área dé 
5.154.000 metros cuadrados, a contar desde la 'linea de ri- 
bera, quedamb dicha área de tierra de propiedad de la em- 
presa concesionaria, con las deducciones que el contrato esta- 
blece, listas obras, como resulta de la propia demanda y dd 
informe de fs. 63 vuelta, no s e han llevado a cabo, existien- 
do «óio un principia de ejecución de un malecón di' blocks ar- 
tificiales, trabajos que no ha» llegado a conquistar o encerrar m 
un palmo de tierra de las que debieron ganarse al rio. cuyo 
hecho ha podido ser constatado pjr el juzgado en la inspcc- 
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i ;<',n ocular realizada, donde tuyo ocasión observar que 
to4o el espació que se extiende ai M< Ksie y Xord- liste 
a partir del punto tu que se hallaba estaba óctipad i por el río, 
cubierto p »r su* aguas. ( Uta de f¡>. J"i 

I„o tp»¿ por el contrato correspondió a t * e> nce*¡ ¡ma- 
nos, era el tóiTítro qüe junasen al ríe • por efecto de la* nhra* 
a realizarse y ■ la prueba rendida resulta, que por oíias n i se 
ha tomado presión real y efectiva fie ninguna extensión 
de ella*. 

K! artículo i* a del eortrato agregad: y (pie no lia *id>> 
observad* i. es bien terminante al respecto; pero cualquier;! 
duda que al respecto de él pudiera surgir, la esclarece en el ar- 
tietrSo _M tjne dispunc. que, uten la empresa puede vender los 
terrenos qiie poi el contrato se obliga a ganar al rio, en su» 
pacte i, debe incluir una cláusula por la cual se exprese que 
el Ksfado no reconoce derechos sobre terrenos que efectiva* 
wenié no se hubiesen ganado ai rfa, y apto* para c! liso o la 
edificación, ele. 

Ése contrato acuerda pues, un derecho a la posssión de 
las tierra* que se adquirieran, per no la posesión misma, que 
es cosa bien diversa jurídicamente considerada: desde luego, 
h»s concesionarios no pueden hacer uso «le las acciones pose- 
sorias, puesto qtie ésta* sólo se acuerdan a Ijs poseedores ríe 
inmuebles, como que tiene \*>t objeto el ampan y retención 
de la p sesión ipie se tiene y en que se nos perturba por otros.. 
Tomo ¿8. página 137; ton» 22. página t>j de bis Fallo* de la 
C<»rte Suprema Nacional. Carava;ites. tomo 3." página 245. 

La posesión se adquiere por la aprehensión ás la c -a 
con la intención de l.nerla com » suya, artículo 2-37.1 del G> 
dig [ Civil : y si bien esa aprehensión puede consistir en un 
acto que. cuand » no sea un contacto personal ponga a la per 
sona en presencia de la cosa e .11 la posibilidad física de tn. 
irarla. tal requisito iü» | nidria nunca llevarse a cabo en el 
caso SHb fiuiiri\ desde que él sitie en que debían ejecutarse 
las nbras es el flecho del rio, y éste y su cauce, por razones «fe 
alt • interés general, es n:> bien público de la Nación, malfc* 
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nable cotnó tal y ttel cual 1 ss j^iewkres splo tienen su uso 
y goce. A rt.cn I « íttcíso 3." y ¿-34' ilel mismo Código. 

QttC, de lo <|iic precede, resulta, no ser exacto qiw el Po- 
der Kjeciitivu Nacional al contratar COtt 1 a señores I'orta- 
Hs. Fréres, Cari», nnier y Compañía haya desp.js.'ido a la Na- 
ción tl.-l dominio de la zuna de tierra y rilara que dicho con- 
trato establece, pues, como bien claramente se ha establecido, 
sólo se concede el derecho de construir un nnirsííón y de 
ganar las tierras que se conpisten al rio; ¡wro, mientras esto 
n :i se obtenga, ningún derecho de posesión o dominio tienen 
los contratistas sobre d lecho del rio. que como hien tlel Ks- 
tadi» pertenecí en plena y absoluta propiedad a la Nación, y 
que como lo dice Gutiérrez. , comentando el Código Civil Es- 
pañol, Ten»:» 2, página 2Í». él forma una especie de patrinJo- 
mb común a todos los ciudadanos. 

Kl contrato de ta referencia, autorizaba a los conossio- 
narios a ganar al rio una zona, a fin de convertirla en tierni 
habitable; k- ac edaba el derecho de disponer de -la tierra que 
adquiriesen, pero nunca le dio, no pudo darle, la posesión del 
Kío ü¿ la Plata en toda ¡la extensión en que iba a ejecutarse 
las obras» por ser un bien público de uso común, inicnuas 
permanezca en sn condición natural. 

Mientras el sitio donde debían ejecutarse las obras jur- 
maneciese en su estado natural como rio, cubierto por sus 
aguas, no es susceptible de posesión ; e! dominio y posesión de 
esas tierras recien iba a adquirirse |>or el contratista una vez 
qtíe 1 >J! sus esfuerzos y trabajos hubieran aislado esa zona ds 
tierra convirtieiul !a en terrenos habitables y aptas para el uso 
y edificación. Y. puesto que jamás lo hicieron, resulta que 
Jos concesionarios no pueden alegar derechos de posesión v 
(tumini.) sobre terrenos que no han conquistado. 

Y. como nadie puede adquirir sobre un objetó un (tere, 
cho írtejór y más extenso que d que ¿ene aquél de quien lo 
adquiere. artículo 3.270 del Código citado, y puesto que, c :11o 
qu.da expresado, los contratistas Portaiis. Frér.s. Carbon- 
nier y Compañía, só^o estallan autorizados a disponer de las 
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tierras que ganasen ni ri* * \tot intdic muralló» que debían 
construir (artículo t." del contrato), lógicamente se deduce, 
que los demandantes no lian podido adquirir más derechos 
qtic W que tenia la empresa eed.ute, tanto irás que. como d.- 
termina el articulo ¿4 del c t trat- 1. el Gobierno no rec 1100 
río vertía alguna sobre la tierra tu:.- m hlibíeren efectiva:!:, 11 ■ 
te ganado a! rio y aptas para el uso 1» la edificación. 

I.a empresa constructora, sóln clii'i un principio de eje» 
etietón i\ las - ¡iras proyectadas, según virtual v implícitamen- 
te sg confiesa tu la defrauda y lo establece el informe de fs. 63 
vuelta, cuy s trabajes uj han logrado aislar o encerrar ki\ 
aguas del rio. de ganar, en una palabra, terrenos al Rio de 
la ('lata. pan. i|Ue de acuerdo con el espíritu y letra del con- 
trato puedan los o misionarios y los demandantes ejercer 
actos de dothmtb y posesión sobre ellos* como igualmente 
!o constato il juzgado en la inspecclén ocular realizada. 

Más que U«lo. ¡ncumbieudo a ! s actores la priuha d.* 
Si - hechos !• íimdameut s de la acción con arregí y a la ley I.", 
Til. 14, Pan. 3.". y artículo 13 de ta ley nacional de procedí 
miemos, ellos lian debido justificar la posesión invocada, des 
de un afi< . y sin los vicies de precaria, violenta b clandestina, 
y puesto que no ban rendido tal prueba necesaria para que 
su derecho pudiera prosperar, corresponde la absolución del 
de randado. 

Ahora, si el Poder Ejecutivo Nacional, con o sin razón 
Kgal. ha declarado la caducidad de la concesión acordada a 
los señ res I'ortalis. Frérvs. Carbonuier y Compañía, no es 
este un puntó sobre el cual deha el tribunal pronunciar»;, 
como que es ajeno en absoluto a la cuestión fundamental 
c< ntrovertides. 

Por estes fuudntnentos y demás concordantes aducidos 
p r el representante del demandado, definitivamente juzgan- 
do fallo: Declarando improbados los extremos de la acción, y 
en su mérito no se hace lugar con costas, a la acción posesoria 
deducida. Notifupiese con el origina! y repónganse las fojas 
— Atjtistitt l rdimirruilt. 
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SENTENCIA 1>K LA CÁMARA FEDERAL DE¡ APELACION IFS 

Butnot Atrn, Didembre 7 de ifl04. 

Y vistos estos aitt'js de ios íjiiü resulta : 

Que la Sociedad Malecón y Puerto Norte entabló c nur i 
la Nación la acción posesoria de amparo en la posesión del 
inmueble comprendido en el contrato celebrado el 14 de Mayo 
je i&jy, entre el Poder Kjeeutiwp Nacional y la Sociedad 
Portalis, Fréres. Garbomtiér y Cía., transferido después a la 
sociedad demandaurj. Ksta sostiene que la ley de 4 de 8ep- 
tiembre de itjoi. mimen 1 4,01-2. (pie autorizó al Poder Ejecu- 
tivo Nacional a celebrar con la empresa del Ferrocarril (fel 
Pacifico un contrato para la construcción (le una estación ter- 
minal en el Ketim. importa un despojo o cuando menos, una 
verdadera turbación de su posesión, por cuanto las obras cuya 
ejecución autoriza se realizarían en una zona del Río de la 
Plata, qtié pertenece a la Suciedad Malecón y Puvrt . Norte. 

Kl interior no bizo lugar a la acción deducida y e! actor 
apeló de la sentencia. 

Y considerando : 

1." Qn_' dada la naturaleza de la acción deducida, tal 
canto el demandante la lia caracterizado al expresar agra- 
vies, se tiene que dicha acción es la posesoria de amparo de 
una manutención *en la posesión artículo 2.495 Código Civil, 

Siendo esto asi, la cuestión relativa a la existencia del 
derecho que e! actor sostutie que 1 j ha acordado ti contrato 
ile May 1 citado, no tiene importancia decisiva para d¿jtern;i- 
nar si procede o no la acción posesoria de que se trata. 

Para que proceda una acción posesoria se requiere : (p¡y 
el que la entabla sea poseedor, esl i es, que tenga la cosa bajo 
su poder a titulo de dueño, que la posesión tenga p;r lo me. 
nos 1! término de un año, que sea pública, continua, sin !os 
victos de precaria, violenta b clandestina. Artículos 2,35 r. 
2.47^. 2.478. 2.470. 2.480 y 2.481, Código Civil. 

[**u el caso fitb judicc el actor atribuye una importancia 
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trasccdental al contato eélebrado con el Poder Incentivo en 
q«e él apoya su acción. Sc;stkme que ese contrato subsiste 
m» obstante haberlo declarado cubico el P¡:der Ejecutivo ; 
establece que ese contrato desprendió <te! dominio de la Na- 
i i¿n la zima y ribera del Río de 'a Plata que en ¿l se uien- 
ci na y que dieba ribera y zt?na pasó a la posesión de la »Sn- 
viedad Malecón y Puertó Norte. 

A t-ste respecto debe tvnerse present,* que un lindo, p ir 
válido que sea. no da sin^ un derecho a la posesión 1 di- la cosa 
a que el se refiera y no la posesión misma: que un titulo es 
un medin de adquirir y no l;i adquisición d¿ la (Misión; que 
éstr. se funda en el hecho material de la detención de la cosa. 
e..n ¿nínio de someterla al ejercido de un derecho de pttipi ■ 
dad. Artícut - 2.4O8. Código Civil. 

P r So demás, y salvo ln dispuesto en oí articulo 2.471. 
Código Civil, ta \v sesión nada tiene dé común con el dere- 
cho de poseer, siendo inútil la prueba en las acciones pQseso- 
fm M derecho de poseer por parte del demandante y deman- 
dado, Artículo 2.472- Código Civil. Para que precedan los 
interdictos posesorios no liosla pfObár el derecho (te poseer: 
es esencial que pruelie el hecho de la posesión. Corte Su- 
premá, l ; aü s. tomo X'XVHI, página 137. 

La cuestión a resolver en esta causa «O es la relativa a 
111 el;.se de derech. s que ks fueron acordados a Porialis. Fre- 
res y Carlionníer en Mayo de 1889 sobiü la zona del Rio de 
ta IMala en la que debía construir las obras mencionadas en 
d conirato de Mayo, no es este contrato, el título que in- 
voca el actor, sumista o no sin embargo del deeretj del Po- 
d-r ájecutívo qne \o ha declarado caduco: el punto en cues- 
tión x a fallarle es si el actor se cncurntra o 110 poseyendo el 
inmueble en cuya posesión a titulo <te dueño & dice turljado. 

a." Que el apelante impugnando la sentencia, expone: 
que el Poder Ejecutivo desprendió del dominio de la Nación 
a favor de la Sociedad Malecón y Puerto Norte la zcim de! 
rio en que autorizó a que se hicieran los trabajos menciona, 
dos en el convenio de May 14 d¿ i'joi . 
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■ El Poder Ejecutivo iif> lia llevado a cabo tal desprendí* 
mitin i de propiedad; d citado decreto sólo autoriza a cjue se 
hagan ciertas nliras en tos tvrrein a que se ganen al rio; y ello 
ni expresa ni implícitamente significa que desdi luego, y por 
e>! Stniple lioch-.» de la concesión. pasj una cosa del dominio 
público del Estado al dominio privado de titi particular, 

Kl dominio de un inmueble se transfiere medíante títu- 
lo luga! cu forma y se adquiere |>or la presión efectiva : v 
en el caso snb judia- <u> existe el liúdo que baya tenido por 
oh jet . transferir desde luego el dominio de una p&m de! 
lííü de la Plata, ni ha existido tampoco lucilo alguno que in- 
duzca afirmar que el Estado lia puesto a la sociedad referida 
en la posesión cjue pretende tener, ni hay modo que pruebe 
qtu, ella 1* ► ha adquirido mediante hechos propi a. 

Kl ;.pe!ante sostíraie sin embargo, que la inspección ocu- 
lar practicarla por el Inferior ha hecho ver que existe un prin- 
cipio de ejecución del Malecón: que ha cobeado btoeks para 
la construcción del muro de contención de las aguas, ludo de 
acuerdo c n e! contrato, ío que pruelía que está en posesión de 
Ja zona del río destinada a las obras que cMúan llevarse a 
termino. 

lísas nbras pueden probar que hubo un principio de eje- 
cución de los trabajos: juro ellas no prueban |Kir sí la pre- 
sión efectiva y actual de las sección ckd Rio de la l'íata de 
qtté el demandante Se pretende i>oseedor. Para invocar esc 
titulo lia debido proltar su ptsesión anual, a titulo de dueño, 
en el m.. mentó de entablar su acción posesoria, esto es. qu» 
la sección del Rio de la Plata en cuya piscsión se dice tur- 
bado, la tiene bajo su poder con la intención de someterla £¡ 
ejereici . > de un derecho de propiedad y que esa posesión la 
ha adquirido por la aprehensión o por la tradición, Artícu- 
los Í0§ } Código Civil. 

Nada de esto ha probado ni podido probar el ac-tor. sin 
emjtorgo, de que estalla obligado a ella, por cuánto desde el 
primer linimento se le h." negado el carácter de p>seednr. 

Los trabaji s de que trata la inspección a cular, y rvspee- 
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ta (i c lo* oimIi'í ni ha pppb^do siquiera el demandante *ti 
octlpación actual* no prueban que el demandante posea la ex- 
tetisjólt del feo de la Plata en que se debían construir tas 
(>bras detalladas en el convento de 14 de Mayo citad-., desde 
d momento q"e esa extensión se halla actualmente tan des- 
ocupada v libre como cualquiera tura fracción del Rio de la 
l'lata. sometida a la solxrraiiia «leí Estado, entreoída al uso 
común de sus habitantes, bajo las reglas legales del caso, $*! 
que el demandante haya probado que al tiempo de deducir 
su acción se hallaba ejerciendo como poseedor o en (a posi- 
hilidad física de ejercer cualquier acto que implicara el de- 
recho de propiedad que es por su naturaleza exclusivo, exelu- 
vente, absoluto. perpetuo. Artículos 2.50*». 2.508. 
digo Civil. 

Kl apelante sostiene que si hubiera de prevalecer la doc- 
trina de la sentencia de que es menester que la sociedad de, 
hiera haber ganado al rio tuda la zona de qn-' trata ta con- 
cesión para poder entablar acciones )x>sesorias. se llegaría a 
la conclusión inadmisible de que no existirían estas acciones 
durante el tiempo en que se realizaron ¡os trabajos. 

Lp que la sentencia establece con arreglo a derecho es 
■pie el actor mo era posetelor en el momenlo de la demanda ; 
que ]>or esa causa no [jodia establecer la acción de manuten- 
ción en la posesión fie una parte del lecho del Rió de la Pla- 
ta, Si el demandante, al entablar la acción posesoria, hubie- 
ra estado ejecutando los traliajos de que trata el convenio de 
Mayo citado, se habría encontrado H\ una" situación mny di- 
ferente de la que eii ciue se hallaba en aquel momento, y enton- 
ces se habría presentado ol caso de resolver si para coiifenrse la 
acción asesoría habría sido o no indispensable haber reali- 
zad-, los trabajos expresados en el convenio referido" 
pero contó la soaeuad actora tto ejecutaba trabajo alguno en 
e l , m ,mento de entablar su acción: la cuestión suscitada al 
respecto está fuera de lugar. 

V" ®úe el apelaut-'. impugnando la sentencia. esuibV- 
ce que no es el caso de aplicación al articub 2.373 Códi^ 5 
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Civil (pe sienta la noción legal de la posesión, por cuanto 
no es menester tener la aprehensión de la C08ÍU desde que 
en el CáSO stih jndice se tra,ta del derecho acordado a la ivi- 
ciedad Malecón y Puerto Norte |Kira construir las obras re- 
lacionp as en el convenido de Mayo citado: que es contra 
V>s actos tjiie amenazan turbar aquel derecho que la ley acuer- 
da la acción posesoria, cosro fo lia resuelto la Corte Suprema 
en el fallo inserto en el toni.i NXXV, página 330. 

Kn los presentes autos se ha entablado una acción jiose- 
soria; trátase pues de la posesión. La cuestión relativa ai 
derecho < jiic el actor invoca, y que la hace derivar del con 
trato (pie menciona, no resuelve la cuestión de posesión. que 
es de hecho. El derecho (pie puede tenerse a poseer es ind/- 
l>cndiemc del hecho material de la posesión. Pátt esta causa 
es de aplicación necesaria al caso el articulo 2.373, Código 
Civil. 

Por lo demás, el falto de la Corte Suprema que el ape- 
lante cita en su favor, no tiene aplicación al caso stth judie?, 
el fallo citado se refiere a una situación diferente de la del 
actor en estos autos. En aquel caso, el demandante era un 
ver» ladero poseedor, como resulta a todas luces cfrel referido 
juicio sucesorio. 

4." Que el apelan i: manifiesta (pie habiendo impugna- 
do la legalidad del decreto del Poder Ejecutivo (pie declan 
caduca la concesión otorgada a Portalís. Fréres; Carbonnier 
y Coíimañia.. no ha debido el Inferior abstenerse de pipmin- 
ciarse al respecto, por cnanto en la ilegalidad de dicho decre- 
to se liasa la acción deducida, y porque habitándose formula- 
do esa cuestión desde la demanda, en términos precisos, I11 
debido pronunciarse el juez >:>brc ella, de acuerdo con las 
leyes de procedimientos* 

Cuando en autos se suscita una cuestión que no es per- 
lincnte a la solución del litigio, no se infringe la ley proce- 
sal sino sí pronuncia el juez a sn respecto. En el caso suh 
iiuiiti; ]iara resolver si el actor es o qo poseedor del inuiue- 
h!e tn cuya pusesión se pretenda turbado, no tiene importan- 
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da alguna el determinar si el decreto del Poder l^entiv^ 
cuy* legalidad desconoce el actor, es o no legal. Kn la hipo- 
tesis de que fuera ilegal, no resultaría que el actor tiene la 
posesión de la zona del Rio de la Plata, materia de la acción 
posesoria deducida . 

por estos fiimlanientos y los del fallo apelado, se conttf- 
nía. con costas. Notifícese con el original y devuélvanse: re. 
póngase el papel ante el inferior. — Juan Ayuslm Carchi. — 
Angel />. Ro jas. — 4kfÍ& l : wxra Cortés. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bwcaai Aliw. Septiembre H 4* 

\ istiK y considerando: 

Oue el interdicto cié retener la posesión deducida contra 
el Gobierno Nacional por la Sociedad Anónima Malecón y 
Puerto Norte. s t - lia fundado en el contrato que el 1* >der Kj> 
cutivo celebró en Mayo 14 de 1889 con la Sociedad Porta- 
lis. Fréres. Carbmiiicr y Ccmpafiía, antecesores de la Sacie- 
dad actora. haciéndose derivar la turbación de la posesión, 
de la ley -t.013, par la q«e el Congreso Nacional autorizó al 
Poder Ejecutivo liara contratar ikrterminadas obras con la 
['Impresa del Ferrocarril lUienos Aires al Pacifico. 

( )ue en el concepto de la ]>arte actora. las obras aut ru 
la citada ley ;i la empresa referida, invaden la r.ona 
del Rio de la Plata en que la Sociedad Malecón y Puerto 
Norte delie hacer lo <|iic se consigna en el contrato de fs. u 
tdñ*i respeto de la cual la dentuidanle alega derechos p. se- 
sudos. 

<Jnc asi planteada la cuestión, esto es, c« su carácter su- 
man? de interdicto de retener la posesión. iii> es nectario 
investigar si ¿1 contrato de Mayo 14 de iH*j entre el Poder 
Ejecutivo Y los antecesores de la actora se ha violado por 
v\ Gobierno y cumplido por ella, porque ampliar la Míj a ta- 
les efectos, importaría desnaturalizar el carácter del jui io. 
que licrw límites y pmccdimiaitos especialmente esiaUeci- 
dos. i Fallos. 10:110 8.v página lot ) . 
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Qué lás acciones posesorias reposan sobre el hecho nía- 
terial ele la posesión en las condiciones determinadas por la 
ley (Código Civil, articula 2,470 y su nota, y correlativos, 
y la jjosesión con»» taJ liech^ del cual se derivan las accionen 
qúC la amparan, nada tiene de común con el derecho de po* 
seefc (Código Civil, artículo 3.477; Fallos, tomo 116, pági, 
na 70!. de suerte (pie. cualesquiera que fuesen los derechos 
que la actora tuviera por su contrato 110 podría fundarse en 
éste el interdicto de recobrar si no hubiese tenido la posesión 
efectiva del inmueble ]*>r el tiempo, en el modo y las condi- 
ciones requeridas jiara autorizar el interdicto que se intenta. 

£>ue como se establece acertadamente en la sentencia que 
confirma la d e fs. 125. la posesión efectiva, en el caso, no era 
susceptible de ser tomarla, por tratarse del lecho del Rio de 
la Plata, a lo que se agrega, que aun admitida en hipótesis la 
aprehensión, este» es. la tenencia del corfrts, faltaría siempre el 
tittimtts fómdcttdi (Código Civil, articulo 2.480 y su nota > pues 
la sociedad actora habría poseído al solo efecto de construir 
las obras comprendidas en su contrato pero no en calidad de 
propietaria. (Fallos, tomo 105. página 2tt y jurisprudencia 
alli citada), puesto que por el artículo 24 del mismo, había 
renunciado a alegar derechos "sobre terrenas (pie efectiva- 
mente no se hubiesen ganado al río*', y la posesión quedaba, 
pues, subordinada a un liecho futuro, es decir, a la construc- 
ción de las obras y la consiguiente ocupación. — que no se 
ha realizado. — de la ikrra ganada al río. Entretanto, no se 
desconoce, ni habría podido desconocerse, que el lech » del 
Kío de la Plata, cerno tal y antes de cambiar de naturaleza piu- 
las obras proyectadas, es tina cosa del dominio público (Código 
Civil, artículo 2.340. inciso 3.") no susceptible de apropia- 
ción privado, 

tju v las construcciones hechas por la Sociedad Malecón 
y Puerta Norte en 1;: zona de referencia ( fs. 04» prueban 
qtlé existió ocupación a los efectos de su contrato, pero no 
prueban la p resión con los caracteres requeridos |Kira pro- 
tegerla por vía de interdicto, pnes conu se ha establecido 
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precedentemente, la parte achira iuj habría p seido a titulo, ti' 
propietaria, sino a élfcctós détewwíftad^ la eoimnicciún de la* 
* «liras a realizarse, y por éntléi su posesión seria precaria. 

P¡r ello y fundamentos concordantes de Ta semencia 
ajelada, se la confirma con coscas. Not¡fu|iicse original y de- 
vuélvanse, reuniéndose el i>apel ante el juzgado de origen. 

Nicanor ir. DEL S<'t^k. — 
D. E. Palacio. — J. Fi- 

CUT-ROA AI.COKTA. 



Sociedad "/.«í Económica , contra ffilix /. Fernández (su 
concurso), sobre cobro de ¿esos. Contienda de com. 
petenciü, 

Sümatiét So es eHleinpiránca una inhibitoria para torio» 
cvr ue un e riíufsQ cuando el acreedor, a euya solicitud 
so enjábtó la contienda «le c-mi>etcncia, se presentó 
moviíijdola, con ¡interioridad a las fechas en cjue ti jüea¡ 
considerado incompetente hizo saber a los acreedores tn 
apertura d i juicio de concurso y tuvo lugar la junta 
de verificación de crédito». 

Cus,*: l.-i explican t:is piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR i'RoCLKAUOR OKNKRAL 

Buenos Mtt: Stptic««i* 2 df 1918. 

Suprema Corte : 
Con fecha 6 de Marzo de n>i7. don Félix J. Fernanda, 
hizo cesión de bienes ante el juzgado de Primera Instancia 
en lo Civil v Comercia! de la ciudad de I-a Plata manifesté, 
do (Jiie, en "esa fecha, residía ixrnuaneu teuventc con su fami- 
lia en San Fernando. 

Posteriormente, el 30 de Junio «M mismo año. nn aeree* 
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dor de Fernández, la sociedad "La Económica", que desde 
Marzo del año loiri, le seguía ejecución ante los tribunales 
ordinarios de esta Capital. *e presentó en esta jurisdicción, 
ame el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, promovien- 
do contienda de competencia por inhibitoria al Juez de La 
Plata para conocer del concuna:», por ser el domicilio del deu- 
ílóf en la Capital de la República. 

Producida la i uf orín ación del caso para comprobar di- 
cho lomicilio. el Juez de la Capital se declaró competente y 
libró oficio inhibitorio al de La Plata, el que fué contestado 
por dicho magistrado manifestando que atento el estado del 
e< «curso seguido ante su jurisdicción consideraba fuera de 
oportunidad la controversia suscitada por Cliva t&m no ac- 
cedía a la inhibitoria. 

Tal es la contienda de com|x¿tcncia que a V. % corres- 
ponde resolver en virtud «le lo dispuesto por el articulo g f 
inciso d) de la ley 4-°55- 

Teniendo presante que la junta de verificación de crédi- 
tos del concurso de Fernández tuvs> lugar el 14 de Diciembre 
de 1017. que la publicación de edictos citando a ella y hacien- 
do saber a los acreedores la agriura de! misino fué hecha 
ui los diarios .k La Plata el 27 de Octubre - ejemplares 
agregados a fs. 37 > # — > # 00,1 anterioridad a 
fecKáSi el 30 de Junio, se presentó la sociedad acreedora ante 
el juez de la Capital citado, promoviendo la competencia por 
inhibitoria, considero que el acreedor referido, lejos de ser 
negligente, ha peticionado y hecho valer sus derechos en opor- 
- unidad adelantándose a la citación por edictos y eligiendo h 
vía inhibitoria en vez de la declinatoria en uso de la autori- 
zación dada i«>r la ley. Cabe oWrvar. que al tener conoci- 
miento la sociedad acreedora, de la apertura del concurso |>or 
el exhorto del Juez de La Plata agregado a fs. 24 de los 
antes que aquella seguía contra Fernández, se opuso .1 la re- 
misión de tos autos, fs. 226, dejando constancia del conflicto 
trabado. 

Por lo expuesto considero que la resolución del Juez de 
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!,;. Plata, en cuanto reputa cx^mjjoráhea hi inhihit ria. ca- 
nece ile fundamento. 

Kespeetu al lieclio ckrl domicilio del eoucursadu conside- 
ra i|iie es suficiente )«tra establecerlo el informe tic fs. j'j. 
antes Sociedad "La Kcotujntica centra Eérnártiiez, «km Fé- 
lix J„ su concurso, sobre competencia**, »|ue confirma la ma- 
ni testación Hecha ]>or éüte al hacer la cesión de bienes de jset" 
contador riscal fie la Contaduría Geuefaj de la Nación, lo míe 
(le acuerdo con el articulo «jo. inciso i" del Código Civil de. 
termina su domicilio ert esta Capital" para el ejercicio de sus 
derechos y cumplimientos de sus obligaciones aunque de Ik-- 
ehti fto esté at|ui ]iresetHe". además si esto no fuera suficiente 
«U be tenerse en consideración que h>s & eumeiit >s ipie moti- 
van las ejecuciones tjiw sigue contra Fernández y cuya exis- 
tencin éste reconoce, están firmados en la ciudad de Buenos 
,\ire>. í¡> que implica residencia en esta ciudad y domicilio 
i-n ellii. m ¡en iras no se pruebe otro (Código Civil, anieu- 
1 1 *jo. inciso 5." i . 

Por Jo expuesto considero (pie debe resolverse esta con- 
tienda en favor del juez de la Capital y asi lo pido a Y. K 



Aulas y vistos: Los de contienda de competencia entre 
un Juez ik- Primera Instancia en Ío Civil de esta Capital y 
otro de igual categoría de la ciudad fie La Plata. ¡Kira o mío. 
cer et: el concurso de acreedores de don Félix J. Fernández, 

Cotisitk raudo: 

Que siendo exactas las comprobaciones de autos apun- 
tadas p >r e! señor Procurador General en su dictamen prece- 
dente, de las que resulta que la inhibitoria propuesto ante el 
Juez de la Capital lo fué en tiempo hábil y en el domicilio 



José S'tt'oltís Matimzo. 
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Bueno* Alret, Septiembre 14 de 19 J8. 
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csniproládo del tfettjdpr «>ríéápohde ;i dicho juez entender en 
el juicio cíe !.i réfettnqfí* 

J'nr tilo y ciif>rme con lo pedido en el dictamen cita- 
do, asi se declara, y en consecuencia, remítansele Jos autos, 
avisándose al juez ib La Píata en la forma de estilo. Uñpóv¿ 
gase el papel ante el J migado de (Viniera Instancia. 

A. Be mi ejo. — 1), |V. p AI A . 
Ció- — J, Kh,ii;kh\ Ai- 
corta. 



í>OH i 'ícente thmjttlh, contra ta Compañía Transattantica .He- 
matía de Electricidad. por indemnización de daños y per- 
juicios: sobre competencia. 

Sumario: i." X.» corresponde a la justicia federal |>,.r ra- 
ZOilés de dirima nacionalidad el conocimiento de mía de- 
manda por daños y perjuicios deducida por un extranje- 
ro y nn argentino c intra tina compañía argentina, t Se 
IratalKi ele un accidente ocurrid ¡ a im menor, interesan- 
do el pleito a ¿sU'. argentino, y a los padres, extranjeras ; 
artículo 10 de la ley 48) . 

a£ Lo referente a la condenación en costas es ex- 
tra fu t ai recurso extraordinario. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

VISTA FtSCAt, 

Señor Juez; 

Tiene resuelta la Corte Suprema Nacional de Justicia en 
un caso (pie sé registra en el tomo 73, página 430 de sus fa 
líos que "en la demanda promovida ]>or el padre en su interés 
y en el de su lujo menor debe atenderse para los efectos del fuero 
federal a la nacionalidad de los dos". Conceptúa que esta jtiris- 



tí F.M,I.OS PE LA CORTE SL'l'REM A 

es ife aplicación a! présenle ^"%^J^ 
!t .„ Vicente Gargullo demanda a la Compama i ransatlantR a 
de Éectricí&d i*>r mtámimo de *«* y perjuicios origi- 
nados Wf mí áceioimte sufrido por & Htío iiWfior % siete 
^Jb^o Gamito. ..uien. a causa de una explosión • 
una Cámara eléctrica su í rió quemadura* en una THern^ AHu- 
ra j*& es evidente que sobré los daño, y perjuicios mhm. - 
á « tienen interés tanto el padre como el hijo: aquel, por U> 
l|VU > enmona repetición de gastos que dice haher hecho de su 
Z uL v este, o sea el hijo, t *>r el derecho legal de p^«n- 
[ fercdérO del patrimonio de su progenitor cuyo aumen- 
i ti«mimición no puede serle indiferente, máxime cuan- 
do s, afirma en la demanda que a causa del accidente la pier- 
na quemada ha quedado eon menos fuerza que la otra. 

^ieud-. esto asi v resultando que la nacionalidad ÓV1 pa- 
dre, italiana, es distinta de la nacionalidad del hijo, aifentt. 
„ , correM^ndc. atenta la jurisdicción arriba citada. 
,c 'declare iiie ".nuciente jara entender en este juicio.-/*. Gar- 
rir TnrrrJ. 

□«picho, Junio 18 de 1917. 

U'To 1>IX .IL'ESÍ FKUEKU. 

Buena» Aire», Junio 20 i* m~ 

y vist.».; IW los fundament a del dictamen del señor 
Procurador W que antecede, y de acuerdo con 
deheia de la Exnia Corte Suprema que se invoca, declaro que 

este jtógádo es M * T 

asunt!, eon costas, llágase saber y o|^"«— 
previa reposición del sellado. - .Saúl M. hscobar. 

SKSTF.NCIA PE m CAMARA FEDERAL DE APEWCIOSES 

Bueno» Aires. Novlemfcr* 29 de 1W- 

Y visto,: suidos por Y iceut. Gargullo c.*im h 
C mpañia Transatlántica Alemana de hlectneidad. m 
fias y perjuicios, y 
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Considerando: 

ijw !a sentencia apelada al (kvlarar la incompetencia 
de la justicia nacional para conocer de esta causa, lia hedió 
correcta aplicación de la disposición del articq^> 10 de la 
Ilv 30. péesi conforme a ella y a la constante jurisprudencia 
fie la Corte Suprema, para que el caso determine la jurisdic- 
ción nacional, es necesario que cada uno de los demandantes 
Q tic los demandados, tenga individualirjente el derecho de 
demandar o ser demandad; ante esa jurisdicción, lo que no 
sucede en el caso de autos, por razón de la distinta naciona- 
lidad de las parles en (pie Apira un hijo del actor cuino naeU 
do en e! territorio de la República, y que por tanto con suje- 
ción al articulo i." de la ley númerj 346. sobre ciudadania 
es argentino, no obstante la nacionalidad del padre. Corte Su- 
prema, tomo 72. página 435. 

Por estas consideraciones se continua la resolución aih.~ 
huía de fs. 34, que declara la incompetencia del señor Juez dt 
Stcción de !a Capital para el corrimiento <le esta cansa, con 
costas. Repóngase el sellado en primera instancia. — Marce- 
lino /¡sallada. — A. Vrdinarrain. — 7*. Arias, 

l'.MJjfl tit M CORTK SU m KM A 

Bueno 1 Air**, Septiembre 14 de Itta. 

Vistos; Kt recurso extraordinario de apelación concedi- 
do a don Vicente t^argullo. en mérito de haberse declarado la 
incompetencia ele la justicia federal en los aub5s iniciados con- 
tra la Compañía Alemana Transatlántica de Electricidad |»r 
daños y perjuicios, y 

Considerando : 

Que el referido Gargullo demanda los daños y ]>cr jui- 
cios Sufrido por él y su esposa, extranjeros, y su hijo menor 
Alfonso, argentino, a cansa del accidente acaecido a éste por 
actos u omisiones do dicha compañía, también argentina, a 
los efectos del fuero. 
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Qüe en o nseeuer.eia. el pleito interesa a unos y ©*I&S en 
la furnia entablada y sus efectos están destinados n producir 
se para todos en la medida apreciada, figurando cunto partes 
igualmente principales en ta cansa por el heehj único del ac- 

eidcnie Mifrido, 

Oue con tales antecedente? es de aplicación lo dispuesto 
, r el artículo 10 de la ley de jurisdicción y comi>eleucia. 
desde míe. como queda dicho el origen del pleito es un Heeho 
único c|iie afecta a todos, por lo cual demandan conjuntamen- 
te, y desde «pie los actores son extranjeros y argentin >. con- 
tra ttij argentino. 

«Jue lo expuesto encuadra en lo resuelto por esta Con: 
en cf fallo del t ino 72. página 4ja tumo se expresa en la 

sentencia apelada. 

Qlte I 1 refercttle a ta condenación en costas es cuestión 
ajena* al recurso extraordinario, según lo reiteradamente re- 
s uefl 1 . 

1W ello y oído el señor Procurador General se c infirma 
la semencia apelada en la parte que na podido ser materia 
de 1 recurso. Xotif ¡(píese y devuélvanse rep mendos*' los Se- 
líus ante el tr'lumal de origen. 

A. Bermejo. — D. E. Pala- 
cio. — }. Fh'.ukhoa Al- 

CORTA. 



Comptiíiut Nacional Í€ Seguros "Lti ¡ : nutco Artientina\ con, 
tr ít el Gobierna Wátfpmfi sabré repetición de púffos 4e 
impuestos, 

.ViíHKirñ»: liu los fíltralos de resegnro no corresponde apli- * 
car el impuesto establecido fjót los artículos ífi y 17 de 
la ley dado que en tales n nitratos, el asegurador 

se convierte en asegurado, y es manifiesto que el impues- 
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to debe pagarlo el asegurador sobre las primas que per- 
lina v no el segurado, que ya lo paga óp runamente, 
al realizar !a primera operación de seguro. 

<'<uv: l. i explican las piceas siguientes : 

si;xti:xci.\ mt skñor jukz federal 

Buenos Aire», D cimbre 31 de IMS. 

Y vistos: 

líste juicio iniciado ¡K»r don Alfonso Marra López en re- 
presentación de la Compañía iváeÍGual de Seguros "La Fran- 
co Argentina" contra la Nación por re|»etición de Iñigos de 
impuestos alonados bajo protesta por segur s hechos en com- 
pañías radicadas fuera del territorio de !a República. 

De su estudio resulta: 

I. Kn el escrito ele demanda ta compañía actora. empre- 
sa: que tos artículos ifi y 17 ríe la ley 3.884 estaban un 
Impuesto proporeí nal entre las compañías cuya dirección y 
capitales suscriptos, no estén radicados en el ]»aís y aquellas 
que lo* tengan en la República, de 7 ojo y de i. 40 ajo sobre 
las primas de los segur <s contra incendio (pie celebren. 

Qne a base de ese precedo legal la cuestión se reduce a 
interpretar con criterio jurídico, económico y fiscal el projWi- 
sito y alcance de la ley citada cuantío dispone que el impues- 
to se abone sobre las primas de 1 ms seguros que celebren V.u 
compañías. 

■(Jiie esxs términos de la ley tienen un sentido y un valor 
que nacen de las leyes ile fondo. Afirma qne el examen ana- 
lítico de la frase antedicha sirve para fundar la acción. 

A continuación expresa que d impuesto creado por la 
ley es a la producción ile primas de las compañías así 
que las extranjeras pagan 7 ojo y las nacionales 1.40 ojo so- 
bre las primas que cobran á los aseguradas. IX- donde resul- 
la qne "immiesto" y "prima" stm en el concepto de la ley lo- 
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endones correlativas y de consiguiente que no habiendo píi- 
mas no hay ni debe haber impuestos. 

Las Operad mes de reseguros que la compañía ceiebr i 
no les producen primas. Kn ellas las compañías ptigan en vez 
de cubra r abocándose, en ese caso, en la misma situación, ton 
relación al fisco que el asegurado que paga una prima como 
compensación del segur». Y la lev no «bliga a pagar impues- 
to al asegurado sino al asegurador. Agrega ta actora que la 
historia parlamentaria y administrativa de los impuestos di- 
ferenciales justifica la oposición de la compañía a la pretcn- 
sión del Poder Kjccutivo. 

Las leyes 2774. -2.9,2+ y 3.057 han repelido disposiciones 
acerca de que el imputst j se paga sobre las primas de las 
pólizas que se expiden y desde la ley 3.2^4 de i8<>5 se esta- 
ble H llc cl impuesto se paga sobre las primas de los seguros 
míe celebren las compañías extranjeras e igual artícub se en- 
tilen: ra en la ley § 347 d* i8ij6. Recién en la ley 3:46a de 
■ aparece el impuesto rlifere.ieiil entre las compañías na- 
cionales y extranjeras pues basta ese ano las primas no reco- 
11 cían gravamen alguno por sus ojie ración es . 

La redacción de los artículos fie la ley 3.469 se cns'.Tva 
; través ( |e las leyes 3/181. 3.741 y ,1.884. con la única tiíodí- 
licación del monto del gravamen. 

Sancionado el impuesto diferencial en la ley 3*469 1 is 
ci>:npañías nacionales empezaron a ganar terreno mantenían- 
tío «na competencia ventajosa con las extreujeras. 

Cita la actora a continuación una opinión de don Vicen- 
te Kidel López, concordante con la tesis que fundamenta el 
impuesto diferencial . 

Transcribe una resolución del Ministerio de Hacienda 
de i" de 1 >cmbrc de i&fí en la que se resuelve que una ope- 
ración de resegur 1 debe considerarse contó no gravada con el 
impuesto intento. Dicha resolución lleva la firma del Minis- 
tro Rosa y fie acuerdo con idla el reseguro en general tito pág£ 
impuest » interno hasta el tila que la administración obligó i 
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la ttftipaíiia a declarar a los efectos de la ley 3.884 k* rese- 
giiros tomados de compañías radicadas en el extranjero. 

La compañía no protestó e liizo la declaración en el for- 
mulan. ■ número 1.032. y no protestó porque consideró que 
el res^uro activo se convierte en una operación (pie cae hap. 
la jurisdicción de las leyes fiscales del pais al producir ur 
prima de acuerdo con el articulo 505 del Código de Comercio 
y de! decreto de) Poder Ejecutivo de 23 de Abril de ioxw. re- 
glamentario de la ley 3.884. Tal es la razón legal y econó- 
mica para (pie ta Compañía pague el impuesto interno en el 
roeguro activo y en esa situación llegamos dice la aetora, al 
22 de Junio de i'ju. en que la Oficina de Control de Seguros 
cosmiiiicó a la polnpañia que la administración había resuelto 
completar los datos estadísticos sobre las operaciones de re-, 
sefc ros t nados al extranjero, con los datos a las compa- 
rias iu radicadas en el país. 

La Franco Argentina se negó a dar estos datos fundada 
en que se trataba de operaciones no gravadas en el impuesto 
interno, en que la ley 3.180 autoriza a no dar informes cuan- 
do puede comprtnneterse el secreto de un giro comercial y, fi- 
nalmente, en que el resegur > es una fianza cuya revelación 
] ruede afectar el éxito de los negocios. 

Deíde ese instante se trabó la cuestión administrativa 
dictando el >l misterio de Hacienda el 27 de Aril de nji2 una 
resolución en que disponía (pie las compañías presten decla- 
ración jurada de las operaciones de reseguros concedidos al 
extranjero. A continuación comenta e impugna Yo» funda- 
mentos de ese decreto citando opiniones de Vivantes, l'ougct 
y Constante 

Termina el capítulo 3." de la demanda declarando que la 
compañía pagó bajo protesta. 

Én Junio 17 de 1912 y con motivo de una nota de la 
administración de Impuestos Internos el Poder Ejecutivo 
tiró un decreto cuya parte dispositiva decía que "La Admi. 
niítraeióii General de Impuestos Internos procederá dtesde 
la feilia «. * f reseute a cobrar el impuesto interno corresi>on 
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d ; entc ;t las operaciones * le reseguros Ú<mü4 al eximu¡erú pót, 
las compañías nacionales, aplicando a la> partes cedidas ai 
extranjer • cj artículo 16 de la ley 3.884"', 

Hay contradicción entre la ley y el dfecret^ dice la Coin- 
pañia.-loda vez que la ley establece el impuesl . sobre la n>- 
ma y el decreto sobre las parles cedidas. 

Notificada la Compañía del decreto del Poder Kjeeufivr» 
de Junio 1" de 1912. pagó el ini puesto previa protesta anlc 
escribano público, cuya copia también se acompaña. 

Después líáce uniar la actora se pr mIucc en la adminis- 
tración un dése, incierto sobre sí el impíieStü ¿1 pagara era 
del 700 el ile 5.00 p|ü que es la di temida entre el 7 y 1.40 o! o 
que eorresjKudia a la- compañías extranjeras y náCtOtíafeS 
respectivamente* 

Fin él eapilu! estudia la Compañía actora la tialnra- 
ieza del seguro. U,s medios necesarias qitv la ley <¿andi.ua para 
garantir sti eficacia particularizándose Cíin el estudio del re- 
-e^nro y citando la opinión de varios autores 

Pór último, en dicho capitulo í>." sostiene <p. • el resé; to 
es un contrato subsidiario de garantía o fianza. .ón 
(¡tic encuentra currolmrada a través «le la historia que hace 
tle nuestra legislación comercial. 

Kn el Capitulo 7:' considera el reseguro c«>u: . resultado 
de la solidaridad que liga todas las openeiones y apnnta la 
eouveniencia de las ompañias que guardan a su respecto 
el mayor secreto. 

Considerando en el capitulo §i" de nnev > al reseguro 
cuino una fianza ( Userva que el está exento de invpue-to por 
el artículo 9," de la Ley ele Sellos, y en él capitulo 0/ agrega 
que la exención de impuestos a los reseguros se baila esta- 
blecida en mi .ellos países. 

líu el capítulo 10. recuerda la garantía del artículo 19 
de la Constitución afirmando que muí existe en la República 
ley alguna cpie obligue a las compañías a presentar una ma- 
ní testación jurada de los reseguros y menos que grave esas 
operaciones cbtj un impuesto. 
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La compañía asi lia abonad) indebidamente hasta el 31 
de Agosto de 1913. la cantidad de pesas 19.40f.8i moneda 
n;tciiinal. que debe serle devuelta con tudas las < tras que la 
compañía pague ni i cutres dure este juicio más los intereses 
v las costas. 

w 

U, A Hí 28 contesta la demanda el señor Fiscal., quien 
para pedir sn rechaEO cáil costas expresa que: rio es exacto 
que la actora haya alionado bajo protesta la sttmu que recia- 
ÚU, pnes en autos no lia presentado mas que dos testimonios 
turo por cinco pesos con treinta y nueve centavos y otro pOÍ 
quinientos treinta «oh diez y nueve centavos. 

Kecnnoce que la ley 3.H84 establece un mtpitestO p*Q- 
purci ¡nal entre las compañías nación-ales y extranjeras dife- 
rencia que se sancionó para íavoi*cer a las primeras con toda 
justicia, pues ellas dejan cu el país los capitales que las oirás 
se llevan. Cita al respecto una opinión del Procurador de la 
Nación contenida en su dictamen de 8 de Abril de 1912. 

Afirma que el reseguro que efectúa una compañía nacio- 
nal es pura ella un nuevo seguro (articulo 517 Código de Co- 
merci > 1 . 

Si se produce el riesgo y la euinpañia nacional tiene re- 
asegurado el 60 u 80 ó|o en una compañía extranjera el capi- 
tal extranjero contribuirá en una misma proporción a !a in- 
demnización y no obstante ello la actora pretende abonar é! 
impuesto inhumo como si todo el capital fuese radicado en 
el pais. 

Si los contratos de seguros que efectúan las compañías 
extranjeras están sujetos al impuesto máxima del 7 ó|<i 110 
hay rasión alguna para que los contratos de reseguros efec- 
tuados con compañías extranjeras no sufran la misma cuota. 

Cita sobre el |»rtieular una opinión del señor procura- 
d r del Tesoro, señalando lo que considera un |>eIigro que 
impl icaria bnrlar ¡el espíritu de la ley desde (pie las compa- 
ñías argentinas podrían convertirse en corredoras o manda- 
tarias de Compañías extranjeras. Kl decreto de Octubre 17 de 
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n^üH se refiere en opinión del señor Procurador Fiscal a \m 
rosegur ¡s tomados ]>or comiañías argentinas. 

Ivl reseguro, en fin, puede considerarse — agrega — * 
comci una simple transfcrvtwia de »'i contrato, como un sim- 
ple acto de cometón, en que, queda responsable el mandata- 
rio o como una nueva o|»eración (le seguro, existiend ► una 
ley que grava esas distintas formas, diferencial mente.. 

Por el hedió de que pague la eompañia argentina primas 
a las extranjeras no puede exonerarse d ', ini| tuesto máxi- 
mo ile la ley ,1.884 desde que hace intervenir un capital ex- 
tranjero. 

I,a resolución del Ministerio dé Hacienda de 27 de Abril 
de lijiJ. disponiendo la declaración jurada de las operacio- 
nes de reseguros cedidas al extranjero, fué suscripta jxir el 
mismo Ministro Rosa, quien firmó la de 17 de Octu- 
bre de i8«)8. 

Kl decreta de 17 de Junio de 1912 está ( ' c perfecto 
acuerdo con el que debe servir para interpretar !a ley 3.884 
No Hay contradicción en la inteqiretación dada por los diver- 
sos funcionan m de la administración cni cuanto al intuito dc¡ 
impuesto y si solo se cobra la diferencia cutre el impuesto 
mininv* pagado y el máximo que corresponde abonar por ~\ 
reseguro resulta (pie se cobra a! 7 ojo cu el seguro donde apareo- 
efectuada. 

La disposición del artículo 8." de la ley de Papel Se- 
Hado. »<> ¡Hiede aplicarse por no tenor este caso, analogía con 
el legislado en esa disposición. 

Kccon ce por último el señor Fiscal que la operación 
de rcséétiro tiene analogías con tas de descuento de las car- 
teras de Jos iKinens pero ol>serva que así como las operacio- 
nes de redescuentos, los reseguros efectuad s por las eo:iq fi- 
nías nacú nales no abonan impuesto, 

III. —Abierta la causa a prueba se produjo la que corre 
agregada de fs, 41 a fs. 56. alegando las partes sobre su uu 
rito a í>. 8S y 59, llamándose autos para sentencia previa 
reposición. 
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Y considerando: 
Oue la cuestión planteada p r demanda y contestación 
gira pobre la interpon ación y alcance <le los preceptos conte- 
nidos en los artículos ló y \J ele la ley 3.884 que fija tasas 
para él pago de los impuestos internos y sobre la valide* 4? 
los decretos y resoluciones del Peder Ejecutivo en virtud de 
los cuales la administración lia exigido y percibido de la com- 
pañía actora impuesta por concepto de reaseguros tomados 
tle e!la. a sobre sns seguros, por romi* "lias extranjeras. 

Que i>ara la solución de la litis o n viene observar, ante 
todo V *>brc todo, el espíritu y la, letra de las disposiciones 
citadas. Considerados literalmente los artículos 16 y 17. cabe 
anotar sin dificultad: a) que sancionan un impuesto diferen- 
cial ventajo*) para las compañías conceptuadas nacionales, 
es decir, para aquellas "cuya dirección y capitales están ra- 
dicados en el país", y b) que ese Impuesto se pagará "sobre las 
primas eJe los seguros que celebren". 

Examinados en su concepto, en su espíritu, en su razón 
de sen propósitos y alcance, ambas disiwsi cienes confirman 
la única interpretación literal que cabe: el impuesto es neta- 
mente diferencia!, con mira de protección definida a las eon- 
paiiias nacionales y él grava las primas que las compañías co- 
bran por tos seguros que efectúan, sin considerar la proce- 
dencia ni el monto de los capitales afectados a la responsabi- 
lidad de los siniestros. 

fis asi. pues, que cualquier medida o resolución que tien- 
da a destruir o destruya esos das fundamentos legales, sobre 
los qtte únicamente descansa el impuesto de la ley 3.884. se- 
ría abiertamente contraria al régimen que ella sanciona, des- 
naturalizaría sus propósitos claros, violentando — en el he- 
cha — con perjuicio de las compañías aseguradoras y de los 
asegurados radicados en el país, e! principio de protección 
que la informa, aumentando peligra o riesgos para las po- 
nieras o las tasas de tas primas que deberían abonarse. ]>ara 
tos segundos. "Sobre las primas pagarán las compañías el 
impuesto", dice el artículo if». "sobre las primas de los segu- 
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ros que celebren"', agrega el artículo 17. Kl resegupp es riér- 
tamente itn nuevo segura («ra la compañía aseguradora que 
busca disminuir o compartir el riesgo. 

iVn» si ello es evidente, lo e> tannbién que la asegura- 
dora en el primer seguro se c «vierte en aseguradlo en el re- 
seguro y que la ley 110 inquine gravameti o impuesto alguno 
a los asegurados. 

U ley. hay que repetirlo, grava a las "primas", cuáles? 
las que "pereil»an" las compañías radicadas en el i>ais y no 
\x* cierto ks que se "'paguen" a las reasegura duras extran- 
jeras, pues ello seria absunb Ira jo el <loble punto de vista 
económico y fiscal, desde rpie significaría pretender una ex- 
traterritorialidad ini|x>sitiva no concelnble y seria gravar 
oiteraeiune* de garantía de valores, de indemnización de ries- 
gos y de CCinpañia» argentinas t$9 Inmudable beneficio ría- 
ctonál. 

El error fiscal, que reproduce ta contestación a ta deman. 
da. consiste en considerar que el impuesto es a los "capita- 
les" extranjeros que responden por el reseguro que toma» 
compañías extranjeras. Y si se admitiera ese impuesto so- 
bre capitales, que si llegan al país, |*>r i>roducirse los sinies- 
tros de que resi*rtiden. vienen a )>esieficiar indiscutible y acen- 
tuadamente lits intereses nacionales de los damnificados y de 
las eoinjiañías argentinas que disminuyen sus deseirJxdsos p ir 
indetiHi ilaciones, vendría a contrariar en el hecho, los mismos 
intereses nacionales que ta ley 3.884 ha entendido deber pro- 
teger cuando ha fijado una tariia diferencial. Y si, con la 
opinión que cita el setKT fiscal, se argumentase que son ca- 
pitales que vienen a llevarse al extranjero sumas apreciabas 
]Ktr conceptos de intereses, forzoso seria convenir que síend" 
esa una condición común a todo capital qu venga db afuera;, 
justo es que ell s paguen los impuestos que su radicación cu 
el país autoriza pefO 110 cuando esa radicació.i no exist.-. 
cuando es completamente eventual y cuando ya la qteración 
«Id seguro originario, el único imponible, ha iragaéh su coii- 
tril ilición ti sea!. 
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I'uedc legal y (oj^cam^nte admitirse que el resegó r i ac- 
tivo, el tomado dd extranjero y no el cedida al extranjero 
pague i -r puesto, V puede y debé admitirse que asi sea por? 
qüe ese seguro produce en la República una prima que Se per- 
cibe dentro de sus territorio y fjue cae de consiguiente, den- 
tro del imperio ! cal de su sistema impositivo y tic lus pre- 
ceptos terminantes de la ley 3.884. 

Ni la ley 3,884 ni el decreto reglamentario de if de Mar- 
zo de i*;oo, en su titulo y." preceptúan impuesto alguno sobre 
Kís reseguiros dados a compañías extranjeras o tomados \*>r 
ellas, líl err.T pues 110 está en la ley ni en el citado decreto 
rcglatruiiiario. Si el se ha producido lo lia sido i»or decretos, 
resoluciones o inter lactaciones administrativas posterioras. 

De lo anteriormente expuesto se desprende, pues, que 
lus decret s y resoluciones del Ministerio de Hacienda, que 
éJtigCÚ la manifestación jurada de los seguros cedidos o d* 
los reseguros tomados en compellíáS extranjeras. n> se hallan 
autorizados por ley y que. de consiguiente, la Compañía ac* 
tora lia teñid 1 razón suficiente al protestar por el píig«» de lus 
impuestos |> r reseguros que motiva esta acción. 

Y estableciendo qtíe el resegum es un seguro de garan- 
tía en t! que se liacc una simple cesión parcial del riesgo, 
siendo ta cusa reasegurada la misma que se aseguró e idén- 
tico v] riesgo — uno so! .1 y el mismo. — resulta claro que se 
trata de un «mtrat » subsidiario, y que su realización, libre 
df una nueva imposición no puede dañar los intereses fiscale-» 
desde míe hay ya un impuesto percibid" sobre el seguro tfc 
la mísmá cosa reasegurada, ni los intereses de las c niipañías 
itacionaies que asi refuerzan su responsabilidad y evitan ia 
gravitación de los siniestros sobre su patriniwno exclusiva- 
mente . 

I.a interesante discusión parlamentaria (|ue precedió a la 
ley $.4*) laño 1807), ley precursora de la 3.884 en cuánto 
sanciona el impuesto diferencial entre las compañías extran- 
jeras y las nacionales, evidencia el propósito inequívoco de 
favorecerlas aliviándolas de impuestos para que cobren pri- 



FALLOS DE LA CORTE SUPBEMA 



más más hajas y manen asi el favor del mercado. El decreto 
de) Poder Ejecutivo que la demanda impugna ¡eíi virtud del 
cual se cobra un impuesto adicional sobre tos reseguros reali- 
zad s por las eiKnpanias nacbnales en las compañías extran- 
jera, desnaturaliza el propcaito de las leyes 3.4Ó0, y 3.484 es- 
In Meciendo, en cierto modo, una nivelación gravosa para las 
compañías nacionales que foriosáméiiÉe deberá traducirse en 
un aumento de sus primas con perjuicio de los asegurados. 

Ks de observar asimismo, que en el decreto de ió d¿- ( k*. 
ttiíire «le 1913, qnc corre agregado a fs. 41 de estos autos, 
el Poder Ejecutivo (Considerando 2."\, lia declarado (|iie tío 
es procedente exigir a las cenpafiías nacionales el pago de 
la diferencia del impuesto correspondióme al total o parte de 
tas primas que cedan a las compañías extranjeras reconoci- 
das y registradas en el país. Y si median razones para ipie 
asi sea con respecto de diclias compañías es justo observar, 
c 11 la actora. que i*o% descubre la razón que pueda deter- 
minar la exigencia del impuesto sobre tos reseguros hechos 
|"»r las compañías nacionales en las extranjeras no registra- 
das en el pais. 

Admitiendo míe ta Franco Argentina lia tenido razón su- 
ficiente de acuerdo con las precedentes ec (sideraciones y con 
la ipie extensanwílte expone en su escrito de demanda, cabe 
observar:, contrariamente a lo sostenido por et señor fiscal qne% 
*egtui consta en el testimonio de fs. 4 y en la pericia fie fs. 5? 
a fs. 53 la Coiupaúia actora lia ¡protestado los diverso!; pagos 
a que «lidias c ■nstaneias se re-rieren, suficientemente, mnnte- 
niei'd<> asi integro su derecho para re¡»elir las sumas corres. 
]u Molientes . 

La doctrina, por titra |jarte. qué minuciosamente ha ex- 
¡uicm-i h\ C >ni|<Lñi;i actora. de acuerdo con las ideas sustenta- 
das en esta sentencia, fija el verdadero concepto del rc*egu* 
r y ta razón, y la c nvuiiereia que detemiinan la exención 
tic impuestos de (Helio contrato netamente subsidiario: V la 
legislación general también ha sancionado, en forma implí- 
cita <i expresa la exención del impuesto de los reseguros. Asi 
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en Italia según hace nolar Rucea en la página 271 de su "Ma- 
nual teórico práctico de los segures" el reácguro está exento 
<le lasa pütqiie el seguro directo se halla ya gravado en el im- 
puesto (<>Wra citada en colección Heplh. 

Etl Kspaña existe la ley de Mayo 14 de HK>8 la que en 
su articulo ¿K. establece que las cornalinas de seguros some- 
tidas al régimen de elías satisfarán anual mente un impuesto 
ijiie no podrá exceder del 1 ojo de las simias recibidas corno, 
primas. Señala, pues, como base o materia del impuesto la* 
primas, como la ley argentina, y es aun más precisa atando 
habla de las "sumas recibidas" jmes excluye toda pretendida 
interpretación de gravámenes sobre reseguros fterasafeis pÓT 
compañías extranjeras de <|ttícne* no se recibe suma algún :i 
cotilo prima y a quienes por al ci'iitrario se les abonan primas 
especiales . 

Eil Chile hállase la ley cid ij de Noviembre de 1904, nú- 
mero 1 ,7 1 j (pie rige a las compañías de seguros, ftn su ar- 
ticulo u establece: el impuesto que tfeben |»gar y agrega 
fpic "esa contribución no afectará a los reseguros". 

En la colección de los códigos franceses de Tripier y 
Mmmier 1 Edición 1904 ). se encuentra a fs. 554 de la ley de 
t | t . Diciembre de 1884 en la que se establece la tasa del 
impuesto sobre los resegur m expresándose «pie Itw actos dé 
rt seguros ño están sujetos a la tasa anual desde qiie ella es 
pagada poí el asegurador primitivo. 

Todas las precedentes ernsideraci mes y las concordan- 
tes aducidas por la compañía act ra demuestran, como ya se 
ha señalado, que las sumas pagadas por concedo de resegu- 
ros turnados i*>r compañías extranjeras sobre tos seguros rea. 
lizados por la Franco Argentina y epte han dado origen a este 
juicio, han sido exigidas sin ley que lo autorice y a base de 
una interpretación errónea consagrada por resoluciones admi- 
nistrativa'; que en el hecho desvirtúan los propósitos deter- 
minantes y alcance de las dispisiciones pertinentes ya citadas 
de la ley 3.884. que se prqmsc cti forma inequívoca la pro- 
tección de las compañías nacionales estableciendo a su favor 
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tina tarifa diferencial i¡ue in pueden ni deben alterar l. s de- 
cretos del INmUt Kjcaitivo;. Si atienden dicho* decretus a 
i n ierres fiscales de percepción mayor de impuesto-, olvidan 
lo'g glandes intereses generales de tos asegurados v de tas c m- 
p'nuas argentinas para cuya consolidación y mejor desenvol- 
vimiento económico es ti reseguro nn factor decisivo ijiic es 
menester no alejar con itniwsiciofifcs excesivas, inesperada- y 
lie :m t< «ruadas ¡i* ir la ley. 

Y l>iier«> it$ p r ultimo de i hservar que bajo el amplio 
punto ile vista de la economía general del pats. y in > ian sólo 
dej limitado interés fiscal inmediato consistente en la percep- 
ción de tttayorca sumas por impuestos, es preferible al rese- 
gtiro tomado y >r cxnnpaíiías argentinas e! ¡|iie t .ñau las e».-:u. 
jiañias extranjeras desde q'tté, en los casos de sinie>lr«^. ellas 
harán ingresar a la República, en concepto de indemniz.,e¡n- 

nueviis capitales, aules extraños, cpie se incorporaran a 
Ja actividad general. 

I'*jr tamo; definitivamente ju/gaiul > rallo; dt-clarand i 
procedente la acción deducida y estableciendo en consecuen- 
cia <|iie la Nación está obligada a devolver a la cpiíiípáñla ae- 
tora todas las sumas pagadas bajo protesta por concepto de- 
impuesta a los resegur, s realizados en compañías extraníe- 
ras a estilo de Hanoi desde la fecha de la demanda para liw 
que te hayan sido abonados antes de presentada y desde las 
respectivas protestas para las posteriores a la iniciación <h- 
este juicio. Los costas por su orden dada la naturaleza de las 
Cuestiones discutidas. Hágase saber, insértese y repóngase. 
— r. . irías. 

SENTENCIA DE LA CÁM ABA FEOERAL DE APELACIONES 

Bwaot Aira», Septiembre dt 19 6 

Vi<t s y considerando : 

(Jtie la Compañía demanda me, usan fio de la autorización 
conferida por t artículo 517 del Código de Comercio, ha ec- 
trhrado contratos de reseguros sobre [os seguras contratada-. 
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ni J país. Ku virtud dé esté contrato, e". asegurador primi- 
tiyci liaee a sit vez asegurar por el augurador del siniestro 
sobre él qtié lia versado él primitiv > éGiJttatp. 

Otic no Futy ra/ón legal para extender el impuesto del 
áftfcúlo if> de la Ley de Impuestos Internos, a la prima qu.- 
el asegurador primitivo paga :il asegurador. porcKie la Jey 
núnuio ,í.SS4 y demás vigentes, no establecen expresamente 
impuesi ■> ;i los reseguros, que es o invención u operación cii- 
f érente; d? los seguros. Ks también prineipin jnridic u (pie co- 
rn spnnfk' interpretar restrictivamente a los leyes inquisitivas. 

P r estas consideraciones y concordantes de la senten- 
cia de primera instancia, córtiertte a fs. yo, se la confirma, sin 
eosta>. por no liaber mérito |*ara aplicarlas al vencido. Noti- 
Eiqiiese, devuélvanse y repóngase el sellado ante el inferior 
■-- l'rílhtttrniiii. — fhutii'l Cuytia. — J. X. Maticttzo. — • 
Miircdituy Bscsiúda. 

FALLO HE LA CORTIÍ SI PRIiM A 

Buenos Aire», Septiembre IT de 1918. 

Vistos y considerando: 

Que la demanda es para que se devuelvan al actor las 
cantidades .ti» nadas y las (pie alionare al tisco ilnratite el 
juicio, t-n cjneepto de impuesto por seguros cedidos al ex* 
tranjero con sus intereses y costas (fas 2$ vuelta* ley núme- 
ro 0,004, fs, ioi, 

( >n ■ el motivo que la inf< nna en lo sustancial, es porqué 
el imp-.u ^o grava la pr> tinción de primas: I artículos ií> y 17, 
ley número $88$) y en el caso, el ¿«ctor. lejos de percibirla-. 
1&¡ ifc?|rí3 • r el reseguro. a aginado én v z cU asegn- 
radoi . 

One no se ha cuestionado el derecho de la administración 
1 ara col ira r el impuesto sobre la prima de roeguro que toma 
una ciin pañí a nacional de otra extranjera ífs. 14 vuelta», y 
en tal concepto una resolución sobre el particular sale de Id 
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que ha sido materia ile controversia para estatuir sobre ¡mulos 
r:o reclamados. 

(hie en tal viruul la demanda de fm ü vuelta expresa 
que t. da la qtiesít&n se reduce a interpretar con criterio ju- 
ridieti. económico y fiscal, el propósito y alcance <le la ley nü- 
imm 3.884. al disponer que el impuesto se abone sobre fas 
finias dé los scí/nros que celebren en el pais las compañías. 

Que I* términos de los artículos 16 y 17 de ia ley ante- 
dicha, sen claros: y como uniera une se considere ti contrato 
de reseguro, el impues'o debe cobrarse al asegurador sobre 
las primas que perciba y no del asegurado en el caso, porque 
éste pagó Oportunamente el correspondiente a la prima que 
pere 1 sobre la primera operación, 

ytíc la circunstancia de que ios rea seguradores extran. 
jeros sin dirección ni capital, inscriptos en la República, es- 
capen al imperio de sus leyes fiscales. por cualquier mo- 
tivo, no puede autorizar el cobro al asegurado, cuando la lev 
Up to lia establecida asi. ni cabe presumir legalmente de parte 
ríe éste, un fraude que mi podría traducirse, en el silencio de 
la lev. en cobro del impuesto a la persona ó compañía no indi- 
cada en su texto ; porque P arn &Ho hulriera sido necesaria una 
disp sición legislativa que bien pudo ser en su caso ta apro- 
bación |ior d Honorable Congreso del decreto del poder Rjc- 
cutivo de Junio 17 de 191 J. 

Que sobre ruda otra consideración listaría la de qW 
tratándose de una compañía nacional que tiene una tara de im- 
jiucst , por sus operaciones fijada en la ley (artículo 17» 110 
pttede ser alterada por disposiciones administrativas, en el 
•vmtm! 1 de aunx-utarlii aun Mintiendo que Atenas operadlo- 
nes perjudicasen la renta fecal, porque en tal caso los me- 
dios n emplearse ! ,ar a evitarlo o reprimirlo, serian oíros, cotí 
arreglo a la ley y prescripciones reglamentarias de la misma, 
pero no el de variar las condiciones del impuesto como tal. 

(>ue la resolución administrativa impugnada que cambia 
el sujeto del impuesto y altera la tara fijada jmr la ley en be 
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iifficin ilo una compañía nacional, n» puede estimársela com- 
prendida, dentro de la facultad acordada al l'.ider Kjecutivo 
pnr el artículo 86, inciso 2." de la Constitución, por más ex- 
tensa que se la ernsidere. 

IW ello y fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada, se la confirma, sin costas, atonta la naturaleza de las 
cuestionen detiatidas. Notifiquese original y devuélvanse de- 
bierido reponerse el papel ante el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — Nic.woR G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 



Socktlñú MúrpñfjQ, Pcrrmtc ¿' (***{)tieímmúi amtra don Ihi- 
niei Moreno, por cobro de pesos? sobre competencia e 
inhabilidad de tituló. 

Sumario; Los juicios por cobro de afirmados son de la com- 
petencia de los tribunales locales cualesquiera que sean 
las excepciones que se opongan en ellos, todo sin perjui- 
cio del recurso extraordinario que acuerda el artículo i (. 
de la ley número 48. o de las acciones (pie pudieran de- 
ducirse por repetición de lo indebidamente pagado. 

2." Kl extranjero y vecino de otra provincia que 
demanda a un argentino ante los tribunales locales de! 
lugar (le que éste es vecino, prorroga la jurisdicción di. 
los mismos y renuncia al fuero que le corresj londeria. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

IIICTA-MEX DEL SlíÑ'Ok PROCUHiVDOK CE N ERAL 

Buenos Aires, Julio t de IflR 

Suprema Corte; 

La Sociedad M arengo. fVrrone y (lUglielmino, demandó 
a don Daniel M ¡reno por cobro do posos provenientes de 
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iiras de pavinurtación construidas frniu- a su propiedad en 
Lomas de Zamora 

Ka acción se dedujo ante el juez provincial de Ls Plata, 
en cuya jurisdicción se halla domiciliado el demandado. 

liste o] ni so la excepción de iricbil^terictai de jurisdicción 
qtle ha sido desestimada en primera y segunda instancia. 
C-rtra esla resolución ha ¡mcrpin.vto el demandado d recur- 
so extraordinario qUe para ante V. ív da el articule 14 de 
ley número 48. 

Kunda d demandado su pretensión en la circunstancia 
de su distinta vecindad con re' eión al actor y en míe éste es 
extranjero y él es argentino. 

Y biferí no obstante no haberse proveído prueba ai res- 
pecio que justifique los extremos alegadas, el actor. eMrauje 
rii o np. >* vecino o no de esta Capital, como lo sostiene el de- 
mandado, ha pRn r gado de jurisdicción al demandar a éste 
ante 1* js jueces locales, en los términos del articulo inci- 
so 4/!, íey 4S, rentihcíando al privilegio del fuero federal «nie 
uo puede, como es obvio, ser invocado ¡> r e) demandado, ar- 
gentino y vecin > de la provincia en cuya jurisdicción se le 
emplaza, segíni su propia manifestación. 

I'or dio. pido a V. K. se sirva declarar infinidad • el re 
curso interpuesto. 

José Nicolás Matirticit. 

1ALU 1 DE M CORTE SUl'RKMA 

Butnos Aires. SeUiemtre 17 de 1018. 
Vistos y considerando: 
()ne el recurso extraordinario interpuesto y concedido 
contra A fallo pr nmiciado jn.r la Cámara Segunda de Ape- 
laciones de 1.a I'lata. corriente a fs. K*. es procedente e U 
arreglo a lo dispuesto por el artículo 14. inciso y de la le 
húmero 4S. desde ouc se ha pHfStp en cuestión y dése mocíd* 
en dicho fallo la jurisdicción y eo:n|>cteneia de la justicia fe- 
deral para ttanocer en la presente causa. 
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fjue pnr lo que hace a la cuestión materia del recurso, 
resulta de autos qiiie la demanda deducida én el escrito de 
fojas 4. por los señores M arengo, Perrone y (■nglielmino cori- 
ta tl.m Daniel Moreno es dirigida a obtener d |>ago de la 
suma ile 5.170 yesos con 61 centavos moneda naciera!, por 
ubrcií de |Kiv i mentación eonstniídas en el frente de la pro- 
piciad «leí demandado situada en la calle Leandro X, Aleni 
número 1.484 entre las de Hcratti y Frenen. Partido de Lo- 
mas fie Zamora, lugar de su domicilio. 

(¿iie 001110 se tiene declarado" en repetidos casos análogos, 
los juicios por Cobro de afirmados como es el de que se trata, 
son de ía competencia de los tribunales locales cualesquiera 
qtic sean las excepciones que se opongan en ellos todp sin per- 
juici > del recurso extraordinario que acuerda el citado articu- 
lo 14 de la ley X." 480 de las acciones que pudieran deducirse 
por repetición de lo indcuidamjcntc pagado. Tomo 114. ¡Kigina 
j<iK: tomo página 177; tomo 1 1 K, página 385, entre otros 

Qiüe por otra parte, dado que los actores fueran extran- 
jeros y vecinos de la capital como se afirma y ocurriendo como 
lo lian heeltti a lt»s tribunales locales, liabrian prorrogado su 
jurisdicción y renunciado al fuero federal que les correspun- 
déria y que sólo ellos y no el demandado pueden en el caso 
invocar desde que éste es vecino de la provincia. 

I'or ello y de conformidad oon lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador (Venera I, se confirma la sentencia arla- 
da de fs. 8¿ en la parte que lia sido materia del recurso. Xo 
tifíquese original y repuestos los sellos devuélvanse. 

A. Bkkmkjo. — Xicaxor G. nKL 
Soi.ak, — D. E. Palacio. — 
J. Fiol-eroa Al^OKTA. 



«i FALLOS DE LA CORTE SL" TREMA 

Empresa útf ferrocarril del Sitdj contra la Municipalida,! ti 
/.ti Plata. pi>r expropiación 

Snntarh: l." Tanto los bienes de) d -nimio provincial como 
de particulares, cuya ocupación se Pe<|i¡iiefa para ejecit- 
tar obras efé Utilidad nacional, pueden ser expr -piado- 
habiendo una ley que los decía re de utilidad pública. 

j." ta Muniei|nlidad y nó el Gobierno debe ser (le? 
mandada pura la expropiación de bienes municipales, des- 
de oue éstos pueden ser enajenados |>or aquélla. 

3," Tratándose de una ley nacional de expropia- 
ción es el Poder Ejecutivo el Mamado a decidir en todos 
los casos *i bis obras qué se trata de construir en los te- 
rrenos a expropiarse, se hallan no autorizadas po- 
la ley. 

V Cuando el H ' no rabie Congreso en ejercicio líe 
la atribución (¡ta* le confiere el articulo 07. inciso [6 de 
la C> nstitueión, acuerda una concesión para construir una 
via férrea y declara la utilidad pública de las obras, auto, 
rizando al mismo tiempo para expropiar los terrenos ne- 
cesarios a tal objeto, no viola la Constitución, puesto ijik- 
1<i que ésta exige en el articulo 1 " es la calificación y la 
previa ind -nin izaeión. íTal es el caso de la ley que 
declara e*p*0$ables |>or causa de utilidad pública lo* ie- 
rren ^s necesarios a los ferrocarriles para ensanche de es- 
taciones, vías, talleres. etc.K 

SKXTKXC1A Pít SKXOk Jl'KZ I HOÜItM. 

La Puta. Septiembre 30 de 1916. 
V vistos: liste juicio seguido por ln [impresa «leí Ferro 
carril del Sud contra la Municipalidad de l.a Plata, p r ex- 
pro) dación resulta: 

Primero: Que para deducir la acción se expresan los 
siguientes fundamentos : 
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a) Mediante la ley nacional número 0.360, 'ta Kmpresa 
ha sido autorizada a construir ol>ras cuya realización exige lo- 
mat fleten niñadas fracciones de las calles "uno" entre "trein- 
ta y nueve y cuarenta" y "cuarenta" entre "uno" y "ciento 
quince", de esta ciudad, con una superficie total de tres mil 
trescientos veinte metros 88 decímetros cuadrados 1 3.320 
ci m 88 } ,lo (pie gráficamente se demuestra en el plano que se 
acompaña, juntamente con el Decreto del Poder Ejecutivo 
que ÍO apmeba; 

b) VA terreno lo necesita la Km presa para ensanche de 
la estación de esta ciudad, y la Municipalidad, sin hacer cues- 
tión acerca de la utilidad pública de la obra, y, antes jior el 
contrario, reconociendo que llenaría una necesidad sentida, se 
mostró dispuesta a formalizar un acuerdo, tomando posesión 
la Kmprcsa de la tierra y entregando a la Municipalidad una 
suma de dinero en concepto de compensación e indemnización , 

e) Debe tenerse, pues, por deducido el juicio de expro. 
piación con arreglo a la ley i8y y declárese oportunamente 
la transferencia a favor de la Kmprcsa del inmueble indicado. 

Segundo: Que convocadas las partes a juicio verlial con 
arreglo a la estatuido en el articulo 6." de la ley de 'la mate- 
ria, la Municipalidad, oida, la propuesta del actor de abonar 
l:i suma de ocho pesos moneda nacional por cada metro cua- 
drado, conforme a jlo privadamente pactado, opuso las si- 
guientes cuestiones previas: j." Falta de acción del actor con- 
tra la Municipalidad: tratándose, cu efecto, de bienes públi- 
cos como son los que se demandan, deben entenderse que per- 
tenecen al listado de Buenos vires, de acuerdo con lo dis- 
puest » en el inciso 7." del articulo 2.339. Código Civil, por no 
haberse desprendido del dominio público. La Municipalidad 
sólo ejerce jurisdicción sobre esos bienes a los efectos de vi- 
gilar su conservación y con fines de ornato, higiene, etc. La 
lev de ejidos de Noviembre de 1870 prohibe expresamente .1 
las municipalidades. ía enajenación fie bienes destinad s a uso* 
púbíic -i. y la ley de creación de la ciudad de La IMata no 
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contrarió ninguno ele eses preceptos, j." "Carencia de 
ello en el actor para expropiar". Aduce a este respecto la Mn- 
nicipalidad <[ft« la ley número 6.369. invocada h*r el actor, 
-e refiere a casos generales, sin tener en cuenta, por no lia 
\kt ^idilio preverlos, los excepcionales (pie pudieran >urgir e • 
m& el presente, en (pie se pretende expropiar a favor da nn:i 
empresa un bien público, (pie forma ¡Kirt.- del dominio públie 1 
de un l\Mad ■ Provincial, y ¿. GoftVcriib cutre las partes*'. 
Hice la Municipalidad ipie la Kmprcsa no tenia necesidad de 
recurrir a este juicio, desde que existe un cuitvenic entre las 
partes, firmad » en 7 de Septiembre de inU. mediante d cual 
la Municipalidad concedía aquella el uso y gOCe de los terre- 
nos, por un precio que <c determinó, cftuvcnio que la Empre- 
sa ha v¡ lado, sin justificación. AI aceptarse las defensas 
opuestas, termina diciendo la Municipalidad, la act ra debe 
*i-r condenada al pago de las costas. 

Tinvro: (Jue la Empresa contesta las objeeioue- opues- 
tas espumando; (Jue son, precisamente, las disposicioiK> de 
derecho provincial, ¿pie cita la Municipalidad, las que funda- 
mentan su jurisdicción y ífckr^nto sobite los terrenos ocupa- 
dos por calles públicas. Kl articulo 201 de la Constitución 
Provincial atribuye a las municipalidades "la administración 
de tos intereses y servicios locales" en lo que queda compren- 
dido todo cuntido se refiere a las calles de la ciudad, la Ley 
de Ejidos e* ' >ca bai » el dominio de las nutuicipalidades la to 
taltcíád de los terrinos que eonstiiuye el ejido de los pueblos 
sin excepción ni reserva alguna y las encarga de las ventas de 
solares, quintas y chacras, ikelarando de su propiedad lo> v;l- 
lure^ qtte obtengan (artículo 7." í ; el articulo 4," dé la mismn 
ley. citad, por la Municipal' id al eítafefcf la obligación de 
reservar de la venia los terrenos aplicables a las HecCSidades 
colectivas del municipio, como son las calles, plazas, etc.. con- 
sagra v reconoce la jurisdicción y dominio que, con arreglo a 
la Coiistil ición ile la Provincia, corresponde a las müñictpali 
dádes sobre las calles publicas. pues, sí no fueran del dominio 
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uitiníci(>at no se expiaría la obligación de reservarías de la 
venta . 

Respecto tic la segunda ubjeción, dice la actora: ijue el 
articulo Ji de la Constitución Nacional invocado ñor la Mu 
íiicij tal i dad. establece expresamente que las leyes de la Nación 
deben cumi.Ursc no obstante 'Üsposíeiones en contrario (JUS 
establezcan las constituciones o kyes provinciales. porque i*>r 
encima de las autonomías está la unidad nacional. La enaje- 
nabilidad establecida ixir leyes provinciales, respecto de bie- 
nes de uso público, no puede, en ningún caso, ser un obstácu- 
lo para el cumplimiento de una ley nacional, en cuyo mérito, 
se debe cambiar el destino de ese bien y expropiarlo para 
destinarlo a otr<» uso de superior y más amplio interés pú- 
blico. 

Eli cuanto a la tercera objeción, dice la actora: que el pre- 
sante juicio, Itjns de importar un alzamiento de su parte con- 
tra e! convenio, constituye la única forma de llegar a su per- 
feccionamiento completo con la declaración legal de transfe- 
rencia de dominio, á falta de poder deliberante que autoriza- 
ra la enajenación. 

Cuarto; (Jne propuestos los peritos que babla el articu- 
lo ó." de la ley de la materia, se expidieron, por separado, a 
fojas 65 y ít-. fijando el «leí actor la indemnización en ía suma 
de pesos 26.567.04 moneda nacional y el de Ja d mandada en 
la de 132.H35.JO moneda nacional. Dada la disparidad tan 
considerable de cri herios, el Juzgado, para mejor proveer de 
signó un tercer perito de oficio, el cual al ex]>edirse a fs. 77, 
justiprecia la tierra en pesos 0rj.251.t3. en el año 1912. 

V considerando : 
|. Con respecto a la primera objeción opuesta por la 
]*arte demandada -1 improcedencia de la expropiación jior tra 
tarje de calles públicas deJ Municipio) : Que la ley núme- 
ro 6.309 en su artículo 1." declara expropiablcs por causa fie 
utilidad pública los terrenos necesarios a los ferrocarriles para 
ensanche de estaciones, vías, talleres, etcétera, sin distinción 
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ríe calidades; y el articulo i." de la sujeta a expropiación 
t » bienes del dominio provincial o particulares, ctiya ucupa- 
lión se requiera para ejecutar obras de Utilidad nacional. 

Coéto se ve. ninguno de t» preceptos legales citados ex* 
chive los bienes del dominio público; y el provcyenlc juzga 
tute, racionalmente, no pe «lia hacerse esa exclusión, desde que 
ello importaria impedir, de una manera absoluta, la realiza- 
ción de obras de interés público, como la construida en el te- 
rreno que se demanda. Por lo deniás, las leyes citadas sól * 
autorizan la expropiación de bienes del dominio particular o 
del dominio provincial para convertirlos en uso público o en 
i>bras públicas de utilidad naci nal; y si entre los bienes afec- 
tados a la obra de interés general, se encuentran bienes del do- 
minio público, eon pasar éstos a formar parte de la nueva 
<>bra ile utilidad general, no hacen sino cumplir, ampiándolo . 
su primitivo destino. Ks un error de concepto, sin duda en él 
qtte incurre la Municipalidad demandada, al considerar ¡m- 
precedente que un bien pútílicp pase a fonnar |>arie del patri- 
monio de una Kmprcsa particular; ¡mes. si bien es cierto que 
la Knipresa del Ferrocarril del Sud. desde el punto de vistn 
del origen de sn capital y de la foiua en que distribuyen sus 
gana nrias. puede ser considerada una empresa de carácter par 
lien lar. también es innegable que la obra o explotación en 
que aquel capital está invertido, es de un indiscutible interés 
público. 

Oportuno es tener préseme, sobre el particular, que e't 
inciso itt. articulo hj de la Constitución Nacional confiere ai 
Congreso la facultad de provece lo conducente a la prosperi- 
dad del pai>, pr -moviendo la construcción de ferrocarriles, 
y m estos. — con ser obras de utilidad nacional no pueden ser 
construidas por e) listado, debido a razones de índole firtan- 
eiera o pecuniaria. Únicamente, y ha de concederse su cons. 
fniccion y explotación a empresas particulares. nO por ello 
pierde 5Ú carácter público, desde que están afectados a la re.» 
Itzación de un precepto constitucional, aparte de que el ar 
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licitlo jo dé la ley 189 autoriza ] a sustitución éü fas concesio- 
narios d c la obra, de los fetiém v oblt^éiones auc ere-l- 
esa ley. 

V- r to demás, es Sabido que en las leyes de concesión se 
establecían las realas a que debían sujetarse las empresas en 
la reaWión y explotación (le !a obra, estando sujetas a la 
fiscalización del gobierno (articulo i." óy y siguientes, ley 
y a la entrega de la obra al Kstádo etiando ■' esté 
I-> disp, nga (artículo in ley 53,5,. De] mismo modo, v hasta 
no hace ii'uch ! tiempo, como el gobierno tío podía construir 
tnd..s los piiemes que eran necesarios entripaba su construc- 
ción y explotación a pan ¡ciliares, que cobraban un derecho 
de peaje sin que |>or ello perdiera la obra su carácter público, 
desile (pie servía necesidades del público. 

De manera, pues, que un bien dd dominio público, euan- 
d , queda afectado a una obra de utilidad general, de más 
amplio concepto, que a & que primitivamente estaba dedica- 
do, debe ceder ]>ara fácil i lar la realización del nuevo desti- 
no, sin que pueda quedar duda acerca de que semejante cam- 
bio de destino puede ser declarado por tina Ley de la Xaeúm 
i pie. eoiii» tal. está por sohre las constituciones* v leve* de ios 
Estados (Kirticulares, (articulo ¿i. Constitución 'Xaéionah. V 
esto esta comprobado |jur la misma obra a que se dedica d 
terreno demandado: !a estación. 

Desde el estableciminto del camino de hierro a esta ciu- 
dad, éste ocupa el centro u e la calle **uno'\ desde la estación 
T losa hasta La Plata v la estación afecta ya las calles "cua- 
renta y uno", "cuarenta y dos" y "cuarenta y tres", de "uno?' 
a "ciento quince", según puede verse en ios planos de fs. ¿3, 
40. y 44- siendo tocto ello, por [o demás, de pública notoriedad. 

lt Que basta lo expuesto en el considerando preceden, 
le. para que toda duda desaparezca respecto de cjite los bie- 
nes públicos están sujetos, contó los particulares, a expropia- 
ción, y sólo se requiere para ello de conformidad con lo dis- 
puesto jK>r el artículo 17 de la Constitución Nacional, la oali- 
riciicíóu >>r ley. de la utilidad pública, ley que en el sub ¡u~ 



FALLOS DK LA CuKTE ELPKtMA 



rflVí Na sido dictada v lleva él número í>.3<<>. >' confiere al po- 
dé* administrador la facultad de aprobar los planos de las 
oUras, previa justificación por partc.de la Kmpresa de la razón 
tic utilidad pillea, justificación que cu el caso de auto* no 
debe halier exigido un esfuerzo desmedido dada su evidencia 
Los demás requisitos lian sido cumplidos twr parte de la ac- 
tora. como se acredita con el decreto de aprobación de !a pla- 
nimetría, inserta en el "lioletin Oficial", corriente a fs. I y 
por los informes de la Dirección General de Ferrocarriles, de 
fojas 31 vuelta v 41. Los Tribunales Federales han declara- 
do va* cu una oportunidad : Que procede la expropiación de. 
los terrenos municipales "destinadla a USO público", que se 
necesiten para la vía o estaciones de un ferrocarril, siempre 
que una lev los nava declarado de utilidad pública. 1 Cámara 
Kedcral de Paraná*, tomo 3, ingina 2"). Pe acuerdo, pues 
con las consideraciones precedentes, se declara que el actor te 
n ia v tiene derecho para pronx>ver este juicio, 

III. Que la segunda cuestión a estudiarse ílebe ser la 
relativa a la "falta de acción contra la demandada", que par;. 
,11,. -e furnia en los artículos y a$#> dél Góttígp OvV. 

que alribuvc la propiedad de las calles al estado genéralo a 
l„s atados particulares, en cuyo caso la acción sub lite, rlel.10 
dirigirse contra el Gobierno Provincial de Buenos Aires, v no 
contra la Municipalidad de I.a Plata. - 

Fácilmente se rebate una te. «ría Semejante. Kl amen 
lo corolario de los artículos i,Wy ^- 3 -l invocados, de. 

clara que "son bienes municipales I-* que el listad*» o los es- 
tados han lHiesto bajó el dominio, de las uumieipaUdades'\ que 
es lo que ha sucedido, sefin el actor, con las callea urlmna>. 
¿Es ello exacto- I/.s articulo* ¿02 y 205 de la C titueion . li- 
la provincia lia encargado a las municipalidades de la admi- 
nistración de los interese* y servicios locales, faenándolas 
para enajenar los bienes raices numictpaíles. es decir, los de 
propiedad particular de los municipios 1 no tos públicos, que 
no puede enajenar ni gravar sin autorización previa de la Le- 
gishtun t articulo 206, inciso 4-"'- Reglamentando esto, pre 
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ceptos constitucionales, la Legislatura ha dietario tres leyes 
que son: < irónica de las municipalidades, de Kjirios y de €¿- 
minos y Cercos. 

Ui primera reproduce en su articulo i." el 202 de la C« ins- 
titución, agregando en bs 46 y 47 las atribuciones del IV- 
partamento Deliberante, facultándosele a éste para reglamen- 
tar la apertura, ensanche, empedrado, conservación y mejora- 
miento de calles, caminos, piazas y parques públicos y las de- 
Jineaciones y niveles (inciso 23), 

La segunda de las leyes citadas, en el artículo 4.. manda 
ijue las municipalidades reserven de la venta las tierras que 
se [K>nen bajo el dominio de las mismas los terrenos destina- 
dos a la formación de establecimientos públicos, los que ten- 
gan montes y los que sean aplicables a las necesidades colec- 
tivas del municipio, como plazas, mercados, cementerios, "es- 
taciones fie ferrocarriles", paseos y demás que pueda reque- 
rir el acrecentamiento de la población"', declarándose renta 
municipal el producto que SC obtenga de las ventas de las 
quintas y chacras (articulo 7."). 

La tercera ley. ñnailimnte declara «articulo r^i. que son 
de prr.piedad de los municipios *'los caminos municipales" 
existentes y los que se abran y construyan en adelante |«>r 
dis}H»sicióii del gobierno municipal de cada partido; agregan, 
rio (articulo 17), que "las calles o caminos dentro riel períme- 
tro de los pueblos estarán sujetas al trazado del ejido apro- 
bado por el Poder Ejecutivo con intervención ded Departa- 
mento de Ingenieros, sin perjuicio de las modificaciones que 
exija el aumento de población y tráfico, las que i>odrán ser 
ordenadas por las respectivas municipalidades. 

IV. gjite del conjunto de las disposiciones legales trans- 
criptas se desprende (pie las catles de las poblaciones lian sido 
I mestas por el Ksta<lo bajo el dominio de las municipalidades 
de conformidad con lo que fundamentalmente, a su vest, dis- 
pone el Código Cicil (articulo ¿.,144). Comentando este ar- 
tículo, dice Macbado: "Las Municipalidades tienen una exis- 
tencia necesaria en nuestro régimen de Cu bienio y ejercen j,i- 
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risdíeció» propia s. hre tas cosas que ía Constitución de cada 
provínola ha chineado bajó SÜ administración. Cuando el ar 
titulo luhla de los bienes que el Estado o Estados hayan 
puesto bajo su (lominioi no sólo comprenden l »s que por leyes 
especiales le sean entregados, sino a los que, por su ley orgá 
nica les cói*e*i>oiida administrar. Kl gobierne de la Comuna 
lia servido de base para la organización política íle la Pr-ivín- 
eia v de la Nación; v --i nosotros hemos invertido estos prin- 
cipios, es porque comenzamos p*r ser colonia, donde ti pue 
Mu ito teñía más derecho que tos concedidos gracrosamerítt 
l-.r el Soberano. Así el gobierno de cada pueblo o ciudad, 
"en 1(> referente a sus calles", plazas, ornato, higiene, etc., 
correspxjník: a la localidad misma". (Tomo 6; página 22$). 
Por lo demás, asi lo ha entendido también el Comisionado de! 
Poder Kjcetitivo cu esta eiud;ul. al suscribir el convenio ce- 
lebrado coii el actor. — en cuya circunstancia, ni al recibir el 
dinero de la Knipresa. se opusieron los reparos legales de que 
en este juicio se hace mérit — por lo que encuentra innece- 
sario el Juzgado abundar en mayores consideraciones en 'Mtse ■ 
íUi.iO a la sumariedad del procedimiento prescripto. y, sobre 
lodo, p"r*jue encuentra acabadamente demostrada la sin ra- 
zón de la demanda. Y es por ello que declara bieíl dirigida 
la acción contra la Municipalidad. 

V, (Jtte respecto del "convenio celebrado entre las par- 
tes", cuy » original corre a fs. 40, manifiesta el ador que e! 
presente juicio es complemento de aquél, porque careciendo 
la Municipalidad de facultades para enajenar los bienes fie 
tis<» publico, resultaba indispensable ivurrir a la justicia par: 
que se declaren expropiados los terrenos. 

Se lia puesto ya de manifiesto, efectivamente, en anterio- 
res' "consideraud s" que 'las miínjcipatiílades no están ant 
rizada- para vender los bienes públicos sin autorización legis- 
lativa: (Constitución Provincial, articulo _»oó. inciso 4." 1 y 
.-I contrato celebrado no importa otra cosa que la enajenación 
de las calles que se expropian, ofreciéndose, de su parte, la 
Empresa, a cumplir el c^Vprbmásft relativo al precio, que bi 
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z k Además el convenio quedaba necesariamente sujeto a la 
aprGbaelÓii del >ukr respectiva", y no consta en autos míe 
huya >iil. aprobado; siendo de notar r|tn-, si la Municipali* 
tladi legalmente constituida, carece de facultar! para enajenar 
inmuebles como Ks lie autos, con menos razón podía hacerlo 
un mero comisionado del Poiler Kjccutivo. toda vez que su 
misión está restringida a la administración normal y nrd i na- 
na, hasta tanto se constituyan las autoridades de la comuna 
con sus dos ramos esenciales a su legal existencia v funeK 
•.amiento. 

VE ( hit- resuello asi en sentido desfavorable para la de. 
mandada las tres cuestiones expresadas, debe entrarse a estu- 
diar la expropiación desde él punto fie vista de la indemniza- 
ción a lijarse. 

I\l articulo 15 de ] n ley ifd>. establece que el val ir del 
bien debe regu&irse por el que hubiese tenido si ta obra no se 
Itilbiése ejecutado ni autorizado; y la jurisprudencia aplicable 
a caso* como d presente, es copksa en el sentido de que debe 
fijarse el valor de la tierra con relación a ta época de la tama 
de posesión de la misma. (Fallos Corte Suprema Xacioivo. 
tomo ¿8, página ¿¿j; 1,,»» ¿r. página 407: 1 uno 51. página 
411 ; (orno iwigina 77: to:vi ; X_\ página 210). 

La Kmpresa actora. al promover el juicio manifestó que 
estaba en p. -sesión dé los terrenos con anuencia de la Muniem 
paüdad. la qtte* a su vez. recibió mía suma de dinero, pero 
tío se expresa en qué fecha ocurrió la ocupación, ni se ha po. 
did ' M «.ir a un acuerdo entre las partes a fin de establecer 
c-n certeza esa circunstancia capitalísima en juicios como el 
presente. .Mientras (a Municipalidad afirma <|iie .la posesión la 
tomó la Empresa inmediatamente de celebra di > el convenio de 
foja- 40 \ y de Septiembre de un 2'), ta Kmpresa asegura que 
la posesión se tomó recién en 17 de febrero de* 1015. Ante 
afirmaciones tan romradicl rías sobre un acontecimiento res- 
p;eto del cual no debiera, francamente, existir, dadas las cir- 
cunstancia-; qtie rodean at convenio privado, su alcance y con- 
secuencias, así como la seriedad que era dable presumir en 
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las partes — debe el Juzgado examinar 1i*s antecedentes que 
ybratj en autos a fin de llegar por ese medb a constatar la 
tpoca de !a loma de posesión por i»arte dé la Kmpresa. 

Tenemos en primer lugar que en el convenio de 7 de Sep- 
liembre de 1912, se autorizaba a la Empresa pata cerrar las 
calles a expropiarse, estableciéndose que el pago del precio se 
efectuaría de acuerdo con "la superficié qne arroje la medi- 
ción de esas fracciones de terrenos qne se efectuará nna vea 
aprobado este convenio por el poder respectivo", de lo que. 
racionalmente, debe seguirse que no se daria la posesión lias- 
ta tanto no se efectuara la medición y esto está eorrotmrad*. 
pot la nota de la Kmpresa de fs. jj, qne lleva fecha d (fe 
Octubre de 1914, en la qne se expresa eme: "inincdiatamui- 
te de recibir la posesión provisoria" de las calles a clausurar- 
le, alionará a la Intendencia Municipal a cuenta de precio la 
cuota (la primera cuota delie entenderse de tres mil pesos 
^.000 1. Ksta nota fué presentada en las olicinas de la Inten- 
dencia en Enero de 1915 iver carátula entre fs. 46 y 47 >' 
Eecfk del provenid de fs. 49). Luego, pues, si en esa fecha 
no habia sido entregada la posesión, a la adora, no cabe va- 
cilar para tener como época exacta de ¡la ti «na de aquélla ei 
17 de Febrero de 1015. según se afirma en el escrito de fs. 71. 
Í'..r lo demás bueno es también tener presente i«ira afianzar 
esta suposición, que fué recién en 1915 que se declaró la uti- 
lidad pública de bs terrenos (Boletín Oficial, fs. i). 

VIL Que esto sentado y determinado, asi, el punto de 
partida indispensable para fijar la indemnización es trresp» m- 
de apreciar el mérito de las iclus iones a que arriban los 
j aritos nombrados, especialmente el designado en carácter de 
"tercero", que contiene datos ilustrativos acerca de las ope. 
raciones realizadas en la zona de que se trata. Juzga el pr«- 
veyente que es de toíla razón y justicia aceptar sus o nichu 
siones que fija en 13 pesos el precio de cada metro cuadrado. 
l„.r lo que la suma total asciende a 43.171.40. a la que debe 
agregarse, conq>ensación de perjuicios, la de 12.951.42. que 
equivale al 30 |*or ciento de aquel precio. 
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Por rudo l. expuesto y definitivamente juzgando, fallo; 
IV No haciendo lugar, eonto ya se expresa, a las excepcio- 
nes opuestas por la Municipalidad; 2." Declarando expropia- 
dos los terrenos qtte se deslindan en el resultando primero, por 
el precio total de j>esos 56.122.82, que deberán depositarse dentro 
de diez días de ejecutoriada I a presente, con los intereses le. 
gales desde la fecha de -la ocupación de la tierra por la suma 
(jtie resulte adeudar, más las costas del juicio, consistentes es- 
tas en el honorario de los peritos y en los sollos de actuación , 
Proponga el actor el escrihano que ha de autorizar la escritura 
de transferencia de dominio. Notifiquesc en el original, repón- 
ganse los sellos y en oportunidad archívese. — C. ZaitiHa. 

SKXTIÍXCt.v l»K L\ CAMARA h'EDEKAI, Olí I„\ l'I.ATA 

La Plata. AbrU ¡H dr 1*17- 

Y considerando sobre el recurso de nulidad : 

J. ÍJue los antecedentes a que hace referencia el a t¡m>. 
arrojan mérito bastante para apreciar el tiempo en qtie más 
o menos, tuvo lugar la toma de posesión por parte de la Em- 
presa, de la tierra expropiada, y en consecuencia no ha habi- 
do por que abrir el juicio a pructa para acreditar esc hecho, 
tanto más cuanto que este trámite, es extraño a la sumariedad 
del juicio de expropiación. 

II. tjue como alega el mismo recurrente, en la senten- 
cia se resuelve la cuestión de si el demandante tiene derecho 
para exigir la expropiación de calles, y puesto que es asi, ell:i 
no adolece tampoco de nulidad bajo este concepto (artículos 
13 y jjo. de la Ley de Procedimientos). 

Por estas consideraciones, no ha lugar a la nulidad. 

Y considerando respecto de la apelación : 

(Jue inalienable el terreno de que se trata, por formar 
parte de la calle pública, dejó de serlo con relación a la fon- 
presa expropiante, )x>r la Ley 6.7Í»;, cuya ejecución se de- 
manda y debe cumplirse sumariamente t ley i8»>, de Septiem- 
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ita 

liri" i.í < K* iSfioi, muy de acuerdo c«>n las di s| adicione* coittc->* 
tes de 1¡i Constitución de la Nación y ile esta provincia ele 
Bíter»* Aires, contestes también oni la ley de fondo citad » 
por las partís. 

Qüe i»» »r lo míe hace a la indemnización, falta a la de- 
manda en esta parte, su liase primordial, o >ea. ta existencia 
kirat del hecho gem-rad* >t de un daño o perjuieio a la Muni- 
cipalidad reparable ent derecho, de acuerdo a los términos dé 
!"•. artícul s iioj y sus concordantes del Código Civil. 

La expropiación por si sola, no perjudica los inL-reses 
municipales, pues, como nuiv b%n lo ilíce el a */»<'. ella trans- 
forma una cosa de utilidad publica en otra también destinada 
al servicio público. 

Por estas i u sideración es. se iruditica ta sentencia de 
fojas 8i. dejándose sin efecto la indemnización de 1j.t151.4_* 
pesos. i|iu- de actterdo con el peritaje de fs. 77 a _¡0. allí se 
establece, y por >us fundamentos se continua, en lo demás, 
con costas, confirmándose asiuiistiio p.ir no hallar mérito para 
modificarla, la regulación practicada |>or el a ¡¡no. a fs, u« 
vuelta del honorario del perito tercero. — José Mtitró. — 
A*, (¡nido AiííW/V. — Kn disidencia : Áiítmiw !.. Marccmiro. 

I AI.U» Jtft COKTK SUPRIÍMA 

Bucnoi Airei, Septiembre IT de I9¡S. 
V vistos: Kl recurso- extraordinario interpuesto y ornee 
dido en la presente cansa seguida |mr la Ksnprcsa del l"err<!- 
carril dél Sud c>tittr;i la Municipalidad de La Plata, sobre 
expropiación . 

Y eonsklt raudo; 

(Jue el i/xpre>.ido recurso extraordinario deducido para 
;inie esta Corte e< procedente, pon forme a 1 » reiieradament ■ 
rt-snelio. de>de míe *v ( retierc a lo alegado p*>r la Municipali- 
dad invocando garantías acordadas |*or lu Constitución y le- 
yes del Congreso qne se, afirma han sido dcsconceidas. 
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< juc por la sentencia apilada de í>. til, se cdnnfciia la 
del ittferior cwriénte a fs. 81. ctt cuanto declara e^progiadp 
las fraeei ues de terreno sobre las calles de la dudad de l.-> 
Plata a que se refiere la demanda de fs. 5, con destino á! 
ensanche y ampliación di- la estación del ferrocarril de la Kmpre- 
sa demandante, fijándose el precio de «rtos terrenos en trece |>c- 
s el metro cuadrado que ést<* tenían en la vínica de la ocu- 
pación que se declara tuvo lugar ti 17 ríe Febrero de 1015. 

Qüe como fundamento de la demanda a que se refiere la 
sentencia mencionada, se lia ¡«veteado por la ¡impresa la ley 
numero *\V»i cu la que se declaran sujetos a ex ¡ir. piaeión por 
causa <le utilidad pública lo* terrenos t eccsarios a los Ferro 
carriles en explotación dd Estado y particulares para vías 
auxiliares, desvíos, galpones o depósitos, estaciones de clasi- 
ficaciones, establecimiento de nuevas estad nes y ensanche 
de las existentes y denvis obras que se determinan éíi él ar- 
ti culo 1.", debiendo nacerse la expropiación en cada caso con 
sujeción a 1,. ley general de la materia y previa presentación 
de los planos respectivos, los que se manifiesta fueron apro- 
bados por decreto del Poder Kjecniivo. de fecha 25 de Agos- 
to dé W15. publicado en el "U"!etm Oficial" número 6.48S. 

íjue lo alegado por la Municipalidad en la estación opor- 
tima del juiciri 1 fs. 15 y (>i 1. ya por lo que respecta a la 
falta t|c acción para promover c aira ella esta demanda cotrío^ 
en cnanto a ¡a incorstitucionnlidad de la ley invocada, lia 
sido lomad" en consideración y resuello |tor él Juez de la 
causa c 11 fundamentos que reproduce la Cámara y que lio re- 
quiere niayot desenvolvimiento dado lo establecido en repe- 
tidos fallos pronunciados en casos análogos en los que se ba 
declarado que el articulo i." ¡t|e la citada ley se refiere a las 
artipiííúH nc o trabajos complementarios de ferrocarriles en 
cxpl tacióu del Estado y particulares, lo que importa deen- 
que las obras principales deben su existencia a leyes especia. 
Íes que tas haií conceptuad ¿e utilidad pública, como es la 
ley de su concesión con respecto al Ferrocarril del Stuí que 
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ha j>ri movido esta demanda nonio 105. página Ho. y tom.» 
120; |«'i^ina 3j2). 

Qtfte las obras que Ja empresa se propone ejecutar y han 
1 ■ 1 iva do mi pudído di- expropiación están determinadas en los 
llanos sometidos a la aprobación del Poder Kjectitivo. eolito 
sl- comprueba por la publicación tlel decreto respetivo que 
se registra en el "itoletin Oficial'* de ib. 1. planos que crnn- 
prendiendo la ampliación de la estación hacen necesario, de- 
terminar la exproi>iacióu de los terrenos destinados a tal 
objeto. 

Que tratándose de una ley nacional de expropiación, es 
el P¡6¿er Ejecutivo el llamado a decidir si las obras que >„■ 
trata de construir se hallan i> no autorizadas por la ley, desde 
ijiit existe una declaración legislativa que califica la expro- 
piación suh mimándola a necesidades futuras <|tte delwrán jus- 
tificarse t ley 180,, artículos 2:' y y, ley 6.36o.. artículos 2 ' 
; ?: : Ka II > tomo uo, página 332)* 

Qiie procede además tenerse presente que cuando el ![■>- 
norable Congreso en ejercicio de la atribución que le confien* 
il artículo 07. inciso 10 de la Constitución, acuerda una con- 
cesión para construir una via férrea y declara la utilidad pú- 
blica de 'as obras, autorizando al mismo tiempo para exifo 
piar los t'Trenor» necesarios a tal objeto, no viola la Consti- 
tución, puesk que lo (¡ue ésta exige en el articulo 17 es la ca- 
lificación y la previa indemnización, requisitos establecidos para 
é ca-i.v de gué Sé trata. -Kallos: tomo $$, pagina 2l<): tom.> 
mi. pagina 5 i . 

(Jue por lo que hace a la falta de acción contra la de- 
1 andada, este punto ha sido también resuelto en el fallo de 
I rinu-ra instancia a mérito de consideraciones i|ue deben re, 
p-ifírse igualmente f muladas y que hacen por lo tanto inne- 
.. iri<- mayor desenvolvimiento, dado lo expuesto preceden- 
teniente 

p. r ello y sus fundamentos en lo demás que Contiene, se 
confirma la sentencia apelada de fs. tíi. ^ottlíqtiesé orig¡- 
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nal y devuélvanse, «IcIiícikU.» reponerse las fot ante el juzga 
tío fie su pn »cedencia . 

A, Bermejo. — Nicanor G, hki. 
Soi.\r. — D. E. Palacio. — 

J. FlGL'EROA AiWrOHTA. 



fhoi Palmirú Müatii contra ¡a Empresa del Ferrocarril Cen- 
tral Ar* (entino, sobre cabro de pesos 

Sumario: i* El recurso de nulidad no está comprendido 
en lo dispuesto en los artículos ft." de la ley 4.055 y 14 de 
la ley número 48. 

j." La sentencia fundada en la prueba producida, 
tpie declara que un determinado aparato lo tenia ya en 
uso el demandado, con anterioridad a la feelia en que fué 
patentado por el cedento del actor, y por lo tanto. que 
liabiéndose obtenido esta patente en contravención de ta 
dispuesto por el articulo 4." de la ley número ill, era 
nula, por lo que el dem andado pudó def nderse ójpoiíiéh- 
ÜO y requiriendo esa nulidad, en ejercicio <[e la facultad 
Hite le acuerda el articulo 57. no contiene un pronuncia- 
miento que se refiera a la inteligencia de la referida 
lev. en alguna de sus clausulas y qü¿ pueda ser revisa- 
da l»or la Corte Suprema tn el recurso extraordinario, 
al que es igualmente extraño lo referente a la condena - 
d6rTen costas y a la simple interpretación y aplicación 
de leyes procesales. 

Casi*: Lo explica el siguiente : 

TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenoi Aires, Septiembre -I de 1019. 

Vistas: fcv! recurso extraordinario de apeladón cóitégdi 
<k> entra sentencia de la Cámara Federal de la Cantal en el 
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juicio seguido p r don l'almiro Miktni o ni ra la Empresa del 
Ferrocarril Central Argentino, sobre cobro de pesos, y 

Considerando: 

Une la nulidad como recurso r.<> eslá comprendida t*n lo 
dispuesto ftí I** artículos. 6." de 1a ley 4.055 y 14 tic la lev 4.*. 
según lo reiteradamente resuelto; ( Fallos tumo t tH. página 51 : 
tomo 1 página 36: $gesto tomo 4". ingina 313? N." 7 1 1 1 
pi.r lo que. cuit' consta a fs. x^> vuelta, se le lia concedida 
únicamente el de apelación r elainación de parte. 

(Jul- en cuanto al de apelación debe Ob^írvárse (pie la sen- 
tencia a fs. 333 vuelta expresa: "tjue es exacto, coum Ki de- 
muestra la sentencia estudiando o >nc relamen le el mérito le- 
ga] de la prueba de a mus. y en especial, teniendo presente 
la confesión del nci >r absolviend , la quinla posición del plie- 
go de fs. -í.U- qtí6 él aparata automático earcjeadur Staft. 
1 llave 1 para se$nrÍoad de la marcha de los Irenes, patenta- 
do con fecha 15 de Jurtiq ílé i«H4 » don Antonio lí >ggi". ce- 
dente de aquél i.Milanii. se hállala en ns 1 en gran número 
de estaciones del Kerrocarril Central Argentino, desde 1 s 
años fie 190$ y njoti". 

"tjue [xir ci nsígim-utc. agrega, habiéndose obtenido esa 
pal ente en abierta contra vene ióti de l«*i disposición del articu- 
lo 4. de la ley. es ella nula 1 articulo 41*1 y. desde luego, la 
ei presa demandada a podido defenderse oponiendo y requi- 
riendo esa nulidad en ejercicio de la facultad que le nene nía 
el articulo 57. Corle Suprema, fcatto 08, pagina 302 y Sj. pá- 
gina 383". 

Qüc la decisión en la manera antes consignada, no tiene 
Un pronunciamiento que se refiera a la inteligencia de la ley 
número ni ni alguna d - sus cláusulas y que haya sido in- 
vocada por el apelante, sino a la aplicación de s disposicio- 
nes (pie cita en relación a la pnieba producidas 

Que un pronunciamiento en tajes condiciones, no puede 
-ir revisad» por esta Corte en el reeurs » extraordinario. *e 
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KÚn es de jurisprudencia constante. ( Fallos, toma ios, pági-. 
na 15, : tomo 125 página 19,3; tomo tafo página 141 y otros) 

Uue U> mismo debe observarse respecto a la condenación 
en co'álas y a la sinfple interpretación y aplicación de las leyes 
procesales a que se hace referencia en el memorial de fs. 343. 
(Faltas, tomo 60, página 88; tomo 103, |>ágina 416, eohsi- 
dcramlo 4."; tumo un. ¡ágína j t p 1 . 

Por ello, se declara no haber lugar al recurso. Xntifí- 
«nese y devuélvanse, redoliéndose los sellos ante el juzgado 
de origen. 

A. BfikMEJO, — XlCAXüR G. 1>KL 

, Solar, — D. E. Palacio, — 
— J. Imoukkoa Alcokta. 



ihm Pedro IK Lobo y doña /saurtt Lardosa de Torres contra 
ta ii at presa del ferrocarril Central Norte, por daños v 
perjuicios; sobre el derecho de actuar ni papel común. 

Sumario; Los ferrocarriles del ¡E&tad© no están exentos de 
la obligación de actuar en papel sellad. 1 provincia! cuan 
do litigan ante los tribunales de provincias. 

Caso; !/> explican las piezas siguientes: 

VISTA HSCM. 

Salta, Asonó B de 19.7, 

Señor Juez: 

IV acuerdo con oí (pío dispone el artículo 70 de la Ley 
de Sillos, L\ S* no debe dar curso al precedente escrito. I,a 
dis¡x sieión legal míe se invoca no es aplicable al caso, puesto 
que c) articulo 8." de la ley 3.81 A se refiere únicamente y 
ni» partía ser de otró ni ido, a los impuestos nacionales. — 
J. C. Serré v. 
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AÜtO HEL SEÑOR l'N' LO flVIL Y COMERCIAL 

Salta, AíOítíi* d« lí'lfc 

Téngase por resolución del juzgado él dictamen del señor 
agente fiscal, debiendo la parte de Ja administración del fe 
rr. •carril, presentarse en el papel seuadá correspondiente. Re~ 
mingase. — TorUw, 

ACUERDO HE!. Si rKHUiK TRIBUNAL PE JUSTK'T\ 

Kn Salta, a los treinta y un dias del mes de Agosto de 
mil novecientos diez y siete, reunidos los señores vocales del 
Superior Tribunal de Justicia, en -su Salón de Acuerdos, pan 
fallar en el juicio: "Daños y perjuicio— ln*«wa Cardoso de 
Torres contra el Vermcarril Central Norte", el señor Prest 
dente declaró abierta la audiencia. 

Se hizo un sorteo |*ara establecer el orden en que lo* 
señores vocales lian de fundar su voto, resultando el «guien - 
te: Doctores Figueroa, Torino y Bassaui. 

Kl doctor Figueroa. dijo: La resobición venida eri grado 
]h»r el recurso de ablación de fecha m del actual, corriente 
a fs 14. que rechaza la solicitud del representante del Ferro- 
carril Central Norte, que pretende actuar en papel común, re- 
solución ipte tiene por suya el dictamen del señor agente fiscal. 

Kste Superior Tribunal, se lia pronunciado en igual sen- 
tido que lo hace el inferior en cas s análogos al presente, ^ 

|\»r tanto de conformidad a lo dictaminado por el señor 
ajíeirte fiscal, voto por <|ue se confirme la resolución ventila 
en grado ¡»>r el recurso de apelación, con costas. 

Los domas miembros del Trilainal, adhieren al voto que 

1 trocéete 

1 labii -mío qtteda ' > acordada la siguiente svitencia; 

Stlta, Atono ti de 1917. 

Y vistos: IVir los fundamentos del acuerdo que prece- 
de, confirmase el auto ocurrido de fecha <) de Agosto del 
actual, corriente a fs. 14. que no hace \tgar a lo solicitado 
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l>nr el berrocal*»] Central Norte, de actuar en papel couttih; 
con costas. Tomada razón y repuestos los sellos devuélvase 
— Arlara S. 7 orino. — Julio Fujucrtni. — A. fíassaai. 

I-A1,U> Dti I.A COKTK gUM'KGMA 

Btenot Alru. Septitm&re Hit \1\B- 

Vistos; Kl reeur-s ■ extraordinario de apelación interpues- 
to |x>r el a 3 todera do de los Ferrocarriles del Estadal contra 
sentencia del Superior Tribunal de la provincia de Salta, que 
le niega el derecho de actuar en pape! c -nin ante la justicia 
local en tos juicios que por dañes y perjuicios le lian pro- 
movido a su mandante d< ña l usan ra Cantoso de Torres y don 
Pedro D. I.ob t. cedente de dt>ña Manuela A, de Kamp, y 

Considerando : 

Que ta ley número 6.757. al incorporar a sus dis|M*icio. 
hés como articulo 18, el 8." de la prescribe, como 

expresa el apelante al fundar el recurso, .que los ferrocarri- 
les de la Nación, estarán exentos de todo im puesto, con ex- 
cepción de aquellos ¡ue respondan .a servicios municipales. 

Qué aunque a diferencia de otras leyes de exericidn de 
impuestos, no se expresa en aquellas que queden comprendí 
dos I s provinciales, debe estimarse que lo están, entre otros 
motivos porque el articulo 1 1 de dicha ley número 6757, so- 
metí- a los ferrocarriles de pr piedad de la Nación al régimen 
del artículo 8." de l ft h"}' número 5315. en cuanto a la contri- 
bución del tres por ciento: y de no ser ello asi quedarían Jas 
empresas del listado, tn condiciones desfavorables respect" 
a las particulares, ¡v que indudable! 11 en te no entró en las pre- 
visiones del Honorable Congreso al sancionar aquella ley. 

(Juc tales privilegios, en lo que se refiere a empresas -par- 
ticulares acojidas at régimen ile la ky número 5 315. ban sido 
reiteradamente examinatlns por esta Corte, estableciendo 
que la exoneración de impuesto* a que dicha ley se refiere no 
comprende los gravámenes que recaen sobre tales empresas, 
no p:ir su existencia misma, ni por algunas de sus funciones 
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ttésíéficas para ej pats. .sino p »r actos mtr. son ajenos a aqtté 
llus tincs. cOllio suceda cuando ccmcurreii a juicio para ve-- 
titar sus asuntos partinilare* \ I ; allos. tomo no, ingina 353 ' 
loin. ni, página 43 y otrosí. 

One sí el motivo de la exceneión que se pretende, fues. 
el de que las provincias 110 pueden trabar cm» gravamen a! 
glñio el ejercicio de las atribuciones riel Gobierno Federal, de 
íip qtte no se traía en el t a «.o. la misma ley eslaria en piigu.: 
con este principio desde eme las atribuciones de las munici- 
paJidades para imponer por los servicios que prestan. quedan 
expresamente exceptuadas, no optante lo UicllO en el artícu- 
lo j;. inciso i_> de la lev numero 6.757- 

QUc sobré toda otra consideración, es de teñese en cíten- 
la qué la exoneración que acuerda el referido artiei.ío 18. en 
-11 carácter de disposición excepcional, debe ser esirictamen- 
le interpretada y aplicarse um sólo en su consecuencia a las 
contribuciones locales ipic |«ir gravitar sobre Sa explotación 
\ L-i tráfico del ferrocarril, se traduzca en trallas al mismo, 
enervando la áCcSóri de esa empresa creada por el Honorablr 
Congrego para fines de utilidad general, lo tpte no ocurre con 
el impuesto del papel sellado, cuando la empresa comparece 
a litigar anie I"* tribunales provinciales. (Palios, tom » 1*5. 
página o * . 

Por ello oulp el st-ñ.-r ProatradOr (Venera!, se confirma el 
auto apelado. N'otifiqttese y repuesto el papel devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
¡somr. — D. K. Palacio. 

— J. FlMEMoA Al.CORTA. 



Dada Hmjraciü M. N ítala rt tic Tttsett amtra la Compañía 
Francesa de Pmémteiles tic tu pwiuau d,- Smitr 
. ,/V. sobre fltailiw y f>ctfiii£ÍQS. 

Suman» : ]. Las cuestiones de que en un paso a nivel y 
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en la /echa del accidento, no ludio guarda ganados, ni sl' 
demostró que lo hubiera habido, y de que el tren no mar- 
chaba a la velocidad correspondiente, st n puntos de In- 
dio, y fwn* lo tan lo, ajenos al recurso extraordinario 
del articulo 14, ley 4S; también lo es y de derecho común, 
la de <(iie había cusa juzgada reelecto a si la locomoto- 
ra dió el toqtic de silbato reglamentar; ;. 

2. " La sentencia que para desestimar la demanda se 
funda precisamente en que hubo guarda ganados n;; da a 
la disposición del inciso 8." del articulo 5", de la ley 
2.87,1. míe según el actor "manda imperativamente esta 
blecer harreras o guarda ganados en todos los puntos en 
que los ferrocarriles crucen los caminos o calles públi- 
cas a nivel", una inteligencia distinta de la que éste le 
atribuyó, y decide iguálente, subre un puní" de hech»- . 

3. " Tampoco inquina la solución de un punto de 
derecho emergente de la ley 2.873, Wl condiciones que 
autorice la tercera instancia para ante la Corle Suprema, 
la decisión sobre la importancia del tráfico en el lugar 
en que se produjo el accidente, a los fines de establecer 
si correspondía que se c< locasen allí, barreras o guarda 
ganados. 

Oisú: Lo explica el siguiente: 

FALLo DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire». Septiembre -J de 191 ís. 

Vistos v considerando: 

IJue ei) el recurso interpuesto y concedido se funda: 
uj en que, en el paso a nivel aludido y en la fecha del acci- 
dente, no había guarda ganados, ni se ha demostrado en autos 
que Ili hubiera: h) en que el tren no marchaba a la velocidad 
correspondiente ; c) en que la sentencia apelada no contiene 
pronunciamiento sobre si se dió el toque de silbato reglamen- 
tario al aproximarse el tren al paso a nivel en que se produ- 
jo el accidente; d) en que la sentencia da por admitido qu« 
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11.. liay barrera en el taraje aludido, pero exulte tic raspón 
oibilidad a la empresa por conceptuar que el poco tráfico la 

hace mnecesariá. 

t jue las cuejutiüiiés comprendidas en I"* punios ü) y b¡ 
del precedente conaitÍéran(tb ( son de hecho, y |H>r lu lanío aje- 
nas al presente recurso extraordinario, eon arreglo a la reite- 
rada jurisprudencia de -ta Oírte Suprema. 

Que la sentencia apelada al omitir pronunciarse sobre 
-i la locomotora dio el toque de silbato reglamentario, futida 
i,;, omisión en que hay oca juzgada al respecta, con arreglo 
al artículo ijoj «leí Código Civil, conclusión de hecho y de 
derecha común, extraña también al presente recurso, i \r- 
líenlo 15. ley numero .ji* . 

Qüle en el memorial presentado ame esta Corte, el actor 
sostiene «pie "el inciso 8." del articulo 5." de la ley 2.8;3. man 
da iui|>erativatuente establecer barrera.- o guarda ganados en 
tqdos los pumos en (pie l"s ferrocarriles cruzaren los cami 
nos o calles públicas a nivel", y agrega: "Según lai texto, ho 
puede dejar dé haber en ellos barreras o guarda ganados". 

CHie la Cámara Federal de K os a rio mi ha dada a esa 
prescripción legal inteligencia distinta de la que le atribuye 
el recurrente, pues al desestimar la demanda se funda preci- 
samente, eiv que había guarda ganados, con lo que se lia cum- 
plido en el caso, según el fallo de referencia, la obligación 
qüte imponte el precepto legal citado, decisión igualmente de 
hecho comó las anteriores, que no puede ser revisada en esta 
i 1 : staucia ex t rat ordinaria . 

One si delwn colocarse barrera*, o guarda ganados, es 
también una cuestión de hecho a determinarse por el mayor 
.1 menor trafico del paso a nivel de que se trata; y en el caso 
4c autos ha quedado establecido que el tráfico es fie poca sig- 
nitieaetóu en el lugar en que se produjo el accidente, lo que 
no importa la solución de un mintO de derecho emergente 
de la lev ¿.#7} eii condiciones (pie autorice la tercera ins- 
tancia extraordinaria para ante esta Corte, sino también una 
euesiión de hecho subordinada a una apreciación de la misma 
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naturaleza, y ]M.r din sometida al dictamen del tribunal con 
jurisdicción para decidirla. 

Que 1t;s casos de jurisprudencia que se citan |w>r el re- 
currente no son aplicables al snh lite, entre otros motivos, 
porque se fundan en el hecho comprobado de ser pasos a ni- 
vel situadas sobre calles púhlica> de gran tráfico, y porque han 
sido decididos por esta Corte como tribunal dé segunda ins- 
tancia tomando en cuenta no solo el derecho aplicable sirio 
también las circunstancias de hecho que autorizan a considerar 
que las empresas habían cometido omisiones culpables, eircuns 
tanda que no pueden, como mu-da dicho, examinarse en el pre- 
sente caso, por tratarse del recurso extraordinario, autorizado 
por el artículo 14 de la ley 48 y o." de la ley 4.055. 

Por estos fundamentos se declara no haber lugar al ir 
eitrso, Nntifíouesc original y devuélvanse. 

A. líií km lijo. — Nicas oh G. uei. 
Solar. — D. K, Palacio. 
— F. Fku kroa Ai.corta. 

En la misma fecha se dicto idéntica resolución en la cali- 
da seguida jior don Jaime Puigveri contra la misma Compañía 
por igual causa . 



ihm Herminio Befámvndw, contra ta provincia de &upups 
rims, sobre daños y perjuicios 

Sumaria: i," Las provincias 11» son responsables de los ac- 
t s de sus imuiicípah'dades, ni de los ejecutados por los 
comisionada tme el poder ejecutivo nombre en casos d« 
acefalia de la- mismas. 

2." No puede exigirse re*areimiem< ■ di- ilajiús y ]>er 
juicios de quién un es responsable legalmente del hedí" 
que lo originó. 
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3." I-a garantía que acuerda el articulo 14 de la 
Constitución, delw ejercitarse con arreglo a las disposi- 
ciones que se dicten consultando razones de higiene, se- 
guridad, lüii ra'idad. etc. 

Casa". La explica el siguiente : 

PALIjO m: LA CQítTB SC'PREMA 

fluenat Ai reí f Septiembre t& de lttl©. 

V vistos: Los seguidos per d u Bernardo Bclamendia 
contra la provincia de Menos Aire?, por dallos y p.-rjuici s. 
de los que resulta ; 

One l*I actor demanda a la referida provincia, cuyo go- 
bierno, dice, es responsable de 1 ^ daños y perjuicios «pie le 
han sido oca si- nados por agente- dé dicho gobierno autoriza 
tío por el mismo, 

(Jtie el demandante ejerce en La Plata la industria y co- 
mercio de lechería, pero desde hace nías de un añ * !a líber 
tad de cjite se disfrutaba respecto a ese comercio 5 industria 
lia sido restringida arhiiraiiatttcnte por el Poder Ejecutivo 
.il extremo ,1o i casi* marle la ruina, y dice arbih ariamente pot 
que esas restri»viuues sotó pueden <er establecidas p.T la íei 
\ ninguna se ha dictado en ese sentido. 

tjue el artículo ¡4 de la Con>tiineii>n Nacional reconi . 
derecho de comerciar y ejercer toda industria licita, cen- 
fonric a las leve?» que reglamentan su ejercicio; y en tal vu 
tud. V de K que dispone el articulo 5." de la mis.11 a, la Cons- 
titución de la provincia ha consagrada en los artículos 24 y 26 
análogos principies y garantías: pero que en ta provincia de 
Buenos Aires no impera la Constitución y la ley. sino la vo- 
luntad del C, ibernadof . 

One pr. dtic:da la ac-falia municipal en La Plata, y con 
aplicación de la ley de '» de Septiembre di- 1$97í e! Poder Eje 
cutivo ivfii-hró Comisionado al señor Luis M. Doyhcnard, 
quien deb'ta por la ley hacerse cargo de los servicios locales 
urgentes, y elevó al g bienio una reglamentación sobre pas- 
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teurización de la loche, que íilé aprobada por resolución de 26 
de Septiembre de ion. en cuyo cumplimiento el Comisiona - 
d > persiguió a los lecheros de todas maneras, quitándoles su 
mercadería y aplicándoles fuertes multas. 

(Jue el actor lia sido victima ríe una tenaz persecución del 
Comisionad ^ decomisándosele la leche que llevaba para la 
venta y obligájldole a llevarla a una fábrica que te pagaba sei> 
centavos por (it*0 y después de ¡jasteuri/arla se la vendía par 
ntieve: y a titi de evitar su ruina, en la imposibilidad de ven- 
der leche cruda y pura, a causa de la persecución de (pie era 
objeto, se sometió durante muchos meses y llevó la leche a la 
fábrica para su pasteurización, pero su Clientela disminuyo 
sensiblemente p rque no Ies llevaba leche cruda y pura, y en- 
tonces intentó venderla en estas condiciones con el resultado 
<pie era de prever, pues los empleados municipales y de poli- 
cía le impidieron el reparto, y lo que es más grave, recibieron 
en h estación del ferrocarril a Meridiano Quinto la merca 
dería que venia consignada al actor y la entregaron par orden 
ilel Comisionado a la fábrica de pasteurización, donde se le 
hizo saber que se había adoptado esa medida para impedirle 
cu lo sucesivo vender leche cruda \ pura. 

Que la resolución del loder Kjccutivo aprobando la re 
glamentación sobre higieuización de la leclte, no t|cns para e! 
demandante la fuerza obligatoria «le una ley. y no se le puede 
"lugar poi medio de un 1 lee reto a vender ta leclte con que co- 
mercia, a una fábrica que ta pasteurice y se la revenda a ma- 
yor precio, quedándose e n su ganancia; contó no 3C puede por 
un (Ucreto dispi ner el decomiso de la leche no pasten rizada, 
ni la aplicación de multas, pu s no existe disposición consti 
lucional qtte arme al Poder EjecÚ|ívo con esa facultad, y 
antes por el contrario. Sé lo prohibe el artículo 37 de la 
Constitución Provincial, y aunque una leí de la legislatura 
le Otorgara ese poder: esa ley. según el articulo 48 de l;i 
Constitución tic la Provincia, sería inconstitucional. 

tjue hast;i examinar las facultades conferidas al Concejo 
IHir el articulo 47 de la ley orgánica de las munieipalid;"dc 
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tk* 28 de Octubre «K* iSyo. para convencerse que el decomiso 
de la teche, propiedad privada, no puede ser autorizado, .1 tai- 
ta de una ley. por una rdenanza. y además, es el caso qué la 
reglamentación aludida no puede s,*r calificada tle Ordenanza, 
pues las i»rdi natizus emanar, sólu d¿ la cor p ración municipal 
y ninguna otra autoridad puede reemplazarla en sus f unció 
nes, siendo en consecuencia impropia la calificación de orde- 
nanza que Se dió a la reglamentación aludida, porque si l- 
fuese rcauner.tr im necesitaba la aprobación del Poder Eje- 
cutivo» y si no 1 3 era. esa decisión no pedia cambiar su natu- 
raleza, dándole la eficacia de una ordenanza, que solo el Con- 
cejo puede sancionar. 

One se pretende excusar la arbitrariedad con la invoca- 
ción de la higiene pública, pues siendo la leche un artículo de 
primera necesidad, tal vez el único para niñs y ancianos, está 
autorizada la intervención de las autoridades, pero es falso 
que la leche sin pasteurizar sea tóxica, y por lo demás, los que 
la venden se someten gusto*"* a toda reglamentación que un- 
ipi |K>r objeto impedirles que la vendan alterada. 

Que demostrado el perjuicio inferido jior los empleados 
del Gobierno de ta provincia, autorizada p r sus supriores y 
ejercitando funciones administrativas, no puede pretenderse 
que s«ilo «c ha ejecutada contra el actor un hecho delictuoso 
de tpie es ri>pi nsable -1 empleado «pie lo ejecutó, y no el Po- 
der Ejecutivo, pues éste es siempre responsable de los actos 
administrativos de sus agentes, y con mayar razón en este caso 
en que el Poder Ejecutivo, usurpando atribuciones legislati- 
vas, ha diciado las disposiciones que se han cumplido con res- 
pecio a !a persona y a la propiedad del actor en la formr ex- 
presada, siendo por todo ella innegable la responsabilidad civil 
del Poder Ejecutivo de la provincia. 

(Jiit- e-tima en diez mil pesos nacionales los perjuicios su- 
frido* y e*mfia en que se liarán efectivas en el caso las ga- 
ra). tias que le acuerda la ley fundamental de la Nación, e in- 
vocando el articulo 20 de la Constitución Nacional reitera la 
afirmación de que ninguna ley le somete a las restricciones 
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ii <me tríiha mi ramerci e industria el Gobierno dé Büe 
nos Aires. 

Q¡ue este tribunal, no puede excusa- i pr nuneiamient > 
iniciándose en que las «aramias que el acor invoca dobén lia- 
eersc efectivas iwr las autoridades «le la provincia, porgue es 
la Nación la que la* ofrece en su cÉiía fimdamtma! al ex* 
traujero y no puede negar sn amparo a los que creyendo en 
ellas, vienen a ejercer licitamente su industria y comercio; 
que los Hechos qué fundamentan ta demanda podrán ser con- 
siderados del derecho criminal, cometidos por funcionarios pú- 
blicos responsables ante la justicia represiva; pero que no por 
eso pierden su carácter de actos administrativos ejecutados 
■randados ejecutar per un gobierno que se cree armado con 
facultades discrecionales, invocando al respecto el fallo de 
esta Corte, tom- asf, página 44^ y termina fundando su de 
reeho. que dice indiscutible, en jos artículos i.cM. t.oOo. x . j-. 

1 o;8. 1,08,1, 1.1 oy, 1112, 1113 y 1122 del Código Civil, en 
cuya virtud pide que la provincia dé Hílenos Aires sea conde- 
nada al |>agu de la suma reclamada y las costas del presente 
juicio. 

Que acreditada en cuanto por derech » hubiere lugar la 
jurisdicción originaria de esta Curte, y inferido trasudo tic 
la demanda deducida contra la provincia de Buenos Alivs, 
ésta la contesta < fs. ¿81, por medio de su representante el 
doctor Salvador Oria, quien expresa que no Uniendo cono, 
cimiento de los hechos en que el actor funda su demanda, lo-» 
l iega terminantemente, esperando !a prueba que sobre su exis- 
tencia y carácter ittk? formular el dciu andante; y en cuanto 
al derecho aplicable aún en la hipótesis de que fueran Ciertas 
los hechos articulad -s. determinaría el rechazo de plano de la 
acción de daños y perjuicios entablada contra la provincia. 

Que la demanda, adolece >egún $ c expresa, de dos defec- 
tos fundamentales; va dirigirla contra quien no es autor de los 
hechos en los cuales furnia su acción el demandante ; y pre 
tende hacer responsable a una persona jurídica de los ¡techos 
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¡licito* que puedan halKT cometido sus empleados, contra lo? 
artículos 43 y i' -¿ del Código Civil, 

Que Ls. hechos en que se funda la demanda, en caso de 
• ser ciertos, dice el representante de la demandada, son hechos 
del munúfpío «le Ua Plata, y no de la provincia de Rueño.; * 
Aires, pretendiendo el actor tjüG por el hecho de ser el Comi- 
sionado .Municipal, delegada del poder Kjecmivo en ejerci- 
cio de sus funciones de gobierno de la provincia el que actúa 
cuando el Comisionad pone en ejecución las resohick mes que 
dicta en ejercicio de sus atribuciones. lo que es un grave error, 
porque i¡i Constitución de ta provincia en armonía con la Na- 
c¡ na!, crea dos entidades |to!itica* autónomas, la Provincia 
y el Municipio, cuya vida no se interrumpe jamas, y cuya de- 
pendencia recipro.-n dentro de los límites de sus propias atri. 
luiciones no cesa un instante, no pudiendo c nstitueíonahuen 
le presentarse e! cas \ de que el gohieru provineial asuma como 
tal tas funciones del gobierno comunal, y éste quede refundi- 
do en aquél, y su patrimonio en el de la provincia. 

Qlte la Constitución prevé el caso de la acefalía munici- 
pal y para evitar que se paralicen los servicios de !a comuna, 
ha establecido que el Poder Kjeeutív,> es un mandatario de la 
c muña, los actos que realiza son de !a comuna y las resp :i 
oibilidades emergentes pesan sobre el patrimonio municipal v 
tro sobre el de la provincia, porque la circunstancia de reunir- 
se en el Poder Kjecmivo la doblé tspt esentácíoti que tiene en 
tales casos, no imparta la n fundición en una <lc las dos (en- 
tidades representadas. pues ell.) es constitucionalmente impo- 
••ible: _\ siendo esto así. aun cuando los actos del comisionad . 
pudieran crear una responsabilidad; ésta no podría hacerse 
efectiva contra !a provincia, sino contra la Municipalidad de 
Lá Pinta qiif tío ha desaparecido por estar ;il frente de eüa 
un comisionado del Poder Ejecutivo. 

Quq no procede contra la provincia acción di- dallos y per 
juicios di nvad s de hechos ilícitos de sus emplead s o fnu 
Ct uarios. principio que funda el demandado en el articulo j /, 
del Código Civil y afirma ha -ítlo confirmado por resolución 
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de cita Corte en casos análogos, consideraciones en cuyo mé- 
rito pide se rechace la desancla con inquisición de costas. 

Que recibida la causa a prueba | fs. 30). se produjo la 
que acredita el certificado de fs. ni, se alegó sobre el mérito 
de la misma (fs. 113 y t_>o 1 y se llamó autos para definitiva 
1 fojas 123). % 

V considerando: 

Que la demanda establece en términos explícitos que los 
daños y perjuicios que el actor afirma, haher sufrido, tienen 5*1 
origen en actos do! comisionado municipal y en virtud <le unn 
ordenanza de la misma procedencia, * 

Chic a los afectos de la resolución del caso, es indiferen- 
te toda consideración relativa a la forma en qiu> esa '"ordenan 
za* fué puesta en vigor, esto es. si ftié sancionada por quien 
tenia la atribución enrresp iidientc. y si ha podido o no obli- 
ptr al actor y a tu rizar las medulas de donde hace derivar 
los perjuicios que demanda a la provincia de Buenos Aires, 
siendo bastante, a los efectos de esta litis, examinar si la de- 
mandada es legalmente responsahle de los actos de! comisio 
nado municipal, en e! supuesto de estar debidamente prohn- 
dos los hechos que se atribuyen a ese funcionario. 

Que esta Corte ha hecho constar en causas que guardan 
analogía con la presente. <jue el nombramiento de comisiona, 
dos municipales, es un mero accidente de circunstancias, des- 
tinado a suplir la acefaüa municipal y 110 a establecer una con- 
fusión entre las dos entidades substaneialme;:te distintas del 
gohicni'j local; la Provincia y el Municipio, que tienen en ía 
Constitución provincial atribuciones y fines muy .diverso, 
. Fallos, tomo 49, |«'igina 74 ; tomo 70. p:\gina 222 ; tomo 74 
página 274; tonto ítOi página 147). 

Que ello establecido, pn cede desde luego declarar que no 
ha podido traerse a juicio a la provincia de Buenos Aires pant 
demandarle el resarcimiento de daños y uvr juicios que se di- 
ecr: emergentes de hechos que le son extraños y que en canse, 
t-nencia no pueden imponerle responsabilidades legales. 
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Que leí precedentemente e\puesti» lince ¡n necesario aít..- 
íizar la j truel). i rencliila para tKiimslrnr la efectividad «le los 
.¡años v perjuicios alegados y su cuantía. 

(Jue a mayor abundantient r, cabe agregar, o n los imte 
cedentes de la jurisprudencia consagrada al respceu». que ta 
garantía que acuerda el articulo 14 de la Constitución, debe 
ejercitarse con arreglo a tas disposiciones «pie se dicten con- 
nltando razones de higiene, seguridad, moralidad, etc.. según 
lo reiteradamente resucito. (Fallos, tomo 3. página 048: t-> 
m 7. página 150; tomo 05, págmn 58; tomo 1J4. página 75». 

Por esjtps fundamenros. se absuelve a la provincia de Hite- 
nos Aires de la demanda de fs. i, sin costas, dada la natura- 
leza de la cuestión resucita. Notifiqnese original, repóngase 
et papel y archívese. 

A. Rerm ejo. — Nicanor O. del 
Solar. — D. E. Palacio. 

— |. Fir.rHRiiA Alcokta. 



f hut Simón M. Xfonmcln-' y tttr,>.t. rotrrnr fa provincia tic Híte- 
nos Airffi sobr t ' nnlnfad vira tytíta 

Siimmw'. K- mjprecetteítVé una demanda dirigida contra el 
Gobierno de la provincia de Buenos Aires, p r nulidad 
de la venta de un inmueble en la que aquél o el Miuistc 
rio de Hacienda intervinieron de acuerdo con ta lev de 
ja f Ictubrc de i'joS, como representantes del Banco Hi- 
potecario de la Provincia, y 11 1 c e«o mandatarios de ésta 
o n arreglo a ta Constitución de ta misma. 

( ff.í. ko explica el siguiente : 

EAt.l.ti fíli t.\ CORTE Sri'MKMA 

Bueno» Airci, Septiembre X de 1616, 

y fistos: L¡ps seguidos por (Ion Simón F. Móranebél jj 
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<iir*^. contra la provincia de Bucums Aires, sobre utilidad di* 
una venta, de !<>> quje resulta; 

Que a fs. 10 y con los documento* procedentemente agre- 
gados, don Simón F. Moranchcl. ]n»r si y en representación 
de doña lilnisa Ramírez de Moranchel t- lujos menores de 
ésta, demanda a la provincia de Buenos Aires por el excep- 
to expresado. 

tjue f uní laudo su demanda manifiesta ser hereden >, con- 
juntamente con sus representados, de doña Agustina Muller 
de Moraucheh cuya sucesión se h-.Pa aún indivisa y q-te entre 
sus bienes está el ¡níímeblc cuya venta taclia de nula. 

Que el terreno de referencia reconocía nna hipoteca a 
favor det Banco Hipotecan,! de la Provincia dé Itucnus Aires, 
constituida el año ¡SS-. por ta suma de treinta y siete mil dos* 
ciernes pesos moneda nacional. 

Qííe por falta de pag;i i le los servicios, d Ministerio de 
Hacienda de la provincia de Buenos Aires, de quien depende 
la oficina liquidadora íté\ Maneo, ordenó la venta del inmue- 
ble en remate público, en un solo L'te. y en la subasta fué ad- 
judicada a los señores Lorenzo A. Barros y Ricardo Bello, sus- 
cribiendo la correspondiente escritura en representación de la 
provincia ul senador provincial don Eduardo Arana. 

ijue el remate, decretado por el Ministerio dé Hacienda 
y no por el Poder Kjeeutivo. eortto asimismo «l otorgamiento 
de la escritura p¡r el señor Arana y no i*>r el Gobeniador, son 
actos viciados de nulidad y por ello no deben subsistir. 

Que declarado e! Banco aludido en estado de liquidación, 
se designó una comisión que reemplazara a! Directorio. !<»»■' ta 
Diciembre ¿t de 1909. después de cuya fecha las funciones 
de dicha liquidación quedaron asignadas al Poder Kjccuiivo, 
al que se otorgaron todas las facultades que antes tenía la co- 
misión liquidadora por las respectivas leyes, en el sentido de 
vender los inmuebles hipotecados en la forma y condiciones 
que fueran usuales del establecimiento. 

Que el Poder Kjeeutivo ejerció las funciones procedente 
mente consignadas, |>or intermedio del \1 misten 1 de Haeien 
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da, y de consiguiente l;i venta no pi día ser resuella sino p*>r 
decreto del Poder Ejecutivo, pues aunn acto propio del Mi 
nisteria citad.* es nu!a con arreglo a los artículos 1.040 a 1.04:; 
1.047, i °5o a ! .033. l.05 f ». 1.057 > concordantes del Códi- 
go Civil . 

Que la lev de Octubre jo de HfoH que rige el caso es 111- 
cpftstitucjonal. porque si bien ha jtoriido declarar la necesidad 
de liquidar el Banco Hipotecario, no ha podido modificar las 
C, i) vencí ríes -pie reglan los derechos entre el Bañen y sus 
deudores, 

(Jtie i«>r tales razones pide se declare nula la venta del 
inmueble individualizado en la demanda luvha a favor de los 
señores Lorenzo Barros y Ricardo Helio, con costas, 

(Jue acreditada en cuanto hubiere lugar por dereeh ». la 
jurisdicción de esta C rte. se confirió traslado de la de:uauda 
a la provincia de Buenos Aires 1 ís 171, y ésta la contestó 
a fi\ ?0 pidiendo su recliaiso, fundada en las siguientes eon- 
stderaciónes : 

Que niega l&S hechos expuestos p"i* el actor y que, de su 
pr pia exposición resulta la improcedencia de la demanda, 
pites versa sohre un e< nitral, > de compra venia realizado entre 
el dueño ile una propiedad sohre la cual e\ istia una h ipil cea 
a favor del lía neo Hipotecarlo de la Provincia, en liquidación, 
y los señores Lorenzo A. Barros y Ricardo Bello, 

Qüc del respectivo boleto de compra venta suscripto p»r 
lo> compradores preíndicados resulta que la venta fué rcalL 
/ada piT el Mane lli])oiecarin de la Provincia en ejercicio d» 
las facultades que le confiere el articulo jh> de la Ley Orgáni- 
ca, esto es. en representación de su deude.r. ipie lo era doña 
Candelaria tí, de Ballesteros, de lo que se desprende que esa 
venta es para la provincia de Buen s Aires, como jKira los ac- 
tores, rtii inter aüos tu ta, y ello hasta para demostrar la im- 
pn.'-cdencia de la demanda. 

Une la ley de ¿ó de Octubre de 1968 estableció en su ar- 
ticulo i," que desde su promulgación la liquidación del Banco 
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muiría a cargo de una wtnMán liquidad -ra compuesta de ir,, 
vocales y presidida por el Ministerio (le Hacienda v en su ar- 
ticulo 4." dispuso ( ,t.e nmñó el termino señalado en el artien. 
toa., todos (os asuntos pendentes serian liquidados por el 
Hvmmú de Hacienda e n inda, las facultades de las leve, 
vigentes. 

Que las disposiciones de esa ley importan establecer que 
a administración del líauco Hipotecario determinada por Sti 
k'} ottíinca, era reemplazada por una administración espe- 
ja! reglamentada pur la ley aludidu. pero no q Ue d llaneo 
perdería su personería propia, la que subsistiría basta su li 
qwdactón total, ni tampoco que su patriinoni > «piedaría incor- 
porado al de la provincia de Buenos Aires. 

Que en consecuencia citando el Poder Kjeeutivo y el Mi 
mstro de Hacienda realiza un acto de administración "en eier 
ccio de b.s atribuciones que le confiere el anicub 4/ de la 
ley aludida, ese acto es del Banco Hipotecario v no de la pro- 
vincia que obra en el caso en virtud de la administración es^ 
peciaJ que le está encomendada ,*r la ley. a los efectos de su 
liquidación . 

©lie la provincia no puede ser demandada, en cm<ecuen 
era. por actos que no le son pnpios, ni pueden demandar los 
actores porque la euita se habría realizado en nombre v por 
cuenta de doña Candelaria I». de líallesteros. deudora de? 
Kanco. además de que. ruando éste vende un inmueble bi|>oie 
eacb. .obra jm carácter de mandatario de los deudores ,,ero el 
contrato de compra venta se realiza entre el «leudar biseca 
no que es el verdadero dueño del inmueble, v el hité resulta 
comprador en el remate. 

Que todas las cuestione* relativas a la validez o nulidad 
de las cláusulas contenidas en el contrato de co:upra vent i 
deben discutirse entre las partes, y vn e ] cas , x cl QoHcmo de 
la provincia es un tercero cuya intervención se limita a lo que 
queda expuesto. 
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íj\w la intervención del señor Arana tampoco es causa d* 
nulidad pues «i los casos de excusación del gobernador, el 
reprímante legal ilc Ja provincia, sin ninguna otra forma- 
Hilad, es t*l vicegobernador; 

(Jue p<»r dio pide el rechazo de la demolida insta unida, 
con rustas. 

(Jue abierta la causa a prueba se produjo la que espresa 
e! certificado de fs. 77- después ile lo cual se presentaron tos 
alegatos de fs. 7«i y 83. y s t - llamo autos para definitiva i fs, 88 
vuelta ) . 

Y considerando: 

Une la litis tiene por base la venta de un inmueble que 
se dice perteneciente a los actores efectuada a favor de los se- 
ñores Lorenzo A. Barros y Ricardo Bello, Itcclvj que si bien 
110 está acre dita di 1 con el testinumi j de la escritura, no lia sido 
categóricamente negado p,>r la demandada. 

Qtté en efecto aún cuando el representante de la provin- 
cia niega, en general, tos hechos articulados én la demanda, 
cabe Observar que reconoce explícitamente la existencia de la 
venta, como uniera que a fs. ,10 manifiesta: "según el boleto 
de compra venta que lleva el número de orden 446. firmado el 
2 t \ e \\>viem!>rc de 190,2 p.tr los señores Hartos y Bello, resul 
ta que la venta ha sido realizada por el Banco I Iqxjtecario de 
la Provincia ejercitando las facultades que le confiere el ar- 
ticnto de la ley orgánica del mismo'". 

Qiíe el antecedente expttestp y las defensas ¡nvocadas res- 
lucio a la f:iltn de acción c ntra la Provincia, al carácter en 
que ésta interviene en tales ventas, a la legalidad del decrt 
to aprobatorio del remate, suscripto pjr el vicegobernador 
y demás consideraciones alegadas cu descargo de la deman- 
dada, permiten tener iMir suficientemente acreditado «1 hecho 
fundamental tic la demanda, esto es, la venta ; porque si bien 
el demandante debe probar los luchos cuando I.s negase el 
demandado t Fallos, tomo tí», página ¿57; tomo 29. página 
85; ; uno 52, página 3*)o y otrosí, ello es de aplicación en 
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los rasos eti míe hay negativa categórica v concreta, y no 
cuando, conu, d ,„/, /„rf,;v, fic niegan los Hechos en ge- 
neral, Reto se admiten algunos eNplieitaiyentc al considerar. 
fc>> y í^íenderfos, de los vicios cíe ntilidád que se tea atri- 
buyen. 

iHe ai íáfes condiciones no hay en el w¿ flfc negativa 
concreía y absolüta respecto de la veta, sino simplemente 
evasiva .que con arreglo a la jurfeprnde¡,cia establecida por 
C^tnbimal, debe ser tomada como confesión i.nplíeita. 
(FaHos, tomo I» W»a 374; tonto « 7 , ,^'na 43: tomo «, 
IKiema .51 que Lace innecesaria la prueba desde que afirmó 
e hecIhl asi "cwi'wM» «Tallos, tumo _hj. página (98 i a t, 
qüe se agrega la manifestación del escribano «ion Juan \n- 
gfl Martme* (f*. 8, expediente B, número 606. pregado) 

2íÍ lT ,° r H1,C , ,a ClSCrÍU,rn ^^rcs,H.,HH.„ t c fue ntor. 
gana el .íí de huero de loi^. 

pue el carácter de herederos que se alrihuven los de 
mandantes, resulta del testimonio agregado a f¿ t de au- 
tos, en el que también se hace constar epie los teiT enos si 
("ados en el Partido de Almirante lirown, a q« e se refiere 
esta demanda, pertenecen a la sucesión de doña Agusíma 
Mullir de .Morancl.el. y ello constituye titulo bastante para 
éjerettar la acción deducida. , Código Civil, artículos wro , 
¿.41- y correlativo* t . 

Que habiéndose invocado además, la falta de acción con- 
tra la Provincia, corresponde analizar esta defensa antes de 
entrar al fondo del asunto. , l-allos. tomo ¿6, página r 47 - 
tomo 31, página 08), - 

Que de los antecedentes administrativa traída eom„ 
prueba se desprende que después de reiteradas prórrogas, el 
Banco Hipotecario de la Provincia de Hítenos Aires en ejer- 
cicio (le las facultades que le acuerda su carta orgánica, sac.', 
a remate público v ] inmueble en cuestión, en las condiciones 
que se expresan en el boleto ele fs, 6 del expediente J. „m 
uhto 269, el que aparece otorgado por la institución prein- 
dicada y no por la Provincia de Buenos Aires, constando 
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asimismo en los respectivos avisos de remate que la subasta 
se efectuaba por dicho eslalileeimicntt>. ofreeiénd ¡so infor- 
mé» al respecta cu la oficina de reñíales del Banco i fs. 4 
cx|wdiente citada * . * 

Qué ya se omsidere que la lev dé -fi «le Octubre d." t'joíí 
átrtbuyó las facultades de la liquidación al Poder Kjeeutivo 
o al Ministerio de Hacienda, circunstancia que es innecesario 
determinar. |«>r ahora, es manifiesto que esa ley sustituyó Jos 
mandatarios del Manco y transfirió al Ministerio citado <> a! 
Gobierno de la Provincia, desde el añ » u)Qoj. la representa 
ción que antes había sido ejercida por el Directorio, primero 
y p r una Comisión liquidadora, después, y siendo ello asi. 
es evidente que el Poder Ejecutivo b el Ministerio fie Ha- 
cien da tío han procedido cunto mandatarios de la Provincia 
ron arreglo a la Constitución de la misma, sino como c n- 
Himadbrés de la representación legal qué él Banco Hipoteca- 
rio tenía por su ley orgánica. 

Que estando subsistente el Banco Hipotecario e.im per- 
Mina jurídica independiente de la Provincia de Buenos Ai- 
j\\ . M/rian en todo caso pasibles de las responsabilidades qfié 
uetivasen de casos como el de autos, o la institución hipo* 
tecaria referida, o sus mandatarios i|iie hubiesen excedido su¿ 
facultades legales, pero no la provincia demandada, extraña 
a los actos argüidos de nulidad en este juicio. 

Qtte estas conclusiones tienen también sns fundamentos 
en las mismas consideraciones que sirven de base a la acción 
ilc nulidad deducida, puesto que si es exacto, como el actor 
lo afirma, que la venta nó pudo ser válidamente decretada 
¡ior el Ministerio de Hacienda, sino cu iodo caso por el Po 
der Kjecutivo, y éste no estuvo legalmente representado por 
t i vicegobernador en las circunstancias t-n que suscribió la ra- 
tificación de la venta, lógicamente debe aceptarse que dichos 
act >s. realizados en tales condiciones 110 han podido obligar 
a ta provincia de Buenos Aires, y en consecuencia es impro- 
cedente la acción entablada contra ella por tales conceptos 
i Fallos, tomo 127, página 309). 
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Por estos fítadáimiitósi se absuelve de la demanda de 
ís. io a la provincia de Unen -s Aires, sin cartas, atenta la na 
turaleza de la cuestión resucita. Hotlfiquese risilla] y re- 
niiLst > el papel archívese, devolviéndose los expedientes ad- 
ío inist ral i vt »s agregádi «j . 

A. BKRMl-jn, — Xkwxijr G. DKí. 

Solar, — D. E. Palacio. — 
• — j. Fiüvkkoa Auorta. 



Fho> Xacimal contra Armando Cu yon, por cobro de petos: 
sobre inhabilidad y fMsíéetd de titula, nulidad y falta úe 
^sonería en tor procuradores fiscales y extinción re. 
misión de ¡u obligación. 

Sumaria : U prórroga del plazo del pago liechcv por el acree- 
dor sin eonsemím ¡culo del fiador, extingue la fianza. Ar- 
den lo 2,040, Código Civil. 

Casa: l¿i explican las piezas siguientes : 

SCNTEVCIA OKI. SKÑOR J L'O IKnnR.\|. 

Bueno* Airt». Agosto te dt IDi?. 

^ vistas: &» presentes actuaciones en el juicio ejecutivo 
seguido por el Fisco Nacional contra don A. Guyón, |>ara re 
solver las excq>eiones opuestas a fs. 153 |x.r el demandado. 
Y considerando i 

(¿11 l dada la naturaleza de dichas excc|>c iones, corres |ion- 
dc apreciar primeramente, la de nulidad por falta de perso- 
nería en los Procuradores Fiscales que han intervenido. |«>r 
cuanto dichos funcionarios han actuad.» sin que la demanda 
haya sido ordenada por e! Poder Ejecutivo, ipie debió desig- 
nar e! Procurador Fiscal que representaría los intereses del 
Fisco. 

Que la ley 3.367. tn su articulo 1." esuhlcce (pie en pido 
asunto en que el Fise t . Nacional demande o sea demandad.» será 
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exclusiva y necesariamente representado por los procurado- 
res fiscales; ile donde resulta que ta personería de l<*s cepre- 
Afinantes del fisco en este juicio emana de ley misma no exis- 
tiendo disposición legal alguna que requiera la designación de 
im determinado procurad: r fiscal para intervenir en cada 
cuestión judicial en que el fisco sea parte, 

(Jue tampoco dispone el citado articulo que el J'oder Kje- 
ctltivo haya debido ordenar que se iniciara el presente juicio, 
y por lo tanto la excepción de nulidad opuesta es improeeden- 
le ]«ir cnanto los señores procuradores fiscales que lian actuado 
lo han hecho de ¡conformidad con lo estahlecido en la ley 

(Jue las excepciones dé falsedad e inhabilidad del titulo, 
se hallan fundadas en qne el ;iriicnlo 465 del Código de l'ro- 
ei din lientos, invocado |>or el act.tr. no es aplieahlc a la justi- 
cia federal, y en <jue el documento con que se inicia la ejecu- 
ción se ha presentado sin legalizar, ni ha sido extraído de los 
libros fiscales y 110 constituye una tic las escrituras públicas 
a que se refiere el artículo 24*1 de la ley nacional de procedi- 
mientos; de donde resulta que tales defensas se refieren sólo 
a la segunda de esas excepci nes, la de inhabilidad, por cuan- 
to en nada atacan la autenticidad del titulo para justificar la 
falsedad del mismo. 

I\l documento «le fs. 131 presentado por el actor eoino 
liase de ta ejecución, es una liquidación de deuda a cargo del 
demandado, hecha por ta Contaduría de la Dirección General 
de Agricultura y Defensa Agrícola, qüe forma parte del es- 
pediente administrativo presentado al iniciar el juicio: esa li- 
quidación de acuerdo con el inciso 2" del articulo 070 del Có- 
digo Civil, es un instrumento púhlico y en tal concepto, según 
to ha resuelto la Suprema Corte Nacional, tiene el mismo va- 
lor que las escrituras públicas mencionadas en el inciso 3. 
del articulo ¿41 j. ley 50, y trae aparejada ejecución. 

Respecto a que vi titulo ejecutivo no se ha presentado le- 
galizado, cdie observar que formando parte det expediente 
agregado y habiendo sido éste presentado por el procurador 
fiscal, deben tenerse |»or suficientes las constancias contenidas 
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eii d niísino &$C m lo ha resuclt , la jiiispáKÍenria .'.i cásos 
a nal* >gos. 

Opone también d ejecutado b excepción de extinción o 
reftiisioti de sn oo!iga?tón, pues a pesar de no ser (fecte* 
dan», te ejecuta sin que previamente se Ic liava hecho ex- 
eus.ou de los biciu-s del deudor principal ¡ v porque según 
cmsta en el decreto de fs. 125. se eOWcedifi a? señor Rayier 
lina prurroga para el pago de sn deuda hecho que motiva la 
in tinción M uc- alega fundado en el artículo _'.o.i<> del Código 
Civil. 

Kn cuanto n la naturaleza de la fianza y en consecuencia 
sobre la necesidad de la excusión previa en lus bienes del ríen 
flor principal, eorres|>o.ide declarar que se trata de una fian/a 
sohdana cuya declividad puede exigirse directamente al tía. 
d«.r atento |„ dispuesta en los articula j.cxh y _>.oi i del Có- 
digo Civil. 

Respecto a la defensa fundada en la prórroga ariecditla 
¡i las .ligaciones del deudor principal señor Ravier a que 
se refiere la resolución ministerial de fs. debe tenerse 

presente .pie el articulo ¿,o 4 del Código Civil establece míe 
la prorroga del plazo del pago hecho por el acreedor. s¡„ con- 
sentimiento de! fiador, extingue al fianza. De autos resuf 
ta que esa prórrogga fué concedida voluntariamente por el 
acreedor, sin intervención del señor (luvón. y Ja adora 
m> ha acreditado que mediara el cansen timicnto expreso ni 
tanto de este. Kn tal virtud esa prórroga tiene, receto a ía 
situación dd fiador, los efectos de una novación, que sin des- 
obligar al deudor principal extingue la obligación accesoria, 
cuya efectividad s e pretende en este juicio, de acuerdo co:i 
tb preceptuado en ol articulo 2.046 del Código Civil. 

Por ello fallo: rechazando las exeejwioncs de inhabilidad 
y falsedad ríe título, mil i dad y falla de |wrsonerÍa en los pro- 
curadores fiscales, y derla randu prudente la de extinción o 
remisión de b obligación en cuya virtud se rechaza Ja presen- 
te acción ejecutiva, con costas. Notifique*- v repónganse !as 
fojas, — Manuel B. ,/«* Anchorena, 
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SKNTEXClA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Butnot Aires, Novknbre ¿9 Ót 1917 . 

Y vUtos, loa seguidos |»or el Fisco Nacional contra A. Gú- 
yón |*»r cobro ejecutivo de pesos, por sus fundamentos se 
confirma la sentencia aj viada de fs. i(*>, que desestimando 
las excepciones opuestas ele inhabilidad y falsedad dé título, 
nulidad y falta de personería en K>s procuradores riscales, de- 
clara procedente la de extinción o remisión de la obligación, y 
a su mérito se recbaza la presente acción ejecutiva con costas. 

Notifiques*.- y re|ióng;ui>e ti sellado ante el señor Juez de 
Sección. — Marcelino Escalada. —A. Crdintirrain. — Y\ Arias. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bumoi Aira, Septiembre 2S de 1918. 

Vistos y considerando: 

Que atentos los términos del decreto de -H> de Febrero 
del año hío~ t fí-- 105) y de la resolución Ministerial de 8 de 
Febrero de 1900 1 fs. 125) y comió (piiera que se aprecie ésta, 
no es posible sostener que ellt* no importen una prórroga de 
las obligaciones de Ravier. imputólos por el contrato de fs. 100. 
sin consentimiento de ti 11 yon, prórroga comprobada además 
eu los hechos subsiguientes. 

(Míe las anotaciones contenidas a fs. 121 v lo expresado 
a fs. i2i) vuelta y 131 vuelta, no prueban que limón hubiese 
recibido la inlimaciones que se expresan. |)osteriores una al 
primer decreto y las otras a la segunda resolución ministerial. 

Fu tales condiciones es ele aplicación lo dispuesto |»»r c! 
artículo 2.046 del Códig,« Civil. 

Kn su mérito se confirma con costas la sentencia apelada. 
Xotifiqucse y devuélvase al tribunal de origen. 

A. Hkrmkjo. — Nicanor O. DEL 
Solar. — D. E. Palacio. 
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NOTAS 

Con fecha 5 de aepjiemke de ioiX. fué cnmiruada la 
Mttteriáa pruñünciatto par !;i gMm ¿edéral de Apelacio- 
nes % La Plata, la que ;i su ta», confirmaba la del sen .r luez 
Litrad.. en Ip Criminal y- Correcci -nal del térftóo ríe la 
Pampa Central. f }tie o minia!* a PionisiQ Rodiguéz y Ktép- 
láj Cánips a sufrir la pena do 15 años de presidio, acées na. k 
y cosías, epftta autor de fes delitos de asalto v ro|í cometi- 
dos el 9 de ghero ele 1916, en jnrisfaión de CÍejtéraJ Adía 



Kn 10 del misino t;i Curie Suprema continuó, en recurro 
evtraonlinari... una sentencia de la Cámara de Apélaciúiies en 
1" Omeretal di- la Capital, que al declarar comitente a la 
JMStlCia rdinaria. di negó implieilamenie el fuero federal, a 
merttn de no hítese acreditaría e¡ carácter ríe argeutin.» de 
los litiíítmtts dprnícitós en distintas provincias. 1 IJndwdel 
Schreyer y Cmpañia contra Diego (lome*, por obro de 
pesos i . 



En al misma fecha^ fué confirmada la sentencia pronun. 
ciada poír la Cámara Kedera! de Apelaciones de La Plata, la 
que a su vez. confirmó la del señor Juez Letrado en lo Crinii 
na! y Correccional de ta Pampa Central, qüe impuso a luán 
Soto la jwna de quince años de penitenciaria v accesorios le- 
gales, como autor del delito de rapto y visación de la menor 
Martina Canal, perpetrado en el Departamento L'rilnini de 
rjtcrtó territorio, el 30 de Ahril de i#m. 



Con fecha 14. típ se hizo lugar a la queja deducida por 
tton José Ferrero en auUs con Viejola, sobre tercería de do- 
minio, ppf no aparecer contra la sentencia del señor Juez de 
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Con vrcio se hubiera interpuesto para ;ime la Corte Suprima 
rri'iii-i. ah¡ir: . i¡iu- le Imliiera -ido denegad* » . 



Kn I:i misma fecha si- declaró itp haber lugar a la queja 
interpuesta p ¡r tfciiuián Candelón en autos con V'otto Solari. 
s< Jiro cobro de pesos, cu razón ele cpie en el pleito n« ► alan - 
cía hitarse planteado cuestión alguna f!e carácter feileral y. 
además de míe la resolución de la Cámara de Apelaciones eti 
lo Civil tjue se afirma" declara que et recurso de [techo que lia 
interpuesto ha -id » fuera de término", era puramente de carác- 
ter procesal . 



Kn Ji d;.* Septiembre la Corte Suprema dirimió la con- 
tienda de competencia suscitada entre un Juez de l." Instan- 
cia en lo Civil de la Capital _v otro de igual categoría de La 
Plata, ¡ara conocer en los autos sucesorios de don Juan Igie- 
>ia«. Paz, declarando la competencia del primero en razón de 
que. si bien la partida de defunción acreditaba el fallccimicn 
lo de Iglesias Paz en et puebl . de Avellaneda, jurisdicción de 
Ta provincia tic Buenos Aires, tal instrumento no lenta en el 
caso por objeto legal señalar el domicilio del extinto, sino sim- 
plemente hacer constar el hecho mismo de la muerte; en tanto 
(¡lie la inf rmaciún testimonial producida en los autos de la 
Capital y l;t circunstancia de tener en los laucos de la misma, 
la mayor suma (lié los haberes del causante, indicaban sutieien- 
k-mente a falta de otra c- -ni probación el lugar <lel domicilio 
real de éste en vsia Capital. 



Con fecha 24 se declaró improcedente la queja deducida 
por don |osé Angel Diaz cu los autos de José del Prado con- 
tra Auger. Cueto y líoeha. sobre tercería, en razón de que el 
recurrente no había sido teñid*» pur parle, ni seguido pleito 
en que hn hiera planteado alguna cuestión federal en mío lo re- 
quiere c! artículo 14. ley número 4^- 
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Ivn la misma fecha no se hizo lugar n ] recurso de qüe- 
Jil l <k ' ,i "7 k> > ,l,r Pasci,:ii Cacito en autos co„ Enrique toiigo 
sobre cobro de pavimentos, por resultar traían, ríe «na <en- 
icneia <l e trance y remate, ijue no es definitiva n los fines de! 
recurso del artículo 14. ley 48 y, por no haber* desconvid- 
en el case; el fuero federal, co.no seria necesario para la pro- 
cedcneia del nseneionado recurso. , 

fín h misma lecha se declaró improcedente el recurso 
de apelación concedida , K > r la Cámara Federal de Apelacio- 
nes del Rosario, en el juicio seguido j>or don Enrique tejen 
fi«. contra dnn ¿nan Rotu,. sobre cobro de pesos por euunt.. 
la sentencia ífc trance y remate en juicio ejecutivo, no pu.de 
considerarse definitiva a k» fines del recurso dd artículo 14. 
inciso 2.", ley 48. puesto que según el artículo 278 de la lev 
N 'nonal de procedimientos, queda, tanto al actor como al de. 
mandado, su derecho a salvo para promover c! juicio or- 
dinario. 



En la misma fecha fué reducida a 10 años, la pena de 
r.í anos y ó meses de presidio impuesta por sentencia de la 
Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, la que a su vez 
modificad la del Jnes en lo Criminal y Correccional de la 
Pampa Central, que imponía a Klias Galló la de quince años 
de la misma pena y accesorios legales, como autor del delito 
de homicidio |>crpetradu en la [>ersoita de Florinrfo Camussa 
en Quetrequeu ( Marera I, el 13 de Enero tic f o l4 . 



En 28 de Septiembre ta Corte Suprema se declaró ufe 
competente para conocer originariamente cn.la ejeución pro- 
movida por doña Francisca Recaído de Segovia, en su carácter 
de administradora de Jos bienes de don Aníbal Felipe Segovia 
contra la provincia de Buenos Aires por cobro ejecutivo de pesos, 
por no tratarse de una demanda contra una provincia promo- 
vida por "ciudadanos o síibditos extranjeros". 
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Provhieh de Buenos . 'tires, contra el Gobierno Naciottal, so. 
bre devolución de unos terrenas 

Siimario: Comprobado que las tierras objeto de la reivindi- 
cación figuran entre las exceptuadas l*»r el artíctt!» 3." del 
e nvenio de compra- venta tlel puerto de l.i Plata ele 
l»rado cutre él Gobierno dé la Nación y d de la provincia 
de Rúenos Aires, y acreditado el carácter de dueño del 
reivindicante, corresponde, de aeúéfdp con él artículo -*.75^ 
del Código Civil, hacer lugar a ta acción deducida. 

Caso-i I* 1 * explica el siguiente: 

FALLO I>E LA CORTE SU PKlvMA 

Butnoi Aires. Octubre I dt J9I*. 

V vistos: I> 11 Francisco J. Hcgobiíruí como apodérado 
especial del Gobierno de la pr< vincia de Hílenos Aires, para 
reclamar eu su nombre y representación de! Superior GÓbief. 
no de la Nación, catorce mil trescientos treinta y seis tñetros, 
cincuenta centímetro* cuadrados 114.336, 50 el,- ) de ter-reüo 
que se encuentra situado en el Puerto de l.a l'lata. manza- 
na "IV y parte de la "A" comprendidas entre el muro de cir- 
cunvalación del puerto, la manzana de los seiV res Lavallc y 
Medie!, el Canal (Veste y los cedidos a los señores Bote* y Ara- 
vena, se presenta y exporté; 

tjue denegada la redamación administrativa que formu- 
ló, por decreto (fe 6 de Diciembre dé 1912, demanda a la Na- 
ción, fundándose en que el Gobierno ¡le la provincia cedió a! 
de aquélla por tey y entran! de fecha Octubre de 11)04. el 
htcrt;> de La Piala con sus terrenos e instalaciones que s.' 
int-ncinnan en la misma, tjue como la provincia ejercía juris- 
dicción en la Knsenada y aún dentro de la x-.n:i .vdida. es 
clare (pie se reservó, al hacer la ei-dón. determinadas exten- 
siones de tierra, edificios, etc. 

One la provincia al reservarse expresamente las mansa- 
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tkis "ir y |):i rte de ta "A\ fa hfeo e n el propósii de rcttef 
l ierra propia donde hacer construir edificios pul, Heos de míe 
carece en aquella jurisdí,ccióti y fe son mdtspettsaMes, como 
comisaría* escuelas y otras oficinas. 

Que hubo, .pues, una razón para u>ne la provincia se 
reservara los inmuebles objeto de esta demanda, aún cnanr].. 
pufo darle tula eticada al reclamo bastaba, como ocurre, con 
la expresa excepción contenida en la ley respectiva. 

Que por cío c n la misma ley de cesión v cu el contrato, 
el Cnhivrno de la Provincia estableció enumerativamente cuá- 
les ppopíedadc* se reservaba y n, iransíeria i»or tanto a la 
Nación , 

Que en el articulo & de la ley de cesión están enume- 
radas tas propiedades no cedidas y en el inciso j." dol mi^tno 
articulo las manzanas "A" y que son motivo de esta 

demanda. 

Que dicha disposieión ((¡ce: "Quedan exceptuados de la 
venta los terrenos siguientes: las seis man/anas míe figuran 
cu el plano mencionado e n los nombres de Hotel y Aravena 
y con la nota "vendido en remate"' cuya superficie "aproxima- 
da es de si lenta mil metros cuadrados. 

Que es obvio que si la l.egislalura v el Poder Kjceutivo 
de la IV>vineia en la lev conlrai,, se reservan expresamente, 
como ocurre en el süb jtuliee. mi determinado inhttiéblé o ex- 
tensión de tierras, esla no lia salido^k su dominio, siendo 
por lo tanto ilegítima cualquier posesión que se ejercite, 

Qtie 110 puede existir emitrato dmde no hay acuerdo 
ile voluntades 1 articulo táffi Código Civil» v mai .puede per- 
ictiecer al OoWeejQ de la Nación la propiedad de un terreno 
«pie la provincia no solamente no k lia cedido sino que ex- 
presameitte manifiesta míe se lo reserva. 

Que cualquiera que fuese la causa, el hecho innegable 
siempre es el mismo, o sea que en la ley contrato, la Provin- 
cía fie 1 Sueños Aires se reservó al hacer transferencia de! 
Puerto ni t.obierno Nacional, entre otras muchas propieda- 
des .pie en la misma ley se enumeran, los terrenos que en 
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el plano respectivo llevan la nota de -vendido en remate" y 
cuyas manzanas "li" y |>arlc de 1*i **A'\ st.ii motivo ti».- est&t 
demanda . 

Que e! Gobierno de la Nación, que lia aceptado la trans- 
ferencia (leí Piterto de La líala, de (os terrenos e instala* 
dories, etc., pero con las exclusiones que la ley indica, reco- 
noce mejor que nadie su falta tic derecho para ocupar como 
ocurre, terrenos que expresamente se reservara la provincia, 
y esl«» cualquiera que fuera la razón o el interés que la pm- 
viñeta tuviera al liacer tales reserva*. 

Que de lo expuesto se deduce que d Oibicruo de la 
Nación debe devolver la man/ana I! i 2j lotes) y parte dé 
Ja A (5 lotes 1. que forman un -total fie veintinueve lote* 
(201, con una superficie de cat.irce mil trescientos treinta v 
seis metros cm cincuenta centímetros cuadrados, con el usu- 
fructo percibido, más sus intereses, gastos, costas y costos 
del juicio, lo que viene a exigir entablando esta demanda de 
reivindicación. 

Que de la tierra (Ule es objeto esta acción, se llalla en 
posesión el (iol nenio Nacional desde el año 1904, quien !a 
arrienda a particulares a diferentes precios, 

One el ( Hibierno fie Ja Provincia siempre tuvo el domi- 
nio pleno de los terrenos que forman estas dos manzana» y 
en los años 180,2 y i8r>8 vendió en remate público diecinueve 
lotes de la manzana A, que son los únicos de ambas manza- 
nas qiu< pertenecen a particulares y de ahi también pirque 
aparezca en los planos ambas manzanas con la nota "vendido 
en remate". 

Que funda esta demanda cu los artículos 2.750. 2.758. 
2.751 ií -í//*-'- 2787 y concordantes del Código Civil, como 

asimismo cu la jurisprudencia reiterada de nuestros tribuna- 
les y en la d ictrina corriente de los comentadores. 

Que por las razones expuestas solicita >e le tenga | w »r 
parle. cOil la representación invocada, por constituido el do, 
uiintio que indica, se tenga por entablada demanda de reivin- 
dicación y la accesoria de reintegración de usufructo*, inte- 
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roses, ele, contra ti Gobierno de la Nación, do la manzana 
"tí" y parte de la "A", situadas on el Puerto de La Plata, 
con un total do veintinueve lotes y una siqierfieie de catorce 
mil trésciéiitOS treinta y sois metros, con cincuenta cnilime 
tr ;s cna finidos, y se e.ndene en definitiva al demandado a la 
devolución de los terrenos que son objeto de esta acción con 
niás el usufructo e intereses, aplicándole on caso de oposición 
los gastos, Costas y costos del juicio. 

Conferido traslado tic la demanda, fué contéstatela on re- 
presentación del Gobierno Nacional por el Procurador (lene 
ral de la Nación, que expuso; 

(¿no los antecedentes que constan on los espedientes ad- 
ministrativos agregados a estas actuaciones arrojan la prue- 
ba acabada de la f:dta de derecho con que el aflorado del 
Gobierno de la Provincia de Buenos -Vires, reclama una ex- 
tensión de terreno que ha sido transferida a la Nación, on • 
virtud del convenio firmado por ci Ministro de Obras Públi- 
cas de la Nación y el Colimador de anuolla Provincia pon 
fecha 20 do Agosto de HJ04, que fué aprobado por ley del 
Congreso número 443*1 . 

Que de dicho convenio resulta contrariamente a lo que 
pretende el recurrente, que el Gobierno de la Provincia n;> 
se reservó extensión alguna de terreno dentro «le la zona del 
Puerto, habiendo excluido de la venta los terrenos de cuyo 
dominio se había desprendido con anterioridad, como se ve 
por la enumeración que hace el articulo 3." de los terrenos 
exceptuados de la transferencia, y también aquellos cuyo do 
minio le pertenecía, es decir, los que, estando comprendidos 
dentro de la ¡tona propia de! Puerto, no habían sido expro. 
piados aún par la Provincia (inciso 7.", articulo citado). 

Que estas exccpcícm-s eran muy justificadas y no hu- 
biera sirio necesario consignarlas, porque ellas surgían ílei 
principio de derecho de que no puede enajenarse, sino lo que 
pertenece al enajenante, pero su detenni nación sirvió |>ara 
aclarar en forma indudable lo que constituía el objeto de 1 , 
contrato. 
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íJmc alguno* .años después de celebrado dicho eonve.iij, 
con motivo de una gestión promovida p»r el Consejo Ksco- 
lar de La Plata, solicitando la cesión de) lote 21 tic la man 
/ana A, para construir un edificio con destino a la escuda 
común» la Oficina de Tierras Públicas de ta Provincia infor- 
mó ipie dicho lote se ene entraba dentro <|c ta zona de terre- 
nos cedidos a la Nación, lo que dió hijjpir a que vi Ministro 
denegara el pedido, haciendo saber al Consejó I** scúlár lo in- 
formado por aquélla oficina. 

(Jue diclio lote f< rmsa parto del terreno que se reivindica 
en la demanda i|uc contesta y no alcanza a comprender cómo 
ha podido el Gobierno de ta Provincia conferir mi mandato 
para promover esta demanda, cuando en sus propias oficinas. 
i-MSte la constancia de que el terreno (pie reclama, no le per 
tviiece por haberlo transferido a !a Nación. 

(Jue pide se le tenga por parte en este juica, en repte, 
-entación del Gobierno Nacional, enn arreglo a lo dispuesto 
en el articulo i.° de la ley 3.367, y en su oportunidad recha- 
zar con costas la demanda instaurada. 

Abierta la causa a prueba se produjo la que expresa el 
certificado de fs. 174 vuelta y 175. quedando los autos en se- 
crctaria a los efectos del artículo 177 de la ley de procedi- 
mientos, habiendo la parte ael ira presentado el alegato d^' 
bien probado, a fs. 177, llamánd se autos para definitiva a 
fs. joo, y 

C nsideraudo: 

fjue con arreglo a lo dispuesto por el artículo J.75K de! 
Código Civil, la acción de reivindicación os una acción que 
nace del dominio de cosas particulares, por la cual vi propie- 
tario que ha perdido la posesión, la reclama y la reivindica 
c litra aqueJ que se encuentra en posesión de ella. 

(Jue 110 se ba negado en la contestación de la demanda 
a fs. 34 que la provincia de l'uenos Aires, fuese propietaria 
y poseedora en el año 1004 de los terrenos que se demandan 
en virtud de los títulos de adquisición detallad w a fs. 59 y 
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pbsésiohfe acreditadas por el testimonie de fs. Ho. 8_\ (*>. 
ya. 04. 97. 8S y 89 vuelta, cutre «tros. 

Que tampoco se* ha negado que e! inmueble que se ríe- 
manda es el determinado en el plano oficial de fs. 40 que fi- 
gura con la leyenda "vendid □ en remate" de los terrenos del 
Puerto de La Plata, tuiednr.de asi hicn wnsignadb ío que es 
materia de la acción. 

Que en el convenio de compraventa de dicho puerto, ce. 
Mirado entre el Gobierno de la Nación y el de la Provincia 
de Hítenos Aires c:ju fecha 2y de Agesto «leí año n>04. y 
aprobado por la ley del Honorable Congrego, número 4436, 
une corre testimonio de fs. 46 a fs. 51. está bien" espeeiri- 
cado lo que sé transfería dentro de la zona de aquél y lo 
que qilcdaíia exceptuado de dicha venta. 

Que cu efecto d articulo >" del convenio detalla lo qiu 
se vende, "con las excepciones que establecerá el articulo si- 
guiente". 

Que el articulo 3," dice que quedan exceptuados fie la 
venta los terrenos siguientes, comprendidos en los que de 

signa la letra A del artículo anterior 

4." las seis manzanas que figuran en el plano mencionado con 
los lumbres de llotet y Aravina y con la nota vendido en 
remate, etc. 

Que son precisamente las manzanas < bjeto de ta presen- 
te acción las que llevan la nota "vendido en remat/'. como 
se ve en el plano oficial antes citado de los terrenos fie! Puer- 
to; y sea cual fuere el significado que se le atribuya a dicha 
nota, es lo cierto que esos terrenos quedaron exceptuados de 
la venta. 

Que si |Mir tal causa o pc:r el enunciado final del artículo 
1." y artículo 5." del contrato de cesión o por cualquiera -;tro 
el Gobierno de la Nación tuviese reclamos que formular al 
de la Provincia de Buenos Aires, serian en todo caso ajenos 
al presente juicio, desde que el título de adquisición invocad' 1 
no comprende dichos terrenos. 

Que cualesquiera que fuesen las divergencias suscitada* 
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entre los ¡K-T\m< de ta Nación y el de la Provincia para la 
entrega de ¿ns terrenos vendidos y a proposito de las man- 
zanas (lidias no se ha c.rtnprohadn en antas que la mencio- 
nada provincia hubiese formulado reclamo alguno al respectó 
ni que hubiese desaprobado la operación de entrega que prac- 
ticaron, por lo que no es dable siquier y menos establecer 
qjic la primera los hubiese ocupado abusivamente, con rela- 
ción a la segunda al men tó, y dadas las constancias de fs. 5 
y 6, del expediente administrativo, número 27 11. registrado 
bajo el número ¿.539 de la misma letra, agregado sin acu 
muíarse. 

Que corroboran dicha conclusión los enunciados del ex- 
pediente administrativo letra C. número 147. agregada tam- 
bién sin acumularse, en el que consta (pie en opinión de los 
funcionarios de la provincia los terrenos de la referencia pa- 
saron a ser ocupados por Ja Nación en cuya virtud se ges- 
tionó de ésta su donación con destino a la construcción de 
una Escuela en un lote de la manzana A. (fs. 66). 

Que con arreglo a lo dispuesto por el artículo 2,362 del 
Código Civil. Ja buena fe en la ¡wsesión *e presume siempre, 
salvo prueba en contrario, con las excepciones establecidas 
en el mismo Código, ninguna de las que corresponde al caso 
suh jildice, y en tal condición son improcedentes las conde- 
naciones accesorias solicitadas, desde la fecha en que la Na- 
ción entró en posesión de los terrenos. 

Por lo expuesto se declara que el Gobierno de !a Na- 
ción está obligado a entregar al de la Provincia de Buenos 
,; res, los terrenos materia de la acción entablada, con los 
frutos |»ere¡bidos desde la notificación de la dentonda {ar- 
tículos 2.433 del Código Civil), sin especial condenación en 
costas por no haber prosperado en todas sus jxirtes la acción 
deducida. Notifiqucse y devueltos que sean los expedientes 
administrativos y repuestas los sellos correspondientes, archí- 
administratívos agregados y repuesto* Jos sellos correspon- 
dientes, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Somr, — D. E. Palacío. — 
J. Fkíl'Eroa Alcorta. 
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Don Rodolfo H alterio línntimjton y otros, contra el Gobier- 
no Nocional, por escrituración de tierras, sobre perso. 
fterio del Procurador Fiscal de primera instancia. 

Sumario: Xo procede el recurso extraordinario de] artículo 
J4> ley 48. contra una resolución de tina Cámara Fede- 
ral que desconoce la personería del fiscal de primera ins- 
tancia para actuar ante ella, en representación fie! fisco 
y la atribuye al IVxmrador Fiscal de Cámara. (Se trata 
tic una decisión sobre materia d e simjile procedimiento 
cual m la de personería, ajena a dicho recurso, sin .pie 
la mvocación de las leyes 3.367, 3.052 y 4.055 hiciera proce- 
dente el recurso, dado que la resolución de la causa no 
dependía directa e inmediatamente de la interpretación 
míe se les diera a las mismas). 

Caso: U> explica el siguiente: 

FALIJO DE LA CORTE SUPREMA 

Buen»» Alrci, Octubre 3 de 1916. 

Y vistos: los venidos en apelación extraordinaria de sen- 
tencia de la Cámara Federal de la Capital, seguidos por don 
Carlos G, Parsons en representación de don Rodolfo Wal- 
terio Huntingtoit. y otros contra el Gobierno de la Nación, 
sobre escrituración de tierras. 

Y considerando: 

Que la resolución de la Cámara Federal desconoce la 
personería del Fiscal de primera instancia para actuar ante 
ella, en representación del Fisco, en el juicio de referencia 
y la atribuye al Procurador Fiscal de Cámara. 

Que como lo ha establecido la jurisprudencia de esta 
Corte Suprema. las decisiones sobre personería son materia* 
de simple procedimiento sin recurso para ante ella, porque 
ni constituyen sentencias definitivas en el concepto del ar- 
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ticolo 14 «le ta ley 48 y d." de la ley 4.055. ni afectan el f'>n- 
do de la cansa 1 fallid, t .1110 73, ¡>ágina 280: ionio o*», pá. 
giua 0.3: lo-ro 105. ¡«(fina 183: tomo 1 u. página 91. etc. J. 

íjuc en este caso, distintió #1 que esta Corte ha resuelto, 
en el fallo fie! tomo 1 (8, página 3<jo. no se desconoce el de- 
recho ile la ¡jarte demandada ha intervenir en la cansa en de- 
fensa de sus intereses, sino la extensión fie !.¡s poderes ilc sn 
representante a 1 s Unes de no "alterar el orden en que, con 
arreglo a las leyes vigentes, deben intervenir los pr. curadores 
fiscales durante la secuela del juicio en las diversas instancias '. 

10 íjuc importa una cuestión meramente procesal, extraña al 
presente recurso, 

<Jue si hten se han invocado ¡as leyes .$.367. 3.952, y 
4.05? es de * hservar, une la resolución de la causa no de- 
pende directa e inmediatamente de la interpretación (pie se 
de a las leyes aludida*, porque ello no afecta, coñio queda 
dicho, al fon fio del litigio y tía pede tener influencia legal 
en la decisión definitiva de! mismo. < Falí- s, tomo uj, \m- 
gina jo;, considerandos 3." y 4." y jurisprudencia alli citada». 

Por ello, y ido el seño* ÍV curador General, se declara 

11 i haber lugar al recurso. X lifíuuese original y devuélvanse. 

A, Betún; jo. — N re A ñor G. nrr. 
Snj.xn. _ O. K. Palacio. — 

J. PlC.t'EROA AlCORTA. 

Kn la misirri ficha se dictó idéntica rv solución en jos 
juicios seguidos por don Pedro Sa agio van i y por don Mamcr 
L. I'rcttyman contra el G Weflíi de la Nación. |mr igual 
causa. 



tfsesor tfe menores, etnttnt ht empre^t de! Ferrocarril det 
Oeste, sobre daños y perjuicios 

Sumario: Ui disposición del articulo 10 de la ley 9.(188. sobre 
accidentes del trabajo, p r Ja une deben depositarse en 



DE JUSTICIA DE LA NACIO» 



as 



la "Caja <k> Garantía" las indeumízaeionis que corres- 
p "dan por causa de fallecimiento de la víctima tíuc no 
deja herederos con derechos a las mismas, un es vinl;¡ . 
loria del artículo 17 de la Constitución Nacional, el que no 
prohibe al Congreso dictar leyes .sobre el destino que deba 
darse a los bienes de una sucesión, vacante por falta di- 
herederos, ni su cnmpTiniíeiitc» importa tina confiscación 
de bienes de las que prohibe la Constitución, pites éstas 
son medidas de carácter gtfgqiiái y de mies penales, por 
las que s e desapoticra a un ciudadano de sus bienes. 

Cuso : Lo explica las piezas sigui.-iues: ' 

scnthn'cia mi, siíñok \\vi-¿ i;\ u, eivu, 

V'ísti s estos autos seguidos por el Ministerio de Menores 
contra el Ferrocarril del Oeste* pidiendo se concité a éste al 
pago de la suma de mi: quinientos pesos moneda nacional oen 
motivo: del accidente ocurrido al obrero Manuel González ;ue 
trabajaba ppr euenla y orden del citado ferrocarril, de aeucr- 
tío con el informe adjunto tj Ue establece la ausencia de here- 
deras ríe la víctima, y artículos g 8." o." y to de la ley 9.088. 

Qtté en la audiencia señalada a los fines del juicio ver- 
bal respectivo el Ferrocarril del Oeste opuso la excepción de 
falta de acción en el Ministerio de Incapaces. i*or cuanto la 
víctima deja en el país herederos ,,ii c de acuerdo con el Có- 
digo Civil son alimentarios y tienen derecho al resarcimiento 
dé los fíanos y perjuicios que el accidente pueda haberles oca- 
sionado: y además la iuconstiiiicionalidad dé la disposición con- 
tenida en el articulo 10 inciso a» ley citada, en qne el Asesor 
de Menores funda su derecho a accionar, pues viola las ga- 
rantías de la Constitución consagra en su articula 17. tanto 
más cuanto que la ley no puede obligar a los patrones al sos- 
ten jmiento de una Caja para indemnizar a obreros con los que 
lío ha contratado. A fs. 17. se expidió el señor Asesor de Me- 
nores, pidiendo él rechazo de las excepciones i>or las ennside- 
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raciones de que Iuk 4 c mérito en su dictamen, llamándose autos 
pira definitiva a fs. 

Y considerando: 

Que om respeto a la falta de acción promovida debe ob- 
servarse que i*>r el artículo 16 de la ley 9.688, el ministerio 
de incapaces tiene personería para ejercitar y percibir en su 
respectiva jurisdicción, los valores destinados a ingresar en 
[a Caja de Garantía, y en el caso, los únicos herederos cono- 
cidóS de la victima, son según propia manifestación del de. 
mandado, dos hermános de 30 y 25 años, que por disposición 
expresa de la ley, están excluidos del beneficio eme se acuer- 
da a la familia de La victima I artículo 8.". inciso a), 

(Jue si bien ta existencia de esos herederos puede dar 
lugar a la acción de indemnización, que aetierda el derecho 
comúp desde que aquella ley solo ha modificado o alterado el 
Concepto de la responsabilidad y de culpa dando a tos inte, 
resados la opción entre la acción de indemnización especial 
que cuntiere la misma o la que pudiera eorresponderies s:?gún 
el derecho común i articulo 17). trátase en el caso de una in- 
tervención directa del Ministerio de Incapaces a fin de ejecu- 
tar y percibir ett su respectiva jurisdicción los valores desti- 
nados a ingresar en la Caja de Garantías, ruando no existan 
herederos de la víctima con derecho a la indemnización en 
los términos de los an ¡culos 8," y 14 de la ley (artículo 10). 
lis asi como los artículos 105 y 107 del decreto reglamentario, 
establecen una sección especial denominada "Sección Acci- 
dentada", para recibir los fondos que, invertidas en la adqui- 
sición de titul s de .-rédito de la X ación, abonará a los inte- 
resados las rentas que es:>s títulos produzcan y una oficina que- 
organizará la Cija de Garantías de que habla el artículo 10 
de ta (é¿ lo que demuestra que además del debito que de- 
Iku hacer los patrones a nombre de la víctima o de sus causa- 
habientes, deben depositar en la Caja de Garantías, las indem- 
nizaciones que correspondan por causa del fallecimiento de la 
victima que no deja de hereden* y demás casos comprendi- 
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dos en Ins incisos /\ c y 1. las cuales se destinan a cobrar los 
gastos ele la "sección accidentada" y las indenunzacioiteg que 
se dejaron de alionar ¡ior insolvencia absoluta de los patrones. 

Que el análisis de estas disposiciones pruclia (pie la in- 
tervención del ministerio de incapaces está perí cemente de- 
terminada a nombre del Estado ])ara percibir aquellos fon- 
dos cuando no existan herederos o la familia de la victima en 
los términos del articulo 8." y como en el suh jndtcc. los pre- 
tendidos hermanos de aquélla no forman parte de la familia, 
ni ha ejercitado el derecho de o¡>eión que consagra el artícu- 
lo 17 de la ley debe considerarse justificada la intervención del 
ministerio público de inca|iaccs )»ara proseguir este juicio, 
hasta tant » pueda modificarse la situación jurídica del deman- 
dado a los efectos de la indemnización si aquellos ejercitan 
ese derecho, en el modo y tiempo que le acuerda la ley civil, ya 
que es indudable que el patrón no podría estar sometido a una 
doble responsabilidad l*or el mismo hecho, 

Que admitida la no existencia ele herederos y el derecho 
del ministerio de incapaces, para intervenir en representación 
del Estado, no puede decirse que la disposición lega] invoca- 
da, viola las garantías fundamentales que nuestra Constitu- 
ción consagra en su artículo 17. porque la ley de accidentes 
fiel trabajo, si bien establece paira los patrones la obligación de 
responder por los accidentes ocurridos a sus empleados y obre- 
ros, es una ley de carácter general y social que protege al obre- 
ro en general a fin de hacer efectiva una indemnización que 
no ha podido obtenerse del patrón asegurándola por medio de 
la Caja de Garantías formada con el product j de las indemni- 
zaciones que corresponden a la victima que no deja herederos 
y cubriendo los gastos de la "sección accidentada", estable- 
ciéndose asi una igualdad para tos ijatrones en las cargas que 
el riesgo profesional impone. 

Que por otra parte, la libertad absoluta de contratar que 
ha podido restringirse ]»r la iey de accidentes de trabajo no 
viola el principio consagrado en el artículo 14 de la Constitu- 
ción Nacional, desde que todos los derechos ríe que gozan los 
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habitamos del país, se ejercitan eotif. rnv ;i las leyes que re- 
glamenten mi ejercicio en la forma y «icxíó más adecuada para 
cumplir los altos fines de bienestar y de previsión social, 

Oue jwr lo tanto no existiendo herederos con derecho a 
las indenmi '.aciones que corresponden por causa del fallecí- 
miento ile la victima en los término?; del artículo 8. ni habién- 
dose presentado los qm- por su condición de tal. puedan ejer- 
cer la acción de indemnización que les acuerda el Géwáigo Ci- 
vil, debe entenderse que el listado percibe las sumas respec- 
tivas a falta t Je herederos del obrero fallecido, de acuerdo con 
Tas disposiciones de la ley especial que rige al caso ocurrente. 

t*or estas consideraciones y no estando desconoeid >s los 
hechas en que se funda la demanda, ni el salario y monto dr 
la indemnización reclamados, fallo rechazando las excejxío, 
nes opuestas y coudenaud * al Ferrocarril del Oeste a debi- 
tar dentri de! término de diez días, en la Caja de (■aramia a 
que s v refiere el articulo 10 de la Ley 9.688, la cantidad de 
mil quinientos pesos moneda nacional, cun costas. 

llágase saber; registróse y re] Mingase las fojas. 

Definitivamente asi lo pronuncio y firmo en línen js Ai 
res a ¡3 de Abril de ior8. — Arturo SecbéK — Ante nit: 
Prmiésco Castellano, 

si:\' i i:\cr \ un va cámara siíci xua ni: u-KUWioxks iín ijn 

CÍVWi 

Bueno* Alret, julio 11 de 1*11. 

^ vistos: 

Por -«iis fundamentos y concordantes del dictamen del Se 
ñor Asesor de Menores. . se c; infirma con costas la sentencia 
apelada de fs. ¿8. Devuélvanse repóngase la foja. — Paulino 
Pica. — J. Uelguera. — José M. Z apiola. — Ante mi: Ra- 
fael IK Mantilla. 

DICTAMEN t>ÉI« SlvXOK PHOCUR.UKlK C.líNKKAt. 

Butnoi Aires, A B o»t* 14 de 1916. 

Corte Suprema: 
El recurso traído a Y. F f . por la empresa del Ferrocarril 
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del ©este, en é\ pleito que le ha seguido el Siniisférib tic In- 
capaces, prueba la tenacidad con que los intereses creados al 
amparo ríe leyes defectuosas y anticuadas resfetéf) ¡a aplica- 
ción de los principios más human s t j tic la civilización con- 
temporánea ha introducido en la legislación de las rediciones 
entre patrones y obreros. 

No puede ya negarse la legitimidad del pwfcr riel Estado 
para organizar esas relaciones del modo que estim, 1 más justo 
y e inveniente a! biemstar general, teriiendd CÜ menta ta hece- 
sidad de proteger a los más débiles contra los fuertes. 

Las naciones más respetuosas del derecho y de la libertad 
Inglaterra y bg listados L uidos, han adoptado francamente 
d sistema de la protección legal de los traba j aflores, sin que 
les haya asaltado el temor que el recurrente manifiesta de que- 
brantar la libertad de contratar. 

Xo hay derecho más esencial que el de la vida y eso es lo 
qtte tienen en vista las leyes sobre indemnización de los aeci 
denles del trabajo. L'na larga experiencia ha demostrad q que, 
liara cine las empresas industriales cuiden no solo ds la salud 
de sus traquinas sino de la salud de sus empleados, es necesa- 
rio que tenga interés en evitar los accidentes riel trabajo: y 
ese interés resulta de bligarlas a reparar los daños que el sei- 
vicio industrial cause a los instruiremos humanos que ocupa. 

1.a Suprema Corte de los Kslarbs Unidos lia puesto en 
evidencia esta necesidad de la legislación en las luminosas sen 
leticias en que lia declarado válidas la lev s bre accidente del 
trabajo ferroviario, dictadas por el C ugreso ríe aquel país en 
'le Abril de n>oK. Me refiero especialmente a las sentencias 
recaídas tu los casas Mondón versns New York, New Uvan 
* Martford Railroad: Xorthen Pacific Kailroad Comparte ver- 
sus Babeo k. y otros ( 223 L". S. 1 1224 U. S. fxy 1 . 

La empresa recurrente, aunque con notoria displiciencia. 
acepta Ta validez de la ley Argentina n."y.688 de 1 1 ríe Octu- 
bre de 1915 en cuanto obliga a los patrones a reparar los acci- 
dentes ocurridos a sus ampliados y obreros durante el tiempo 
de la prestación de I s servicios, ya con motivo y en ejercicio 
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dé la ocupación en (|Uc se les empica j«»r caso fortuito o fuer- 
?.a mayor inherente al trabajo. 

Acepta igualmente la obligación ile indemnizar a la Víc- 
tima o en caso (1c muerte de ¿¿la, a sus sucesores. Pero niega 
validez a la disposición riel inciso ai. articulo lo de la ley. que 
manda depositar en la Caja de Garantía las indemnizaciones 
(¡uc corres patrian por causa del fallecimiento de la víctima 
que no deja herederos con derecho a ellas. 

Sostiene la empresa recurrente tpic dicha disposición se 
refiere a un caso en míe no existe daño y autoriza una con- 
fiscación prohibida por el articulo 17 rie la Constitución, sin 
tener los caracteres dé un impuesto, dentro rio la disposición 
de! articulo 4." de la misma. 

Hasta enunciar esta pretensión para que resalte el absur- 
do. — ¿Cónip puede negarse qufi se ha causado un daño cuando 
se lia causado una muerte r Con ese criterio, seria lícito matar 
a t idos los que carezcan de herederos. í¿¿¡ ley que ha previsto 
el argumento, ha ercido (pie no debía dejar en la caja riel ca- 
pitalista el precio rie la vida de su obrero, muerto por aceirien, 
te imputable al patrón, y ha mandado que pase a la Caja rie 
i •aramia, vale decir, que pase a la comunidad social, que a< 
la que hereda de quienes no tienen otro sucesor. — Puede 
llamarse eso confiscación?. Razonablemente no. 

Habria confiscación si el Estado se apropiara sin cansa 
legitima de la fortuna del empresario, en Mdo o en pane; ma- 
no se trata de eso. siu> de hacer efectiva una sanción estable- 
cida jx>r razones de piden público y evitar la inmoralidad de 
que las vidas rie las victimas del trabajo se acumulen a las ga- 
nancias de las empresas. 

I.a hipótesis de que se trat.» de un impuesto es inadmisi- 
ble. La ley de accidentes no se propone establecer impuestos 
cuando establece responsabilidades a cargo de los patrones, y 
no hay j»or consiguiente necesidad de examinar si la indemni- 
zación que la empresa recurrente se niega a pagar tiene ó no 
los requisitos indispensables l>ara. ser uno de los impuestos 
autorizados por el artículo 4" de la Constitución. 
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Por <rstas neones, pido a V. K. se sirva en firmar ia sen- 
tercia apelada en cuanto declara «jiic la disposición legal obje- 
tada rs constitucionalmente válida. 

Mtí Xicútás A/atienso. 

PÁtW m t,A Corte SUPREMA 

Bueno» Aires. Octubre 5 de 1018. 

V vistos, considerando: 

Que el recurso extraordinaria iiiferpiiesto ci nir;i ta sen- 
tencia de fs. 46, pronunciada por la Cámara -V de Apelacio- 
nes en lo Civil de la Capital, es procedente con arreglo a lo 
establecido por el articula 14 ¡neiso 2* de la ley número 4H 
y $.° de la número 4.055 por cnanto se ha puesto en cuestión 
<|ue el articulo to. inciso ai de la ley 0.088 es repugnante a las 
garantías de f a Constitución y el fallo mencionado es contra 
rio al derecho fundad. • en días. Tomos 112, página 32.; ciq 
Iiágina 134; 120 página 170, entre otros. 

ü «te por lo que hace al fondo del asunto, resulta de autos 
íjtie el Defensor de Menores que suscribe el escrito de fs. 2." cu 
tis-, de las atribuciones que le acuerda la ley 0.688. artículos 
15 y |f< se presenta ante el Juzgado de i." Instancia cu lo 
Civil fie la Capital promoviendo el juicio sumario que expresa 
a fin de hacer ingresar a la "Caja de Garantías" el importe de 
la; indemnización que debe abonar la Empresa del Ferroca- 
rril del Oeste edil motivo del accidente sufrido ]>or el obrero 
Manuel González que Irahajalía por cuenta y orden de la ci- 
tada empresa, contra cuya demanda se opusieron las exeep. 
ciones ríe falta de acción en el Ministerio de Minores y la de 
inconstitucional ¡dad de la disposición contenida en el articu- 
lo to, inciso a> de la citada ley en qm- se fundaba el derecho 
ejercitado por considerar la empresa que aquella disposición 
Viola las garantías consagradas p»r la Constitución en su ar- 
tículo 17. 

Qne la s: tución cpie se ha dado a esta cuestión en la sen- 
tencia del juez de la causa, fs, 18. que confirma por sus funda- 
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ÜBiitiK la de la Cámara, fs, n i viola ni t-s repugnante a las 
garantías constituci< males a cjnt- se lia hecho refi renda y que 
¡tifvcn fie liase al recurso extraordinario deducid i. desdé qué 
independien U niente de las diversas disposiciones i|Ue contiene 
la ley mencionada uúmcr ij.tiSS y ipte han sido dictadas para 
t<xl¡i la Nación y son por la tanto de earáeter común y de la 
naturaleza de las previstas en el Código Civil, eo.no quedó es- 
tablead • en la discusión parlan* untaría i Diario de Sesiones, 
tomo ¿. página 551 y se lia declarado poí esta Curte, tomo 
uf\ pagina ^151. la que se refiere a' articulo ID en cuanto 
dispone que deben depositarse en la "Caja de tíarautia" las 
imk iimizaciorcs que correspondan por cansa de falleciniiento 
ilc la víctima que no di- ja hereder s. con defech a las mis- 
ma^, mi puede decirse que inquiría una p ulisoación ni que 
tuga tauqn¡ei el earáeter de un impuesto |ir<>hilmto |>or la 
Constitución, lisos fondos y -.¡tros (pie la ley manda depositar en 
la Caja de Irarantia. son destinados a cubrir los gastos de la 
Sección de Accidentes y a |>agar las indemnizad mes que de- 
jen de abonarse por insolvencia absoluta ele los patrones ju- 
dicialmente declarada, cuino se dispone en tos incisos i." y 2: 
del mismo artículo 10. 

One lo esta Mecido |>ir dicho artícul.» 10 al determinar el 
destino que delKí darse a las indemnización; s míe eorresp* 11- 
den pagarse por causa del fallecimiento de las victimas que no 
dejan herederos, no importa un ilcspoj \ ni es violaurio <leJ 
articulo 17 de la Constitución, desde que partiendo de la 
base del daño causado dis|M>ne que la indemnización que le 
hubiese correspondido al obrero muert > pase a formar parte 
de un tesoro común con el que deben cubrirse los gastos de 
la Sección de Accidentes y legarse Ib que haya dejado 
de alionarse por insolvencia absoluta de bs patrones judicial- 
mente declarada. 

Qtte por otra parte, procede observar que el articulo 17 
de la Constitución no ha prohibido dictar leyes sobre el desti- 
no que deba dar-e a los bienes de una sucesión vacante por 
talla de herederos y que el Congreso en uso de las atribuci mes 
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y facúlteles qut¡ le han sido acordadas ha establecido qué ;| 
falta de ]qs que tengan derecho a heredar los lijen» del falle 
culo sin dejar sucesión, sean raices <, muebles. <jiie sl- éncuen- 
tren en el territorio de la República, ya sea extranjero .» ciu- 
dadano argentino, corresponden al fisco provincial o nacional, 
y que los derechos y obligaciones del listado en general o de 
los listados en particular, serán lo* minios que los de los he- 
redera. Artículos 3.588 y 3,580. Código Civil. 

Que si el derecho y la i nden imación del daño causado 
por un accidente del trabajo jwrtenecc al obrero que lo ha su- 
frido y [jor el fallecimiento de éste a sus heredero*, corno se 
reconoce por la empresa demandada, no puede desconocerse 
que a falta de herederos pueda el fisco a título de dominio 
«Mínente que ejerce sobre todas las cosas qu e 110 tienen diie 
ño, di*i*>ner ,1c !a indemnización del obrero fallecido y des. 
linaria a los objetos que estime conveniente como lo dispo^ 
líe el artículo en cuestión y como se ha hecho en otros casos 
por leyes eriales como la de Educación común de la Capi- 
tal y la de la provincia de Buenos Aires por las que se entregan 
los bienes de las sucesiones vacantes al fonient;> de las es^ 
citólas. 

Que es también evidente míe las disposiciones fie la ci- 
tada ley que han sido observadas, y su cumj>l i miento. 110 im- 
portan una confiscación de bienes, pues como se ha declarado 
por esta Corte. las confiscaciones prohibidas i*>r la Constit li- 
ción, son medidas de carácter personal y de fines penales por 
las que se desapodera a un ciudadano de sus bienes ; es la con 
fiscación del Código Penal y en el sentido amplio dol artícu- 
lo 17 el apoderamiento de los bienes de otro, sin sentencia 
fundada cu ley o por medio de requisiciones militares, lo 
que no ocurre en el presente caso, desde que sólo se trata de 
hacer efectivas las resj*msabil¡dadcs contraídas jior la empre- 
sa con respes u, a la indemnización que adeuda por el acciden- 
te sufrido por uño de sus obreros. Falbs. tomo 105. págini 
50; tomo 115. página 111. 

Que la ley de que se trata no constituye tampoco en la 
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acepción técnica, lo que se conoce ooitip una ley fiscal de im- 
puestos, atentas las causas que le han dado origen y los fines 
inmediatos que persigue, pues ño ha sido dictada para pro- 
porcionar al fisco medios de vida o para atender exigencia* 
ordinarias fie la administración, sino con los propósitos indi- 
cados, de b que se sigue que la indemnización cuyo IKigu se 
pille m> puede afirmarse míe tenga los requisitos necesarios 
para ser considerada como uno de los impuestos a que se re- 
fiere el artíclo 4" de la Constitución. 

Cor etlo y st>s fundamentos y de conformidad am lo ex- 
puesto y pedido p»r el señor Procurador («eneral se confirma 
Ja sentencia apelada en la parte que ha sido materia del re 
curso. Notifiquese original debiendo reponerse las fs. ante 
el Juzgad 1 de origen, 

A. 1íi:rmi:.io. — Xi canos G. del 
Solar. — D. K. I'.\ LACIO. 
— J. FmuEROA Al.CuRT.V 



Mimiapaiidad de ¡'Ícente López contra el Ferrocarril Cenfral 
. i rifen tino, por cobro de f>t\tos: sohre incompetencia d, 
jurisdicción y falsedad e inhabilidad de título. 

Sitnturi,,: Ka competencia de la justicia federal por razón 
de la materia depende del hecho que motiva el pleito y 
no de las leyes que se inv ¡quen por las partes, y asi, rio 
corresponde a ella sino a la local las causas seguidas p-»r 
cobro de servicios de alumbrado y barrido prestados por 
los municipios dentro de sus respectivas jurisdicciones y 
regidos por sus ordenanzas; sin que baste ¡a objeción de 
inconstitucionalidad de esas ordenanzas o su oposición a 
leyes nacionales para privar a los tribunales de provincia 
de la jurisdicción que les eoni|JCtc |>ara conocer en causas 
regidas por disposici-mes propias locales: por lo (pie la 
justicia nacional es incompetente tpara conocer de las 
cuestiones sobre cobro de impuestos locales, mientras n>> 
se paguen y formulen después, las acciones de repetición 
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que fueren procedentes. Esta doctrina no es menos a pe- 
cable cuando -e trata dd cobro de servicios o impuesta 
municipales, pues estas instituciones no son más que de- 
legaciones de los misinos poderes provinciales- eireuns- 
criptas a fines y limites administrativos qite la Q nstitu- 
ción lia previsto con\ , entidades del régimen provincial 5 
subordinadas a su propia legislación. 
Caso: Lo explican fas piezas siguientes: 

SENTENCIA mil. jugz EN LO CIVIL v COHKKCJ Al, 

La Plil», Mayo :'4 d« 

Vista esta ejecución y considerando: 

Que el título de esta ejecución está constituido en la pla- 
nilla de fs. i y 2, sellada y suscripta por las autoridades niu- 
nici|KiIes de Vicente López, según las cuales está en un todo 
de acuerdo con las constancias de los libros respectivos y las 
ordenanzas vigentes en les términos correspondientes. 

Citada de remate la empresa demandada Opone dos ex- 
cepciones: 1." la de incompetencia de jurisdicción y, 2." In de 
falsedad c inhabilidad ríe titulo. En cuanto a la primera cree 
qiie corresponde en razón de la materia y en razón ele las 
personas. Ni las dts|)osicicmes invocadas ]>or la demandada 
a ese respeto (ver escrito de fs. 20). ni ninguna otra esta- 
bleccn la com ictericia de la justicia Kederal pur razón de la 
materia, [mes el caso 110 está regido exclusivamente prr la ley 
Mitre, la que por otra ¡jarte no contiene dis|>osición alguna 
sobre la competencia Federal a que se alude, y el hecho de 
que la empresa se crea no obligada al ¡rngo que se le cobra en 
virtud de las disj>osiciones de dicha ley no !«ista para fundar 
la incompetencia que se alega pues ello sólo puede dar lugar 
al recurso extraordinario ante "la Corte Suprema de la Nación 
con arreglo a lo dispuesta en la ley de la Nación número 48, 
artículo 2.". inciso i. a ; la distinta vecindad de las partes tam- 
poco existe pues las contribuciones se cobran donde el servi- 
cio se ha prestado, y a este efecto una empresa de ferroca. 
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r riles tiene tantos domicilios cuantos sean los lugares en qiie 
reciba servicios municipales. Ku este sentido hay jurispru- 
dencia abundante de todos los tribunales federales de la repú- 
blica y de la misma Corte Suprema. Kn cuanto a la segunda, 
la jurisprudencia circunscribe la excepción de inhabilidad de 
titulo al examen de tas formas externas <le! instrumento ettan- 
do el (lemlor lia participado en su formación, pero admite, 
en cas ? contrario, toda discusión sobre la causa originaria de 
la obligación y en el presente caso es procedente entrar al 
examen fie bis libros municipales; ponpie eti ellos ninguna par- 
ticipación ha tenido el deudor, La empresa demandada dice que 
para que las cuentas presentadas tengan el carácter de instru- 
mento público que te da el artículo 979, inciso 5" del Código 
Civil deben estar de acuerdo con las disposiciones administra, 
ti vas de la provincia. No cabe duda, las cuentas presentadas 
sacadas de los libros fiscales respetivos son instrumentos pú- 
blicos según el articulo citado del Código Civil, y que esta 
clase de instrumentos trae aparejada ejecución según el ar- 
ticulo 47S del Código de Procedimientos. Los dos peritos de- 
signados uno ¡x>r cada parte para examinar los libr .-s. se expi- 
den afirmando que están rubricados con arreglo a lo dispuesto 
en ol reglamento de contabilidad y que en ellos figuran las 
partidas asentadas en las cuentas de fs, 1 y 2, como también 
que la empresa demandada figura en los libros de contribu 
y entes. Ahora bien para registrar los nombres de jbs contri- 
buyentes la ley no determina forma alguna especial de modo 
tpte ya estén llevados i*rr orden alfabético o por orden de sec- 
ciones es lo mismo. Prohado que los libros han sido llevados 
en forma y que las cuentas presentadas han sido extraídas de 
dichos libros, veamos si las multas han sido liquidadas con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo u> tetra A de las ordenan 
zas de mi 5 y i¿jt<». que imponte una multa de 25 ojo sr'irc el 
impuesto correspondiente al primer raes adeudado y oír;; de 
50 oí o respecto de los meses subsiguientes. Siendo así a 
cada una de las primeras cuotas de impuestos mensuales adeu- 
dadas le o rresp nde una multa <det 25 o ! o y a las demás una 
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mulla del 50 afo, E^ego la liquidación del impuesto ni las 
planillas de fs. 1 y tío es la que corresponde según las or- 
denanzas y por lo tanto las multas deben ser liquidadas $eg& 
lo que quede expuesto, liquidación que practicará el actuar!.). * 
Ahora, en cuanto a la interpretación qu e la empresa da a I 
tiwmm en el articulo y de la ley 5.3.5. ¡a exoneración cor. 
que la le) ampara a las empresas que .se ac giemn a los be- 
neficios de dicha ley alcanza solamente a los impuestos que son 
una medida general y dehm ser pagados por Mi s y no a los 
servicios que es una exigencia míe solamente se tiene para 
aquellos que se beneficiaron con las obras realizadas, Kste 
concepto es el de la ley. pues de "los antecedentes de la dis- 
eución en ¡a Cámara de Diputados asi se desprende. Interro- 
gado el miembro informante de la Cámara respectiva. sobre 
si la exoneración qu e establece la ley se refería a todos los im- 
puestos generales o si debía entenderse también a los servi- 
cios públicos como salubridad afirmado, aguas corrientes etc., 
contestó e! tV etor Cades que lo que se había consignado en 
ese artículo eran los impuesto-, de la C< institución, aquellos 
que tenían que ser pagados por t alos y también por Jos fe- 
rrocarriles, sino fueran exonerados por la ley. De irv:do pues 
que la Kmpresa del Ferrocarril Centra] Argentino, iu puede en 
manera alguna decirse exonerada del |>ag> de los servicios de 
alumbrado y limpieza puesto que éstos no son impuestos. 

Falto por lo expuesto, y disposiciones legales ya citadas 
rechazando las excepciones opuestas y ordenando se lleve 
adelante esta ejecución hasta hacerse integro pago al actor de 
la suma reclamada salvo en io que respecta a las multas sobre 
las cuotas de impuestos que corres] k>ii den liquidarlas en la 
forma dicha o sea sobre la primer mensualidad de impuesto 
adeudada una multa del 25 o|o y una del 50 o¡o sobre las res- 
tantes mensualidades ; con costas a cuyo efecto regulo a don 
León J, Pagés la suma de trescientos pesos y al doctor Julio 
}\ Arambúrít la suma de seiscientos pesos todo moneda na- 
cieS&L kLpong.i las fs. la parte vencida. (Articti'-. ;j del Có- 
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digo de Procedimientos) .— ; Aibcrto Marcó del Ajh/,— Ante 
mi : Jmn C. Ih-lheyt\ 

Afielada esta sentencia para ante la Cámara i." de A¡e- 
ladones de Ka líala, fué continuada en indos sus partes, con 
exección de la t|Ué se refiere a la liquidación correspondiente 
al año 1916, fieclia con el recargo del 50 ojo, ordenando que 
fuera solamente con el 25 ojo;. 

DICTAMEN" DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Burnoc Aiiei, Miyo 20 de 1918 

Curte Suprema: 

1.a Empresa dél F. C. Central Argentino apela de la sen- 
tencia de ta Cámara i." de Apelación de La i 'tata, en cuanto 
deniega et fuero federal para el cobro fie impuestos establecí- 
dos por la Municipalidad de Vicente l<ópcz. 

En diferentes rasiones, ha resuelto V. li. esta cuestióri 
declarando <jue es inluTcnle a ta antononiia de tas provincias 
el piKlcr de percibir impuestos sin intervención del tiol tierno 
Nacional. Me basta citar la sentencia de 4 ele Julio de 1911, 
recaída en una causa en que la misma Empresa recurrente 
fue parte demandada por la Municipalidad de Córdoba í fa- 
llas, tomo 114. página 298) . 

Si ta sentencia definitiva dictada por los tribunales loca- 
les f'iera c« miraría a la Constitución y leyes de la Nación, el 
o»: ti i! ¡invine tendría siempre el recurso de acudir ante V. tv 
en las condiciones del artículn 14 de la ley 48. 

Fin cuanto a ta distinta vecindad que invoca la Km presa 
del 1\ C. C. Argentino diciéndose domiciliada fuera fie la pro- 
vincia de I Sueños Aires, es de observar que, dados los ténni- 
n s de los artículos tj y 11 de la ley 48, las sociedades anó- 
nimas qtte hacen negados cu una provincia se reputan veci- 
nas de las misma para los efectos de ta jurisdicción y de las 
obligaciones contraidas en ella. Y en este caso, la Empresa 
recurrente es una compañía anónima que tiene estaciones de 
ferrocarril y hace el negocio di.* transantes en la provincia 
de 1 Sueños Aires, 



dz Tocia de la nación io¡, 

P r ! " ^ m °- M"n" cjíw esta Wéli dtrtarada fo c inpele¡- 
cia ik jo* ,t,^ ts provínemlfó para conocer de este juicio v pido 
a \. ív « girvn o.uftriiKir la sentencia en este pumo,. 

FÁ]t*0 I.A CORTE ÍL'l'tóJIMA 

Buenos Aires. Oclubrc 5 de 19 8. 

Vistos y c msitíeraitfto : 

Que el recurso extraordinario del ineis , .v artículo t. t de 
la r-. tía sido iim-rpu^t.. y concedido, «por haberse jn. 
vocailo el fuer., federal por razón de las personas v por faafiii 
|e la materia. Italriémto siílo la decisión limd ¿rí -contra ,le! 
dercrli... ruvuead.i i fs. ijj > . 

Que (jara fundar la jurisdicción federal aépecíp a ío pri- 
mero se |, a dích^ que el caso está íegido |».r las <fi^icfon^ 
«le .a ley ftofe y Jó segundo, • ■ sea. por razón de las pea- 
nas en virtud de las ,|ist¡ma vecindad de jas parles. la Uu„¡ 
cmshdad dé Vicente I.Ñpe/. vecina de S pr -vinera de Rucios 
Aire*, y el kermearril Central Xr^eniino vecino de la Capi- 
tal de la República ( fs. 20 ). 

L>nt- ni el caso sc trata del cohro ejecutivo seguido por 
la Mnmeipalidad del Partid" .le Vicente f/.pez. del importe 
de impura a den fiarlos por servicios municipales contra la 
empresa del F C. C. Argentino fundada en las ordenanza, lo- 
ca ks respectivas. 

Que ainimie la demandada aduzca di^sietoires de leves na- 
cionales para oponerse al [fcijgO, es de observar mié la conipe* 
teit¡E¡á por mén .le la materia depende del hecho v no de las 
leyes que se invoquen por las jrarlo. , hal].,,. to,íio 10^. p;V 
gica J3| : fcottio tlO, págÍTta ?|i>>. y el hecho es Ja presiacic'n 
-k servid - de aítimlirádo y fcnttáp por parte del municipio 
den in. de sn respectiva jtirisdieeióii y tt¡0o$ i*.r sus or- 
denanrt.- sin míe liarte la objeción de ino.nrtiímTmaüdad 
de e^s ordenanzas o m posición a leyes nacionales para pri- 
*ar a los tribunales de provecía de la ii]ri-..lteci ( '.t que le. 



digo de PnocedimientDS ) . —Aibcrto Marcó del Pont.— Ante 
mi: Jusn C. Dríktyf. 

Apelada cita sentencia pon ante la Cámara i.* de Ab- 
laciones de La Plata, fué confirmada en todos sus partes, con 
excepción de la que se refiere a Ja liquidación correspondiente 
al ano 1916, hecha con d recargo dd 50 ojo, ordenando que 
fuera solamente con ei 35 ojo. 

DICTAIIKN DEL SEKO» FftOCUftADOI G*NHAL 

t átm, tUf M 4t ISIS 

Corte Suprema: 

La- Empresa del F. C. Central Argentino apela de la sen. 
tencia de la Cámara 1." de Apelación de La Plata, en cuanto 
deniega el fuero federal para el cobro de impuestos establea- 
dos por Ja Municipalidad de Vicente López. 

En diferentes ocasiones, ha resuelto V. E. esta cuestión 
declarando que es inherente a la autonomía de las provincias 
el poder de percibir impuestos sin intervención dd Gobierno 
Nacional. Me basta citar la sentencia de 4 de Julio de 1911, 
recaída en una causa en que la misma Empresa recurrente 
fué parte demandada por Ja Municipalidad de Córdoba (fa- 
llos, tomo 114, página 398). 

Si la sentencia definitiva dictada por los tribunales loca- 
tes fuera contraria a la Constitución y leyes de la Nación, el 
contribuyente tendría sietttpre e! recurso de acudir ante V. E. 
en las condiciones del articulo 14 de la ley 48. 

En cuanto a la distinta vecindad qué invoca la Empresa 
del F. C. C. Argentino diciéndose domiciliada fuera de la pro- 
vincia de Buenos Aires, es de observar que, dados los térmi- 
nos de los artículos 9 y 11 de 4a ley 48, das sociedades anó- 
nimas que hacen negocios en una provincia se reputan veci- 
na» de las misma para los efectos de la jurisdicción y de tas 
obligaciones contraidas en ella. Y en este caso, la Empresa 
recurrente es una compañía anónima que tiene estaciones de 
ferrocarril y hace el negocio de transportes en la provincia 
de Buenos Aires. 
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decir, míe si el fuero federal de privilegio no obsta a la per. 
cepoii de los imtn|estOS i>or intermedio de las autoridades In- 
cides. tani|xic<> puede opuiierse a la competencia de éstos el 
f«ero del domicilio u otros, (Faílós, tomo 114, página 2H2,. 

One esta d.nrTrdina no es menos aplicable en cí presenté 
caso por tratarse del cobro de servicios o impuestos «uiiiicl- 
jales, jiues esas instituciones no son más que delegaciones de 
los mismos ]M >.|eres provinciales, eimmeriptas a fines y fimi. 
tes administrativos, que la Constitución ha previsto como «i- 
tidades del régimen provincial y sujeta a su propia legisla, 
cion (articulo 5 ,-> j>or lo cual ejercen también facultades im- 
pottvas limitadas y coexlensivas en la parte de poder <|ue para 
este objeto le acuerdan las constituciones v leves provinciales. 

I or ello, de conformidad con lo pedido |>or el señor Pro- 
curador (kmeral v fundamenta concordantes de la sentencia 
de, fs. Sí. se confirma ésta en la iwrte que ha sido materia 

, r - t ; a,rS °' Xítt,fit l"ese e n v ] original y repuesto el panel 
devuélvase. 1 

A. Hkkmkjo. — Nicanor C. wx 
Solar. — d. E. Palacio; — 

J. I* K'.rKKOA A I.CORTA. 



fisto mdml «mira Antonia A'inv de Biantr, por rdvin. 

dicación 

Sumario: I, a posesión treintenaria reviste earáetef tan p r j_ 
vdegiado. debe «probare de ma-iera insospecha- 
ble ; y asi. con arreglo a la sana critica, es insuficiente. |x>r 
resultar sospechoso, el testimonio <| e dos testigos, el uno 
de cuarenta y un años fie edad y el otro de cincuenta, 
que deponen. favorablemente, respecto a una |>oscsióii de 
cuarenta años; testimonio que no se puede abonar con 
j»tro qué no alcanza en tiempo al hecho que se quiere jus- 
tificar. Xo es bastante para tener por acre- litado el ex- 
tremo de la jíosesióu de una cosa por determinada perso- 
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na. cotí ánimo de dueño, qtie los testig-'s digan fjné sa- 
ben y los consta la verdad de ello» si no e.vpresan ramo 
lo saben y el fndaniento cíe su afirmación. 

2. '* Una mensura administrativamente aprobada, sin 
observación alguna de parte del reivindicante, ijuc no ri- 
gnraha entre los pobla dures de tos terrenos í|ite se pre- 
tende reivindicar, si l»ien puede estimarse ¡|iic n i < insti- 
tuye n u act » interruptivo de prescripción, demuestra r ;t- 
ñcienleiiu'nte que el Gobierno conservaba la posesión y 
propiedad de éstos^ en la época que fué practicada. 

3. " Acreditados los extremos del artículo ¿ 75^ de! 
Código Civil. corre*| junde liacer lugar a la acción rei- 
vindica tnria. 

4. " Desconocido el carácter de poseedor de buena fe 
del demandado, éste sólo puede pretender los gasto* ne- 
cesarios hechos en la cosa y no respecto a las mejoras 
útiles ([iu- ha va 11 aumentado su valor. Artículo 2440. Có 
digo Hvtl. 

Caso: ho explican las piezas siguieiiles: 

SENTENCIA OtX SBSdU JL'KK F "ni'.KAl. 

La Ptiti, Noviembre 12 de 1915. 

Y vistas: líste juicio seguido por el Fisco Nacional con- 
tra Antonia Nievo de Blanco \ or reivindicación de una frac- 
ción de tierra situada en la "isla Santiago" lindando con Juan 
Dutwi, Kvario Crova. Miguel Cametti y Río de la Plata, del 
que resulta: 

I." Que el o de Junio de ion. el procurad. fiscal de 
esta sección se presentó fundando su acción en los SÍgtÉíetiteS 
bechos y consideraciones: u) Decreto del P. K. N. de 12 de 
Abril de 19H ordenando la iniciación del juicio: .'u fW>iHÍnio 
privado y eminente que ha ejercido el Gobierno provincial dt 
Buenos Aires, realizando actos ite propietario, tales com > e! de 
haber hecho mensurar en 1892 las tierras de la isla y citación 
posterior de los ocupantes para que se presentaran a: te >a 
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oficina de Tierras a solicitar en arrendamiento sus re4ptícfi- 
vns lotes, baj., a|>ercibmuento de desalojo, siendo de n >tar que 
la demandada no figura corno ocupante en la mensura anteá 
referida, ni como protestante di- ambas *>|«ci\.t;ir> guljcrna- 
tívas, lf ue importan interrumpir la prescripción; c) Uy de 
Enero n de 1867 mecíante la cual la legislatura provincial 
declaro mcnajcnables los terrenos de la isla, en cuyo cas;, no 
eran suscept ibles de prescripción; d) Ley núme- 
ro 4*436 y provincial de Octubre 4 de HJ04 aprobando la vén, 
ta hecha por la provincia de Buenos Aires al Gobierno Na- 
cional del llu-n.. de la Plata, del qué formina parte inte- 
grante aquella, habiendo stableeid , en el contrato "que e' 
hecho de la cesión del Puerto no suponía él reconocimiento 
como de propiedad privada de los terren >s existentes en ri¿ 
der de los particulares, sin titulo legal v. por e! c ntrarin | a 
provincia transfería a la Nación iodos los privilegios, dere- 
chos y acciones para hacerlos valer en .jportnnidad ; e) Qtte 
os, pues, en virtud de tales antecedentes que deduce la acción. 

-i." Que acreditado el fuero y corrido traslada lo con- 
tera a fs, 31 don j sé D. Hernández con poder de Antonia 
Ntceo de liianco y Angela Hernández, cesionaria de una par- 
te del terreno. Pide el rechazo de la demanda fundad,, en 
que: a) la .provincia de Buenos Aires h ; , ejercido dominio 
>"í»re la "isla Santiago" en los términos del Códign Civil; 
b.) que la mensura a í|ué se hace referencia, de haberse prac- 
ticado, no constituye un acto posesorio conforme a lo dis 
puesto |>or el articulo 2.^4 deí Código citado, y menos aún. 
*i se tiene en cuenta que la operación se llevó a cal» si» 
citación de linderos: c) que la ley provincial de 1867 no pue- 
de tener un alcance ta] que haga letra muerta de las dispo- 
siciones ríe aquel Código que establecen q,,e la prescripción 
corre contra la Nación, las Provincias y las Municipalida- 
des; di que la misma provincia ha enajenado en diversas 
op -rtuitidades parte de las tierras comprendidas en la prohi- 
bición de la ley 1867 y J a Suprema C,rte Federal hn decla- 
rado válidos .!,* títulos qtte tomaban origen en esas ventas; 
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el que la prescripción se lia operado y es prueba concluyeme 
de ello los plantíos existentes, hechos por los pobladores, hace 
más de treinta años; f I que fiel hecho de haberse exigido al 
tiobierno provincial en 1004 que respondiera de la evicción 
(contrato de venta dél Puerto i t\e\te seguirse que se reco- 
nocía tácitamente derechos legitimo* di- terceros que la Na- 
ción se vería forzada íi reconocer: gt que la Nación nunca 
ha tomado posesión de la tierra que se quiere reivindicar, no 
pudiendo tenerse como demostración ríe lo contrario la dili- 
gencia formularia de que instruye el documento número 111 . 
h i que la Provincia |»erdió el dominio de la Isla o no lo 
tuvo nunca, mejor dicho, pues la Corona de Ks|>aña hizo, de 
ella Merced en 1618; i) que acompaña un título que acre- 
dita la posesión treintenaria en cuya virtud debe darse por 
Operada la prcscrq>ción adquisitiva de acuerdo con el nrticn- 
1 » 4.015 del Código Civil. 

3;* Que abierta la causa a prueba > L produjo la certi- 
ficada a fs. 184. 

Y considerando: 

1." Que no obstante su condición actual de isla, a la 
aue se lia llegado artificial me me. por la o instrucción del Puer- 
to Ht La Plata, la "Isla Santiago", evidentemente, es una 
pr rpiedad privada del Ivstado. que nunca ha salido de su 
dominio pues los documentos de ís. 132 y 134 no alcanzan 
a probar de tina manera categórica que las "mercedes" que 
en ellos se mencionan se refieran a la tierra en cuestión, tras, 
milida en plena propiedad. |>or virtud de tas respectivas le- 
ves de 1904, al Gobierno de la Nación, perfecto titular, asi. 
de un derecho indiscutible sobre ellas; 

_V Que siendo ello así, la cuestión primordial a rcsol- 
vlT es la relativa a la prescripción que invoca la demandada: 

3* Que a este resjtecto corresponde dejar estabekido 
ante lodo, que una ley provincial, como es la de ti de Enero 
de 1867, puede, en orden a lo que dispone el artículo 2.337 
del Código Civil, declarar inena jenable un "bien" detenni- 
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natío, lo que hg importa decir que la mencionada ley tuviera 
ese propósito, desde que de sus términos resulta evidente que 
los terrenos de la "Isla Santiago" ik> fueron puestos fuera 
(?el comercio sino simplemente reservadas para ser vendidos 
en otra oportunidad o darles otro destino. 

4*" Q»e conforme a lo que reza el título presentado 
por la actora. fs. 87. su esposo Esteban Rúnico compró en 
«H89 las acciones y derechos que sobre el inmueble s ib lite 
tenía Esteban K amallo, en mérito de una información pro- 
ducida ante el Juez de Paz de la Ensenarla y también |wr 
compra que de otra parte dé aquél hizo en 7 de Agosto de 1889, 
diligencia aquélla y operación ésta cuyos d aumentos compro- 
bantes pasaron a poder de Bianeo, no habiendo sido presen- 
tados al juicio, sin embargo, por ía actora: lo que habría 
sido, talvez. provechosa ¡>ara su derecho, apenas se hubiera 
derrostrado, por aquellos documentos que Esteban Kamallo 
"«ra señor de la cosa", dueño <lel ¡nnnieble que adquirió «¡an- 
co. Xo resulta. t n verdad, abonada la buena fe de la actora 
por el título agregado, viciado, indudablemente, en s- forma, 
por no reunir los requisitos exigidos por el articulo 4.010 del 
Código Civil, en cuyo caso 110 es snriciente el transcurso solo 
de diez años en la posesión continua del inmueble, sino que 
tila del* si*r de treinta para surtir los efectos a que se se 
refiere el artículo 4.015 del mismo. Desde 1889 hasta 1911, 
en que se deduje la demanda, sólo lian transcurrido veinti- 
dós años; 110 siendo el caso de agregar a ellos los años de 
posesión que invoca Ramallo ( desde 1877 ) en la escritura de 
fs. 87. anteriores a 1889. desde que. como antes.se dice, no 
hay de ello otra prueba que la simple referencia que hace el 
vendedor en la oportunidad mencionada. 

$" <Jue la prueba testimonial rendida no tiene eficacia 
l»ara demostrar la |xistsiórt <L» treinta años, pues de los cinco 
testigos que de^nen, Parissi Cédola (fs, no) y Sandalio 
MahLnado (fs. im. refieren sus dichos sólo a veintitrés años 
de posesión; Nicodemus Kucitti. a veintinueve y Luis Fane- 
cci y Oestes Guiri f fs, 107 y ioy| que aseguran a favor de 
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la adora una posesión de cuarenta años, no pueden ser óvi- 
dos sino que. j*>r el contrario, resultan sospechosas sus nía- 
.¡testaciones, apenas se tenga en cuenta que Faneeci tiene 
solo cuarenta y un aña* y cincuenta Gtiffi. en ctjyd caso re- 
sulta impasible at ''rimero y muy difícil al segundo poder 
declarar acerca de. hechos ocurridos cuarentas años atrás. 

Las consideraciones anteriores conducen necesariamente 
a aceptar como heeh >s indudables: ai que la Nación como 
ce^ionaria del gobierno provincial de Buenos Aires tiene el 
dominio sobre las tierras ele la "Isla Santiago"; b) que doña 
Antonia Xieeo de Bianco no tiene titulo para pr-scribir con 
diez años; ct que no se lia probado la |»oscsión treinU'uaria 
por rila y sus legítimos antecesores, dentro de ese p'azo le- 
gal, en cuyo caso la acción deducida p »r el fisco nacional e^ 
procedente, de acuerdo con el artículo 2.758 del Código Ci- 
vil y demás disposiciones legales citadas en el curso de la 
sentencia. 

Por ello y definitivamente juagando fallo; condenando a 
la demandada Antonia Nki'.r» de Bianco a la entrega del in- 
mueble a que se refieren estas actuaciones dentro de diez días 
<le ejecutoriada la presente, con sus frutos desde el dia de 
la demanda, previo pago de las mejoras introducidas, ¡cuyo 
valor será nuevamente determinado i*>r peritos, en atención 
a que las estimaciones hechas a fs. 137 y 175. datan de 
tres años atrás y reflejan, seguramente, el valor de aque- 
llas en la actualidad. Los costas se abonarán en el orden 
causado por haber tenido la demandada razón probable par;i 
litigar. Notífíquese con el original y repuesto el sellado ar- 
chívese en su oportunidad. — C. ¿mafia. 

SKXTIÍN'CIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES 

U PUU, DiCitMbrt lí de 1916 

Y vistos, c nsiderando: 
f)ue el (iobiemo de la Xación. 'como sucesor legal del 
d minio y posesión, y de los derechos de dominio y poseifón 
que tenia el de la Provincia sobre la "Isla Santiago..." i vea- 
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se fs. demanda», ejercita en est:>s autos h acción de rei- 
vindicación para recuperar «na fracción de dicha isla eme 
posee la demandada . 

c! argumento traído ix>r esta parte de míe las tie- 
rras de la Isla o Monte Santiago pertenecían a particulares 
con anterioridad a la independencia de la Nación, no resulta 
probado: pues no hay antecedentes suficientemente autoriza- 
dos que permita» establecer en forma indubitable que esas 
tierras hayan salido del díwinio del listatb en virtud «je 
.Mercedes reales q„c se invocan; lo que debe concep- 
tuarse que las tierras de este juicio no han reconocido otro 
tltteñó originario qu e el Kstado de íluenos Aires, artículos 
¿.342, inciso 1." del Código Civil. 

Que debe asimismo establecerse que en la cesión del 
l'ncrto de U Mata. qu c este listado hizo a la Nación, no 
transmitió a este el pleno dominio de las tierras ocupadas por 
peladores alté alegaban derechos sobre ellas. Étí efecto en 
la enumeración que hace el artícub segundo del convenio de 
2tj fie Agosto de 1909. concluido entre el gobíerun de la Pro- 
vincia ilc Buenos Aires y él represen tan le de la Nación, rati- 
ffcad* luego por leyes nacional y provincial, dictadas en el 
mjstii , d,a 4 de Octubre del inisiuo año. se lee la siguiente 

clausula: "Quedan comprendidas en la venta el 

los terrenos q«e en el mismo plano figuran bajo la denomi- 
nación de terrenos fiscales, comprendidos en la isla y Monte, 
¡jantiago. superficie aproximada de ( 13.000.000 met'ros cu*, 
dradost, trece millones de metros cuadrados. si» perjuicio de 
Unimos derechos de /críW ; lo que equivale a reconocer 
que la provincia no conservaba Ja posesión ele esas tierras 
poseídas por terceros, y que ta transferencia de los derechos 
de «bmim» que ella tenía sobre tales tierras, era salvando 
los derechos legítimos que los ocupantes acreditaran, Fué 
I«>r eso que la lev nacional de 4 'le Octubre, al aceptar la 
cestón y aclarando el concepto del convenio estableció- *%\ 
hecho de la cesión del puerto no supone el reconocimiento 
como de propiedad privada de los terrenos c instalaciones 
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existentes en poder de particulares sin titulo legal y i»r el 
contrario la Provincia transfería a la Nación tridos sus pri- 
vilegios, derechos y acciones para hacerlos valer en la ojior 
lunidad. forma y modo <jne creyese conveniente*, artículo 
l? in /í"''- En áiitt» lwy prueba más que suficiente de que !->> 
terrenos de autos estaban, a la época de la referida cesión, 
en poder de la ¡>arte demandada n sus antecesores; luego no 
ha podido la provincia hacer tradición ele ellos a la Nación, 
la que resulta así no haber tenido nunca el dominio. 

Que, ello no obstante, si ki Nación no tiene tú acción 
de reivindicación por el propio dominii tic la cosa, ejerce 
en autos fes derechos que competían a la "Provincia, según 
la condición explícita con que aceptó la cesión ¡ y así lo ex- 
presa claramente la demanda, según se consigna en el con 
siderando primero de esta sentencia. 

Que. corno lo establece la sentencia ap ida. los bienes 
de autos son prescriptibles ; pues las leyes provinciales invo- 
cadas ]x>r el ministerio fiscal j>ara sostener lo contrario, se 
limitaban a reservar su venta i*ara nttjor opottiinidad. sin 
que contengan declaración alguna que los excluyera del co- 
mercio. 

Que aunque la prueba instrumental presentada i»r la 
partc*demandada sea notoriamente insuficiente para acreditar 
el dominio, pues solo se refiere a transferencia de derechos 
al dominio y posesión de la cosa, y aunque lo sea. igualmen- 
te. \k>t sí iila, liara probar la posesión treintcnaria. c ano 
acertadamente lo resuelve el señor juez ( i quo, la pruelw tes* 
timonial producida del* considerarse suficiente i»ra salvar la 
rleficiencia (|tic sobre la |>osesión anterior a las escrituras se- 
ñala la sentencia. En efecto, sin tomar en cuenta las decla- 
raciones de la mayoría de Jos testigos, i»or referirse a una 
posesión menor de treinta años, que ira han podido conocer. 
|Kir ser posterior su establecimiento en ta localidad, los tes- 
tigos Fanessi y (iuffi, dan fe de una posesión de más de 
treinta años en' favor de la demandada y sus antecesores, con 
conocimiento personal y directo de los hechos que afirman. 
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Kl Sénór jaez „ m encuentra sosp^hosos estos testimonios, 
Mr el hecho de qué los testigo,, respondiendo a una pre- 
gunta del interrogatorio, atintian una ^sesión d,- cuarenta 
ano. c„ favor ele ía demandada y sus antecesores, siendo 

,ÜS "* Ugt * Kane " ¡ * Güífi cuarenta y u„ añ.K 

í u uouema, pmmm^m "en cuyo caso, dice, resulta im- 
p^ible al primero, y muy dificil al segundo, poder declarar 
acerca de los hechos ocurridos cuarenta añus atrás" <con<i. 
derand, sin reparar que los testigos m> han afirmado 

t»a ¡«sesión por conocimiento directo v ]>ersona! y ha oo- 
|4q constarles por referencias y otros medios; v que. cuando 
m .k mton de «i, dichos. Imitan expresamente su testi- 
monio m ciencia propia, a una posesión de treinta años 
(véase dedarae.ones de fs. ,07 y ,00, ratificadas a fs. 171 
v 172) Hstos testimonios son concordes con los de Kucitti 
«fs. m, Cédola (fs. moj y Maldonado ffg. ,„», que 
atltrqite tío alcanzaron a conocer sino una posesión de veinti 
nueve y veintitrés años, no desautorizan los hechos afirma- 
dos por los anteriores y los corroboran en el tiempo v cir 
«instancias .obre que deponen. Concuerda también con la 
prueha instrumental, en cuanto ésta consigna la existencia de 
una mformacion producida ante el Juez de Paz de la Ense- 
nada, presentada |x>r el vendedor, que el escribano 110 tuvo 
a la vista y jkiso a poder del comprador, información que no 
se ha nroduedo en autos y acreditaba una festón tranquila 
y^co^mua que se remontaba a mil ochoc^s setenta y ,eis 

<Jue. por lo tanto, debe considerarse probada la tx>sesión 
omtmua y tranquila de Banco y sus antecesores, por más 
de treinta anos en calidad de dueños; ,10 pudiemb haber sido 
interrumpida tal ¡«sesión por actos geodésicos que en diver- 
sas oportunidades han practicado las autoridades de la l»ro 
vincia y de la Nación, pues tales operaciones no han revés- 
lido las Anualidades que las leyes establecen jiara dar par- 
ticipación a los afectados por ellas, y ^rque la prescripción 
sob se intcrrimn* por privación del goce de la cosa que tiene 
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el poseedor^ por más de un año; o por demanda, o por com- 
promiso arbitra!, o por reconocimiento expreso o tácito del 
derecho de la persona contra quien se prescribe, articulo ¿.tjSj 
y siguientes del Código Civil. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada de 
fs. 3411, absolviéndose, en todo, a la demandada Antonia Ni- 
eeo de Hianco. Las costas ]K>r su orden. Devuélvanse, — 
R. Guido Lavallc— Antonio L. Mürcenaro. — Kn disidencia: 
José Marcó. 

disidkn'Cia 

Vistos: Considerando: 

I. lX)ña Antonia Niceo de Tüanco contestando la de- 
manda. huida su oposición ante todo, en que la Provincia 
de tíñenos Aires minea tuvo vi dominio i>or haber salid > la 
tierra de la propiedad fiscal en mil seiscientos diez y odio, 
según referencias que procuraría establecer cu el curso de lía 
litis, fs. 35 vía., y atmqttc es cierto que pitra probar esc he- 
cho a que f orzosamente así se obligó ha traído el testimonio 
de escritura obrante a fs. 132 y siguientes, relativo a mer- 
cedes hechas por las autoridades españolas en 7 de Noviem- 
bre y 24 de l>icie;nhrc de aquel año a favor de don Pablo 
I'Yancisco y don Jeróuími liona vides, Sobre tierras de los 
antiguos pagos de la Magdalena, existente ella en la Escrt- 
bania Mayor de Gobierno al folio doscientos ochenta de] Pro 
tocólo del añ > mil seiscientos treinta y cinco, es no men s 
cierto que ta "Isla de Santiago" en que se encuentra t.t tie- 
rra cuestionada 110 está comprendida en la ele dichas merce- 
des que hoy jíoseeu don Leonardo Pereyra y la Ctmpañia 
de Muelles. Canal y Puerto de Punta Lara. según lo infor- 
mado por el Departamento de Ingenieros a fs. 164 y i<í6, y 
como a esto Sé agrega que ninguna otra prueba ha presentado 
al respecto la señora de Hianco. no puede menos de juzgarse 
que SU o|K>síción aquella es infundada, habiendo tenida Ta 
Provincia por consiguiente, el dominio de que se trata. 

II. Otra oposición de !a demandada a fs. 34 vta., es 
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que la Nación no tiene tampoco el título de dominio en qu? 
se apoya la demanda portille en el acta de 29 de Agosto de 
190* que constituye su base, se exceptúan de la venta las 
construcciones en tales terrenos, "y en los demás vendidos 
o enajenados de otro modo a particulares o sin per- 

juicio de legítimos derechos de terceros", es decir, de Jos 
ocupa mes que hubieran prescribo, jx* todo lo cual consi- 
tiera evidente, agrega, que la Nación no ha adquirido la tie- 
rra: ofició» que como sin .ningún esfuerzo se comprende, 
lleva a juzgar otra cuestión previa, consistente en sí la de- 
manda lenta entonces el único tí lulo que con tal motivo in- 
vr^ea. del dominio por presen pción. pues que si «o lo tenía, 
la ph <incia era la propietaria, desde que se recnocc que a 
nadi e había enajenado antes la tierra, y la misma provincia 
pudo así haber hecho esta enajenación -legalmente a la Na- 
ción 1 articulo 2.342. inciso 1." y 2.515 del Código Civil). 

III. No acredita ese dominio por prescripción Ta escri- 
tura pública acompañada con la contestación de la demanda 
a fs. 36, desglosada y agregada después a fs. 87. de fecha 
24 de Agosto de 1889, por la cual don Esteban Ramallo vende 
a don Juan Duba y don Esteban Bianco (véase sus términos*, 
"las acciones y derechos que tiene y le corrcs]ionde a un 

terreno de isla ubicado en la Ensenada cuyos derechos 

le corresponden por una parte, a mérito de información pro- 
ducida acreditando la posesión tranquila y sin interrujíción 
que viene ejerciendo desde el año mil ochocientos setenta y 
siete, habiéndolo cultivado y plantado sin que nadie le haya 
puesto ímjiedimento alguno, y otra parte f agrega), por com- 
pra que hizo a don Pedro Laclay, 011 siete del corriente mes 
y año. comprobando estas manifestaciones con la copia de 
información producida ante el Juez de Paz de la Ensenada 
don Domingo R. Oahino. y boleto de venta firmado por don 
Pedro Laclay. cuyos documentos conocen los compradores y 

pasan a su poder Pues como se ve de estos términos 

literales de dicha escritura, únicos substanciales en el caso, ni 
siquiera hacen mención al título o posesión animo domim. 
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no pudiéndose aún aseverar que lo comprenden las solas co- 
sas vendida* u cedidas con las expresiones y "derechas y accio- 
ne*" dado cjue bien pueden referirse a los de una simple ocu- 
pación ó p -sesión precaria, a más de que la prttelKi si existe, 
ñu está en ella sino que puede eslar en los doaimcntOS a que 
se refiere y que no lian sido traídos» entregados por Kamallu 
a los compradores l>uba y Bianco 

IV". I*a .itra prueba de la deníandada consistente en las 
declaraciones de Luis Fanessi. Meodemus kiieiui. Orestes 
('■uffi. Prisi Cédola, San da lio Maldonado e informe de 1*. 
ftamiaui i Subprefectoh fs, 107 a lio. 171 a 172 vta.. y cien- 
to cincuenta y dos, no acredita igualmente el hecho de que se 
tr;Lia. o sea la adquisición del donVinio por la posesión tran- 
quila y quieta a titulo de dueño, durante más de treinta años. 

primero de dichos testigos, en efecto, contestando a 
la si-gunda pregunta de fs. 106. de cómo es cierto que" Blan- 
co antes, y después sn esposa (viuda), posee en la "Isla San- 
tiag/' la tierra. ;i tiluli de dueño* dice "que es cierto y le 
consta, fs. 107 y T07 vta. ; y dando fie esto razón, lo mismo 
que de l i tiernas sobre que también es interrogado, octava y 
ultima pregunta, fs, ioí> vta.. contesta que lo sabe y le cons- 
ta |Mir ser vecino de esos parajes desde hace más de treinta 
años y por las relaciones que lia tenido con todos los pobla- 
dores, siendo vil. además público y notorio, fs. 107 vta. 

Kl segundo de aquellos testigos (Kucíttil. dice que "es 
cierto y le consta lo intcrnpgadf » en ta segunda pregunta, 
como lo demás y lo sabe (octava pregunta) por ser vecino 
ríe esos parajes desde (ti año ochenta y dos. y liaber cons 
trnido un bunio para pan hace cosa de unos veinte años, 
haliiétid le pagado el trabajo el tinado Bianco siendo ello pú- 
blico y notorio en los habitantes de la isla. fs. 108 y 100.. 

Kl tercer testigo O. Guffi, contesta a todo "que es cierto, 
y a la octava pregunta 1 dando razón), que "lo declarado lo 
sabe porque hace treinta años que conoce la "Isla Santiago" 
y veinticinco que vive en esos parajes con su negocio de car- 
nicería, y que es público y notorio", fs. 109 y no. 
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El cuarto testigo Prisi Cédula, responde a todo ''que es 
cierto", y Halieto razón ( octava pregunta ) que "lo dicho lo 
sabe ]K*r ser vecino de la Isla, desde hace veintitrés años, y 
ser público y notorio", fs. no y m. 

Éa fin el último. S. Maldona<ko, dice que todo "es cier- 
to", y también dando razón ( pregunta mencionada I que "lo 
sabe jwr ser vecino de eso* parajes desde el año trtrl oeho- 
ciantos ochenta y dos. y ser público y notorio' 4 , fs. 1 11 y 

1 12. 

Exponer así estas dec la rae ion es en que como se vé. los 
testigos no dan razón atendible de sus dichos, o más bien, 
no dan una sola siquiera, sin decir cuales son los actos por 
tos que se han de determinar la verdadera porción de la par- 
te demandada y de sus antecesores, exponer así estas de- 
cía raciones, se repite, y declarar a la vez de espontáneo, su 
insuficiencia conforme establecen las leyes 28 y 32, título 16, 
partíila 3.V es una sola y misma cosa. 

"Apreciar los hechos misinos" hemos manifestado con 
Kieci en asuntos muy semejante al presente, de la parte ac- 
lora con Duncan M. Munro. "es de la competencia del juez no 
del testigo (pie debe tan sólo narrar cuanto ha caído bajo la 
acción de sus sentidos . , . " Es función propia de estos testi- 
gos, dice más adelate, afirmar o negar hechos. 110 decidir so- 
bre las condiciones jurídicas de una cosa. "Hacer decir 1 los 
testigos una cosa es propiedad tic una ]>ersojtn. cuando acer- 
ca ele esta propiedad es precisamente sobre lo que recae el de- 
bate, seria dejar que ellos decidieran lo que solo debe ser de- 
cidido por la autoridad judicial''. Tratado de las pruebas, 
tomo 1, página 380. 

A continuación agrega dicho autor lo siguiente de estric- 
ta aplicación al caso presente: "De igual la prueba oral no 
puede admitirse para que los testigos afirmen si es legitima 
una posesión dada; sólo puede admitirse sobre aquellos he- 
chos materiales de los cuales el juez del* inducir los funda- 
mentos |iara decidir respecto a la legitimidad de la fiosesión 
controvertida" . 
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Serían en d caso esos hechos, agregga remos, j>or ejem- 
plo: manifestaciones en púlilico. verbales y escritas. de tener 
la cosa fiara sí y como tlucñ^ contó el pag*> (Je conlTibiicú ¡nes. 
arrendar la cosa en ese carácter, efe, 

"Considerando que la posesión. <1iec el Tribunal Supremo 
dt Tnrin, es un nombre genérico, un resultado de varios he- 
chos específicos y concreta, la posesión debe ser legitima y 
la ley misma determina sus caracteres; asi la posesión con 
valor para hacer al poeedor adquirir un derecho ua£ implica 
la idea de actos exteriores y precisos praetiedos por el pre- 
tendiente, y un concepto jurídico acerca de la índole y el va- 
lor de los hechos mismos, de donde resulta la consecuencia de 
que si Jos primeras pueden ser objeto de prueba testifical, en 
cuanto son materiales y sensibles, no ocurre Jo mismo con el 
concepto jurídico que compete exclusivamente al juez. Obra 
citada. |x'igina .;R8. 

Es todo esto lo que de fundamental exige nuestra Ley di 
Knjiuciamicnto, disponiendo que tos testigos deberán dar 
siempre la razón de su dicho, articulo 193 del Código de Pro- 
cedimientos de la Capital conforme con el precepto de las 
Leyes de Partida (ley 28 citada I, siendo de más rigor su apli- 
cación hoy dia. dado que la ley libra a la critica sana del ma- 
gistrado, la apreciación de la fuerza probatoria de las decla- 
raciones de los testigos. Articulo 204. Código citado, aplicable 
c,i lo federal como el anterior. 

V. Como prescribe el articulo 4.015 dé] Código Civil 
y lo ha entendido la misma demandada interrogando sus tes- 
tigos, dos son las condiciones que se exigen allí y en sus con- 
cordantes para la posesión treintenaria. ' 1 posesión y el ánimo 
de poseer conin dueño de la cosa, y basta afirmar! > por incon- 
cuso que al que alega esa prescripción es a quien le correspon- 
de probar ambos extremos. 

VI, Fundándose la posesión de la Nación sobre un títu- 
lo, comprende la extensión de ese titulo dentro fie la cual es- 
tá la tierra discutida, y por consiguiente la de esta misma tie- 
rra, artícul 1 j.411. Código Civil, porque también no consta se 
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haya encontrado y se encuentre en el dominio páríiéullir dé 
ninguna ..ira per- tía. y pues que a esa posesión qgtc supone 
la tradición se agrega el título ,|e su compra a la provincia, 
el cual im se le desconoce, innegable es el derecho que tiene 
a ejercitar ]x>r sí la acción reivindicatoría, artieul.t j.758 del 
Código Civil, y aún c uno cesionario de los derechos de la 
misma provincia, según la escritura impresa ¿fe fs. 8, bajo 
el concepto de que no haya tenido la posesión, anicnlu 1.434 
y siguientes di' este Código. 

Vil. A juzgar j>or ttxb lo qp se ha dejado expuesto. 
Humeo no debe ser considerado poseedor de buena fe, tanto 
respecto de la parte de tierra <jue dic e haber poseído de Ra- 
niallo. desde el añ » 1877. como de la tierra restante, dado que 
en ningi'm momento ha ]K>dído creer que tenia mi título de 
dueño a su favor, con solo las constancias de la escritura de 
fs. 87 que Ho lo mencionan y aún no lo comprenden implícita, 
mente, como está dicho. 

VIH. Conforme alega cí señor procurador fiscal a fs. 203, 
itálico solo puede cobrar así. las mejoras útiles y gastos ne- 
cesarios, articulo 2.441, y está obligado a pagar loa frutos que 
hubiere percibido y los que |H.r su culpa hubiere dejado de 
percibir, y los frutos civiles, podiendo compensarse ambas obli- 
gaciones, artículo 2.441. 

Por estos fundamentos y sus concordantes, se confirma 
la sentencia de fs. 249 e n lo principal, y se la modifica en lo 
demás, ó en lo que hace a las mejoras, gastos y frutos, sobre 
que se estará a lo espuesto en el último considerando, sin cos- 
tas por nú haber mérito. Revuélvase. — Jttsé Marcó. 

F A 1,1,0 DE LA CORTE SUPKEMA 

Bueno! Aire*. Octubre 10 de 1918. 

Vst:»s y considerando: 

<Jue la demandada, al expresar agravios en segunda instan- 
cia manifiesta categóricamente a fs. 206 vuelta: "Mi parte ha 
opuesto las dos prescripciones, ta de diez años y la trei mana- 
ría; sino procede ta segunda, procede en eamhio ta primen 
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conforme at articulo 4.044. iior cnanto en el lilulo de domf, 
ni 1 está pon exceso vencido el |»3azo cíe diez años desds el año 
«88o. etl que fué inscripta la escritura pasada ante el Kseriba- 
no Sagastnme". 

íjue la sentencia apelada de fs. 273, después de desesti- 
mar varias de las defensas alegarlas jior la demandada, se con- 
creta a la de prescri|)eión. rechazando la de diez años y acep- 
tando al treintenaria, jrara revocar el fallo del Juez de E*ri- 
irera Instancia, ¡-obre el particular. 

«¿ne de tal resolución solo ha recurrido el Ministeri 1 
Fiscal sin que la eom raerte lo haya hecho igualmente y sin 
«pie haya presentado memoria) ante esta Corte. 

(Je limitada la sentencia a la apreciación riel testimonio 
de Fanessi y Gíffi j ís. 107 y ií>¿, ratificarlo a fs. 171 y 172 1 
es de observarse (pie con*» bien lo indica el fallo de 1. a ins- 
tancia ( fs, ¿4*)K dicho testimonio resulta sospechoso en cuati 
t : pretende acreditar una posesión de cuarenta años, teniendo 
uno ríe dichos testigos cuarenta y un anos y el otro cincuenta 
ríe edad. 

ijue no existe la limitación (pie se Índica del testimonio 
a sólo treinta anos, 111 es aceptable rpte por meras referencias 
acrediten liedlos «pie como la posesión treintena ría. reviste 
carácter tan privilegiado, tpic debe comprobarse de manen in- 
sospechable. (Fallos, tomo 123, página 285). 

Que no es de tenerse en cuenta que se pretenda alionar 
un testim; río ríe tal naturaleza, con otro cjite na alcanza en 
tiempo a! hecho rpie se quiere justificar siendo tan esencial 
como es: ni de los términos riel documento «le fs. 87, con 
torio el valor que quiera asignársele, se desprende que el Es- 
cribano autoriza ju>e se haya enterado ríe los antecedentes 
a (pie hacen referencia los vendedores, no teniendo ésta otra 
importancia que la simple manifestación de interesados, sin 
valor |>ara el caso. 

yue pí>r otra parte la razón que dan de su dicho los tes- 
tigos no indica una circunstancia especial rpie pennita tener 
por acreditado d extremo de la posesión con ánimo de dueño. 
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pijes no es bastante decir que sal>en y les consta la verdad ile 
tal o cuál hecho si el testigo no expresa como lo salic p el fun- 
damento de su afirmación a fin de r¡ne pueda debidamen- 
te apreciado por el juez en su verdadero valor conforme a lu< 
reglas de la sana crUiea (artículo 204, ley de procedimiento* 
para la Capital, aplicable en lo federal 1 . 

Q"e 11 > es suficiente |>or regla general «vniKir una finca 
y cnjj!. tarla en su provecho jwira imlucir necesariamente que 
el i|tie lo hace tenga ánimo de dueño, porque tales actos son 
comunes a otras causas de ocupación, cultivo, explotación, etc., 
máxime cuando en el caso la demandada no indica un s:>lo 
hecho, tal c >mu una mensura judicial de sus cedentes. o ]vago 
de contribuciones, o algo semejante que demuestre clara- 
mente ante el legitimo dueño el ánimo de tener la cosa con el 
carácter míe se indica I. Fallos, lomo 122, página 114). 

tjue aunque así no fuera y aun prescindiendo de las con- 
sideraciones antes ex]*icstas. debe tenerse en cuenta que la 
mensura practicada p;:r el perito Krausee el año iXy¿ y admi- 
nistrativamente aprobada en 1893 de la isla conocida |tor el 
Monte Santiago, sin oliscrvácién alguna dé |»rtc de Bianco. 
t|ue no fignralm entre los pobladores, si bien podría estimarse 
que tío constituye un acto interruplivo de prescripción de- 
muestra suficientemente que el gobierno de la provincia de 
tíñenos Aires, conservaba la intsesión y propiedad de los te- 
rrenos de la referencia en dicha época, porque un se explica 
fie otra manera que ello se hubiese ejecutado en tal forma, 
tratándose de propiedades i«irticularcs ; y esos antecedentes 
que constan en documentos públicos como el de fs. 47 vuelta, 
110 pticile ser desvirtuado en *u alcance y en sus efectos por 
la declaración de testigos acerca de la |xisesión de Btatfeo, 
cualquiera que sea el valor que se pretenda asignarles, 1 Fa- 
llo antes citado». 

Que en cuanto a la retención amparada ])or el articulo 
¿.42ÍÍ del Código Civil, desconocí di el carácter de poseedora 
fie buena fe de la demandada, ésta sólo puede pretender los 
gastos necesarios hechos en la cosa con arreglo al articulo 2.440 



FALLOS Dft LA CU* TE SU MEMA 



del Código Civil y no respecto a las mejoras útiles que hayan 
aumentado su valor mir sólo puede repetir hasta la concu- 
rrencia del mayor val >r existente y que son compensables, 
con lf>s fruto percibidos o que hubiera ]*>dido percibir. 

l*or lo expuesto v fundamentos concordantes del v;to en 
disidencia se revoca la sentencia apelada haciendo lugar en 
consecuencia a la acción deducida y ordenando se restituya 
al actor la porción del bien reivindicado con más los frutos 
a rjuc hubiere lugar y sin perjuicio de lo establecido en el con- 
siderando anterior. Notifitpiese y devuélvanse reponiéndose 
el papel ante el juzgado de origen. 

A. BmiK/G. — Nicanor g. del 
Solak. — D. E. Palacio. — 

J. FlCUlvROA ALCORTA. 

Nota: Kn la misma fecha se dictó igual sentencia en e! 
juicio seguido contra don Migue! Cometí! y otro. Kn esta 
causa, de los testigos a (pie se refiere el primer punto dd su- 
mario uno aparece tener cincuenta años de edad y el otro 
cincuenta y seis. 



Pon Pedro Gigante (sil concurso). Contienda de competencia 

Sumario; ta transición temporaria del concursado a un 
Ingíir diferente del de su domicilio real acreditado )h>t 
infonnes de I ¡ancos y por la residencia habitual con su 
familia, al sólo efecto de promover allí su concurso, no 
altera la jurisdicción que te corresponde al juez de su 
verdadero domicilio juira eunoccr del juicio de cnieurso. 

Coso: Lytí explican las piezas siguientes: 
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alto uní. señor jvüz ex i/» civn. 

Buenoi Aire», Juila CO de 1917. 

Autos y vistos : considerando: 

Que de la constancia de tos presentís autos relacionados 
por la sindicatura e n el escrito de fs. 220 a 232, resulta cla- 
ramente establecido que a la época en que se inició el concur- 
so civil de dnu Pedro J. Gigante, el concursado se encontraba 
domiciliado c n esta Capital Federal. 

Qiiv entonces ddermii>audo ese domicilio la jurisdicción 
conferida al suscripto y de acuerdo con Jo dispuesto por el 
articulo 410 de la ley de enjuiciamiento civil, ha llegado el 
cas;> de que insistiendo ¡>or su parte sobre SU competencia 
promueva la cuestión ¡x>r declinatoria haciéndolo saber ;il se- 
ñor Juez de lo Civil y Coirercial de la ciudad de La Plata, 
d ctor Luis Kcvnal O'Connor, para que se inhiba de conti- 
nuar interviniendo en el juicio iniciado ante é!. secretaria 
número 15. y para el ca s » de <|uc el señor juez insistiera en* 
la competencia de su jurisdicción se sirva elevar los autos a 
resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sus- 
pendiendo todo procedimiento ( artículo 420 1 . 

Por el'oí de conformidad con lo dictaminado por el señor 
agente fiscal precedentemente y lo pedido por el síndico doc- 
tor Francisco lícyró en el mencionado escrito de fs. 22$ a 232, 
líbrese exhorto inhibilírio al señor Juez de lo Civil y Comer- 
cial de ia ciudad de La Plata dt*tor Luis Rcynal O'Connor 
con los recaudos que expresa el articulo 417 del Código de 
iWedimicntos. a sus efectos. Kepóngasi.' !:í foja o]>ort 11 ñá- 
mente. — Pedro í '. Mcíéndcs. — Ante mi : José Cúneo. 

DICTA M EX DEL SEÑOR PROCURADOR <; EN ERAL 

Bueno* Alfc», Octubre B de 1918 

Corte Suprema: 

Corresponde a V. E. dirimir la contienda de competen- 
cia traluda entre el Juez fie lo Civil de la Capital y el de igual 
clase de La Plata para entender en el concurso civil formado 
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a don I*cilr.> J. ('.¡gante tu virtud de lo ÉspUeStO püí el ar- 
tíctilo y.*, inciso c) de la ley 4.055. 

Según el artículo ¿ de la ley 0.7, el conocimiento de los 
jtiici s uní versales de concurso de acreedores corresponde a 
los jueces respectivos de la provincia en que el fallido tuvie- 
se su principal establecimiento al tiempo de la declaración 
de quiebra. 

Ordinariamente, el principal estáfale -.¡miento se llalla si- 
tuadla en el lugar dd doiiiieilio del dueño, y el explica que 
los fnlbs judiciales sobre jurisdicción en materia de concur- 
sos se refieran por regla general al domicilio y 110 al princi- 
pal establecimiento. 

Tara el Código Civil, cuando una i>crsuna tiene su prin- 
cipal establecimiento en un Jugar y su familia en otro, este 
segundo lugar es el tic su domicilio (articulo 94). 

Bu el caso presente, 110 se ha intentado probar donde 
tiene el insolvente su principal establecimiento, habiendo solo 
su manifestación de que poscia inmuebles en varias provin- 
cias y en la Capital. 

Kn esta siltt ación, para determinar la competencia, creo 
«pie ludirá que atenerse a la presunción de que d asiento prin- 
cipa! de los negocios de Gigente se hallaba en mi domicilio o 
residencia habitual. 

Está probado f véase el expediente tramitado en La Pla- 
ta, páginas 84. íjj. too y siguientes » que el concursado vivió 
en esta Capital, trasladándose a Lunas de Zamora en No- 
viembre de 1915, y que con fecha ¿1 de Diciembre de 1915 
se presentó haciendo cesión de bienes ante el juez de esa ju- 
risdicción, 

Resulta asimismo de dicho expediente, (pie a íítuís de Xo- 
viembre de 1916, regresó nuevamente a Buenos Aires. 

EJ certificado corriente a fs. X¿ de los amos expresad"* 
comprueba la existencia de varios juicios que le fueron se 
guijos anire 1 s tribunales de la Capital, cun anteri .ridaá n 
su presentación en concurso en La Plata. 
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Consta además en dicho certificado míe c] concursad > reci- 
bió en la casa Juncal 2*24*) 1111 cédula de notificación t|iie se 
le dejó el 2(* de Jimio de iojo en el juicio que le siguió don 
Juan D'Affíte Gentilé. 

En presencia de estos antecedentes cal» afirmar r|ue las 
ira>iaeión de Oigante a Lomas de Zamora, fué solo tempo- 
raria y rio le litzo perder su domicilio en esta Capital, siendu 
inaplicable por ello el artículo *)j del Código Civil ya que iif> 
se ha probado el ánimo de permanecer en Lctnas de Zamora 
ni que tuviese allí su principal estahlecúuíeut o. 

VA hecho de haber vuelto a vivir en Uucnos Aires, prue- 
ba que lia mantenido su domicilio en esta ciudad. 

Por otra parte, como lo ha declarado V. E. el cambio de 
domicilio, con d efecto de alterar la jurisdicción de los tribuna- 
les, debe ser un acto serio ( S. C. N., tomo o/», página 218 
y tomo M2. página 333 f. Atento lo manifestado anteriormen- 
te no puede considerarse cotno tal el efectuado por el con- 
cursad ». 

Por lo expuesto consitiero que corresponde entender en 
estos autos al Juez de lo Civil de la Capital, y asi pido a V. K. 
se sirva declararlo. 

José NkoUU Matk'nzo. 

FAI.I.0 DE LA CORTE SUPREMA 

Bmmi Aire», Octubrt 13 4c IH». 

Autos y vistos: Les de contienda de competencia entre 
un Juez de 1 ' instancia en lo Civil de esta Capital y otro de 
igual categoría de La Plata, provincia de Buenos Aires, para 
conocer en el concurso de acreedores de D. Pedro J. Gi- 
gante, y 

Considerando : 

Que no se ha puesto en duda que el concursado, tuvo su 
domicilio real en esta Capital, dunde vivió con su familia, ha- 
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bit un Im ente, en casa de su propiedad calle Juncal número 2240. 

Que de los varios informes tic los Bancos ile esla Capi- 
tal, y cjttc corren en h s autos seguidos arpii, como asimismo 
de las varias ejecuciones iniciadas también a(|iii con a Gi- 
gante, se desprende míe el centro de sus operaciones habitua- 
les tenían su cumplimiento en esta ciudad. 

Oue el mal estado de los negocios determinó al concur- 
sado a cambiar de residencia, yéndose a Lomas de Zamora, 
según el mismo lo expresa a fs. i de los antas de La Rata, 

Q ue poco más o menos un mes después de dicho cambio 
se resentó ante los Tribunales de la provincia haciendo ce- 
sión de bienes a favor de sus acreedores y pendiente dicha 
cesión regresó de nuevo a esta Capital, habitándo la casa de 
la calle Juncal. 

Qtie tales antecedentes y otros míe constan en tas autos, 
demuestran como lo oltserva el señor Pn curador General, que 
la traslación de (ligante a Lomas de Zamora, fué solo tem- 
poraria y a los efectos de promover su concurso en aquella 
jurisdicción, máxime cuando 110 se lia invocado ni probado 
ningún acto serio que demostrase en <í ¡gante el propósito 
tle cambiar fie donücili k 

Que por c usigiiicntc no es dudoso tpte el concursado con- 
servó su domicilio en esta Capital, correspondiendo a los jue- 
ces de Ta misma el conoeirnient » en el expresado concurso. 

Por ello y ci -n forme c\n lo pedido por el señor Procu- 
rador General, asi se declara: y en consecuencia remítanse 
los autos al Juez f |e la Capital, ante el que se repondrá el pa- 
pel. avWmd »>e al de La PJatá en la forma de estilo. 

A. Bekmiíjo. — Xkaxok G. nía 
Solar. _ ix B. Palacio. 
— J. FlC.UKKOA Auorta. 
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Provincia de Buenos Aires, contra la Empresa del Ferrocarril 
Oeste, sobre constitución de un tribunal arbit al 

Sumario: j." K> eJemétitó de interpretación de lus actos 
jurídicos la forma en que las partes han dado subsigu ¡en- 
te ejecución a las obligaciones reciprocas consignadas en 
el contrato. 

3." Resuelto por el tribunal arbitral constituid;» de 
acuerdo con los artículos if> y 17 del contrato de compra- 
venta del Ferrocarril del Oeste, celebrado el 28 de Abril 
de iKijO entre el Gobierno de la provincia de Buen s Ai- 
res y la empresa de dicho ferrocarril, que los terrenos de 
calías publicas, y entre ellos, el Callejón Gauna. no eran 
terrenos incorporados al dominio del egresado ferroca- 
rril, ni debían ser pagados por esa empresa, es procedente 
la excepción tle cosa juzgarla opuesta par el demandado, 
fundada en que además de existir identidad de personas, 
y de cosas, habia identidad tle objeto entre el referido 
juicio arbitral y el entablado al presente a fin de que se 
constituyera 1111 nuevo tribunal arbitra! que habría de juz- 
gar el caso y condenar a la empresa a pagar ej importe 
de los referidos terrenos. 

Caso i Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buena» Airet, Octubre 13 de JOK 

V vistos: Los seguidos por Ja provincia de Rueños Ai ros 
contra la Empresa del Ferrocarril del Oeste, sobre constitu- 
ción de un tribunal arbitral, de hs que resulta: 

Que a fs. 8 y con documentes precedentemente agre- 
gados, la provincia de Buenos Aires deduce su demanda sos- 
teniendo en lo substancial, que el Ferrocarril Oeste disfruta 
hoy el dominio del antiguo Callejón GáOna que tiene una su- 
perficie de diez mil trescientos cincuenta y siete metras cua- 
drado?, sin haberlo pagado, pues esos terrenos no fueron in- 
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cluídos en el inventario provisori * hedió cuando la provincia 
vendió el ferrf>carrit a la empresa, ni en un inventario posterior 
practicado \wr representantes de la provincia ele Huenos Aires 
y rie la Empresa del Ferrocarril del (Ueste, ni fué materia de de- 
cisión' en el juicio arbitral que en el año toj¿ finiquitó la* 
divergencias de ambas partes en ío relativo al inventario de 
las tierras que la provincia entregó a la empresa par el con- 
trato de Junio de i8yo. 

Que en la época en que el ferrocarril era pr piedad de 
la provincia, celebró una permuta con la mu incivilidad en 
virtud de Ja cual se suprimió la calle de Gaona entre Callo 
y Bermejo, entregándola en propiedad al ferrocarril en cam- 
l>i . de un terreno comprendido entre ias calles Cangallo y 
Callo y tía calle* ulterior del ferrocarril, que se entregó a la 
munic¡i*alidad [Mira plaza publica. 

Que él Convenio de permuta se celebró en Junio 6 de 
1884 y fué aprobado en Noviembre de i88ft por el Concejo 
DclilK-ranic. quedando incorporado el terreno materia de esta 
Uti.t al demonio privado del Ferrocarril Oeste. 

Qtte la empresa no ha pagado ese terreno, como se Ita 
dicho. 110 oltstantc reconocer que ( lo ocupa, y que ha sosteni- 
do ante el Gobierno de la Provincia que hay cosa juzgada 
at respecto a mérito d K las decisiones arbitrales que en el año 
njr» dirimieron las divergencias entre la empresa y gobierno 
para establecer el saldo definitivo a pagar, derivado de la 
compra-venta del ferrocarril. 

Qtie tío hay cosa juzgada, porque entre fas cuestiones 
sometidas al arbitraje no se comprendió tía relativa al terre- 
no de la calle Cauta y falta asi el requisito de identidad de 
cosas que pudiera hacer procedente esa defensa. 

Que si bien el tribunal arbitral se ocupó del punto re- 
lativo a las calles públicas, lo hizo i>ara sentar un principio 
general : el de que tas calles públicas qtie existían cuando se 
resolvió la venta, no pudieron ser comprendidas en la enaje- 
1: ación, de lo que se desprende que tas calles públicas que 
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habían perdida ese carácter con anterioridad a Eá fecha de la 
enajenación, estaban incluidas cu la venta, 

(Jim- habiendo pasado a formar parte del dominio pri va- 
do del ferrocarril les terrenos aludidos. |*>r la permuta a que 
se ha hecho referencia, quedaren comprendidos en la enaje- 
nación, a jiesar de ío cual el ferrocarril no ha alionado su 
importe, 

Que en el contrato de compra- venta entre la Provincia 
y la empresa quedó convenido que las divergencias que se 
suscitaran entre las parles *erian resueltas ¡j.>r arbitros, y 
en ta) virtud demanda a la provincia por constitución de tri- 
bunal arbitral, a fin de que sea condenada al pago del im- 
porte de los terrenos reclamados, sus intereses y costas, bajo 
apercibimiento de designársele arbitro de oficio sí dentro del 
témrino que se fije no concurriera a á nstituir el tribunal. 

Que conferido traslado de la demanda, la Empresa del 
Ferrocarril del Oeste la contesta ífs. 26», cxjioniendo: 

Qut con arreglo al artículo 16 fiel contrato de Abril 28 
de i8ox>. toda cuestión que se suscite entre el Gobierno y la 
empresa sobre interpretación o como consecuencia del con- 
trato, debe ser dirimida i>or arbitros, y par lo tanto, para que 
llegue la o|K.rtuuidad del arbitraje es indispensable, en primer 
término, que se suscite cuestión o divergencia entre las par- 
tes contratantes. 

Que en el presente caso esa cuestión no se ha suscitado, 
pues la Dirección General de Tierras y Geodesia de la Pro- 
vincia ha expuesto, con motivo de una denuncia. qik* en la 
administración provincial no existen antecedentes (pie prue- 
ben que la fracción de terreno cuestionada pertenezca al fisco 
de aquel . Estado, manifestación que se ha consignado también 
«1 el decreto de Noviembre 22 de 1916. por el que se au- 
toriza a don José Domingo Camiroaga para entablar esta de- 
manda. 

Que de lo expuesto se deduce que la Provincia de Bue- 
nos Aires, titular del derecho. 110 tiene ni puede propjner 
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cuestión alguna sobre interpretación o cptnip consecuencia de: 
contrato, y faltaría en ra! caso el requisito que ¡ñutiera au- 
torizar la constitución Úéí tribunal arbitral. 

Qílé por lo demás, iij es exacto que el callejón Gaona 
no se incluyera en el inventario, ¡mes fué inventariad'» p*r 
la comisión nombrada por resolución del 31 de Agosto de 
íISqB, fnnnaud > las partidas cuatro, seis, ocho y nueve de la 
cuestión C. sometida a la resolución del arbitraje ]mr decreto 
del Poder Kjeeuiivo de la Provincia de Abril 13 de 10,10, 

<Jue en los considerandos, del decreto prcindicado se ex- 
pone ía cuestión en los siguientes términos: "La empresa 
considera e 1110 terrenos pertenecientes a cada estación tanto 
a los privad s como a los fiscales, con o sin título, y computa 
su superficie e<m la que figura en el inventario para pagar 
o cobrar la diferencia que resulte en más o menos. La co- 
misión en eambi 1, agrega a esta superficie todo el terreno fie 
calles de cada municipio, y considerándolo eom. « terreno sin 
titulo, lo iru'or]«ira a la categoría de tierras de propicdarl 
privada*'. 

Qtie el callejón Gaona. por su condición de calle públi- 
ca, no se lia inc Tporadj ai podía incorporarle ni patrimonio 
privada de loa ferrocarriles de la provincia, y fué ocupado, 
fumo parte de la superficie de las calles Keuador. ttermejo, 
Ctall- , etc., en virtud de simples convenios de ocupación cáii 
ta irunici] rabilad. 

CJue la permuta relacionada p >r al parte demandante, 
no lia existido como tal. sino como simp!e permiso de ocu- 
pación, obteniendo la municipalidad, en camhi 1. algunas cort- 
ct sienes que se especifican en el convenio celebrad > y que s t 
refieren especialmente a la cesión de la propiedad situada 
en la calle Cangallo y < ¡alio, circunstancias por las cuales la 
propiedad del callejón Caona, nunca í é transferida a los fe- 
rrocarriles de la Provincia de Huenos Aires, ni al ferrocarril 
< ►este, n¡ se lia otorgado titu! • respecto ti. él. en virtud de 
lo que dispone el artículo 2.340. inciso 7." del Código Civil. 

ijtw si bien el callejón Güaüa está ocupado coi instala- 
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cienes y vías de la cmgiresa. en cualquier momento en (pie 
esas vías e instalaciones fuesen levantadas. Ja calle volvería 
a ser un bien público, ocupado aliara para fines de utilidad 
general, pero no incorporado al patrimonio dé la empresa. 

(Jue en la planilla C. (Je liquidación del inventario so- 
metido al tribunal arbitral a que se lia hecho referencia, el 
callejón Oaona tiene ocho mil ochocientos metros, y no mái 
fie diez mil como s c atinna en la demanda, y fundada en los 
lando-; arbítrale* de Maye» 4 y Septiembre 7 de 1912. la Km- 
presa fiel Ferrocarril (leste opone la defensa de cosa j tiz- 
nada . 

Que de Iris landos que invoca resulta demostrado míe la 
cuestión que *r liva esta litis lia sido considerada y resuelta 
des favorablemente para la provincia de Buenos Aires, y no 
puede ser -motivo de un mero pronunciamiento, y p;ir tas 
consideraciones invocadas pide él rechazo di- la demanda, con 
costas. 1 

Que recibida la cansa a prueba ffs. 351, se produje la 
que expresa el certificado de fs. 117. y se llamó autos para 
definitiva ( fs. 120 vía. ) . 

Y considerando : 

O lie opuesta la excepción perentoria de cosa juzgada, 
' Ha debe ser examinada como cuestión previa, pues sí cnís- 
tiera efectivamente, debería considerarse cerrado el debate so- 
bre todo ¡o tiernas, porque las sentencias finales son irrevo- 
cables. 1 Ley XIX. titulo _>_\ partida 3- B ; fallos, tomo 57. pá- 
gina 57). 

Qué segfei resulta fiel decreto rclaciimado en la escrí- 
tura de fs. 80, lo relativo al pago de los terrinos tic caí Ies 
fué motivo de divergencias fundamentales entre la C íiisión 
inventariado™ fie la provincia y la dé la empresa. Sostenía 
la primera «jiie a la categoría de tierras de propiedad priva- 
da, tpie debía ser pagada por la empresa, correspondía agre- 
gar los terrenos de calles de cada municipio, ocupados por 
las estaciones y vías de la misma; y por su parte la C mi- 
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sión del ferrocarril Oeste hic >r|)oraba al inventario, (ara co- 
brar o pagar la diferencia, los terrenos fisc. Ies y I»* de pro- 
piedad privada, con o sin título, y excluía los terrenos fie calles. 
Kn 1ü misma escritura de fs. «o referida, se hace constar 
"que encontrando el Poder Kjeeutivo exacto el criterio que 
inf ¡rma la opinión de la Comisión en cada mu» de los tres 
casos de divergencia producidos"', ixtv.o de ellos el relativo 
:i luí terrenos de calles), procede someter la cuestión al tri- 
bunal arbitral provisto por el contrato, y así se resuelve de 
conformidad con la empresa (fs. 8¿ vta. y 83). 

Que de Lo consignado en el considerando precedente re, 
sulla manifiesto que la cuestión relativa al pago de los te- 
rrenos de calles ocupados |x>r las instalaciones del ferroca- 
rril Oe*te fué iiirtivn de controversia -entre la Provincia de 
Buenos Aires y la Kmpresa, y constituyó uno de 1«js puntos 
sh netid <s a Ta -k cisión del tribunal arbitral, quedando en 
consecuencia ¡u»r examinar, si mtre esos terrenos de calles 
estuvieron comprendidos los del callejón Gaqna, objeto de la 
presente litis, 

Uiie durante ia tramitación del arbitraje, la empresa s s- 
tttvo (pie tos terrenos de calles, y entre ellos el de Ja calle 
Ga na, no estallan incorporados a su patrimonio, pues 11 . 1 te- 
ma respecto de ellos mas míe la ocupación precaria t fs, K5 
de autos); y el Fiscal de Estado de la Provincia, a su ves. 
expuso: "debe recordarse que las tierras que ])or concepto 
de calles se entregaron, entraron en la tercera categoría, es 
decir, entre las tierras sin título (fs. S«>, in fine, de autos l. 

One el tribunal arbitral decidió esta cuestión en el men- 
tido de cute las calles públicas que existían cuando se realizó 
la venta del ferr ¡carril. 110 pudieron ser incluidas en la ena- 
jenación <fs. <>3 vta.). redacción de la que el actor deduce 
que la calle Gana f ue incluida en la enajenación |>orquc cuan- 
do s L - efectuó la venta había dejado de ser calle pública. 

Que no « infirman esta interpretación ni los anteceden- 
tes di<l arbitraje relacionados precedentemente, ni la propia 
decisión arbitral, pues si bien la fórmula definitiva expresa 
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que las calles públicas que existían cuando se realizó la venta 
del ferrocarril no pudieron ser incluidas en la enajenación, 
esa fórmula aceptada por el arbitro de la eiifpresa es com- 
prensiva de su propia decisión al respecto, según ta cual "los 
'terrinos de calles omitidas en el inventario deben ser in- 
cluidas en la categoría de calle o tierra del dominio púb!ict>, 
sin precio" i fs. 0,2», y no se comprende como el doctor Pi- 
nedo habría aceptado la fórmula del arbitro doctor Urdina 
rrain si entre ambos hubiese existido una divergencia tan 
fundamental camo la que ahora plantea la provincia. 

Oue se observa además, que los terrenos de la calle Gao- 
na debieron considerarse en el juicio arbitral como de calles 
existentes cuando se realizó la venta del ferrocarril, porque 
sólo a ese tí turo pudieron ser cuestionados en el arbitraje en 
las condiciones en que lo fueron {cuestión IV I . De lo con- 
trario, ni la Comisión He la Provincia los habría incluido en 
ta planilla de terrenos de calles que la empresa se resistía 
a pagar, ni habría porlido provocarse cuestión alguna sobre 
el derecho de la provincia a cobrar los terrenos de propiedad 
privada transferidas al ferrocarril, si el earáct?r de terrenos 
privados hubiese porlido aplicarse al callejón Gama. Kn el 
arbitraje la empresa sostuvo que ocupaba esos terrenos y no 
estal* obligada a pagarlos, y la provincia no formuló la' ob- 
jeción (pie ahora surge de su interpretación del laudo. 0011 
la parí ¡cu ¡árida*! de que tampoco le atribuyó esa interpreta- 
ción al ejecutarlo. 

Que como consecuencia del laudo arbitral, en efecto, y 
a los fines de la liquidación definitiva de cuentas, el callejón 
Gaona finé incluido, por acuerdo recíproco, entre las super- 
ficies de camino* sin val r |fs. 73 y 74 de autos; fs. jio. 
expediente letra O, número 16, agregad*)). >1o tpie im|)orta 
que al ejecutar el laudo la provincia le atribuyó la interpre- 
tación que resulta de tos antecedentes relacionados, o sea el 
de que los terrenas de calles públicas. — y entre el!,;s el ca- 
llejón Gaona. — no eran terrenos incorporados al dominio del 
ferrocarril Oeste ni debían ser |«igados por esa empresa. 
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Hite >'\ la Provincia fie Buenos Aires hubiese interpre- 
tado el laudo de otro modo, las planillas de- liquidación lia 
brian computado t*l valor de es.s terrenos a los efectos de 
establecer el saldo definitivo ele sus cuentas con la empresa, 
lo que no ha ocurrido, según queda demostrado, 

Oue siendo elemento ríe interpretación de los actos la 
Í> trina en que las partes han dado subsiguiente ejecución a 
las obligaciones reciprocas consignadas en el contrato. < Fa- 
llos, tomo 7.". |>ágiiia 81 ; tonio 8.". página 343: tomo o,.", 
página ¿58: tomo 13. | «agina 4 3 8; tomo 24. páginas y 159, 
ttci. las planillas de liquidación definitivas de cuentas a que 
se ha hecho referencia demuestran que la provincia de Bue- 
nos Aires entendió que los terrenos de Ja calle Gaona fuer, ni 
materia tle la decisión arbitral y que esa decisión desconocía 
sus pretensiones en cuanto al derecho de que le fuesen pa- 
gados . 

Oue los caracteres de la c sa juzgada están de manifies- 
to en el caso, pues entre el sub lite y el juicio arbitral aludi- 
do, hay identidad de ¡>artes. de cosas y de objetos, como 
ha quedado establecido. (Fallos. ,totno 57 citado, conside- 
randos ó." y 8.". página 73). 

Por estos fundamentos se absuelve a la Km presa del Fe- 
rrocarril Oeste de la demanda de fs. 8. sin es|x-cial conde- 
nación en costas atenta la naturaleza de la cuestión resuelta. 
Xotifiquese, repóngase el papel y archívese, devolviéndose los 
Olpedi en tes administrativos traídos como prueba. 

A. Bi-rmejo, — Nicanor G. DEL 
Solar, — D. E. Palacio. 

— J. Fli.l KROA A f .CORTA. 



Sociedad ttnómttiii colonia Airear, en aut s con los señotti 
Alfredo Htiber y otro, sobre escrituración, daños y t>er~ 
juicios. — Recurso de hecho. 

Sumario: La Corte Suprema no puede rever las decisiones 



de una Corte de Justicia provincial con respecto a la 
Constitución y leyes loóles que le corresponda infcr- 
pfetar y aplicar con arreglo al artículo 105 de la Cons. 
titución Nacional; a lo que debe agregarse que tas ga- 
rantía* de los artículo* 5, 17 y 18 de la Constitución Na- 
cional no la autorizan a rever, «edítate el recuno ex- 
traordinario dd articulo 14, ley 48, la interpretación de 
las leyes locales hecha por esos tribunales en cuanto des- 
lindan la competencia de sus propios jueces. En conse- 
cuencia, es improcedente el deducido contra un auto de 
la Corte de Justicia de Mendoza que se limitó a decla- 
rar, aplicando ta Constitución y leyes locales de esa pro 
vtncia, que el tribunal que rechazó un recurso de revisión 
estuvo bien constituido. 

Cato: Lo explican las pinas siguientes: 

mctamen- del seáoa PROCURADOS «ex eral 

Bmh> MMtiL Mía S én IM. 

Corte Suprema: 

Para que proceda el recurso extraordinario autorizado 
por el articulo 14 de la ley 48, es necesario que su funda- 
mento «parezca de los autos y tenga una relación directa e 
inmediata con los artículos de la Constitución, leyes o tra- 
tados de la Nación. 

Del informe expedido por la Suprema Corte de Justicia 
de Mendoza y de la propia exposición del recurrente, resul- 
ta que no se ha debatido ni decidido; ninguna cuestión de 
esa naturaleza, sino tan solo cuestiones de procedimiento pro- 
vincial. Por injusta que le parezca al recurrente la sentencia 
del tribunal de Mendoza, que ha aplicado solamente el dere- 
cho común y leyes provinciales, día no es susceptible del re 
curio extraordinario del articulo 14 de la ley 48, 

Por lo que considero bien denegada ta apelación y pido 
a V. E. se sirva asi declararlo. 

José Nicolás Maticnso. 
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FALLO DE I..V COHTK SUPRRMA 

Bucnn Alrttt Octubte 1S d« 19:8. 

Autos v vistos: 1*1 recurso de hecho por apelación dene- 
gada deducido |Kir la Suciedad Anónima Colonia Alvear c i- 
tra sentencia de la Suprema Curte de Justicia de la provin- 
cia de Mendoza en los autos seguidos con jos sen ates Hubcr 
y Xa lazar, sobre escriü: ración. 

Y Consideración : 

Que la sentencia pronunciada por la Suprema Corte de 
Justicia de Mendoza que lia motivado la queda deducida y que 
se transcribe por vía de informe por dicho tribunal se hace 
constar que independientemente de que en el pleito no se ha 
discutido pumo alguno de los ''qué se refiere el articulo 14 de 
la ley nacional humero 4K. el auto qué desestimó la apela- 
ción ilc nulidad y del que se ha recurrido para ante esta Cor- 
te", se ha limitado a declarar aplicando la Constitución y las le- 
yes de la provincia que el tribunal que rechazó el recurso de re- 
visión estuvo bien constituido, 

(Jue esta Corte no puede rever las decisiones de la pro- 
vincia de Mendoza con respecto a la Constitución y leve* lo 
cales que le corresponden interpretar y aplicar cún arreglo al 
articulo 105 de la Cc istitución Nacional como lo dice acerta- 
damente en su citado fallo y se ha declarado en repetidos casos 
análogos. Tomo 86. página 324; 04, página .150; iri. pagina 
_>74 y 123. pagina 62, entre otros, 

(Jue a lo expuesto debe además agregarse que las garan- 
tías constitucionales que se invocan no autorizan a esít Corte 
medíante el recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 
48 a rever la interpretación de las leyes locales hecha ¡i r '<>s 
tribunales de provincia en cuanto deslindan la competencia de 
sus propios jueces comió !n tiene declarado también. Fallo lo- 
mo 123. página f*2 citado. 

l'i-r ello y de conformidad cm lo explitsto y pedido por 
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el señor Procurador General no se hace lugar al recurso. No- 
tifiquen y repuestas las fs. archívese, 

A. Bermejo. — Nicanor G. i>kl 
Solar. — D. E. Palacio. 

— J. FlGUEROA A ACORTA. 



Don Ernesto Barhayeiata, en autos con ¡o Aduana de la Ca- 
pital, sobre aplicación de multas. Recurso de hecho 

Sumario : Xn procede el recurso extraordinario de los artícu- 
los 14. ley 48 y 6." ley 4055. en un caso en que 110 es la 
inteligencia de determinados artículos ele las Ordenan- 
zas lo que se cuestionó, sino "la validez y alcance'* de mu 
sentencia ¡jasada en autoridad de cosa juzgada. 1 Kn rea- 
lidad, el recurso no se inte; ¡tus. 1 contra la semencia defi- 
nitiva del litigio sino contra resoluciones posteriores fun- 
dadas en la autoridad de la cosa juzgada de aquélla). 

Caso; Lo explican las piezas siguientes, 

híCTAMF.X E»Et ¡FKÑnit PROCURADOR ÜÜNKRAt, 

■ufMft Alm, Msyo 34 4e 1X8. 

Suprima Corte: 

A] contradecir la liqn ¡dación aduanera practicada a fs. 54 
y 55 del primer cuerpo de los autos 1 trine i pal es, el recurrente 
puso en cuestión en sus escritos de fs, ti y de fs, 22 del segun- 
do cuerpo de los referidos autos principales la inteligencia y 
alcance de la cláusula contenida en el artículo $$2 de las Or- 
denanzas de Aduana, sosteniendo que los derechos a que se 
refiere cá'Ut disposición legal son los (pie corresponden a la na- 
turaleza ile la operación aduanera de que se trata en cada caso 
que nmtiva su aplicación operación que en el s,ih judke es de 
remharco, y 110 de inmwluceíúii a plaza. 

La setitsiicia pronunciada a Esj i-t vuelta del segundo 
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cuerpo de la.- mitos principales y confirmada a fs. 27 vuelta 
por la Kxnia Cámara Federal de Ablación fie esta Capital, 
en cuánto implica declarar que los derechos a que se refieren 
los articulo* 352 y de tas O. 0. de Aduana son lpá dé 
impoitaíión, es a mi juiciu. contraria a la inteligencia atri. 
huida por el recurrente a la primera de las mencionadas di- 
p .sil-iones legales y desconoce, por ende, el dereclio alegad», 
y sostenido p;r aquél en este juicio. 

Kn tal concepto, estimo oue. cotí arreglo a lo dispuesto en 
el articulo <»." de la ley número 4055 y articulo 14, inciso ,r\ 
de la ley mimen. jS. cortesfponde si- sirva V. K. declarar ma! 
denegarlo el recurso extraordinario interpuesto a ts. 30 tieí 
>egnndo cuerpo de los autos principales. 

Kn cuanto al fondo del asunto, me limito a reproducir 
mí dictamen tltí fs. ¿6 y a pep a V. K. qoej en mérito a las 
consideraciones aducidas en el mismo, quiera servirse confir- 
mar, cuii costas, el fallo recurrido de fs. 27 vuelta. 

Horacio A*. Loneta. 
i-.u.lo nt: r.A corte sui'Rkma 

Bucnn Air». Octubre II de I91S. 

Autos y vistos: Bl rcetirs 1 de Invito ¡»,ir denegación <le! 
extraordinario, interpuesto pir don Ernesto líarbagehua en 
autos con 3a Adiiana de la Capital, gotire colir de multas. 

Y considerando: 

Que por errores, al manifestar el pesó de una partida de 
mcre-íderias. la Aduana de la Capital impuso a! recurrí lité 
una u ulta igual al valor del exceso dei 111 m iado 1 fs. i\ eJipe- 
diente letra \. número 771 y posteriormente, por haberse com- 
pro Nado una diferencia de calillad, se le impuso otra inulta, 
íglial a la diferencia de derechos (fs, 23 del citado expedien- 
te 77, letra V ' . 

( Vie recurrida la re- Itn i ut aduanera, se dictó -en» ucia 
en primera y segunda instancia (fs: 41 y respectiframen- 
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fe'.) y el apelante fue condenado al comiso del exceso denun- 
ciado y al pag > de los derechos, de acuerdo con lo dispuesto 
en los articula yjn y 35J de las Ordenan/as de Aduana, con- 
denación ([lie ttíé C iHSentida por el señor liarbagelata. 

fjue con posterioridad a la sentencia definitiva y como 
consecuencia ele la ejecución de- la misma,, la Aduana de la 
Capital practicó las liquidaciones del caso ( fs. 54 y 55 ratifi- 
cadas a fs. lu y 63), de las que recurrió el apelante alegando 
que súl¿ le corres] lottdia alionar la multa sobre el exceso, pues 
en cuanto a fas derechos, habían sido abonados pur el docu- 
mento de reembarco 1 fs. 5<m. 

(Jue desestimadas \k>t la Aduana. ( fs. 50, vuelta) las pre- 
tensiones del recurrente por considerar que la liquidación se 
ajusta a los términos de la sentencia ejecutoriada de la Cáma- 
ra Federal, se interpuso c! recurso de hecho para ame el Jiiei 
Federal de la Capital, quien confirmó la resolución de la Atina- 
ra <fs, 14 vuelta, expediente letra \\. númer > 1.17M. y ape- 
lado este auto, fué confirmado por el de la Cámara Federal, 
corriente a fs. 2" vuelta, expediente citad» 1 1.17o. pur sus fun- 
(lamentos y con arreglo a lo dispuesto en el articulo 404 de 
las Ordenanzas de Aduana. 

Que deducido en las c mdiciones preceden! cuente relacio- 
nadas, el recurso extraordinario iwra ame esta Corte, es des- 
de luego evidente que dicho recursn no ha sido interpuesto 
entra la sentencia definitiva que fijó la situación de las par- 
tes en el juicio promovido con motivo de las diferencias del 
manifiesto, sino con posterioridad a ella y al ser ejecutada 
esa sentencia. 

<Jtie Segtki lo expone el mismo recurrente, lo que en ver- 
dad se cuestiona no es la inteligencia de determinad >s artícu- 
los de las Ordenanzas de Aduana, sino *'la validez y alcance" 
de la sentencia ejtfrutoriada de fs. 4** ha q\it se ha hecho re- 
íertueia 1 fs. 1 de! recurso), alegándose que las resoluciones 
«tilwíguientes dictadas en el periodo de ejecución de aquel 
fallo, desvirtúan el concepto de las condenaciones impuestas 
por la misma. 
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Que en consecuencia, el derecho de! actor no se funda, 
como ijiieda dicho, en cláusula alguna de las ordenanzas de 
Aduana, sino en la interpretación que deba dar.se a la senjten- 
cia de te. 48, circunstancia <pie i»r si sola es bástanle para 
determinar la improcedencia del recurso. que no se ha iuter- 
pues|p contra la sentencia difinitiva del litigio. sirió contra 
resoluciones posteriores fundadas en la autoridad de la cosa 
juzgada fjiie im plica la referida sentencia de te. 48, y en tales 
Adiciones, el i^ürso del artículo 14 de la íey 48 y Gr de ta 
Il T *055. es improcedente (Fallos. Tomo 115 página n: To- 
nto I ir página Tomo 1 i 8 página 294 y otrosí. 

I'or ello, y oído el Señor IV curador Cieuera!. se declara 
no haber lugar al recurso, Xoi tíznese, repóngase ct papel 
y archívese, devolviéndole 10$ atU>>> al tribunal de proceden- 
cia ci-.ii trascrijvióii de la présenle. 

A. Bermejo. — D. E. P.\u\- 

lío. — J. FlC.URROA Alr 

a íkt.v. 



Ihm lirncslo Costa y Cía., contra d&ñh Julia M. Cadea de 
Ufan*. ?or cobro de pesos: sobre lerantamienfr de 
embargo de pensión militar 

Sumario: 1." I,;is decisiones de los Jueces de Paz de la Ca- 
pital pronunciadas en segunda y última instancia en ape- 
laeión interpuesta contra resoluciones de bs alcaliles. son 
recurribles para ante !a Corte Suprema por vía de a> li- 
ción extraordinaria. 

I.a circunstancia de tratarse de un juicio ejecu- 
tivo no puede motivar por sí sola la improcedencia del 
recurso extraordinario del artieul » 14. ley 48 deducid" 
C uira un auto que deniega un embargo interpretando 
con carácter definitivo una disposición de la ley 4.707. en 
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oposición a otra (fe la húmero 9.5 M. en que el ejecutante 
fundo su pedido de embargo. 

Cualquiera que sea el alcance del artículo to, ti- 
tulo IV Üe la ley 4707. determinado por la jurispnideii- 
cia de la Corte Suprema, esa disposición ha sido niodifi 
cada por las que se consignan en los artículos 1." y 2." de 
la ley 9.511. en el sentido de comprender a fas ilusione* 
militares entre los bienes susceptibles de embargo. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 

kJOstii.ucióx in:t. .WAI.01Í 

Buenoi Airee. Octubre 22 de |»|T. 

Y visto: Estos ailtes para resolver la petición del deman 
daíJo a fs. 18, y Considerando: 

One la Ky iiúiiuto 4.707 de Septiembre do 19&5, titulo 
4.". cap. i/', artículo to. establece que no son emtargabUs las 
pensiones militares. |mr lo que debe resolverle como así lo 
pide la parte interesada. 

(Jnc el petitorio presentada por el actor y las razones en 
que él se funda, que ta ley n." 9.511. que he tenido a la vista, 
haya derogado la tey número 4707, rio la considero exacta; 
y las demás consideraciones de inconstitueii-nalidad de ley. que 
el suscripta no es el que debe resolver, y por lo tanto no debe 
tenerse en cuenta. 

Por ello declaro inembargable la pensión que percibe la 
demandada, ¡pandando levantar el embargo tratado, sin cos- 
tas, por 11 1 encontrar mérito para imponerlas. Repóngase la 
estampilla. — í.. Pagano. 

Auto nía skxoh jvm t*K i*az 

Suéo9» Aires, DUieabrc II ée len. 

Por sus fundamentos se confirma el atitj del inferior, 
con costas y devuélvase sin más trámite. — Lamaral. 
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DICTA MES DHL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Sueno* Airet, Mayo 6 de l>18. 

Suprema Corle; 

K1 recurso extraordinario de apelación interpuesto con- 
tra la resolución definitiva del Juez de Paz de la Sección Pri- 
mera de la Capital, ha sido denegado por éste y se recurre de 
hecho fundándose en los artículos 14 ríe la ley 48 y 6° de la 
ley 4-055-*" 

Opino que dicho recurso ha sitio bien denegado, porque, 
al acordar el segundo de I os citados artículos recurso extraor- 
dinario de ablación contra las resoluciones de las Cámaras 
de Apelaciones de la Capital, ha querido hacer una enuncia- 
ción limitativa, no pudiendo establecer analogía, como se pre- 
tende, entre las sentencias de los tribunales Superiores de Pro- 
vincia y las de un Juez de Paz de la Capital, aunque éste re- 
suelva en última instancia. 

Pr>r otra parte, la resolución del Juez de Paz a que se 
refiere el recurso (raido no es definitiva, puesto que ha recaí- 
do en un juicio ejecutivo, después del cual puede seguirse 
siempre 'un juicio ordinario. 

Por l-, que pido a V. K. declaro bien denegado el recurso. 

José Nicolás MiUiciizo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bien* Airas, Octubre 1» de 1SI8. 

Aut s y vistos: KI recurso de queja por denegación de 
extraordinaria que autoriza el articulo 14 de la ley 48 y fV' de 
la 4.055, interpuesto por los señores Ernesto Costa y Cia. en 
1 s autos que siguen |>or cubro de pesas a «Infla Julia M. Oa- 
dca de líoaus contra sentencia de un Juez (Je Paz de la Ca- 
pital. 

V* considerando: 
1." ®tte a !us efectos del recurso extraordinario ele apela- 
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ción. esta Corte Suprema ha declarado que se reputári tribu* 
nales superiores los llamados a prtinimcía&c en última instan- 
cia y sin riécwrsb para ante otro tribuna] Wal : y en consecuen- 
cia. !a decisión de un Juez ile Paz dictada en segunda, y última 
instancia en apelación interpuesta contra la resolución de un 
alcalde (articulo i$< ley J.W>o i y que por ello hace cosa juz- 
gada, es recurrible para ante esta Corte por vía de apelación 
e>traordmaria (Fallos, tomo fio. página 257 y 34O; ton» 103, 
página 153: tomo 108. página 221 y otrosí. 

-V Que la circunstancia de tratarse de un juicio ejecu- 
tivo, no piíétis motivar pur si sola la improcedencia del reeur- 
so. pues la resolución que 1 > determina es definitiva en cuanto 
a la ím procedencia del embargo de la pensión de que goza la 
ejecutada 1 Fallos, taino 2/. página 16; tomo 114 página 33). 

3. " Que el recurrente ha sostenido en lo substancial: ai 
que el articulo 10. titulo 4." de la ley 4707 ha sid.t derogado 
por la ley 9.5 11 ; 1> i que cu todo caso deljc entenderse <¡üe ei 
articulo citado c nsagra la inemhargabiliilad [x>r deuda* con- 
traídas |x>r el militar que produce la pensión, y no por deudas 
dé los que la disfrutan ; c ) t|iic si asi 1* fuera» dicha disposi- 
ción legal sería inconciliable con los artículos t, 16. 28, |j y 
(.". inciso 16 y ¿8 de la Constitución. 

Qtié la decisión ajtelada resuelve con carácter definitivo 
sobre la aplicación de la ley 4.707 en oposición a la ley 9.511. 
denegando implícita mentí; la inconstitucional ¡dad opuesta a la 
primera, circunstancia míe determinan la procedencia del re- 
curso y oído el Señor Procurador General, asi se declara. 

4. * Que entrando al fomb del asunto i>or ser innecesa- 
ria mayor substanciación atento lo alegado ampliamente en 
los autos remitidos i>or vía de informe, corresponde estable- 
ar qiu cualquiera (pie sea el alcance y la constitucionalidad 
del articulo 10, titulo 4." de la ley 4.707 determinado por esta 
Corte en sus fallos del tomo 114 página 33 y tomo 124 página 
122, esa disposición ha sitio substituida por el Honorable Con- 
greso por las que se consignan en los articul s y 2." de la 
ley 9.5 1 1 . que rige todos los casos en que se procure hacer 
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efectivo el cumplimiento de las obligad .11 es sobre bienes de! 
deudor que consistan en sueld s. salarios, . ¡tensiones o jnbí- 
lacíones. 

5." Que en la discusión de esta lev se hizo constar que 
ella respondía "a consagrar el pri stió de la cnibargahiüdad 
ele los sueldos, salarhs. pensione.- y ñ ululaciones, haciéndolo 
efectivo mediante la Inervación 1 Av regla* precisas, que ga- 
rantizar el derecho del acreedor velando a te vez ]xir los inte- 
reses de los deudores, y. basándose en preceptos de orden pú 
Mico, de iroralidad individual y hasta de conveniencia social"'. 
Diario fie Sesiones — Senado 10,14. página 585. 

o," Ouc la disposición rjfel articulo 10, título 4." t\¿ la ley 
4.707 no comprende las | tensiones de retiro de los militare.- 
sino únicamente aquella* de que g zan los deudos de ésto* 
Com< se líizo constar en el fallo del tomo 114, página en 
tanto que la ley rj.5 1 1 no hace excepciones y si es de doctrina 
que respecto a te abrogación táeila ima ley general ño deroga 
a tra especial, debe entenderse cuando la excepción puede 
subsistir a! lado de la regla porque el legislador ha querido 
mantenerte pero in cuando lia manifestado el propósito de 
e aprenderla en ta ley general como se infiere de la discusión 
de !a que lleva el número 'J-5H- 

"." Que, en efecto, el miembro informante cu el Honora- 
ble Senado hizo constar refiriéndose al artículo 2." de! pro- 
vecta »,ue ctuuicialia "los salarios, sueldos, jubilaciones y pen- 
siones civiles": "Ks aquí donde la comisión imrxluce una pri- 
mera modifi. ición, consistente en oprimir de la primera par- 
le del articulo la palabra nVí/rs para que quede entonces una 
enunciación genérica, sin exclusión de las que no sean civile- 
y de las que se refieran a pensiones, sueldos y salarios de em- 
pleadas qu t * n 1 pertenezcan a la administración nacional ; y 
se propone la su prensión de esta palabra para que e-ta dis- 
posición, además, concítenle con la del 1." en el que río se bate 
ninguna excepción de esta índole" < Diario de Sesión. -s — 
Senado, mmj. página 586). 

K." Q\k con ia ley número 9.511. e! 1! iv-rab!.- Congreso 
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se propuso sin duda complementar las disposiciones del Có- 
digo Civil relativa a la extensión <ie I» responsabilidad qtu 
pesa sobre los bienes del deudor para el cumplimiento de sus 
omípwfipttís, o sea, reglamentar les efectos que atribuye a 
éstos de dar entré otros, al acreedor el derecho de emplear los 
medios legales pata míe el deudor le procure aquello a que se 
ha obligado (articulo 505 L especializa mi ..1 su reglamentación 
respecto a aquellos bienes que consisten en sueldos, salario*, 
pensil mes y jubilaciones. 

9* QWí lía precisado asi la limitación que impone el ar- 
ticulo 1.440. del Código Civil a la prohibición que el mismo es- 
tablece ile la cesión de los "derechos de montepíos, las pen- 
siones militares o civiles o las que resulten de reformas eivi- 
lc; o militares, con la sola excepción de aquella parte que por 
disposición de la ley. pueda ser embargada ¡«ira satisfacer 
obligaciones'' parte tjtte se determina en el articulo gg> de la 
ley y.511. 

JO." Oue el fundamento que se adujo en el Honorable 
Gngreso para no extender la exención absoluta de embargo 
a los sueldos salarios, pensiones y jubilaciones mayores de 
cien peso-, sometiéndoos a la escala establecida en el articu- 
lo 2." de la ley número 9.511, es igualmente aplicable a todos, 
ya sean civiles o militares, esto es, que esa exención causaría 
mas daño que taneficio pues que debía recomerse un mar- 
gen de solvencia que permitiera al deudor intervenir con ven- 
taja en el riesen volvimiento de su individua! ¡dad económica. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador (.ene- 
ra!, se revoca la sentencia ajtelada de fs, 41. Xotifiquese y 
repuestos los sellos archivese, devolviéndose los autos remiti- 
dos por vía de informe con testimonio de esta resolución. 

A. Hkrmkjo. — D. K. l\\l«A- 
CtO. — J, FlOUKROA Al- 
l'OKTA. 
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Don Ernesto Costa y ó«f.. contra doña Cürlota Í\tet¡ucz de 
Uqncrmán f>or cobro de pesos; s>>bre lezmito miento de 
cmbartjo de pensión. 

Su mino; Cualquiera < jiu* ti alcance del artículo 10, titu- 
lo IV de la ley 4,707 determinado por la jurisprudencia 
Sé la Corte Suprema, esa deposición lia sid ■ modificada 
\*>r las que se consignan en los artículo-, I* y 2" de la lev 
<j-5 1 1 . en el sentido de c miprendcr a las pensiones mili- 
tares entre los bienes susceptibles de embargo. 

Caso: Kn ejecución de sentencia, se tralai embargo |>or el 
juzgado de í ríe la Sección 14 íle la Capital, fie la pen- 
sión militar que la ejecutada dona Cari ta Vázquez de 
1'qiienuán percibía j esta solicitó su levantamiento por 
considerar inembargable su pensión de acuerdo con la 
ley 4-/OJ : el juzgado a m¿rit i de consideraciones aduci- 
das r el ejecutante, no bizo lugar al levantamiento del 
embargo. Apelando ese auto, el Juez de ti,! Instancia, 
doctor Allxrto Kstrada, lo revocó por consid rar que las 
pensitines militares tiq son embargabas según la ley 
4.707. Interpuesto recurso extraordinario para ante la 
Corte Suprema, fué concedido. 

niCTAMKN' »KL SKNOR PBOCURAIX >R CEXRH Vi. 

Bueno* Aira, Junio 14 át 191». 

Suprema C ¡rte : 

1**1 recurrente invoca el derecho que. como acreedor, en- 
tiende qúc le da la tey número 9,511 sobre embarg « de pen- 
siones y se opone, por razones que invoca de la Constitución, 
a qtie se aplique Ui regla íle la inembargabüidad de las pen- 
dones militares contenida en el articulo to. titulo IV de la 
ley 4.707. 

1 'anéeme claro que esta regla fué derrgada l^r la ley 
número i*. 511. que autoriza el embargo de tina parte pr-*por- 
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cional de ¡as pensiones ni; ores de cien pesos mensuales si:, 
distiguir entre civiles y mi tares. 

El proyecto originan > mtenía el adjetivo civiles y él fué 
suprimido por el Senado, propuesta *U* ju comisión, fun- 
dada en la justicia de igualar las pensiones, cualquiera que 
fuese su carácter f Véase Diari i de* Sesiones de! Senado dé la 
Nación, año 11714, página 5861. La Cámara de Diputados acep- 
tó la supresión y el texto actual se convirtió en ley. 

P-*r consiguiente, la sentencia apelada no ha podido pres- 
cindir de !a ley '7.511. qtfe acuerda a los acreedores el derecho 
de embargo qtte el recurrente invita. 

Creo jjflsto que V. E. rev que dicha sentencia y mande 
que se efectué el embargo con arreglo a la ley. 

Josc Xicolás MatU'KSO. 

FALLO DK U\ CORTK SL'PRKM.V 

Bmm Aln*. Qciubn 19 4* im 

V-i#t<í3 y considerando: 

i ." Que cualquiera que sea el alcance y ta constitucional 
lidad del articulo 10. lituio I\" de la ley 4.70- determinados 
p:>r esta Corte en sus fallos del tumo 114. pagina 33 y tomo 
i¿4. página 122, esa disposición ha sido substituida |*>r el Ho- 
noraule Congreso por los ijue se e msignan en los articulo* 
i. n y 2" de la ley «7.311 que ríge tod„s los casos en que se 
procure hacer efectivo el cumplimiento de las obligaciones so 
bre bienes de! deud ~ht que consistan en >ueldos, salarios, pen- 
siones o jubilaciones. 

2." (¿ite en la discusión fie esta ley se hizo c< -listar que 
ella resptitdia "a consagrar el principia de la emhargahiüdad 
de los sueldos, salarios, pensiones y jubilaciones, haciéndolo 
efectivo mediante la observación fie reglas precisas que garan- 
tizan el derecho del acreedor vetando a la vez i>or los intere- 
ses de los deudores, y basándose en preceptos de orden públi- 
co, fíe moralidad individua! y hasta de conveniencia social"; 
Diario de Sesgues, Señad» 11*14. pagina 
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.í." fjue la disposición del articulo 10. titulo IV de ].-■ 
ley 4.707 no comprende la* pensiones de retiro de los mili- 
tares sinií únicamente acuellas de que gozan los deudos de 
éstos, como se hizo constar en el fallo de! tomo 1 14, página 33, 
en tanto que la ley *>-5i 1 no hace excepciones, y si es de doctrina 
qu« respecto a la abrogación tácita una ley general no deroga a 
■jira especia!, debe entenderse cuando la excepción puede sub- 
sistir al lado de la regla, porque él legislador lia querido man- 
tenerla, pero no cuando lia manifestado el propósito de cían- 
prenderla en la ley general tjiie se inri ere de la discusión de la 
que lleva el número y.511. 

4, " Que. en efecto, el miembro informante en el Hono- 
rable Senado, hizo constar refiriéndose al arlícub J." del pro- 
yecto que enunciaba "los salarios, sueldos, jubilaciones y pen- 
siones civiles": "Es aquí donde la comisión introduce una 
primera modificación, consisteme en suprimir de la primera 
parte del articulo la 1 a labra chiles ¡*ara que quede entonces 
una enunciación genérica, sin exclusión ele las que río sean ci- 
viles y de las que se refieren a pensiones, sueldos y salarios de 
empleados que no pertenezcan a la administración nacional ; y 
*e propone la supresión de esta palabra para que esta dispo- 
sición, ademas, concítenle con la del 1." en el que no se hace 
ninguna excepción de esta Índole" (Diario de Sesiones, Sena- 
d mu, p:'- gitia 581» ) . 

5. " Que con la ley número y.511. el Honorable Congre- 
so se propuso sin duda completar las disposiciones del Código 
Civil relativas a la extensión de la responsabilidad que pesa 
sobre l-,s bienes del deudor, para el cumplimiento de sus 
obligaciones, sea, reglamentar los efectos que atribuye a és- 
tas de dar. entre otros, al acreedor, el derecho de emplear 
los medios legales para que el deudor le procure aquell:> a que 
se ha obligado 1 articulo 503 especializando su reglamenta- 
ción respecto a aquellos bienes que consisten en sueldos, sa- 
larios, pensioues y jubilaciones, 

<>.' ijuc Iva precisado asi. la limitación que impone el 
articulo 1.440 dél Código Civil a la prohibición que el mismo 
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establee de !a cesión de ."bs derechos de montepíos, las pen- 
siona mjKtar^s o las que resulten de reformas civiles p mi- 
litare*, con la sola excepción de aquella i)arte que por dispo- 
sición fié la ley, puede ser embargada para satisfacer obliga- 
ciones" parte que se determina en el artículo z" de la ley t. 

7." Que el fundamento que se adujo en el Honorable 
Congreso para no extender !a exención absoluta de embargo 
a los sueldos, salarios, pensiones y jubilaciones mayores de 
cien jwsos. sometiéndolos a la escala establecida en el artteu 
lo 2" de la. ley número 9,511, es igualmente aplicable a todos, 
ya sean civiles o militares, esto es. eme esa exención causarla 
más daño que beneficio pues que debía reconocerse un mar- 
gen de solvencia que permitiera al deudor intervenir con ven- 
taja en el desenvolviminto de su individualidad económica. 

Por estos fundamentas y de con formulad con lo dictami- 
nado por el señor Procurador General se revoca la sentencia 
apelada de fs. 04. Repuesto los sellos devuélvanse. 

A. Bermejo, -— D. E. Palacio. 

— J. FlíiLKltOA AlXORTA. 



/'cu Carlos M. Sinovia, cotitra don Gregorio Orrflana He- 
rrera, por calaminas c injurias 

$ limaría: Habiéndose sostenido durante la substanciación de 
la causa, que el Código Penal 110 puede aplicarse a los de- 
litos de calumnias e injurias cometidas por la prensa por 
ser ello contrario al artículo 32 de la Constitución Na- 
cional y resultando que la sentencia definitiva se ha pro- 
nunciado en contra del derecho fundado en esa cláusula 
constitucional, procede el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14, ley 4H. (A esta causa le es aplicable íntegra- 
mente el sumario de la que Se registra en la página 429. 
del lomo inmediato anterior). 

Caso : Lo explican las pieza* siguientes ; 
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SENTENCIA UEI, SEÑOR JUfiZ I»RL CRIMEN 

Citiurca. Octubre ;o de 1«IT. 

Y visto*: listos autos seguidas por don Cario* M. Segovia 
contra don Gregorio ( irelhna Herrera por calumnias e inju- 
rias, y resultando : 

1. " fjtte reunido el Jury inmaculado para conocer en este 
juicio, se diú lectura itel escrito publicado en el periódico '*La 
Ley" muiKTo 2102 ppr el señor Herrera; y a continuación el 
escrito de querella. Resolviendo el Jurado, previa delibera, 
eión en sesión secreta que — "Ha lugar a la formación (k 
causa". 

2. " Que reabierta la audiencia, se oyó la acusación y d¿> 
fensa. y no habiéndose pedido térmico de prueba por ningu- 
na de I" partes se suspendió nuevamente la audiencia, pa- 
sando el Jurado a sesión secreta a objeto de la deliberación. 

Que el suscripto en calidad de presidente del Jurado 
planteó ti siguiente cuestionario: i." Sobre el cuerpo det delito: 
a) es calumnioso el escrito acusado? b) ¿Es injuriosn d mismo? 
A la pregunta a) el jurado resolvió negativamente; a la h) tt- 
solvió afirmativamente. 2," Sobre el autor: Ks el señor O reí lana 
Herrera autor de ia publicación?. — El jurado resolvió afirmati- 
vamente. 3." Sobre la existencia de eximentes, a) Obró el señor 
OineHana Herrera en una |>erturbación de la inteligencia o dr los 
sentidos durante e4 cua! no ha tenido conciencia de la Crimina- 
lidad ile su acto? h) i >bró el acusado en legitima defensa de los 
derecho-, de su hermana?- — el Jurada resolvió negativamente en 
ambas cuestiones. 4." Sobre la existencia de atenuantes el sus- 
cripto planteó las mismas del número anterior resolviendo el 
jurado afirmativamente en las nos. 5. Sobre la existencia de 
agravantes e! jurado resolvió negativamente. 

Ivn consecuencia el Jurado fallo: el acusado "Es culpable", 
\. y ue reabierta la audiencia se «lió lectura de! veré, 
diejo del Jurado y el suscripto dió p»r terminado el acto. 

Y consitiera nd - : 
1; Que de lar- dos disposiciones de los ftrtíctiHíS 5. 6.' 
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y tu de la ley de Imprenta, se desprende que el a|po de im- 
prenta es castiga tío con arresta o multa, y el delito de impren- 
ta con las penas que señalan las leyes comunes o sea el Códi- 
go Penal y leyes conipleuientariany fie reforma. 

-*." Que esta interpretación es de sana lógica jurídica 
[mes las mismas deposiciones, aunque más claras estaban con- 
signadas en la ley de imprenta de 1ÍW>. Y no solamente es 
lógica sino también es necesaria, puc to. que habiendo decla- 
rado la Curie Suprema Nacional la inaplieabilidad del Códi- 
go Penal para los delitos de imprenta vendrían a quedar sin 
sanción todas las extralimitaeion míe se cometan ]H>r la pren- 
sa y que el derecho criminal califica de delitos. La incorpora- 
ción de! Código Penal y leyes complementarias a la legislación 
provincial salva todas las dificultades que se originan en la Cons- 
titución y en la jurisprudencia. 

3. Que la calificación del hecho motivo de la querella 
es el de injuria grave, artículo 180, inciso l, ,p y í.° (el suscrip- 
to respeta hasta en sus últim s extremos la decisión del ju- 
rado ► . 

La ley de imprenta se inspira en el sistíma acusativo, en 
el cual la base del proceso es la querella. En el xah judie? la 
acusación es |«tr calumnia e injuria grave. l\l Jury rio acepta 
lo primero y si lo segundo, tal debe ser por consiguiente la ca- 
I i tira* ión . 

4. " Que la calificación de la larticipaemn del acusado es 
la de autor principa!. 

5. " Que no existen eximentes ni agravantes, y si las ate- 
nuantes de irritación y de legitima defensa de los derechos 
de sit hermana. 

Por tanto, v de aeuerd > con lo dispuesto en los artículos 
21 b) y íi," de la ley de Kef orinas y 1S4 del Código Penal, fa- 
llo: condenando a Gregorio Orellana Herrera a sufrir la 
pena de un año de prisión, accesorios legales y costas. PuhlU 
quese la sentencia en el periódico "La Ley" a costa del con- 
denad *. Hágase saber, oficíese, repóngase y sino fuese ape- 
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lada elévese en consulta al Superior Tribunal. — Gustavo 
Cisternas. — Ante mi: Jorge Hcrrcrn. 

SKNTEXCIA HK.LA COKTIv DE JUSTICIA 

Kn Cátamatca, a dias veintisiete de diciembre de mil no- 
vecientos diez y siete, reunidas los señores Ministn ■-. (le la 
Kxma. Corte de Justicia en su sala de Acuercbs y traída para 
conocer )n querella (|iie por calumnias e injurias emitidas fw»r 
medio tle la prensa, le sigue don Carlos M. Segovia a don 
Gregorio Orellana Herrera, se practicó la insaculación de es- 
tilo resultando que debían votar en el i rden siguiente: Doc- 
tores Gómez Rodríguez, Hernández Herrera. Leguizamún. 

Kvtudiado el proceso el tribuna) planteo las siguientes 
cuestiones a resolver: 

l." ¿Se ha probado la publicación que motiva la que- 
rella y !a responsabilidad del querellado como autor del mis- 
mo i 

¿; i Caso afirmativa : Hay mérito en la referida publi- 
cación jiara condenar al querellado? 

3." Caso afirmativo: „;De la interpretación que surje del 
articulo 32 de la Constitución Nacional, corresponda aplicar 
él Código l'cnal. al siih jttdtccf 

4* Cas > negativo: ¿Qué ley rige -entonces la materia: 
y en su consecuencia, qué pena corresponde imponer? 

.\ la primera cuestión, el doctor Gómez Rodríguez, dijo: 

Kl N." 2.102 del periódico "La Ley", agregado a ís. 2 
de estos autos, en el que aparece el articulo aludido, motivo 
de esta querella, y el memorial de fs. i6 presentado por el 
querellado, en el míe confiesa lisa y llanamente ser el autor 
de dicha publicación, me eximen de entrar en mayores co- 
mentarios para votar, como lo hago, afirmativamente la cues- 
tir-1 planteada, 

Los doctores Hernández Herrera y Lcguizamón por 
iguales fundamentos adhirieran al voto anterior. 

A la segunda cuestión, el doctor Gómez Rodríguez, dijo: 
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Kl periódico agregado a f*. 2 dice: **g lu . ¿j se f, r Se- 
govia ¡en su carácter de Director de la Escuela Regional 1. 
destituye al empleado Ahumada pár que 110 lo saluda, sin 
t.ner en cuenta que fin- el eahmmiador de la hermana de 
aquel, faciéndole perder su carrera". Agrega, ' que es el mis- 
1110 ^rector a quién el caballero Seharn le golpeó en plena 
calle por calumnias a sn hermana", y termina diciendo: "Que 
en cnanto a la persecución de que es víctima su hermana, 
le pedirá las explicaciones pertinentes bien seguro, dice, que 
n., asumirá mía actitud caballeresca por su conocida cobar- 
día". Todo lo cual lo especifica el querellado en telegrama 
dirigido al Ministro de Instrucción Pública de la Nación con 
fecha $ de abril del corriente año. !o qne publicó con pos. 
tenor n la d en el mencionado periódico. 

Kn mi opinión, tales términos y expresiones constituyen 
elara y manifiestamente una injuria en contra del Director 
de la Kseuela Regional, que lo era entonces el querellante, 
pite* que se le imputan faltas d c moralidad y condicione* 
eaU-illLTcscas que tienden a aminorar y perjudicar considera- 
l'lenvnte la fama del agraviado; per elki. y i!os concordan- 
tes de ¡a sentencia recurrida, voto por la afirmativa a esta 
cuestión . 

Los doctores Hernández Herrera y Leguizamón por igua- 
les fundamentos adhirieron al voto anterior. 

A la tercera cuestión. el doctor Gómez Rodríguez, dijo: 
Kl apelante en su memorial de fs. 21 al 27 ha puesto 
en tela de juicio el alcance del artículo 32 dc la Constitución 
\acmnal. discutiéndose si su precepto tiene o jio el efecto 
de inhibir al Congreso Federa] de legislar para toda la Na- 
ción, sobre la libertad de la prensa. 

El citado articulo de la Constitución Nacional, dice: "tjiu; 
el Congreso Federal no dictará leyes (pie restrinjan la liber- 
tad de imprenta o establezcan sobre ella la jurisdicción fe- 
deral'\ Y con arreglo a los términos del citado articulo, y 
de los antecedentes que motivaron esa reforma introducida 
en la convención de 1860: la Suprema Corte Nacional se pro. 
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nttriéiá negativamente, jn»r cuanto de sus términos e interpre- 
tación auténtica, se infiere, que el Congreso, en su carácter 
de legislatura nacional, nj puede legislar subre la prensa: 
reglamentando el derecho de publicar y reprimiendo abusos 
inasibles en el mo de tal derecho, porque los Constituyente:- 
quisieron dejar esa facultad a las soberanías Uvales, — véan- 
se fallos, i ni • 11.4. tKigina í*x tomo 115. página Q2. nota 1.* 

lístoy completamente de acuerdo con las conclusiones de 
los citados fallos, por míe en efecto, y como lo hacen notar 
I > mismos, como asi. el inte resuelve la querella de "Don 
Diego SaWido contra don Juan G. Kaiser jx>r calumnias e 
injurias por ukcdio de la prensa", cuyo fafllo de la Cámara 
,V de Apelaciones de La Plata ha sido revocado por la Corte 
Suprema Nacional; en el número 6 del "Redactor" de 
la Comisión examinadora de la Constitución Federal, presen- 
tado con el informe de ta misma, se hizo constar: "Que si 
se anadia que la prensa no había de caer tajo !a jurisdicción 
federal, era porque la Constitución Argentina encargaba al 
Congreso la codificación de las leyes y pndia. )>or tant.\ dic- 
tarla^ sobre libertad de imprenta" : y después de citar como 
antecedente de la reforma una carta del Presidente de la 
Confederación, conminando a un gobernador de provincia jmr 
que no reprimía el espíritu de critica de un diario, agregaba : 
"Que ta historia contemporánea había justificado plenamente 
la previsión de los pueblos que impusieron a fines del siglo 
pasado al Congreso Federal esta 1 invitación de facultades", todo 
¡o cual significaba, que en lo de dictar los Códigos, no estaña 
comprendida ta de reglamentar los delitos de imprenta, <\*y 
hiendo notarse (pie la observación del "Redactor" era exac- 
ta respecto a la jurisdicción federal, pues que no se había 
introducido todavía la salvedad relativa a tos Códigos que 
se admitió posteriormente en el informe teído en la sesión 
del ¿5 de abril de 1860. 

Kl mismo informe agregaba: "La sociedad puede regla- 
mentar y aún reprimir ei abuso; pero esa reglamentaron y 
esa represión es privativa de la so!ierania provincial ; es de- 
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rir¿ es privativa de la sociedad en que el abuso se cuítele, y 
a la cual puede dañar inmediatamente, ya sea a toda ella en 
m conjunto, ya a los individuos ¡tela dan tente", v existiendo 
precedentes que hacen presumible una intervención indebida 
del gobierno federal en materia tan privativa de Ja soberanía 
provincial, es prudente precaverse contra ÉaCes probabilida- 
des como lo lucieron los Estados Unidos de Norte América 
en las enmiendas ípic presentaron al Congreso" (Diario de 
granea de la Convención del Estado dé Buenos Aire*. «tj¿ 
cion de 18ÍÍ0. página 97 i . 

fij miembro informante, refiriéndose a la proyectada re- 
forma, o sea al artículo ¿2 de la Constitución vigente, ma- 
nifestaba f Sesión i." di mayo de 1860 ): "La reforma im- 
porta decir que la imprenta debe estar sujeta a las leve* del 
puebío en que se use de eíla. Un abuso de la libertad de 
imprenta, agregaba, nunca puede ser delito, diré así. nació- 
nal..." 

En cuanto a la pretendida distinción entre abusos de la 
libertad de imprenta, y delitos de calumnias e injurias come- 
tidas por medio de la prensa, para sostener cpie solamente los 
primeros fueron excluidos ríe la legislación generad del Con- 
greso. no hay nada que la autorice, y como muy bien la esije 
afra la Suprema Corte Nacional : ni de las manifestaciones 
citadas del "Redactor" »S del. informe escrito de la Comisión 
examinadora, ni de la ex]*>sición del miembro informante en la 
discusión del articulo ¿g de la Constitución, que constituven su 
mten^retacióit auténtica, puede deducirse semejante distinción. 

Tampoco puede fundarse en las disposiciones snbre la 
prensa conocidas en la época de la reforma a que aludía el 
nnmero 6 del "Redactor". El Reglamento del año 181 1 se ocu- 
palia de la "calificación y castigo de los delitos que se come- 
ten por abuso de la libertad de imprenta". 

Podría agregarse aún otros antecedentes, paro con los ci- 
tados listan para justificar la tesis sostenida, en todo caso, 
remíteme a los fallos ahfdidos de la Suprema Corte Nacional, 
donde se halla sostenida con toda erudidión y acopio ríe dec' 
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trina, y que a mi juicio, no han podido destruir k* sostenedo- 
res de la doctrina contraria. 

Importa al caso de autos. liaeer constar, que el ¡tn Ace- 
to de Código Penal del ductor Tejedor, y el que redactara la 
comisión revisora del mismo, hacían constar ijue su? dispesi- 
cioiH's no comprendían las contravenciones de policía, los de! i- 
tos militares, U»s de fuero nacional y los delitos -de impron- 
ta, a mérito decía el codificador, de lo dispuesto en el articu- 
la 32 de la Constitución general. 

Y si esa restricción 110 ai*arece en c! Código vigente desde 
Marzo |,° de 1887 fué porque se la consideró innecesaria por 
hallarse consignada en la carta fundamental. 

Considero, pues, que de acuerdo con la nueva orienta- 
ción dada a la jurisprudencia por la Suprema Corte Nacional, 
el Código Penal como la ley tic la Nación, y en cuanto se refie- 
re a los delitos de imprenta, es repugnante al artículo 32 de la 
citada Constitución, y que si líen, puede aplicarse en la Ca- 
pital Federal, desdé que el Congreso de la Nación legisla |>ara 
esta ciudad en su carácter de legislatura local, ello no autori- 
za aplicarlo en las provincias desde que como queda expues- 
to, su represión es privativa de su propia soberanía. Voto 
pues, tiegatti vainente la cuestión planteada. 

A la misma cuestión el doctor Hernández Herrera, dijo: 

íjue la cuestión planteada envuelve un problema cuya so. 
Ilición la ha dado acertada y recientemente el doctor Fran- 
cisco Dura demostrando, a mi juicio, que el artículo 3¿ de la 
Constitución Nacii.ua! no importa una prohibición de fuero 
federal, contó jo sostliene la Suprema Corte de Justicia Na- 
cional, en la aplicación de las pitias a los delitos cometidos 
por medio de la prensa. Ver; Revista de Ciencias Políticas, 
min eros de Kuero. Febrero, Abril, Mayo, Julio y Octubre del 
corriente año. 

Ks sabido qué la provincia de Buenos Aires «o concurrió 
a la convención del 53 que sancionó la Constitución: pero al 
resolver su incorporación a la Can federación de i8óo. exi- 
gió la revisión de aquel Código fundamental en el cual, como 



« JUSTICIA PC LA NACION 183 

digo. Buenos Aires no habia colaborado . En Buenos Vire* 
* hizo la revisión del texto constitucional por una convención 
provincial que nombró ntia comisión examinadora de las re- 
formas que habían de proponerse. Dicha comisión publicó las 
actas <k sus trabajos en "El Redactor de la Comisión exami- 
nadora", liste periódico y el Diario de Sesiones de la Con- 
vención contienen, pues, la documentación completa, no tanto 
en el terreno doctrinal sino en el político, de los propósitos 
conque las reformas fueron llevadas a la Convención Nació» 
nal, por bs representantes de Buenos Aires. 

Adviértase que la Convención Provincial preparó sus re- 
formas en un ambiente de exaltación poli tica que el doctor 
Rudolfo Rivarola la relata así: "Las pailones violentas con- 
tra e! ( '.enera! L'rquiza explican la recrudescencia del federa- 
lismo teórico en aquella revisión y en los debates dé enton- 
ces \ Alude a los debates de la anteconvención provincia!, 
jx>n|ue en el seno de la Convendón Nacional se renunció a 
toda disensión: las reformas y adiciones fueron aceptadas en 
silencio, sin examen ni debate porque lo .que se quería a loda 
costa era sellar la unión de la familia argentina v cualquier 
discusión podría obstaculizar este anhelo vehementemente sen- 
tido y expresado por tsdos los convencionales. 

Esos antecedentes son importantísimos para darnos a co- 
nocer la falta de explicación suficiente de las reformas dentro 
de las actas de la Convención Nacional; v porque se ha re- 
currido después a l periódico "El Redactor" y a las actas de 
la anteconvención, para interpretar sobre el alcance de taíes 
reformas que. repito, solo fueron disentidas en la anteconven- 
cjón. Pero teniendo en cuenta aquellas circunstancias se ad- 
vierte el grave error en atribuir a tales antecedentes la eficacia 
de una exegesi* y de una* interpretación auténtica v casi oblt* 
gatoria sobre la letra y el espíritu de las reformas y adicio- 
nes que la Constitución incorporó en tStoo. desde que -los ante- 
cedentes provinciales nos resultan unilaterales y no expresan 
la intención de la Convención Nacional . Nos dicen únicamente 
cual fué el sentido Hitico y la pasión del memento con que 
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fuer, n apreciados en Ies trabajos de la anteconvención pro- 
vincial. 

A ese carácter unilateral agregúese que. fuera del propósi- 
to común dé asegurar la unidad nacional une vinculaba a la 
Convención Nacional con la anteconvención, todo las separa» 
ba. siéndoles discordantes; 

De ahí que ni las actas de la Convención Nacional ni los 
debates de la anteconvención sean fuentes de interpretación 
doctrinaria de los textos que aquélla sancionó, porque tales 
debates quedaron fuera y lejos de la Convención y porque, 
reptti >. la Convención aceptó sin discusión las reformas en ob- 
se;|ui.i de la reconciliación, prepósito este que informó, puede 
decirse. reunión de la Convención más que las re furnias mis- 
mas. Por ello se eliminó todo debate y las reformas propues- 
tas |*>r la Convención de Buenos Aires fueron aclamadas. 

lis. pues, un error, sostener que las reformas y adicio- 
nes a la Constitución del 53. tienen en la anteconvención pro- 
vincial de MuctiMS Aires no solamente su fuente de interpre- 
tación, sino sn fuente única de explicación y comentarios, por- 
que, precisamente, en la anteconvención estaba la única fuen- 
te del error, para la recia inteligencia dé tales textos. Ahí está 
el sentido nnihtcral; la interpretación ocasional, momentánea, 
puramente circunstancial y de apasionamientos: teelo aquello 
que, ni aún en la interpretación de los actos jurídicos de ca- 
rácter privado, es admitido como pmelxi para explicar y me- 
nos para desnaturalizar, la letra y el recto sentido de los actos 
mismos. 

Mi causa originaria de todos los errores subsiguientes en 
la interpretación del articulo 32 de la Constitución Nacional, 
proviene de ahi, de haber apelado al "Redactor" y al Diario 
de Sesiones de la Convención, para interpretarlo y aplicarlo 
en los casos y juicios a que lian dado motivo los procesos so- 
bre imprenta. Justamente: la adición del articule» 33 desde 
r8'io. obedece al mayor enconó contra l'rquiza y al propósi- 
to de amurallar o ntra éste una libertad, la de imprenta, consi- 
derada intangible y sagrada. 1.a prensa de Unenos Aires fué 
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pm¿áz contra Lnjuiza. PHsideíÜe $ la Confederación, nú.. 
| momentos m <,ue éste y el General Mitro. GobeMador de 
Kmnos Aires, habían logrado restablecer -las bases de la nni- 
m nacional L , a alltorcs (k , ¡a 

conw un derecho la critica violenta entra eJ Presidente Fsto 
explica las palabras publicadas en *7ÍI Redactor" tic la co 
niistim examinadora de la Constitución (doctor Rivarola. De- 
recho Penal Argentino, página 170). 

Asi se sintetiza la doble razón <le ser histórica y política 
de fuella ad.ción hecha por el articulo j, con las'paJahrasi 
m Congreso Federal no dUará leyes c,i.e restrinjan la lil>er. 
.ad de miprenta o establezcan sobre ella la jurisdicción fede- 
ral . W proj» s ,to fué impedir «,ue eJ Préndeme, prevalido 
de su , nf uenca en el Congreso, obtuviera «le éste leyes res. 
fcrtnw de a hbertad de imprenta, annmie " solo fuera» indi- 
rectamente Aclarando de jur¡ S <heeión tfederal las ouerdlas 
suscitadas por publieadbnes hechas en la prensa 

m mm lo consignó €¡ Redactor', en su número f. 
hit armonía con lo expresarlo, la Comisión informante lo ra- 
tífico .a su vez, ante la Convención del listado de Buenos Ai- 
re* | texto del artículo 3* háüasc, así, caracterizado por 
us antecedentes de su preparación en los debates provincia- 
les, en si, origen y en si, tendencia ; por su tendencia no es la 
afirmación de la libertad de publicar opiniones qi¿ va se ha- 
lla en el amelo 14 de la Constitución, sino c l intento de crear 
«n med,o practico, dentro del mecanismo eonstitneionaf de Io>- 
Pmleres. para defender áqtíél derecho contra cualquier pdi- 
gro une pudiera emanar de éstos. 

Us convencionales de Buenos Aires propusieron a la Con- 
vención Nacional, y ésta aceptó <,,,, se -les limitaran y aún 
pr ■mbteran al Congreso Jas facultades para legislar res- 
tnctivamente sobre la Hartad de imprenta, y en fonna tal 
«pie se establezca sobre ella la jurisdicción federal. Ella, di- 
jeron que al proponer ésto imitaban a los Kstados LnitU- v 
de hecho fe primera parte prohibitiva .le dictar leves restrie- 
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ti vas tic la lil>ertad de imprenta, copia el texto de la primera 
enmienda a la Constitución de aquellos Estados. 

Pero ele hecho, aunque las palabras sean la.* mismas. ;el 
texto temado de los Kstados C nidos constituye allí un medio 
de iguales resultados y eficacia práctica une entre nosotros. 
¿Con cuales otros institutos jvolitkos y de justicia se eonfor- 
ma aquel texto en los Estados Unidas? ¿Con cuales otros se 
cortforma o se opone el mismo texto dentro de la Constitución 
Nacional Argentina? ¿Lo míe fue en aquellos un aciert . lo 
es también en nuestra sociedad y estado de legislación? 

Tales son tas cuestiones de Índole práctica míe muy luego 
>n>eito el articulo ,v entre nosotras. Kn cada una de esas di- 
ficultades lian sido invocadas juntamente con ese artículo 
e! texto de ta uunienda norteamericana y prineqjalinente lu- 
de los debates en la anteconvención provincial y ta doctrina 
puesta en "El Redactor" de la Convención: y han sido invo- 
cados ]K*nt no estudiados a fondo, 

IV 1"> expuesto hasta aquí se deduce uue el articulo 32 
ác ia Constitución no debe interpretarse con el criterio unila- 
teral de los convencionales de Buenos Aires, desde que las re- 
formas y adiciones a la Constitución del 53 se aceptaron a 
libio cerrado, sin discusión ni examen. 

Antes de terminar este tíüpítuto preliminar creo oportuno 
recordar otros antecedente* qUie colocan el propósito de ta an- 
u convención, cu lo que respecta al espíritu del articuló ,u 
en pugna c^n la opinión unánime de los convencionales de ta 
misma provincia de liuenos Aires een motivo de la reforma 
de su Constitución el ano 1870 a 11S71. convención formada 
por los hombres más eminentes del pa|s< muchos de IÜ cuales 
liahíau formado i*ari c de ta Convención nacional reformado, 
ra. entre rtros su mismo Presidente. General Mitre, con mo- 
tivo del articulo 15. sobre libertad de la palabra hablada o es- 
crita. Alli. en esa convención provincial, el doctor Ktizalde 
hace esta declaración recordando el articulo 32 de ta Constitu- 
ción Nacional: '"Cuando Hítenos Aires hizo ^sla ref irma, qui- 
so poner a la libertad de la prensa a cnbiert o tlí ta acción de 
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íbs Tribunales Nacionales. Por eso tomó dos garantías: la ¿rfc 
mera «¡lie el Congreso no p uiía dictar leyes que fueran restric- 
tiva* de la libertad de la prensa, es decir, que tío pudiera es- 
tablecer la censura previa, agregando rpie no pudiera consti- 
tuirse sobre la prensa la jurisdicción federal. Agregó en se- 
guida, que habiendo faltado los Tribunales Federales a ese 
precepto atribuyéndose jurisdicción en casos de imprenta pro- 
ponía que en la Constitución Provincial se dijera "«pie la res- 
ponsabilidad en hechos de imprenta será ante el Jurado" para 
significar "que tos tribunales nacionales nunca podrían cono, 
ccr de están causas". 

El doctor Irigoycn < Bernardo í habla en seguida [«ira de- 
fender a la Corte Suprema contra los cargos del doctor lili- ■ 
zalde. a sti vez, confirma el sentido del articulo 32 de la Coxis- 
lititción Nacional, diciendo: "'se trató de garantir simplemen- 
te la libertad de imprenta, impidiendo que el Congreso pudie- 
ra dictar leyes que la coartasen". 

Kl general Mitre liabló luego y refiriéndose concretamen- 
te al articulo 32 citado 1 del cual había sido redactor e infor-* 
mante de la Convención Nacional del óoi, dijo: siendo la pro- 
hibición absoluta qtte dice no dictar IcXes que restrinjan la li- 
bertad de imprenta, cpiiere decir únicamente que en ningún 
caso puede ser restringida por una ley de la Legislatura ni del 
Congreso, ni sujetarla en nimjúu tiempo a medidas preventi- 
vas como son las Ucencias y censuras pra ias. 

Después de Mitre. Rawson hizo esta categórica declara- 
ción: "Respecto de la jurisdicción nacional quiero hacer una 
manifestación. Se ha dicho que la Couatitunón Nacional ¡11- 
bibia al Congreso de dictar leyes en materia de imprenta y que 
' ,a jurisdicción iiactonal nunca es asequible y cjue por consi- 
guiente debe consignarse en la Constitución {Provincial í que 
exclusivamente los tribunales de provincia pueden entender 
en estos casos. Creo cpie ésta lia sido la idea..." 

En este punto el doctor Küzaldc lo interrumpe al orador 
con rstas palabras que realizan más la doctrina del doctor Kaw- 
wm: "Yo no he dicho que el Congreso no pueda letjislar". A 
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las cuales replicó el doctor Kawson: "Pero ha dicho que no. 
puede ejercerse la jurisdicción nacional, m cual niega al Con- 
greso b facultad de legislar. I)ecía (Elizalde) que la conven- 
ción tiene el derecho de legislar, que el jurado organizado 
¡Hieda y deba juzgar del abuso de la prensa que se refiere a la* 
autoridades nacionales... * 

"Cuando el artículo citado habla de que no se pueden dictar 
leyes que restrinjan la libertad de imprenta, se entiende de 
aquellas leyes que establezcan la censura previa o que esta- 
blezcan tribunales que estén, del punto de vista del derecho 
constitucional, mucho nías atrasados qtte el Jurado, que es ley 
de la República. 

"Cuando dice el articulo que no se deben dictar leyes en 
ese sentido, tiene otro significado anuy distinto: antes, en la 
Constitución Nacional existía un artículo que atribuía al Con- 
greso la facultad de dictar los Códigos. No había entonces la 
reserva de qne la jurisdicción di? esos Códigos sería para los 
tribunales provinciales: de donde resultaba «pie lotla lev 
titetada |>or el Congreso, aunque fuera de la naturaleza del 
Código Civil, quedaba bajo la acción de los tribunales nacionales 

"TímUi vez que la prensa comete un abuso que afecte i 
su interés. tiene perfecto derecho la Nación de juzgar esa cau- 
sea \y t medio de sus tribunales y de aplicar Ja |kmiu que le co- 
rresponde. Esto en manera alguna hiere o adultera el sentido 
genuino del articulo que se discute: y agregó, que cualquiera 
que fuese la modificación tendiente a eliminar de la jurisdic- 
ción nacional los abuses de la prensa, sería de ningún valor, 
porque encima de ese artículo está la Constitución Nacional 
y las leyes que en consecuencia de ellas se dictan, que son las 
que aplican los Tribunales Nacionales i Diario de Sesiones de 
la Convención, tomo I. juagina t tf> a 50: sesión del 18 de Julio, 
<le 1870 ). y el general Mitre, presente en esta sesión, guardó 
silencio ante la doctrina de-1 doctor Kaus.m. ni la replicó, !■> 
que significa su asentimiento implícito, pues si tal 110 hubiest. 
sido su propia interpretación del articulo $2. no hubiere calla- 
do poif la circunstancia csptvialísima de ser él (el general Mi- 
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tre). el impugnante del agregado que el doctor Rawson pro- 
ponía al articulo 15 de la Constitución Provincial. 

Pero b ocurrido en Ja siguiente sesión de la convención 
fué más expresivo aún: en día el doctor Rawson formuló la 
redacción del agregado propuesto por él e n la sesión anterior, 
el cual es discutido, lewmenu* modificado y finalmente acepta, 
do. Después de lo cual el doctor Elizalde vuelve sobre !a 
cuestión de jurisdicción, y. en contradicción con las propias 
man i f estaciones del día anterior, dice concretamente que "lo 
único que puede hacer el Congreso era dictar leyes de impren- 
ta para !a Capital de la República y para el territorio Fedent- 
lizado. pera nunca leyes de imprenta que rigieran en Jas Pro- 
vincias". Kl doctor Kljzalde terminó proponiendo este agrega, 
tío al dicho articulo 15 de la Constitución de la Provmcia: 
* 4 Los tril /únales de provincia conocerán extensivamente de 
las cansas por abusos de la libertad de imprenta". Tras tina 
breve réplica del doctor B. de irigoyen es puesto a votación y 
recint=it(io t t Diario de Sesiones de la Convención, páginas 503 
a 513. sl-síóu del 21 de Julio de 1870*. 

La doctrina de Elizalde repudiada entonces [)or aquella 
convención presidida ]>or el doctor Manuel Quintana, y en la 
que figuraban Mitre, Rawson r Del Valle, do» Bernardo de 
Irigoyen. Montes de Oca. Goyena. J. M. Gutiérrez, Alsina, 
\'iccnte F. López, e! mismo Elizalde, Luis Várela y cincuen- 
ta nombres más. ilustres en el foro, en la política, en la ma- 
gistratura, es exactamente la misma que la Corte Suprema 
actual ha establecido en el fallo del reeurs., Saborido- 
Kaiser. 

Estudiado, ahora, el artículo 33 ante su propio texto re- 
sulta qn c él no crea ni siquiera robustece el derecho a la 1i- 
Iwrlad de ¡a prensa, sitió que. suponiéndolo preexistente se in- 
tenta alii protegerlo centra la posible acción restrictiva fiel 
Congreso, pues (pie, ya se habia dicho en el articulo 14 que, 
entre otros derechos allí enumerados "todos los habitantes 
de la Nación gozan del... de publicar sus ideas por la prensa 
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Mrt censura previa". I$sc es el derecho que el ariícub «| me- 
re protejer. ' 

Los convencionales de Buenos Aires acucien al modelo 
Norte Americano y dicen como éste. que el Congreso no pedía 
dictar leyw que restrinjan la libertad de la imprenta. IVro ad- 
vierten en seguida que la enmienda norteamericana tampoco 
se crea o a tirina el derecho a la libertad de la palabra y del 
impreso; sitió que suponiéndolo preexistente, se le proteja con 
la prohibición de que el Congreso ¡lo restrinja. Algo más; en 
ninguna )>ane de la Constitución Norteamericana se afirma 
cuino en nuestro articulo 14, el derecho que es protegid.i en la 
enmienda. ¿De dónde, pues, proviene e n Norte América aquel 
derecho ? 

Lo afirma allí el derecho común, la "eonmion law*\ an- 
terior a la Constitución, y en protección de la cual concurre 
cada Estado a crear la Constitución. La 'eonmion law" es. 
ame todo, un derecho local: la enmienda, allí, tiene pues, en 
la historia y en la vida del pueblo norteamericano un origen, 
un sentido y un alcance futuro que son esencialmente localis- 
ta; y aún ahora mismo, a más de un siglo de distancia v ape- 
sar de la compenetración de la vida nacional creada por el 
asombroso aumento de los medios de comunicación, las leyes 
locales de los estados en Norte América, en su casi totalidad, 
no han definido ni afirmado el derecho a la libertad de la pa- 
labra hablada y escrita, y asi dice Ccwlcy: "la ley común es 
nuestro único guia". Las legislaturas, locales han organizado 
el modo de enjuiciar, es decir, los jurados de imprenta; pero, 
sobre la itenalidad misma se ha conservado intacto en casi 
todas esl derecho común existente en el siglo diez y ochó. I)c 
ahí que el apreciar la naturaleza y los limites de estas íilicrta- 
des como al definir sus excesos y represiones. U>$ tratadistas 
norteamericanos se refieran siempre al derecho común y al 
estado de cosas en esa parte al constituirse la confederación 
y al ser aceptada la enmienda constitucional. Por los fines 
políticos f|u e se tendió a favorecer, con aquellas libertades, ex- 
plican ellos v l intento que tuvieron en vista los Estados al pro- 
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liiliir i|ue e¡ Congreso se las restringiera. Esas libertades las 
definen, por su naturaleza, como un derecho político, a dife- 
rencia del concepto de derecho esencialmente humano que U 
atribuyen nuestros tratadistas. Cooley apreciando t! concep- 
to de tu prensa, termina así ; "Es lógico deducir por lo tanto, 
que esta Ijhcrtad de discusión pública que la que Se tuvo en 
ir i ra conservar plenamente y que la prohibición de leyes que 
la restringiesen comprendía no sólo las relativas a una censu- 
ra previa, sino a unía ley que restringiere aquel ejercicio o a 
tuda adopción de leyes de tal naturaleza que. por su aplica- 
ción, la discusión libre y general de los intereses y de los ne- 
gocios públicos ya habitual en América, pudiera ser privada 
de sus franquicias, que eran un auxiliar del pueblo en el inte- 
ligente ejercicio de sus privilegios y en el goce tranquilo de 
mis libertades". De tal apreciación sobre el carácter de la li- 
bertad de ta palabra y de la prensa infiere Cooley que podría 
definirse la "libertad de la prensa, como libertad de expresar 
y publicar todo aquello qne le agrade al ciudadano, quedando 
garantizado contra una censura previa y contra dis¡>osiciouc% 
primitivas toda vez que las publicaciones no seati atentatorias 
a la moral pública ni a las reputaciones privadas o pueda dar 
mérito a una condenación según tas normas del derecho común 
a que estaban sujetas las publicad .no* difamatorias cuando 
esta libertad fué convertida en un derecho de orden constitu- 
cional". Cooley: Principios generales del derecho constitucio- 
nal, capítulo XIV. sección 5*. 

La enmienda norteamericana tiene por lo tant >. en la vida 
institucional de aquel país, un sentido preciso de protección a 
un derecho político cuyos excesos están ya regidos i*>r el d t - 
recho común, F.ste, a su vez, por estar ya en vigencia dentro 
de cada listado al adoptarse la Constitución liara la Confedera- 
ción, es equivalente a derecho local. Conforme con esto v¡\ 
Congreso norteamericano puede dictar leyes de imprenta, com*» 
legislatura local para los territorios de su jurisdicción, o ate- 
nerse como los Kstados. a al "iv.iwr.on lavv' 1 , si ella fué en 
ellos preexistente. Puede, además, aquo! Congreso, dictar le- 
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w r n Slm> PÜriÍtÍVáS * tIdÍtí,S «metido* 

por medio de impresos que afecten al urden nacional. Lo eier 
que el Congreso federal dictó en ! 7u 8 una lev de expul- 
sión de extranjero», y otra impon»*» ¿atas a tos £ IK)r 
!;* prensa utpiriasen al Presidente, al Congreso v a lo» cmplea- 
•los jmlJhcus. Fueron leyes muy discutida*, es cierto; pe*, L 

cuitad del Congrio para dictar leyes punitivas del delito ¿¿ 
metido por medio He la prensa que no tengan sino ese carácter 
y no el de restricción del derecho y cuando el delito se refiere 
solamente al orden nacional o federal. 

Si la enmienda de la Constitución de los Estados Unidos 
prolubiera al Congreso toda facultad para dictar leyes preven- 
Uvas de delitos de imprenta en todas las ocasiones', tal facul- 
ta.! no hubiera sido ejercitada nunca por aquél ; o no se la hu- 
bieran reconocido los Tribunales de justicia en ningún caso, 
m por un solo día. 

Los convencionales d e Buenos Aires advirtieron que co- 
mo dice hstrada en su "Curso de derecho constitucional *, pri- 
mera pr.rte. capítub séptimo, página doscientos treinta "el 
estac o. Argent.no es centralista, aunque la organización de la 
república sea federalista", tremaron con el primer inconve- 
mente de qu e en la Constitución del 53 se le había dado al 
Congreso la facultad de codear el derecha común, dictando 
os Códigos $m y de Co:nerc]o. Périal y de Minería v tam- 
m as leyes para la organización de los juicio» por jurados. 
Nuestro derecho común centralista en lo pasado como hereda, 
do de la metrópoli, iba a ser también centralista en el futuro 
como codificado por el Congreso Nacional. La prensa iba a 
caer por lo tanto, como materia que era entonces del derecho 
común bajo la potestad y el encargo de codificación que .le 
eran dados al Congreso. 

¿Convenia consagrarle a éste la facultad dé codificar el 
derecho común y en su caso, qué precauciones adoptar para 
que la codificación no resulte perjudicial a la libertad de la 



DE Jt'STICU Dlí LA NACION 



prenda ? S bre el primer pumo resolvieron conservarle al Con 
ktcso aqudla facultad. 

Esto obedecía a la diferencia del régimen federativo, ori- 
ginaria e históricamente entre ambas confederaciones: la Ar- 
gentina y la Norteamericana. En esta última los Estados ha- 
cen su pacto foederis tan sólo en aquellas cosas que expresa- 
mente se estipulan y convienen en la misma constitución ; pero 
en todo lo demás reserva cada Estado en su territorio ei de- 
recho omnímodo de la solieran ia interna ; y con el de conservar 
la "common lavv" o derecho común vigente o bien el de mo- 
dificarlo como mejor le convenga. Todas las limitaciones a las 
facultades del Congreso federal son t tablecidas en la enmien- 
da de la Constitución, precisamente en protección de ese de- 
recho común estadnaJ. Siempre <|tie en ta Constitución norte- 
americana se lía tratado de asegurar un derecho vigente en los 
Estados a! constituirse ta confederación, se ha empezado por 
limitar o prohibir las facultades del Congreso para legislar 
acerca de él. La protección viene, pues, allí, del respecto a¡ 
derecho local por tos poderes de Ja confederación. 

lint re nosotros se produce el fenómeno inverso. Todo 
aquello que se desea proteger contra ta prepotencia de los 
caudillos o contra los elementos de disgregación social o poli- 
tica, se coloca bajo el amparo de los poderes federales. 

A éstos se les confia todo lo que representa un demento 
moral en la sociabilidad ; el culto, la enseñanza, el derecho co- 
mún, y la precación del derecho procesal en la forma de 
juicios |»r jurado, que era entonces un "desiderátum*'. El ré- 
gimen municipal mismo es garantizado a. tas provincias por 
la Constitución. En fin. Ta garantía orgánica e institucional de 
toilo derecho era menester buscarlo en el robusto cimiento del 
poder central. A primera vista parece pues, sumamente ex- 
traño y sería inexplicable sin el estado de guerra creado entre 
ia prensa de Buenos Aires, y el Presidente Urqitiza. que pre- 
cisamente en protección de la libertad de los impresos se hu- 
biese optado por el camino opuesto al que sé había seguido 
|>ar;i proteger a todas las tiernas instituciones e intereses. En- 



FALU>S l>K LA CORTE SUPREMA 



t regar la prensa ;tl régimen local puro y simple habría sido 
hundirla en el precipicio del cual se la quiere salvar, aunque 
lo contrario se haya dicho en la jurisprudencia y especia luien- 
te en el fallo de la Suprema Corte Nacional de Octubre de! 
año último. Los convencionales de Buenos Aires no podían 
hacer eso n¡ ¡x>r imprevisión ni i>or ignorancia, habiendo afir- 
mado que en nuestra vida institucional y político son locucio- 
nes equivalentes las de "derecho provincial" y "derecho co- 
mún" se le hubiera dejado al Congreso ta facufltad de codi- 
ficar el derecho común que te venía atribuido en el inciso n 
del articulo 64 de la Constitución det 53, siendo e y t¿ inciso 
precisamente el que sufrió más adiciones y dio lugar a las ma- 
yores explicaciones en las actas de la convención del 60. El 
texto primitivo en la Constitución del 53 atribuía ai Congreso 
la facultad de "dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal y de 
Minería*', Los convencionales de iflfio propusieron el mante- 
nimiento con el agregado: "sin que tales Códigos alteren las 
jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación a los Tri- 
bunales Federales o Provinciales, según que las cosas o las 
personas cayeran liajo sus respectivas juridicciones". 

Kl mantenimiento importa por si mismo la continuación 
de la facultad dada al Congreso para codificar el derecho co- 
mún. Ka agregación tiende a prevenir cualquier duda sobre ju- 
risdicción en la aplicación de los Códigos que dictare el Con. 
greso en ejercicio de aquella facultad. 

Las actas de la convención expresan claramente cuál fué 
el motivo de da iluda y cuál, vi resultado que se buscaba con el 
agregado aquél. 

Resulta evidente, que, para los que prepararon estas re- 
formas, las locuciones "derecho común'' y "derecho local" 
no tenían en el vocabulario jurídico de la Kc pública Argenti- 
na la perfecta eqti ¡valencia que tiene en los estados de 'la con- 
federación del X >rte. Y esta demostración es más evidente 
aún. sí se advierte que la convención del '»o mantuvo intacta 
la prohibición hecha a las provincias en el artículo 105 < ac- 
tual ioSí de -dictar los Código Civil. Comercia]. Penal y de 
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Mincrin, después que el Congreso Jos haya sancionado"'. Por 
su origen al demho común no es local, sino nacional: Ib dice 
la mi* ma Constitución. Pe™ pur sus efectos y en .su aplica- 
cioiu i'se derecho común es eminentemente local. correspon- 
diendo su ejercicio a acuella jurisdicción bajo la cual caigan 
en jIos caso* ocurrentes las i»ersonas que irtervengan o -las co- 
sas a que se refiera: también lo dice la Con titución. 

V esto fué lo que debe reputarse legislado con respecto a 
la liU-rtad de imprenta, tatito por los convencionales de Bue- 
nos Aires que propusieron los reformas, como por los de las 
demás provincias que asistieron a ellas. 

En efecto. Después de estas ligeras consideraciones sobre 
las reformas constitucionales de los artículos 07 y too, si exa- 
minamos de nuevo lo que impona et agregado sobre jurisdic- 
ción del artículo 32 en la Constitución de 1860. su sentido y 
alcance resultan más claros aún, evidentes. 

"El Congreso — dice — no dictará leyes que restrinjan 
. la libertad de imprenta". ¿Caen bajo esta prohibición las le, 
yes simplemente punitivas? ¿Fué intento de Ja Convención del 
60 o siquiera de la anteconvención provincial de Buenos Aires 
prohibir al Congreso dictar leyes punitivas del posible delito 
de imprenta? No; porque en tal caso y sabiendo por su mo- 
delo norteamericano que en tal caso el resultado necesario de 
esa prohibición es el mantenido de la prensa bajo Ja disposi- 
ción del derecho común, del Yommon law'\ la rcfomja del 60 
habria empezado por prohibirle al Congreso la facultad tic co- 
dificar et derecho común, al menos en la materia penal. B 
mantenimiento d e esa facultad, confirmado |jor la Convención 
del 60. importa "a contrario sensn" la inclusión de los delitos 
de imprenta dentro de *!a codificación penal. Se quería, en fin, 
que el derecho común siendo nacional por el origen de la co- 
dificación, sea princi[jalmcme local por sus aplicaciones. 

Para lograr esto, también con relación a los casos de im- 
prenta, la anteconvención puesta en trance de sospecha y des- 
confianza extremas, advierte que el inciso 11 del artículo 64 
de la Constitución del 53, se le confiere al Congreso la faeul- 
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tad de dictar también tas leyes "que requería el establecimien- 
to del juieio jjor jurados". Los anteconvencionales de Buenos 
Aires, tejos de impugnar esa facultad convienen en mantener- 
la; pero recelando que de su ejercicio pudiera venir algún in- 
directo menoscabo a la libertad de la imprenta, proponen que 
en et artículo 32 se adopte la precaución necesaria. Esa pre- 
caución fué la ¡le agregar a la prohibición de que el Congre- 
so dicte leyes que restrinjan la liltertad de imprenta, estas 
otras palabras: "o establezcan sobre ella la jurisdicción fede- 
ral". La defensa 110 va ya contra los Códigos de derecho 
común, sino especialmente contra las leyes de procedimiento, 
que "establecieron el juicio por jurados"'. Asi lo declaran 
dios mismos en el texto tantas veces citado y transcripto. 

Kste úttinio agregado acalla de definir, de limitar y cir- 
cunscribir el verdadero alcance del art. 32. dejando comple- 
ta la intención de todo et articulado como tendencia a iini>e- 
dir futuras leyes especiales de imprenta, manteniendo a ésta 
en la situación que entonces tenía ante la ley penal, como 
caso de dentó común. Y en tal propósito la defiende atin con- 
tra el iK-ligro de que al organizarse los juicios por jurados. 
¡Midiera ser sustraída de las jurisdicciones a que. por su 
propia naturaleza, correspondieran los casos mismos, ya fue- 
se federal o provincial la jurisdicción procedente. 

fin la interpretación riel artículo 32 que dejo expuesta, 
me he atenido a las reglas enunciadas |*ir la jurisprudencia 
norteamericana, cuyo resumen consigna don Agustín de Ve- 
dta i Constitución Argentina, segundo capitulo J y se encuen- 
tran "¡11 extenso* en las "Decisiones constitucionales" de Cal- 
vo. De estas reglas no debemos olvidar las siguientes: "Los 
autores de la Constitución hablaron a una gran nación por 
medio de una ley permanente en e! vmabulario de la misma 
nación: todo término usado en ella deta ser apreciado en el 
sentido dé ese vocabulario". Con Mijeeíón a esa regla el vo- 
cabío derecho común comprendía a los delitos de imprenta 
cu el lenguaje de 1860 y cs|wcialmeute en el de los conven- 
cionales de Buenos Aires que vivían bajo el régimen de su 
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ley de Imprenta de 1857. en cuya sanción habrían colaliorad:i 
ellos mismas, 

"Cada palabra dolw interpretarse en su sentid» ítano, 
obvio y común". Conforme a esta regla donde el artículo 
32 dice leyes que restrinjan la libertad de imprenta no [Hie- 
de entenderse leyes que castiguen los detitos cometidos ñor 
medio de la imprenta. Donde dice leyes que establezcan so- 
bre la imprenta la jurisdicción federal sería ilógico interpre- 
tar incluyendo Códigos que mantienen e l ejercicio de tas res- 
1 lectivas jurisdicciones. 

Si todo ello 110 bastara, recuérdense las palabras del Pre- 
sidente Sarmiento (uno de los engendradores del artículo 32 
de la Constitución) en su mensaje al Congreso de mayo de 
1874. "Los Mensajes", colección de H. Madragañe, articulo 
3. . páginas 373 a 375. protestando contra la procacidad de 
Ja prensa y criticando a la vez, las resoluciones judiciales de 
entonces: "Seria una complicidad .culpable del Gobierno si 
guardase silencio sobre el desafuero y procacidad consentida 
a que lian llegad ciertas publicaciones periódicas 

"Nuestra Constitución prohibe al Congreso restringir la 
libertad de la imprenta. Pero esta li1>crtad no está, como 
ninguna otra libertad humana, en uposicióti y fuera de los 
limites de las leyes, de manera que todo lo que condenan las 
leyes ordinarias no entra en la libertad de imprenta, que no 
es restringida en los casos en que las leyes restrinjan y con- 
denan acción y palabra". Por libertad de la iniprenta hemos 
de entender y practicar lo que entienden y practican t idas 
las naciones de la tierra que usan aquella palabra o tienen 
aquella libertad. 

"La lilwrtad de imprenta eu Inglaterra. Kstadus Luidos. 
Francia, etc., no signitica la irrcs|>etuosidad. . . 

"El Congreso tiene el derecho de legislar sobre los abu- 
sos y delitos*' de la palabra escrita: a no ser que el abuso 
sea sinónimo de uso legítimo, o la licencia sea la lil>ertad 
por excelencia. Mi opinión es qiic los tribunales federales 
son jueces naturales de los abusos y delitos de imprenta". 
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Para terminar, debo recordar 411c los \ >a ñ Ulanos de la 
tesis contraria a ¡a que sostengo invocan el Código Penal del 
d. etiT Tejedor 1 inciso -V. articulo 4/') que excluve los de- 
litos de imprenta "a mérít> de lo dispuesto por el articulo 
V de la Constitución Generar, como lo dice en la nota res- 
I lectiva. 

K! mismo doctor Dura, ya citado, en un estudio corre- 
latonado de aquella disposición con las demás pertinentes del 
mismo Código del doctor Tejedor, demuestra acabadamente, 
en mi opinión, que el doctor Tejedor no ha sido bien com- 
prendido cuando se lo hace decir que itt Congreso no puede 
legislar sobre abusos de imprenta. (Ver Revista Argentina 
de Ciencias Políticas. X." 80. páginas 157 a 165, año VII). 

Por lo expuesto, voto afirmativamente la cuestión plan- 
teada, A la misma cuestión el vocal doctor Leguizanióu, di- 
jo: La amplia exposición de antecedentes y <le doctrina que 
han hecho de la cuestión planteada los señores vocales pre- 
1 ¡pillantes, me exime de mayores consideraciones, que, acaso, 
resultarían superabundantes en este coincido debate. 

He pensado siempre que, científicamente, no se puede acep- 
tar que existan delitos de imprenta. Más una frase, que un eon- 
cepn y tenitmo jurídico, los g -bienios de hecho y de fuerza han 
recurrido al "delito de imprenta" ]>ara contener tas aspira- 
ciones de liltertad que siempre han tenido en la prensa su nías 
eficaz arma de combate. A su vez, las democracias triunfan- 
tes han clamorearlo también las garantías de que debe estar 
rodeada la prensa para el lleno de sus fines de vigilancia v 
salvaguardia pública; y asi, la frase, sin beneficio de inven- 
tario, cotilo se dice comúnmente, ha Negado a la legislación 
penal y hasta a la Constitución, y en forma tal que aún se 
discute mucho y reiteradamente su significado. Para los que 
piensan que no hay delitos de imprenta, no obstante la alta 
autoridad de publicista como don José Manuel Ksirada, la 
prensa es sólo d instrumento de un delito, como el revólver, 
el puñal, no constituyen delitos de revólver, sino simplemen- 
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te homicidio o lesiones según haya sido el resultado del uso 
de estos instrumentas. 

Bajo este concepto, e! uso de la prensa cuando se des- 
naturaliza su elevada misión y penetra en el terrena de las 
personas, atentando contra su honor, o contra la tranquilidad 
pública, no cambia su carácter de instrumento del detito mío 
ha inferido el agravio privada o público, puede si. la divul- 
gación constituir circunstancias agravantes o atenuantes de 
él según la forma y extensión en que se ha usado. De aquí 
el rol. con arreglo al articulo 14 de la Constitución Nacio- 
nal, (pie corresponde a la legislación, reglamentar el ejercicio 
del uso de este derecho acordado a todo* los habitantes de 
ía República de ]>ub!¡ear sus ideas por la prensa sin censura 
previa, y no crear un delito del fuero común cuya legisla- 
ción por el artículo 67. inciso 1 1 de la misma ley fundamen 
tal. está reservada al Congreso de la Nación. 

Todas las constituciones americanas, salvo la de Estados 
luidcs. que tiene su artículo l." de enn»enda s de 1791. en 
ia misma forma que el 32 de la Argentina, son precisos en 
ti sentido do la tesis que dejo expuesta y algunas de ellas 
cuino la del Hcuador (artículo 32) y la de Chile en su ar- 
ticulo 10. inciso ~:\ aseguran a sus habitantes "la libertad de 
publicar sus cpinknes ]>or la prensa, sin censura previa y el 
derecho de no poder ser condenado ¡wr el abnsu de esta li- 
bertad, sino en virtud de un juicio en que se califique pre- 
viamente el abuso jior jurados y se siga y sentencie su eausu 
con arreglo a la ley". Exactamente el mismo procedimiento 
en su parte fundamental, establecido por nuestra Ley de Im- 
prenta. 

Nuestro artículo $a de la Constitución Nacional, si es que 
algo dice, ni dice otra cosa que lo que queda sustentado, esto es, 
el Congreso Federal se limitará a reglamentar el derecho de 
usar de la prensa sin restringir su liltertad. tal conio taxa- 
tivamente lo prescribe el artíeub 14 ya citado: Reglamentar 
no es restringir. 

Son muy dignas de respeto las opiniones díl doctor Ve- 
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lez Sársficld y las d c los notables juristas que intervinieron 
en los debate* do la asamblea constituyente de la Provincia 
de Unenos Aires, el año j Wrj sí se* lia de estar al texto 
de! artículo 32 correlacionado con el artículo 14 de la ley 
fundamental, no es posible suponer que su espíritu haya sido 
restar al Congreso Federal la facultad de legislar sobre im- 
prenta, jjor cuanto este derecho quedaba reservado a las pro- 
vincias y con él e! de involucrar en esta ley de carácter evi- 
dente adjetivo, el conocimiento y decisión de infracciones que 
pueden ser cometidas por la forma y sin la prensa, 

É artículo 32, no es pues, sino una expresión de deseos, 
de anhelo público en aquellas horas sombrías y a«í ha sido 
repetido por casi las constituciones provinciales y en algunas 
como la nuestra, en términos semejantes. 

"'La legislatura no dictará «leyes que restrinjan la liber- 
tad de imprenta, dice el articulo 9. y si ésta fuera una re- 
serva de facultades no .delegadas no habiendo en esta pro- 
vincia otro poder a quien jmeda corresponder hacer uso de 
esa reserva ¿qué sentido y qué valor tiene el articulo? Su 
parte final, no obstante, da carácter a su enunciado, al esta- 
blecer el jurado para el conocimiento de esto, juicios sin per- 
juicio de la jurisdicción ordinaria en los delitos confines. 

Tal es la situación del sub judke y costaba considerar la 
clara y terminante disposición de nuestra ley fundamental 
para resolver la cuestión planteada y el caso, v," por su pane, 
así lo ha hecho el Inferior. 

El jurado se ha pronunciado sobre la procedencia de la 
querella, considerados sus términos y nuestro medio ambien- 
te de cultura periodística, y al aplicar el Jue* las disposicio- 
nes que fundan la condena, se ha ajustado a la prescrii>e¡ón 
constitucional que no hace distinguir sobre la naturaleza de 
la infracción, ya sea delito, falta o abuso, como dice la Lev 
de Imprenta. 

Instando, por lo demás, arreglada a derecho ta sentencia 
recurrida, voto afirmativamente la cuestión planteada. 

A la coarta cuestión el doctor Gómez Rodrigue*, dijo: 
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Consecuente con mí veto precedente pienso ijue !a ley que 
corresponde aplicar al caso "sub-judice'' es la fié "Imprenta" 
sancionada por nuestra. Legislatura, y promulgada con fecha 
23 de junio de 1809. y cuyo articulo 2." fija la |>eiia que debe 
corres])onder a los que la infrinjan. la que varia de cíen a 
triil j»esos meneda nacional de multa, o su equivalente en 
arresto de uno a seis meses, graduación que desde luego que- 
da librada al criterio justiciero del Juez, que de acuerdo con 
los principios generales de derecho |>enal de1*e teñeran cuen- 
ta la calidad de la publicación, s i gravedad y consecuencias, 
y todas las circunstancias atenuantes y agravantes que pue- 
dan invocarse en pro o contra del prevenido. 

Desde luego no encuentro en el 'Víulj-judice'' ninguna 
agravante, y sí las atenuantes de haber obrado en defensa 
de les derechos de su hermana que los creia vulnerados, poco 
importa saber si lo hacía con razón o sin ella, eso no es la 
finalidad de este juicio; como asi también el estado de exci- 
tación o furor sin culpa del autor, desde que. como consta 
de la publicación aludida, ella ha sido provocada por hechos 
anteriores a la publicación misma, y sobre los cuales el Tri- 
bunal no debe ni tiene para qué ocuparse, y si lo menciono, 
ello no tiene otro objetivo que señalar un atenúame que obra 
en favor del querellado. 

Teniendo pues, en cuenta todo lo expuesto, y lo demás 
que caracteriza al hecho punible. (Menso que debe condenar- 
se al querellado a una multa de cien pesos, moneda legal o 
su equivalente en arresto. Voto. |Mies. porque se modifique 
en tal sentido la sentencia apelada. 

A la misma cuestión, el doctor Hernández Herrera, dijo : 
Siendo mi voto afirmativo en la cuestión anteriormente tra- 
tada, es indudable entonces que corresponde aplicar al "snh 
;:nhcc" el Código Penal, como lo ha hecho el "a qiio'* en el 
pronunciamiento recurrido, y siendo su calificación exacta, 
piolan que dicha sentencia se halla arreglada a derecho, desde 
que ella encuadra en é! artículo 179 del Código Pe- 
na!, y 21. inciso íj de la ley 4.189. y teniendo en cuenta las 
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modalidades del juicio, y «lentas átttectáehtes traídos a cola- 
ción por el inferior, los que reproduzco en todas sus partes, 
vblo porfíe se confirme ¿1 sentencia ajielada. condenándose al 
querellado al mínimum de la pena del citado articulo, esto es. 
un año de prisión y costas del juicio, (articulo 144 del Código 
de Procedimientos en Jo Criminal). 

Ki doctor Leguizamón |>or iguales fundamentos adhirió a¡ 
voto del doctor Hernández Herrera. Con lo que terminó el 
acto quedando acordada la siguiente sentencia. — Gomes Ro- 
drigues. — Leguisa$nón. — Hernándes Herrera. Ante mi ! 
Julio B. Terán. 

Y vistos: 

Por t 'l mérito que ofrece el acuerdo que precede y a 111a. 
yoria de votos del Tribunal, se confirma la sentencia apelada 
de fs. 55. que condena al querellado Gregorio Orcllana He- 
rrera a la pena de un año de p ritió» y costas del juicio. Há- 
gase saber y devuélvase. — Gómes Rodrigues. — Lctjutsamétt. 
— Ilenu'tttdcs Herrara. — Ante mi: Julio B. Terán. 

inCTAMKN DKt SKXOR PROCURADOR «XNKRAf. (1) 

iiutuf Atrc*. Jull* 13 de 1911. 

Suprema Corte; 

I Don Gregorio Orel lana H errera 'ha apelado para ¡rn~ 
te V. E. de la sentencia de la Corte de Justicia de Catamarca 
que la ha condenado a un año de prisión por intnrias mien- 
tras ]»or la prensa a don Carlos M, Segovia. 

Furnia su recurso el apelante en que el tribunal "a t¡uo" 
al ;¡ pitear el Código Penal de la Nación a un delito cometido 
p-^r medio de la imprenta, lia violado el articulo 32 de la Cons- 
titución que dispone que el Congreso federal no dictará le- 

< i * Jín H mu Re Tuclur* rn I* i-»i£in« 429 M lomo inn rdJttlo 
«htí-ricr. rl ...finr t'rorur.dor (¡rntnl tmirló *niby n dirumen tn lo qa* *1 
1vn>l» de Ib M«(*rla «. TPftm , difer* ucUndoie di I prtunt* tn q«i cu m jU {| 
«« immiind* *n fuar ú> ta ]iror*dtticm del reruno «xtr*ord¡o*rio, y ,i f > 
>*ni*hrlt rernrTldi, . ny« ronfirmacMn «lidio. 
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yes que restrinjan la libertad de imprenta o establezcan sobre 
ella la jurisdicción federa!. 

Como la sentencia condenatoria aplica él Código citado, 
aunque entendiéndolo ¡ncorjwrado a la legislación provincia!, 
su apeJabilídad --ara ante al Suprema Corte de la Nación e* 
indiscutible, e ii mi opinión, dados los términos de la Lev 48. 
articulo 14, inciso z:\ üvgún el cuaj. las sentencias deñni.ivas 
dé los tribunales superiores de provincia son apelables a ta 
Corte Suprema Nacional cuando la validez de tina ley de pro- 
vincia s e haya puesto en cuestión bajo la pretensión de ser re- 
pugnante a la Constitución Nacional y la decisión hava sido 
en favor de la validez de dicha ley 

Pero. atento lo dispuesto en el articulo 32 de ta Cons 
titución. respecto de la jurisdicción federal en materia de li- 
bertad de imprenta, hay que examinar también el caso desde 
el punto de vista d c la interpretación que se dá a aquel ar- 
ticulo. 

Si se le interpretara en el sentido de excluir en absolu- 
to la intervención de los tribunales federales en causas relati- 
vas a publicaciones hechas por la prensa. V. E. debería decla- 
rar ¡(---procedente el recurso. Pero si la interpretación fuera 
menos rigurosa y reconociera a V, E. la facultad tic revisar 
tas sentencias provinciales en materia de libertad de impren- 
ta, como en las demás materias, cuando se invoquen garan- 
tías constitucionales, entonces debería concederse el recurso 
en virtud de la disposición antedicha de la ley 48, 

Mi juicio es favorable a esta segunda solución, que con- 
servando al Poder Judicial de ta Nación et papel de supremo 
protector de las libertades individuales, consulta la evidente 
necesidad de no abandonar al arbitrio de las .autoridades de 
provincia una libertad tan indispensable a la vida republicana, 
como es la de imprenta. Bien sé que el artículo 32 fué agre- 
gado en 1860 a la Constitución a propuesta de poli ticos rece- 
losos de la autoridad nacional de esa época- pero ese móvil, 
que no está consignado en el texto y que no fué comj>artido 
por la Convención Nacional que aceptó junto con esa enmien- 
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da tedas !as demás fíropiiestes por la provincia de Bueno» 
Aires, para no retardar la reconciliación de los argentinos, ese 
tróvil. digo, no puede seguir produciendo efecto a través <le los 
años y de los siglos, cuando las circunstancias han cambiado fun- 
damentalmente y cuando las nuevas generaciones tienen más 
fe en los jueces nacionales que en los de provincia para todo 
!o <jue atañe a la protección de las libertades constitucionales.- 
EI artículo 32, debe, pues, ser leído en su texto propio, 
prescindiendo de arpie! antecedente circunstancial, y debe ser 
interpretado en concordancia con las demás dis|>osic iones de 
!a Constitución y con c l espíritu de la misma. 

Según la sabia regla adoptada por la Suprema Corte de 
Jos Estados Unidos, la Constitución debe ser interpretada co- 
mo ni¿ todo. "La constitución, — dice Willoughby, — es un 
todo lógico, caria una de cuyas disposiciones es una parte inte- 
grante del mismo, y es, por lo tanto, lógicamente propio, y en 
realidad imperativo, interpretar una parte a la luz de las dis- 
posiciones de todas las otras partes". 

Si el artículo 32 dice que r! Congreso federal no dictará 
leyes que restrinjan la libertad de imprenta o establezcan so- 
bre ella la jurisdicción federal, el artículo '14 garante a todos 
los habitantes de la Nación el derecho de publicar sus ideas 
]*>r la prensa sin censura previa: el articulo 18 les garante 
que no serán jienados sin juicio previo fundado en ley ante- 
rior al hecho del procesado, ni juzgado por comisiones espe 
cíales, ni por otros jucee: que los designados de antemano ; el 
Jf) les asegura la inviolabilidad de la vida, el honor y la for- 
tuna contra golriemos y particulares; el 31 Ies proteje contra 
tí ¡da constitución o -ley de provincia que contraríe las dispo- 
siciones de la Constitución Nacional, de las leyes del Congre. 
so o de los Tratados con ta» potencias extranjeras: el artícu- 
lo 100 Ies asegura los beneficios de la jurisdicción federal pa- 
ra todas las causas míe versen sobre puntos regidos por la 
C. institución y leyes de la Nación, o por Jos Tratados interna- 
cionales y ¡a ra toda causa concerniente a embajadores, int- 
uí» tros y cónsules extranjeros o suscitada entre vecinos de di- 
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fe rentes provincias o entre vecinos de «na provincia y ciuda- 
danos extranjeros. 

No ha de olvidarse este conjunto de (íisposidones al in- 
terpretar cí articulo 32. ni se le ha de aislar de ellas, Ha de 
dársele, por el contrario, el sentido inás adectiado para qtte 
todas ellas puedan cumplirse dentro del propósito general de 
In Constitución que, según su preámbulo, es afianzar la Justi- 
cia y asegurar los beneficios de la libertad |iara nosotros, 
pata nuestra posteridad y para todos los hombres del inundo 
(pie quieran habitar el suelo argentino, Y no ha de enten- 
derse, en consecuencia, que los miembros de la Convención 
Nacional rt.imUa en Santa Fe que decretó las reformas de 
25 de Septiembre de 1860, quisieran privar en absoluto al go- 
bierna federal, y especialmente al Poder Judicial, de toda fun- 
ción y de toda responsabilidad en relación al ejercicio y efec- 
tos de la libertad de imprenta. 

Más razonable es pensar que aquellos patriotas tuvieron 
la intención de dar at artículo 32 el sentido relativo que cabe 
dentro de su texto conexionado con el resto de la Constitu- 
ción y. |>or consiguiente, se propusieron, mediante esa cláusu- 
la, reservar a !a provincia lo que es naturalmente de la pro- 
vincia, la jurisdicción ordinaria sobre las relaciones jurídicas 
de tía vida social sin quitar a la Nación lo que es de ella. la 
jurisdicción especial sobre lo que afecta a la Nación en con 
junto. 

Xo consta en las actas de la Convención Nacional de 
iSfso la opinión particular de ninguno de sus miembros sobre 
la inteligencia o propósito del articulo 32; pero en los docu- 
mentos y actas de ta Convención provincial de Buenos Aires, 
que los proyectó, hay antecedentes bastantes para corroborar 
lo que acabo de decir. Según esos antecedentes, los iniciado- 
res de la reforma. Mitre. Sarmiento, Vélez Sársfield, Már- 
mol y Obligado, tuvieron en 1860 el temor de que el Congre- 
so de aquella ¿poca, separase la libertad de imprenta de las 
demás libertades, para legislarla con espíritu restrictivo y, 
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cotíao Ja aplicación de las leyes de la Nación corresponde a los 
tribunales federales, privase de ese tttbdo a los tribunales de 
pmvincia de la jurisdicción inmediata que ejercen sobre las 
libertades o derechos civiles en general. Para Mitre v sus co- 
legas de comisión, la libertad de imprenta no debía separarse 
de las denlas libertades individuales y los delitos cometidos 
por la prensa debían caer bajo la misma jurisdicción que los 
delito* ci»in:rt»'í. lo que no importa negar al Congreso la facul- 
tad de establecer las jjenas de esos delitos, ni privar a los trí- 
bu nales federales de aplicar esas i*nas cuando ¡i victima del 
delito sea la Nación, mi embajador extranjero u otra persona 
que goce del fuero federal con arreglo a la Constitución . 

Creo f|iie algunas citas comprobarán este acertó. 

Kn el Redactor de la Comisión examinadora de la Consti- 
tución Federal, número 6, al explicarse la reforma propuesta 
sobre libertad de imprenta, se dijo: "si se anadia que la pren- 
sa no había de recaer bajo la jurisdicción federal, era porque 
la Constitución Argentina encargaba al Congreso la codifica- 
ción de las leyes y pudía por tanto dictarla sobre libertad de 
imprenta". 

Kn el informe escrito, redactado por el general Mitre y 
fi rutado ademas por Sarmiento. Vélez Sárslietd. Mármol y 
Obligado, la comisión se refirió al número 6 del "Redactor** 
>' ¡igregó. como razón capital a la reforma, une la reglamenta- 
ción de los derechos naturales y la represión de sus alwsos es 
privativa de la soberanía provincial""; "Es decir, dijo, es pri- 
vativa de la sociedad en que el abuso se comete, y a la cual 
puede dañar inmediatamente, ya sea a toda ella en conjunto, 
ya a los individuos aisladamente'*. "Aím considerando, aña- 
dió, los abusos de la palabra escrita como verdaderos deli 
tns {que en realidad no son sino actos dañosos de la sociedad i. 
ellos rtb podrían caer bajo la jurisdicción nacional, como nú 
ote» los delitos comunes, y seria un contrasentido que fuese 
tribunal nacional un jurado de imprenta y no lo fuese un juz- 
gado civil o comercial. Del contexto de la Constitución no 
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resulta que tal haya sido su mente, \xro entendiéndose ge- 
iu raímente de otra manera por los pu büeistas que eoncurrie- 
ron a su confección, teniendo el Congreso, por el inciso 1 1 del 
artículo 64. ta facultad de dictar las leyes que requiera el f$- 
tablecimiento del juicio por jurados, y existiendo precédeme* 
(aunque no de un carácter legal), que hacen presumible una 
intervención indebida del gobierno federal, en materia tan pri- 
vativa de fa soberanía provincial, es prudente precaverse con- 
tra tales probabilidades, como lo hicieron los Estados del Nor- 
te América en las enmiendas que presentaron al Congreso*'. 

Es bueno recordar que la Constitución Norteamericana 
no habla de jurisdicción y se limita a prohibir al Congreso 
que restrinja la libertad de hablar y de la prensa, de reunirse 
pacificamente y de peticionar a las autoridades. 

Cuando se puso en discusión la enmienda en Ta sección de 
l. q de Marzo de 1860. Velez Sársfietd la fundó diciendo; "La 
reforma importa decir que la imprenta debe estar sujeta a las 
leyes del pueblo en que se use de ella. Un abuso de la li- 
¡K'rtad de imprenta nunca puede ser delito, diré así. nacional. 
Él Congreso, dando leyes de imprenta, sujetaría el juicio a los 
tribunales federales, sacando el delito de su fuero natural. Si 
en una provincia como Buenos Aires no hubiera leyes de im- 
prenta o los abusos de ella fueran soto castigados por el jttct 
correccional, como otra cualquiera lujuria, ¿por qué daríamos 
facultad al Congreso para restringir la libertad <le imprenta. 
darle otra pena a los delitos de imprenta, o imponer a los dia- 
rios restricciones o gravámenes que hicieran dificultosa su exis- 
tencia? Como se ve, lo que se deseaba evitar era la creación de 
delitos federales de imprenta, con penas diferentes de las se- 
ñaladas para la injuria en el derecho romún. 

En la sesión del Senado de 26 de Julio de 1864, el doctor 
Rufino de Elizalde, entonces Ministro de Relaciones Exterio- 
res, y que había sido miembro de la Convención provincial 
que propuso el articulo 3. y de la Nacional que lo aceptó, ex- 
plicó que el propósito de aquella convención no fué quitar al 
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Congrio la facultad de legislar sobre imprenta; sitio prohi- 
birte tjue restringiera la liberta,! de la prensa. 

Sostuvo entonces Klizaítlc que el principio adoptado para 
determinar el fuero en materia de códigos debía aplicarte a 
'a 'legislación de la prensa, "de manera que del mismo modo 
que e Congreso no podía agregar a la jurisdicción nacional 
los delitos que correspondía» a la jurisdicción provincial tam- 
poco debían ir a la Justicia provincial tos delitos de imprenta 
en materias nacionales". 

En la sesión del 30 de Julio de! mismo año 1864, el doc- 
tor Guillermo Raivson, Ministro del Interior, recordó míe en 
Diciembre del año anterior, el gobierno de que formaba parte 
(era presidente el General Mitre, uno de los autores del ar- 
ticulo 32 L ordenó al fiscal que acusara ante la justicia federal 
un articulo ofensivo publicado contra un funcionario público 
adscripto al servicio nacional (et jefe de Policía Argerich), 
porque en la ley de Septiembre de 1863 están comprendidos 
en la jurisdicción federal aquellos delitos que se cometen con- 
tra los funcionarios públicos, en et uso de sus funciones. 

Kl Juez Federal se declaró incompetente fundándose en 
(pie se trataba de un delito de imprenta respecto del cual ca- 
recía de jurisdicción. La Corte Suprema confirmó por sus 
fundamentos el auto. Con este motivo, el doctor Rawson mo- 
dificó su opinión y la formuló en términos análogos a los del 
doctor Klizalde. explicando así et motivo y significad* del ar- 
ticulo 32; "Entonces se dijo que el Congreso no podía dictar 
una ley sobre imprenta sin estar sujeta a la jurisdicción na- 
cional : que los Jueces federales, como lo establece la Consti- 
tución, tienen que juzgar y entender exclusivamente en los 
puntos regidos por la Constitución Nacional y |>or las leyes 
que dicte el Congreso. Según esto podría venir a resultar 
que las leyes de imprenta, atento esta disposición general de 
la Crnstiiución. caerían bajo la exclusiva jurisdicción de los 
Jueces federales: y entonces, por el hecho de haber proce- 
dido del Congreso aquella ley, los tribunales federales eran 
los que habrían de juzgar en los casos que ocurrieran de 



ciatos por la prensa, Y eso fué, sefiof presiente, lo que se 
evuar: ¿fe fue 1„ qHe trnju , la ]cy ¡g, { ;.j¿ 
comilones < fll , la mistas Constitución habla establecido, va 
res|*cto de los códigos nacionales, cuantío «¡ice; que aún cuan 
l^f^W m Pm por el Congos,, es bien enten- 
d.do que ja junsdrcc.on que cabe en ellas, será nacional o 
provincial, según las calidades de las cosas o de las mrso 
ñas. l.sta misma jurisprudencia es h qm se ha querido lS . 
miecftr Wj>Mo rf, ta prensa. Así es que de estas ennside 
rac.mcs. seftor presidente, yo dedttíco: primero, que el Con- 
I6tm puede dictar una ley de imprenta, con tal que la su- 
jete a las condiciones de liberalismo y de privilegio que la 
legislación sobre la materia tiene ya establecidas: segundo, 
que puede el Congreso atribuir jurisdicción nacional a los 
casos en que Jas personas o las cosas le correspondan, sin 
que esta jurisdicción sea exclusiva, sino ¡»r el contrario, de- 
ja n fin a la jurisdicción provincial su competencia respecti- 
va". (Cámara de Senadores, sesiones de 1864. reimpresión 
de 1891, iiágina 345)- 

i' ti la sesión de 4 de agusto de 1864 c! Senado resolvió 
remitir al Procurador Fiscal de la Sección Buenos Aires, el 
-V" 14R ílel |*riódico *'EI Pueblo" para qite |>ersiguiera ju- 
dicialmente la acción legal que se dedujera del escrito firma- 
do Benjamín Calvete. Kl Fiscal doctor Salustiano J. Zava- 
Ha. más tarde miembro de la Corte Suprema, acusó a Cal- 
vete ante la justicia federal \*>r desacato previste» en la lev 
49 de rSftf. Kl Jnez de sección se declaró incompetente, como 
en e! caso de Argerich : pero la Corte Suprema revocó el auto, 
declarando en e! considerando 4.- que la restricción puesta por 
e! articulo 32 de la Constitución a la jurisdicción federal res- 
>cto a la injertad de imprenta "está circunscripta a aquellas in- 
fracciones de las leyes comunes que pueden ser castigadas jwr 
los tribunales de provincia a quienes compele hacer cumplir sus 
preceptos, san las ofensas a la moral y demás que se cometan 
abusando del derecho garantido a la prensa de poder discutir V 
bremvntc todas las materias religiosas, filosóficas v pática- 
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las injurias y calumnias inferidas a personas privadas o a em- 
picados cuyas faltas t.-s permitido denunciar q inculpar, |xir- 
qne Ja Constitución no Ies ha concedido inmunidad, etc., pero 
que de ningún modo se extiende a aquellos delitos que. aun- 
(jue cometidos por medio de la prensa, son violaciones de 
la Constitución N aduna! o atentados contra el orden esta 
Mecido p r ella y puesto bajo el amparo de las autoridades 
que lia creado |«ira su defensa". La Corte agregó en el con- 
siderando 5/' que ésa fué la inteligencia que dió al articulo 
ja la Comisión eme lo propuso, y que debe entenderse por 
abuso t|e la libertad de imprenta ta infracción por medio de 
ella de algún precepto del derecho común, pues el juicio di- 
las que se cometen contra la Constitución Nacional y las le- 
yes del Congreso no iwrtenece al fuero provincial". Senten- 
cia de ly de Septiembre de 1804. 

Bri 1871. al discutirse en la Convención Constituyente 
de la Provincia de Buenos Aires un artículo sobre la libertad 
de imprenta, que figura hoy con el número it en la Cons- 
titución de dicha Provincia, se examinó el alcance del ar- 
tículo 52 de ta Constitución Nacional. 

Kl General Mitre, autor de este articulo, manifestó en- 
tonces que se le había copiado de los Estados Unidos y agre- 
gó: /'Se ha creído l>or muchos, exagerando los derechos de 
ios listados. t|iie ello importalia la prohibición absoluta del 
Congreso para legislar sobre materias de imprenta; esta cues- 
tión *e trató allí y se resolvió dictando una tey nacional en 
materia de imprenta, respetando comu es natural ta juris- 
dicción provincial, que es ta que está fuera de las atribucio- 
nes del Congreso" 1 sesión del 18 de julio de (871. página 

J'íH. tiHIlti 1 1 . 

Kawson sostuvo que ta Nación podia jjot medio de sus 
tribunales juzgar las causas por abuso de imprenta en que 
se afecte su interés < página 501 > y explicando el motivo de» 
articulo 32 dijo: "Antes de la reforma de la Constitución 
Nacional existía un articulo que atribuía al Congreso la fa- 
cultad de dictar los Códigos. No había entonces ta reserva 
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de c,nc !a aplicación i!e c&m Códigos sería para los tribu- 
nales provinciales, de dcritfé resultaba que tuda lev dictada 
V r lI Congreso, aunóte fuese de la naturaleza de la. que 

mmmm ai códi P . \*¡ u u ^ de L 

mlumale. nacionales. Sucedió el año ,8-0 q lie .,.1 periódico 
de eordoi! atacaba al Gobierno y entonces se crearon jueces 
tf&tip para acusar a esc periódico ante los tribunales na- 
cionales. 

Klizalde. en la sesión de 21. propuso establecer que los 
tribunales de provincia conocerán exclusivamente de las cáu. 
sas por abusos de la libertad de imprenta. El General Mi- 
tre observó iiiniediatameme ' la Constitución no dice eso" 

Inguyeii admitió que e» los casos que conocían los tri- 
biUKues federales, no se han creído competentes para juzgar 
OS delitos de imprenta en general, sino cuando son atacada* 
las inmunidades de los senadores y diputados de la Nación 
que otan garantidos por la Constitución Nacional. 

Rocha y Rawson hicieron presente la inutilidad de Una 
declaración qu c no seria reatada por íes tribunales de la 
-Nación. 

La enmienda fué rechazada, sin que nadie la defendie- 
ra, estando presentes Tejedor, Alsina. E, Costa, L. Sáenz 
Pena y otros hombres públicos importantes . 

En 1874. Sarmiento, autor, con Mitre, del artículo 32 
de la Constitución sostuvo, en su último mensaje presiden- 
cial al Congreso. q„ c los tribunales federales eran jueces 11* 
turales de todos los delitos contra la Nación cometidos ix.r 
la prensa. 1 

"«N'ucstra Omstitucfón. dijo, prohibe al CJongreso res- 
tnngtr la libertad de imprenta. Pero esta libertad no está, 
como ninguna otra libertad humana, en oposición v fuera 
de Jos limites de las leyes, de manera que todo ta que conde, 
nm hts leyes ordinarias no entra en la libertad de imprenta 
que no es restringida en los casos en qt, e las leves restringen 
o condenan acciones o palabras". V agregó: ; *E1 Congrí, 
tiene el derecho de legislar sobre los sM g y delito, de la 
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palabra impresa, a no ser que el abuso sea sinónimo de us>.» 
legítimo o la licencia sea Li libertad por excelencia. Mí opi- 
nión es «pie los tribunales federales son jiu-ces naturales de 
los abusos y delitos fie imprenta; y puesto que la ley de 
justicia federal define claramente lo que es sedición e insu- 
rrección y designa las penas en rjtte incurren los criminales, 
su deber es aplicarla cu lu¿ casos en (pie la palabra impresa 
provoque o aconseje la insurrección o la sedición". 

Se vé asi (pie los autores de la reforma de i8íw y sus 
ti níL'irponáneos no ímw.n (pie ella privara al Congreso 
en absoluto de legislar sobre materias de prensa ni <pie atri- 
linyera a los atribunales de provincia jurisdicción exclusiva 
l»ara et conocimiento de los abusos de !a libertad de imprenta. 

Ninguno de esos ciudadanos pensó míe la Constitución 
Argentina daba en esta materia más poder a las provincias 
que la norteamericana. 

Sabido es (pie en los listados Unidos el Congreso no 
dicta el Código Penal, materia de legislación (pie correspon- 
de a los Kstados <> provincias. No ba sido, pues, necesario 
alli hacer la salvedad cpie sobre la aplicación de ese Código 
consigna nuestra G institución al declarar qne diclta aplica- 
ción eorresjionde a tos tribunales federales o provinciales se- 
gún míe las cosas o las personas cayesen bajo sus respecti- 
vas jurisdicciones. Allí la regia «le (pie el Poder Judicial e* 
c extensivo con el legislativo no conoce excepciones, ni kn 
necesita, porque e! Congres: > no puede establecer penas para 
delitos comunes, sinó para delitos contra la Nación. 

ftn esta discusión, estimo necesario disipar un error bás- 
tanle difundido y origen de muchas confusiones. Me refiero 
a la suposición de que la Constitución preiunte que ha de 
haber una ley de imprenta. No. La Constitución no nce tal 
cosa. Habla en general* de leyes que restrinjan la libertad 
de imprenta, y las prohibe (articulo 32. . Habla también en 
general de leyes que reglamenten el ejercicio de los derechos, 
c.üirprcndienrín intre ellos el de publicar ideas por la prensa 
sin censura previa ' Art, 141. 



m JL'STICIA ni- |,A NACION 21& 

Pero la ley de imprenta, la peligrosa ley ele imprenta, 
no esta en la letra ni en el espíritu de la Constitución, que 
tampoeo presume la rtecesidad de una ley de uraioria o de 
la ¡ra labra hablada. 

U reglamentación de los dcreelios civiles, en nuestro 
régimen federal no pitede ser unitaria ; no corresponde a 
una sola autoridad; no tiene que estar forzosamente conte- 
nida en una sola ley. aplicable por una sola jurisdicción. 

Kn general, puede establecerse que la Nación v las Pro- 
vineras tienen facultad de reglamentar lo que les afecta res. 
pcctivamente. y que la protección de los derechos mediante 
el establecimiento de penas contra quienes las violen corres- 
ponde a una ley de origen nacional, el Código Penal, cuya 
aplicación incumbe a los tribunales federales o a los provin- 
ciales, según los casos. 

Asi, cada provincia puede reglamentar las circunstancias 
dj lugar y tiempo a que lian de sujetarse las reuniones pú- 
blicas; pero la penalidad aplicable a quienes perturban esas 
reuniones corresponde al Código Penal de la Nación; y si 
Ja reunión degenera en asonada, sedición rebelión, no es 
en ef régimen provincial donde se ha de buscar la pena, shó 
en el Código Penal de la Nación. 

Del misino modo tratándose de imprenta, pueden las pro- 
vincias fijar requisitos razonables para la impresión y publi- 
cación de libros y periódicos, pueden, por ejemplo, exigir qué 
todo impreso lleve el nombre .leí editor o del autor ; ,>ero no 
tienen facultad, porque la Constitución no se la dá. de es- 
tablecer penas contra dicho autor o editor. 

La ley de imprenta, a la vez preventiva y represiva, es 
una concepción unitaria, extraña a nnfcst.ro sistema guber- 
nativo, y temible en manos de gobiernos provinciales inclina- 
dos. como suelen ser los nuestros. a abusar del poder. 

Si ella fuera autorizada por nuestra Constitución, la li- 
bertad de imprenta y el honor de los habitantes habría sido 
entregado a merced de funcionarios locales de escasa respon- 
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sabílidad o, por lo menos. de mucha menor responsabilidad 
que los funcionarios federales. 

I ''«Irían entonces las provincias orear de! ¡tus es|jeeiale* 
para ahogar la opinión, penándolas con penas rigurosa-, pir- 
que ellas serian soberanas en la elección de los castigos. á$ñ- 
de la nuitta hasta el presidio y la muerte. 

Viceversa, podrían ab;»lir toda penalidad contra la inju 
.ria, la calumnia y la difamación, dejando el honor ile las per- 
sonas de ambos sexos sin protección legal contra la agresión 
impresa. 

Kl sistema variaría de una provincia a la otra, contra 
!a igualdad míe la Constitución proclama cu materia penal, 
perturbando la paz social de teda la Nación. 

V no se diga que los efectos de caria legislación se cir- 
cunscribirían a la provincia eme la dicte: porque el libro o 
periódico impreso en J tijuy puede agraviar a los vecinos de 
Córdoija o de Buenos Aires, ya que es privilegio de la im- 
prenta tener por í imites de acción en el espacio tos de la 
tierra entera. 

Mecha esta aclaración, no encuentro justificada la taclia 
de iueoustituciunalidad formulada contra el Código Penal por 
estimársele violatorio del articulo 3<í de la Constitución. 

A mi modo de ver, el Código Penal, en cuanto legisla 
sobre las injurias y calumnias y otros delitos cometidos ¡> ¡r 
medio de la prensa, no festrinje la 'libertad de imprenta. 111 
establece sobre ella la jurisdicción federal. 

h r restricción de la libertad de imprenta se entiende 
en la doctrina toda medida preventiva que, coum la censura 
previa, tiende a nnpedir la publicación de las ideas en la 
forma en que sus autores las conciben y expresan. 

Kl Código Penal no contiene disposición alguna d - ese 
carácter: por él contrario, el inciso di. artículo 4.". de la ley 
de reformas, intercalado en el titulo de los cómplices, dis- 
pone que "no se consideran cómplices ni autores de los he- 
chos punibles a tos editores, impresores y demás personas que 
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prestan al autor tic! escrito o gratado la cooperación mate- 
rial necesaria para su publicación" . 

De este modo el Código elimina un inconveniente, uña 
especie de censura previa, que pudieran poner a la publica- 
ción intentada las personas indispensables para llevarla a 
cabo, 

Itas disposiciones del Código Pena! son, por su natt -a- 
leza, represivas y no preventivas. * 

La represión de liedlos punibles ya consumaos no pue- 
de reputarse, en tesis general, una restricción de la libertad, 
sinó el modo de hacer efectiva la responsabilidad del autor 
de un daño causado indebidamente a otras personas o a la 
Nación . 

Sólo cuando la represión es excepcional, y violatoria de 
la igualdad ante la ley; l ,nede llegar a adquirir indirecta- 
mente el carácter de medida preventiva. Si. por ejemplo, 
las injurias, calumnias, revelaciones de secretos, etc.. fueran 
reprimidas más severamente cuando son cometidas por la 
prensa que cuando lo son de palabra o en manuscrito, habría, 
en mi concepto, una restricción de la libertad de imprenta» 
Pero ello no ocurre en el Código Penal vigente, puesto 
que la penalidad que él establece es igual para todo autor 
de injuria o calumnia, sin distinción de la forma de comi- 
sión de estos delitos. 

El Código Penal no establece ranqjoco la jurisdicción 
federal sobre la libertad de imprenta, en el sentido que ei 
concepto tiene en la Constitución, 

La Constitución, articulo 100. establece la jurisdicción 
. fulera! sobre todas !as cansas que versen sobre puntos regi- 
dos por la Constitución y los tratados con las naciones ex- 
tranjeras, sin excepción alguna, ríe suerte que la jurisdicción 
provincial queda excluida en tales asuntos, Kn el lenguaje 
del foro, se dice que en estos casos la justicia federal conoc? 
por razón de la materia . 

La Constitución ha establecido, pues, la jurisdicción fe- 
deral sobre las referidas causas. 
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Además, el articulo 100 establece la jurisdicción federal 
jre las causas que versen sobre materias regida* por las 
leyes d e la Nación, con la salvedad de que la aplicación de 
Jigos Civil. Comercial. Penal y de Minería correspon- 
derá a los triljtmales nacionales, según que las cosas o las 
personas cayeran bajo sus respectivas jurisdicciones. 

Aquí bay dos clases de jurisdicción: la federal por ra- 
zón de la materia! qtie se ejercita siempre que la ley apir 
cable ti»» es uno de los cuatro Códigos mención a tíos, y lo 
jurisdicción concurrente u ordinaria que se ejercita cuando 
se trata de aplicar esos Códigos, 

I-i primera, la jurisdicción federa! propiamente dicha, la 
establece el Congreso citando dicta. |>ara toda la Xacióu. le- 
yes que no son Códigos. Si dictare una ley especial de im- 
prenta, como dicta leyes de falsificación de monedas, esta- 
blecería !a jurisdicción federal, a no mediar la prohibición 
fiel articulo 32. 

I„a segunda clase de jurisdicción, la ordinaria o concu- 
rrente, no puede ser convertida en federal, por el Congreso. 
El objeto de la salvedad del articulo 67, inciso 11. repetido 
en el artículo 100. es precisamente prohibirle al Congreso que 
establezca la jurisdicción federal sobre el patrimonio, sobre 
los delitos comunes y sobre «odas las otras materias de de- 
recho civil, comercial, penal y t |e minas. 

Kstas materias no son federales, no dan origen al ejer- 
cido de la jurisdicción federal: pero los jueces federales pue- 
den conocer c*ce|>cioiial mente de causas relativas a esas ma- 
terias, cuando por razón del carácter, vecindad o nacionali- 
dad ríe las partes, tengan competencia para decidir sus con- 
tiendas. 

Los jueces federales pueden conocer también de causas 
regidas por leves provinciales, e>ma íó dicen el artículo 2 de 
la ley N." 2j y el articulo 21 de la ley 48, siempre que la 
competencia resulte de la calidad de las |>artes. y no se po- 
dría decir acertadamente que el Congreso haya establecí do 
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s materias legisladas po* las 

provincias. 

Asi. pues, ateniéndose al lenguaje y méu-do de la Cons. 
muuon. n , cabe decir que e] Código IVnal establece la ju- 
ntémto federal sobre ninguna tíé I» ntoterias de m L£ 
m sobre el .homicidio, ni sobre el robo, ni sobre la j„j ur j a ni 
soora la calumnia, aunque en ocasiones excepcionales y por ra 
extrañas a la materia, las personas contendientes tengan 
el derecho y el deber de acudir a los jueces federales. 

Sintiendo, sin duda, la fuerza de este razonamiento los 
f* ílcsean evitar «» to<1 » caso la intervención de los jueces 
federales suelen alegar que el Congreso carece de atribucio- 
nes ,*ra afectar con sus leyes la libertad d e imprenta. No 
dice eso el articulo 32. sino que 110 dictará leves que re<- 
trmjan | a hbertad de imprenta. No le prohibe Éfetar leyes 
ifiie no Ta restrinjan: y. como .hemos visto, el Codito IVnal 
no la restringe. 

Viniendo ahora al caso concreto de estos autos, c* de 
advertir que. si bien la ilustrada sentencia del Tribunal Su- 
i»error de Catamarca declara que el articulo 32 de la Cons- 
titución no se opone a la aplicación del Código Penal a los 
delitos cometidos ]»or medio de la prensa, sin embargo la 
misma sentencia ap neba los fundamentos de la de i." Ins- 
tancia en la cual se estableció que ta ley de imprenta de 
aquella provincia ha incorporado a la legislación provincial 
el Coligo l^enal jiara la represión de esa clase «le delitos. 

Níí corresponde a la Corte Suprema de | a Xación. sino 
a los tribunales provinciales respetivos interpretar las leyes 
de !as provincias, has Jueces federales deben respetar esta 
interpretación, con arreglo a la doctrina seguida por la Curte 
Suprema de los Estados Cuidos. 

En consecuencia, si las disposiciones del Código Penal 
sobre injurias |ior la prensa son ley provincial en Catamarca, 
no puede decirse que su aplicación en el caso snb-judiee haya 
importado aplicar una ley federal. 
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Por todo lo expuesto, pido a V. rv. se sirva declarar 
infundado K -] recurso. — Buenos Aires, Julio 13 de 1918. 

José Nicolás Maticnzo, 

FALLO DI! LA CORTE SUPREMA 

Bunio* Aire», Octubre 19 4* \m. 

Vistos y Considerando: 

íi* Que durante la substanciación de la cansa se ha 
sstenido que el Código Penal tip l>ucde aplicarse a los de- 
litos de calumnia e injuria cometidos por la prensa, porque 
éik> es contrario a !a disi»osieión que contiene el artículo 32 
de la Constitución Hs. 18). 

2," Que si bien la resolución de j>riiiiera instancia l f s . 
55 K al aplicar el Código Penal. (Éggtj complementarias y de 
reforma. !■> hace asi |>t»r considerarlos incorporado» a la le- 
gislación local, y se abstiene de aplicar la ley de imprenta 
en lo relativo a las penas que impone, porque entiencL' que 
esa ley se circunscribe a los abusos y no comprende a lo-* de- 
litos de imprenta, la sentencia definitiva de fs. 63 vuelta con- 
firma la ele primera instancia en cuanto a ta pena que apli- 
ca, ¡íero "|»or el mérito que ofrece el acuerdo que precede** 
ífs. 01 vta. h en el que se deja establecido que el Código 
Penal es aplicare á los aludidos delitos, no porque esté in- 
corporado dicho Código a la legislación loeal. sitio porque, 
eti concepto de la mayoría del tribunal, et artículo 32 de la 
Constitución no tiene el alcance que le atribuye el apelante. 

3f Que de ello r< ;c!ta que la sentencia definitiva je ha 
pronunciada en contra de! derecho fundado ptir el recurren- 
te en la cláiiMda e.nistitiui i»;d recordada. — circunstancia 
en cuyo mérito el tribuna! que condena al querellado le lia 
concedido el recurso de apelación extraordinaria interpuesto; 
en arreglo al articulo 14. inciso 3." ile lá ley número 4R 

4." Que la sentencia de la Corte de Justicia de la pro- 
vincia de Catamarea. condena a don Gregorio Orellana He- 
rrera, a la pena de un año de prisión con arreglo al artíeu- 
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lo 171/ tkl Código Penal y articulo ¿i. inciso c i de la !ev 4.189, 
en la causa que le sigue don Carlos M. Segovia por" calum- 
nia* e injurian por haber «lado a ¡a publicidad en ti periódico 
'La Ley", un telegrama que el acusado dirigiera al «fio* 
Ministro ríe Justicia e Instrucción Public de la Nación. 

5 " Que como ¡o ha declarado esta Corte, al determinar 
el alcance del artículo 32 de !a Constitución el Honorabk- 
Congreso, como cuerpo legislativo nacional, no puede legislar 
«ifcre la prensa, reglamentando el derecho de publicar ideas 
y reprimir abusos posibles porque esa facultad es privativa 
de las soberanías locales. (Fallos, tomo 124. página 161 ; t m 
127. jiágina 273. y jurisprudencia allí citada». 

6." Que la palabra "jurisdicción" que contiene el ar- 
tíctdo 32 examinado, no tiene sólo el alcance circunscripto 
que se ic atribuye en la sentencia ape-tada. en la que se ta in- 
terpreta únicamente como potestad de juzgar referida a los 
Tribunales de la Nación : pues esa glabra es en el caso sinóni- 
ma de st)berania. cu !a función primordial de legislar, y es 
esa jurisdicción la (pie corresponde a las suturan ias provin- 
ciales, y la que la Constitución in le permite ejercer al Con- 
greso como poder federal. 

/-" Que e! delito de imprenta, por su carácter "su¡ y¿. 
ncris'\ no puede decirse comprendido entre los delitos comu- 
nes que forman la materia propia del Código Penal que el 
Congreso puede dictar c Jn arreglo al articulo 67, inciso 1 1 de 
la Consti xión (argumento fiel fallo tomo 124 precitado, 
considerando 11). 

8." Que sean cuales fueren las dificultades prácticas cpie 
ofrezcan las distintas doctrinas existentes en materia de deli- 
tos de ¡mprciua. hay que convenir en que el sistema que más 
se conforma con el régimen de Tilwrtad de nuestra Constitu* 
ción. ts c! que califica los delitos de imprenta como delitos 
"sui i/fucris". y \^,r eso mismo sujetos a una legislación esi>c- 
cial, toda vez rpie se cometen por medio de la prensa y sin 
auxilio de elementos esenciales extraños; y es manifiesto nut 
la Constitución consagra ese sistema desde eme atribuye al 
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Congreso ta fncttltad de legislar con*» legislatura federal en 
materia del derecho común, y le prohibe hacerlo en tal carác- 
er sobre imprenta. Hacer extensivas pues, las sanciones le- 
gislativas sobre delitos comunes, a los delitos de imprenta, 
importaría infringir el principio que consagra el artículo 32. 
y autorizar al Congreso por este medio a legislar sobre ma- 
teria reservada a !as provincias. Cuando se argumenta que 
el delito común no es distinto jiorque se cometa con armas 
distintas, se sienta una premisa equivocada e inaplicable en 
cuanto se empieza por establecer que la prensa es un iner<< 
instrumento de delito, lo que no es exacto aunque ocasional- 
mente puede auxiliar la comisión de un delito. La prensa 
como institución social, como factor de gobierno y de opinión, 
desempeña funciones que te son propias y que, de tal manera 
se relacionan con los intereses colectivos de todo orden, que 
requiere para cumpíir su misión regímenes legales que armo- 
nicen más con ella que los principios generales de las leyes 
comunes : y de ahí sus leyes especiales, sus tribunales propios 
y sus delitos "sui t/ctu'ris", que importando transgresiones y 
abusos de facultades concretas de la Constitución, tienen éti 
general una sanción penal también de exee|xñón, caracteri- 
zada más por la índole moral de la condena que |*>r el agra- 
vio material de la misma. La imprenta, pues, así legalmente 
instituida, no puede equipararse, como se pretende, al puñal, 
al veneno, ni a instrumento alguno de delitos; los que se ¡co- 
meten por la prensa son de naturaleza especia!, y sobre ellos 
no legisla el Congres* < Xacinna!. sino las legislaturas locales. 

f)," Que si bien las consideraciones que se dejan con- 
signadas son suficientes para sustentar las conclusiones esta- 
blecidas al respecto p,¡r este tribunal, cabe agregar que la 
misma doctrina ha sido expuesta en términos expresas en el 
Honorable Congreso de ta Nación al fundarse y discutirse di- 
versos proyectos de ley de imprenta para la capital y territo- 
rios nacionales. 

10." La primera de dichas discusiones tuvo lugar en la 
Honorable Cámara Nacional de Diputados. V 'ii la sesión del 
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ig ile junio de 1803. esto es, poco tiempo después de sancio. 
nada la reforma, y tiene especial importancia no sólo jx>r ese 
hecho, sino también porque intervinieron en el debate algunos 
disuado* une habían sido miembros de la convención refor- 
madora, y sus opiniones, constituyen, en consecuencia, la más 
auténtica interpretación del artículo constitucional aludido, 
pues eoiro enseña Cooley : ' cuando una interpretación ha sido 
aceptada tatúo correcta y especialmente cuando esta lia sido 
dada contemporáneamente con la adopción de la Constitución 
y por aquéllos que tuvieron oportunidad de comprender la 
inunción del instrumento, existen poderosas presunciones en 
facer de tal interpretación". (Const. L 3." ed.. página 3S0J. 

11." !\1 diputado por Corrientes, Señor Cabral. propuso 
s e nombrase una comisión de la Cámara que s e encargara 
de redactar un proyecto de ley reglamentando la libertad de 
la prensa. Pasada esta iniciativa a estudio de la comisión co- 
rres; miii diente, ésta se expidió aconsejando su rechazo; y sos- 
teniendo ese dictamen el miembro informante señor Klizalde 
se espresó en eaios términos: "La comisión ha estudiado la 
índole de nuestra Constitución y todos los artículos de elía 
que se relacionan con este punto, y lia considerado que no 
1 <tá en las atribuciones de! Congreso dictar una ley de carác- 
ter nacional que legisle sobre la prensa. 

Lo que ha inducido a la comisión a formar esta opinión, 
es el texto expreso de la Constitución, los antecedentes legis- 
lativos que se refieren a este asunto, y los ejemplos que nos 
presentan las naciones que se rigen j*or tos mismos principios 
democráticos que nosotros. La opinión uniforme de los escri- 
tures de derecho constitucional que tratan la materia, viene 
también en apoyo del juicio que ha formado la comisión". 
Se refiere enseguida el aoetqc Blizalde a los principales fun- 
damentos aducidos por la comisión de la convención provin- 
cial, y a otros que registra el "Redactor" pira sostener la 
reforma conKtnida en el articulo 32. y luego agrega: "Efecti- 
vamente, señor, lus delitos que se cometen por la prensa, no 
son delitos que afectan a la Nación, son detitos que solamente 
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afectan a las localidades donde se cometen. Asi es une. a la 
localidad es a quien corresponde legislar sobre la materia". 
"Kri los Estados Unidos le está vedado expresamente al Con. 
greso dictar leyes de carácter nacional sobre los abusos o res- 
tricciones de la prensa; solamente puede hacerlo, según 
Storv. la parte <|nc ejerce jurisdicción exclusiva en acuella lo- 
ealíM, tfi& deütos de (a prensa, pues, ami» he dicho antes, 
están substraídos a la jurisdicción del Congreso, y é! Kb puede 
en manera alguna legislar sobre la materia". 

r-> El diputado señor Zavaleta, contestando al autor de! 
provecto, adujo entre ntras consideraciones, las siguientes: 
"lín primer lugar, tí señor diputado ha dicho que en caso que 
el Congreso no pudiera legislar sobre esta materia. la regla- 
mentación de la libertad de la prensa, solo la provincia de 
Hítenos Aires gozaría de ta libertad de este derecho. Ha ha- 
blado támbiéh de los caudillos, cuya existencia en algunas 
provincias colocaba a estas en la intposibmdad de gozar de 
tsta preciosa garantía de los derechos de los ciudadanos. Pero 
estas razones, o no tienen importancia alguna, o probarían so~ 
lamente que se halla en el mismo caso todo nuestro sistema 
fxditk-o. míe reposa precisamente sobre un doble organismo, 
es decir, la vida provincial y la vida nacional. Si hay candi 
l!os. entonces habrá inconvenientes ¡«jra que las provincias se 
rijan por el sistema federa!. "Respecto a los antecedentes que 
aconsejan a la convención de Huenos Aires a introducir esa 
enmienda girt el articulo $2 de la Constitución, ha manifestado 
el señor diputado que Ins razones que la indujeron a introdu- 
cir este artículo no son aplicables a la época actual-. Yo com 
prendo, como el señor diputado, (juc la provincia de Mtteno, 
Aires, al introducir esta enmienda, fué con la tendencia de 
criar los abusos que el gobierno nacional hacia de las atri- 
buciones que la Constitución le acordaba: peni no comprendo 
como el señor diputado ha podido prescindir de esta consi- 
deración, y es que esos temores de los cuales trataba de pre- 
caverse, no tendrían importancia ninguna si el gobierna na- 
cional habría de continuar con las mismas atríbunom-s ijne 
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tenia Mim Es evidente entonces, la razón qu e se tuvo para 
nitroducrr .a reforma, y puede decirse <jue el espíritu quVla 
gino forma parte de la ley. P:r consiguiente no puede decir 
e. señor diputado que cambiarlas las circunstancias. «< muv 
conveniente que el Congreso tenga las mismas* atribuciones 
que antes de la reforma. porque la ley está arriba de las con- 
vem encías* . 

13. Por último, el sefior diputado Obligado, intervinien- 
do en el debate, dijo: "como miembro de la comisión exami- 
nadora de la Constitución Federáis debo manifestar a la Cá- 
mara que la reforma sob;r« libertad de imprenta pasó alli por 
unanmudad y que todos los que la votaron lo hicieron con plena 
conciencia de que ¡tuertaba inhibir al Congreso de legislar 
én materias de este género; y esto consta de las publicacio- 
nes que se lucieron en el redactor de la convención y está con- 
signado también en el informe que pasó la comisión a la con- 
vención encargada d e examinar la Constitución. q„ e lia cita- 
do el señor diputado anteriormente. Después de haberse dado 
en el muchas razones y muy poderosas, para prebar que el 
Congreso no debía tener la facultad de legislar sobre esta ma 
tena, concluye con | as siguientes palabras: existiendo prece- 
dentes (aunque no de 1111 carácter legal ) que hacen presumi- 
ble una intervención indebida de? Cohierno Federal en mate- 
ria tan privativa de la soberanía provincial, es prudente pre- 
caverse contra tales probabilidades, conío lo hicieron los Esta- 
dos Unidos de Norte .América en las enmiendas que presen- 
taron at Cf .ngreso. Se entendió, ¡mes, en fe comisión que pre- 
sentaba las enmiendas, que el artículo indicado importaba la 
restricción al Congreso de legislar sobre la prensa. IX- mane 
ra que habiendo pasado sin observación alguna, por unanimi- 
dad esa reforma, se aceptaba el espíritu en que idla se pro,»,., 
ma Habiendo circulado con profusión esos documentos, to- 
dos los diputados que concurrieron a la convención de Santa 
Fe. al aceptar el articulo & introducido p t >r la convención de 
Inicuos Aires. Ip hicieron en el sentido de inhibir al Congreso 
de la facultad de legislar en materia de imprenta. No se si 
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se puede dar una cosa más evidente y clara en materia de in- 
terpretación auténtica de la Constitución". . . 

14- El año i88i. el diputado nacional sen ir Vicente Yl 
llamayor presentó un proyecto d e ley de imprenta a Ja Cáma- 
ra de que formaba parte, y al fundarlo expuso en estos tér- 
mios la facultad constitucional del Congre*» en la materia: 
"fin euantu a que el Congreso no puede establecer !a juris- 
dicción federal, entiendo señor presidente, tjue esta pr.-seri p- 
ción se refiere a que el Congreso no puede dictar leves de im- 
prenta de carácter general para toda la República dejando esa 
atribución a los estados. A*, tenemos que el Congreso dicta los 
Códigos, las leyes de fondo, porque rigen uniformemente en to 
da la Nación. ]iero dictar las responsablidadcs de la prensa es 
atributivo (le los Estados. I'ero cuno no se trata de dictar iey 
para los listados, sino para la Capital, y la misma Constitución 
estaldece que el Congreso legisle y tenga jurisdicción exclusiva 
en todo to .pie se refiere a la Capital, es de todo punto evidente 
que teniendo su jurisdicción exclusiva para dictar tudas las leyes 
que sean necesarias para la organización de la Capital, debe 'te- 
ner competencia para dictar una ley de imprenta, porque -la 
Constitución no se lo prohibe, jorque m imajle lo que se lia 
atribuido a las jurisdicciones tócales < Diario de Sesiones de la 
Cámara de Diputados, año 1881. tonto 1.". página jo>. Más 
tarde, en 1886. al tratarse un proyecto de ley de imprenta pre- 
sentado por el Poder Ejecutivo, el señor senador nacional doc- 
tor Aristóbuh del Valle observó que no era eonst Unción al - 
mente posible someter a la ley de imprenta que se trataba de 
dictar para la Capital y Territorios Nacionales, "a un iudivt- 
iluo que está bajo otra jurisdicción y cuvo delito cae bajo e! 
imperio de otra legislación", y agregó: "Esto importaría sa 
car |H>r medio de esta ley a las individuos de sus jueces natu- 
rales, principio consagrado en la Constitución, y que respon- 
de a garantizar las libertades individuales y el ,rden público: 
se puede sacar a un individuo de sus jueces naturales; cuan- 
do se comete un delito, se aplica la ley del lugar en que se 
comete, y lo juzga el Juez del mismo lugar". Y e l señor se- 
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nadnr IWxhkne. oponiéndose tamhim a la canción del articula 
fWJ «$«30 : -U disposición que contiene este articu- 
lo, es doblemente inconstitucional, no solamente por sacar al 
delincuente de sus jueces naturales, lo que esta expresamente 
prohibido por la Constitución, sino también, ]x>rque se ver- 
dría a establecer la jurisdicción nacional sobre los delito* de 
imprenta cometidos en las provincias, es decir, vendría a res- 
tringirse la libertad de imprenta en las provincias, lo que tam- 
bién está expresamente prohibido por la Constitución»'. 

«5. A su vez d señor senador del Valle precisó el alean, 
ce del proyecto en discusión en estos términos; "En este mo- 
mento el Congreso Argentino no es Congreso Federal en el 
sentido ile la Constitución. No estamos legislando como Con- 
greso Nacional, porque como Congreso Nacional tenemos una 
limitación constitucional que nos prohibe dictar leyes que se 
relacionen con la prensa. Estamos procediendo como legisla- 
tura local, en virtud del artículo constitucional que autoriza al 
Congreso para dictar todas las leyes que sean convenientes 
o necesarias para el gobierno de los territorios de la Nación. 
Kmonecs. pues, en nuestro carácter y en nuestra capacidad 
de legislatura local, no jiodemos extender nuestra jurisdic- 
ción a delitos que se cometan fuera del territorio a que alcan- 
za esa jurisdicción". «Diario de Sesiones del Honorable Se- 
nado, año i88ft. páginas 431 y otras i . 

l<i Q líe en cuanto a los antecedentes une se invocan 
al recordar los factores históricos que detenninarou la san- 
cron del articulo 32 por la convención de i8fx>. de ellos mis- 
mos se flesprende qne ese precepto ha tenido el objeto y el 
alcance que este Tribunal le ha atribuido siempre; y si "con 
el transcurso del tiempo ha desaparecido la causa que le die- 
ra origen, ello podria fundar la necesidad o conveniencia de 
la reforma de la Constitución en ese punto, pero no puede in- 
fluir en la interpretación que deban darle los tribunales ríe 
justicia. ]iorque la Constitución no se modifica |jor vía de cam- 
bios en la jurisprudencia, ni los jueces a título de interpretar 
las leyes, pueden invadir la potestad legislativa, no debiendo 
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olvidarse que. como observa Cooley "una constitución no sig- 
nifica una cosa en un tiempo y otra distinta en un tiempo 
subsiguiente."' (Const. L. página 387 >, 

17. Que precisamente, e! conjunto de disposiciones cons- 
titucionales qu t . se citan en el dictan*» de fs. 101, y que com- 
prenden propósitos generales, hace resaltar más la' excepción 
que consagra el artículo 32. Si los autores de ta reforma "tu- 
vieron en i8íjo el temor de que el Congreso de aquella éi*o- 
ca separase la libertad de imprenta de tas demás libertades 
para legislarla con espíritu restrictivo", se explica perfecta- 
mente que propusieran y obtuviesen la sanción del artículo 32 
\»>r el cual las provincias se reservan la facultad de legislar, 
sobre la imprenta y negaron expresamente el ejercicio de esa 
facultad al Congreso Federal. V a este respecto corresponde 
observar la regla elemental de Iteriuenéutica según la cual al 
investigarse el origen y objeto de 'la ley, del* proceder*- con 
prescindencia de los factores sociales o de otro orden, que en 
el transcurso del tiempo pudieran determinar modificaciones 
en su aplicación, pues como queda dicho, si las leyes fueran 
susceptibles de reformarse automáticamente con el transcurso 
del tiemp » y por acción implícita de la juri>prudeneia. resul- 
tarían en definitiva creación del magistrado judicial y 110 del 
P>4er legislativo. 

18. Que Cualesquiera que fuesen, por otra parte, las 
razones que tuvieron los convencionales de l8fx> ]>ara incor- 
|*irar a la Constitución la refnnna que importa el articulo 32, 
110 hay antecedente alguno cu el que pueda fundarse la afir- 
mación de que los recelos de algunos políticos, inspiradores de 
la reforma, cu contra de la autoridad nacional de la época, no 
fueron compartidos pof la Convención Nacional, Kl hecho 
de la sanción de la reforma, siu una sola opinión discrepante. 
— > aunque esta circunstancia fuese determinada |*>r el nuV 
vil patriótico de la reconciliación nacional. — autoriza a su- 
poner lo contrario, y en todo caso, y en mérito de los antece. 
dentés hi>tóric"> referidos, con las supuestas reservas men- 
tales o sin ellas, e! precepto fue incorporado a la Constitu- 
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Ción y mientras lo esté, no puede dejar de cumplirse. Culie 
recordar asimismo, que aparte cíe las razones expuestas, esta 
reforma se fundó también en que. como entonces se expre- 
sara, y se ha repetido después con reiteración, un abuso de la 
libertad de imprenta nunca puede ser un delito nacional. ® 
carácter de la ley que lo prevea y la denominación que el de- 
lito reciba, no influye en la calificación del ,„¡ sim> , v sea cual 
fuere su origen y su nombre, sen» delito de imprenta si <e lia 
perorado por ese factor de publicidad, atri cuando pueda 
cometerse por otros medios; y en ese caso y como tal delito 
de imprenta, sera de la conq»eteiieia jurisdiccional exclusiva 
de las soberanías b>eaíes. dadas los términos absolutos cen que 
el articulo 32 excluye la jurisdicción federal. 

iy. Que es manifiesta la ineficacia del argumento con .iue 
se sostiene que asi interpretado el artículo 32 de la Constitu- 
c.on quedan indefensos los derechos de los agraviados por la 
prensa, pues en la sentencia antes referida del tomo 124 | con- 
siderando 15, página MSgfo esta Corte Suprema deja reitera- 
da una vez. más su declaración de que el artículo i 2 de la Cons- 
titución no se ojíone a )a represión de Ips 'Mitos que puedan 
c^iicterse por medio de fa prensa, sino que esa reglamenta- 
ción y represión es |>rivativa de la sociedad en que el abuso 
se comete, lo que importa establecer que es atribución de los 
gobiernos provinciales la de proveer a las exigencias respectivas 
por los medios legales de! caso, como lo han hecho, en gene- 
ral, los Kstados en ejercicio de tan elevada facetad. Además 
y aun en la hijjótesis de que fuera exacto aquel argumento, 
seria siempre ineficaz en el caso porque la consideración di- 
tos per juicios a que se supone que pueda dar lugar, la aplica- 
ción de un precepto legal, no autoriza a no aplicarlo cuando 
un sentido es claro y preciso. (Fallos, tomo 8/'. página 393), 
pues ríe lo contrario quedaría alterado el equilibrio de los po- 
deres que ha cread., la Constitución, por invasión reciproca de 
facultades y atribuciones inalienables. 

-*0. Que no es aceptable como antecedente de jurispru- 
dencia la invocación que se hace del fallo del tumo 0, pagj- 
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na 297, pites esta Corte Suprema lia considerado el caso de 
dicho fallo, en el tomo 1 14. página 60, en términos que no de 
jan lugar a dudas al respecto — estableciendo: a) que en 
atención a los propósitos, a los términos y a las declaracio- 
nes explícitas en que se fundó* la reforma constitucional alu- 
dida, esta Cort- ha declarado desde los primeros tiempos de 
su creación, la incompetencia de la justicia federal en acusa 
ciones p"»r abusos o <k!itos de imprenta; b) que dicha falta 
de jurisdicción se lia referido a muy diversos casos, tales como 
de publicaciones dirigidas |ior medio de la prensa contra el 
Jefe de Policía de la Capital (tomo 1.", trigina 30). de delitos 
graves contra la Nación (tomo 3.". página 371). de amena 
iíás contra un juez de sección en el ejercicio de sus funcio- 
nes (tomo 10, página 361 >. de desacato por la prensa contra 
un juez federal, un procurador fiscal y secretario (tomo i", 
página no», de desacato y delito ele amenaza por la prensa 
contra el Presidente de la X ación (tomo 30. página de 
injurias y calumnias contra 1 articula res (tomo 30, página 540S 
U>mo 54. jiágina 108 i. de los mismos delitos por la prensa 
contra un agente consular Itomo 100. página 337) ; el que esa 
junsprudeeia reiterada durante medio siglo sólo ha tenido 
la exce|»cióii que consigna el referido fallo del tomo 1,". página 
317. relativo a las inmunidades parlamentarias, tests que m» fué 
continuada posteriormente en un caso de la misma naturale- 
za, — pues agrega textualmente al respecto: "que bastaría la 
lectura reposada de ese fallo jiara reconocer su alcance res- 
tringido a la garantía de tas inmunidades parlamentaria*, in- 
cluido, sin emliarg >. en la regla general, en la resolución dé la 
causa seguida por el diputado doctor («orostiaga. acusanfk 
publicaciones hechas en el periódico "La Opinión Nacional", 
de Santiago del Kstero (tomo 33. página 2¿8>: por manera 
que. esa misma excepción, no puede considerarse subsisienle 
en la jurisprudencia de este tribunal". (Fallo del tomo 114 
citado, considerandos 6.", 7," y S,". paginas 68 y 69). 

21. Que examinados ante la realidad de los hechos. Tos 
fundamentos de urden positivo cpie se aducen para «sostener 
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la tesis rlir In aplicación del Código Penal a tos delitos ríe im- 
prenta, resultan aun menos conformes con la verdad y la 
justicia que las mismas argumentaciones teóricas de la cita- 
da doctrina. Señalándose, un efecto, los peligros de "aban- 
donar al arbitrio de las autoridades de provincia mía liber- 
ta d tan indispensable a la vida republicana, como es la de 
la imprenta", agrega el señor Procurador General que "la ley 
fie impronta, la peligrosa ley de imprenta no está en la letra 
ni en el espíritu de la Constitución que "es una con- 
cepción unitaria extraña a nuestro sistema gubernativo y te. 
nuble en manos de gobiernos provinciales, inclinados como 
suelen ser los nuestros, a abusar del poder. .." 

"Si ella fuera autorizada por nuestra Constitución, la 
liliertad de imprenta y el honor de los habitantes habría sido 
entregado a merced de funcionarios locales de escasa res- 
]>onsabi!tdad. o por lo menos, de menor responsabilidad que 
los funcionarios federales..." 

"Podrían entonces las provincias crear delitos especia- 
les para ahogar ta opinión penándolos con jienas rigurosas, 
porque ellas serian soberanas en la elección de los castigos 
desde la multa hasta el presidio y la muerte... Viceversa, 
pudrían abolir nula penalidad contra la injuria, la calumnia 
y la difamatión. dejando el honor ríe las personas ile ambos 
sexos sin protección legal centra ta agresión impresa." 

32. Los hechas desautorizan estas opiniones y desva- 
necen estos temores inconciliables con la verdad histórica y 
jurídica. No es posible, ante todo, sostener que la inteligen- 
cia de! artículo „V de la Constitución que se impugna en es',* 
dictamen, sia una concepción unitaria extraña a nuestro sis- 
tema gubernativo. Por el contrario, está en completa con- 
cordancia con el régimen federal, que es tanto más perlieíeto 
cuanto mayores las facultades de que disfrutan los Estados 
de la Federación. 1.a o nteepciún unitaria consistiría en cam- 
bio, en admitir que el Congreso Federal legislara sobre ta 
prensa en uso de una atribución que n le ha sido delegada. 
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y pos la cual se impediría ;j Um Estado» que ejercieran dicha 
atribución que les es privativa. 

2J, Soberanas en el ejercicio ele la facultad reservada 
que se analiza, las provincia a han legislado sobre ella y |>ues- 
to en vig.r Jos principio* que le son inherentes, sin que pue- 
da afirmarse cotí justicia que en el tisú de atribuí > tan deli- 
cado hayan compn .metido en alguna forma las lit>ertades. de- 
rechos y garantías que s c invocan. Consagrado, en efecto 
por la Constitución el principio de que el régimen de la 1i 
hertad de imprenta c >rres|*mde a las soberanías locales, y 
asi establecido, interpretado y practicado en cincuenta años 
de vida institucional, se lian dictado y aplicado jx>r los po- 
deres provinciales, como queda dicho. las leyes reglamenta- 
rias del caso, y es de estricto deber observar que estas luyes, 
en virtud de las cuales la liliertad de imprenta y el honor 
de los habitantes han quedado "a merced de funcionarios lo- 
cales", no puede decirse que hayan sancionado el abuso del 
|x«ler. ni vulnerado la liliertad. ni cuns lido la licencia, ni 
establecido i»enas de rigor, ni abolido castigos para amparar 
impunidades. AI contrario, esas leyes argüidas de arriesga, 
das y temibles, y que timen por base la respectiva Constitu- 
ción local, consagran, en general, el principio de la liliertad 
de la prensa, autorizan teda publicación sin censura previa, 
establecen ¡«ra los delitos úe imprenta el juicio por jurados, 
declaran prescriptibles a cort » plazo la acción y la pena e 
imponen un régimen jienal (pie en ningún caso va más alia 
de la prisión o e' arresto a corto término y compensa ble 
siempre en dinero, lo que importa establecer que son mucho 
más benignas que el Código Penal, invocado para amparar 
a la prensa contra las amenazas y tos rigores de la "peíigro- 
sa ley de imprenta". Asi y con diferencias eireunsiam'iak-s 
que no afectan. el concepto fundamental, lo establecen las le- 
yes de las Provincias de Buenos Aires. Santa Fe. lint re Rtos; 
Córdoba. Santiago del listen.. San Juan, San Luis, Salta, 
J tijuy. La Kioja y Catamarea; y responden a los mismos 
principios de amplias garantías de la libertad d¿ imprenta y 
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eficacia represiones de sus abusos y delitos, los proyectos pre- 
sentados a !as legislaturas de varíis provincias destinadas :i 
completar la legislación provincial al respecto. 

24. Qtoe tíe ' os antecedentes del considerando que pre- 
cede, resulta demostrado, no sólo (pie es insubsistente la base 
misma de la argumentación conjetural cine al resjjecto se fu 
hecho sobre los peligros de que el régimen de la libertad de 
Ja prensa corres|»n<la a las provincias, sino tafrnbicn y a 
"contrario sensu" que es precisamente esa facultad reserva- 
da en el articulo 32 de la Constitución y ejercida por los 
Estados, la que ha hecho entre nosotros de la prensa una 
institución pública regida por leyes probas destinadas a con- 
ciliar en lo posible el principio de libertad que constituye el 
ambiente esencial de su desenvolvimiento, con la necesidad 
de corregir sus transgresiones legales; y ante estas conside- 
raciones cabe aquí la oportunidad ele hacer constar ta alta 
previsión de !cs constituyentes de 1860. que confiaron a los 
poderes locales, esto es,, a los más directamente interesad;* 
en la eficacia de este factor de progreso moral y material, 
!a misión superior de regir tan delicados resortes de gobier- 
no y de opinión pública. 

25. Que en consccia-ncia. debe reconocerse que la sen- 
tencia de la Corte de Justicia de Catanmrca, fundando en 
las disposiciones del Código Penal de la Nación la represión 
de los delitos de imprenta, ha contrariado los artículos 18 y 
32 de la Constitución, toda vez que- en la sentencia recurri- 
da 110 se invoca disposición alguna de carácter provincial |k?t 
la que las sanciones de aquel Código hayan sido Íneor|xnra- 
das a la legislación local sobre la materia. 

Cor est ís fundamentos, y los concordantes del voto en 
disidencia de fs. níi vta„ y oído el señor Procurador Gene- 
ra!, asi s^- declara, revocándose la sentencia arlada. Xotifi- 
quese con el original y repnest OS los sellos devuélvanse. 

A. Rkkmkjo. — p. K. Palacio 
— J. Fii-.rkwo.\ Ai.coit'r \. 
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Bou César l.uis Zapata, contra el Gobierno Nacional por 
cobro de pcsus: sobre competencia 

Sumario : L'na demanda contra el Gobierno do la Nación 
]K>r cobro de sueldos, no es de las eme prevé y autoriza 
ta U-y $952i en ¡as condiciones quv en la misma se expre- 
san ; en consecuencia, sin la previa venia legislativa, los 
tribunales federales carecen de jurisdicción para conocer 
de ella. „ 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SKXTENCIA DE LA CAMARA FEDERA!, DE APELACIONES 

ROMrí», Abril 27 de 1918 

\ istos y considerando : 

Que siendo de orden público la cuestión sobre cdrtl|*er 
leticia o jurisdicción, debe resolverse en primer términj. y aún 
de QAck} f fuera de t|ue en este caso, el señor Fiscal de Ca- 
nsara la ha promovido en la audiencia de informe m vocc. 
pidiendo se decían.- la falta de jurisdicción del tribunal para 
entender «en la ikmanda, por no existir autorización legisla- 
tiv;i para entablarla. 

íjue la demanda se ha deducido por don César Luis 
Zapata contra e' Gobierno de la Nación. por cobro dé |>esos. 
ijue fe adeuda en concepto de diferencia de sueldos deven 
gados como empleado público, según ílos antecedentes rpuc 
expone, 

Que como lo tiene establecido la Suprema Corte, las re- 
laciones entre el Gobierno y sus emplead) * se rigen p>r el 
derecho publico y son niatevía ajena al derecho común, no pro- 
adiendo la jurisdicción de hw tribunales de la Nación en cau- 
>a> contra ésta |)or razón del empleo. Domo ocurre en el caso, 
a menos mte procediera autorización legislativa ijue aqttí no 
~v ha acreditado ni invocado. No es, pues, aplicable al sub 
tutiiee ¡a lev número $.952 en rme se apoya el actor: ésta rige 
cu los casos en rpi.- la Xación ha obrado como persona juri- 
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rica í Curie Suprema. Tomo 99, página ¿o<j: t->:u t 122. pá, 
giua t_»oi. 

Por esto y do conformidad con la expuesto y pedido c<>n- 
cordamemente p r el señor Fiscal de Cámara, se declara la in- 
coro pe 1 encía de les tril minies federales para entender en esta 
cansa. Notifique**; y devuélvanse al juzgado de origen donde 
se repondrá el sellado correspondiente. — Nicolás i'era fía- 
rros. — José tlrl Barco. — Manuel Corrillo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

h an Aim, Octubre 22 Ot J910. 

Y vist< s: Los venidos en apelación de sentencia de la Cá- 
mara Federal de Rosario seguidos por don César Luis Zapa- 
ta contra e l Gobierno de la Nación, por cobro de pesos. 

Y considerando : 

í)iie la sentencia apelada declara la incompetencia de lo* 
tribunales federales para entender «1 la causa, por concep- 
tuar i|ue con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, la Na- 
ción no ha obrad* en el caso como ¡>ersona jurídica, y que en 
consecuencia, el actor carece de derecho para demandarla sin 
previa venia legislativa, lo que implica que su demanda no es 
de las (pie prevé y autoriza la ley 3.952 en las oondicionea 
que en ella se expresan. 

<Jue la sentencia recurrida es definitiva toda vez que po 
ue fin at pleito en la forma entablada, y no hay en ella vicio 
v defecto de procedimiento, ni violación de las formas lega- 
les que la invaden, a que se agrega que el recurro de nulidad 
es extraño al extraordinario previsto en el articulo 14 de la 
ley 48 y f>," de la 4.055. 

(Jwe con arreglo al artículo r." de la ley 50. la jurisdic- 
ción federal e^ improrrogable. I Fallos. ton*> 17, ingina 472 . 
tomo 2i. pagina yy y ctres». y la incompetencia de los tri- 
lnmalcs (incidíalos debe declararse en cualquier estado en que 
aparezca, y aún de oficio ( Ley 50. articulo y ; Fallos, tomo 
4A páginas 69 y 70: tomo 22. ingina 261. y otrosí. 
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(Jtte es uianifieslo en el caso que el fundamento de ta 
causa deriva ilc actos administrativos ckl Gobierna Nacional, 
regidos por el derecho público, corno lo expone acertadamen- 
te Ja sentencia recurrida, y que no hay por consiguiente, causa 
civil que autorice la jurisdicción de los tribunales federales 
en la* condiciones previstas |*>r la ley 3-953. 

Que examinado d carácter de la acción deducida, para 
resolver como cuestión previa !a procedencia o improceden- 
cia de la jurisdicción, federal en el caso, y establecido de qiio 
no se trata de una acción civil regida por el derecho cocuún. 
corres¡Kíndía pronunciarse como lo ha hecho la Cámara Fe- 
dera! en la sentencia apelada, a fin de evitar ulteriores ac- 
tuaciones innecesarias. 

Por ello, y oído el señor Procurador General, se confir- 
ma la sentencia apelada de fs. 82 vuelta. Notifiqiiese y de- 
vuélvanse, reponiéndose el papel ante el tribunal de proce- 
decia, 

A. Kkkmi:jo, — D. K. Palacio. 

— J. FlCLKKoA Al.COHT\. 



Pon lint i! ¡o .-teri contra el doctor Víctor S. (¡niñazn, por co- 
bra de un crédito Hipotecarle. Contienda de competencia 

Sumario: 1." F.l juez del domicilio del deudor es el com- 
petente para conocer del juicio universal de concurso de 
aerted ires, al que dclien acumularse' los demás juicios 
que se sigan ante otros jueces, aún cuando se traté de 
juicios por cobro de créditos hqjotccarios. 

2." Los convenitw entre partes, relativos a cons- 
titución d.> domicilfc) especia!!; no pueden sobreponerse 
a las facultades que las leyes acuerdan a dos jueces de 
concurso sobre los bienes del concursado. 

Coso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR l*KOCL*K.MK)K CENKKAL 

Bueno» Alfa, Octubre 15 de Iftl*. 

Suprema C Jrte: 

El inuito en discusión, que lia motivado la contienda d¿ 
competencia trabada entre bs jueces fie lo civil de esta Ca- 
pital y el <tc la ciudad de Santa. Luis para entender en la 
ejéciiclén hipotecaria seguida por don Emilio Acri contra el 
doctor Víctor $. Giiiña^u, con motivo de halhrr sido concur- 
sado éste último ante el primero ele los jueces nombrados, ha 
sido resuelto repetidas veces por V. E.. entre otros en los 
fallos que se registran en el tomo 97. página 154; tomo iii>. 
|»ágina y)7 y tomo 131 . página 388; reconociendo la comí* 
tencia del juez del concurso. 

La doctrina aplicada en esos fallos se funda en la uni- 
dad de los juicios universales establecida i*>r la ley 927. ar- 
tículos 2. y 3.", que no han sido tachados de ineoiisliruciona- 
lidad en el presente caso. 

h>r ello, considero competente |»ara entender en la eje- 
cución referida al juez del concurso y pido a V. K. se sirva 
así declararlo. 

José Nicolás Matiensp, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

6hm Alfts, Octukrr 22 de ms. 

Autos y vistos: Los de contienda de competencia entre 
1111 juez de l." Instancia en lo Civil de la Capital y otrn de 
igual categoría de la Provincia de San Luis para conocer en 
la ejecución hipotecaria instaurada ante éste por don Emilio 
Acri contra el doctor Víctor S. Gniñazú y. 

Considerando: 

Que está fuera de cuestión el domicilio en esta Capita! 
di?I ejecutado doctor Guiñazú, por cuyo motivo se tramita 
ante esta jurisdicción su concurso civil de acreedores, al que 
deben acmn ularse los juicios que se sigan ante otros jueces 
según !o tiene reiteradamente resuelto esta Corte. 
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Que d artículo 3.0,3*! del Código Civil, según el cual los 
acreedores hipotecarios no están obligados a esperar los re- 
sultados del concurso general para proceder a ejercer sus 
accione* contra los bienes gravados con hipoteca, supone la 
acumulación de esas acciones al concurso general, dado que 
sólo ante el juez de éste podría cumplirse !a disposición fi- 
nal de dicho artículo. tl sea la. determinación de la cantidad 
que se juzgare suficiente ]>ara el pago tk los crédito* que 
sean privilegiados, la que debe ser consignada o afianzada. 
■ o la caución de acreedores de mejor derecho a que aluden 
las leyes procesales. 

Que los motivos de conveniencia que abonan los prin- 
cipios antes sentados son evidentes, porque la coexistencia 
dentro de la República de diversos concursos formados a una 
misma persona ante distintos tribunales, ,1 de un concursa y 
de ji- icios independientes promovidos contra d deudor co- 
mún, liaría, de una parte difícil sino imposible la distribu- 
ción de los bienes de dicho deudor en la tornia establecida 
por la sección 3», libro 4." <lel Código Civil, y de otra parte 
impediría la economía de gastos, simplicidad de procedimien- 
tos y eliminación de conflictos entre las autoridades judicia- 
les llamadas a tomar medidas inmediatas o por exhorto so. 
bre los mismos objetos, resultados todos de conveniencia re- 
eiproca para acreedores y deudor a que responden los jui- 
cios universales. < Fallos, tomo 07, página 154; tnmu 121, 
Ingina 3K8 y otros I . 

(Jiie los principios antis sentad, s sirven de ftmdanwn 
tú a lo dispuesto por el «articulo u, inciso t." de la ley nú- 
mero 4¡S. 

Que lo establecido en los convenios entre partes relati- 
vos a la constitución <k un domicilio espacial para el cum- 
plimiento <V obligaciones d,etcrm ¡nadas, na puede sobre]x>- 
nersc a Tas facultades que por las leyes correspondan a los 
jueces sv bre los bienes de los concursados. 

(J iie la jurisprudencia que se invoca en contrario de lo 
antes expuesto se refiere a casos distintos o sea a tos juicios 
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de sucesión testamentaria regidos ])or él artículo 3.284 del 
Código Civil, 

Por ello y conforme con (o expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, s e declara Juez competente para cono- 
cer en la ejecución de la referencia al del concurso abierto 
en esta Capital, al que se remitirán los autos y ante el (pie 
se repondrá* el papel, avisándose al señor Juez de San Luis 
en la forma de estilo. 

A. Bermejo. — D. E. Palacio. 

— J. FlGUEROA AlXOKTA. 

Hit ta misma fecha, se dictó igual resolución en la eo'i- 
t ¡en da de comi>etcncia suscitada entre el mismo Juez en lo 
Civil de la Capital y otro de igual categoría de San Luis 
I>ara conocer en el juicio seguido por el doctor Kóimdo Fon- 
cueva, contra el misino demandado, por idéntica cansa. 



Banco Hipotecario Nacional, cu autos con don Antonio IK 
/•'a hiño t sobre protocolización de un titulo. ~ Recurso 
de hecho. 

Sumario ; Pri.^ede el reeursn extraordinario del artículo 14. 
ley 48 contra una resolución centraría a! dereglio fun- 
dado en los articulo* 7. 104 y 105 de la Constitución 
Nacional y en la ley número 44. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 

mcr^Mií.v nía skxor rnocuRAiwm okxíral 

BmMh Alrct, Jufe 12 <k i«is. 

Suprema Corte: 

K! líanco Hipotecario Nacional funda su demanda en 
Ja inteligencia <|iie atribtiye a los artículos 7, 104 y 105 de 
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ta C lístttüción Nacional. Habiendo la sentencia apelada sido 
contraria a las pretcnsiones de! actor, procede el recurso ex- 
traordinario que autoriza él artículo 14, inciso y de la lev 
48. 

Corresponde en consecuencia GUc V. K. se sirva otor- 
gar la apelación denegada y pida los autos originales para 
decidir el punto apelado. 

Jost Nicolás Mu! tenso. 

FALLO DF. LA CORTE SUPREMA 

Butaof Air». Octubre 34 *t tm. 

AutOS y vistes el recurso de queja por denegación del 
L>traori!inarÍ<i interpuesto para ante la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital por el representante del Banco Hi- 
potecario Nacional, en el juicio seguid.- con don Antonio I>. 
Fallid i. sobre protocolización, 

Y considerando: 

One del informe expedido jior la citada Cámara a fe. 
7 y sigimmis. y de lo expuesto por el recurrente (ís, i), 
resulta que en él juicio a que se alude, el representante de; 
Manco Hipotecarlo Nacional ha fundado su derecho a exigir 
de Fabliio la pr.Uoeol i ¿ación de su titulo, en los artículos 7.", 
104 y 105 de la Constitución y ley nacional número 44, entre 
otras; y e! Tribunal de referencia lia dictado resolución con- 
traria al derecho fundado cu las disposiciones legales citadas 
estableciendo "(pie el testimonio de escritura pública cuestio- 
nad ¡ en estes autos, hállase autenticado como ¡o prescribe !a 
ley número 44. de 26 de Agosto de iSu.v y míe es éste el 
tínico requisito necesario |*ara míe los actos públicos de una 
provincia gocen de entera fe en las demás" ( h. 91, agre- 
gando que tal disposición legal concuerda con el precepto 
artíettto 7 de la Constitución, consideraciones en cuya virt*ul 
se absuelve al demandado de Ja acción iniciada para obligar- 
lo a protocolizar su titulo. 

Que estos antecedentes determinan la procedencia del re- 
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fetl'TSí» autorizado por el artículo 14 de In ley 48 y fí." de ta iey 
4-055- y se declara. 

Kn su mérito, y de acuerdo cki lo dictawr natío por el 
señor Procurador General, pídanse los autos originales a la 
Cámara Federal de Apelaciones de la Capital. 

Ai BKHME.it». — K. Palacio. 

— J. FlGUEROA ALCoRTA. 



Fisco Nacional, cotttra dan José María Bcrocatci/tti, sobre 

reivindieatión 

Sumario : 1." Tratándose de acreditar la posesión treintena- 
ria a iitulo de dueño, no 1»sta que los testigos digan 
que saben y les consta que el supuesto poseedor o su 
causante, han estado en la tierra, que la lian cultivado, etc.. 
para inducir necesariamente que lo hacia a título de 
dueño. 

2,° Una mensura administrativamente aprobada, sin 
observación alguna de |*»rte del reivindicante, que no fi- 
guraba entre los pobladores de los terrenos que se pre- 
tende reivindicar, si bien puede estimarse que no cons- 
tituye un acto intemiptivo de prescripción, demuestra 
suficientemente que el gobierno conservaba la posesión y 
propiedad de éstos en ia época que fué practicada. 

.V Acreditados los extremos del articulo 2758 del 
Código Civil, corresponde hacer tugar a la acción rei- 
vindica te ria. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL SEÑOR JVEZ FEDERAL 

U Plata, StptttMkn 11 <tt 1916. 

Y vistos: listos aiiti*¡ seguidas por el Fisco Xaciona! 
contra don José María Ikrazategui. sobre reivindicación ikr 
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dos fracciones cíe tierra situadas en la ísla Santiago, o til- 
puesta: una de veintisiete mil ochocientos cuatro metros cua- 
drad, más menos, lindando |*»r el Nor-Kste nm I Hincan 
M Muuro; |>, r el Sud-Kste con É, Sierra Hermanos : |x>r 
el Sud-Ocstc y Nord-Oestc con el arroyo "Kl Largo", y la 
«>tra tiene doscientos sesenta y tm mil novecientos cincuenta 
metros cuadrad s aproximadamente y linda: p<,r el Xord- 
Kste ccn Rcnnulo Ufaneo: por el Nord-Oeste. Sml- liste v 
Sud-f leste eori K. Sierra Hermanos, de los qué, 
Resulta : 

I. (>ie esta acción fué iniciada contra don Juan A. 
Soria. H que a fs. _'i manifestó que era mero tenedor, pues 
|Q poseía a nombre de tlon Luis <íarcia y hedióse saber al 
actor esta manifestación, dirigió la acción contra et nombra- 
do, presentándose a fs. 33 don José María Herazalegui en 
su carácter de cesionario de don Luis fiama . quedando tra 
bada la litis omestatio con el citado Kerazategui I fs. ¿J}. 

II. Oue d 8 de Abril de un 2, el procurador fiscal de 
ésta sección, se presentó fundando su acción en los siguiente- 
hecluK y consideraciones : ;t) iKercto Bwler Ejecutivo 
NadbtiaJ de 22 tic Abril de toji. ordenando la iniciación del 
juicio i b) Dominio privado y eminente que Ha ejercido el 
gobierno provincial de Buenos Aires, realizando actos de pro- 
pietario. talc> como halier hecho im-nsurar en iXo¿. las tie- 
rras de la isla y citación |Kisterior de los ocupantes para que 
se presentaran ante la ífieina de tierras a solicitar en arrien- 
do sus reactivos lites, lia jo apercibimiento de desalojo, 
siendo de notar que el demandado no figura como «A-upante, 
según la memofiá del ingeniero que llevó a cah> aquella ope- 
ración ni co:ro protestante de ambas resoluciones gubernati- 
vas que importaban interrumpir la prescripción: c) Ley de 
Knero 11 de 1S07. mediante la cual la legislatura provincia! 
declaró iueriajenables fcos terrenos de la isla, en cuyo caso 
no eran susceptibles de prescripción; d) Ley Nacional, muñe- 
10 4-13''. > provincial de Octubre 4 de 1904. aprobando !a 
renta lucha por la Provincia de Buenos Aires a! < i. bienio 
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Nacional, del Puerto de La Plata, el que formaba [*arte in- 
tegrante de aquélla, habiéndose establecido en eJ contrato 
"que el liedlo de !a cesión del Puerto, no suponía el recono- 
cimiento como de propiedad privada de los terreno» existen- 
tes en poder de particulares, sin titulo legal, y por el contra- 
rio, la Provincia transfería a la Nación todos los privilegios, 
derechos y acciones, para hacerlos valer en su oportunidad' 1 . 
Termina pidiendo se haga tugar a la demanda, con imiwsi- 
ción de costas al contrario. 

III. Que el demandado Berazategui, contesta la acción 
a fs. 33 exponiendo: a) que su cedente. hace más de cua- 
renta anos, ha permanecido en posesión de los terrenos qua 
se reivindican a título de dueño, pacifica, públicamente y sin 
interrupción, habiéndose producido la prescripción adquisitiva 
contra el Gobierno de la Provincia que no pudo transmitir 
un derecho que no tenía ; b) que el título del actor, es pos- 
terior a su posesión y no e^ bastante para reivindicar como 
lo preceptúa el artículo 2.789 del Código Civil; c) que los 
actos de interrupción de la prescripción citados en la dentu- 
da, son eficaces cuando se tiene efectivamente la posesión, 
pero no cuando, como en el caso, se ha carecido de ella; d) 
que en la venta hecha a favor del actor, se le transfirió todos 
los terrenos existentes en poder de particulares, sin título, y 
el exponente, en la fecha de la venta, ya lo tenía por ha- 
berse operado la prescripción adquisitiva a su favor y *x>r 
esa causa en ol contrato se salvaron los legítimos derechos 
de terceros; e) que la ley de u de Enero de 1867, invocada 
por el actor para justificar ta imprescríptibüidad de la tierra 
que reivindica, no tiene tal alcance porque no prohibe ex- , 
presamente ta venta de esas tierras, sino simplemente la re- 
serva de la venta. Además, esa ley, quedó derogada por la 
de 36 de Diciembre de 1878, y por último afirma» que en 
1608, esas tierras pasaron a ser propiedad de don Bartolomé 
López por merced que le hiciera el Gobernador Hernanda- 
rias de Saavedra. habiendo enajenado el año 1629 algunas 
fracciones que entraron a formar |)arte del dominio &: 
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los Barragán. Pide por fe tanto, el rechazo de la acción con 
costar. 

IV. (¿ue recibida la causa a prueba, se produjo la cer- 
tificada a fs. 130. después de lo cual alegaron las partes 
sobre su mérito, llamándose autos para sentencia, y 

Considerando : 

1. " (Jite no obstante su condición de isla a la que se 
lia llegado artificialmente por la construcción del Puerto de 
La Plata, la Isla Santiago, evidentemente, es una propiedad 
privada fiel Kstado. que nunca ba salido de su dominio: ¡Mies 
los docunentos de fs. 124 a 132. no alcanzan a probar, de 
una manera categórica, que las mercedes que en ellas se 
mencionan Se refieran a las tierras en cuestión, transmitidas 
en plera propiedad, por virtud de Jas respectivas leyes de 
kkm. al Gobierno de la Nación, perfecto titular, así, de un 
derecho indiscutible sobre ellas. 

2, " Que |ior lo que resjieeta a la imprescriptibilidad ale- 
gada ]>or el actor, corresponde dejar establecido ante todo, 
que una ley provincia! como es la de 11 de Enero de 18ÍÍ7, 
puede, en orden a lo que dispone el articulo 2.337 del Código 
Civil, declarar ¡nena jenable un bien determinado, lo que no 
importa decir que la mencionada ley tuviera v<2 propósito, 
desde que de sus términos, resulta evidente que les terrenos 
de la Isla Santiago. 1» fueron puestos fuera del comercio, 
sitia simplemente reservados, para ser vendidos en otra opur- 
í un ¡fiad «i para darles otro destino. 

3«* Qmc por lo que revierta a la prescriijción adquisi- 
tiva, la prueba producida por o! demandado consiste en la 
testimonial de fs. 85 a 03. 102 a 106 y 114 a 115 y en el tcs- 
tiir wiio de escritura de adquisición de derechos y acciones co- 
piada de fs, 12Í1 a I2t). Pero de esta prueba resulta una gra- 
ve incongruencia que importa dejar bien establecida. En efec- 
to, la demanda comprende dos fraa-ion^s de terreno que se 
dcsiiman con claridad en el plan»» de fs. 3, presentado con e : 
escrito de iniciación de este juicio: una ds veintisiete mil ocho- 
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dentos cnatro (petaos cuadrados más o xm&¡ v otra de ,1o. 
mm Sienta y un nii | novecientos cincuenta metros a.a- 
faft», El demandado, a! constar ta acción no lia objetado 
este^unto .mportantc. y sin embargo !a prueba testimonial 
tiende a justihear que jK*ve , ma f racdun (lc lkm ffi dncuaN 
tu y ocho nu! cjut>íentos un metros cttádfádbs í fs 8= ) v el 
t, Amonio de escritura de cesión de los derechos v accione, 
leonas, habla de una área de cchenta y oc,ho mil doscien- 
tos <^z y seis metros, lo que demuestra que el demandado 
ll \ M ^ - ,no I H,r I;i ^-"^rvaaon de esa ]*,uucña fracción en 
elación a la su^effiefe demandada, fundado en la disposi 
con de! articulo 4 .0i 5< del Código Civil, |Wq ue dice hace 
mas de 30 anos pesee ese terreno en quieta y pacífica ^esión 
a uínlo de proletario. La prueba pelúcida es suficiente 
paja justihear ese extremo? 

De los testigos que han declarad:, deben descartarse por 
**ptclK*<* las declaraciones de Miguel YiJehes d rme no obs 
tante manifestar nu comprenderle la* generales de la lev m,c 
le fueron explicada,, resulta ser capataz del demandado, se- 
gún lo afirma, el testigo calificado, don Fortunato Damia- 
m. suprefecto del puerto de esta dudad 1 f s. 11^ i n finí), que 
dada la autoridad <,ue ejercía al prctar declaración, mere 
ce, a juicio del proveyóte, suficiente crédito para descartar 
el examen de esa declaración; y de Juan hurreria, el qué 
al final de su deposición, manifestó tener ínteres en que no 
se declarara la jxwesión precaria de esas tierras porque él 
era también poseedor de una fracción, manifesíación míe por 
s¡ sola .'ímiiia de! debate sus dichos. Quedan pues, las decla- 
raciones de Saturnino iturrieta de cincuenta v cuatro años 
(fojas 87). de tiamista Tellechea. de cuarenta 'y nueve años 
(fojas So vuelta >, de Bemardino G;nti. de sesenta v dos años 
i fojas 102} \y de don Fortunato Datniani. suprefecto del 
puerto n 4) . fj testimonio de este último no alcanza 

a probar la antigua posesión, pues solo canece la fracción de 
que se trata en poder de García, desde hacia diez y seis o diez 
y siete años (segunda recuesta, fs, 1141. si bien, por oídas 
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sabia que hada mucho tiempo que Garda gozaba de usa pj- 
sesión . 

A luí Tríela. le consta tjiie García hacía treinta y dos años 
que poseía la fracción que deslinda la segunda pregunta del in- 
terrogatorio de H. 85. compuesta de einciten .* y ocho mil qui- 
nient iS un metros cuadrados, porque conoció allí a García v 
trabajó en la tierra hacia unos veinte y ocho años, v i*e drmi- 
eilia en la Ensenada desde la edad de doce años: a Tellechei 
le consta porque desde niño, cowoció a García y siempre que 
pisaba ]K>r el arroyo, veía la tablilla de Luis García que esta» 
l»a en los cjstadr* de! monte, en el cual aquél plantó, álamos, 
sauces y membrillos ; a Comí. i>orque conoció a García en el 
año KH76, en el terreno cuando iba a pescar, lo que hacia con 
frecuencia, teniendo plantados sauces, álamos, membrillos y 
un rancho. 

listas tres declarad mes. no son precisas, y concordantes 
I is unas con las otras, pues, mientras Iturrieta afirma que Gar- 
cía rea!Í7Ó construcciones en el terreno. Tcllcehea dice que 
no ha conocido minea que haya levantado construcciones, y 
Cmti. a su vez asegura que las edificaciones han sido hechas 
por rícrazategui. pues García, sólo tenia un ranclio. Si los 
tres testigos conocen el terreno de García desde tantos años, 
«cómo existe tal contradicción? Si a esto se une que la superfi- 
cie de la fracción de tierra sobre que declaran es una. la que 
se demanda, otra, y la que expresa el testimonio de fojas ciento 
veinte y seis. otra, deja todo ello en el ánimo del proveyente la 
rinda de la certera de las declaraciones, única prueba én que 
s e funda eí demandado para repeler la acción deducida. Y, 
si esas declaraciones deben ser uniformes, contestes y con- 
cordantes y carecen de es s elementos esenciales, no puede in- 
vocarse como plena prueba de sus a fin 11 ación es, máxime cuan- 
do existe además vaguedad en la afirmación del tiempo en 
t|tie García empezó a poseer. 

4. Que las consideraciones anteriores, conducen nece- 
sariamente a aceptar como hechos indudables: ci) que la Na- 
ción como CCsionaria del Gobierno provincial de Buenos Ai- 
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res. tiene el dominio sobn las tierras de tn isla Santiago b\ 
que líerazateguí no tiene titula ni ha probado la posesión trein- 
tenaria jjor ¿1 y sus legítimos antecesores dentro de esc plazo 
legal, en cuyo caso la acción deducida por el /isco Nacional, 
es procedente de acuerdo con el articulo tíos mil setecientos 
cincuenta y ocho del Código Civil, y demás disposiciones le- 
gales citadas en el cuerpo de la sentencia. 

Por ello- y definitivamente juzgando, fallo; haciendo lugar 
a la acción deducida, debiendo devolver al actor las fraccio- 
nes demandadas, con sus frutos y productos desde la ih^iti- 
cación de la demanda, dentro de diez días de ejecutoriada 
la presente, sin costas, por encontrar mérito para no imj>o- 
nerla* al vencido. 

Xuifiquese en el original, repóngase el sellado y en opor- 
tunidad archívese. 

Esta sentencia tvnsia de cinco fojas todas ellas rubrica- 
das por el infrascripto, — C. Zm.alía. 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Li Plita, Noviembre 14 4c 1917. 

Y vistos: Estos autos traídos por ambas partes litigan- 
tes en apelación de la sentencia dictada por el señor Juez Fe- 
dera! de esta ciudad de fs. 300, 

Y considerando : 

i.* Que. como lo ha sido ya establecido en juicios aná- 
logos de reivindicación seguidos jior la Xación contra ocupan- 
tes y poseed:;re- de tierras situadas en la Isla Santiago, en el 
puerto de esta ciudad, las extensiones comprendidas dentro de 
esa isla lian pertenecido al dominio privado del estado hasta 
una é|x»ca cercana a la construcción del puerto, pues esta obra 
fué la que transformó articiíicialmente en isla una parte fie 
los terrenos conocidos desde antiguo con e! nombre de Mon- 
te de Santiago; y porque no ha llegado a probarse que la Ca- 
rona de Kspaña se haya desprendido del dominio de tales 
tierras jwir mercedes acordadas a particulares. 
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*• Qtic. cerno lo establece igualmente la sentencia ape- 
lada, la ley provincial de once (le Enero de mil ochocientos 
sesenta y siete no puso fuera del comer». las tierra «Id muti- 
le de Santiago, y así lo tiene tangen tf^aiatíó este trftW 
en los casos recordados. 

3." Que. |>or consiguiente, es forzoso concluir que ios 
terrena por los cuales se litiga en estos autos, tanto han po- 
dido ser enajenado* por el Estado, como han pofldu ser ad- 
quindes por prescripción, artículo 3.051 del Código Civil. 

-4" Q»e dada la forma erno. lia sido entestada la ríe- 
manda, en la i|ite e! actual poseedor alega una posesión de mi* 
de treinta años y anterior al titulo i¡ue el Gobierno Nacional 
mvoca para reivindicar, es evidente que 'la solución r[ e este 
pleito esta sulx.rdinada a la prueba del demandado, destinada 
a acreditar esa posesión en los términos' que el articulo 4.016 
establece para que ella constituya un medio adquisitivo del 
dominio. 

5." Qiw la prueba del demandado a tal efecto, consiste 
esencialmente en la testimonial, producida con arreglo al in- 
terroga tí *río de fs. 85. debiendo considerarse testigos hábiles 
y sin tacha, todos los presentados, con excepción de Vilehes, 
que es capataz de Soria, a su vez representante del demanda- 
do, ya que no se ha prohado que Seria sea arrendatario, como 
se sostiene en la egresión de agravios. Kn cuanto al testigo 
Juan íturreria. es también testigo hábil pues el hecho de que 
sea el mismo ecupante y tenga interés en no |)erder la tic. 
rra que ocupa por haber puesto en día mucho dinero, en nada 
enerva su testimonio acerca de si otro ocupante, el de autos, 
tiene o no cumplido el tiempo necesario para prescrihir: pues 
este hecho C n nada afecta su propio derecho: y. así. podría es.- 
testigo negar que Btrazategui y sus antecesores poseyeron c ?i 
el tiempo y modo que aquél afirma, sin que su negación im 
pilcara la de la propia posesión. 

6." Que las declaraciones de I tu meta. Conti. Tellechea 
e íturreria. son contestes en el sentido de afirmar qiu don Luis 
García y su sucesor don José María Berazategui, han poseído 
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la fracción <le tierra ¡imitaba por tíos linderos: Aníbal Sierra. 
Juan Saldumbares. viuda cié Facctti, Pedro Rueca y Arrojo 
Largo; que esa posesión ha sido por un espacio de tiempo ma- 
yor de treinta años ; ípie lia sido cen ánimo de tener la cosa para 
sí* y (jue lia sido exclusiva, pública y pacifica . Kstos testigos 
han dado todos la razón de sus dichos, conio lo establece la 
sentencia apelada, y lian detallado con mayor o menor proliji- 
dad los actos posesorios cpie recuerdan y han caído bajo la 
acción de sus sentidos, según 'la frecuencia y d objeto de su 
estadía en eses parajes. Esas declaraciones no dejan, pues, 
de ser concordantes. por la circunstancia de que algunos igno- 
ren hechos que otros afirman ni porque el recuerdo falle en 
algunos detalles que no afectan la esencia del testimonio, que 
consiste en los hechos fundamentales consignados preceden- 
temente. Obsérvese, por otra parte, que al practicarse el inte- 
rrogatorio respectivo, se ha omitido expresamente la lectura 
tic los linderos y de los actos de posesión que en él se detallan, 
a fin de que el testigo los emir, iara por sí, sin auxilio alguno, 
y asi se explica que hayan incurrido en errores de orientación, 
perfectamente explicables en personas generalmente de poca 
o d? ninguna instrucción, pues hasta el mismo cajeta z del 
actual ocupante. Vilcáies. cuyo # testimonio ha sido ya desecha- 
do, no se ha animado a fijar la orientación de los linderos tjue 
enuncia, y se ha limitado a enumerarlos en el orden en i|iic 
están colocados alrededor "del terreno ( f s. ya vuelta i . l'or lo 
demás el tribunal no encuentra las contradicciones, siquiera se 
refieran a un detalle, que señala la sentencia respecto de las 
construcciones hechas en el terreno. IturrU-ta, no ha afirmado 
que García haya realizado construcciones : dice solamente, con- 
testando a la pregunta quinta, que sabe y le consta que García 
ha realizado sobre el terreno actos posesorios, agregando **que 
existen una casita de madera, un galjxm id., dos casil litas más. 

un galpón grande *\ sin determinar quien los construyó 

( compárese interrogatorio de fs. 85 con declaración de fs. 871. 
Pero en lo que hay conformidad de todos los testigos es en 
que García hizo un rancho y que ett el vivió, aunque no haya 
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edificado propiamente una casa, que es lo que Teleehea niega, 
aunque reconoce que vivió en la isla ( fs. (jo vuelta y 98), 

7$ Que el actor no lia probado ninguno de los actos que 
pueden interrumpir la prescripción con arreglo al articu- 
lo 3.984 del Código Civil. 

8." Que las costas de este juicio deben ser abonadas en 
el orden en que ellas han. sido causadas, pues la pirte actora 
r;o ha jKKÜdo conocer el derecho del poseedor sií» tnediante 
es-te juicio, ya que el único título del demandado ha consis- 
tido en la prescripción treintcuaria. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia de fs. 200 
y se rechaza la demanda en cnanto ella afecta, a la tierra c|tie 
posee Rerazatcgui y queda deslindada en él considerando sex- 
to. Las costas |>or su orden. Xotifiquese y devuélvase. — 
R. Guido LattiUe. — Antonio 1*. Marcenara. — En disiden- 
cia: José Marcó. 

nismiíxciA : 

Vistos y considerando: 

Que ninguno de los varios testigos presentados por el de- 
mandado, cuyas declaraciones corren a fs. 87. 89 vuelta, qi 
vuelta, y 102 y 104. dan razón de sus dichos, excepto el de 
fojas io¿. ineficaz jxir su deficiencia e irregularidad, en cuan- 
tu sólo dice recordar existían letreros en el inmueble que de- 
cían "propiedad de Luis Clarcia", ( f s. 103 1: 

Que como en otros asuntos análogos al presente está di* 
dio. unos son los hechos de la posesión a título de dueño y el 
tiempo requerido i^ara dar vida o existencia al título de pro- 
piedad pnr prescripción, y otros muy distintos ios que hacen 
su pruel>a, fundados en la razón de los testigos que los su- 
ministran, para jMxIer prenunciarse el juez sobre ellos, no 
por otros ojos, digamos asi. que estos últimos hechos consti- 
tutivos de la razón en que f ndiunentan. 

Que en el caso los testigos — se repite — no dan razo- 
nes de ninguna clase, y por el contrario, basta referirse a las 
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que a guisa de tales expresan por sus declaraciones, para sin 
la menor duda juzgar que no lo son y que por ende, el li- 
tulo aquel con que se hace oposición a la demanda no reviste 
siquiera las a paria-das de serlo. Por lo demás, nadie ignora 
que lo que asi se considera, lo impone la ley {artículo 193 del 
Código de Procedimientos de la Capital, aquí adaptable}, de 
conformidad con el derecho y la jurisprudencia siempre cons- 
tante, como esencia! para la fuerza y eficacia de la prueba 
testimonial , 

Que la provincia de filíenos Aires fué dueña de los terre- 
nos de la Isla Santiago, inclusive el que se trata y pasó su 
dominio a la Nación más tarde, son puntos cuestionados y re- 
suchos ya en otras causas favorable mente a la demandante 
qtte tiene en consecuencia, la acción de reivindicación, con más 
las accesorias míe comprenda en su demanda; artículos 2.75S 
y 2.787 del Código Civil, 

Que el demandado es uno de los tantos ocupantes ante- 
riores o posteriores a que se refiere la demanda, como con- 
sentidas o tolerados por el actor en la tierra que se trata, sin 
cargo de indemnización a juzgar por lo que expresa la mis- 
ma demanda. 

Por estos fundamentos y ?los concordantes de la senten- 
cia de fs. 200 se la confirma, con costas. — José Marcó. 

* 

I aUO DE CORTE SUPREMA 

Bueno» Aír». Octubre 36 de 1*1» 

Vistos y considerando: 

Que los testigos presentados por Berazategui. para acre- 
ditar posesión trciutenaria a titulo de dueño, no expresan cir- 
cunstancia alguna cs]>ecial que haga verosímil sus declaracio- 
nes, porque no es bastante decir que saben y las consta que 
aquél o su causante ha estado en la tierra, la ...t cultivado, etc., 
para inducir necesariamente que lo hacía a titulo de dueño, 
pues tales actos son comunes a otras causas de ocupación, 
cultivo, plantáciones, etc.» máxime cuando en di caso el de- 
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mar dado no indica un <o!o hedió, tai como una mensura ju 
dicial. pago de contribuciones o algo semejante que demues- 
tre claramente ante el lcgttíii*> dueño el ánimo de tener la co- 
sa enn el carácter que manifiesta (Fallos, tomo 123, pági- 
na 1 14 y otros ) , 

Que nada demuestra mejor la ausencia d>' requisitos in- 
dispensa Mes para ampararse en la prescripción invocada, qué 
el hecho constante en documentos públicas como es la men- 
sura administrativa mandada practicar por Ja provincia de 
[menos Aires ífs. 51 a 54), sin que darcía. ceden t o de Be- 
razategui, no obstante la presencia de los ingenieras en eso* 
terrenos, apareciese, como lo hicieron otros, gestionando de- 
rechos posesorios o de propiedad que creyera cor responder- 
le, si hubiese como b pretende, ton ido ánimo di 1 dueño ( fs. 50 1. 

Que la ausencia voluntaria ante tales actos indica sufi- 
cientenicnte una posesión clandestina, si ésta se refiere al te- 
rreno pretendido. 

Que aún supomendo que la mensura administrativa man. 
dada practicar por la provincia en todas las circunstancias 
otab!ecidas en los documentos de fs, 51 a 54 ya citados y 
otros, no constituyese un act" inlerruptivo de proscripción en fa? 
ténnin :s del artículo 3.986 del Código Civil, autoriza a consi- 
derar que aquélla conservaba la posesión y propiedad de les 
terrenos de !a referencia en la época en que fué practicada, 
porque no Sé explicaría de otra manera que ello se hubiese 
ejecutado en tal fonua sin observación alguna tratándose de 
propiedades particulares . 

Que t0dos los antecedentes mencionados y constantes en 
documentos oficiales y públicos, no pueden ser desvirtuad!» 
en su alcance y efectos por declaraciones de testigos acerca 
de la posesión de García, cualesquiera que sea la importan- 
cia eme- se les asigne. 

Que por otra parte, si líerazategui había adquirido y pa- 
gad- j dm mil setecientos pesos los derechos posesorios de íiar- 
cia. el 20 de Noviembre de 190K como aparece en los docu- 
mentas de fs. 196 no se explica que el ocupante Soria en Sep- 
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liembre de 1912 manifestara poseer a nombre de Luis García 
(fs. 21) quien, cuatro años antes, había dejado de ser po- 
seedor. 

Por ello y fundamentes concordantes del voto en disiden- 
cia, se revoca Ja sentencia apeüada, debiendo el demandado 
devolver al actor los terrenos de la referencia dentro de! tér- 
mino de diez dias. con los frutos percibidos y los que hubie- 
re dejado de percibir. Notíftquese original y devuélvanse al 
juzgado de origen donde se repondrá el papét 

A. RerMEIO. — D. K, pAtACIO. 
~ J, FwiimOA Al CORTA, 



Don It/tun h Ornela, muirá h provincia de Santiago del lis- 
tero . por cobro de pesos: ¡m iden te sobre liquidación 

Sumario: t* La &*&g&ffiéfa extingue las dos deudas 
basta donde alcanza la menor, desde e! tiempo q« e ail] . 
has comenzaron a coexistir. 

2. a Un crédito cedido tío pasa al cesionario sino 
ta! como existe al momento de la cesión, de manera que 
el deudor mo queda obligado hacia el cesionario sino en 
la medida de su obligación respecto al calente . 

Caso; £g explica el siguiente: 

i 

FAt,LO W. 1„\ CORTE SfPHI-MA 

BmitM Aire*. Octubre 29 de 1918. 

Y vistos: El incidente sobre las observaciones deducidas 
a fs: 454. respecto a la liquidación de fs. 4^2 con lo cuntes, 
lado |>or el apoderado del ejecutante a fs. 45Ó. 

Y considerando; 

Que e! representante de fe provincia expresa su confor- 
midad con esa licjuidació;] con la exección de la partida de 
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pesos cinco mil que se refiere a! capital a entregar por la pro- 
vincia demandada, sosteniéndose por eJ ejecutante que debe 
ser aprobada con inclusión de esa partida.. 

Qtic la sentencia de esta Corte de Julio 29 de 1916, ( 1 ) 
dispuso: "la provincia de Santiago del Estero debe alionar a! 
actor la suma que lijen arbitros por los servicios que se de- 
terminan en el considerando 7* dejando a salvo su derecho 
para ejercitar las acciones correspondientes respecto a la in- 
versión de los seis mil pesos que el señor O vuela reconoce 
IuiIkt recibido |»ara gastos". 

yue el señor Oyuola era asi deudor de la provincia por' 
la cantidad que según la sentencia dictada reconocía haber 
recibido de la misma, y determinado por el arbitro el monto 
de sus honorarios en Septiembre ¡8 de 1916. en cuarenta mil 
pesos a cargo de la provincia, se ojieró la compensación hasta 
la concurrencia tic la cantidad infcrmr, o sea, desde el momen- 
to en que ambas deudas comenzaron a coexistir como lo es- 
tablcee d artículo 818 del Código Civil. 

Que habiendo justificado posteriormente el señor Oyuela 
como consta en la sentencia de esta Corte de 1." de Septiem- 
bre de 19 17, balíer invenido legítimamente la cantidad de un 
mil iwsos. qiK-dó su deuda reducida a cinco mil pesos mone- 
da nacional, quedando el saldo contra la provincia reducido 
a treinta y cinco mil pesos que fueron debitados por Ja inis- 
■n»a a disposición de esta Cune como consta a fs. 382. 

Qik verificada la cesión del crédito por honorarios de! 
señor Ojueta ni señor Juan B. Lavarello en 22 de Septiem- 
bre de 19 16 y posterionnpnte transferidos por éste en escri- 
turas públicas a don Silvano Moreno los mismos derechos 
derivados de la sentencia de esta Corte, haciendo constar el 
señur Lavarello en esas escrituras 1 fs. 204 y 296) que no ha 
sido reconocido como cesionario del señor Oyttcta. 16 que im- 
¡«rtaba reconocer, igualmente, que la provincia no había re- 
nunciado a la omqKiisaeión obrada entre la deuda del señor 
( Miela a la provincia y la de ésta a su favor. 
(I) V«i»e tomo 123 pl«. 334 
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Que «ti crédito cedido, n t pasa at cesionario sino tal 
como existe al na miento de la cesión, «le manera i|tie el deu- 
dor no queda obligado liacia el cesionario sino en la medida 
de su obligación respeto al eedentc. 

Por estos fundamentos se aprueba !a liquidación de fo- 
jas 452 con deducción de la partida de cinco mil pesos a que 
se ha hecho referencia, quedando ella reducida a 'a cantidad 
de tres mil setecientos cincuenta y nueve pesos moneda na- 
cional con treinta y mueve centavos {$ m|». 3.-511.39 ). Xo- 
tifi(|ttese y repóngase el pajicL 

Nicanor G. »a Solar. — D. Lv. 
Palacio. — J. Fn.rKKOA 

AU'OKTA. 



Banco de la ¿Varían Artf entina contra la proi'incia de San 
Luis, por cobro de pesos; sobre rcf/ulacióii de honorarios 

Sumario: No corresponde a ta jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema por razón de la materia el conocimiento 
de una demanda contra una provincia, por cobro de ho- 
norarios devengados ante ella por su letrado, en 1111 jui- 
cio en que no hubo condenación en costas. 

Caso; Ante la Corte Suprema se siguió un juicio pur el 
Banco de la Nación contra la provincia de San Luis, por 
cobro de pesos, que concluyó no haciéndose lugar a la 
demanda, sin costas. El aliogado de Ja provincia pidió y 
obtuvo regulación de sus ImiTorarios. y cuando solicitó 
intimación de pago contra ésta, el tribunal mandó míe se 
acreditara ¡la jurisdicción originaria, providencia de 1a 
t|ue aquél pidió revocatoria. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Baeaet Airo, Octubre : . de tllg. 

Autos y vistos; considerando: 

Que la jurisprudencia de esta Corte respecto a su conu 
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pttuieia en las ejecuciones de honorarios regulados por cJla, 
exigiendo la justificación del fuero siempre <|ue no hava me- 
diado sentencia de condenación en costas, sin que baste la cir- 
CUtifttítáéia de tratarse de un juicio incidental, se funda en 
<|tie la jurisdicción originaria <jue puede ejercitar, está taxa- 
tivamente detenninada por el articulo íoi de la Constitución . 

Ü tie siendo su competencia originaria de excepción. Íi;i 
debido denegarla, como consta en los fall 1 ¡a que se citan, res- 
pecio de cuestiones incidentales de causas radicadas en la ju- 
risdicción común, con arreglo a los artículos 12, inciso 4." y 
articulo 14 en su primera ¡¡arte, de la ley número 48. 

Que ante ella sólo se ventilan originariamente, con arre- 
glo a los artículos too y íoi de la Constitución, las causas 
contra una provincia cuando le corresponda jiof razón de la 
materia bUm \-\ r razón de las personas siendo demandada 
]>or un extranjero o un argentino vecino de otra provincia O 
de la Capital. 

I'or ello, estése a lo preveido a ís. 50, vta.. Rcp. (el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 
— y Fli'.CKfUIA Alcorta. 



NOTAS 

Con fecha 1." de Octubre la Corte Suprema no hizo lugar 
al recurso de hecho por apelación denegada deducido por doña 
Edelmira Carranza de Molina, en autos con la sucesión de 
don Félix (iómez. soba- cubro ejecutivo fie pc-os. por no tra- 
tarse de sentencia ijue i»nga fin al pleito, cual es la que manda 
tralwir un csubargo. 



VA 3 del mismo, no se hizo lugar al recurso de hecho de- 
ducido por don José Suár.-z y Cia.. en aun »s con don Carlos 
M. Lnen y otro, sobre disolución de sociedad, por cuanto la 
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interpretación y aplicación tic tas disposiciones de los artícu- 
I 3 360 y y K del Código de Procedimientos son ajenas al re- 
curso extraordinario, y no aparecer se hubiera interpuesto re- 
curso alguno para ante el tribunal, que haya sido denegado. 



!a misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Juan It. Carrera en a un fe d m don José Epoueys. so- 
bre falsificación <le marca, por no aparecer haberse interpues- 
to recurso para ante la Corte Suprema une hubiera sido de- 
negado . 



Con fecha 5 (leí mismo, no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por don Nazareno Pignatelli en autos con Qreste J. 
Maranga, sobre cobro ejecutivo de pesos, a mérito de no cons- 
tar se hubiera interpuesto recurso alguno para ante el tribu- 
nal que haya sido denegado y alegarse, además, que se ha 
tratado de K>s efectos tic una rebeldía regida pur las leyes pro- 
cesales de la Capital. 



En 10 del mismo, la Corte Suprema resolvió, se ocurrie- 
ra donde corres|Jonda en ei pedido del penado Cirilo Relan- 
dini. solicitando -la anulación det procedimiento seguido en el 
proceso instruido en su contra por defraudación, en razón 
de no corresponder al tribunal el recurso de revisión dedu- 
cido de causa que se dice fallada por et señsr Juez del Cri- 
nan de la Capital. 



Kn la misma fecha se decían» no haber lugar al recurso 
extraordinario del artículo 14. ley 48. deducido por doña Ve- 
rónica /.abala en los autos sucesorios de don Juan León Za- 
bala, contra sentencia de la Cámara 1* de Apelaciones en 
!o Civil de la Capital, en razón de haber sido interpuesta 
al deducirlo, es decir, extemporáneamente, de no bastar la 
sin?pJe invocación de] Tratado de Montevideo para la proee- 
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détlcia fiel recurso, s n la demostración de (pie la solución de! 
litigio dependía "directa e inmediatamente de la inteligencia 
c|ue se atribuia a los artículos invocados de dicho tratado y 
finalmente cu razón de míe la filiación legitima invocada por 
el recurrente había sido desconocida a mérito dr elementos 
prolíatorios, que constituyen cuestiones de hecho extrañas al 
recurso extraordinaria». 



En la misma fecha, no se hizo 'lugar al recurso de queja 
por denegación del extraordinario interpuesto |>»r don Teo- 
doro A. LJrtasun en tas autos sucesorios de! juicio Juan León 
Zabala, por Mber sido interpuesto fuera del término que es- 
tahlece el articulo 208 de la ley nacional de procedimientos 
y no tener el efecto de interrumpirlo, el pedido de aclaratoria 
hecho ante la Cámara. 



C(»n fecha 15 del mismo mes. no se hizo lugar al recurso 
de hecho por apelación denegada deducido por d n T. Iv Mu- 
11er y la Sociedad Anónima Industrial de Cerámica en autos 
con don Juan A. Zubblin. sobre usurpación de patento de in- 
vención, contra sentencia de la Cámara Federal que no hizo 
lugar a la caución erigida |>or ellos 1*>r cuanto la resolución 
recurrida no revestía el carácter de definitiva a> los efectos de! 
recurso previsto en el artículo t+ fcy 48 y 6. a ilc la núme- 
ro 4.055. desde que nj definía el pleito ni se ojíonía a su cai- 
t ilinación. 



Kn 15 del mismo la Corte Suprema declaró bien dene- 
gados los recursos de nulidad y el extraordinari< • de ajwla- 
ción interpuestos {>or don Eduardo Poínlis contra sentencia 
de ta Cámara Federal de la Capital, en antis sobre falsifica- 
ción de 'patente de invención: el primero por no proceder sirm 
conjuntamente con el de apelación en los casos determinados 
por el artículo 3." de la ley 4.055 y el segundo, porque se tra- 
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taba ile la apreciación de la prueba en que sl' había basado 
la sentencia apelada. 



Kn 2Í> del misino, no se hizo lugar a la queja deducida 
por Pedro Casóla en autos con Mercedes Castro de García 
Girrjws, sobre desa!ojo. a mérito de «me ia sentencia de la 
Suprema ü~rte de la provincia de Humos Aires ci Mitra ¡a 
que se interpuso el recurso extraordinario del articulo 14. ley 
48. que fué denegado, se limitaba a declarar improcedentes, 
o bien denegado, recurso interpuesto para ante ella, juzgando 
de su propia competencia regida por la Constitución y ley^ 
locales, cuya interpretación «no puede ser revisada por ía Cor- 
te Suprema d? ta Nación. 



Don Juan fíaulista fíarutta. contra la Municipalidad de La 
Plata, por escrituración e indemnización de daños y per* 
juicios; sobre competencia. 

Sumario: N L> procede el recurso extraordinario deí artícu- 
lo 14, ley 48, contra una rantencia que deniega el fuero 
federal basada en una circunstancia de hecho, tal como 
la ciudadanía argentina atribuida al recurrente. 

Caso: \¿o explican las piezas siguientes: 

DICTA MKX DKt, SEÑOR PROCURADOR OENERAL 

Bueno» Alf«, ScptlM^rc "J8 át 1918. 

Suprema Corte: 

Si bien la sentencia de la Cámara Federal de La Plata 
deniega al recurrente el fuero federal, dicha resolución se 
funda en cuestiones de hecho como lo son las relativas a la 
prueba de la nacionalidad de los litigantes. V, E. no puede 
rever las decisiones relativas a los fechas, que escapan a su 
jurisdicción como lo tiene reiteradamente resuelto (S. C. N., 
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tomo 100 pagina 276; tono ioi. pagina 156 y tomo 111 pá- 
gina 318.'. 

En tal virtud, el recurso extraordinario de apelación in- 
terpuesto ha sido mal concedido y pido a V. Ü se sirva asi 
declararlo, 

José Nicolás Maticnzo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucnoi Aire». Nnfíenbrt 2 de 

Vistos y considerando: 

Que la sentencia de fs. 107, confirmatoria de la primera 
instancia que deniega el fuero federal invocado por el recu- 
rrente, reposa sobre una circunstancia de hecho, tal como la 
nacionalidad argentina atribuida a liaratta, y considerada pro- 
bada con Ja carta de ciudadanía que se le otorgó en el año 
1901 (fojas 104). 

Que en materia de hechos, este Tribunal, según es de 
constante jurisprudencia, debe tener por acreditados los que 
consignan las disposiciones de los respectivos tribunales su- 
periores, excepto en las causas que vienen a su conocimiento 
por la vía ordinaria de apelación (Fallos, tonso 97, página 319. 
y otros), y así. fas conclusiones de hecho a que llega una sen- 
tencia en lo referente al domicilio o nacionalidad de los li- 
tigantes, son ajenas al recurso que autoriza el articulo 14 de 
la ley 48 y K" de ia lev 4.055. (Fallos tomo 118, página 23Í1 
y jurisprudencia allí citada). 

Por ello y atento ío expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General, se declara no haber lugar al recurso. Noti- 
fiqnesc y devuélvanse. Repóngase el papel ante el juzgado ¡áe 
origou . 

A. Bermejo. — D. F. Palacio. 
— J. FllXEROA Aucorta. 
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Don Juan Bautista Barutta, sobre renuncia de ¡a ciudadanía 

argentina 

Sumario: Constituye caso contencioso del que corresponde 
conocer a la justicia federal, la renuncia que di? la ciu- 
dadanía argontina, haga un ciudadano naturalizado, con 
oposición del ministerio público. Tratándose de la ciu- 
dadanía, el fuero federal surte además, pnr razón de la 
materia por envolver ésta cuestiones que interesan esen- 
cialmente a la Nación. 

2." Es improcedente el recurso extraordinario au- 
torizado por el artículo 14, ley 48, cuando al ser inter- 
puesto 110 aparece fundado, artículo 15. (El escrito de 
interposición decia simplemente, que interponía los re. 
cursos de apelación y nulidad que autorizan los artícu- 
los 6." de la ley 4.055 y 14, inciso 3,* de la ley 48. 

3 ° Una sentencia no haciendo lugar a un pedido de 
cancelación de una carta de ciudadanía, no contiene pro- 
nunciamiento contra la validez de un título, derecho, pri- 
viíegio o exención, fundado en la Constitución, tratado 
o ley del Congreso que haga procedente el k curso ex- 
traordinario. El precepto del artículo 19 de la Consti- 
tución, no acuerda título, derecho, privilegio o exención 
especiales, ni se relaciona directamente con la cuestión 
materia de tal lirigb. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 

DICTAMEN htU SEÑOR PROCURADOR GENRRAI, 

ButM» A)#««, AtfMlo 7 de l»lft. 

Suprema Corte: 

Aunque en nuestro país no hay ley expresa que. comen 
la de 1868 en los Estados Unidos, reconozca el derecho de 
expatriación como inherente a todo hombre, sin embargo este 
derecho está implícitamente admitido por el artículo 20 de la 
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Constitución, en cuanto acuerda a los extranjeros la facultad 
de obtener la ciudadanía argaiüna, y por el artículo 8l u do la 
ley de ciudadanía, en cuanto prohibe el ejercicio de los de- 
rechos- políticos a tos naturalizados en país extranjero. 

No dudo [mes que don Juan Bautista Barutta puede de- 
jar de ser ciudadan ugentino para volver a la nacionalidad 
italiana de que se había desprendido. 

Pero, en el presente caso, no es el fendo de esa cuestión 
lo que debe resolverse previamente, sino la procedencia de la 
jurisdicción federal en la forma en que el interesado la invoca. 

Según e| articulo 2» de la ley número 27 -la justicia na- 
cional sólo ejerce jurisdicción en los casos contenciosos. KI 
caso suí* judie? no es de ese carácter, sino de naturaleza vo- 
luntaria. La ley no ha concedido jurisdicción a los jueces fe- 
derales para decidirlo. 

Ka única forma de expatriación voluntaria que prew 
nuestra kgisbición es la de naturalización en país extranjero, 
forma que no requiere procedimientos judiciales, sino actos 
positivos de conducta fuera 'de la República Argentina. 

No hubiera sitio prudente que las leyes permitieran a los 
habitantes de la República renunciar a la ciudadanía argen- 
tina sin salir del territorio, sin abandonar la sociedad argen- 
tina, sin incorporarse realmente a otra nación, que es el hedió 
que justifica la expatriación voluntaria. 

1'or lo demás, el articulo 10, de ta Constitución, invocado 
¡►or el recurrente, no es aplicable al caso, porque él no estatu- 
ye sobre jurisdicción. Cuando dispone que cada uno puede 
hacer lt> que ta ley no prohibe, se refiere a ta conducta pri- 
vada y no autoriza a nadie a atribuir jurisdicción a los magis- 
trados que no la tengan. 

Por estas consideradores, pido a V. E. se sirva declarar 
que la justicia federal carece de jurisdicción para entender 
en este asunto, siendo nulo todo lo actuado. 

José Nicolás Matienso. 
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Bueno* Aire*, Noviembre 2 de I8IB. 

\ vistos : I,os venidos en apelación "extraordinaria de 
semencia (le la Cámara Federal de 1.a Hala, seguidos por 
di ni Juan It. Ranilla sobre renuncia de la ciudadanía ar- 
gentina. 

Y considerando* 

Que examinada la cuestión pFOpt sesla por los anteceden- 
tes de su propia substanciación, corresponde establecer que el 
snb lite es un caso contencioso, como quiera que al derecho 
invocado por lliruita jrara fundar su renuncia a ta ciudada- 
nía, se han opuesto !os reparos con que el Ministerio Fiscal, 
por la representación que ejerce, a tirina su opinión de que 
debe desestimarse la pretcnsión aludida, a lo que se agrega 
que la ley de ciudadanía de Octubre 8 de iKoy, confiere a los 
jueces federales la facultad de otorgar -las cartas de natura- 
lización (artículos 2." y 5." ley número 346). y a los triena- 
les de ese fuero incumbe, también, declararlas caducas (ley 
¡número 7.029, artículos 6 y 28 l, además de que es manifiesto 
í|uc tratándose de la ciudadanía, el fuero federal surte por 
razón de la materia, porque eJIa envuelve cuestiones que in- 
teresan esencialmente a la Nación. 

Que el recttrso de nulidad, con arreglo a constante juris- 
prudencia ile esta Corte, es extraño al extraordinario previs- 
to por el articulo 14 de la ley 48 y <>■" de la ley 4.055, 

Que el articulo 15 de la 'ley 48 establece, en ío pertinen- 
te, que cuando se entable el recurso extraordinario deberá de- 
ducirse la queja con arreglo a lo que prescribe el artículo 14» 
de tal modo que su fundamento aparezca de los autos y ten- 
ga una relación directa e inmediata a las cuestiones federales 
que lo autorizan . 

Que cJ recurrente. a\ interponer la apelación extraordi- 
naria en el escrito de fs [4. m lo lia fundado, como eorres- 
¡Kmde; y con arreglo a lo resuello en casos análogos, el re- 
curso extraordinario 110 procede atando al ser interpuesto 110 
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aparece fundado, (Fallos, tomo 109, página 82; torno 1 rS, 
página 373 y oíros 1 . 

Qhc es dé observar, asinrisní^. qu e la sentencia achula 
no contiene pronunciamiento contra la validez de un titulo, 
derecho, privilegio o exención fundad» en alguna cláusula de 
la Constitución, tratado o ley del l> ngreso, pues si bien el 
recurrente invocó C I artículo 19 de la Constitución y los ar- 
tículos 2 y 26 de la ley 8.129, es desde luego evidente que 
no ha podido fundar su derecho en los preceptos citados de 
didia lev que sanciona una pena contra los que la infrinjan: 
y por -lo que hace al articulo 19 de la Constitución, tal pre- 
cepto no acuerda título, derecho, privilegio o exención espe- 
ciales, (FaKos, ton.o 125, página 292. ni se relaciona "direc 
ta e inmediatamente" con la cuestión que ha sido materia del 
litigio. 

Que además. la decisión recurrida, en cuanto se refiere a 
la ley 8.129, no podría autorizar el recurso extraordinario, 
porque independientemente de las razones expuestas en el 
considerando precedente, no es definitiva, desde que a los 
fines previstos por esa ley. se dispone la formación de causa 
por separado, y será en esa causa en la que se dictará la re- 
solución final que corresponda. 

Por dio. y oído el señor Procurador General, se declara 
no haher lugar al recurso. Notifíquese y devuélvanse, repo- 
niémbsc el jwpcl ante eJ juzgado de origen. 

A, Bkhmkjo. _ D, E. Palacio, 
— ). Ficubroa Alcokta. 



Cajo Internacional Afútua de Pensión** contra ei Gobierno 
Nacional, por restitución de sv.mas de dinero 

Sumario; I.as lihretas otorgadas por la Caja Internacional 
Mutua cíe Pensiones a sus suscriptores. a los objetos pre- 
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vistos en los artículos 7." y de sus estatutos, esto es» 
constatar la inscripción fiel stiscriptor, acreditar el pago 
de las cuotas y concederle "1 derecho del voto en la asam- 
blea de disolución, 110 revisten las formas propias de una 
convención filtre partes, de las comprendidas por el ar- 
l i culo 1." de la ky minien» 4,937 y a que pueda aplicar- 
se el artículo iJS de la misma. En consecuencia, procede 
la devolución do lo payado por concepto de impuesto de- 
sello y multa aplicado a est*¡ documentos. 

dtso : Lo explican las piezas siguientes: 

SENTl-NCH DEL SI-MUí JUKZ Fl-'DER.Xl. 

Bueno» A.m. Msyo 14 út 1017. 

V* vistos: lvstus autos seguidor por la Caja Internacio- 
nal Mutua de Pensiones contra el Gobierno de la Na -ión. ]xir 
restitución de sumas de dinero, de cuyo estudio resulta : 

Que a fs. 1 se presenta don lía fací D. Dfaz. en repre- 
sentación de la parte actora demandando al Fisco Nacional 
a fin fie míe en su o|jort unidad e 1c condene a restituir a su 
mandante Ib suma de trescientos veinticinco mil pesos moneda 
nacional ya abonados y las que siga alxmando hasta completar 
la suma de cuatrocientos veintitrés mil doscientos setenta y 
cinco pesos con cinco centavos moneda nacional que lia sido 
condenada a pagar, pesos 323.316.40 por sellos y multas y 
$ 99.958.65 por intereses, en virtud del juicio ejecutivo que le 
siguió el Fisco por supuesta violación a la Ley de Sellos, todo 
con. expresa condenación en costas . 

Que la procedencia del juicio que inicia por restitución 
de sumas de dinero, se justifica alerto lo dispuesto en el ar- 
ticulo 295 de la Ley Federal de Procedimientos y la falta de 
necesidad de venía del Honorable Congreso por tratarse de 
un juicio que es una consecuencia legal de una ejecución ya 
fallada en que la Nación actuaba como demandante y, final- 
mente, (pie no es inconveniente tampoco para la iniciación de 
esta demanda el hecho de no haberse satisfecha la totalidad 
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de la suma a que fué condenada su mandante |»or haber enc- 
intado un arreglo con el Fisco para hacer el ¡jago mediante 
entregas mensuales y la jurisprudencia establecida al res- 
pecto por tos Trilju nales de !a Capital. 

Qite su representada no lia p di do ser condenada a pagar 
al Fisco las sumas que boy redama, i»or no haber incurrido 
en la violación de la Ley de Sellos que se pretende, al no usar 
estampillas cu las libreta* de los suseritores por cada suma 
que ingresa a la Caja, como se prepone demostrarlo. 

Que el estudio del mecanismo denominado "Caja inter- 
nacional Mutua de Pensiones" conduce al resultado fatal de 
qiic es imposible hablar de violación de la Ley de Sellos, ni 
do omisión del sellad >. porque no se trata de o]>eraciones que 
caigan bajo el imperio de dicha ley: haciendo al efecto un 
análisis de las operaciones que practica y re| produciendo el vo- 
to del Camarista doctor Méndez, al que se adhirió el Tribunal. 

j§n síntesis, llega a la conclusión de que las libretas de 
los suscriptores no deben llevar sellos: t,° Porque el contra- 
to existe en los Kstatutos y es anterior a la libreta que es 
sólo una consecuencia de aquél, 2" Porque sólo par error pue- 
de con fundirse el contrato mismo enn ta constancia dada al 
suseríptor de que lia cumplido su obligación de alionar la cuo- 
ta correspondiente : 3." Porque la libreta no es el contrat 1 es- 
crito, que es la única materia imponible según la Ley; 4.* 
Porque la libreta por su alcance y forma es simplemente un 
redlk> f» si se quiere una serie de recibos ; 5." Porque la cir- 
eunstancia prevista en tos estatutos de qne las libretas se fin i ■ 
ton a nombre de Dersonas que por su edad carecen de capa- 
cidad para contratar, comprueba que a esa libreta no puede 
atribuírsete el carácter de contrato; 6." Porque si correspon- 
diera el |>ago de sello ]*>r libreta, correspondería también pa- 
garlo por los títulos o acciones que emiten la» sociedades 
anónimas para que el accionista pueda comprobar su carácter; 
7," Porque las libretas no se hacen en tantos ejemplares como 
partes figuran p >r un interés distinto, sino en un ejemplar solo 
y único que ni siquiera lleva la firma del snscriptor que sería 
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esencial si e"a representara tm contrato; 8° Porque sostener 
que la libreta recibo es un contrata, llevaría a la conclusión 
de qiic también lo son los innumerables documentos análogos 
que median en casi todas las relaciones de la vida diaria y 
entre las que figuran los recibos de clubs y sociedades. 

Que la Ley de Selles, en su artículo 77, establece: "To- 
da duda que se suscitara, fuera de juicio, sobre !a interpre- 
tación de esta Ley, será resuelta por el Administrador Cene- 
ral de Contribución Territorial, Patentes y Sellos, con audien- 
cia verbal o escrita cPProcurador del Tesoro, si lo creyera 
conveniente". 

Que atemo lo establecido en e! artículo citado y la buena 
fe con que lia procedido !a Caja ante la insinuación que al- 
guien (e hizo de que las libretas debían llevar sello, resolvió 
consultar el caso con la única autoridad que legalmente exis- 
te para tales fines y la respuesta dada por el funcionario con- 
sultado, fué : "Que no corresponde sello alguno a las libretas". 

No puede, en tal situación, imputarse a su representada 
omisión alguna que justifique ta multa impuesta por el De- 
creto de 9 de Septiembre de 1907, que originó la ejecución 
de que se queja, pues la multa es sencillamente una pena con 
que la Ley castiga !a violación de sus preceptos, y si la mis- 
ma «autoridad administrativa, el Administrador General de 
Contribución Territorial, Patentes y Sellos, empieza por re- 
conocer que las libretas no llevan sello alguno, claro es que 
no ha habido de parte de su representada, violación de nin- 
guna ley, al extender las libretas en papel simple, y que no 
existiendo violación de la ley, no puede haber multa que es la 
pena con que se reprimen las transgresiones de la misma. 

Que aún suponiendo que las libretas debieran Kcvar el 
sello, no puede imponérsele multa porque no cabe imposición 
de pena a quien procede de buena fe, amparado en resolucio» 
nes de la autoridad administrativa, llamando la atención que 
siendo la Ley de Sellos tan rigurosa en su penalidad, ha crea- 
do un magistrado encargado de satisfacer las consultas y su 
opinión c¿ decisiva, quien ha declarado que no se deben sellos. 
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<Jue la Ley de Sellos impone la obligación de usar se- 
llado tratándose de actos, contratos» documentos y obligacio- 
nes que versaren sobre áümntt »s o- negocios sujetos a la j«rí>- 
diedón nacional exclusivamente por razón del lugar o natu- 
raleza det aet o (articulo i "L 4o que significa que tos que es- 
capan a la jurisdicción federal, ya |»or razón de lugar o por 
la naturaleza del acto, están exentos del pape] sellado y corrió 
su representada, de acuerdo con sus Estatutos puede tener 
suseriptores futra de ta jurisdicción federal, y los tiene cu toda 
la República y fuera del país, es evidente que, de acuerdo cotí 
la l.ey de Sellos, esas suscripciones no están sometidas a sus 
preceptos por ninguno de los dos conceptos anteriores, y por 
lo tanto, lian |.vdÍdo extenderse con prescinde ncia de dicha 
ley, sin qúe se delxi impuesto ni pueda aplicarse multa. 

Sin embargo, su mandante ha sido condenada a |>agar se- 
llos y multa sobre todas esas libretas y semejante efor jurí- 
dico es una consecuencia de la liquidación practicada ¡>or el 
contador señor Uñares, designado |»or el Fisco, quien pres- 
cindió del lugar donde se realizaban las suscripciones, ha to- 
mado o uno único dato el que resulta de una publicación .Men- 
sual de h Caja -destinada a sus socios, en la que en números 
iñudos se expresa la cantidad de raiscriptores, prescindiendo 
del domicilio de los misinos y del lugar de las suscri|>ciones. 
existiendo más de veinte mil libretas suscriptas en las provin- 
cias y fuera del pais. todas tas cuales se han computado en 
la liquidación Uñares, para fijar el monto de sellos tlebtdos 
y la multa. 

One si no fueran suficientes estas razones cu ajjoyd del 
derecho que asiste a SU parte para iniciar este juicio, existe, por 
parte del Fisco, la falta de comprobación del número de infrar 
ciones cometidas en las libretas de suscripciones y. en conse- 
cuencia, dui monto de las sumas en que ha podido ser condena- 
da la Caja Internacional, no encontrándose en el expediente arl- 
m iuistrativo otra base para su liquidación que la practicada pojf 
el contador Linares la que es fantástica, pues fué compuesta con 
datos tomados de un simple 1' letín. que no es la expresión 
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de los libros t„ la Sociedad, 'cómp que en él no se tiene en 
cuenta los sitsc iptores de pago íntegro, qne los hay. y por lo 
tamo, los desci ntos a que tienen derecho en tal caso, siendo 
i vidente que la sumas que arroja como monto del adít> que 
debía usarse y la multa en que se lia incurrido, es absoluta- 
mente caprichosa, porque no hay la constancia en autos de las 
¡ii fracciones a la í«ey de Sellos. 

yin- como se ha visto. por la Ley se crea una autoridad 
trtcargada de dirimir las dudas que surjan fuera del juicio, 
siendo ella el único juez del caso que decide, por si sola, si 
le parece sencillo, y con consulta de sus asesores si así lo cree 
conveniente, habiendo en este caso resuelto que no se adeu- 
dan sellos ni multas, pero más tarde el Poder Ejecutivo, in- 
vocando erróneamente el artículo 78 de la Lev de SeÜos. se 
erigió también en juez "a posteríori" y produjo un pronun- 
ciamiento con fuerza retroactiva. 

Qwc como el Administrador lejos de descubrir infraccio- 
nes, había resuelto, con potestad legal indiscutible, que c&t no 
existía, ni el -Ministerio, ni el ?oder Ejecutivo han podido 
amigarse facultades que la Ley no les confiere y que repu- 
dia la Constitución. 

Que esa resolución podría regir para el futuro, pero ja- 
más para el pasado, puesto que el Administrador en ejercicio 
de sus rundunes y con una atribución conferida por la Ley,, 
dispuso que la Caja no debía usar sellos en las libretas: la 
falla de éstos no era ni una violación legal ni una omisión 
mientras ese criterio quedase Cn pie. y el Poder Ejecutivo, 
atraque huliiera tenido facultad para pronunciarse, esa resolu- 
ción, pudo regir para el futuro [icro no para el pasado en que 
su representada se ajustó a las normas que le señalaron los 
funcionarios públicos, los que constituían hechos definitiva- 
mente concluidos en forma legal. 

íjue la multa es una pena por violación de la ley. la vio. 
taeión no existió en el momento de emitirse las libretas, por- 
que la autoridad única encargada de interpretar la ley fm' ex- 
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plicita en su decisión y si más tarde el criterio ím* inoíi i fija- 
do, no pudo ser con carácter retroactivo, lo que seria volver 
a doctrinas condenadas por la humanidad y que nuestra Consti- 
tución repudia. 

Corrido traslada a fs. 22. lo evacúa el señor Procurador 
Fiscal e« representación del Ciobicriio Nacional, pidiendo el re- 
chazo de la acción entablada, con expresa condenación en costas 

Que «el artículo 30,5 (pie cita c*l actor no es aplicable al 
caso "sub judiee". pues se refiere al objeto de la caución que 
el ejecutado ¡Hiede pedir al ejecutante al hacer entrega del 
importe de la liquidación, y eota caución tiene por objeto ga- 
rantir el resultado del juicio ordinario que puede promoví 
el deudor ejecutado, mientras que la disposición aplicable es 
la del artículo 294 al establecer que aprobada la liquidación 
se liará entrega de su iirprirtc otorgándose caución si el in- 
teresado lo pidiera, deduciéndose de las disposiciones citadas 
que para que el ejecutado pueda promover el juicio ordinario, 
tiene previamente que haber entregado el importe de la liqui- 
dación formulada en el juicio ejecutivo, de acuerdo con la 
seut- ncia de remate y que como el actor no ha entregado ese 
importe, no tiene derecho para iniciar el juicio ordinario que 
ha promovido. 

Que no puede invocarse per el actor el fallo de la Excma 
Cámara Civil registrado en el tomo 136. para justificar que 
procede la acción ordinaria aunque no haya pagado la totali- 
dad de la suma a que ha sido condenada por cuanto ese fallo 
se lia dictado interpretando una disposición distinta que no 
es Aplicable a los artículos ¿94 y 393 de la Ley Nacional de 
Procedimientos, que exigen como condición para promover 
la acción ordinaria la entrega del importe de la liquidación 
practicada en ¿I juicio ejecutivo. 

Que la actora ha incurrido en una flagrante violación 
del articulo 18 de la Ley de Sellos, como lo demostrará con 
los antecedentes que obran en el expediente administrativo, 
primer cuerpo de Ks autos "Fisco Nacional contra Caja In- 
ternacional Mutua de Pensn lies". Que el 23 de Junio de f*jof*. 
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Caizada denuncia al Ministerio de Hacienda que la Caja, en 
los contratos que celebraba con sus suscriptores. infringía i a 
Ley de Sellos, por !o que el Ministerio, de acuerdo con el dic- 
tamen del señor Procurador del Tesoro, mandó practicar una 
inspección tendiente a la constatación de los hechos denuncia- 
dos, designando al contador mayor señor Amenáliar, quien se 
espidió- a fs. 35, indicando el número de contratos celebrados 
l«>r la actora. Que a raíz de esa constatación se expidió el 
Procurador del Tccnro, manifestando que el caso debía ser 
resuelto en primera instancia por el Administrador General 
de Contribución Territorial, de acuerdo con el artículo 77 (fe 
la Ley de Papel Seriado, indicando a la vez que si éste resol- 
vía que no c >r responde la apücactón del impuesto, el denun- 
ciante luiría recurrir en apelación ante el Ministerio de Ha- 
cienda, y que en el caso contrario, el Administrador debía 
elevar los antecedentes al Ministerio para que aplicara la pena 
correspondiente. Como e) Administrador creyó que las epe- 
nr íones realizadas por la Caja no revestían el carácter de 
contratos y ]>nr lo tanto no caían bajo el imperio de la Ley 
de Sellos, motivando su resolución los dictámenes de fs. 50 
y 55 de los señores Procuradores del Tesoro y de la Nación, 
cuyas conclusiones se transcriben, dándose vista a la Compa- 
ñía denunciada, la que la a vacua, resolviéndose por el Poder 
Kjecutivo con feclia 7 de Marzo de 1907, míe debió ]>agarse 
el impuesto en la libreta acompañada por el denunciante y. 
por consiguiente, que la Caja Internacional Mutua de Pen- 
siones era ]>asib1c de la multa del décuplo del valor del sello, 
resolución ule la cual pidió reconsideración el denunciante 
1 jorque no se castigaban todas las infracciones cometidas dic- 
tándose entonces por el Poder Ejecutivo, después de oir al 
Procurador General de la Nación, y ta opinión del Asesor 
"ad hoc" doctor Calixto de la Torre, resolución definitiva 
por decreto de 9 de Septiembre de 1907. en el que ,*e dan las 
razones legales que justifican la procedencia de la reconside- 
ración síi! ¡citada, y se transcriben textualmente los fundatiien- 
tm expresados por el citado Asesor "ad hoc". que demues- 
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tran de una manera incontrovertible la justicia y legalidad 
del fa'Io u resolución administrativa. 

(Jüe demostrado qiie 1a Caja Internacional Mutua de 
Pensiones ha infringido la Ley de Papel Sellado, corresponde 
examinar la competencia de la autoridad que castigó esa vio- 
lación, de acuerdo con la Ley 4.927, sosteniendo que la reso- 
lución administrativa tiene toda la autoridad de la cosa jua- 
gada, por ser la resolución final de un juicio contencioso, y 
pretender la devolución de la suma que el Poder Ejecutivo 
condenó a pagar, importaría entablar una demanda por la 
misma cansa, contra la misma parte y con la nfbma calidad. 

ÍJae el Poder Ejecutivo tiene esa facultad acordada ¡>or 
el articulo 78 de la Ley de Sellos, como tiene otras faculta- 
des judiciales al tener el derecho exclusivo de conmutar q 
: Uíln:iar !as penas y de fallar definitivamente c:, *>s casos del 
artículo 67 tle la Ley de Aduanas, oponiendo como defensa la 
excepción de cosa juzgada. 

Que de los dictámenes tle los señores Procuradores de 
la Nación y del Tesoro, como el del doctor Calixto tle la 
Torre, resulta que para la I^ey de Sellos es lo mismo que al 
contrato se le considere como contrato de renta o como a ni- 
trato innominado, razón por la cual no contesta los funda* 
trentes que dicidierou a la Cámara de lo Comercia! a resol* 
ver que los contratos que celébrala la Caja Internacional Mu- 
tua de Pensiones con sus suscriptores, no reúnen todos y nada 
rilái qüé los requisitos exigidos por el Código Civil para ser 
considerados como contratos de renta vitalicia, y agrega que 
en esc fallo no se dijo que no había contrato, estudiándose 
únicamente su calificación legal, y en el caso "sub judice" lo 
que interesa s;;Tht es que ha existido un acto o contrato, do- 
cumentado u obligación que deba extenderse en papel sella- 
do (artículo i." Ley número 4.927 ). 

Que en los primeros Kstatutos de la Compañía aetora, 
cimsta que tenia por objeto constituir a favor de cualquiera 
persona. ho:nbre. mujer o niño, una ilusión vitalicia y se 
denomina suscripior al contratante con la Cuja; en los uue* 
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vos se expresa en idénticos términos el objeto de la sociedad 
y se les denomina accionistas, entregándose en ambos, como 
documento, la libreta, y como el cambio de nmnbre dado ¡>or 
los Kstatutos no cambia la naturaleza jurídica del acto o con- 
trato, ante la Ley de Sellos es indiferente la denominación eme 
las partes den a los contratos, así como que estos últimos sean 
válidos o nulos, por defecto de forma < incapacidad legal de 
hecho o de derecho de alguno de los contratantes. 

Que contestando a h síntesis que se hace a fs. 6 de la 
demanda, manifiesta que estima absurda la afirmación de que 
c! contrato existía en los estatutos, puesto que el contrato que 
es un acto jurídico bilateral, existe cuando dos o más per- 
sonas se ponen de acuerdo sobre una declaración de voluntad 
(artículos 946 y 1.137 del Código Civil>. El consentimiento 
de las varías personas que intervienen en el contrato es uno 
de los requisitos esenciales del contrato y «i el contrato exis- 
tiera en tos estatutos no sería necesario para la existencia del 
mismo el consentimiento de dos o más personas que deben 
tenerse de acuerdo sobre una dec ración de voluntad común, 
destinada a reglar su derecho. La oferta o proposición de una 
pensión vitalicia, hecha al público en los estatutos, por la Ca- 
ja Internacional Mutua de Pensiones, cuando es aceptada por 
alguien, se formaliza en la forma indicada en los mismos, en- 
tregardo al contratante con la Caja, la libreta que acredita 
el contrato, y la Caja celebra tantos contratos cuantas sean las 
personas a quienes entrega la referida libreta, por lo que que- 
da demostrado que el contrato no existe en los Kstatutos ni 
míe es anterior a la libreta que se entrega al contratante de la 
pensión, 

(Jue es completamente indiferente para la Ley de Sellos, 
que tns contratos que se celebran sean válidos o nulos, pues, 
la Ley de Sellos, de naturaleza fiscal, no observa la validez 
del contrato, no ve más que la materia imponible, de ahí que 
el que ha pagado el impuesto correspondiente, en un contrato 
nulo, absolutamente nulo, no tiene acción contra el Fisco para 
rejwtir el impuesto. 
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One o n la libreta se le tía al suseriptor la prueba ctcl 
contrato, que es K» que interesa a la Ley do Sellos, no inii> 
resánale a ésta natía que la Caja tenga o no tenga otro ejem - 
piar del contrato; que si ella prefiere liaecr los asientas respec- 
tivos- m sus libros, en vei de recibir otro ejemplar de la li- 
breta, procediendo asi. hace su <* hcrana voluntad, pues al 
Fisco no le interesa su "modus operamlP. 

Que la Caja no ha consultada al sctW Administrador 
íWncral de Contribución Territorial, Catenuv y Sellos, y sí 
quiere justificar aunque sea mcralnxnte su buena fe, que d ; ga 
en qm "^cha presentó su consulta, pues no debe confundir**» 
la resolución del Administrador, a que ames se ha referido, 
■lutada después de la denuncia de Cateada y motivada por 
eria. ton K> que afirma el actor. 

Es inexacto el Administrador ratificara por escrito 
la consulta hecha, pues la resolución que se trascribe a fe. 7 
vuelta, ile ta de-randa, tonto que ratifica una consulta verbal, 
es la ¡.«rtmera resolución dd Administrador, ib» fecha 2j de 
Octubre de 1*107 t dictada, con motivo de la denuncia, 
en la que se manifiesta que la Caja Internacional Mutua de 
IVnsn oes ir.íringia la l.cy de Papel Sellado, resolución que 
fue revocada por el IVtler Ejecutivo y por el Ministerio de 
I lacienda , 

tjue ei articulo 27 de ios primeros Estatutos de la Caja, 
lo mismo que el articulo 31 de les nuevos, establecen '"que 
H domicilia ilel suseriptor se entiende radicatkt en el asiento 
central de la Sociedad (Capital Federal > para los efectos de 
la Ley y especialmente para lo que *e relacione a asuntas de 
e^rpetercia de K*s TriUmalcs", no ¡mdiendo pues sostener- 
-e. en presencia de esta d^*siVion que están eximidos tiet 
lago ile impuesto de papel sellado ninguno de los contratos 
eeíehra«li*s por la actora, y que. por otra parte, esta defensa 
>a ha sido hecha en el juki 1 ejecutivo, siendo rechazada con 
costas, y como la liquidación del contador Linares 110 adole- 
ce de envr alguno, a ella se refiere para justificar el mime- 
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ro de contratos celebrados por la aetora en infracción a la 
Uy 4.027. - 

Contestando el último apartado de! escrito de demanda, 
manifiesta: que el Poder Ejecutivo es la única autoridad que 
en juicio contcncioso-administrativo ha podido fallar el caso 
1 tanteado con la denuncia de Calzada, en uso de la facultad 
que !e reconoce el articulo 78 de la Ley número 4.927. El 
Administrador resuelve las dudas, que por escrito le some- 
ten las personas físicas o jurídicas fuera del juicio (articu- 
lo 77), pero cuando se trata de una infracción descubierta 
por el Administrador o por cualquiera del pueblo (artícu- 
lo 72), la resolución definitiva en el juicio contenck¡so-admi- 
nistrativo debe dictarse ]>or el Poder Ejecutivo y por et Mi- 
nisterio de Hacienda. 

Que por todas estas consideraciones, como por los fun- 
damentos expresados en primera instancia, en las disidencias 
¿él fallo de la Excma. Cámara y k» del fallo de la Suprema 
Corte, dictados en el juicio ejecutivo, pide se resuelva cu la 
forma solicitada en el exordio. 

Abierta la causa a prueba se produjo ta que certifica el 
actuario a fs. 48 y» sobre cuyo mérito han alegad-» las par- 
tes a fs. 50 y 65. 

Y considerando: 

Que en la forma como lia sido contestada la demanda, 
la primera cuestión a resolver es la excepción sobre la exis- 
tencia de la cosa juzgada y la relativa a si el actor pudo ins- 
taurar la presente acción sin haber satisfecho previamente 
el importe de la liquidación en el juicio ejecutivo. 

Funda c! señor Fiscal la excepción de cosa juzgada en la 
circunstancia que el decreto del Poder Ejecutivo de Septiem- 
bre 9 de 1907, encarna toda la autoridad de un juicio conten- 
cioso-admiuistrativo. de acuerdo con las atribuciones confe- 
ridas al Ctobierno Nacional por el articulo 78 de la I^ey de 
Sillos, A este respecto, obsérvese eme nadie discute la facul- 
tad (pie la ley confiere al Poder Ejecutivo para imponer muí- 
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tas y que el articulo 78 se refiere únicamente a las obligacio- 
nes que pesan sobre el Administrador General de Conlribu- 
ción Territorial, lodo lo cual no significa delegar en el Sui*- 
rior Gobierno atribuciones judiciales, siendo un pi*íricípfó in- 
discutible y reconocido que todo particular al reputar heridos 
mis derechos por res 'Iliciones administrativas referentes a la 
Ley de Sellos. Aduana. Impuestos, etc.. no#a; siempre que 
las leyes no establezcan sanciones especiales, ventilarlos ante 
los tribunales de justicia, con o sin venia del Honorable Bm- 
greso. según fueren los casos. 

Ks evidente, que tratándose de resoluciones del Poder 
Ejecutivo que no tienen el carácter de una semencia, no pue- 
de sustentarse la existencia de la cosa juzgada, pues le fal- 
tan los requisitos indi*|¡eusable* de la misma, de acuerdo con 
1o dispuesto en cj articulo i$ del Código de 1 Wcdiimcntos 
federales, al establecer que la sentencia definitiva ha de con- 
tener decisión expresa, positiva y precisa, con arreglo a las 
acciones deducidas, en el juicio, caracteres que 110 ofrecen 
las resoluciones administrativas. 

La Suprema Corte Nacional, en el fallo que registra el 
tomo qo, |>ágina 36. lia consagrado el principio que es impro- 
cedente la excepción de cosa juzgada que sl- funda en senten- 
cia que no contiene pronunciamiento expreso, condenando o 
absolviendo con arreglo al artículo 13 tle la Ley Nacional de 
Procedimientos, y en el tomo 20. ingina 32. ha establecido 
que es el Juez y no la Dirección de Rentas, quien debe resol- 
ver sobre el sello cpie corresponde y las multas que deben 
aplicarse respecto de los rloeumentos que presenten en 
juicio. 

(Juc refiriéndose a esta misma cuestión, en el juicio eje- 
cutivo seguido por el Fisco Nacional contra la Caja Inter- 
nacional, la Suprema Corte, en el fallo que dictó a fs. 105, dijo 
que era innecesario entrar en el examen del carácter y cf ce- 
lo de las resoluciones administrativas condenatorias a que se 
refiere el articulo 78 de la Ley número 4,1127. porque en el 
caso "sub jiidicc" el mismo Poder Kjeeutivo y su represen 
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tante en juicio, han dado al decreto de fs. 112 v. y a Ja li- 
quidación de is. 107. el valor de simple titulo ejecutivo para 
demandar a la Caja Internacional Mutua de Pensiones, de- 
jando a ésta en condiciones de hacer valer sus defensas en el 
juicio cjeetilivo y más ampliamente en el ordinario que puede 
seguirle, lo que demuestra la improcedencia de la defensa 
opuesta y en cuya virtud eorre.«i>cnde el rechazo de la excep- 
ción de coi a juzgada. 

Kn cnanto a la observación que al iniciar este juicio la 
adora había abonado tan sólo 325,000 $ moneda nacional de 
los 415.750.25 S moneda nacional a que había sido condena- 
da en concepto de sellos, inultas c intereses, téngase presen- 
te que en el convenio celebrado por las partes, según consta 
del acto que corre a fs. 1K1, e n el juicio ejecutivo seguido por 
él Fisco Nacional contra la Caja Internacional Mutua de ten- 
siones, ésta última manifestó que deduciría el correspondien- 
te juicio ordinario, y a fs, 276 vuelta de los referidos autos, 
consta que fué abonada la última cuota de intereses que arro- 
jaban las liquidaciones de fs. 263 y 268, en cuya virtud no 
hay objeto de analizar la cuestión planteada, desde que el 
monto total de la ejecución ha sido ]>agado al (•ohierno de la 
Xaeión y que, de acuerdo con tas extremos de los artículos 
204 y 205 del Código de Procedimientos el actor se halla ha- 
bilitado para instaurar el presente juicio ordinario. 

Asi lo ha resuelto también la Jurisprudencia Civil al es- 
ta Mecer que aún cuando no se haya verificado el pago en el 
juicio ejecutivo, el deudor de la obligación puede deducir en 
juicio ordinario las acciones que crea pertinentes a su dere- 
cho para que se declare la inexistencia de la obligación eje- 
cutada . 

Descartadas estas dos cuestiones previas, c¡>rres|>ondc 
examinar la materia de fondo que origina este juicio, enla- 
zando por analizar la naturaleza del documento de fs. if> y la 
validéz de la liquidación formulada por el contador Linares 
a fs, 107. en virtud del decreto del Poder Ejecutivo del o, de 
Septiembre de 1007. la que sirvió de base al juicio ejecutivt.' 
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seguido ¡KJf Fisco Nacional contra la Caja internacional Mu- 
tua de Pensiones. 

* I 

|$ti la liqu ¡dación de ís. 107. el contador Linares acep- 
ta las cifras que contiene el Boletín de fs. 105. que acreditan 
ta existí m ía de 14.CJI 5 suscriptores de Caja General y 2$¿]rf* 
de Caja Especial, cuyus contratos respectivos de 360 y 840 S 
moneda nacional cem las multas que prescribí? el articulo 6b 
de la de Sellos, ascienden a la suma de 323. 310.40 $ mo- 
neda nacional . fíe acuerdo con esta liquidación sostiene el re- 
presentante del Gobierno que cada una de las libretas que 
entrega la Sociedad a sus suscriptores constituyen un contra 
to qtte les obliga reciprocamente y que. ]>or lo tanto, deben 
llevar el sello que establece el artículo 18 de la Ley núme- 
ro 4.<>J". siendo éste uno de los puntas fundamentales a re- 
solver, toda vez que si la referida libreta no tuviera tal carác* 
ter. la Caja internacional se hallaría exenta del sellado de la 
referencia. 

A este respecto debe olwervarse que el articulo 1." de la 
Ley de Sellos, preceptúa que se extenderán en ixipcl sellado, 
las actas, contratos, documentos y obligaciones que versaren 
s bre asuntos o negocios sujetos a la jurisdicción nacional, 
precisando el alcance de esta disposición los artículos 60. 01 
y 63. al fijar las multas que pagarán los que otorguen, admi- 
tan, presenten, tramiten « autoricen documentos en papel co- 
míiu. o si se tratara de contratos escritos que no tuvieren el 
sello legal, o de pagarés extendidos sin fecha, todo lo cual 
demuestra que ta Ley al reprimir la violación del sellado, se 
refiere únicamente al documento escrito y lo confirma la cir^ 
constancia que la multa que se impone se pagará con arre- 
glo al número de firmas que contuviera el mismo. 

De allí que el instnur^nto de la oliligación y las firmas 
constituyen los elementos reguladores de la multa y sin los 
cuales no puede haWr violación alguna lega!. corres]*mdien- 
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do. en consecuencia, examinar si ta líbrela otorgada por la 
Gája Ihteritárioriaí Mutua tic Pensiones a sus su scri plore s 
y que corre a fs. ifi. es reamente el contrato a que se refiere 
la Ley. sujeto a la imposición del sellad. i o si |>or el contra- 
rio, aquélla constituye tan solo una serie <le recibos que acre- 
ditan los diversos pagos efectuados ]*ir el suscriptor. crino 
lo sustenta la parte aetora. 

Planteada en estos términos la cuestión a residvcr, es in- 
dudable que los Estatutos de la Caja Internacional constitu- 
yen la ley de las partes, al determinar los derechos y obliga- 
ciones recí (trocas de sus asociados y que; de acuerdo con los 
articulo* y 12, la referida institución tiene p.?r objeto cons- 
tituir a favor de cualquier persona, hombre, mujer o niño, 
una pensión o renta vitalicia, adquiriendo ta calidad de sus- 
criptor por el solo hecho del aliono de la cuota de ingreso 
> de la primer cuota mensual, las míe podrán tser satisfe- 
chas por el ingresante o cualquier persona en su rq>rcscnta- 
eión, Y el articulo iS establece que lodo suscriptor será in- 
mediatamente inscripto en el libro "Registro General" qué 
mencionan los artículos el Código de Comercio y como ex/iis- 
taneta de inscripción le será entregada una libreta con su nú 
mero de matrícula que representará prt agresivamente el nu- 
men > de suseriplorcs. cu la que se anotará cada pago que efec- 
túe, con las formalidades que prescrilte el reglamento inter- 
no. Concordante con esta disposición, e! articulo 7." disj*>- 
ne que la libreta constituye un titulo de reconocimiento per- 
sonal del accionista o del suscriptor en ¡a Asamblea de diso 
Ilición y para el derecho de voto. 

En presencia de dis|josiciones tan explícitas que tí jan con 
toda nitidez el carácter del referido documento, ¿cómo es po- 
sible sostener míe la libreta en cuestión constituye un contra- 
ta? [Establecido como queda que los Kstatutos son la ley de las 
partes, ¿cómo puede pretenderse dar a sus disposiciones una 
interpretación que estaría en pugna con las liases constituti- 
vas de la Sociedad y de la Ley que rige esta clase de con- 
venciones? 
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I\s evidente que !a libreta otorgada por la Cajn Éiifcer- 
nactona] a tos fines claramente es|>ccitíeados en sus Kstatutos, 
n » tiene otro objeto que l<>s recontados en sus artículos 7." 
y iH. esto es. constatar la inscripción del suscriptor, acreditar 
el pago tic las cuotas y concederle el derecho del voto en la 
asamblea de distinción, Sostener ahora que la libreta repre- 
senta el contrato entre el suscriptor y la Caja, importaría 
desvirtuar lo* oh jt ti vos precisos indicados en los Kstatutos y 
falsear los principios fundamentales consagrados al respee- 
to |ior la ley civil. Xn puede concebirse, en efecto, que la 
misma ley a cuyo amparo se fundó la Caja Internacional, 
autorice en sus Estatutos, que fueron debidamente aprobados 
por el Supcri r Cobicnio, la realización de actos revestidos de 
nulidad insanable, contó lo serian si realmente cada una de 
las libretas otorgadas a los suseriptores tuviera el carácter de 
un contrato, que podría haber sido celebrado por niños me 
ñores, inhabilitados por incapacidad absoluta y cuya invali- 
de/ seria manifiesta i>or no existir el consentimiento o acuer- 
do de volunta iles desde que no llevan más li riñas qüc las 
del Presidente. Secretario. Administrador y ('.érente, sin apa- 
recer en forma alguna la del suscriptor. y todo ello sin ex- 
presar tamp o los derechos y obligaciones recíprocas que de- 
rivan del mismo. Bastan estas simples observaciones para 
convencerse, que considerar las libretas como contratos, sig- 
nificaría no tan sólo la negación de los Estatutos misinos, al 
darles un carácter que jamás pensaron los fundadores de la 
Institución sino también el desconocimiento más completo de 
¡os elementos prhrjordiales que caracterizan los contratos de 
acuerdo c n la dispuesto en los artículos t.tJT, i.ijX, 1.194 y 
1. 202 del Código Civil. 

Y -si a lo expuesto se agrega que se trata de una socie- 
dad anónima, creada para conceller pensiones, premios o so- 
corros en la forma establecida cu sus Estatutos y con dos cla- 
ses ile asociados, accionistas los unos y suseriptores los otros, 
tal interpretación nos llevaría al absurdo de someter al jingo 
del sellado a los últimos y no a los primeros, aparte de la cir- 
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eimstancia de que aquella quedaría sujeta :il |>ago de tm do- 
ble impuesto fiscal. pues, no obstante haber satisfecho los 
relativos a las operaciones que realiza, tendría que abonar lns 
correspondientes a las libretas. Con este criterio serían con- 
trató* tas libretas y accionas que todas las sociedades emiten 
y en cuya virtud tendrían que pagar el sellado, puesto que 
con ellas acreditan los accionistas sus derechos para concurrir 
a las Asambleas, como también quedarían sometidas al pago 
del impuesto fiscal las boletas de depósito en tos Ha neos, aten- 
to los derechos y obligaciones que nacen entre depositante y 
depositario, y en fin, los recibos que cualquier periódico en- 
trega al suscriptor reconociéndole derechos a publicaciones 
y prestación de los servicios (pie el mismo dispensa. 

Apercibido de semejantes contradicciones, el señor Ad- 
ministrador de Rentas resolvió a fs. 44 del primer cuerpo, 
que las referidas cqieraciones no revestían el carácter de con. 
tratos, limitándose la documentación a ta constancia de las 
sumas recibidas y declarando que aquellas no caen bajo el 
imperio de la Ley de Scilos. correspondiendo tan solo la es- 
tampilla a los recibos de las cuotas entregadas, de acuerdo en 
un todo con lo manifestado en el oficio que corre a fs. 170. 

Ksta misma interpretación fué aceptada en parte por el 
Superior Gobierno en et primer decreto tic 7 de Mayo de 
íqo". que corre a fs. 70. reconociendo en sus considerandos 
1." y 2. n . que no puede reputarse existente entre el suscriptor 
de la libreta de fs. 1 y la Caja Internacional Mutua de Pen- 
siones, un cent rato de renta vitalicia, agregando que de acuer- 
do cen el artículo 1.185 del mismo Código, la referida libreta 
es el instrumento de una obligación de hacer, cuyas cláusulas 
impresas tienen la fuerza de una convención entre tas partes, 
queriendo asi dejar expresado que la libreta como instrumen- 
to t\r una obligación puede motivar la celebración de un con- 
trato, que estarían obligadas a redactar las partes, si cual- 
quiera de ellas lo exigiera. 

lin el decreto de la referencia, el Poder Kjeeutivo acep- 
ta las distinciones que hacen tos jurisconsultos entre contra- 
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to y convención, admitiendo que la libreta como instrumento 
cíe liria obligación de hacer, tiene la fuerza ele una con ven- 
ción, pero no e! carácter de un contrato, fie acuerdo con la 
nota puesta ñor ti codificador al articu!o 1.171 del Código 
Civil, al citar la opinión de Duraton. quien distingue las a in- 
venciones de los contratos, puesto que aquellas no compren- 
den solos los contratos, sino qite abrazan todos los pactos 
particulares que se les pueden agregar. Todo contrato, dice, 
es una convención, neto no t ula convención, aunque tenga 
efectos civiles es un contrato. ka palabra convención, es un 
termino genérico (pie se aplica a toda especie de negocio o de 
cláusula que las partes tengan en mira. 

De acuerdo 011 el decreto de la referencia, esta libreta 
tendría el carácter dé una convención, pero no de un contra- 
to. lo que no impidió que el mismo Poder Ejecutivo en el 
segundo decreto de Septiembre 9 de MJ07, abandonara esta 
opinión e incurriera tu e! error de aceptar la doctrina susten- 
tada |h>r el Asesor "ad hoc". nombrado es|veciaímente al 
efecto, y afirmara que la libreta en cuestión tiene el can'ictcr 
de un ci ntrato de renta, definido y reglado i>or los artícu- 
los j.070 y siguientes del Código Civil. 

La contradicción es manifiesta y el error jurídico evi- 
dente, porque de acuerdo con tos Estatutos la Caja Interna- 
cional, es más bien una asociación de socorros mutuos en 
que los suscriptores son los mismos propietarios del capital 
que signe acumulándose y en la que nadie se obliga con el 
snscriptoF a suministrarle una pensión determinada, limitán- 
dose a ofrecer la que resulte según bs capitales que hubiera 
acumulado. Además, carece del carácter oneroso que distin- 
gue la renta vitalicia y en su virtud las cuotas que entrega el 
suscriptor se devuelven a los herederos íntegramente, en el 
caso que falleciera antes de empezar a recibir la pensión (ar- 
tículos 51 y 5-í L i ii teñirás que 01 el contrato de renta vitali- 
cia en el swpnest.» indicado, el obligado a pagar la pensión, 
no debe nada a los herederos de aquél. En corroboración 
de la expresado, el artículo ¿.107 del Código Civil, dispon:: 
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que sólo tienen capacidad para contratar !a rema vitalicia, el 
que la tuviere jjara contraer empréstitos, exigiendo así, ía 
plena capacidad civil, mientra* qu c el articulo i." de los Es- 
tatutos establece que tiene por objeto constituir a favor dé 
cualquier persoga, hombre, mujer •> niño* una pensión p ren- 
ta vitalicia, de acuerdo con el articula n «pie admite como 
suscriptor a cualquier persona sin ttlátincioit de edad, sexo y 
racionalidad, lo que demuestra en forma incontestable que 
las operaciones que realiza la Laja Internacional, jamás i*> 
drian tciiLT el carácter de la renta vitalicia legislada por nfjes- 
tro Código. 

U 

De todo lo expuesto, queda evidenciad:; que la líbrela 
de fs. id 110 cneierra un contrato escrito y que, por lo tanto. 
Ja Caja Internacional no ha incurrido en ?a violación de se- 
llos que se le acusa, en cuya virtud dclferta accedersc a lo so- 
licitado ett la demanda. |icro es el casn que aún suponiendo 
qne la libreta di* ¡a referencia fuera un contrato, no jkt eso 
podría admitirse la liquidación de Linares a que se refiere el 
documento de fs. 107 y que sirvió de base a la ejecución se- 
guida por el Fisco Nacional contra la Caja Internacional Mú- 
tna de Pensiones, pues, lo único que c rrespondería seria la 
reposición y umita de la libreta acompañada. 

En efecto, el decreto del Poder Kjccniivo con fecha o de 
Septiembre de njO/. que corre a fs. 90 del primer cuerpo, 
dispone que el referido expediente pase sin más trámite a ía 
Administración de Contribución Territorial y Papel Sellado, 
para que practique la liquidación de! impuesto da sellos y 
multa que desde luego se declara adeudar la Caja Internacio- 
nal, con arreglo a la base anterior y a la 2/ del Decreto re- 
formado. 

La base anterior se refería al dictamen del doctor de la 
Torre, al decir que can excepción de Sofc contratos en que 
los suscriptores de la Caja Internacional se hayan acogido a 
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la disposición del articulo 22 de los Estatutos y verificado 
originariamente y desde un principio el pago integr:.i de las 
entilas estipuladas caso en el cual el valor de las obligaciones 
debe calcularse haciendo la deducción del 20 oí o que diclio 
artículo autoriza y aplicarse a cada una el sl-ÍI. » de la esoh 
oottio si se tratara de operádpnes al contado, en los demás, 
aún en los de pago parcial anticipad**, este valor delie fijarse 
¡x>r el de la ti ta! i dad de las cuotas estipuladas, sin deducción 
alguna. 

Abura bien, en la liquidación del contador Linares, no 
se hace la distinción ordenada en el decreto del Penéis Ejecu- 
tivo y prescinde en absoluto del descuento a los suscripto- 
res de pago integro, pues para aquella no existen en ñinga - 
na de las dos cajas suscripto res de esta naturaleza, conside- 
rándose a tod rs los socio» -*oti*o suscriptores de pago escaló? 
nado por cuota, lo que í * completamente inexacto, Kl mis- 
mo contador Uñares manifiesta a fs. 108, que ha practicado 
la referida liquidación tomando por base los datos del Boletín 
Oficial de la Sociedad y los datos suministrados a la Conta- 
duría General de la Nación, según consta de la planilla agre- 
gada con fecha 1 5 de Septiembre de 1906. cometiendo así un 
segundo error, pues, en la planilla de la referencia que corrí 
a fs. í-, claramente se ha expresado el número de suscripto- 
res que han paga di- al contado Unías las mensualidades al 
inscribirse, llegando a 42 en la Caja General y (#2 en la Es- 
pecial, lo que demuestra la inexactitud en que incurre el con- 
tador al efectuar la liquidación ordenada. 

Y si lo expuesto 113 fuera suficiente para demostrar los 
vicios insanables de que adolece la referida liquidación, bas- 
tará recordar lo manifestado |>or el perito designado señor 
Darmandrail en su informe de fs. 244, donde expresa que la 
liquidación de la referencia no se ha practicado ni de acuerdo 
con el ¡decreto riel Poder Ejecutivo, :ú teniendo en cuenta lo» 
datos suministrados a la Contaduría de la Nación, y que aún 
prescindiendo del examen de los libros de la Sociedad, del 
juicio que se signe y de las objeciones que se hayan hecho 
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en autos tales observaciones se habrían salvad si después 
de hecha la liquidación se hubiera puesta un poco de atención 
cu los antecedentes que servían para verificarla, es decir, en 
el decreto que la ordena lia y en tos datos que se tomaban 
eolito base, llegando a la conclusión que la liquidación de 
fojas 107 del contador Linares, está en desacuerdo con el de- 
creto y antecedentes que la originaron, siendo en consecuen- 
cia, errónea. 

Otro motivo de nulidad que « frece la liquidación Lina- 
res, se refiere a la computación que hace de sellos y multas 
a la totalidad de libretas de suscripción otorgadas, sin ob- 
servar si corresponden a la jurisdicción nacional, pues, de 
acuerdo con el artículo 1." de la Ley de Sellos, se extendí 
rán en Papel Sellado, con sujeción a las disposiciones de 
esta ley. los acto», contratos, documentos y obligaciones que 
versan sobre asuntos o negocios sujetos a la jurisdicción na- 
cional exclusivamente, por razón del lugar o naturaleza del 
acto, 

lis evidente, entonces, que cuando se trata de actos no 
sometidos a la jurisdicción nacional, no se hallan regidos por 
la citada Ley y por lo tanto, exentos del : mporte de sello, 
pues, entonces rige la ley del lugar del otorgamiento. Com- 
prando la liquidación practicada por Linares y la planilla 
de fs. 34. se observa que se ha aplicado la multa y el sello a 
todas las libretas, con prescindencia absoluta de que la juris- 
dicción sea nacional, provincial o extranjera. Mientras tanto, 
de la compulsa de libros practicada por el contador Dar- 
mandrail, que corre a fs. 246. se constata la existencia, apro- 
ximadamente, de 20.000 suscripciones realizadas en todas las 
provincias argentinas. Brasil. Uruguay. Paraguay y otras na- 
ciones extranjeras, y agrega, que 110 cabe ninguna duda, que 
de haber podido realizar un trabajo compMo y exacto, dis- 
poniendo de tocio el tiempo necesario para tan considerable 
tarea, habría llegado a demostrar que las suscripciones de 
fuera de la Capital, son superiores eti mucho a las efectua- 
das en ésta, todo lo cual ha sido ampliamente acreditado en 
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el legajo agregado (íoncíie se hallan anotádos todas los sus- 
eriptnres «le la referida sociedad. 

Y sr diga qtie el artículo 27 de los Estatutos al es- 
tablecer que el domicilio del susoriptor se entiende radicado 
en e! asiento central de la Sociedad y que en su virtud las 
suscripciones celebradas fuera de la jurisdicción nacional se 
hallan sujetas al inipuestó del sellado, porque, el mismo 
artículo estece que la fijación de ese domicüij se refiere 
fS|íccia!int»Ue a todo ln que se relaciona con asuntos de com- 
petencia de los tribuidles, b que se explica perfectamente te~ 
muido en cuenta el carácur internacional de la Caja que ha 
((iierido someter a la Ley argentina ta solución de las cues- 
tiones que se originen entre esta y sus suseriptores. como lo 
corrobora el artículo 72 de los Ivsta tutos a! establecer que el 
importe de las pemi nes se abonará al suscriptor períonal- 
mentc o 'a sus apoderados y si fuera necesario, en et domici- 
lio misino del suscriptor, en cualquier parte del mundo en que 
Sl- encuentre, cnrmliorando que la ejecución del cíntralo no 
queda sometida al domicilio fijado a la saciedad. 

i 1 1 

Por último, si las consideraciones precedentes no fue 
ran bastantes para demostrar la razón que asiste a la parte 
aetora al reclamar la devolución de las sumas entregadas, 
obsérvese que la misma ley y la equidad la ampara en su de- 
recho. En efecto, el artículo 77 de la l.cy 4.9J7, establece que 
toda duda que se suscitase fuera de juicio sobre su interpre- 
tación, será resuelta por eí Administrador General de Con- 
tribución Territorial. Patentes y Sellos, e n audiencia verbal 
o escrita del señor Procurador del Tesón., si lo creyera con- 
veniente. 

V bien, la Caja Internacúmal Mutua de Pensiones, con 
anterioridad a !a presente denuncia, coisnltó según se> lia 
visto, a la Administración General de Contribución Territo- 
rial, sobre si las operaciones de la ■ referencia caían liajo el 



Di: .1 ISTÍCIA DE LA NACION 



2S6 



imperio de la Lev de Sellos, obteniendo la respuesta de <¡u-j 
no correspondía poner sellos a las libretas, y habiendo sido 
esto negado ¡>or el señor Fiscal, fué confirmado a fs. 179, don- 
de consta en forma terminante que el señor Administrador 
de Rentas expresé ser cierto lo aseverado por c! actor. 

Fácilmente se comprende r|iie en presencia de tos térmi- 
nos del articulo ~" y la declaración del señor Administrador, 
reconociendo haber manifestado (pie no correspondía sellos a 
los referidos documentos, es inadmisible la imposición de 
inulta, pues teniendo ésta un carácter punilorio. según lo ha 
declarado la jurisprudencia constante, no puede dársele efec- 
to retroactivo, y en consecuencia, et hecho dé impoucr el se- 
llado a las libretas otorgadas sin ese requisito y con el asenti- 
miento de la autoridad encargada por la l„cy para resolver las 
dudas, importaría castigar actos cpie hasta ayer fueron repu- 
tadas infectamente legales, consagrando así el principio de 
la ret reactividad de la ley y lo que es más grave, en materia 
1>enat. doctrina condenada por todas las legislaciones y pro- 
hibida expresamente por la Constitución Nacional. 

Más aún, el Superior Ochierno dictó el decreto de Ma- 
yo 7 de 1907 declarando que la Caja Internacional era pasi- 
ble de tina multa de o S moneda nacional. jw>r infracción a la 
I.ey de Sellos, sin perjuicio de la reposición que corresponde 
al documento de la referencia, haciendo constar en sus con- 
siderandos, que no podía reputarse que entre el suscriplor de 
la libreta y la Caja Internacional existiera un contrato de 
renta vitalicia, que según los artículos 47. 50, 51 y 52. la mul- 
ta sólo se aplica cuando los documentos que la comprueban 
son presentados a los tribunales y que ni la inspección prac- 
ticada por el contador designado, ni la declaración del pre- 
sidente de la Caja Internacional, constituyen prueba suficien- 
te de infracción, por cuanto es una regla de derecho fiscal que 
la prueba documental es la única de que puede usar el Fisco 
y que la confesión es absolutamente insuficiente cuando se 
trata de comproliar una infracción a las disposiciones de los 
impuestos de sellos. 
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Ivn e nsceuencia, agrega, la denuncia es improcedente cu 
cuanto pretende que se impingan multas por una serie de íu- 
f Facciones que él Poder Ejecutivo no puede constatar y que 
no serian punibles sino |)or la presentación de documentos que 

comprueben, salvo los casos previstos en los a nimios 
50 y 61 de la ley. 

Mientras tanto, este decreto del Poder Ejecutivo, de Mar- 
fe . 
vn 7 ríe 1007. defendiendo los verdaderos principios que ri- 
gen en materia administrativa, fueron desvirtuados [>or el de- 
creto de Septiembre ■> del misni.i año. que ordenó se practi- 
cara la liquidación que serviría de base a la ejecución segui- 
da contra la Caja y en el que se sustentaron doctrinas com- 
pletamente distintas a las que se acababan de recordar, aun 
.(Lie es bien cierto que para ello el Poder Kjecutivo se valió 
det recurso extraordinario de nombrar un Asesor "ad hoc*" 
a fui de que dictaminara en este asunto, y cuya argumenta- 
ción sirvió de fundamento al decreto de Septiembre 9 de HJ07. 
olvidando la jurisprudencia sentada por la Suprema Corte al 
establecer que la multa en materia de impuestos fiscales cons. 
tituye una verdadera pena; sometida a las reglas que rigen 
la aplicación de tas penas en general i tomo 34. página t6r>> 
y (pie cu la aplicación de multas por infracción a la Ley de 
Sellos deben observarse las reglas de derecho en materia pe- 
nal (tonto 54. página 266). Así se explican las contradiccio- 
nes en que incurren tos dos decretos, pues en el de Marzo 
7 se afirma que ta libreta es el instrumento de una obligación 
di* hacer, mientras que en el de Septiembre 9, se le conside- 
ra conio un contrato; en el primer ► se niega que tenga el 
carácter de renta vitalicia y se sustenta lo contrario en el se- 
gundo; en el originario se sostiene que la multa por infrac- 
ción a ta Ley de Sellos sólo se aplica cuando los documen- 
tos son presentados a los Tribunales o a alguna oficina pú- 
blica, y en consecuencia, que la denuncia era improcedente 
en cuant.» pretende que se impongan multas por una serie di 
infracciones que el i'oder Kjecutivo 110 puede constatar, sus- 
íeiitándose lodo lo contrario ti. el último y, finalmente, en el 
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decreto de M¡ir/. ..* se condenaba a Iíi Caja a pagar una multa 
de nueve pesos sin perjuicio dé la reposición corres pondicn- 
le. y en el decreto de Septiembre se le condena a pagar 
por impuestos y multas la suma de 323.31*1 pesos moneda 
nacional, fundado en las opiniones emitidas por el Asesor 
"ad hoc". 

[mposible seria explicar semejantes contradicciones en 
tan breve lapso de tieni|)o, pero es lo cierto que resuelta la 
cuestión por el señor Administrador en un sentido favora- 
ble a la Caja Internacional, y continuada en parte esta reso- 
lución pot el Siq>erior (¿obierno con el decreto de Marzo 7 
de 190", aquella adquirió un derecho que no puede descono- 
cer una resolución posterior sopeña de consagrar la inestabi- 
lidad más completa en los fallos administrativos, mantenien- 
do inciertos los derechos de los particulares, todo lo cual es 
inadmisible por contrariar los principios fundamentales de 
nuestra organización civil. Así lo ha consagrado la juris- 
prudencia francesa, reconociendo que las resoluciones admi- 
nistrativas dictadas a favor de un particular, constituyen un 
derecho adquirido (DaÜLoz: tomo 34, número 155), y en 
las prácticas administrativas de Norte América se ha estable- 
cido también que las resoluciones de un jefe de Departan ten- 
tó son de fuerza irrevocable . < Goodnow : I>erecho .Adminis- 
trativo Norteamericano, tomo i. Q , página 86). La Suprema 
Corte de la Provincia ha declarado que el arbitrio de la re- 
consideración es contrario a los buenos principios, tendía a 
hacer interminables los pleitos y aún a establecer antagonis- 
mos |jcrniciosos entre las diversas administraciones. 

En mérito de lo expuesto queda demostrado que la li- 
breta agregada a fs. 16 no reviste el carácter de un contra- 
to por carecer de los requisitos legales para ello, y tener un 
alcance distinto que se halla bien determinado en los mismos 
Kstatulos de ía Institución. Queda evidenciado también que 
la liquidación de fe. 107, efectuad;! por el cantador Uñares y 
en cuya virtud la Caja Internacional fué condenada a pagar 
la suma de 3¿3-3i f > pesos moneda nacional, con los intereses. 
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en i*I juicio ejecutivo que je siguió el Fisco Nacional, no se 
practico tampoco de acuerdo con lo dispuesto cu el decreto 
de] Poder Ejecutivo tle Sqtficmhre o, de 1007. hallándose pu- 
lo tanto viciada «le nulidad absoluta por contrariar Lis bases 
establecidas en el misino, desvirtuando disposiciones de lo» 
Kstatritos y llegando a herir derechos ¡jerfectanu-nte adquiri- 
dos al amparo de resoluciones administrativas, atenta la Inic- 
ua fe con (¡ue precedió la Caja al consultar esta cuestión c;m 
el Administrador lichera 1 de Contribución, latentes y Sellos, 
i|uicn resolvió <|uv las referidas libreta* no se hallaban gra- 
vadas con el impuesto del sellado, todo lo cual revela la jus- 
ticia que asiste a !a i>arte artera para demandar la devolu- 
ción de las sumas indebidamente entregadas al Fisco Nacio- 
nal |n>r concepto de sellos y multas que no adeudaba. Tén- 
gase présente también que el artículo 72 de !a le)' 4.(>2". 
castiga c«m multa solamente la infracción fraudulenta, que no 
ha podido cometer la Caja internacional en mérito de los 
antecedentes recordados, so ]iena de dar a las resoluciones 
administrativas efecto rrtraoclivo. lo que estaría en pugna 
con los principios que informan nuestra legislación y que, en 
consecuencia, lo único que correspondería si efectivamente se 
declararse que la referida libreta constituye un contrato, sería 
el pago del impuesto para las (tuc se otorgaren en adelante, 
pero jamás para las que se expidieron sin sellado, de acuerdo 
con la resolución del Administrador ( ¡enera I de Contribución 
Territorial. Patentes y Sellos. 

Por estos fuiiriaimcnt rs. fallo: Pí-clarando qne tí fíe* 
bierno de la Nación debe devolver a la Caja Internacional 
Mutua de Pensiones. la suma de trescientos veintitrés mi! 
trescientos diez y seis jiesos con cuarenta centavos moneda 
nacional, más las cantidades que por igual concepto hubiera 
recibido en el juicio ejecutivo seguido por el Fisco Nacional, 
con los intereses a estilo de Banco desde el dia del recibo, y 
tt:do sin costas, atenta la naturaleza de la cuestión debatida. 
Notifiques?, y repóngase las fojas. — Manuel H. de Anchorpw. 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FKDRRAL DE APELACIONES 

Burnoi Aires, Octubre 16 de 

Y vistos, estos autos seguidos |)or la Cuja Internacional 
Mutua de Pensiones contra e! Gobierno de la Nación sobre 
restitución de sumas dé dinero. 

Y considerando: 

1. " Que la presente demanda tiene por objeto -Atener 
del Gobierno de la Nación la restitución de la suma de tres, 
cientos veinte y cinco mil pesos moneda nacional, que le fué 
abonada y las f|iic siga abonando en adelante, basta comple- 
tar la cantidad i' ta! a que ba sido condenada a pagar en la 
ejecución seguida por el Fisco por violación a la ley de sellos. 

2. a Que. el.*! 1 »» razón general de oposición, el señor Pro- 
curador Fiscal pide el rechazo de la acción suh lite funda- 
do, en que para que el éjeeHttidó pueda pro-no ver el juicio 
ordinario que lo faculta el artículo 204 de la ley procesal, 
tiene previamente que baber entregado el importe de la li- 
quidación formulada en el juicio ejecutivo, de acuerdo con la 
sentencia dé retrate, y como la demandante no lo ha hecho, 
procede el pedido (pie formula. 

3" Que si bien en principio, las acciones ordinarias de 
la naturaleza de la presente hállame autorizadas por el ar- 
ticulo 278 de la ley número 50. debe entenderse que sólo pue- 
den iniciarse cuando los juicios ejecutivos que tos preceden 
se encuentren definitivamente concluidos, por el rechazo de 
la acción o |K>r el ¡niegrn pago al acreedor del capital, inte- 
reses y costas reclamados 

4* Que según resulta de los propios términos del es- 
crito ríe demanda, y de las constancias del expediente ejecu- 
tivo, que el Tribunal tiene a Ja vista, cuando aquella fué pre- 
sentada e.n Mayo 7 de 1015, el Gobierno de la Nación no ha- 
bía obtenido aún el pago íntegro del capital, intereses y cos- 
tas a que la parte ejecutada fué condenada, circunstancia ésta 
que permite considerar y decicir en sentido favorable la pe- 
tición fiscal, sin que el Tribunal pueda admitir innovaciones 
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de hecho posteriores a los térmiin.Ti en que se trabó l;i litis 
i'ontistütw toda vez que esta, por razone* elementales, no pue- 
de sufrir modificación sustancial. 

<Jue, i*>r otra luirte, los artículos 294 y 295 (Je la ley 
procesal a! establecer que aprobada la liquidación, se ha ni 
entrega de su importe, baji» fianza qué puede exigir él ejecuta- 
do para garantir el resultado del juicio ordinario que puede 
promover, determina en forma precisa e iue(|uivoca, que la 
OportLtnitlád de que este se intente llega recién cuando han sido 
satisfechas todas las condenaciones pronunciadas en c! juicio 
ejecutivo y de que el ordinario es mera consecuencia. 

6. " Que la Corle Suprema al decir, cerno dijo en el caso 
(|Ul- se registra cu el tomo 25, página 437 de sus fallos, \¡ue 
el ejecutado después Úe haber cumplido ta sentencia en el 
juicio ejecutivo, no hace sino usar de un derecho que la ley 
le acuerda expresamente, demandando — en juicio ordina- 
rio — la devolución de lo que pretende haber pagado inde 
Indamente" ha interpretado en el mismo sentido la oportuni- 
dad en que puede intentarse la acción ordinaria. 

Concuerda cotí esa doctrina el fallo que contiene el volu- 
men 66, página 148. así como el que se registra en el tumo 
14. página 144 de la Cámara Comercial de la Capital. 

7. " Que no altera ni menos modifica estas conclusiones, 
la convención celebrada entre el señor Procurador Fiscal y 
el deudor ejecutado de que instruye el acta de fs. iSi, del ex- 
pediente ejecutivo, toda vez que esc arreglo sólo se refiere a 
la forma dé pago, concediendo plazo para el pago, en aten- 
ción a los motivos alegados en las solicitudes de fs. 144 y 
fojas 208 y decretos respectivos de Julio 15 y Diciembre #} 
de [9F4, único punto que comprenden y resuelven esos de- 
cretos, como residta de su propio texto y de las salvedades 
hechas al fina! del acia por el representante del Poder Eje- 
cutivo. 

Por estas consideraciones y seuOencia de esta Cámara 
de Agosto 25 del corriente año. pronunciada en el juicio se- 
guido |jor M. W. KoIk-tIs y Cía,, contra el Fisco Nacional 
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fu ir devolución de tina suma ele dinero, se revoca la senten- 
cia apelada de fs. "5. recl lazándose esia acción ejüein'iorá. 
ricamente intentadn por ta Caja [mcmacioiinl Mutua de Pen- 
siones contra el (Gobierno de la Nación sin costas. Notifique* 
se y repóngase las f« »jas ante el Juzgado de Sección. — Mar- 
celino iiscalada. — si, l'rdiwrram. — 7\ Arias. — Kn disi- 
dencia : J. .V. MoticH^o. 

i 

FALUO DE [,.\ CORTE SUPREMA 

Buhos Aires, Noviembre IS de 1918. 

Vistos y considerando : 

Que cualquiera cjue sea el valor de* la sentencia apelada 
en cnanto declara cxtem|iouánea la acción deducida contra el 
Fisco Nacional porque no estuvieron satisfechas totalmente 
las condenaciones impuestas en el juicio ejecutivo, al iniciar- 
se la presente acción ordinaria, es de tenerse cu cuenta que su 
representante en esta instancia solicita, (pie con prescinde tici a 
ilc tal resolución, se considere y resuelva sobre el fondo de la 
cuestión debatida, como lo Uacc el voto en disidencia, pidien- 
do lo mismo el demandante a fs, 145 vuelta del memorial 
presentado ante esta Corte. 

Que en tal concepto y con tales antecedentes, procede 
hacerlo así con arreglo a lo dispuesto en el artículo 223 de 
la ley número 50 (Fallos, Tomo 3, página 7}, 

Que entrando al fondo es de observarse que la librera 
corriente a fs. ló primer Cuerpo de autos, se limita a reco- 
nocer como suscriptor de la Caja at que la recibió y a los 
fines determinados en los estatutos de la sociedad, con los de- 
rechos inherentes a tal carácter. 

Que en este sentido, dicha libreta no revista las formas 
propias de una convención entre partes, cómo sería necesario 
para aplicar las disjjosicioncs pertinentes de la ley de papel 
sel'- uto número 4.92" : debiendo tenerse presente que el Fis- 
cal en 1 .■ instancia y el denunciante a fs. 15. dicen que la 
libreta prueba un contrato, lo que significa que en su con- 



4 



|",\ LIJOS W LA CURTÍ. SUPREMA 



ccpto np us el coiitr.it o mismo, es decir ti instrumento sujeto 
a gravamen. 

Que concuerda en lo substancial con esta inteligencia, la 
resolución administrativa corriente a fs. 180 del expediente 
caratulado "Procurador Fiscal Ctíñtra la Caja Internacional 
Mutua de Pensiones"' 2." cuerpo, referente aquella a ferro- 
carriles, vapores y Bancos, que realizando 1<is dos primeros, 
conventos verbales de trasporte de pasajeros y los tercera, 
de depósito de los no comprendidos en el articulo 17 del De- 
creto reglamentario de la ley número 4W- expiden a los 
viajeros y depositantes, documentos privados, como ser 1k>- 
letos de pasaje, recibos y libretas de de¡)ósito. (pie acreditan 
convenios verbales y son a la vez elementos de contralor del 
1 personal a su servicio, sin que tales documentos sean estima- 
dos jH>r la administración como recibo a los que deba apli- 
carse la ley tic papel sellado, entre otros motivos, por lo ex- 
presado en el considerando anterior, es decir, porque care- 
cen de las f urinas propias de tales documentos. 

Que aunque los asesores legales del Poder Ejecutivo .V 
la oficina del ramo establecieron que los referidos documen- 
tos acreditaban convenios, la administración desestimó la de- 
nuncia en cnanto se pretendía aplicar la ley a esos documen- 
tos como recibidos, guardando silencio en lo referente a con- 
venios verbales que no se pretendió que estuviesen compren- 
didos en el gravamen, como lo dejó establecido el infor- 
me de ta oficina del ramo { fs. 180. s.° cuerpo). 

(Juc un documento con el carácter y significado de la 
libreta ante dicha, no se baila comprendida en el articulo IV 
de la ley número 4,*)2J. porque no habiendo existido acuer- 
do o contrato previo por escrito al que delia referirse, fijan- 
do el monto de una obligación, no puede exigirse que se es- 
criba denle lueg> en el papel sellado que determina la escala 
de valores establecida |mr el articulo 2.° y concordantes de la 
expresada ley (Falló, Tomo X}. página 18JK 

(Jue no constituyendo la libreta un acto o un contrato 
de aquellos a que se refiere la ley, no es de aplicarse el 
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articulo iK ilc la misma: y cu el caso <lc estiinársi-la como 
uiid de los documentos a que alude la segunda parte ck'l ur 
ueuln 24. el imjmcsto sóli> podría recaer en aquellas qrre se 
hubiesen jjrcscntado en juicio, sin que esta disposición pijes 
da extenderse á otros casos na determinados en aquélla, por 
ser su inteligencia y aplicación de interpretación restrictiva, 
según jo reiteradamente resuello. 

Que por otra parte, está plenamente jimba fio a fs. 179. 
primer cuerpo, que con anterioridad a toda denuncia y a todo 
acto judicial, la Caja Internacional Mutua tic Pensiones o in- 
sultó con el Administrador General 'le Contribución Terri- 
torial, Patentes y Sellos acerca de ta interpretación de la ley 
respecto al sellado de las libretas: y dicho administrador, 
ejercitando !a facultad que le confiere el artículo 77 de la 
ley, resolvió que no debían aquellas entenderse en |ja|>cl se- 
llado, p jr mi correspondcrle con arreglo a dicha ley. 

(Jtie la mn,>ortancia de esa consulta ha sido reconócela en 
el mismo Decreto reglamentario ile la ley 4.927. cuando deja 
¿1 salvo las excejieioiies "que conceda la Administración Ge- 
neral de Contribución Territorial, Patentes y Sellos, por razo- 
nes de interpretación con arreglo a este Decreto" ( Decreto 
de Diciembre ,10 de 1905: artículo 1." ). 

Por ello y fundamentos concordantes se confirma la sen- 
tencia apelada a fs. 75, sin costas, atentas las cuestiones de- 
batidas, Noiifiqucsc y devuélvase re j ion i endose el papel ante 
jj ÍM^gadflsd 6 o'n¿»p;. 

A. HKttMKjo. — D. K. Pala- 
cio. — En disidencia; N I- 
canok G. nix S0L.\R. 

i:x insmicNciA 

Vistos y considerando: 

Que cen arreglo a lo declarado por esta Corte, el eje- 
cutado después fie halier ctmqilido la sentencia en el juicio 
ejecutivo, rio hace sino usar de un derecho que la ley le acuer- 
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da expresamente. demandando en juicio ordinario la dcvt>! li- 
ción de !» que pretende ha1»er pagado indebidamente, en tuyo 
caso se encuentra el presente COfrió lo establece el fallo de 
l* Instancia dados los antecedentes a que se hace referen- 
cia a fs. 88. Tomo 25. página 437. 

Qüe por lo pe hace al fondo del asunto, debe obser- 
varse que la ley de sellos número 4.027 en las disposiciones 
contenidas en los artículos 1 y 2 comprende en términos ge- 
nerales indos los actos, contratos, documentos y todas la* 
obligaciones por las (pie pueda exterioriza rsc la existencia de 
una convención, ya sea pública o privada, judicial o extra ju- 
dicial, bilateral o simplemente unilateral, en cuya virtud se lia 
decía rado |*or el Poder Ejecutivo en su resolución de o <le 
Septiembre del año uyay, que las libretas o certificados de 
si"icri]K'ióu cxi>edidas jmr la Caja Internacional Mutua ¡le 
Pensiones están comprendiilas en el impuesto establecido por 
ta citarla ley de sellos. 

(¿ue estas libretas constituyen efectivamente "tfi itt mi- 
men!» de obligación y demuestran a la vez el contrato do 
renta vitalicia a ipic se refieren los Estatutos de la Caja Inter- 
nacional Míitua de Pensiones, porque medíante esa libreta su 
tenedor o stt$ herederos pueden ejercitar los derechos y accio- 
nes que los iiiisni'w estatutos les acuerdan por el pago de las 
cuotas que hayan verificado y que se encuentran debidamen- 
te acreditadas por ellas por los recibos correspondientes. 

(Jue en tales condiciones y prcseiud¡iendo\ de las cuestio- 
nes debatidas sobre la naturaleza duQ contrato que resulta 
celebrado entre la Caja InternaeinnaljMútua de Pensiones y 
el suscripta i>or el hecho de ser e*fe inscripto como tat en 
los libros de aquélla y recibir canto pntelm la libreta en ta 
que detien acreditarse los pagos que verifique para tener de- 
reebo a la renta que podrá gozar y exigir par* sí o pitra sus 
herederos, es indudable que esas libretas t certificados o como 
quiera llamarse están comprendidos como tales documentos 
de obligación dentro de lo establecido i>or la ley de sellos en 
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cuánto al impuesto qjic por ésta se establece pura los docu- 
iiientó» que il**ban pagarlos y que en el caso jtiitV judice está 
expresamente determinado en el articulo iS fie la refe- 
rida ley. 

Q¡ifte '|H»r otra ii>arle. esas libretas prueban la existen- 
cia de un contrato entre su tenedor cotilo suscriptor y la Caja 
en los fines y en las condiciones establecidas j>or los Kstalu- 
tos lo que resulta haberse aceptado por las partes por el be- 
dio de inscribirse al suscriptor en los libros de la Caja y en- 
tregársele la libreta que lo acredita y le da derecho para tsé\- 
gir de ella el pago de las [Mansiones o renta vitalicia que !e 
corresponda. 

One por lo tanto si esas libretas se han otorgado sin ob- 
servarse las formalidades establecidas por la ley de Papel Se- 
llado en su artículo 18 es indudable que se ha incurrido en 
* las dis]>osi c iones penales a que se refiere el artículo 60 de la 
misma ley para tus que otorguen, admitan, presenten, trami- 
ten o autoricen documento* en papel común o sin la estam- 
pilla rorresixmdienie . 

Que entre otros antecedentes del caso debe tenerse pre- 
sente también que la referida institución "Caja Internacional 
Mutua de Pensiones" tiene i>or objeto constituir a favor de 
cualquier persona, hombre, mujer o niño una pensión o ren- 
ta vitalicia adquiriendo la calidad de suscriptor por el solo 
hecho de haber abonado la cuota de ingreso del accionista 
o suscriptor y de la primer cuota mensual las que podrán 
ser satisfechas por el ingresante o cualquier (KTSona en su 
representación e<««o se declara en la sentencia de primera 
instancia, fs, yo. agregándose que las libretas (pie se otorga» 
al suscriptor constituye un líiulu de reconocimiento perso- 
nal en su carácter de accionista o suscriptor. 

Que siendo esto exacto se sigue que las libretas mencio- 
nadas constituyen un título a favor de las personas «pie las 
recjbéti y tienen por objao comprobar la obligación contraí- 
da, a su favor por la [xmsíón o renta que le corrcsirondi 
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como queda dicho y en tal virtud ya se considere tan solo 
como un documento de obligación, en tal carácter están com- 
prendidas entre los gravado* por el impuesto establecido por 
la ley |e p^péí sellado a que refieren los artículos i y 2. 

(Jue uo puede tauqueo desconocerse que el Poder Eje- 
cutívo con la autoridad propia que le corresponde lia podido 
resolver el caso motivado por la reclamación de la Caja Inter- 
nacional Mutua de Pensiones de acuerdo con las vista* del 
Procurador General de la Nación y del Tesoro y fundada éri 
las consideraciones de erden lejía! y de doctrina a que se hace 
referencia, ordenar la liquidación del impuesto de sellos y 
multa que declara adeudar la Caja Internacional Mutua de 
Pensiones y que manda practicarse por la Administración Te- 
rritorial y Pajicl Sellado. 

ÍJue a lo expuesto debe agregarle de que si todas las re- 
laciones de derecho que versasen sobre asuntos o negocios su- 
jetos a la jurisdicción nacional por ranón de lugar o de la na- 
turaleza del acto deben extenderse en et papel sellado co- 
rrespondiente, con arreglo a lo establecido en el artículo i/\ 
es entonces necesario que la excepción esté expresamente con- 
signada en la ley y el caso de autos 110 está dentro de lo pre- 
ceptuado en el artículo 44 ni en el decreto reglamentario 
de la misma de fecha 30 fie Diciembre de 1905. 

Por ello y fundamento^ concón la ntes del fallo de la mi- 
noría y los aducidos por el señor Procurador General se re- 
voca la sentencia apelada de 75 a Solviéndose en consecuen- 
cia al Gobierno de la N* ación fie la demanda deducida en el 
escrito de fs. 1. Xotif íqticse original y devuélvanse, debien- 
do rei>oncrse las fs. ante el juzgado de origen, 

\ r ic.\xoR G. dkl Solar. 



/> f »ji Manuel .i. I¿st¿;vz y doña Atrita Estires de Sataberrij 
contra t't Gobierno XncionaL sobre interdicto de despoje. 

Sumario: Kl levantamiento ,> dejarme p>r orden del Poder 
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Ejecutivo Nacional de unos galpones situados en la ri- 
bera Sud del Riachuelo, dentro de la íaja de 35 metros 
a que se refiere el articulo 2JÓ3D, del Código Civil. 110 pue- 
de fundar un interdicto de desojo dirigido contra ei 
Ciobierno Nacional, tendiente a obtener la restitución del 
terreno que ocupaban esos galpones y al pago de daños y 
perjuicios I Artículo 8ú. incisos t.° y 2. a 1 26, 67, incisos 
9 y i-> y 108 Constitución Nacional: artículo 053 y co- 
rrelativos; 1.07 i y correlativos del Código Civil: leyes 
820. artículo !>, inciso 2.": 1.124, 1.577. 1.921. 3.208. 
3.212 y 4.821 ). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes. 

SENTENCIA DHL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

U PUta, Julio IT df 1016. 

Y vistos: Este interdicto deducido por don Manuel A. 
Estévez y doña Aleira Kslcvez de Salaverria contra el Oi- 
bierno de la Nación. i>or despojo de una fracción de tierra si- 
tuada en Avellaneda. 

Resulta : 

Primero. — Que el 28 de Abril de Ujt$ se presentó don 
Juan Arraidon, con poder de los actores, fundando la acción 
en Ks siguientes liedlos y consideraciones: a) Sus instituyen- 
tés son propietarios de uu inmueble situado en Avellaneda, 
que linda al N. con la ribera S. del Riachuelo, en una ex- 
tensión de 95 metros 20 centimetros; al E. con la calle 1.a- 
valle; al S. con más una tierra de don Manuel A. Estévez, 
con don Egisto Oismondi y con A. Guillen. El dominio al 
innuieble nace de su carácter de lierederos de don Manuel 
Kstévez, siendo la adjudicación de fecha 14 de Diciembre de 
1896; b) Desde esta fecha basta el 28 de Abril de ¡914 el in- 
mueble lia sido poseído quieta, ininterrumpida y públicamen- 
te, posesión que han mantenido por medio de inquilinos, que 
en la fecha indicada lo eran los señores Reta y Chiaramonte : 
c) El Gobierno de la Nación, en 28 de Abril de 1914, lia des- 
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posciclo a ka Ivstévez de una fracción inmueble dé re- 
ferencia compuesta de todo el frente sobre la ribera del Ria- 
chudo (95:4» mis. ir S$ mis; de fonda; rf; Kl Gobierno Na- 
cional carece de ttiÜa derecho para lia,KT B*OíétlidO en esa 
forma, pues aún snpmicndo qiv lo tuviera para poseer» na ha 
podido despojar a un poscérior anual; é) píttnda su derecho 
en loa artículos 2.460.. 2.47,V -M*». -4MO. Código Civil, ar- 
ticulo 32K 'le la ley federal de Procedimientos \ en el ar- 
tículo 581 del Código de Procedí miemos, .y en el |>cor di los 
casos en el artículo -'.477 Código Civil. Pide que el Gotner 
110 Nacional sea condenado a restituir el terreno, más la in- 
demnización qtté corresponda i»or las pérdidas e interese;- más 
las costas. 

Segundo. — CJite acreditado el fuero y el p*piwi legis- 
lati.o dado a los actores p .ra demandar \ fs. 2^1. se dio iras- 
lado al señor Procurador Fiscai de Sección convocándose a 
las partes al juicio verbal que prescribe el artículo 33# ilt} 1:1 
ley número 50. 

Tercero. — (Jue a fs. el 31 de \iayo de IQIÓ S« 

celebró la audiencia reproduciendo el actor los lérminos de 
su demanda. A su vez. el Procurador Fiscal d : jo: Kl P. K. N. 
por decreto de 18 de Manso de 1012 fijó a los actores un pla- 
zo de ,10 días pata demoler unos gaviones que daban sobre 
la ritiera y que amenazaban ruina, debido a la acción de las 
agua-i. a titulo de simple medida de policía fluvial, exigida 
por las necesidades de la navegación. Después ríe analizai 
prolijamente las ci instancias de numerosos expedientes admi- 
nistrativos, qne están agregados, y fie los cuales resulta que 
los actores pidieron la revocación de esa orden, a lo (pie no 
se accedió, en mérito de sendos dictámenes técnicos y jurídi- 
cos, hasta que. por fin los galpones fueron desarmados por 
obreros del Ksindu y despejada |*»»r completo una zona de 
35 metros de ancho que. de acuerdo con la ley, deben los oro- 
pietários ribereños, dejar librado al tránsito público. Que el 
gobierno no lia procedido con ánimo de poseer. |h>r lo que. 
de acuerdo con el artículo 2.4^7. Código Civil, no procede la 
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acción pusesoria y la acción por daños y *>erju icios sería asi- 
mis-n-o. improcedente teniendo en cuenta los términos del ar- 
ticulo 2.639 C. C. y del 1.071 C. C. Por todo ello debe recha- 
zarse la demanda, con costas. Concedida, nuevamente, la pa- 
labra a! actor dijo: <Jne debiendo limitarse por la indo'e del 
juicio a demostrar la posesión del demandante, el despojo y 
la fecha en «pie sc cometió, presenta los títulos de do- 
minio, que se agregan, asi como la escritura ti" protesta de 
los inquilinos Reta y Chía ra monte, debiendo tenerse en cuen- 
ta las constancias de los expedientes administrativas y tomar- 
se declaración a los testigos que indica. Kl Procurador Fis- 
cal se opuso a la producción de prueba fuera de la audiencia, 
fundándose en el articulo ¿uj de la ley número 50, pues ha 
debido traerla al acto; dice también que a la Nación no le 
consta que los actores sean los verdaderos propietarios. 

Cuarto. — Que de fs, 203 a 223 obran las declaraciones 
de los testigos ofrecidos y habiendo las parles alegado en ¡a 
audiencia de fs. 237. la causa, quedó, asi, lista para dictar 
sentencia. 

Y considerando: 

1." Que reconocido por el demandado los hechos en (pie 
los actores basan la acción, corresponde apreciar únicamen- 
te las situaciones de derecho, las disposiciones legales que 
rigen el caso. i>ebe fuera de discusión que el Gobierno Na- 
cional no tuvo ánimo de poseer la tierra de los demandan- 
tes y sí *ólo evitar las consecuencias, que a juicio de sus téc- 
nicos era inminente, de! derrumbe de los galpones que exis- 
tían en aquella, además del proposito — que desde el punto 
de vista estrictamente legal era primordial — de hacer efee 
ti va la prescripción del articulo 2.631J del Código Civil que 
dice: "los propietarios limítrofes con los rios o con canales 
que sirven a la comunicación por agua están obligados a de- 
jar una calle o camino público de treinta y cinco metros has- 
t„ la orilla del río o del canal, sin ninguna indemnización. 
Los propietarios ribereños no pueden hacer en ese espacio 
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ninguna construcción. rt¡ reparar las antigua* que existan, ni 
deteriorar el terreno en manera alguna". V si bien los acto- 
res sostienen que priniitivantotte los galpones fueron coWs- 
t ruidos respetando la «Irlanda fijada ¡mr el artículo trans- 
cripto y une la acción de la* aguas, al llevarse paülaitiinanierí. 
te la tierra, los acercó a la ribera, no es menos cierto t|ite. en 
onU u a lo que dispone el artículo 2.643. debieron haber cons- 
truido 1 ¡ir;i^ defénsivas para evitar los trastornos emergen- 
tes de la acción de las aguas, sin que pueda tener un funda 
mentó serió la pretensión de los actores, «pie se registra en 
la tramitación administrativa, de que fuera el Gobierno Na- 
cional quien construyese semejantes obras de defensa; ya qíte 
no se trataba de caso fortuito p de fuerza n/iayor I Artículo 
i.644 él C. I; ni probaron que alguno de los ribereños liiz.i 
obra perjudicial destruyó las i vist entes. 

2. a One el único reparo fu mían unta) que hacen Ims ac- 
tores a ta facultad del Gobierno para hacer enn plir la dis- 
posición del artículo -J\Vt consiste en su afirmación de que 
estando el Riachuelo en jurisdicción de la provincia de Une- 
nos. Aires no la tiene el Gobierno Nacional sobre las "Uwras 
de aqm!. Indudablemente, el argumento habría sido decisi- 
vo favor ile los actores si rio existiera la cireun*taneh 
de que por tratarse de un río navegable la jurisdicción na 
cional. sobre ambas riberas es incuestionable, en mérito de lo 
que dispone el artículo 07. inciso o,." de la Constitución Na- 
cional, y porque si bien no hay ley CSpeciai que atribuya ju- 
risdicción al Gobierno Nacional, ella debe considerarse exis- 
tente y ser ya al presente indiscutible. por cuanto el Congre- 
so ha legislado en toda época, sin oposición, sobre materas 
i mi m amen te rctaei nadas con la existencia de esa jurisdicción 
tales como la instalación de muelles etc.. aparte de que Itas- 
laria el hecho le firmar parte del Riachuelo del "Puerto de 
la Capital" para que no haya duda sobre la jurisdicción de 
las autoridades nacionales. 

3- rt Que colocados en este terreno ¡os términos del de- 
hale, es indudable que la razón y el derecho no están de par- 
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te tic los accionantes, A nada conduce ti dominio que han 
probado tener ádere el inmueble, con los títulos presentados 
v por medio del testimonio de personas interiorizadas de su 
origen y tranquilidad de la iKJsesión tenida jK>r aquéllos, |»ir 
ta sencilla razón de que el Co1>k*rno "o los lia despojado con 
ánimo de poseer, y ¡jorque además de las razones de policía 
<|iic lo indujeron, tuvo el propósito inatacable dé qíte exis- 
tiera la calle ribereña fjue prescribe la ley. función esla ú'li- 
tima i|ue debe considerarse privativa de las autoridades admi- 
nistrativas. De no ser así. seguramente, la ] truel >a rendida |*»r 
los deinandantes. y sus argumentos, habrían llevado al juz- 
gólo a fallar de acuerdo con sus pretensiones, que se estre- 
llan, sin embargo, en el sub jttdkc. en las dos grandes razo- 
nes apuntadas. 

Por ello y definitivamente juzgando fallo: no haciendo 
lugar a la demanda con costas a la parte vencida. 

Xotifiquese con el original, repóngase el sellado y archí- 
vese en su oportunidad. — C. Zaratia. 

SENTENCIA DK LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES 

U Plila» SrtttnfaK 11 de \m. 

Vistos y considerando: 

(¿ne la acción de despojo corresponde a todo poseedor 
desj M>jado de h posesión <le inmuebles, sin obligación de pro- 
ducir titulo alguno contra el despojante, aún cuando éste sea 
dueño del inmueble, limitándose la obligación de aquél a pro- 
bar su posesión, el despojo y el tiempo en que el demandado 
ta cometió (artículos 2.490 y 2^*1< Código Civil). 

(Juc estos extremos están plenamente constatados en. au- 
tos y reconocidos |H?r la parte demandada, habiendo c ¡isis- 
tuta los hechos que a ésta se atribuyen, en la destrucción de 
galpones en la propiedad de los actores y en la absoluta pri- 
vación del terreno que poseían sobre el Riachuelo, contra la 
expresa voluntad de sus poseedores y por medio de la fuer- 
za pública. 
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Que si el primero cié es<>s hechos pudiera aceptarse corno 
una medida de policía impuesta por la seguridad fíáblíéa* para 
prevenir que construcciones en estado ruinoso se desmorona- 
ran y cayeran al rio, entorpeciendo y perjudicando la nave- 
gación, el segur do. no pnr haber sido cometido por agentes 
de |>nder publico. deja de ser un acl i constitutivo de despojo, 
ya que éste consiste en "el acto violento p clandestino, por el 
en al uno es privado de una cosa que poseía o del ejercicio 
ile un derecho que gozaba; ley décima, titulo décimo, partida 
séptima" (C. S. X. LA'lIl. 07). 

Que desde el mdrnento que los actos llevados a Cabo por 
el Poder Kjecutivo lian tenido el efecto de excluir absoluta 
mente al poseedor de la posesión que tenía, como resulta cla- 
ramente de la docu mentación agregada y ha quedado prece- 
dentemente establecido, la acción de despojo procede 1 artícu- 
los 2.4<jo y 2.4<)?. Código Civil t pues ni la intención del des- 
pojante de jioscer o no el inmueble, ni el objeto a que éste sea 
destirado, quitan al hecho su carácter de despojo, ni menos- 
caban la acción del despojado, que lleva por fui. único. ama- 
rarlo en la posesión contra la violencia, restableciendo las co- 
sas a su estado anterior, sin perjuicio de los derechos que al 
autor de la violencia puedan corresponder por las vias lega- 
les (C S. X. XV, 2-iy. LX1 a&oy otrosí. 

Que bajo este punto de vista, es improcedente el estudio 
de las cuestiones promovidas, sobre jurisdicción de las Hile- 
ras o puerto*, ya que cualquiera sea su solución. íio demos- 
trarían nunca el derecho del Poder Kjecutivo para proceder 
al despojo de un ribereño, por acto propio y en mengua de 
la jurisdicción de los Tribunales de justicia. 

.Así lo ha establecido ya esta Cámara, en el caso de An- 
gel M. Ferrando contra Juana K. de Urrerepón, sentencia 
de Diciembre nueve >lc mil novecientos tres: "El listado pue- 
de administrativamente obligar ni rilaren- >, a que deje para 
calle pública los treinta y cinco metros, y cuando el ribereño 
se resiste a ello, el Kslado podrá. \**r intermedio de su órgano 
competente, producir el caso judicial, demandando el cumplí- 
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miento ile la obligación impuesta por el articulo dos mil seis- 
cientos treinta y nueve" (Jurisprudencia Nacional. Febrero 
ioij. página 57. Cámara Pederá] de La Plata). 

Por estos 'fundamentos, se revoca la sentencia aviaria 
de fs. doscientas treinta y ocho, y se condena a la Nación a la 
restitución de] terreno objeto de este inlenliet », con más la 
iiifleinniiación de los daños y perjuicios; y las castas. Noti- 
fiquese y devuélvase.. — A?, Guido Lni'alk. — José Marcó. 
— Antonio L. Marcenan*. 

1- A LUI DK LA COKTIÍ SL-PHKMA 

Bueno* Airea, Noviembre 12 dt IS1B. 

% vistos: Lt-s venidos en apelación de sentencia de la 
Cámara Federa! de La Plata seguidos contra la Nación por 
don Manuel A. Kstévez y doña Ateira Kstévez de Salaberría, 
sobre interdicto de despojo e indemnización de daños y per- 
juicios. 

Y considerando: 

1. " (Jiic el principio que sirve de fundamento al inter- 
dicto de recobrar la posesión); spoliatus ante omitió restituen- 
ti ns. tiene por objeto suprimir la violencia ejercida por quie- 
nes sin prestad atacan la posesión ajena para apropiarse la 
cosa poseída |>or otro, vulnerando el derecho con que la ley 
protege la situación de hecho creada j>or la posesión: "'Ca p&t 
aquesto. — deciart las leyes de pa.rtida, — son puestos los 
judgadores en los lugares, (jorque los homes alcancen derecha 
por mandamiento del los, et 'ion lo pueden por ellos mesmos 
íazer". 1 Ley 14, tituln lo. partida 7.*; y ley 1/. título 34. 
lih. it; Nov, Rec). 

2. " CJue la violencia, que es una de las formas del des- 
pojo. é$tá definida como la fuerza que se usa contra algu- 
no para obligarle a hacer lo cpie 110 quiere, por medios a que 
no puede resistir: "Ímpetus majoris re i mi resistí non po- 
te st. IVrn el uso de la fuerza no basta por si solo para que 
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pueda calificarle de violencia. Debe ser usada sin facultad 
potestativa 6 como ¡o preceptuaban las leyes de partida "tor- 
ticeramente" (ley i", titulo 10. partí (la ~h jtorque todj futí - 
actuario público puede requerir la fuerza armada para ase- 
gurar la ejecución de la ley e» la parte cpie le está connada, 
y tu ta! caso el uso de la fuerza fio puede calificarse CCKftó 
viuleucia . 

3/' Q\m la doctrina precedentemente enunciada es 'a 
cpie consigna el Código Civil en los artículos 1.071 y córrela 
tiyos, adoptando el principio mtllus videtur doto facerle qui 
sito jure utitur. corresp ndkndo entonces examinar en e! caso 
de amos si al pr ceder e! Poder Kjcculivo cono lo ha hecho, 
Iva ejercitad. ■ facultades (pie le son propias, resolviendo iur-i 
cuestión cL derecho administrativo, o si extralimitando la es- 
fera de su co:r|jetcncia, ha violado !a propiedad de los actores 
en c ndiciones que autoricen la reparación intentada por la 
via jndici al. 

4. " Que según lo prescribe e! artículo S't, incisos 1 y i 
de la Constitución, el Presidente de la Nación tiene a su cargo 
la administración general del pais y expide las instrucciones 
y reglamentas que sean necesarios para la ejecución de la* 
leyes cuidando (Jé no alterar su espíritu. 

5. " (Juc la navegación dé] Riachuelo, como la de !os de- 
mas ri -> interiores de la República. >e efectúa con sujeción a 
lo* reglamentos «pie dicte la autoridad nacional (Constitu- 
ción, artículos 2U. 2-. incisos <) y u y articulo 108). Según lo 
ha décTaradó esta Corte "la. navegación rpie se relaciona con 
el comercia marítiiro es !a míe se hace de un puerto de la Re- 
publica a otro extranjero, p entre dos provincias |ior los ríos 
interiores declaradas libres para todas las banderas por el ar- 
tice il > 2(t de la Constitución Nacional, y sujeto a las autorida- 
des que emvmm de e!la y a quienes ineuir.be también la re- 
glameiiLtejóii del comercio entre diferentes provincias" (Fa- 
llos, tomó 6. página 400) : y es desde luego evidente que h 
Nación 110 poflria asegurar esta libre navegación si el Poder 
Kjecutivo Nacional no estuviese investido de las facultades 
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necesarias (Jara linct-r cumplir pr>r medio de resortes propios 
lus reglamentos respetivos, 

6. " Que es de doctrina y de jurisprudencia que aquel 
a quien se confiere legalmente una atribución jurisdiccional 
se !c acuerdan asimismo los medios de ejercitarla, y siendo 
las del caso de autos materias comprendidas entre las facul- 
tades que son atributivas del Estado, incumbe al Gobierno 
Nacional ejercitarlas en los lugares de su jurisdicción pues, 
to que si es evidente que por ta Constitución la autoridad 
nacional ejerce la facultad de reglamentar la navegación, tie- 
ne como consecuencia necesaria, el poder implícito de juzgar 
por sí en qué casas y de qué modo esa navegación puede re- 
sultar comprometida y adoptar las medidas que a su juicio 
correspondan, porque la facultad de juzgar supone ta de los 
medios de hacer obedecer tas resoluciones que se dicten. 

7. " Qi\e si bien es ciertj que el derecho de *x>seer no 
puede ser materia de discusión en el juicio sumario de des- 
pojo, cabe examinar las defensas opuestas por el Gobierno 
Nacional, a fin de establecer en el caso si esas defensas se 
invocan )>ara fundar sobre tos terrenos cuestionados un dere- 
cho de |K>sesión opuesto a! del actor, o si tienen por objeto 
hacer declarar la legitimidad de las facultades de pjlicia ejer- 
citadas en uso de atribuciones propias, de las que si bien piie- 
de resultar una desjxisesión, ella no reviste empero el carác- 
ter de des|xqo, en las condiciones ordinarias en (pie este se 
produce, es decir sustituyendo una posesión p^r otra. 

8. " Que los derechos (pie deben discutirse en juicio ple- 
nario, — y que no pueden ser examinados en los interdictos, 
— son los que tienen como fundamento el dominio o la po- 
sesión y tal juicio no podría iniciarse por el Poder Kjecutivo 
que no alega ni pretende una ni otra cosa, puesto que nj des- 
conoce la propiedad de los actores sobre los terrenos cuestio- 
nados, limitándose a imp mer la restricción que consagra el 
artículo 2,63$ Código Civil al solo objeto de garantir Un 
interés público, o sea. la navegación del Riachuelo amenazada 
de obstrucción por el derrumbe de los galpones inmediatos 
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al mismo, tvn el ejercicio de esta atribución, y an nr|iie no 
procediera de tina nía ñora absolutamente discrecional, el Go- 
bierno no obra en las condiciones de un particular, represen- 
ta el poder soberano del pais. y mediante sus autoridades ad- 
nviiiisir.it i vas, exige a cuantos le deben obediencia el sacrifi- 
cio de su propiedad y cercena su libertad de acción, ordena la 
demolición de una casa y el pago de contribuciones, manda 
<pic se notifiquen a ta administración los casos de enfermeda- 
des contagiosas, impone cuarentenas, etc.; ocasiona ¡o que se 
consideró como iltiinuitm ubstfuc injuria, que no son agravios 
en el sentido estricta y (pie están fuera del cuasi contrato de 
la ley en cuanto a la obligación de indemnizarlos (Gooduow. 
Derecho Administrativo Comparado, tomo i.J página 20 y 
siguientes 1 . 

9. " Que el Gobierno de la Nación no ha desconocido e! 
derecho de posesión ni el de propiedad. Sostiene halxür hecho 
uso de una facu.iad jurisdiccional míe no modifica el carácter 
legal de la posesión ni fiel d.wiinio. No se ha atribuido el de- 
recho de pisccr; 110 se ha atribuido la propiedad del inmue- 
ble : y reconociendo que las construcciones de f|ite se hace mé- 
rito en la demanda podian obstaculizar la navegación del Ria- 
chuelo, ha adoptado las medidas de |xilic¡a que a su juicio 
correspondían. |jara remover aquél obstáculo. Ivl Gobierno 
Nacional no ha producido, pues, un acto del que se puede 
derivar relaciones civiles de derecho privado sino un acto de 
solterania. un act:i jurisdiccional, de autoridad y de gobier- 
no, como poder público, como entidad política, como sobe ra - 
no y como persona del derecho público. 

10, " Que el despojo se habría producido si el Poder Eje- 
cutivo hubiese desásenlo a Jos actores para sustituirlos cu 
Ja posesión, o si hubiese impuesto 1a restricción que consa- 
gra el artículo 2/139 del Código Civil, sobre una extensión ma- 
yor que la que ese precepto determina; en ambos casos el Po- 
der Ejecutivo habría excedido el límite de sus atribuciones v 
ejecutado un acto nulo (Código Civil, artículo 953 y corre- 
lativos» porque estaría prohibido por la Constitución (articu- 
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fo 17) y por el Código Civil cu la parte que determina los 
modos en que se pierde la p resión y el dominio. K11 el suh 
lite no ha habido ataque a la propiedad, porque co no queda 
dicho, el Gobierno no se ha apropiado el terreno de los ac- 
tores, limitándose a remover los obstáculos que se oponían al 
destino que debía tener por disposición expresa de la ley. 
Y si para ejercer esta atribución y hacer uso de Tos medios 
necesarios al efecto el Poder Ejecutivo hubiese necesitado 
requerir mandatos de otro poder, seria éste y no aquél quien 
ejercería la atribución constitucional y tendría los derechos y 
obligaciones correlativas de dicha atribución. 

n." Que Habiéndose sostenido que el Gobierno de la 
Nación carece de jurisdicción «¡obre la ribera del Riachuelo, 
cabe recordar que esa jurisdicción nace en el caso de la fa- 
cultad de reglamentación que la Constitución le confiere (ar- 
ticulo 26 >, y i*>rque abarca una materia delegada a los pode- 
res federales en los incisos o y 12 del artículo 67 y 108 de 
la Constitución. 

12. " Que el Riachuelo en e! punto donde están situados 
los terrenos de los actores, no es además, el rio que pudiera 
fiar lugar a una discusión de este carácter, porque forma par- 
te del puerto de la Capital, y la jurisdicción federal en los 
puertos es exclusiva (Lucio V. López, Derecho Constitucio- 
nal, páginas 218 y siguientes). 

13. " Que los mismos actores han tenido en cuenta esa 
jurisdicción al gestionar ante el Gobierno Nacional la cons- 
trucción de un muelle para defender su propiedad del avance 
de las aguas (fs. t, expediente número 3.811, letra M. agre- 
gado), y tales gestiones no se habrían hecho ante el Gobierno 
de la Nación, si como lo sostiene ante esta Corte, los acto- 
res hubiesen considerado que el Riachuelo está sujeto en aquel 
punto a la exclusiva jurisdicción provincial. 

14. " Que la ley número 820 citada |xar los actores, no ha 
desconocido como se pretende la jurisdicción de ía Nación so- 
bre el Riachuelo, pues a la vez que autorizó al Poder Ejecuti- 
vo Nacional para acordar con el Gobierno de Buenos Aires 
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Jas obras fie canalización, tu el artículo i", inciso 1 " de esa 
ley, se estableció "que la propiedad y explotación de ésas 
ultras perú ncceráii a la provincia de 1 hienas Aires sin per, 
juicio de h jurisdicción que corresponde ai Gobierno de la 
X ación', es decir, de la jurisdicción que se dejó a salen etí 
los debates de i8í*j sobre la ley riel puerto de Buenos Aires, 
en que se Sostuvo la propiedad territorial de la* provincias so- 
bre las riberas de los ríos. pe$» dejándose establecido que 
ello debía entenderse sin perjucio de "cualquiera otra jurisdic- 
ción que pueda ejercer incidentalmentc el gobierno general 
por el hecho de ser navegables las aguas. "Diaria de Sesiones 
del Senado Nacional, año 18Í10. trigina Ó93). y de las fa- 
cultades del Congreso, en el nombre y en el interés común, 
"a titulo de regulador supremo en el punto de intersección 
con las naciones extranjeras y con los demás listados p Pro- 
viñetas" lid. página 705 \. es decir del Gobierno Federal que 
"como |Mider público, represe» itan te de la propiedad común 
tiene un vasto campo en que ejerce una jurisdicción o un im- 
perio exclusivo y absoluto 11 (Id. pagina 701 í. 

15. " Que en la ley 820 el Gobierno de la Nación se re- 
servó el derecho tic expropiar tas < ¡liras en todo tiempo, y este 
derecho se hizo efectivo por ta ley número 1.12,4. y posterior- 
mente se mantuvo esa facultad a mérito de las leyes r.577. 
1.921. 3.208, 3.212, 4.S21 y otras. 

16. " Que |ior expresa disposición legal los propietarios 
limítrofes con los ríos o con canales que sirven a la comuni- 
cación por agua están obligados a dejar tina calle o camino 
público tic treinta y cinco metros hasta la orilla del río o del 
canal, sin ninguna imleireitzaeión y les está prohibido hacer 
ninguna construcción ni reparar las antiguas míe existan, ni 
deteriorar el terreno en manera alguna (Código Civil, ar- 
tículo 2.639}. 

t7" ijvxe la restricción enunciada e» el precedente con- 
siderando no importa una privación de la propiedad sino una 
carga que grava dichos bienes y que deriva del régimen nor- 
mal y ordinario de la propiedad (fallos, tomo 43. página 403». 
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y no se ha aligado qu e el Poder Ejecutivo Nacional haya 
impuesto a la propiedad de los actores «na carga mayor 
ja determinada por la ley. ni que haya dado distinto destino 
del que corresponde a la faja de treinta y cinco metros sobre 
cjiic legisla el precitado artículo 2.639 del Código Civil. 

18." ÍJik si bien es eiert:> que los actores afirman ha- 
ber dejado liace años la calle pública a que estallan obligados, 
tal defensa como la misma parte actora lo reconoce, no puede 
ser motivo de esamen en el juicio de interdicto, sino en el 
petitorio, en cuya oportunidad seria el caso de considerarla, 
pifes en el actual solo puede decirse si el Gobierno de la Na- 
ción ha cometido o no el despojo que se le atribuye. 

inv Que el principio de derecho según el cual nadie 
puede hacerse justicia |>or si misma. 110 comprende los actos 
ejecutados por el Gobierno de la Nación en ejercicio de una 
atribución constitucional y en uso de una jurisdicción pro- 
pia que tiene su fundamento ett las mismas leyes cuya obser- 
vancia le está encomendada, ni tales actos, pueden ser impug- 
nados como ilícitos, porque como se expresa precedentemen- 
te, importan el ejercicio de un dercclto propio o el cumpli- 
miento de una obligación legal que no podría hacerse afec- 
tiva con la eficacia debida, en casos como el de autos, si hu- 
biera de hacerse cumplir por resortes extraños al mismo. 

20." Que en ejercicio pues, de las facultades que le con- 
fieren los artículos 26 y 86. incisos i.° y 2." de la Constitu- 
ción, es indudable que en el snb lite el Poder Ejecutivo ha 
podido hacer retirar los galpones existentes sobre la ribera, 
como quiera que esc acto importaba adoptar una medida de 
simple policía, desde que la existencia de tales construcciones, 
en el estado y condiciones en que se encontraban, ponían en 
peligro la libre navegación del Riachuelo. |x>rqtie tal medida, 
es atributiva del jioder público y está dentro de las faculta- 
des y jurisdicción que la Constitución y las leyes le fijan í José 
María^ Moreno, Obras Jurídicas, lomo I.". página 390). sin 
que esa medida puede impugnarse como acto ilícito por cuan- 
to importa el cumplimiento de una obligación legal en la es- 
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fera propia del poder administrador (Código Civil, articu- 
lo 1.071. argumento de los fallos tomo 14. página 364 y to- 
mo 6íí, página. 37 > - 

21" Que los fallos del tomo III, página» 171/ y 197, 
citados por los adores, resolvieron una cuestión distinta de la 
que es materia de e*te juicio, pues en los casos de dichos fa- 
llos se sostuvo que el Goliierno Nacional tenía ef dominio de 
los terrenos de riliera; y este tribunal, al resolver en senti- 
do negativo, hizo la salvedad expresa, de que en aquellos ca- 
sos "no se intentaba mandar demoler o retirar obstáculos a 
la navegación puestos por la provincia de Santa Fe o sus su- 
cesores en la calle de ribera, sino de destinar parte de ésta 
para la construcción de un puerta por una empresa particu-* 
lar concesionaria de la Nación", es decir, exactamente lo con- 
trario de lo que ocurre en el sttb judicc. porque como ya que- 
da lidio el Poder Ejecutivo no se ha sustituido en la pose, 
sión y dominio de los actores, sino que se ha limitado a ha. 
cer efectiva la carga pública establecida por el articulo 2.639 
del Código Civil, adoptando una medida para garantir la na- 
vegación que está dentro de sus facultades. 

22° Que los fallos precedentemente recordados estable- 
cen en lo substancial: qu e la calle de ribera no es propiedad 
de la Nación; que la facultad de reglar el comercio importa 
la de mandar demoler obstáculos a ta navegación, y es una 
restricción y no una privación de dominio; que el poder de 
reglamentar la lidre navegación se puede ejercer con igual 
amplitud y eficacia cualquiera que sea el propietario del lecho 
del rjo; que el articulo 108 de (a Constitución deja subordi- 
nado a las leyes y jurisdicción federales el comercio fluvial ; 
que la propiedad de las provincias sobre canales navegables 
y ríos, puede ejercerse con amplitud, sin perjuicio de los po- 
deres de la Nación para dejar sin efecto los actos de las mis- 
mas provincias o ele sus causas-habientes, contrarios a la li- 
bertad de la navegación o a las medidas que el Congreso haya 
sancionado en uso de sus atribución!» -constitucionales: que 
los poderes del Gobierno Nacional son restringidos en cuan- 
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t.. no se extienden a la propiedad del suelo. jrcro coman- 
den los de reglamentar él cmnercio; y en fin, que la juris- 
ílicción es independiente del dominio y que basta la primera 
para que la Nación pueda desempeñar sus funciones consti- 
tucionales, etc Luego, pues, los fallos invocados lejos de de- 
cidir lo que afirman los actores, han resuelto una cuestión de 
dominio, de propiedad del suelo, y no de jurisdicción, y cuan- 
do se ha hecho referencia a ésta, ha sido para dejar bien ex- 
plícitamente establecida la jurisdicción federal sobre las ri- 
beras de los ríos navegables, sea nacinnal o provincial el te- 
rritorio que dichos ríos atraviesen. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada 
'de fs. 249 declarándose improcedente la acción de despojo pro* 
movida. Noli fiqnese con el original y devuélvanse reponién- 
dose el pjpéí ante el Juzgado de origen. 

A. BERMEJO. — Nicanor C». del 
Solar. — D. E. Palacio. 

— J. Flf.UEROA Alcorta. 



Van losé SI, Navarro (sif sutesión). Contienda de compe- 
tencia 

Sumario: No quedando sino un solo hereden), las acciones 
contra la sucesión deljen dirigirse, después de aceptada 
la herencia, ante el juez del domicilio de aquel, el que. 
siendo ascendiente o descendiente entra en posesión <Je 
la misma sin formalidad alguna o intervención de los 
jueces. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN' DEL SES'OK PROCURADOR CKNF.RAL 

Bwnn Aire». Noviembre 3 4* )9tS. 

Suprema Corle : 
Con arreglo a lo dispuesto en el articulo 3.285 del Códi- 
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go Civil, !a jurisdicción sobre la sucesión corresponde al juez 
del domicilio del heredero, después que hubiese aceptado la 
herencia, cuando no hubiere más que un heredero. 

Estos requisitos concurren en e! presenté caso, j>ues no 
se ha presentada más que un heredero, la madre, quien lia 
aceptado la herencia por el escrito de fs. 6 de las actuaciones 
seguidas en esta Capital, donde dicha señora se halla domi- 
ciliada. 

Sólo por error piulo decir el juez de Resistencia que todo 
heredero necesita declaración judicial de serlo, pues es sahid-j 
que cuando la sucesión tiene lugar entre ascendientes o des- 
cendientes el heredero entra en la posesión de* la herencia des- 
de el día de la muerte del autor de la sucesión, sin ninguna' 
formalidad o intervención de ios jueces (articulo 3.410 del 
Código Civil). 

La madre se halla evidentemente en este caso. No nece- 
sita pues, gestionar declaración de ser heredera y para llenar 
el requisito de! artículo 3.285. le basta su manifestación de te- 
nerse por heredera, lo que importa aceptación de la heren- 
cia, según el articulo 3.3-0,. 

Según las partidas de estado civil acompañadas, el cau- 
sante nutrió soltero, sin' dejar descendientes legítimos, ni ótídS 
ascendientes que ¡a madre. 

Además, la información producida a fs, 40 v 41 tL % los 
autos sucesorios del doctor José María Navarro, tramitados 
átite el Juez de 1." Instancia cu lo Civil de esta Capital deja, 
a mi entender, establecido el ultimo donlicilio del causante 
en esta Capital, a donde se trasladó definitivamente con in- 
tención de ejercer su profesión de abogado. 

Por ello y lo dispuesto por el artículo 3.J84 de! Código 
Civil, considero cotn |>etente al juez de esta Capital y en ese 
sentid pido a V. K. se sirva dirimir la contienda trabada. 



José X ¡colas Maticnco. 
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FALLO DÉ LA CORTE SUPREMA 

Buem» AifM, Noviembre 12 de iSlg. 

Autos y vistos : Los de contienda de conq>etencia entre 
un Juez de i." Instancia en lo Civil de esta Capital y el de 
igual categoría de Resistencia, territorio Nacional del Chaco, 
para conocer del juicio sucesorio del doctor José M. Nava- 
rro, y 

■ 

Considerando: 

Que en los autos sucesorios iniciados ante el Juez de 
esta Capital, consta a fs. 4 que dicho doctor Navarro falle- 
ció aquí, calle Libertad número 1.365. 

Que consta, asimismo, que fué hijo legitimo de don Jos.' 
Navarro y doña Adelaida Muñoz (fs. 1 ají y que a su fa- 
llecimiento, era ésta última, su única heredera, entrando, como 
tal. en posesión de la Herencia, sin necesidad de formalidad al- 
guna o intervención de los jueces, según lo dispuesto por el 
articulo 3.410 del Código Civil. (Fallos, tomo $2. pá- 
gina 249). 

Que o n arreglo a lo dispuesto jx>r el artículo 3.285 del 
Código Civil, cuando el difunto, o .,io en el caso, no deja más 
que un solo heredero, las acciones deben dirigirse ante el juez 
del domicilio de este heredero, después que hubiese aceptado 
la herencia, lo que ocurre en el presente, según se infiere de! 
escrito de fs. 6. (Fallos, tomo 21, página 4&>> ■ 

Que. por otra parte, la información testimonial de fs. 40 
y 41 finida a la circunstancia de tener aquí el doctor Navarro 
los seres que constituían su familia y en cuya casa falleció, 
comprueban suficientemente que había trasladado su domici- 
lio del'Chacu a esta Capital, sin que liaste a desvirtuar está 
hecho lo dicho por los testigos de Resistencia, de fs. 6 vuel- 
ta a 8. expedinue número 631, para acreditar que fué dicho 
lugar el domicilio del causante al tiempo de su falkci- 
miento. 

@IHS determinando tales eircunstainias el lugar dóMa 
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debe abrirse la sucesión, con arreglo a 1 i dispuesto por !:i 
ley número 927, se declara juez competente para conocer de 
los autos de la referencia al de esta Capital, conforme con 
Id expuesto y pedid" p T el señor Procurador tíeneral. Ki: 
consecuencia, remítansele les referidos autos, donde se repon- 
drá el papel, avisándose al señor Juez de Resistencia en la 
forma de estilo. 

A. Bkrmejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D, E, Palacio. — 
J. Ficueroa Alcorta. 



Don Francisco £.. fíavastro, recurriendo de "na resolución de 
ta Junta Electoral. Recurso de hecho 

Sumario : N'o precede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14, ley 48 centra una resolución de una Junta Electoral. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN* DEL SKÑOR PROCURADOR GENERAL 

ButMt Airo, Noffnbre • de 1918 

Suprema Corle: 

ITon Franciso L. i ¡a v astro recurre de hecho contra una 
resolución de la junta Electoral de la Capital, que, juzgando 
la elección municipal Últimamente celebrada, lia anulado 43 
votos emitidos a favor del recurrente. . 

Kl recurso es improcedente: porque la Junta Electoral no 
es tribunal de justicia en el sentido del artículo 14 de la ley 
48, que da apelación para ante la Corte Suprema contra las 
sentencias definitivas de los tribunales superiores de provin- 
cia cuando la Constitución Nacional, los tratados con las na- 
ciones extranjeras y las leyes del Congreso sean afectadas en 
ta forma (pie el mismo artículo determina. La ley 48 se re- 
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fiero a los tribunales destinados a fallar casos contenciosos de 
derecho civil, comercial, penal o ele minería, y no a juntas o 
comisiones encargadas de funciones políticas o administrativas. 

Por otra parte, la lev de elecciones municipales de la ca- 
pital no es federal: es una disposición local. No está com- 
prendida en la expresión "leyes de la Nación empleada en 
el artículo i -o de la Constitución para significar las leyes dic- 
tadas i>or el Congreso en su carácter de legislatura nacional. 

La aplicación de las leyes locales de la Capital y terri- 
torios está excluida de la jurisdicción federal. 

Por tanto niel» de V. E. se sirva desestimar el recurso 
que motiva este dictamen. 

José Nicolás Matknso. 

FALLO DE U\ CORTE SUPREMA 

BMno* Airtt, Nttilcmbn 19 U W». 

Autos y vistos: 
Téngase l*>r resolución el precedente dictamen del señor 
Procurador General, Molifiqúese y rq>ue*tos los sellos, ar- 
chívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — . 

J. Fl CUERO A AlXORTA. 



liiiuro Hipotecario Nacional cu ojitos con don Manuel A. 67- 
mcttes. por cobro de pesos. Recurso de hecho. 

Sumario: A las Cámaras Federales corresi>oitdc la decisión 
de las cuestiones de competencia entre los jueces federa- 
les, y no habiendo denegación dd fuero federal en un in- 
cidente de competencia, no procede ]»ara ante la Corte 
Suprema el recurso extraordinario autorizado por el ar- 
ticulo b:' de la ley 4-055- 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



316 f ! \I.IJiB DÉ CORTE SUPRKMA 

I'ICTA M ¥.S HKL SEÑOR |"KOCUR.\|K)R GENBRAt 

:umoi A¡f*s, Septiembre 25 de 1918. 

Suprema Gotle; 

Si bien la resolución de ta Cámara Hederá l de La Plata, 
iv uitra la que se lia interpuesto el recurso extraordinario de 
apetactón que autoriza el artículo 14 de la ley 48. deniega al 
Banco Hipotecario Nacional el derecho que éste invoca y fun- 
da en el articulo 42 de la ley 8.172, i>a ra demandar 9 un deu- 
dor ante los tribunales de esa ciudad, dicha resolución no tie- 
ne el carácter de sentencia definitiva exigido por el citado ar- 
ticulo 14 para que el recurso pueda prosperar. 

Por ofa parte, la resolución de la Cámara, no tiene otro 
efecto que declarar la competencia del juzgado de Sección de 
[íaliia Blanca, que se halla bajo la jurisdicción territorial de 
la misma Cámara, tribunal que, conforme el artículo 10. de la 
ley de su creación, rtutnuro 4055. es quien decide de las con- 
tiendas de competencia que se susciten entre los jueces de sec- 
ción de su distrito. 

Por lo que considero que el recurso ha sido bien dene- 
gado y pido a V. E. se sirva asi declararlo. 

fosé Nicolás Mat tenso. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bufeo* Aira». N«Hn»f« 19 4t 18 18. 

Autos y vistos, considerando: 

Que con arreglo al articulo 19 de la ley número 4.055, 
corresponde a las Cámaras Federales la decisión de las cues- 
tiones de competencia que se susciten entre los jueces de 
Sección , 

Que 110 habiendo denegación del ¡fuero federal en un in- 
cidente de competencia no procede para ante esta Corte el re- 
curso extraordinario del articulo 6." de !a ley citada, con 
arregló a b reiteradamente resuelto, aunque se hayan invo- 
cado leves de carácter federal. (Falto?:, tomo uo. |>ágina litó 
considerando y jurisprudencia allí citada). 
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Por ello y de con formulad con Jo ludido por el señor 
Procurador General se declara bien denegado el recurso. No? 
liííquese y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 

— J. FlCUEROA Al.CORTA. 

la misma flecha se dictó igtta! resolución en el recurso 
de hecho interpuesto por el mismo Banco, en autos con don 
Guillermo É. 0. Solveyra y Casares, por idéntica cansa. 



flanco Hipotecario Franco Argentino en autos con don Jorge 
Guerrero, sobre consignación. Recurso de hecho 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo i+ ley 48, contra una sentencia que se funda en la 
aplicación e interpretación de un contrato entre particu- 
lares ante prescripciones del Código Civil. 

Cas&\ Lo explican Jas piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bunio» Aire», octota* ti de 1*1 

Suprema Corte: 

La Cámara 2. a de apelaciones en lo Civil de la Capital 
ha denegado al Banco Hipotecario Franco Argentino el re- 
curso extraordinario que éste interpuso contra la sentencia en 
que se acepta la consignación ofrecida por don Jorge Gue- 
rrero para pagar la cantidad de 330.000 francos oro sellado 
en giros sobre Paris. 

Entiende aquel tribunal que no se trata de ninguno de 
los casos en que el artículo 14 de la ley 48. permite traer 
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ante la Corle Suprema Uis sentencias definitivas de los tribu- 
nales de última instancia. 

Creo infundada esta opinión. 

Según el artículo 14 citado, inciso 3.". el recurso extraor- 
dinario jiara ante la Corte Suprema procede "cuando Ea inte- 
ligencia de alguna cláusula de ta Constitución o de un trata- 
do o ley del Congreso, a una comisión ejercida en nombre de 
la autoridad nacional haya sido cuestionada y la decisión sea 
contra la validez del título, derecho, privilegio o exención 
que se funde en dicha cláusula y sea materia del litigio". 

Y bien, en el caso sttb jttdicc. el Banco Hqiotecario Fran- 
co Argentino sostiene (pie la obligación controvertida está 
comprendida entre las previstas por el articulo 4." de ta ley 
11478, que establece la forma de ]iag;í de las deudas a oro 
mientras permanezca cerrada la Caja de Conversión; a! paso 
míe don Jorge Guerrero niena que dicha ley haya tenido en 
vista contratos de la especie del su f j jndice. 

Es, pues evidente, que la inteligencia de una ley del Con- 
greso está cuestionada. 

KI Banco acreedor funda en la ley <>4"8. su derecho a 
míe un crédito a oro le sea pagado en papel at cambio legal 
de cuarenta y cuatro centavos oro por un peso papel. La sen- 
tencia le niega este derecha y autoriza al deudor a pagar en 
giros sobre París, con arreglo a ta interpretación que el tri- 
buna! hace del contrato. 

F.s obvio pues, (pie los requisitos legales para ta proce- 
dencia del recurso extraordinario, están llenadas. 

l.a sentencia apelada, al aplicar el contrato decía randa 
inaplicable la ley especial a dado a ésta una inteligencia con. 
t ra ría a la que le atribuye el recurrente. 

Corresponde a la Corte Suprema la interpretación defi- 
nitiva de ta ley. cumpliendo Ja alta función que le asigna 
nuestro régimen constitucional. 

Pienso, pues, que es de justicia que V. lí. se sirva conce- 
der la apelación denegada. 

José Xtfoláí Maticnso. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenas Afrei, Noviembre 21 dr 1010. 

Autos y vistos: KI recurso de hecho por denegación del 
extraordinario interpuesto por el Banco Hipotecario Franco 
Argentino contra sentencia de la Cámara Segunda de Apela- 
cbües en lo Civil de la Capital, en el juicio cpie le sigue don 
Jorge C.uerrero. par consignación. 

Y considerando: 

1. " Que d punto fundamental de la litis ja tenido por 
objeto requerir una decisión judicial destinada a establecer 
si con arreglo al respectivo contrato hipotecario, el acreedor 
está obligado a aceptar giros sobre París por el itrqK>rte de su 
crédito, o si puede exigir que le sea satisfecho en oro. o en 
papel en la proporción equivalente a la cantidad de oro nece- 
saria para cancelar la deuda. 

2. " Que en el curso del litigio se ha puesto de manifies- 
ta que esta causa no es por su origen y por su finalidad, dis- 
tinta ele la que motivó el recurso que fué considerado y re- 
suelto por esta Oírte Suprema en y de Agosto de u)ij (Fa- 
llos, tomo 125, página 411). |Mies los derechos que recíproca- 
mente se invocan ]x>r actor y demandado se fundan en esti- 
pulaciones contractuales que han establecido obligaciones al- 
ternativas en cuanto a la forma de pago, según los tribuna- 
les ordinarios, y sobre las que versa la contienda. Así re- 
sulta, además, de los propios térnrinos de la sentencia recu- 
rrida en la que se expresa : "El caso de autos es igual al que 
motivó la sentencia de fecha 20 de Abril de 1917. por la que 
las Cámaras Civiles reunidas en pleno y de acuerdo con el ar- 
tículo 0." de la ley 7.055 fijaron la jurisprudencia sobre la 
cuestión debatida". ífs. 144). 

3- u Que en la causa recordada, esta Corte declaró im- 
procedente el recurso del articulo 14 de la ley 48 y 6." de ta 
ley 4.055. tomando en consideración las diversas defensas in- 
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vocádas para fundarlo. Y nu hay en autos elementos que ha- 
gau ilel sub jttdice un caso nuevo, diferente del que se resol- 
vió en el fallo del tomo 125 citado, y corresponde agredir, 
que la desemejanza que se alega, derivada de la diversa moda- 
lidad de los dos juicios, el uno ejecutivo y el otro ordinario, 
no afecta a la naturaleza de las cuestiones debatidas ni a los 
factores fundamentales que determinan la improcedencia de 
la apelación extraordinaria. 

4" CJtte en el presente juicio, como en e! anterior alu- 
dido, se lia hecho mérito de circunstancias y antecedentes 
relacionados con la esencia o inexistencia del mercado de 
oro. con la demostración de si es p no posible el i*ago, en esa 
moneda, con las disposiciones de los Códigos Civil y Comer- 
éis 1 que corres] «mderia aplicar a la opción fiel acreedor en el 
caso, y con otras cuestiones de hecho, de prueba y ríe derecho 
común, extrañas al recurso, que autoriza el artículo 14 de la 
ley 48 y 6." de la ley 4.055. y que esta Corte no está faculta: 
da a rever en la presente instancia extraordinaria. 

5* U uc resuelta Ta causa por aplicación de la cláusu- 
la 3* del contrato de préstamo hipotecario, y limitándose la 
sentencia a determinar cómo delie entenderse y cumplirse la 
obligación alternativa de pago a oro sellado o en giros sobre 
París es manifiesto que las leyes del Congreso que se han in- 
vocado en el curso de ta fifis, no han tenido aplicación al ca¿o 
sino a titulo de antecedente para fijar la interpretación atri- 
buida a la cláusula 3." del contrato, que. en el concepto de la 
decisión recurrida, es el que rige las relaciones de las |>arte¿ 
de acuertk» con el articulo 1.197 del Código Civil, y en tal 
virtud, la invocación de esas leyes en un caso subordinado a 
la apreciación o interpretación de puntos de hecho y de con- 
venciones regidas por el derecho común, es insuficiente par:i 
fundar el recurso extraordinario interpuesto y denegado. 

6." Que» repn «lucido en la decisión apelada el fallo dic- 
tado por ' as Cámaras Civiles en pleno ( fs. 144 vuelta ), cabe 
aplicar al caso de autos las consideraciones que allí se expre- 
saron respecto a la inteligencia del articulo 2." de la ley 9.47K, 
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esto, es. que una obligación puramente de pago a oro queda 
por esa ley prorrogada, salvo que el acreedor ace|>te papel en 
la relación de un peso |x>r cuarenta y cuatro centavos oro ; in- 
terpretación que no se ha controvertido en el pleito, pues am- 
bas partes la admiten (fs. 4 del recurso de hecho; alegato lie 
fojas ijo vuelta). Pero en la sentencia se hace constar qu-J 
el artículo t V del contrato consigna expresamente una obliga- 
ción alternativa, lo que amitos litigantes reconocen, q sea. otra 
forma de pago de la obligación, esto es. en giros sobre París, 
la que delie hacerse efectiva con arreglo a las disposiciones 
del derecho común sobre obligaciones alternativas. 

7/ Q'»e el I ¡anco Hipotecario Franco Argentino sostie- 
ne que fa obligación controvertida está comprendida entre las 
previstas por el artículo 2." de la ley 9.478 que establece la 
forma <te jago de las deudas a oro mientras permanezca ce- 
rrada la Caja de Conversión, porque interpretando, nó ta ley 
referida, sino el contrato, entiende que desaparecida la pri- 
mera cláusula de la alternativa, no rige la segunda, sino que 
queda mía obligación pura y simple a oro. Y |x*r su parte el 
deudor niega que dicha ley haya tenido en vista contratos de 
la especie del suá judicc porque interpretando, a su vez. dicho 
contrato, entiendo que ha quedado subsistente una cláusula 
fie la alternativa convenida, a la que ninguna referencia hace 
la ley invocada. No ha sido, pues, cuestionada ta inteligen- 
cia de la ley, respecto de la cual auno queda dicho, ambas 
jiartes y la decisión judicial admiten la prórroga establecida 
res|iccto a las obligaciones exclusivamente a oro ; to que se ha 
discutido es la interpretación del contrato que el acreedor afir- 
ma le dá derecho a que su crédito a oro le sea pagad» en pa- 
pel al cambio legal de cuarenta y cuatro centavos oro por un 
peso papel, mientras la sentencia, como muy bien lo observa 
el señor Procurador General, "le niega este derecho y auto- 
riza al deudor a |>agar en giros sobre París, con arreglo a la 
interpretación (¡tic el tribunal hace del contrato"'. 

8." Que en cuanto a las demás leyes de emergencia que 
se han traído al débate en esta causa, procede considerar que 
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el propio recurrente ha sostenido que dichas leyes 19.481. 
9483, 9.506. 9.507) no rigen tas obligaciones a oro contraidas 
por los particulares, ni tienen sobre ellas efectos jurídico al- 
guno, en cuanto solo afectan una de las funciones de la Caja 
de Conversión (,fs. 85 K y en consecuencia, y por tales con- 
i-eptos, es también improcedente en el caso el recurso dedu- 
Hdo t pties con arreglo a la constante jurisprudencia de esta 
Cnrtc, no basta que se haya invocado una cláusula de la Cons- 
titución, tratado o ley especial del Congreso, sino que se mulle- 
re que tales invocaciones tengan una relación directa o inme- 
diata con ilos puntos en litigio y que la decisión de la cansa de- 
penda de la solución que se dé a la interpretación controvertida 
f Falles, ionio 119. página 270; tomo 121, página 45* etc.). 

9° Qtic fundado y resuelto el caso de autos cu la inter- 
pretación y aplicación del contrato celebrado l>or las partes 
y en los preceptos de derecho común que se citan, no puede 
ser revisado [*>t esta Corte en el recurso extraordinario inter- 
puesto con arreglo a lo que establece el artículo 15 de la 
ley 48. 

10. " Que el artículo 14 *? If 1 C . V de jurisdicción y com- 
l*lencia tk 1863 ha sido tomado de la Sección 25 de la lev 
americana fjndidary Act) de 24 <fc Septiembre de 1789 re- 
producida en Vis Estatutos líe visa dos < § 700) y en la Sec 
ción 237 dH Juditiat Codc vigente desde él año íQri. y la jn- 
risprudencia constante de la Suprema Corte de aquel jkiís 
llamada a aplicarla en millares de casos, ha establecido como 
lo hace constar Coolcy en sus Limitaciones Constitucionales. 
q»e "cuando la decisión de una Corte puede apoyarse en fun- 
damentas que 110 envuelven una cuestión federal, la Suprema 
Corte 110 revisará el casn aún cuando se hubiera promovido 
también ante aquella alguna cuestión Federal" (7." vd. pági- 
na 28, nota a). 

11. " Hl Justicia Mr. Miller exponiendo la opinión de la 
Corte Suprema en un caso sobre cancelación de hipoteca lle- 
vado al tribunal l»or recurso extraordinario iwrit tíi error» 
fundado en que una ley del Kstado de 1857 era inconstitucio- 
nal porque alterad las obligaciones del contrato, observaba 
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lo siguiente : "pero un examen completo «le la opinión fiel tri- 
bunal local muestra que su juicio se ha fundado en que la 
cancelación era válida, sin referencia a la ley de 1857, porque 
e 1 método seguido lo fué de conformidad con las leyes exis- 
tentes cuando el contrato fué celebrado" y agregaba en con - 
efusión: "cuando existe tal fundamento distinto y suficiente 
para sustentar el fallo del tribunal del Kstado, nosotros m» ]k>- 
demns asumir jurisdicción porque no podríamos revocar el 
fallo aunque la cuestión federal fuera decidida erróneamen- 
te en la Guie inferior contra el recurrente". 14 Wall 23; 
20 ti ed 850. 

I2.° Que esa misma jurisprudencia lia sido establecido 
por esta Corte Suprema, como lo ha hecho constar en causa 
análoga a la presente, ya citada, (Fallos, tomo 125, página 
411, considerando 8.">. porque el recurso extraordinario del 
artículo 14, ley 48, solo trae al conocimiento y decisión de este 
tribunal la cuestión de derecho federal controvertida en el 
pleito cuando de su solución depende la de la causa misma, h> 
que no ocurre, y se convierte en decisión abstracta y sin al- 
cince practico alguno cuando el fallo apelado se apoya en 
un fundamento <U> derecho común, extraño al recurso según 
el articulo 15 de ta ley 48 y suficiente j>or sí mismo para sus- 
tentarlo. 

Por ello y fundamentos expuestos en el aludido fallo del 
tomo 125. página 411. oíd*» el señor IWurador General, se 
declara no haber lugar al recurso. Notifíquese. repónganse 
el pajMfl y archívese, devolviéndose tos autos venidos ¡*»r vía 
de informe, al tribunal de procedencia, con transcripción de 
la presente. 

A. Bkrmejo. — Nicanor G. obi. 
$oi,\r. — D, E. Palacio, 
— j. Fioukroa Alcor va. 

Nota. — lín la misma fecha se dictó igual resolución en 
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los recursos do hedió deducidos j>or el Banco Hipotecario 
Franco Argentino en autos con don Juan I'. Tonney y con 
don Juan Fuentes, por idéntica causa. 



Bafiea Hipotecario /-'raneo drtjcntmo en autos con don Juan P. 
Tonney, sohre cons'ujnacwn. Recurso de hecho 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artículo 
14, ley 4S. ci>ntra una sentencia qtlé se funda en la apli- 
cación e interpretación de un contrato entre particulares 
ante prescripciones de los Códigos Civil y de Comercio, 
y en un caso en que el recurrente reconoce que la aplica- 
ción de las leyes especiales en que procuró fundar, el re- 
curso, está sultordinada a la clasificación que se haga de la 
obligación contraída, o sea, si ésta es puní y simple o de 
a<| uellas que se < le nominan alternativas. Para la proceden- 
cia ile diclio recurso no basta la invocación fie una ley es- 
pecial, sino que es necesario que ésta haya sido cuestiona- 
da, e* decir, que la decisión de la causa dependa de la so. 
Ilición que ^ de a la interpretación controvertida. 

Caso: ta explican las piezas siguientes: 



1.a Cámara 2." de Apelaciones de la Capital lia denegado 
al Banco Hipotecario Franco Argentino el recurso extraordi- 
nario que éste interpuso contra la sentencia en que se acepta 
la consignación ofrecida por don Juan Tonney para pagar la 
cantidad de 42.080 francos oro sellado en giros sobre París. 

Entiende aquel tribunal que no se trata de ninguno de los 
casos en qtlé el articulo 14 de la ley 4$ |ktiuíU- traer anle la 
Corte Suprema las sentencias definitivas de los tribunales de 
última instancia. 
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Creo infundada esta opinión. 

Según el artículo 14 citado, inciso 3.", el recurso extra- 
ordinario |iara ante la Corte Suprema procede "cuando la in- 
teligencia de alguna cláusula de la Constitución o de un tra- 
tado o ley del Congreso, o una comisión ejercitada en nom- 
bre de la autoridad nacional haya sido cuestionada y la deci- 
sión sea contra la validez del título, derecho, privilegio o exen- 
ción qu« se 'funde en dicha cláusula y sea materia del litigio" 

Y bien, en el caso sub jttdice, el Banco Hipotecario, Fran- 
co Argentino sostiene í|uc la obligación controvertida está 
comprendida, entre Jas previstas por el artículo 4." ile la lev 
9.478, que establece Ja forma de pago de las deudas a oro 
mientras permanezca cerrada la Caja de Conversión; al paso 
míe don Juan Tormey niega que dicha ley haya tenido en vista 
contratos tle la es|>ccie del sub judke. 

Es, pues evidente, (me la inteligencia de «na ley del Con- 
greso está cuestionada. 

Kl llanco acreedor funda en la ley 9.478 su derecho a que 
mi crédito a oro lo sea pagado en papel al cambio legal de 
cuarenta y cuatro centavos oro por un peso papel. La senten- 
cia le niega este derecho y autoriza al deudor a pagar en gi- 
ros sobre París, con arreglo a la interpretación (|iic el tribu- 
nal hace del contrato. 1 

tís obvio, pues, que los requisitos legales para la proce- 
dencia del recurso extraordinario están llenados. 

I-a sentencia a|>elada. al aplicar el contrato declarando 
inaplicable la ley especial, ha datlo a esta una inteligencia 
contraria a ta que atribuye el recurrente. 

Corresponde a la Corte Suprema la interpretación defi- 
nitiva de la ley. atingiendo la alta función que Te asigna 
nuestro régimen constitucional. 

Pienso, pues, que es de justicia que V. K. se sirva con- 
ceder la apelación denegada. 

José Nicolás Metíate» 
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Alteos y vistos: Kl recurso de hecho por denegación del 
extraordinario^ interpuesto por el Banco Hipotecario Fran- 
co Argentino contra sentencia de la Cámara Segunda de Ape- 
laciones en lo Civil de la Capital, en el juicio que le sigue don 
Juan P. Tormey por consignación, 

Y considerando: 

1. " Que el punto fundamenta! de la litis lia tenido por 
objeto requerir una decisión judicial destinada a establecer 
si con arreglo al respectivo contrato hipotecario el acreedor 
está obligado ha aceptar giros sobre París |»r ti importe de 
su crédito, o si puede exigir que le sea satisfecho en oro, o 
en |Ki|iel en la proporción equivalente a la cantidad de oro ne- 
cesaria jiara cancelar la deuda. 

2. " Que en el curso fiel litigio se ha puesto de manifies- 
to que esta causa no es ¡*>r su origen y |>or su finalidad, dis- 
tinta de la que motivó el recurso que fué considerado y re- 
suelto por esta Corte ftiqwema en Agosto ■> de 1917 ( Fallos, 
tomo 125. página 411). pues los derechos que reciprocamente 
se tnv4*an por actor y demandado, se fundan en estipulacio- 
nes contractuales que lian establecido las obligaciones alter- 
nativas en cuanto a la forma de pago, según Los tribunales 
ordinarios y sobre l«s que versa la contienda. Así resulta, 
además, de los propios términos de la sentencia recurrida, eu 
la que se expresa; "Kl caso de autos es igual al que motivó la 
sentencia de fecha 20 de Abril de iioj 7- por '» «l ue las Cáma- 
ras Civiles reunidas en pleno y de acuerdo con el articulo 6." 
fie la ley 7.055 fijaron la jurisprudencia sobre la cuestión de- 
batida. Posteriormente y en la misma forma (sentencia de 
Septiembre J del corriente año) las Cámara se confirmaron 
en su anterior pronunciamiento con 1c» que entieuden que la 
cuestión quedo concluida y la solución seria la dada, siempre 
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que no haya motivos fundamentales para variarla lo que no 
ocurre en el caso snb jud¡ce'\ (Fs. 153 vuelta). 

A" Que en la causa recordada, esta Corte declaró im- 
procedente el recurso del articulo 14 de la ley 48 y 6.° de la 
ley 4.055, tomando en consideración las diversas defensas in- 
vocadas |iara fundarlo. V no hay en autos elementos que 
hagan del sub /««fice un caso nuevo, diferente del que *e re- 
solvió en el fallo del tomo 125 citado, pues como lo expone 
acertadamente la sentencia recurrida refiriéndose a su ante- 
rior pronunciamiento "con lo que entienden «pie la cuestión 
quedó concluida y la sHución serta la daila. siempre epte no 
hayan motivos fundamentales para variarla lo rpie no ocurre 
con et caso siih jttdtW. y corresponde agregar, «pie la déseme- 
janza que se alega, derivada de ta diversa modalidad de los 
ilos juicios, el uno ejecutivo y el otro ordinario, no afecta a la 
naturaleza de las cuestiones debatidas y a los factores funda* 
mentales que determinan |a impriiecdencia de apelación 
extraordinaria. 

4." yuc en el presente juicio, como en d anterior alu- 
dido, se lia hecho mérito de circunstancias y antecedentes re- 
lacionados con la existencia o inexistencia del mercado de 
oro, como la demostración de si es o no posible el |*ago en 
esa moneda, con las disposiciones de los Códigos Civil y Ctt- 
mercial que corres|jondería aplicar a la opt ióu del acreedor 
en el caso, y con otras cuestiones de hecho, de prueba y de 
derecho común, extrañas al recurso que autoriza el articu- 
lo 14 de la ley 48 y <V' de la ley -1,055. y que esta Corte no 
está facultada a rever en la presente instancia extraordinaria. 

5-° C*"- 1 resuelta la causa por aplicación de la cláusu- 
la .1." del contrato de préstamo hipotecario, [imitándose la sen- 
tencia a determinar cómo debe entenderse y cumplirse la obli- 
gación alternativa de pago a oro sellado o en giros sobre 
l"arís. es manifiesto que las leyes del Congreso que se han in- 
vocado en el curso de la litis, no han tenido aplicación al 
caso sino a título de antecedente jiara fijar ía interpretación 
atribuida a la cláusula 3." del contrato, que es en el concep- 
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to de la decisión recurrida, el que rige las relaciones de tas 
partes, de acuerdo con el artículo i . 107 de Código Civil, y en 
tal virtud, la invocación de esas leyes, en un caso subordinado 
a la apreciación « interpretación de puntos fie hecho y de 
convenciones regidas por el derecho común, es insuficiente 
para fundar el recurso extraordinario inter]»uesto y denegado. 

6. " Otie el Banco Hipotecario Franco Argentino sostie- 
ne que la obligación controvertida está comprendida entre las 
previstas en el artículo 2." de la ley 0.478 que establece ta for- 
ma de ;»aj»o de las tiendas a oro mientras permanezca cerrada la 
Caja tic Conversión. |>orqiie interpretando no la ley referida, si- 
no el contrato, entiende que desaparecida la primera cláusula de 
la alternativa, no rige la segunda, sino que queda una obligación 
pura y simple a oro. Y por su parte el deudor niega (pie 
dicha ley haya tenido en vista contratos de la especie del sub 
judie? j >orque interpretando a su vez, dicho c «ntrato. entien- 
de que ha que<lado subsistente una cláusula d<- la alternativa 
con ventila, a la que ninguna referencia hace la ley invocada. 
No ha sido, pues, cuestinoda la inteligencia de la ley respec- 
te» de la cual, como queda dicho, ambas partes y la decisión 
judicial admiten la prórroga establecida respecto de las obti 
gaciottes exclusivamente a oro lo que se ha discutido es la 
interpretación del contrato que el acreedor afirma le da de- 
recho a cpie su crédito a oro le sea pagado en l»apel al cambio 
legal de cuarenta y cuatro centavos oro por un peso papel, 
mientras la sentencia, como n*iy bien lo observa el señor 
Procurador General "le niega este derecho y autoriza al deu- 
dor a |>agar en giros sobre París, con arreglo a a interpreta- 
ción que el trilmnat hace del contrato". 

7. " Que como consta en los autos remitidos |ior vía de 
informe, el re| «asentante «leí Banco, en su contestación a la 
demanda, desy»ués de transcribir el articulo 3. a del contrato, 
hace constar que "se trata de una obligación alternativa oro 
efectivo y sonante' "o giros sobre París", para recibir en esa 
plaza la misma cantidad <le oro. Las prestaciones de la alter- 
nativa están reservadas expresamente a la opción de mi man- 
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dante como resulta tle la misma redacción de la cláusula, to- 
do ello a opción d* fa misnla saciedad" — fojas 14, Mani- 
fiesta, también que "la obligación del contrato existente entre 
mí mandante y el actor, «s una alternativa que al pronunciar* 
se la upción. queda convertida en mira y simple con efecto 
retroactivo a la fecha del contrato ( Marcado y Pont) *. "Ri- 
gen ]>ara ella. pues, las disposiciones de las obligaciones puras 
y «imples, especialmente la de los artículos 608 y 619 del Có- 
digo Civil que analizare más adelante. Siendo la obligación 
del «letiilor pura y simple, lo cual doctrinaria y legalmente 
es indiscutible, son de aplicación estricta las disposiciones de 
la citada ley 9478, etc.. fs, 14 vuelta y fs. na y 113. 

8. a Que como se ve, el recurrente reconoce que la apli- 
cación del artículo 2. de la ley 9.478 a que hace referencia el 
artículo 4 de la ley y. 507. en las que procura fundar su re* 
curso, está subordinada a la clasificación que se haga de las 
obligación contraída, o sea, si es ésta pura y simple o «le 
aquellas que se denominan alternativas, clasificación extra- 
ña a las leyes que se citan y que está regida por el Código 
Civil, cuya interpretación es ajena al recurso extraordinario 
según el artículo 15 de la ley número 48; siendo, además, 
cuestión »le hecho y de pruebas que no pueden revisarse en 
esta instancia extraordinaria si. como se sostiene a fs. 117" 
no ha perecido ninguna de las prestaciones de la alternativa, 
como se afirma, y en consecuencia, no puede el deudor am- 
pararse en el articule» fijy del Código Civil*'. 

9° ta improcedencia "dd recurso extraordinario jes 
¡mes manifiesta. Se dice para fundarlo que el recurrente ha 
invocado el artículo 2." <|e la ley 9478 y no se tiene en cuenta 
que el mismo recurrente, la parte aetora. las sentencias ape- 
ladas y el fallo de esta Guie (Tomo 125. página 411) han 
reconocido que esa ley no admite controversia porque es cla- 
ra y terminante: se refiere a las obligaciones de pago a oro 
sonante, pura y exclusivamente y no a las que prevean a otras 
forma de ¡jago, o sean, a las obligaciones alternativas, como 
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las consignadas en el artículo 3* del contiato que es ta ley 
de las partes. No hay cuestión sobre la inteligencia de esa 
dláusula de la ley con» lo requiere el artículo 14, inciso 3.". 
que esta Corte esté llamada a decidir. |*ra resolver la cues- 
tión que aparece regida, no por ella, sino i*>r el contrato so- 
metido al derecho común. 

10» Esta Corte k> lia dicho en repetidos casos: para la 
procedencia del recurso extraordinario no basta citar cláu- 
sulas de la Constitución, tratados o leyes especiales del Con- 
greso si el caso no está regido |*>i ellas y la solución de la 
causa no depende de la inteligencia que se le atribuya. 

1 1 (¿iie fundado y resuelto el caso de autos en la in- 
terpretación y aplicación del contrato celebrado por las par- 
tes y en los preceptos del derecho común que lo rigen, no pue- 
de ser revisado por esta Corte en el recurso extraordinario 
interpuesto con arreglo a lo que establece el articulo 15 de 
la ley 48. 

12* Que el artículo 14 de la ley de jurisdicción y cum- 
petencia de 1.863 I" sido tomado de la Sección 25 de la ley 
americana (Judiciary Act) de 24 de Setiembre de 178*). re- 
producida en los Estatutos Revisados (701/1 y en la Sec- 
ción 237 del Judicial Code vigente desde el año 191 1. y la j 11- 
r «prudencia constante de la Suprema Corte de aquel país "a- 
mada a aplicarla en millares de casos, ha establecido coim» 
lo hace constar Cooley en sus Limitaciones Constitucitmalcs, 
que "cuando la decisión de una Corte pueda a|>oyarsc en fun- 
damentos que no envuelven una cuestión federal, la Supre- 
ma Corte no revisará el caso aún cuando se hubiera promo- 
vido también ante aquella alpina cuestión federal" (7" cd. 
página 28. nota a). 

13." El Justicia Mr. Miller exponiendo la opinión de la 
Corte Suprema en un caso sobre chancelación de hipoteca lle- 
vado al trilHtnal por recurso extraordinario (viril of erron 
fundado cu que una ley del litado, de 1857 era inconstitu- 
cional porque alteraba las «Aligaciones del contrato, olivaba 
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lo siguiente : **|>cro mi examen completo de la opinión del tri- 
Imnal local muestra que su juicio se Jia fundad» en que la 
concelactúfi era vátitla, sin referencia a la ley de 1857, jor- 
que el método seguido lo fué de conformidad con las leyes 
existentes cuando el contrato fué celebrado", y agregaba en 
conclusión: "cuando existe tal fundamento distinto y sufi- 
ciente |»ara sustentar el fallo del tribunal del Kstado nosotros 
no podemos asumir jurisdicción porque no p «Iríamos revo- 
car el fallo aunque ta cuestión federal fuera decidida erró- 
neamente en la Corte inferior contra el recurrente". 14 Wall 
23; 20 I„. ed. 8501. 

14. Que esa misma jurisprudencia lia sido establecida 
|>»r esta Corte Siiprcim como lo lia hecho constar en causa 
análoga a la presente ya citada ( Fallos, tonto 125, página 41 1 
considerando 8.") porque e( recurso extraordinario del ar- 
tículo 14 ley 48 «ido trae al conocinuento y decisión de este 
tribunal la cuestión de derecho federal controvertios en el 
licito cuando de su solución depende la de la causa misma 
lo que no ocurre y se «invierte en decisión abstracta y sin 
alcance práctico alguno cuando cJ fallo apelado se apoya en un 
fundamento de derecho común extraño al recurso según el 
artículo 15 de la ley 48. y suficiente por si misino para sus- 
tentarlo. 

f*or ello, y fundamentos expuestos en el aludido fallo 
fiel t unió 125, |*ágina 411, oido el señor Procurador Cleneral. 
se declara no haber lugar al recurso. Notifíqucse, repónga- 
se el papel y archívese, devolviéndose los autos venidos por 
vía de informe al tribunal de procedencia con transcripción 
de la presente. 

A. Rkrmkjo, — Nicanor O. dki. 
Solar, — D. E. Palacio. — 
— J. FjguKroa Alcorta. 
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fisco Nacional contra Juan Pittalmja, por defraudación a la 

renta de aduana 

Sumario : No procede para ante la Corte Suprema el recur- 
so ordinario de ablación autorizad por el artículo 
de la ley 4,055, en una cansa en que el apelante fué con- 
denado a pagar la suma de dos mil ochocientos treinta 
y cinco pesos oro sellaib, por concepto dé derechos de 
Aduana. (Con arreglo a la jurisprudencia de la Corte 
Suprema, no debe convertirse el oro a papel para de- 
terminar si una obligación o valor disputado excede de 
cinco mil pesos). 

Caso; Lo explica el siguiente: 

1 

FALLO l>E LA CORTE SUPREMA 

Bhm ton*. Navknbfc » de i»8. 

Vistos y considerando : 

Que el recurso de apelación concedido ( fs. 185 vuelta) 
es el ordinario autorizado por el artículo ¿." de la ley 4055 en 
las causas que el mismo prevé y determina. 

Que la sentencia recurrida condena al apelante al pago 
de los dercclios aduaneros correspondientes, y de autos re- 
sulta (fs, 87. 88. 00. 101 y 107) <l«e esos derechos importan 
la suma de dos mil ochocientos treinta y einco pesos, priirfi- 
sers centavos oro sellado. 

Que consentida por el Ministerio Fiscal la sentencia que 
se refiere a la suma precedentemente indicada y que importa 
la condenación impuesta al apelante, es manifiesto desde ltie- 
ro que el valor disputado no excede de los cinco mil pesos 
requeridos por el articulo .V'. inciso 2. a de la ley +055 para 
la procedencia del recurso ordinario de apelación í Fallos, to- 
mo 127, página 281 ) . 

Que con arreglo a la jurisprudencia establecida, no debe 
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convertirse el oro a papel para determinar, en su caso, si 
una obligación o valor disputado excede de cinco mil pesos, 
]»rque ello subordinaría la jurisdicción fie apelación de esta 
Corte a las variaciones del cambio (Fallos, tomo 98, página 
304. argumento del considerando 3,", página 399). 

Por ctlo se declara no haber tugar al recurso. Notifi- 
quese y devuélvanse, reponiéndose el papel ante el j tugado 
de origen. 

Nicanor G. mi Solar. — D. E, 
Paiacio. — J. FlGUIÍHOA 



Ihtn Manuel Boffpo (su testamentaría). Contienda de com- 
petencia. 

Sumario: La jurisdicción stibre la sucesión corresponde al 
juez del último domicilio del difunto. (Artícenlo 3284. 
Código Civil y ley 927). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AlírO URL SKÑOR JUBZ KN Ui CIVII, 

ButlM Airt*. Junto 27 é* 1*1*. 

Autos y vistos: Por el mérito míe arrojan las declara- 
ciones de los testigos don Carlos Arena y don Sixto Castro 
de fs. 18 y if>. al tenor del interrogatorio inserto en el escri- 
to de fs. 17, apruébase en cuanto ha tugar por derecho la in- 
formación producida, tendiente a justificar ipie el ultimo do- 
micilio del causante don Manuel Roggio, era en esta Capital 
calle Independencia N. 11 2628. En su virtud, líbrese oficio al 
Registro Civil Central, para la inscripción de la partida de 
de fu ru-ión agregada de f s. 4 a 3. traducida a fs. 6. 

Y considerando en cuanto a la cuestión de competencia 
promovida por el escrito de fs. lo: Que de las constancias 
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tte los presentes autos y esjieci a Intente del referido escrito 
«fe fs. 10. complementada con la información producida, re* 
sulla «claramente establecido <|ite a la época en que ocurrió el 
fallecimiento del causante don Manuel Roggio. rete tenía su 
último domicilio en esta Capital Federal en h calle y núme- 
ro expresadas. Que. entonces, determinando ese domicilio 
la jurisdicción conferida al suscripto, de acuerdo con lo pres- 
« ripio por el articulo 410 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
lia llegado el caso de promover la correspondiente contienda 
de competencia, haciendo saber al de igual clase <le la ciudad 
de I*a Plata, doctor Arambnrú. para que se inhiba tic con- 
tinuar interviniendo en el juicio análogo que tramita por la 
secretaría número 9 y para el caso que el señor juez nombra- 
do insistiera en la competoncia de jurisdicción, se sirva ele- 
var los autos a resolución de la Suprema Corte fie Justicia 
de la Nación, suspendiendo todo procedimiento (Articulo 420 
Código citado). 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el .se- 
ñor agente fiscal precedentemente y lo pedirlo en el escrito de fs. 
10. líbrese exhorto inhibitorio al señor Juez de lo Civil y Comer- 
cial de la ciudad de La Plata, mencionado, con los recaudos 
que expresa el artículo .417 del Código de Procedimientos, re- 
ferido, a sus efectos. Rep. las fs. — Pedro V. MtUndtz. — 
Ante mi José Cúneo. 

DtCTAUBN IMÍI. SÜÑOR PROCURADOR CKNKR.W. 

Suprema Corle: 

K! juicio testamentario de don Manuel Ifoggio ha sido 
iniciailo por eí albacea. ante el juzgado de primera instancia 
en lo Cicil y Comercial de La Plata con fecha 30 de Abril del 
corriente año. y con fecha 15 del mes de Mayo del mismo 
riño, por la viuda, ante el juzgado de primera instancia en lo 
Civil de esta Capital. 

f.a contienda de competencia trabada con tal motivo debe 
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ser resuelta por V. E. en virtud de lo dispuesto por el articiu 
lo 9, inciso <t) de la ley 4.°55- 

Según la información producida en el expediente trami- 
tado en la Capital, es en ésta donde el causante tuvo su úl- 
timo domicilio conocido en la República antes de ausentarse 
para Italia, donde falleció. 

A tos efectos del juicio testamentario, considero indife- 
rente que el causante haya adquirido o no domicilio real en 
Italia, durante su residencia allí: porque, según resulta del 
testamento, el causante deja bienes inmuebles en esta Repú- 
blica y ellos sólo pueden ser trasmitidos de conformidad con 
nuestras leyes atento lo dispuesto en el artículo 10 del Códi- 
go Civil y porque la disposición del Código Civil acerca de la 
jurisdicción sobre la sucesión tiene por objeto determinar cuál 
de los jueces de la República es el competente para entender 
e n el juicio universal de partición de bienes. 

Por esto y atento lo prescripto en los artículos 90, inci- 
so 7.". y 3.284 del Código Civil, pienso que la contienda debe 
decidirse a favor del juez de esta Capital y así lo pido a V. E. 

José Nicolás Móñeuso. 

l\\LI/> DE LA ÉOfÉfó SUPREMA 

Bimi Mr* NovIcb** » ét mft. 

Autos y Vistos: Los de contienda de competencia entre 
un juez de 1.* instancia en lo Civil de ta Plata y otro de igual 
categoría de ta Capital para conocer de los autos testamenta- 
rios de don Manuel Boggio. y 

Considerando: 

(¿Lie según resulta de las partidas acompañadas a fs. o y 
fs. 1 de los autos respectivos, el cansante falleció el 7 de Di- 
ciempre del año ppdo., de 1917. en ta Comuna de Pcgli 
(Italia). 

Que el Albacea testamentario lia iniciado el juicio en La 
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Plata, por haber el testador fallecido en el extranjero y estar 
ubicados en la provincia de Huellos Aires, los bienes raices 
dejados j*>r aquél, extremo este último, comproliado |x>r el 
testamento de fs. j y por la man i f estación hecha jxir el apo- 
derado sustituto de la esposa viuda a fs. 8 ;mte el tribunal 
de esta Capital. 

Que dicha viuda, a su ve*, ha iniciado aqui el juicio tes- 
Umentario de su difunto esposo por haber sido esta ciuda'l 
el último docimitio une tuvo antes de partir para Italia, lo 
que está comprobado plenamente no tan sólo en el testamento 
ya mencionado, sino también en la información ele testigos 
corriente a fs. 18 a ao y 25 a 27 y aprobada por auto <k- fs. 21 
de) juez de la Capital. 

Que trabada en tales términos la contienda de coni|»c- 
tencia. corresponde observar que el AJbacca no ha intentado 
justificar que el causante hubiese constituido otro domicilio 
que el indicado en el testamento, para hacer procedente lo 
dispuesto por el articule» 10 del Código Civil; y si bien de las 
declaraciones ya citadas antes, parece desprenderse que Bog* 
gio cambió de domicilio y solo volvió aqiti transitoriamente, 
tal hecho debió ser plenamente comprobado por el Albacca, lo 
que no ha ocurrido. 

Que por eso y e n la duda de si el testador cambió o no 
su domicilio anterior, es de aplicarse lo dispuesto por el ar- 
ticulo 98 del Código Cwfl. según el cual el último domicilio 
conocido de una persona es el que prevalece, cuando no es co- 
nocido el nuevo. 

Que aunque los bienes raíces de la sucesión estén ubica- 
dos en la provincia de Buenos Aires, esta sola circunstancia 
no basta a determinar ta jurisdicción de sus tribunales fiara 
conocer de un caso como el presente. 

Que con arreglo a to dispuesto por el articulo 3.284 del 
Código Civil, la jurisdicción sobre la sucesión corresponde 
al juez del último docimilio del difunto, por lo que, conforme 
a lo p rescripto por el artículo 2. de la ely 027. debe declarar- 
se la competencia del juez de la Capital, en atención además 
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de que los herederos se lian presentado ante esta jurisdicción, 
que el testamento ha sido extendido y protocolizado ante la 
misma y que el A lincea iv> ha pretendido justificar que el 
causante hubiese cambiado su domicilio real conocido. 

Por ello y conforme con lo pedido l*ir el señor Procura- 
dor ('.enera!, se declara juez competente |>ara conocer riel jui- 
cio testamentario de don Manuel Boggio al de esta Capital, 
a quien se le remitirán los autos y dunde se re|x>ndrá el pa|>c1. 
avisándose a! señor Juez de La Hala, en la forma «le estilo. 

A. Rkkmkju. — Nicanor G. dki. 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGüBROA AlX'ORTA. 

I 



Pon Vicente Oca contra P. Hauer y Cía., sobre infracción 
al articulo del decreto reglamentario de ta ley de admi- 
tió número 

Swmtto: i* Invocados, jjor el recurrente disposiciones de 
ley de Aduana, decreto reglamentario de la misma y or- 
denanzas, y desconocido el derecho alegado y fundado 
en tas mismas, procede el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14. ley 48; no siendo de aplicación el articulo 4" 
de la ley 7.055, que se refiere a los recursos ordinarios. 

2° La omisión del permiso previo a que alude el articu- 
lo 8." del decreto reglamentario de la ley de Aduana nú- 
mero 4,933, tratándose de la vaita de cuñas, rieles, tra- 
vesanos de hierro y eclisas para ferrocarriles o tranvías 
a \apor o a sangre o a electricidad, introducidas libres 
de derechos por casas de comercio o particulares, no hace 
incurrir en otra sanción que la establecida en el artícu- 
lo 21 del misino reglamento, dado que dicha operación 
no está comprendida en los artículos 4." y 5. a de éste. 
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Í'a referido articula 21 no ha sido modificado |x>r el de- 
creto de 22 de Enero de 1907. 

Carro: l„o explican las piezas siguiente*: 

SRXTKNCIA IWÜti .ll'EZ KKhERAL , 

Buenos Alrtt. jalto II de HIT. 

Y vistos; lista causa seguida contra la Sociedad P. Baucr 
y Cía.. |Rir infracción al artículo 8." del Decreto Regla men- 
tarlo de ta ley de Aduana, de ta que resulta que a f*. 1 y edil 
fecha 2 de julio de 1915, el empleado de Aduana don Vían- 
te F. < Va denuncia, que, según se desprente del estado pre- 
sentado |>or la firma Orestein y Kopjiel-Arihur Koppel S. A., 
la casa t tañer y Cía., vendió a la primera sin autorización 
previa de la Aduana, un millón trescientos setenta y dos mil 
doscientos treinta y ocho ( 1.372.238) kilos rieles!, trescientos 
sesenta y siete mil seiscientos sesenta y seis (367.666) kilos 
travesañr* : cuarenta y nueve mil quinientos setenta y siete 
t-W-577* kilos eclisas y quince mil setecientos treinta y uno 
kilos cuñas. 

. Mandado instruir el sumario declara a fs. (x don 
II. líauer apoderado de los señores l\ tiauer y Cía., manifes- 
tando que ignoraba por completo que tenían obligación de dar 
aviso' a ta Aduana por al venta efectuada a la tirina Orea* 
tein-Koppel ilcl material de que se trata cuya venta tenia i«ra 
la casa el mismo carácter que las demás venitas generales. A 
fs. 22 vía., el señor ¡Pedro llauer miembro de la Sociedad 
P. Báucr y Cía., ratifica ta declaración precedente prestada 
¡Ntr II, Bauer a|»derado e hijo del compareciente. 

Cerrad-, el sumario, el procurador Fiscal presentó su acu- 
sación a fs. 27 vía., contra la firma 1\ Bauer y Cía., a la cual 
]Hir haber vendido la inercadería ele que se trata sin autori- 
zación previa exigida por et artículo 8 M del IVereto Regla- 
mentario de ta ley de Aduana, pide se te aplique una multa 
igual al valor de la misma según liquidación míe obra en 
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autos, con más los derechos y costas, pronunciándose en el 
mismo sentido el denunciante a fs. 29. 

Corrido traslado de la acusación, fué evacuado a fs. $7 
por los señores P. Haiicr y Cía., solicitando sil absolución a 
méritos de las razones expuestas en el eiKT¡w> del escrito. 

Producida la prueba que obra de fs. ±\ a fs. 95 y agre- 
gados los memoriales f ]e fs. r)K y 104 quedó esta causa para 
sentencia . 

Y considerando: 

K* Que según los términos del artículo 9," del Decreto 
Reglamentario de la ley de Aduana, las o|K'raciones sujetas 
a las Ordenanzas, son las que se mencionan en los artículos 4." 
y 5° del mismo decreto llevados a cabo por establecimientos 
industriales beneficiados ellos mismos con menor derecho o 
que gocen de 'la libre entrada de algún articulo en virtud de 
concesiones o contratos. 

2. a Que en lo que respecta a las cuñas, rieles, travesa- 
nos de hierro y eclisas para ferrocarriles o tranvías, libres de 
derechos |x>r la disposición del articulo t)," de la ley de Adua- 
na y que introducen por casas; de comercio o particulares, 
rige el articulo 21 del misino Decreto Reglamentario, el que 
por tratarse de ¡articulares exige que ei imtorte de los dere- 
rechos sea afianzado con una letra cauciona I a ciento ochenta 
días de plazo, letra que debía ser cobrada por el Fisco en caso 
de que el introductor no justificara dentro de ese tnismo pla- 
zo haberse dado a los materiales nombrados el destino que 
la ley tiene en vista para eximirlos de derechos. 

,V* Que los materiales de que se trata en esta cansa, 
que consisten en rieles, cuñas, travesanos y eclisas, están, pues, 
.egídos por una reglamentación distinta, la del articulo 21. 
Kste establece como única sanción ta efectividad de la letra 
cauciona) y no puede aplicarse a estas operaciones la dispo- 
sición del artículo 9." del Decreto Reglamentario porque éste 
sólo se refiere a las operaciones de los artículos 4" y 5." del 
misino decreto. 
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4* t?ue en lo que respecta a los rieles Decauvile. el de- 
creto del Poder Ejecutivo de fecha 31 de Diciembre de 1906. 
modificó el artículo 21 del decreto reglamentario de la ley 
4!A33< s ók» en la parte que se refiere a la manera de garantizar 
el importe de lus derechos que corresponderían a los rieles 
expresados, si se consideraran mercadería común, y el plazo 
dentro del curl del* hacerse efectiva la lianza, pero mantuvo la 
misma reglamentación establecida en el articulo 21 para estos 
materiales, 

5. Que este decreto de 1906 fué ampliado por el de 23 
de I Cuero de ¡*tr»7 nue incluyó los travesanos, cuñas y eclisas, 

6." Que en consecuencia, habiendo la Sociedad denun- 
ciada realizado una operación no comprendida en los artícu- 
los 4. y 5* del Decreto Reglamenta rio de la Ley de Aduana, 
no lia tenido obligación de solicitar previamente el permiso a 
que alude el artículu 8." del Decreto Reglamentario de la Ley 
fie Aduana ni ha incurrido en otra sanción que la establecida 
en el Artículo 21 del Decreto de 31 de Diciembre de 1906. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo dictaminado por 
el Procurador Fiscal, fallo aliso! vende» de culpa y cargo a la 
Sociedad P. Baiier y Cía., «le la acusación contra ella de* 
dttCttJa, Notifírptese con el original, repóngase el pa[»l y en 
oportunidad archívese, — Mujuct t. fanttts. 

SGXTKXCIA l»K i.a CÁMARA l'KhERAI, mí M'KL.VCIoXKS 

Bucmt átre», NovltBtrc 8 de 1917. 

Vista en apelación la cansa seguida ¡x>r el Ministerio 
Fiscal v i>or don Vicente Oca contra P. Bauer y <>tr:>s \mr 
defraudación a la renta de Aduana y considerando (pie el dic- 
tamc n de fs, I2¿, del señor Procurador Fiscal ante esta Cá- 
mara importa un desistimiento de la apelación interpuesta 
¡jor el Ministerio Fiscal en primera instancia, de modo ípic- 
sólo cotresponde pronunciamiento acerca de los recurrís in- 
terpuestos por el denunciante Oca en cuanto al fondo, y por 
los Acusados, eii cuanto á ta* cusías, se confirma por sus fun- 
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damentos la sentencia de h. 113 que absuelve a tos acusadas, 
declarándose que no lia lugar a condenar en costas a ningu- 
na de las parte*. Repónganse las fs. en el Juzgado de Sec- 
ción. — Marcelino Escalada. — A, Urdinarrain. — J. N. A/«- 
tienzv. — T. Arias. 

VALUO Dfi f.A COK TE Sl'l'KKMA 

BMh» Atrei, Noviembre 30 de 1918. 

Autos y vistos: El recurso de hecho |x>r apelación dene- 
gada contra sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones 
de la CajHtal deducido por don Gregorio Garcia en repre- 
sentación de don Vicente F. Oca. en autos con P. Bauer y 
Compañía, sobre infracción al articulo 8." del Decreto Regla- 
mentario de la ley de Aduana número +933. 

Y considerando: 

(¿ue se ha sostenido par el recurrente que la sociedad 
P. Bauer y Compañía ha infringido los términos de la ley de 
Aduana citada, su Decreto Reglamentario y las Ordenanzas 
cuyas disposiciones ha invocado en la acusación como deuun* 
ciante. y habiéndose desconocido e l derecho alegado, proce- 
de el recurso extraordinario autorizado por el artículo 6." y 
su correlativo, artículo 14 de la ley número 48. 

Que lo establecido en el articulo 4." de la ley número 7.055 
no es de aplicarse por cuanto se refiere a tos recursos ordinarios 
en causas crimínales y no at extraordinario que se ha inter- 
puesto en la presente causa. 

I'or ello, oído el señor Procurador General y tic con- 
formidad con lo resuelto en casos auálgos. se declara mal 
denegado dicho recurso. 

Que por lo que hace a) fondo del asunto, por estimarse 
innecesaria mayor substanciación, atento a lo que resulta 
tlel informe de fs. 17. procede observarse que la sociedad de- 
mamlafla no ha realizado una operación comprendida en los 
artículos 4." y $. v del Decreto Reglamentario de la ley de 
Aduana número jj.oj.í. razón por la que no se encontraba en 
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obligación de solicitar el permiso preiio a «a* a | U(tc el ar 
tiento 8." del expresad» lácrete reglamentario, ni ha incurrí- 
.k> en otra sanción que en Ja establecida en el articulo 21 del 
nnsnio reglamento. 

QUe el referido articnU. jí no ha sido mortificado por el 
'lecreto de 22 ile Enero de ujo 7 y ha quedado subsistente 
en cnanto establece la obligación por parte de los interesa- 
dos de requerir la entrega de los artículos expresado* bajo 
una letra caueional at plazo de ciento ochenta días por el ¡ni- 
|*.rte de los derechos que le corresponderían a)x>nar para c! 
caso de que jos artículos recibieran otro destino. 

Que |>or consiguiente, y dado qi»e los demandados no hu- 
bieran comprobado dentro del término señalado que los ar- 
fuñios referidos habían sido cinteados en las obras de via- 
bilidad !iara que se acordó su ¡mutación, no habrían incu- 
rnifo en otra responsabilidad que la establecida con respecto 
al |>ago de la letra caucóme! que debió (Holgarse por el im- 
porté de los derechos que le correspondería si materiales 
indicados recibieran otro destino. 

Que en las mismas condiciones se encuentra lo relativo 
a los rieles IXvauville. desde que el dereto del Poder Kjecu- 
lívOi el ,11 de Diciembre de 190Ó, sólo modifico el articulo 21 
citado, en la |»arte relativa a la manera de garantizar el im- 
porte de los derechos fiscales, estableciendo textualmente que 
a los efectos de Ta aplicación de las franquicias de la ley nú- 
mero 4.0^ para los rieles IJecauville y de la compro! íación 
de su destino de viabilidad, los interesados garantizarán con 
una firma a satisfacción «le la aduana el importe de los dere- 
tlnw que correspondía a los rieles expresados, agregando que 
el pago de esta letra se hará efectivo si dentro del prime- tri- 
mestre subsiguiente al año de introducirse no se hubiera acre- 
ditado haberse dado por el importador el empleo que la ley 
señala o desde eme se compruebe (pie ha recibido un empleo 
diferente, como lo diseñe tatUbién el artículo 21 del decreto 
anteriormente citado. 

QtK el articulo 1.026 de las Ordenanzas en cuanto dis 
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jxnve que todo hecho que tienda a disminuir indebidamente 
la renta aunque no tenga una sanción especial será penado 
Con el comiso si la defraudación se intenta sobre la cantidad 
o la especie de la mercadería y con pago de dobles derechos 
si es sobre ta calidad, no sería de aplicación en el caso estan- 
do como está especialmente regido por la citada ley de Adua- 
na número 4.933. Esta ley declara libre de derechos de im- 
portación, entre otros artículos a las cuñas, rieles o acero, tra- 
vesanos de hierro o colizas para ferrocarriles o tranvías a 
\anor o a sangre o a electricidad y en material etc.. que son 
los que han sido introducidos por fc» demandados, y ya que- 
da dicho que por los Decretos del Poder Ejecutivo reglamen- 
tarios de esta ley ha quedado establecido que la responsabili- 
dad de los introductores está limitada al pago de la letra can- 
eional por el importe de los materiales introducida» cuan- 
do éstos reciñeren otro destino que los indicados en Us fran- 
quicias de la ley. 

Que por lo tanto y aún dado qtte el pago de esta letra 
no se Imbiera liecho efectivo en el caso sub judiec, esta cir- 
cunstancia sólo demostraría una omisión por parte de la re- 
partición a la que corresponde exigir su cumplimiento, |iero 
ello no podría autorizar la aplicación de una pena distinta a 
la establecida por las disposiciones que rigen especilmente el 
caso, como es la ley 4.933 y el artículo 21 del decreto regla- 
mentario. 

Que los fallos que se citan y que se registran en el tomo 
W> l«iffi"a 213 y 104 página 2x2 no son de aplicación en el 
caso sub judiar, por cuanto se refieren a lachos o preceden- 
tes distintos regidos por el decreto de 5 de Mayo de 1884, re. 
glamentario de la ley de ferrocarriles. 

Qtle el caso de autos está regido por la citada ley de 
Aduana numen» 4<)33 de Diciembre 20 tle njoj. la que en su 
artículo 25 dís]M>ne textualmente que: "Las mercaderías li- 
bres o favorecidas con derechos menores jior razón de su des- 
tino a la industria, a la fabricación especial o a la utilización 
común, serán despachados directamente por las aduanas en 
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la forma ^linaria y general can las precauciones que deter- 
mine el Poder Ejecutivo en Ja regí a natación ele esta ley" 
reglamentación que fué establecida por eJ decreto <lc Mayo 3 1 
de 1906 a cuyas disposiciones se ha ajustado estrictamente el 
fallo apelado como queda demostrado, 

ttir estos fundamentos se confirma la sentencia apelada- 
en la |>ane que ha sido materia del recurso. Molifiqúese v re- 
puestos los sellos archívese. 

A. BRNMKjO. _ NíCAVOI» G. DKL 

Somk. — D. E. Palacjo, 



Pon Ramón F. Soria, solicitando la cración y regencia de una 
escribanía de marina en Posadas 

IHCr \ M K!S OKI. SKÑok PkíK l'HAtNlH ílKNKRM, 

ButM* Airet. jiiaio TJét IMS 

Suprema Corte: 

En las actuaciones iniciadas por don Knrique Cafferata. 
solicitando la aplicación de medidas disciplinarias contra el 
escribado Nacional de Marina don Santiago Poso, expedí mi 
dictamen en la siguiente fortna: 

'*Xi la Constitución ni la ley orgánica ile la justicia fe- 
dcral atribuyen a V. E. superintendencia st>bre las escriba- 
«m* de marina". 

"El decreto de 30 de Diciembre de 1884, dictado por el 
Poder Ejecutivo sten<lo Ministro de Justicia el doctor Eduar- 
do Wtlde. no puede constitucionatmente atribuir a V. E. fun- 
dones que no le corres ponden y que no son necesarias fiara 
el ejercicio de la jurisdicción qre la Constitución le ha con- 
ferido'*. 

"La inspección <re escribanías es por su naturaleza de ca- 
rácter ejecutivo, como la inspección de registros del estado 
civil de Jas personas, registro mucho más importa nte por sus 
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consecuencias juriilkas que el registro ríe contratos relativos 
al comercio marítimo". 

"Mientras los actos jurídicos no tomen la forma de nn 
caso contencioso no están sometidos a la jurisdicción de los 
tribunales federales (ley 27, articulo 2."); y no hay razón 
alguna |»ra que los instrumentos destinados a hacer constar 
es>tos actos jurídicos caigan bajo esa jurisdicción'*. 

''Por otra parte, la dependencia inmediata en que los 
escribanos de marina se hallan respecto al Poder Ejecutivo, 
haría imposible a V. E., el ejercicio de una superintendencia 
exclusiva como la que le da la ley 4.055, artículos 10 y 1 r so- 
bre tos funcionarios de la justicia federal"". 

En tal virtud y reproduciendo dicho dictamen en el pre- 
sente caso, opino que V. R, 110 está habilitado para expedir el 
informe que se solícita y pido se sirva así declararlo. 

José Nicolás Matienso. 

l-.M.UJ m l .\ CORTK SUPREMA 

Biuvm Aire*, NoTkwbre 30 de 

Kxmo. señor: 

Con arreglo a Jo dispuesto en los artículos 171» 173, 177 
y 170 de la ley orgánica de los tribunales de la Capital nú- 
mero 1893, aplicables por analogía, el Poder Ejecutivo puede 
proveer la creación de la Escribanía de Marina que se indica, 
en iiersona que posea título de escribano público, que justi. 
fique su buena conducta y que otorgue la fianza correspon- 
diente. 

Respecto a k» dictaminado ]ior el señor Procurador Ge- 
ccraí, esta Corte considera que, aún cuando las medidas de 
siqierintendencia no pueden confundirse con la de jurisdicción 
a que se refiere la ley número 27 que se cita, (artículo 2") 
este tribunal carece en efecto, particularmente respecto a las 
escribanías situadas fuera de la Capital, de los medios de ins- 
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pcarión que esa su|>criniendeneía redama según los artículos 
Hjl, 'orj, y 223 ríe la ley orgánica diada. 
Devuélvase al Poder Ejecutivo. 

A. Kkrmcjo. — Nil.vnok G. nEi. 
Solar. — D. K. Palacio. — 

J. FlGUElOA AljCORTA. 

Kn la misma f celia se dictó igual resolución en el expe- 
diente iniciado por el I\serihano Nacional don Félix K. Mar- 
tínez, solicitando la creación y regencia de una KscrílKiiúa de 
Marina en el nimio punto. 

NOTAS 

t'nn fecha 5 de Noviembre tle lojg, la Corte Suprema 
ordenó se ocurriera donde corresponda, en el recurso de he- 
cho deducido p>r don Mate*» Moflía en autos con J. Tavcira. 
sobre cobro de pesos jior cuanto la anidación de un remate 
que se reclamaba, no era tm caso ele jurisdicción originaria dei 
Tribunal . 



Kn la misma fecha no se hizn lugar a la queja deducida |ior 
rli ni José M. Rosales, en la querella seguida contra Adolfo J. 
I.atmtigle (padre) i |x»r defraudación, usurpación de estado ci- 
vil y a¡imo de autoridad, que fundaba en c|tte "tanto el in- 
ferior como la Kxma. Cámara Federal, han resuelto esta que. 
relia no teniendo en cuenta las constancias de pruebas de au* 
tos. ni tampoco el derecho que me asiste como rpierellante". 
en razón de míe apreciación de pruebas constituye puntos de 
hcclin extraños al recurso extraordinario del articulo 14* 
ley número 48, 



lín 9 del mismri. 110 se hizo lugar a la queja deducida por 
tk.11 Roque Gaudiosi, en autos con Albino J,ottt. sobre daños 
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y jwrjuicios, |x>r cuanro la impugnación constitucional que se 
había opuesto contra una sentencia de ta Cámara de Apela- 
ciones en ol comercial, era extemporánea a los fine* fiel re- 
curso del artículo 14 de la ley número 48. 



Kn la misn ta fecha se declaro improcedente el recurso 
de apelación concedido |Xir la sala de primer turno del Supe- 
rior Tribunal de Justicia de la provincia de Santa Fe. en el 
juicio don Luis Bruneiti. su quiebra ¡ incidente sobre nombra- 
miento de martillen», en razón de que las sentencias definí ti. 
vas pronunciadas i«r los tribunales superiores de provincia, a 
que se refiere el artículo 14 de la ley número 48. son las que 
deciden una causa o se oponen a su continuación no re- 
vestir esc alcance la sentencia recurrida, que es puramente in- 
tertocutoria y resuelve un incidente de carácter procesal, o sea 
la forma de nombramiento de martiliero en un juicio de 
quiebra. 



Mi 16 del mismo. la Corte Suprema no hizo lugar a la 
queja deducida por don Canino Rodríguez Loreto en autos 
cOjfi Félix Miro (su testamentaria), sobre cobro hipotecario 
de j vesos, |wr constar de la propia exposición del recurrente 
que se había discutido únicamente, si la demanda sobre cobro 
liipiuvario de que se trataba correspondía a los jueces ordi- 
narios de la ciudad de La Plata o a los de la ciudad de Dota- 
res de la provincia de Buenos Aires, lo que implícitamente 
afecta las leyes de la iirovincia, cuya interpretación y aplica- 
ción son del resoné exclusivo de los trihunates loca'les. 



F,n la misma fecha se declaró igualmente improcedente. 
!a queja deducida por doña Clementína M, Viltafañe en au- 
tos son Agustín Tami, por cobro hipotecario de pesos, en ra- 
zón de tratarse de una demanda promovida por un extranje- 
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ro contra argentinos, cu que la jurisdicción ordinaria a pa ro- 
ce prorrogada por el primero. que gozaba del fuero federal y 
pudo renunciarlo. 



En la misma fecha, no se hizo lugar ul recurso de queja 
deducido, por don José (Irecco en autos con Fort i ni y Kasi- 
líeri. por desalojamiento, a mérito de que el artículo 41. inci- 
so 14. de la ley 10.3(11 por referirse a la Justicia de Paz de ta 
Capital, es de carácter local y i>or dio su interpretación y api i 
eacióu están fuera del alcance del recurso del articulo 14 de 
la ley número 48. 



Con fecha 2$; fué confirmada |**r la Corte Suprema, la 
sentencia dictada por la Cámara Federal de Apelaciones de 
La Plata, que imi>onía la pena de diez años y medio de peni- 
tenciaria a José del Carmen Aguilera; la que a su yisi modifi- 
caba la del señor Juez letrado del Territorio Nacional del 
Xeiiqnén, que lo condenó a sufrir la de diez y siete años y 
medio del presidio, como autor del delito de homicidio perpe- 
trado, eti la (wrsona «le Martin Campos, en el paraje denomi- 
nado "Vaca Muerta". Departamento de Las Lajas tic ese te- 
rritorio, el día ¿4 de Junio de 10,13. 



lín la misma fecha, la Corte Suprema declaró no haber 
lugar al recurso de ablación extraordinaria concedido por la 
Cámara 3.* de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de 
La Plata, provincia de Buenos Aires, deducido en el juicio 
''Mouncio Dntnosky, j*»r quiebra fraudulenta", en razón de 
que según la interpretación dada rehileraclaniente iior el tri- 
bunal a los artículos 14 y 15 de la ley 48. el término 1x1ra ín- 
tcrpoivcr la apelación extraordinaria que didios artículos au> 
lorizan, corre desde que se notifica la respetiva sentencia de- 
finitiva, y e n el caso, el recurso |«ira ante la Corte fué enta- 
blado cuando ya había transcurrido con exceso el término que 
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señala fa ley (le procedimientos {Art. 503, Código de Proec* 
dimicntos en lo Criminal!, a ta i|iie cabe agregar. <pic 110 lia 
existido restricción de la defensa eti míe fundaba su recur- 
so . puesto ijiie habia sido oído, pudo apelar de la sentencia 
y ejercitar sus derechos "eti la forma y con las so!emnidadc< 
establecidas por las leyes de procedimientos". 



Con Í celia 26, se declaró improcedente el recurso extraor- 
dinario concedido \kw la Cántara 2* de Apelaciones en lo Ci- 
vil y Comercial de Córdoba, eti el juicio seguido por el Fe- 
rrocarril Centra! Córdoba, sobre consignación, por cuanto la 
¿cinericia apelada se limitaba a declarar la procedencia del 
fuero federal y tío existir, en el caso, decisión contraria a ese 
privilegio fundado en la Constitución y ley de jurisdicción y 
competencia de 1863. como lo reipiiere el artículo 14 ríe la 
última. 



Con fecha 28 la Corte Suprema dictó sentencia en la 
cansa Fisco Nacional contra Angel liorroni. jmr reivindica- 
ción, en análogos términos y en el mismo sentido ipie la pro- 
nunciada con fecha 26 de Octubre en la causa seguida contra 
José María Berazatcgtii, (pie se registra en la página 230. de! 
& mismo tomo. 



Con fecha 28 det misino, no se hizo lugar al recurso de 
queja deducido |»r don Vitantonio Blasi — su sucesión. — 
en autos con Bernardo Lamhruschini. por cobro de pesOs, por 
resultar tjue en el cas*» se había tratado de la interpretación y 
aplicación de la ley 4.128. de carácter local y ajena por lo mis- 
mo, al reeurso extraordinario del artículo 6. u de ta ley 4.055 
y 14 de la ley número 48. a (pie se agrega, (pie la invocación 
del articulo 19 de la Constitución había sido hecho ex tempo- 
ráneo me nt<? a los fines del mismo recurso. 
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Coi: fecha 30 no se hizo lugar a la queja deducida por 
Francisco Oran en autos con el Departamento Nacional de 
Higiene, sobre cobro de una multa, por resultar 110 haberse 
interpuesto recurso alguno para ante la Corte Suprema, que 
le hubiera sido denegado. 



tin la misma fecha, tu» se hixo lugar, igualmente, ai re- 
curso de queja deducido por don Inocencio La fuente en autos 
Sabino Oambuti, sobre desalojamiento, cu razón de no haber- 
se interpuesto recurso alguno |»ara ante el tribunal, que le hu- 
biera sido denegado. 



Kn la misma fecha, fué confirmada la sentencia dictada 
por la Cinara Federal de Apelaciones de La Plata, ta que a 
su vez confirmó ta del señor Juez Letrado en k> Criminal y 
Cnrreccknial del Territorio de la Pampa Central, que conde- 
nú a Justiniano Gómez o (tavilani. a sufrir la pena de diez y 
nueve años de presidio, accesorios legales y costas, como autor 
del delito de lioiuicidio, atentado con anuas a la autoridad y 
lesiones, y a Juan Machado ]*or los detitos de atentad» con ar- 
mas y lesiones, a sufrir d<w años de la misma pena, accecorios 
y costas, delitos |»crpeirados en el pudrió de Macachin de di- 
cho territorio en las personas de los gendarmes Femando 
Cenia y Santiago del Pozc. respeclivaiucnte. el día 19 de 
Marzo de 1015. 



Kn la inisn 1a fecha, no se hizo lugar at recurso de queja 
deducido por don José de Martinek, en aitu*t con el Poder 
Ejecutivo, en razón de haberse deducido fuera del término pe- 
rentorio señalado por el artículo 2,11 de la ky mimen» 50, 
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Don Juan Botta en antas con rfoii Francisco P. Cancro, solwc 
desalojamiento. — Recurso de hecho. 

Sumario No puede ser revisada por la Corte Suprema una 
resolución de un juez de i." instancia, f|iie apreciando su 
propia jurisdicción, se limita a declarar bien denegado mi 
recurso llevado ante el mismo. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 

imctamkn* vm. siíSok rKOCl'KAUm t;i> NK'RAI, 

SutM* Alto. Novitatr* 23 tff Iffll. 

Suprema Corte: 

K1 artícilÉo 77 de la ley 10,301 de papel sellado |>rcseri- 
Ite rjtie toda acción cpie emerja del cumplimiento de dicha ley 
corres|x>nde al fuero ele la justicia -ordinaria <le la Capital. 

Kn presencia de esta disposición, cpie no estaba consig- 
nada en la ley anterior número 4.927. 110 pue<le atribuirse a 
los tribunales federales jurisdicción exclusiva en los casos de 
aplicación de la misma. 

H1 hcclio, por otra parte, de ser dictada una ley i*>r el 
Congreso Nacional no es suficiente |>ara míe la aplicación de 
ella constituya siempre un caso federal. E- V. así lo ha decla- 
rado con respec,,» a la ley de defensa social en las causas re- 
gistradas en los tomos 113, .páginas 263; tomo 117, página 
140 y otros, estableciendo <jue ella es mixta, de jurisdicción 
federal n ordinaria, según las circunstancias del Iwelio que 
unitiva su aplicación. 

Kn d mismo caso se encuentra la ley de papel sellado. 

Hila se refiere, no sólo a actrw o relaciones de orden pro. 
ccsal. sino también a actos o relaciones de orden local. Así. 
en cuanto establece impuestos sobre las solicitudes presenta- 
das al Congreso y a kis tribunales federales, no cabe duda de 
ntte se trata de una ley de jurisdicción federal. Pero cuando 
grava con un impuesto las promesas de compra-venta de bie 



FALUW DE LÁ CORTE Sl'l'RKMA 



nes raices en la capital y tcrritorii»s nacionales o las ael nacio- 
nes ante la justicia i- «cal de esos distritos, es evidente que el 
Congrev« legisla conio legislatura local y no como Congreso 
Nacional .para todas las provincias. 

Todo impuesto o procedimientos judiciales federales, e» 
federal: y todo impuesto a [wocedimientos judiciales locales, 
es /ocal; porque el impuesto en lo accesorio y la materia so- 
lirp la cual recae, es to |>rincipaf. 

El caso de autos se refiere a la aplicación de la ley de fa- 
lte! sellado a las actuaciones de la justicia local de esta Ca- 
pital, en un expediente iniciado ante la Justicia de Pa*. 

Tratándose pues de trilitiuales locales que aplican un im- 
puesto igualmente local no es posible fundar el recurso inter- 
puesto en el artículo 14 de la ley 48. como lo liace el aje- 
lante . 

I\«r li« que considero que aquél lia sidn l*ien denegado y 
pido a V. K. se sin'a asi declarado, 

José Nicolás Matwuso. 

FA1¿0 l*E l..\ CORTE SUPREMA 

Bumoi Aifw, Dfckwbrt 3 de 1918. 

Autos y vist«ts: |\1 recurso de hcelio por apelación de 
negada interpitcsf y j»or el ajx «derado de dan Juan Itotta en los 
autos soltre rigsatbjayi liento seguidos por don Francisco 
Cancro. 

Y o m s i ( icran do : 

tjue comí» consta en los autos remitidos t>or vía de infor- 
me el recurrente reclamó de la aplicación del artículo 20. in- 
ciso 1/' de la ley de scllus a los escrito^ «k- fs. íi y 12 a que 
aeiMiipañalia ecriilicadi* médicos, excúsate su inasistencia a 
una audiencia del juzgado y pedía suspensión y postergación 
para otro rlia, los que fueron substanciados, alegándose por c! 
recurrente que es*»s escritos no son tales, sino cartas o misiivs 
dirigidas al Señor Juez ífs. jt y 32). 
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Que como cmsu e n K * miamos autos, la resolución <M 
«ñor juei de i. a instancia de fs. 33 vuelta, que se pretende 
traer a ki revisión de esta Corte, como consta a fs. 34, se li- 
mita a declarar bien denegad» un recurso 1feva<k> ante «I mis- 
mo, apreciando su propia jurisdicción, lo que no puede ser 
revistió por esta Corte y es extraño a los lundamfentos de la 
queja sobre aplicación de una multa por infracción a la ley 
de papd sellado. 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor 
Procurador General, se declara bien denegado el recurso. No. 
tiftquesc y repuesto el papel archívese, devolviéndose los au- 
tos remitidos por vta de informe con transcripción de la 
presente * 

A. UKRMKJO. — Nli AMOR O. DKI, 

Soi.au. — D. E. Palacio. — 

J. FlGVKROA AUCOBTA. 



Pon Luis Brunetti (su quiebra): incidente sobre tiombramim- 

Jo de martiliero. 

Sumario: No corresponde el sello de reposición establecido 
por e¿ inciso 11 del artículo 31 de b ley 10.361, en un 
casi) en que. concedido pn- tm Superior Tribunal el re- 
curso extraordinario autor*- ¿rio por el artículo 14. fcy 
48. la Corte Suprema lo declara improcedente. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

mcTAMK* oki. sí Sor procurador gp.nkrai. 

tNW «TM. Pllllrtll i se mt. 

Suprema Corte: 

La resolución de V. E. de fs. 27. es revocatoria de la de 
fs. 15 vneha. dictada por d Superior Tribunal de Justicia de 



354 



FALLOS mí l»\ CORTIl sriURMA 



la provincia de Santa Ke. ai la parte que «acede Un recurso 
•te apelación que V. I*, ha declarado iniprom lente. 

No « trata ikt caso previsto en el inciso 1 1 del articu- 
lo ji de la ley 10.301. que exige reposición de un sello de diez 
pesos |x>r la foja en que el afielante se notifique de 1.4 reso- 
lución confirmatoria de las providencias y sentencias afiela- 
das en los juicios civiles y comerciales . 

IVjr ello, considero ipie río corresponde la rvspifetción or> 
denada ]K»r el inciso i), articulo ¿i. ley 10.361, sin perjuicio 
de que se re] Jungan los seHos de actuación. 

Joné Nicolás Matiettsu. 

I'AI.I.O W l,A OJHT1- SI PHKMA 

BntHt Atm. Diciembre 3 de 1»|8. 
Autos y vistos; No encontrando r-v comprendido el caso 
de autos, en la disposición establéenla en el inciso 1 1 del ar- 
ticulo ¿i ele la le>- mimen» 10. 36? y de conformidad con lo 
dictaminarlo por el señor Procurador (ieneral, déjase sin efec- 
to el proveído de fs. jo, y repuestos los sellos devuélvanse 
nmui está ordenado, 

A. Iíkhmkjo. — Nkwxok inx 

SíJUVK. — I). K. I\\1.AC10. -- 
J. FtRÜEROA, AU'OKTA. 



fhm f'rrfWto Várelo contra don José (\ Car bailo, sobre cobro 
de fi'sos. Contienda de competencia. 

Sumario: Ivs improcedente una contienda de competencia 
jjift mtovida cuando bahía terminado y:j en la otra juris- 
dicción, el juicio materia de dicha competencia* (Se pro 
movió hi CoMtentfe con interioridad a la notificación de 
la sentencia de trance y remate). 

Caso: I/i evpüean las piezas siguientes: 
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AL TU IHÍI, SIÍÑHK fL'IÍK líX Ul CIVÍt 

Li Puta. Setiembre |7 di: 1IIT. 

V vistos: 

No resultando cti forma alguna míe en el exhorto de 
fs. 54 a fa. 58. ^ píame? cuestión de competencia, desde que 
en él el .señor Jne* exhortante no lia declarado creerse corit- 
uetcnte y pedir la inhibición ctel infrascripto, simt que se limi- 
ta a fiedir ia iuspensión riel remate, ordenado y ya efectuado, 
al recibimiento tM exhorto; contéstese al señor juez exhor- 
tante, ton transcripción del presente, que habiéndole ya pro, 
ducido el remate, no es posible acceder a la suspensión solicita 
da, y corran los autos según su estado. Rep. la fs, — AtHfd 
Sánchez fitíti. — Ante mí: José M. Laurel. 

MTn HK(. SKÑOM ii'KZ |?X [,„ eiVII. 

é 

•«•M Aln*. Dfckmbrc ¡g <* jff| 

Kn mérito de b informado por el señor Juez doctor $;m~ 
diez Klía en su oficio de fs. 14. no obstante lo dictaminadíi por 
el. señor Agente Fiscal, el infrascripto resuelve no insistir en 
su competencia, Rep. las fs. — Kiatfembacf,. — Ante mí: 
J. ffc Gutierres Sáetts Valiente. 

VISTA FISCAL 

Exma. Cámaro: 

lis algo extraña la tramitación de este juicio. K] oficio de 
fs. 6 vuelta en que el Jnez d conumica su competencia al 
juez de I-a Plata, lo que implica recabarle se inhiba de seguir 
entendiendo en el asunto. ih> aparece contestado cu auMs. 
Sin eniliarp* a fs. 13 se elevan tos autos a la Suprema Corte 
Nacional dundo por trabada la contienda de compet encía. Kn 
caurhio el oficio del juez de U Plata, fs. 14 afirma haber 
oontesiatk» la inhibitoria recilwdd y sostiene que no existí- tal 
contienda iludiente. 
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Kl auto ilc fs. 3fi no insiste en la competencia a mérito 
dfe lo expiKsto por «4 otro juez en mi ohcio <le fs. 14. en H 
cual consta que «1 juicio seguido en La Plata es por cobro de 
un |*éstamo con garamta hipotecaria en d «tul *io se ha es 
tableado domicifto esjiecial para d cumplimiento de la obli- 
gación. 

A liora bien: desde que tal es «4 hecho, la acción para co- 
brar el crédito hipotecario ilebe seguirse ante el juez ikrl do- 
micilio <M deudor, pues la acción real es aok> acceda ría como 
b hipoteca misma y no procede la competencia en razón de ta 
ubicación del inmueble gravado. Tal es la jurisprudencia 
de V. E.: fáHo in re Wallace versus Capa. Holetin Judicial 
número I Virque prescindiendo de la constitución de un 

domicilio especial, la hipoteca — como Jo ha resuelto la Su- 
prema Corte Federal. Fallos CX XII. 308 — no obliga a de- 
mandar su cumplimiento ante el juez de la ubicación de los 
bienes gravados. Por eso la jurisprudencia ha establecido que 
debe conocer en la ejecución <rl juez del domicilio del deudor, si 
en el contrato no se señaló lugar para su ctiinplimtnto : Fallos 
CLX X X VI II , 2x0. Ka doctrina corriente es. pues, que <s per- 
s*maí la acción por cobro de un préstamo garantida por una 
hipoteca sobre inmuebles y, |»r consiguiente, debe entender 
d juez del domicilio del deudor. 

1.a única excepción — cuando no hay domicilio especial, 
tu cuyo raso éste fija la jurisdicción, — es la <|ue establecen 
los artículos 3.937 y .v> t S Cóiligo Civil míe independizan a la 
acción por oojiro ile hipotecas ite ta universalidad del juicio 
sucesorio o de concurso. Kn tal caso — Suprema Cnrte Fe- 
cierat : Fallos CXX1H. 145 — pueilen ser iniciadas ante el 
juez de ta ubicación dr los bienes, aunque no sea el <kH juicio 
universal. 

iVn». en d caso sttb judia*, se trata «le una ejecución 
contra 1111 deudor que. prima facie. lia prohado que su domi- 
cilio se encuentra ante otra jurisdicción. Luego, entonces, la 
otmqietencia del juez del domicilio resulta igualmente jusrífi- 
emiln prima fúcie. 
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É] fiscal os. por ello, de opinión que V. K. debe revocar el 
aitto apelado. — Ernesto Qucsada. 

MWTKKVU m M CASIARA g¿ DE W-JÍMCOKKS HN 1,0 CIVIF, 

Bhmm Ata», Abril 30 * Ifll. 

Y vistos: 

1W los fundamentos ife! diclamen que antecede de] se- 
ñor Fiscal de Cámara se revoca el auto apelado de fs 26 Fie- 
p0nga.se la fe Pico. - //r/ (/í( , ra . _ - Ante mi: 

Rafael I>. Mantilla. 

mevx&w m?i. si:vtm procubadom lk.vkrai. 

BwMt Airtt, rtovicnktc a 4* 1*1$. 

Suprema Corle: 

De las actuaciones acompañadas resulta q« e el denten, 
dado fué citado * remate el 22 de Mayo de 10,17 ( te. 17 <fel 
expediente tramita«k> en la Plata, con el fin de míe opusie- 
ra execciones a la ejecución y que, 110 habiéndolo heclto. sé 
dictó sentencia ile tnince y remate la que fué notificada d ó 
de Junio (diligencia de fs, 27). El ejecutado dejó consentir 
esta sentencia . 

IW-riornicnte. el 25 de Agosto, entabló contieiifla de 
competencia por inhibitoria ante el Juez de Primera Instan- 
cia eu lo Civil de la Capital. 

mto eontimto era ya extemjioráiiea, por haber termina- 
do el juicio a que se referia ( S, C. N.. tomo 121. |>ágina 327). 

líl ejecutado liabia ya prorrogado tácitamente la juris- 
dicción del Juez de J^i Pfata 0. C. N.. tomo 123. página 135). 

Kn \irtud de lo cxfwesto solicito de V. E, se sirva íkefa- 
rar improcedente la contienda trabada. 

José Nicolás Matiensa. 
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Nmh Airo, Díctente* S ét tM. 

Autos y vistos, ¡jo* de contienda <te competencia entre un 
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Jm-z de i." instancia en ki civil de la Capital y otro de igual 
rategoria ck- í^i Plata, para conocer en ta ejecución hipoteca- 
ría seguida aUte éste [mr don Perfecto V arela contra <im Ji^c 
C. Carlwllo. y 

Considerando : 

Cjtie según resulta de la diligencia de f*. 27 vuelta, aillos 
dv Plata, el ejecutado fué legalmente notificado de la sen- 
tencia- de trance y remate eí día 6 de Junio del añ<» próximo 
pasado, de 10,17. como lo fuera de la demanda e intimación 
de BagO ( fs. 17 >. en el misino domicilio indicado |X>r aquél 
ante el Juez de ta Capital, (fs. 13) sin f|ue liubie^ compa- 
recido. 

One recién en 2í de Agosto se presentó ante el Tribunal 
de la Capital. pi^nipyien<|p contienda de couipefcehcia, es de- 
cir, ruando había terminado en la jurisdicción de la provincia 
e4 juicio materia de rikha contienda, por lo míe rio puede es- 
timársela procedente. SCguri es df jurisprudencia musíanle 
( Kallos. touio tai, página 3^7 y jurisprudencia alli citada ). 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por el sc- 
fiar Procurador C.envral asi se declara. Previa reposición de 
seJlos, rtinitanse los auto» al Juez de La Plata, avisándole al 
«te la Capital en la forma de estilo. 

A. MlvUXMl.JO. — XICANOK C. UKL 

SmJíM. — D. K. Palacio. — 
J. Fice t: roa Auorta. 



fhnui Kosa Cohuci de Devoto contra el capitán de ta barca 
Humare", don John Mntler. ¡>or indemnización de danos 
v perjuicios, 

Sumario: 1." Una demanda [Mr indemnización de dimos y 
perjuicios ocasionados por la muerte de un estÜKithtr ocu- 
rrida a bordo de lirt limpie, al descender del mismo, ejer- 
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atando la acción mil tpte acuerda l¡ ley 9.688, es prima 
fút it\ uno ile los casos comprendió* en el artículo 100 
de la Constitución y articulo z:\ ftk& 10 <le la ley 4K. de 
jurisdicción y competencia, ctiyo o cocimiento corres 
ponde a la justicia federal. 

J," Las cuestiones acerca «le si habiéndose produ- 
cido él licoTio ctMi ocásión ile ejecutarse nn contrato de 
estiva a bordo de nn tinque y si jior ello, emito por otros 
motivos análogos, puede o no res|>onsaht]Tzarse al capi- 
tán, y si puede o nO estimarse» que el contrato habla ter- 
minado a los efectos de tal responsabilidad, son cuestio- 
nes que se refieren «i fundo y no a la jurnili-ción . 

Cmú \ í¡o explican las piezas siguientes: 

SKXTUXCIA OKI, }ri'./. VKUl'M \l, 

Htm«t Air»*. Dtait mbtt » tf« JB1T. 

Y vistos: Kstos auiivi seguidos por doña Risa Colueci de 
De vi un contra él capitán de la Isuva "l'inniure" John .Mullcr 
por indemnización <le daños y perjuicios, de cuyo estudio re- 
sulta . 

Que .'■ fs. d, se presenta don Fernando V. Valdez por la 
partí- actnra. manifestando «jue en su representación viene a 
tomar la correspondiente intervención en las actuaciones pro- 
movidas por el rX'partametiti ► Nacional del Trabajo contra 
el capitán de la barca "'Pínmore" con motivo del accidente 
que se produjo a Wdo de ese buque, ocasionando leí muerto 
de Angel f,uis Devoto, lujo de su mandante^ y de Basilio f : e- 
rrisi ambos estibadores. 

Que reconociilo el accidente jmr el demandado y deposi- 
tado en concepto de embargo el iinpirte ele la indttntn ¡¿ación 
correspondiente, promueve este juicio a fin de que se haga 
efectivo el pago de esa indemnización. )>ern auno aquel no 
admite re.-p>nsabiltd¡id de su parte y formula reserva expre 
sa de las acciones y derechos que le conijieten, debe si-r oído 
en la forma sumaria que determina la ley 0.0KR. 
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Que tes antecedentes que motivaron el hecha, obran en 
el Departamento Nací* mal del Trabajo y serán presentados 
corno prueba en caso necesario. Funda su derecho en los ar- 
Ikulas I • y 2. a inciso 4.' de la ley citada, pidiendo en su opor- 
tunidad sea condenado el demandado al íago de la suma de 
5.000 pesos rnutieda nacional, importe de la indemnización que 
reclama más los intereses y costas. 

Corrido traslado a fs. 12. lo evacúa por el demandado 
don Ernesto J. Borré manifestando que corresponde el recha- 
zo de la acción, con costas. 

Que cumpliendo con el precepto legal, niega cuando se 
afirma en la demanda y no condiga con te que i»asa a exponer 

Que el Departamento Nacional del Trabajo no tiene de- 
recho a solicitar emliargo e interdicción de salida de la salida 
de ta barca 41 Pínmore' ' encontrándose ella cargada y lista pa- 
ra salir; niega que el accidente se haya producido a bordb de 
la expresada barca : que Angel fciúrj Devoto sea hijo de la pe, 
tteíonante y que aquél haya tenido lugar durante el tiempo 
de la prestación de los servicios, ya con motivo y en ejercicio 
de la ocupación en qiie se emoleaha a la víctima o por caso 
fortuito o por fuerza mayor inherente al trabajo. 

I'or último niega que su mandante fuera el patrón de 
las víctimas del accidente que trabajaran por su cuenta, direc- 
ción o bajo sus órdenes, que ganaran un sueldo <le cinco pe- 
«e diarios, ni que corresponda abonar a su representado casn 
de ser declarado responsable, la suma de S °°o P** 418 inof>e,,a 
nacional por cada una de las mismas ; ni que tal indemnización 
deba ser entregada a tes parientes, sino a la Caja Nacional <k 
Jubilaciones y Pensiones según el articulo tr> de la ley q,68ft. 

Que rechaza jior incierta la aseveración de que el acciden- 
te haya sido reconocido por «* capitán de la barca, como a*i 
mismo el derecho de la actora a actuar en papel simple, pites 
de autos no resulta la relación de parente-sco con la \ictima. 
Qtie aneara su derecho en las disposiciones lagales citadas 
y en te establecido en el artículo 4.", "K isos a y b y artículo 
25 de la ley 0.688. reservándose el derecho tic recurrir para 



M Jl-STICIA DE LA NACION 



8*1 



ante la Suprema Curte por incunstituctonaliriad de dicha ley 
en sits artículos i.° y correlativos, en cnanto obliga a indem- 
nizar llanos inexistentes para el caso de no existir sucesores 
legítimos de las victimas. 

Abierta la causa a prueba se produce 4a que informa el 
certificado del actuario de fs. 0.3. sobre cuyo nitrito las par- 
tes han presentarlo los memoriales rpie obran a fs. 98 y 100 

Y considerando: 

Que en los términos como se ha trabado esta fitú. la com- 
l»etencía del Juzgado surge por razón; de la materia de acuer- 
do cotí Jo dispuesto en el articulo 2." inciso to che la ley nú- 
mero dehimdo resolver en primer término la relación de 
purcnticzco entre la actora y la víctima. que ha sido desco- 
nocida en la contestación a la demanda. 

(Jue de la* pruebas ofrecidas corre a fs. 25 la partida 
de nacimiento de Angel F. l>evotto como hijo legitimo de 
Francisco Devoto y de Rosa Colucci de Devotto. a fs. 36 ia 
partida de defunción Francisco Dvvoto padre de la victima y a 
fs, 20 la libreta de enrolamiento. Ks de notar que 110 se ha acre 
«litado el matrimonio de la achira con don Frascisco Devotto, 
pero los testigo Pedro Montano a fs. 43. Luis Montegriffo a 
fs. 34 vuelta y Abel Searabirio a fs. 46 declaran que Rosa 
0>lucci vivió siempre con Francisco DtevoUo hasta el faMe- 
cin liento de éste, habiendo sido considerarlos como esposos, 
y que su hijo Angel Francisco vivió jimio con sus padres, 
siendo actualmente el único sostén y ayuda do arguella. 

Que establecida así fe relación de madre e hijo, existen- 
te entre la parte actora y la víctima, es indiscutible d dere- 
cho que le asiste para ejercer la presente acción, y en cuya 
virtud corresponde examinar la defensta opuesta por el re- 
presentante del capitán de la barca "Pinmore", respecto a su 
ninguna responsabilidad en este accidente, por cuanto no era 
el patrón «le la víctima y que éste en sti carácter de estilla- 
dor. trabajó en el referido buque por cuenta del contratista 
Luis V. Carpí. 
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A este respecto tos testigos Jacques Halter a fs. 71. Luis 
V. Carpi a fs. 72 vuelta. Angel Conigliaro a fs. 78. Ewrardo 
Bolo a fs, 70 y Domingo Artiro a fs. W». declaran que los 
los señores Huiu y Wonnser eran Kns propietarios del cerca! 
(jtVe cargaba la barca Tinmore" como también los fletadores 
ele la nircma. llevando a capo la referida operación el contra- 
tista dun Lüis V. Ctiroi con sus medios propios y personal 
a sus órdenes, entre los cuales se bailaba Angel Devotto. vtC- 
tinui de este accfckrnte. de conformidad con lo expresado por 
la Aduana ile ta Capital a fs. 90. A fs. 50 corre el informe del 
Prefecto ( leñera 1 de Puertos, manifestando que et trabajo 
nocturno de carga a 1 ionio de la lia rea "Pinmore" terminó 
el 2$ de Febrero de 10 r 6 a las 10 y 30 \% m, y qitc el acci- 
dente en que fallecieron los estiliadons Angel Lui:. Devotto 
y Masillo Kerrisi, ocurrió el mismo (lía a las 10 y 40 p, ni,, 
lu «pie se halla de acuerdo con ias «locrtaraciiioes de los metí 
ciouadus testigos a! decir que el accidente se produjo por ro 
rotura de la escalera empleada cuando descendían del "Pin- 
more" a la laucha ipie los conducta a tierra y fc> corroltora e! 
Departamento Nacional fie! Trabajo en oí cxpi.-diwi.tc que co- 
rre )>or cnerda separada a fs. 2, 

Q«e de lo expuesto resulta «pie la muerte tic Devoto no 
tuvo Tugar mientras efectuaba la carga y estiba del cereal, 
sino que por el contrario este trabajo se había terminado 
completamente, produciéndose este accidente al descender 
la víctima p«>r la escalera fiel "Pinmore" a la lancha qKé de- 
bía conducirlo ¡1 tierra, evidenciándose asi. que tamo |»or la 
forma como sv produjo como por el medio o elemento que 
inotiui la muerte de l>e\ottk>, es manifiesta la responsabili- 
dad del capitán del "Pinmore" de conformidad con las dis- 
posiciones pertinentes det Código de Comercio, 

luí efecto, de acuento con los artículos i*>4 y 005. el ea- 
jiitán es el jefe del buque, siendo considerado delegado «le la 
autoridad pública para Ta conservación del orden y salvación 
de los pasajeros, gente de mar y carga, y como de autos re- 
sulta ipte l ( >s tralla j adores al retirarse se amontonaban so- 
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bre l.i escalera recargánikila can un peso excesivo, no liabiéti. 
iloso acreditado tampoco que ésta fuera nueva, man i f estan- 
tío lo contrario algunos testigos cu el suma rio insimulo al 
efecto, forzoso es reconocer la responsabilidad que incumbe 
ai capitán cu este accidente, atenta ta obligación en que se 
hallaba de suministrar a los estibadores en las deludas con- 
diciones, los elementos necesarios para defender del biunie 

One en >ti virtud, de acuerdo con lo dispuesto en los ar- 
líenlos i.icxj y 1.113 del Código Civil y artículos 1." y S." de 
la ley número ().688, tratándose de ti» trabajador que gana- 
ba 5 pftSOsl nú meda nacional diarios según lo ma ni ftista la Di- 
rección X ación al de Trabajo a fs. corresponde fijar por 
toda indemnización la Mima de 5.000 pesos moneda nacional, 
sin perjuicio de las acciones que pueda tener el capitán John 
M nller contra don Luis V. Carpi como contralista de la car- 
ga y estiba de la referencia. 

Por estos fundamentos fallo, condenando al capitán de 
tle Ja burea ** Pinnii »re" John Muller |iaguc a doña Rosa Cu- 
hicci de Devotto la cantidad de cinco mil pesos moneda na- 
cional por toda indemnización, 0111 las costas en el orden ca> 
sado atenta la naturaleza de la cuestión debatida. Xoti fique - 
se y rejxíngase !as fojas. -- Manuel H, de Anchon'na. 

St'XTKMT.V OK CÁMAH \ l-'l-UKK \1. RK I. \ CAPITAL 

Buenos Air«, Junto IÜ de UUfl 

\'istos y considerando: 

1 " Que como lo ha réaitdto esta Cámara en autos ca- 
ratulados 'Defensor de lncapíiccs contra la empresa del Fe 
rrocarril Central Argentino por daños y peruieitw", sentencia 
continuada j*or la Corte Suprema en fallo que registra el te 
1110 126, |KLgina 315, las responsabilidades j>or accidente <ld 
trabajo a que se refiere la ley <>.<iSíí y que nacen de hechos qeu- 
rriríos en la ejecución o cumplimiento de contratos entre pa- 
irónos a obreros, son de carácter común, de la naturaleza de 
les previstos en el Código Civil, según quedó consignado en 



M4 



f «A©§ oc la com KirUMA 



ta discii.sión parlamentaria de dicha ley. lo que se infiere, ade- 
más, de varías disposiciones de la misma. 

a. w Que, por tanto, como lo observa el señor Procura, 
dor Fiscal de Cámara, el presente caso no se encuentra com- 
prendido en los términos del articulo 2.°, incisos i* ley 48 so- 
bre jurisdicción y competencia de los tribunales federales. 

V 0"*. por otra parte, si bien el accidente de t|iie 
victima Angel Devoto se produjo con ocasión de stt estada a bor- 
do de la barca "Pinmore" de los antecedentes de autos resulta 
que la caída al agua tle Devoto tuvo lugar en momento* en 
que se retiraba dd buque, después de terminado su trabajo, 
y no durante las operaciones de estiba de la carga que se ha- 
bia realizado a bordo, 

4." Que la Corte Suprenta al declarar que, con arreglo 
al articulo 2. , inciso 10 de la ley 48, corresponde a la justi- 
cia federal el conocimiento fie una causa «n que se ejercita 
acción civil por daños a consecuencia de accidente atribuido 
a culpa o negligencia de tos empleados de un buque, se ha 
referido i 11 variablemente a sucesos acaecidos durante una 
operación de carga. l»eeho relacionado con la nagegación y 
comercio marítimo. fFalbw. tomo 6y, página 404 v 448; ?f» 
pagina 382: 81 página 234). 

5° Que |>or consiguiente, tampoco se encuentra com- 
prendido el caso sub judice en tos términos dd articulo 2. a , 
inciso 10 de la ley de jurisdicción y competencia. 

Por ello y no apareciendo de autos que surta el fuero 
por razón de las personas, de «informidad con lo dictamina- 
do por el «ñor Procurador Fiscal de Cámara se declara que 
el conocimiento y decisión del presente juicio no compete a 
la justicia federal, y. en con secuencia, se deja sin efecto lo 
actuado. Devuélvase y repóngase las f*. en primera instan- 
cia. — T. Arias — A. Urdinarrain. — M andino Recatada. 

liICTAMKN OlU, SEÑOR PKOCirKAlMlK i.KXI-HAl. 

Nmm Mu*. Hortcmhrt I «t IBIS. 

Suprema Corte: La acción deducida i»or doña Rosa 
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Cclucci de Devoto contra don Juan Muller. capitán de la bar- 
ca ingesa "Pinmore", e» por indemnización que la actora ure. 
leude que se le debe por la muerte de sti hijo Angel Devoto 
ocurrida con motivo del trabajo de estiba que practicaba en 
ese buque, en el puerto de esta capital. 

Ks evidente que la causa versa sobre el cumplimiento de 
tas obligaciones del capitán y tripulantes por hecho relacio- 
nado con la navegación y comercio marítimo, circunstancias 
que colocan ai caso bajo ta jt indicción federal, con sujeción 
al Art. loo de la Constitución Nacional y Art. av. inciso 10 de la 
ley número 48 de 14 de Septiembre de 1.863. como V. K. lo 
declaró en los casos análogos que se registran en la colección 
de faílos. tomo 6y. página 404 y 448, y 76, página 382. 

Ui jurisdicción marítima, como lo dijo Storv (On the 
Constitución. § i&jfi) abraza dos grandes clases de casos, una 
dependiente del lugar y otra de la natural cía dd contrato. 1.a 
primera es refiere a actos o daños hechos en alta mar, donde 
todas las naciones pretenden derecho común y común juris- 
dicción ; o actos o danos hechos sobre las cortas del mar; 
a. a lo más. actos o daños hecho dentro de las mareas alta y 
baja. La segunda se refiere a contratos, reclamos y senicios 
puramente marítimos y tocante a derechos y deberes perte- 
necientes al comercio y navegación. I«a primera es divisible 
a su vez en dos grandes ramas, abrazando la una las eaptu- 
ras y cuestiones de presas que surgen j»rc beiii abrazando la 
otra actos, agravios y daños de competencia estrictamente ci- 
vil: independientes de las operaciones bdtcas'V. 

I\**terk>nnente, la Corte Suprema de los Estados Uni- 
dos ha haclarado que ta jurisdicción marítima se extiende a 
todos los lagos y ríos navegables (20 Howard 2of>; Cooley : 
Principies of Constitutiímal Law. edición de iflftí$, página 
139; WhMeughy. Constitucional Law. edición de 1910, párra- 
fos 637, 638 y 639) . 

Kn el caso presente, -no cabe la menor chula de que el 
daño cuya reparación reclama la demandante se lia produci- 
do en un -lugar sujeto a la jurisdicción marítima. 
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Si el estiljador muerto al romperse la escalera por la que 
bajaba del buque había terminado .1 un su trabajo y putei 
o nu hacer responsable al Capitán SQB cuestiones relativas al 
fr.,ido del pleito y no a la jurisdkvión . 

Por c*tas razones. pido a V. Iv. se sirva declarar com- 
petente a la justicia federal, en este caso, revoean<lo la sen- 
tencia de la Cámara Federal de Apelación, 

José Nicolás Matii'it&j. 

vMiUn i>k u CORTK üremiM ^ 

Hítenos Alirt. DicletnbM 5 tít 1918. 

Vistos y considerando: 

Otie no se lia puesto en duda que Devoto se encontraba 
a borilo de la lia ira inglesa 'Timnore" como estik-tdor. cuan- 
do, citando al descender de ta misma ocurrió el accidente pm 
el que se reclaman indemn i/aciones mediante la acción civil 
en tablada, 

Qjué el caso, en 4a circunstancia mencionada es prima 
/cii íc. uno de los comprendidos en el articulo too de la Cons. 
tit lición y articulo _v* inc. 10 de la ley N." 48 de jurisdicción y 
o impotencia porque a los finés de ésra no es posible separar los 
momentos precisos en que el Hecho se produjo. (Fallos, to- 
mo fui. página 448». 

t>ne si bien p>r razón de la ley mimen 1 <>.rií<8, el caso no 
e> de la competencia de la justicia federal, contó se lia de- 
clarado en el fallo del lomo ra6¿ ingina 315. etlo significa 
únicamente que «1 aquel 110 s v trataba de mi * de los eoni- 
prendidos en el artículo inciso ir de la ley número 48. 
Opino lo sienta la sentencia apelada, disiinto a! previsto en 
el inciso 10 del mismo articulo, que se refiere al cumplimien- 
to fie I.ts obligaciones dH capitán |tor hechos e»«itratos eon- 
ci.-ritirnies a la nevegaeión y eomerci 1 marítimo. 

Oue el fallo del tomo 70. página ,í8¿. se refiere a acci- 
dentes sufrido por persona extraña a la tripulación y per- 
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MUial de estibadores, que jwr actos o hechos de uno de éstos 
en desempeño de su cúmel; i do ocasionó el accidente . 

Que asimismo et fallo del tomo 81, página ¿,U, Pfak 
biect que el hecho que motiva la aeciun procede de un con- 
trato sobre entiba de un buque stifto en el puerto y r|iie se 
ha i roducido en la l*>dcg;i del mismo buque, según las ver- 
siones fie la demanda. 

Que en el caso de autos el hecho se produjo con ocasión 
de ejecutarse un contrato de estiba y a bordo de la barca que 
se cargaba según se afirma; y si por ello, coino |ior otros 
motivos análogos puede o no responsabilizarse al capitán, v 
si [mede o no estimarse que el contrato había terminado a 
los efectos de tal responsabilidad son cuestiones, como otras, 
que según lo observa el señor Procurador General, se refie- 
ren al futido, de acuerdo con lo alegado, y no a la jurisdicción 

Por dio y conforme con ta dictaminado por el señor 
Procurador General, se revwa la eiitewia apelada y en con- 
secuencia devuélvanse los autos a la Cámara Federal de su 
procedencia para que reasumiendo la jurisdicción de que se 
ha desprendido resuelva sobre d fondo to que corresponda. 
Molifiqúese, y repóngase el papel ante dicho tribunal. 

A. Ííehmkjo. — Nicanor G. del 
SolA*. — D. E. Palacio. — 

J. FlGUEROA ALCORtA. 



Señores Cenond y Snrin en autos con la sociedad anónima "La 
Platease", sobre desalojamiento. Recurso de hecho 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 
14. ley 48, contra una resolución de la Suprema Corte di- 
ta provincia de tíñenos Aires que desestima un recurso de 
queja |>or considerar que contra las sentencias fie segunda 
instancia 110 xisten otros recursos fuera de los «le ineonsti- 
tucioualidnd e inaplicabilidad fie le> , (Hs decir, tina re- 
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solución sobre «I alcance ile su propia jurisdicción, inter- 
pretando y aplicando leyes procesales, no impugnada* co. 
n*> contrarias a la Constitución Nacional; resolución que 
por otra parte, no es la .sentencia definitiva del caso a ios 
fines del recurso extraordinario para ante la Corte Su- 
prema ) . 

f'íiíií: tfói L-xpHca n las piezas siguientes: 

DICTA M KN I>R|. SEÑOR PROCURADOR CKKKHAI. 

Suprema Corte: 

I-a resolución de fs. 176 de la Suprema Corte de justicia 
fie la provincia de Buenos Aires, contra la míe se interpone re- 
curso de apelación ante V. ÉL se Ihnita a resolver cuestiones 
de orden procesal local, cuya remisión no corresponde a la jn. 
risdicíón de V. K. 

I\>r otra parte, el juicio «le desalojo en el cual se ha dicta- 
do sentencia termina con el falto del juez de primera instan- 
cia, según lo lia resuelto la Cámara Segunda de Apelaciones a 
fs. 5 vta . del expediente agregado número 19.O20. 181. al des- 
estimar el recurso de queja interpuesto, aplicando disposiciones 
del Código de Procedimientos de la provincia <le Rueños Aires, 
jtor cuya razón dicha setencia delx* considerarse definitiva a los 
fines del recurso extraordinario que autoriza el artículo 14 de 
la ley 48. 

Habiendo sido mitificada al altante la sentencia de desa- 
lojo el 8 de Octulire (diligencia de fs. 138 de los autos princi- 
pales >, aquél ha dejado vencer el término de cinco días acordado . 
por el Art. 208 de la ley nacional de procedimientos para Ínter- 
in mer recurso ante V. Fí. recurso que sólo deitujo (-4 8 de No- 
viembre . 

Por otra parte, la apelación deducida de fs. i8> contra la 
resolución de la Suprema Corte de la provincia, lo ha sido en 
forma de apelación ordinaria para una nueva instancia no an- 
torizada por la ley citada número 48. 
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Finalmente, para que el recurso que permite mterj>oner el 
articulo 14 de esa ley |iueda prosperar, es menester, como lo 
prescribe el articulo 15 siguiente, que el fundamento <lc la que- 
ja aparezca de auros y tenga una relación directa e inmediata 
con las cuestiones de validez de los artículos de la Constitución, 
tratados o comisiones en disputa . El inficionante se ha limita- 
tado a nna mera inteq>osición <k la ablación. 

Por lo expuesto considero bien denegado oí recurso y pido 
a V. K. se sirva así declararlo. 

José Nicolás Matienzo. 

P.VIJ.O DK K\ tORTK SI'l'RKM A 

Bumm Alm, Dkeimbrc 7 de ifi*. 

Anlios y vistos : Kl recurso de hecho por denegación del 
extraordinario autorizado por el artículo 14 de la ley 48, y 6." 
de la ley 4 055. interpuesto por los señores ( k'nond y Surin, 
en el juiciu que contra 4os mismos sigue la Sociedad Anónima 
"1.a Platense" por desalojo. 

Y considerando: 

Que según lo expresa d recamarte, la apelación extraor- 
dinaria se interpone contra una resolución de la Suprema Cor- 
te de la provincia de Buenos Aires que desestimó un recurso de 
queja por consklerar que contra las sentencias de segunda ins- 
tancia no existen otros recursos fuera fie los extraordinarios 
de ineonsiítucionalidad e tnaplicabilidad de ley ( f s. 1 76 vuelta, 
expediente 13.064). 

Que con arreglo a lo establéenlo en casos análogos. las 
resoluciones de aquel tribunal sobre el alcance de su propia 
jurisdicción, fundada en este caso en los artículos 354 y 390 
del Código de Procedimientos local, no puede ser revisadas por 
esta Corte Suprema, pues la interpretación y aplicación de le 
yes locales no impugnadas como contrarias a la Constitución, 
«nn ajenas al recurso extraordinario que autorizan los artícu- 
los invocados de las leyes 48 y 4.»55. I Faltos, tapo 127, ingi- 
na 283 y jurisprudencia allí citada). 
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Que además, y corno lo observa acertada mente el señor 
Pn .curador General, la res. tinción de la Suprema Corte de la 
Provincia no es la sentencia definitiva «leí caso a los efectos 
de este recurso, pues la i|ue lia puesto fin al itU.il*> es la del 
Juez de i • Instamca que. con arreglo a las leyes locales, cansa 
ejecutoria, y c.tntra esa sentencia no se lia interpuesto recurso 
alguno para ante este tribunal, lo fjile se agrega que la simple 
manifestación de que se apela lis. 181 expediente citado) no 
iinqnirtH interponer el recurso cxiraonlinariof Fnllos. tonu, 
i ¿7- Ingina 14) . 

Por ello, y atento lo expuesto y pedid,. p>r el señor Pro, 
curador General, se declara m» haber lugar al recurso. Úoiu 
#$üm> re|xVngase el papel y archívese, debiendo devolverse 
los autos venidos por vía de informe a! tribunal do prudencia, 
con trascrijKnón de la presóme. 

A. lil'KMKjo. — NlCAMHt O. i'Ki. 

Solar. — I). |. Palacio. — 
J. l ? n:uKKo.\ Ai.cort.v 



fon Arturo Porto en untos eo„ los señores Saint Hermanos, 
sobre infracción a ta ley de mitráis. Recurso de hecho. 

Sumario: &o procede d recurso extraordinaria fiel articulo 
1 +. lev cmnra una sentencia de la Cámara Federal de 
la Capital, que condona a sufrir una pena jiur infracción a 
la ley <|c marcas, ftmdada en (pie *■ según lo establece la 
sentencia apduria. .'del Juez Federal), haciendo una apre- 
ciación exacta de los hechos, las ctiqueías con que distin- 
gue sus productos el acusado, constituyen una imitación 
Ijiien caracterizada de las que usa el querellante". ( Ks 
decir, un sentencia basada en eonsiderac iones de hecho 
que 110 puede ser revisada en dicho recurso). 

Caso : F,o* explican tas piezas siguientes : 
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IMCTAMKN tm. SIÍXOK J'RoirKAlKíH C.KXKKAL 

Buenos Aira, Noviembre 36 de I9IB. 

Suprema Corte: 

La sentencia que nv.>ttva este recurso de hecho ha sido 
dictada i»or la Cámara Federal de Apelaciones de la Capital 
en la querella criminal eiitalriaila Saint Hermanos, contra 
José l'orto por infracción a la ley de marcas .número j.0.73. 
Tal resulta de la propia eX|iosición que liace el recurrente y 
del informe expedido \»>r la Cámara. 

La sentencia referida condena til querellado fundándose 
en apreciaciones de hecho, punto cuya revisión esca|>a a la 
jurisdicción de V*. *]•*. 

Además, según lo establece el articulo 4," de la ley ".055. 
las sentencian dictadas en jueio erítninal por la expresada Cá- 
mara cíe la Capital, son inapelables. 

Considero |«>r ello, bien denegado el recurso interpuesto 
y pido a V. K. se sirva a<ú declararlo. 

José Nicolás Mat tensa. 

ÉjfttyO D'Ñ M cois** SUPUKMA 

ButBM Aim, Dicleabre 10 de 19't. 

Autos y vistos: Kl recurso de queja jx>r apelación dene- 
gada, interpuesto |>or don José Porto, ourtra sentencia de la 
Cámara Federal de la Capital que lo condena a sufrir una 
pena en la causa que le han seguido lt>s señores Saint herma- 
nas, sobre infracción a la ley de marcas, y 

Considerando: 

One la sentencia recurrida según se ve a fs. 6 del infor- 
me de la Cámara, expresa categóricamente ¡ "Qíw según lo 
establece la seitrtcncia af telada — hacícitdn tina apreciación 
exacta de los hechos — las etiquetas con que distingue sus 
prodntos el acusado constituyen una imitación bien caracte- 
rizada de las qtk- usíi el querellante'* . 
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Que siendo lo antes expresado el fundamento de la sen. 
tencia, no es dudoso que <rHa se basa en consideraciones de 
hecho que no pueden ser revisadas en et recurso extraordi- 
nario, según es de jurisprudencia constante 

Que a mayor abundamiento puede observarse que el ar- 
ticulo j 8 de la Constitución, invocado recién al interponer el 
recurso |»ra decir que ha sido coartada la defensa, por cuan- 
to no se le ha oído respecto al hecho y el derecho citado, en la 
sentencia de primera instancia, lo ha sido tardíamente a los fines 
del recurso extraordinario; siendo además de notarse que res- 
pecto a la aplicación del inciso y artículo 48 de la ley núme. 
r ° 3°75- en v«í del inciso 4.* que invocaran tos querellantes 
según Í6 dice, de la propia exposición del recurrente se des- 
prenrle que fué oído sobre el particular en la segunda instan- 
cia, no tratándose por otra parte et» el caso de la inteligen- 
cia de la disposición legaf que le ha sido aplicada. 

Que por lo que respecta al articulo 66 de la ley antes re- 
fcriíla, debe observarse que no se trata de una causa «seguida 
de oficio, sino a instancia de parte; y sí los tarros conte- 
nían o no productos para la aplicación del articulo 51 de dicha 
ley. es asimismo tma cuestión de hecho y por tanto ajena al 
recurso interjHiesto. 

Por ello y conforme con lo expuesto y |>edido [m el se- 
ñor IWunular General, se declara no haber lugar al recur- 
so. Xotif límese, repóngase el y archívese. 

A. Iti-ií \ikj o. — Nicanor O, nBL 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J, FlCUKROA ALCORTA. 



Antonia P. Maliardo en autos con Pascual Waidtmnn, sobrj 
coitro de fiesos. Recurso de hecho 

Sumario: 1.a invocación del fnern federal al interponer el 
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recurso extraordinario, es extemporánea a La» fines del 
mismo. 

Caso: l«o explican las piezas siguientes: 

OHTAMtiN ORI. SEXOS l'Ki id' HAlhiH KEKERAI, 

BiMMt JUftt, AfMta 10 de 1916 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario autorizado \wr d artículo 14, 
inciso ,V de la ley 48 procede cuando la cuestión federal es 
propuesta y discutida oportunamente. La i>etieión que ex- 
temporáneamente hacen el recurrente al notificarse de la sen- 
tencia de segunda instancia que desestima las excepciones 
opuestas a fs. 13. entre las que 110 figura la alegación fiel fue- 
ro federal, hace que el recurso sea improcedente, como lo ha 
declarado V. K. en numerosos casos. 

IW lo qtte pido a V. I\. se sirva declarar bien denegada 
la apelación interpuesta. 

losé Nicolás Maticnso. 

hWi.W DK I.A CORTE SUPREMA 

Bwnw Atan. tHttmbtt IQ 4t Wi. 

Autos y vistos: l\l recurrí de queja por apelación ex- 
traordinaria denegarla, interpuesto por don Antonio P. Ma- 
Nardo, contra sentencia de la Cámara en lo Comercial de Ta 
Capital, en los autos ejecutivos que le sigue don Pascual 
Wahlmann. y 

Considerando : 

Que en la sentencia corriente a fs. 07 de los autos ve- 
nidos i*>r vía de informe, no aparece que el recurrente haya 
invocado en tiempo oportuno el privilegio del fuero fede- 
ral. que menciona recién al interponer el recurso, por cuyo 
moti\o se le ha negado la apelación, contó se hace constar ex- 
presamente, en la providencia denegatoria de fs. Si de tos 
mismos autos. 



aM 9 aixm di la corrí supisha 

<Jue en eonseenciieia corrcspotMÍe estimar extemjinráiica 
mente manit estada !a garantía u privilegia a que pretende aco- 
gerse según es de jurisprudencia constante. 

Por ello y conforme ©on 61 expuesto v pedidn | Mr el se 
ímr Proairaóor General, su declara bien denegado el pecAtrao. 
Notifíquese y repuesto el |Ki]>el arehivese, devolviéndose los 
atítos vámdos por vía dé iftfornie con testimonio de la pre- 
sentí-. 

A. fÍKKMKja — \n-A\oK G, m:r, 
fíni^vtt. — D. K. Palacio. — 
J. Kir.rKmiA Au*"Rta. 



jmm M, ¿Utolaquirre contra la provincia de Hntrc Ríos, so- 
bre incoHstitua'orwlidad del etíbm del impuesto de ta 
Nada. 

$n>nar¡» , VA impuesto «le tablada tíé la ley de la provincia 
fie Entre Ríos, de jo de Octubre de igltg, exigido y pa. 
í«ado al efectuarse la extracción de haciendas a otra pro. 
vtncia y con motivo de esa extradiceión, es \iolatorio de! 
articulo 10 de Ja Constitución Nacional y procede en 
coii>ccnei}eia t su devolución . 

Cas»: |.n explica el siguiente : 

i'AU.o m: I.A l'uRTK Sl'l'KKM \ 

Hiimoi Mrtt. Diciembre 12 át 1918. 

Vstos : Don Antonio Y. Gattij por don Juan María A!- 
lolaguim- demanda n la provincia de Kntre Ríos :i fin que fe 
declare inconstitucional el el tro i|ite lia efectuado a *ai man- 
dame de la suma de cuatro mil cien pesos moneda naeiohal 
en- concepto de impuesto de tábSáda, que lia motivado la pro- 
testa que acompaña y expone: 

Une su mandante posee eslaljlecinm utos ^maderos en 
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líuenos Aires. Santa Fe y Córdoba y debido a la prolongada 
sequía en esas regiones se vió obligado a sacar transitoria- 
mente g%m i>arie Ae sus haciendas jKira llevarlas a «Aros lu- 
gares donde |*udieran sostenerse. 

Que alguno* lotes fueron llevados a las slas Uehiguana^ 
j ;il trasladar nuevamenlo los animales a los establecimiento^ 
originarios se le exigió el aliono de cierta suma al tesoro de la 
provincia dé Ihjtjje Kios. 

Que ese hitlMK'Sto es contrario a nuestra carta orgánica 
que declara libre de derechos la ciroriación de los productos 
nacionales en el interior de la República y prohil* apresa- 
mente la implantación de Aduanas provinciales que. en el cas-, 
funcionan bajo el nombre de receptorías . 

hmwa los artículos 4. « Y (l 7- í<tf¡$0 l¿ la 

Constitución y la jtiri«|M-u dencia d e esta Corte, entesando que 
el impuesto de tablada de la ley dictada en la provincia de 
Entre Kios en ujoK que con modificaciones aun más gravosas 
desde el 29 de Octubre de tyi 5. todavía rige en la actualidad 
bajo el número ¿.508. aplicado a los productos que se ex- 
traen de la Provincia es un gravamen a la exornación, y 
que en el caso que motiva esta demanda resulta ser tam- 
bién 1111 impuesto «le tránsito hiterproviiieial , 

QtiC ore vio* los trámites correspondientes se dicte sen- 
U-ncia decía raudo inconstitucional el cobro que >c ba efectua- 
do a su mandante, de la simia de cuatro mil cien pesos uv»- 
iseda nacional de curso legal 14. 100 $J< cuya restitución re- 
elama con intereses y costas. 

Corrido traslado de ta demanda la contesta don l'.rues- 
to lí. l'Veposi por la provincia de Entre Kios y pide su re- 
chazo con costas exponiendo: 

Om- es inexacto (|ue el impuesto cobrado al actor consti- 
tuya un impuesto al tránsito o a la ecuación o que en for- 
ma alguna sea inconstitucional 

Oue 4 íénor Altolagutrre en el año de 1916 llevo a la 
isla de las Lcchiguana*. provincia de Entre Kios. \arias ar- 
tillas ( k- ganado y no expresó que fueran de tránsito las ha- 
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ciendas que mitraron sm ninguna traba y que ([tillaron allí 
incorporadas a los valores y riqueza imitaría fie la provincia. 

Que después tic tener esas haciendas varios meses en 
Hnfre Ríos o sea un tiempo muchísimo mayor que el acón la - 
(io en le* reglamentos y leyes sobre la permanencia libre de 
gravámenes ( | t . hacienda de tránsito y después de haber en con. 
secuencia aprovecha** ele la productividad de sus campos y 
de los servicios de |H>licía y de seguridad y estando incorpo- 
rad»* a la riqueza pecuaria de la provincia. Altolagiiirre so. 
licitó los t>ermisns y guías ¡mra disponer de esas haciendas 
y fué en tal o|K>rttmidad «me se le cobró el impuesto estable- 
cido por la ley de 29 de Octubre de 1915. ampliación de ta 
sancionada en njoR. 

Q&é ese impuesto no vulnera en manera alguna la libre 
oircti ración de los efectos de producción nacional a cpie alu- 
de el artículo 10 de la Constitución, ni constituye una traba a 
la libertad d e comercio inter provincial y es por lo tanto mía 
de los exteriorizaciones de las cargas legitimas ipue este alto 
tribunal ha reconocido en reiterados pronunciamientos que 
las provincias pueden ordenar sobre bienes incorporados a su 
riqueza, aunque en su origen hayan venido de otras pro- 
vrncias . 

Kccihida la cansa a pruclia y producida la que expresa 
el certificado de fs. <*> las |wrtes presentaron sus respectivo-; 
fcdegatos y oído el señor Procurador ("¡enera!, se dictó la pre- 
videncia de átifos para definitiva. 

V considerando: 

<Jue los hechos en qué se f muta la demanda p sean 
la traslación de ganado de propiedad de Altologuirre a la 
isla de las I.ecbiguanas en el año h>i6 y su extracción de éita 
por su misino propietario en Abril de mi 7, mediante el pago 
de la cantidad de cuatro mil cien pesos como ¡mimcsto. np 
han sidn negados en ta contestación de fs. 23 y deben tenerse 
l¡or reconocidos con arreglo al articulo Wi de la tey número 50 
a que se agregan las constancias de las tornaguías de fs. 47 
a 50. reconocidas a fs. 52 y el pliego de posiciones tle R .sí*. 
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Que lia sido igualmente reconoriilo que "Altolaguirre so. 
licitó los permisos y guias -pura disponr de esas haciendan y 
fué en tal onortunitlSd que se le cobró el ¡impuesto estableci- 
do por la ley 29 de Octubre de 19* 5. ampliación de la sancio- 
nada en 1908, comet ación de fs. 23 III. y en el interrogatorio 
de inficiones de fs. 58, 

Qne aún cuando esta ley no aparece en los autos, las cir- 
cunstancias en t{uc esc impuesto lia sido requerido, constan 
en el pliego de posiciones presentado por el representante de 
la parte demandada, o sea que "a fines del mes de Abril del 
corriente arto í 1017) don Pablo Arrazola como apoderado 
<Lel alwolvente extrajo del territorio de la provincia de Entre 
Ríos «los mil cuarenta animales vacunos y veinte yeguarieoii , \ 
que "para efectuar esa extracción solicitó de las autoridades 
del Departamento ,(e Gualeguay, en el cual se encontraban 
esas haciendas, las guías res|»cctñas y abonó tos úivpuestos 
establecidos |»or las leyes provinciales en vigor" fs. 58. 

Que cualquiera que fuese el proposito de la ley, lo que 
consta (le autos es que el impuesto cuya devolución se recia, 
ma fué exigido y jiagado al efectuarse la extracción de las ha- 
ciendas a otra provincia y con motivo de esa extracción vio- 
lando la disposición del articulo 10 de la Constitución según 
el cual en e! interior de la Ke]niblica es libre de derechos la 
circulación de los efectos ele producción o fabricación nacio- 
nal, asi como la de k»s géneros y mercancías de todas ciases, 
despacharlas en las aduanas exteriores, 

Oue no bosta para legitimar ese impuesto en la provincia 
de Entre Ríos, lo alegado a fs. 24 y fs. 73, o sea. que él se 
refiere y afecta directamente a toda la riqueza pecuaria radi- 
cada en ella sin hacer ttislir. iones y sin contemplar |>ara nada 
el destino futuro o los actos ulteriores de disposición que rea- 
lizan los dueños <lc esos valores * pues que. como lo ha hecho 
cr.11 star esta Corte en reiterados casos hasta que el impuesto 
se exija en el acto de la extracción de los ganados y con mo- 
tivo de ella, para que sea viola*orio de los artículos 9 y to de 
ta Constitución que no admiten aduanas provinchles y es- 
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tnhlccen que en el inferí * de la Kcpúhlica es lihre (le derechos 
!a circulación de los afectos de producción o fabricación na- 
i-i* Minl. aún prescindiendo de la igualdad di- cargas cutre las 
contribuyentes. « Fallos, tomo <>h, pági n 377; fe^io 103, pá- 
Riña 207 y dtros>"-¿ 

Por ello, lii dictaminado |>nr el señar Procurador (Sene- 
ral v lo resuelto en causa análoga (Filio Ionio uj, página 
0$) se declara que e! impuesto cobrado a don Juan María 
Altoíaguirre es víolatorio de la Constitución Nacional y que 
en su consecuencia la provincia de lint re Ríos del"e devolver 
al actor en el termino de diez días la suma reclamada de cua- 
tro mil eieu pé&ié con sus interese* desde la nulificación de la 
demanda» sin especial cóndetiactoTi en costas en atención a la 
natti raleza de la cuestión resuelta. Notifiquen y repuestos los 
»e!l<*s archívese. 

A. llKHMKjo. — 1). H. 

cn». — \. Fim%m\ Air 

CoUTA. 



Banco Hipotecario Franco Argentino w,l autos con la SocU 1 - 
dad Holandesa tiet Rio de ¡a Piola. ,tohr c consiy nación. 
Recurso de hecho, 

Sitmurto: Ks improcedente el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14. ley 4H. en lina causa en que el único pinito con- 
trovertíilii y resuelto, pitr aplicación de principtoü gene 
rales de derecho común, es el de que "los deudores que 
pagan lujo reservn de rc|ict¡r judieialineiMe una p;irte 
de I* ü pagado, no cumplen dé un nmdo iui|»crfecio el con- 
trato, ni alteran por un acto propio Ins efectos del pago, 
y la decisión que acepta el pago en esa forma rio candín 
el derecho del acreedor y jn>r la tanto, no le causa grava, 
men". 1 De lo que resulta halier sido extraña a la eues- 
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tióu debatida, l;t ley «mjS. invocada por el recurrente, 
para fundar el recurso). 

Cuso : La csplk-ati las piezas siguientes : 

HKTA.MKX mil. SltxoK l-Kot i H Vlnik OKNlíKAI, 

Bucnoi Alrtl, N«vknbrc 36 de 1918. 

Suprema Corte: 

La sentencia (le fs. «íN. dictada imr la Cámara Sc*»iiiicla 
de Ablaciones en lo Civil de la Capital, nú Mi resuelto titirita 
alguno de derecho federal que autorice la intér|x>sicióh def 
presente recurso extraordinario (Míe si- quiere amparar en la 
disjxisieión contenida en el articulo 14. inciso 3/ de la ley so- 
bre jurisdicción y competencia de los tribunales federales. 

Kl punto materia de disensión que ha quedado planteado 
con la demanda y contestación, es de derecho común y se re. 
ti ere al alcance que a los efectos de extinguir una obliga- 
ción, pueda tener la consignación hecha bajo reserva de de- 
rechos, cuestión cuya solución corres|w>tide ni derecho civil. 

La cuestión federal para que UaRa procedente imi recur. 
so rb iMa naturaleza, dclw someterse a decisión judicial opor- 
tunamente, ii que no «turre en el caso -f|ií> j'üdke, en que 
sólo se ha planteado al interponerse el recurso ue apelación 
extraordinario ante V. j$„ cuando el jue¡e nn |MHlía pronun- 
ciarse a su respecto. 

Por lo que considero bien denegada la apelación y pido 
a Y. K. se sirva asi declararlo. 

José Nifohís MtUienso. 

l\\l,W ni: LA CORTI: Sl'PRIvMA 

lutnM Aire*. Dtertmbí* 14 de l*tf . 

Autos y visto* : líl recurso de hecho por denegación del 
extraordinario inierpucsto por el Banco Hipotecario Franco 
Argentino contra sentencia de la Cámara Segunda de Abla- 
ciones en lo Civil de la Capital, en el juicio que le sigue la 
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Sociedad Hipotecaria Holandesa del Rio de la l'Iata. por con- 
signación ; 

Y considerando ; 

Que como lo expone acertadamente el señor Procurador 
(ieneral en su dictamen de fs. 4, el punto controvertido con- 
siste en el alcance que ambas partes atribuyen a la consigna, 
ción hecha bajo resena de derechos comió medio de extinguir 
la obligación hipotecaria. 

ijue consignada judiciabnenu j*>r la soeictlad actora la 
santa que acredita el boleto de depósitu de fs. IO. y aceptada 
ta consignación por e! Hanco Hipotecario Franco Argentina 
pero a condición de que debia conceptuara como pago, pura 
y simplemente, sin reconocer a li>s deudores el derecho a re- 
servarse acción alguna por repetición ( f s. 26» es obvio une 
este era el Unico | i*titp e|ue se podía resolver se lia resuci- 
to en la sentencia, j.or aplicación ile principo* generales de 
derecho común, estableciéndose (pie "los deudores que ]>agau 
lujo reserva de rejietir judicialmente una parte de lo paga- 
d i, no cumplen de un modo imperfecto el contrato*'. *'ni al* 
uran por un acto propio los efectos del |>ago. y la decisión 
i.tie acepta el pago en esa forma no cambia el derecho del 
acreedor y por lo tanto no te causa gravamen alguno*' | fs. o*j 
vuelta de los autos venidos por vía de informe). 

Qwe Jo precettenúemente ejqAtesto demuestra con toda 
evidencia que la ley 0.478. que invoca el recurrente, es ex- 
traña a la cuestión debatirla. I<a discusión respecto de su 
alcance correspondería en todo caso al juicio jx>r repetición 
a ipie puede dar origen la rfcscrva de derechos gestiona-, 
da por los deudores, y como un antecedente de ese litigio; pe- 
ro en el snb judite no tiene relación alguna con la cuestión 
examinada y resuelta por al sentencia recurrida. 

Kn sai mérito, y atento lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador Oeneral, se declara bien denegado el recurso. 
Notifiques*, repónganse el papel y archívese. Devuélvanse 
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fe* autos venidos por vía fie informe a) tribunal de proce- 
dencia, con transcripción ele la «presente. 

A. BermiíJQ. — D- K. Pam- 
ck». — J. Fhíl-kkoa AL- 
CORTA. 



/,'.?(: Alberto l'craltü Ramos contra ta provincia de Buenos 
Aires, ¡tor rcivináieaaó» 

Simario: i." El articulo 10 de la ley 48 supone no sola- 
mentc la existencia de mía acción míe competa solidaria- 
mente a varios, sino el ejercicio de esa acción por dos o 
más personas como psirtes directas y actuantes en el jui- 
cio, y asi, acreditado el derecho sucesorio y hallándose 
los bienes hereditarios en estado de indivisión, eorres- 
ponde a la jurisdicción originaria de 1? Corte Suprema 
el coiwcimiettfo de una demanda i>or reivindicación con- 
tra mía provincia, interpuesta i>or un vecino de otrn. aún 
cuan<io residan en la primera algunos coherederos y el 
actor baya reclamado más de ío que i>ueda corresi»on- 
derle. no limitando su acción a la [xirte indivisa (pie le 
l>erteiiecería como heredero. 

3/' GnTes|K»nde el rechazo de una acción reivindi- 
catoría en ta míe el actor no lia probado que su causan- 
te tuvo el dominio sobre la cosa, y en í|iie la prueba ana- 
lizada demuestra que esc dominio no existió, ni pudo ad- 
quirirse por prescripción, dado que las tierras que se 
pretende reivindicar quedaron virtiiahiicntc incorporadas 
al dominio público. 
Caso: Resulta del siguiente: 



FAl.ljO W. I.A CORTE SUPREMA 

Bm«* AtfH, DfctaWtfi U di IMB, 

Y vistos; Ij>s seguidos ]>or don Alberto Peralta Ramos 
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contra de t»r* » viuda de hítenos .virus jxir reí vindicación de 
las eitaems número? v-?. 4»|i -M4 y 425 «Id cjid<> de Mar de! 
Plata, de lo que resulta: 

ijue a f>. 6 y con loa d<»a»mciiti»s precedentes agrega- 
dos se presenta don JpáSé Lebrero én representación de don 
AU*ertn Peralta Hamos, deduciendo acción rei 11 vindicatoria 
<¡m finif la en que toda la extensión de tierra del j»erimetro 
actual dé Mar del líala fué adquirido por el padre del ac- 
tor, don Patrio Peralta Ramos, por eoinpra míe efectuó en 
Septiembre de 1860. 

Qtw? la compra a qjtic hace referencia, comprendía tffij 
cstaiíaas dtótOntihatlas "Laguna de los Padres*'. "San Julián 
de Vivoratá" y *' Armonía", en la primera' de las cuales. c<m 
una extensión de treinta y dos leguas cuadradas, más o nfc- 
no*, se ubicó e! área .actual de Mar del Plata, y lindaba |«ir 
su frente con el mrir, comíanlo esto, según se afirma, en las 
tran>iuisi,,iu> sucesivas de dominio desde el año 1830 a qüt 
remota e! titulo. 

(Jite don Patrien» Peralta «amos, obttivo en 1874 del 
Cinbieriin 1» provincia de filíenos Aires la autorización de' 
ca$6 |«ira fundar el pueblo Mar del Plata 111 un área de 
«los legua* y un quinto, en las condiciones qué se determina- 
ron y se hallan establecidas en el correspondiente expedien- 
te administrativo. 

Une al hacerse la mensura y delincación del pueblo por 
el Ingenien* di ni Carlos de Cha|icau rouge, se trazó en toda 
ta extensión del mismo, la calle de cuarenta varas que esta- 
ba Obtigadó a dejar frente al mar. según el convenio celebra- 
do con el gobierno |>ara la fundación del pueblo, y quedaron 
en la* proximitlades del cementerio, entre esa calle y la li 
nea ile las manzanas destinadas a la venta, las chacras que 
motivan este juicio, reservadas y poseídas sin contradicción 
de nadie |*»r el causante y sus sucesores . 

Qnc ¿san chacras 110 fueron compréndalas en ninguna 
de l;is \ "cutas y transferencias de dominio efectuada," por el 
fundador de Mar del Plata, como lo explicó más tarde don 
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jacinto Peralta Ramos, sucesor en el dominio de una gran 
partí 1 de los terrenos cid pueblo, af pedir que *e aprobara 
un proyecto de ampliación del trazado del ejido fiel mismo, 
con arreglo al plan*» eme presentó cu. acuella o|H>rtmiidad, y 
en el (jue figuran precisa mente bajo, los números 41* a +25. 
1<js lotes que ocu|«i vi (Ipls CJub de Mar del Plata, asi como 
los lutes 414 a 41H, j*ertenecientcs a don Luis IVralta Uanirw. 
y los lotes 410 a 4JI pertenecientes a doña Cecilia Peralta 
Ramos de Lee tache, ti «lo Ni míe fué aprobado \mr decreto del 
gobierno de liuenos Aires de 1." de Julio de 1N07. sin más 
restricción que la de dejar a salvo los dereclios de terceros 
qUe puclieran quedar afectados por el ensanche propuesto. 

Oik* en tal situación, la sucesión de don Patricio IVralta 
liamos poseía tranqui lamente la faja de terrenos pertene- 
cientes al causante, y designados en el ensanche de 1H07 bajo 
los números 42* a +25. pues rio Iiabi&ítk ise prdntóíido el jui 
cío sucesorio de don Patricio Peralta liamos, los herederos 
poseían por derecJiu propib esos ler renos en el estado de in- 
división, ¡«gando las _ contribuciones territoriales, cuando en 
eí año njoo. a instancias de don Ernesto Tornsquist. don Luis 
Peralta Ramos con la anuencia de los demás interesados, con- 
cedió a! C.olf Club de Mar del Mala el uso gratuito de dichos 
Vrreiios. |K»r el término de diez. años, a cuyo efecto se hizo 
desaojar algunos ocupantes que allí había. 

Que próximo a vencer el plazo del ix'rmiso de ocupa 
cióu acordado al Colf Club, la sucesión Luro sugirió la duda 
de que en el reparto de solares entre lew señores Peralta 
liamos y Luro, a mérito de transmisiones sucesivas, hubie- 
ran cornsjíondido at segundo los terrenos de la referencia, 
duda que desapreció ante las constancias de los respectivo» 
ti tu los de propiedad, 

Qiiv cuando el actor, de acuerdo con los donas íntere 
sados. ocurrió al concesionario en el año anterior. iKira regu- 
larizar Ta renovación del |jenniso, se encontró cotí evasivas.^ 
y la institución referida acudió al gobierno de la provincia 
para gestionar un título ele ocupación indqieudieute ríe los 



384 TMJjn W LA COtTI luniMJt 

f 

derechos de la sucesión de don Patricio tY'ralta Ramos, y el 
citado f'.nlf Club ha obtenido el decreto de 15 ele Marzo de 
1911 (U. 4) el, que sostiene, importa un despojo. 

(Jue los fundamentos de «se decreto se basan en pre- 
sunciones, pues en él se deduce que la propiedad del señor 
Peralta Ramos debería quedar sobre el Boulevard de Circun- 
valación contiguo al mar; asigna arbitrariamente como limi- 
te de esa propiedad la línea de las manzanas regulares tra- 
zadas en el plano originario, y llega a la conclusión de que 
no lia podido quedar faja alguna entre esa línea y el Uoule- 
vard de Circunvalación y que en consecuencia, toda ta ex- 
tensa zona ocupada por el Ooíf Club, debe ser de aluvión, 
perteneciente al Estado, por tratarse de una costa marítima. 

t^iie el trazado originario del pueblo Mar del Plata com 
prendía un grupo de manzanas regulare* destinadas a la edi- 
ficación urbana, edificios públicos y plazas, rodeado el todo 
|»or chacras y quintas y algunos sobrales, y que todos k» lo- 
tes que 110 ¡=c incluyeron en el planteo primitiuio tic las man- 
zanas, quedaron como reserva del propietario, que era dueño 
del todo, pues ilon Patricio Peralta Ramos sólo se obligó a 
dejar sobre las barrancas, que era tntiro de contención de las 
aguas, una calle de cuarenta varas, al sudeste de la cual es- 
taba el mar. y al norueste la propiedad del citado don Patri 
ció Peralta Ramos. 

<Jitv no tenia |x»rqué hacer reserva expresa, como se prc- 
tetKle en el decreto, de las fracciones comjirendida* entre e! 
limite norueste de la calle de Circunvalación y la línea de las 
manzanas regulares del platto primitivo, puesto que le perte- 
necían indiscutiblemente, corito toilo el terreno del pueblo, 
sahtt li> cedido fiara uso ¡HÍblico. circunstancia expresamente 
reconocida según el demandante, en las actuaciones relativas 
al ensanche del tragado del pueblo apn diado por el gobierno 
de la provincia en 1897. y por los derechos de dominio y po- 
sesión que ejercen don Luis Peralta Ramos y dolía Cecilia 
Peralta Ramos de Lactache sobre los lotos 414 y 421 del pía- 
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no del ensancha, los que tienen, con rcsjieeto al mar. la mis. 
ma ilición que los terrenos ocupados por el P.olf Club. 

<Jue cuando el Fiscal de (•ohíemo di- la provincia, insis- 
tió en que se dejara para uso público una calle de doscientas 
varas, el fundador de Mar de! ['tola se resistió a con^-nt ir- 
lo, lo que importaba reservar bajo su dominio todos los te- 
rrenos existentes a! noroeste de la calle de cuarenta vara-: 
concedida sobre la ribera, y que aún en la hipótesis de qué 
existieran cu esa costa las formaciones de aluvión, la calle 
de Circunvalación trazada en tierra firme marcaría el limi- 
te desde el cual se extiende al noroeste la propiedad de la su- 
cesión Peralta Ramos y sólo jiodria corre sixmder al fisco los 
acrecentamientos efectuados al sudeste de la calle, en la ri- 
Ik-ra propiamente difluí. 

Que ¡«ira que esos terrenos fuesen de aluvión, seria in- 
dis|wnsabíc que el mar hubiera venido desbordándose désete 
■ 8-.Í. invadiendo la calle ríe circunvalación y haden do retro- 
ceder al limité de fa propiedad | «articular hacia el noroeste, 
para dejar siempre las cuarenta varas de calle, lo qtie no ha 
sucedido, 

On.' las razones que se aducen, funda ■ las sobre la situa- 
ción del mojón esquinero, son inconsistentes, pues dicho 
mojón estalla colocado sobre la arena, pegado a la barranca 
de tosca, el que después h;i desaparecí o. lisie antecedente, 
y el hecho de que el propietario acompañara al agrimensor 
en las operaciones de mensura, no modifican la umeta rpic 
surge de ¡os títulos y de las operaciones mismas, cuyos re- 
sultados no dependen de la presencia de las partes en ac- 
tos que hacen fe por su valor propio. 

One en "cuanto a la interpretación qttfe se atriltuye a la 
manifestación del fundador de Mar del Plata, según el cual 
eJ cementerio debería ubicarse en la parte snd del pueblo "so- 
bre la costa", no es exacta, pues esa expresión la interpreta 
el actor en el sentido de que ha querido determinar "las pro- 
jimidades de la costa", sin asignar a ésta un limite preciso, 
y fjue en Cuanto al hecho de que la escritura de 3 de Diciem- 
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brc de tfStSK r lv ni cementerio como límite sudeste l:i eos ta 
del mar, cal* observar que esa escritura relativa al ensanche 
de ÍOs terrenos ocupados iior el cementerio, fué un acto nulo 
de don Jacinto Peralta Ramos y don T'edjio Luro. que en na- 
da [Hiede afeetor los derechos de la sucesión Peralta Ramos, 
puesto que li^ aludidos carecían de linio título para efectuar 
esa donación, fundarla en un evidente error; a lo que ikltf 
agregarse que la manif estación sobre el límite del terrena 
riel cementerio, es otro error, puesto que éste no linda ni ha 
lindado minea con el mar. aunque esté próximo a la costa 
ijue la.-* fracciones de terreno palpadas ]*>r el Golf Club 
pertenecen en pleno dominio al actor y sns coherederos. a 
mérito del título de propiedad invocado, y en tal vimul. la-i 
ha poseído por si y |»or personas que las ocupatKiu a su hont- 
hrc hasta ta fecha clel decreto en que el Gobierno de la pro- 
vincia sé a|K>dcró de ellits y cambió el título ile la ocupación 
precaria péririitída al Golf Club \xw la familia de Peralta 
Ramos. 

Que en virtud de los hechos expuestos, cree clel caso ini- 
ciar, como 1" hace, juicio reivindicatorío, ¡sira que en opor- 
tunidad se condene a la provincia de* Buenos Aires a resti- 
luir al actor tos terreno-, cucstinados, sus frutw y costas. 

Que acreditada por in formación sumaria la comjteteti- 
eia «le e-la Corte, se da traslado de la demanda a la provincia 
de SueriOs Aires l f 3. 12 )* 13 », y ésta representada jior el 
doctor Juan I*:. Sola, la contesta I fs. 25 > pidiendo su recha- 
zo con costas, para el caso de que tío prosperase la excepción 
ile inconq>eteueia que opone: 

Alega la pro viuda de Buenos Aires, que el actor, titu- 
lando- condomino entabla una acción reivindicatoría, fundán- 
dose en los artículos 2;Gf0 y ihj- tkl Código Civil, indican- 
do i|iie los otros copropietarios del inmueble que reivindica, 
SOjl los heredero* del señor Patrieio Peralta liamos, cuyos 

ti hres consigna la declaratoria de herederos míe se acmn- 

¡iaña. y hay pues, según decJaración del demandante, veinte 
copropietarios inieresailos qtie aunque rió intervengan en el 
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juicio. a|>rov«cIiaria(i sus consecuencias en caso ele inte pea®. 
perase la acción entablada. 

Que la demandada funda >u excepción en el articulo 10 
de 1;i ley 4X. interpretando que según esa prescripción legal y dé- 
cisiones anteriores; esta (¿orle es incompetente para enten- 
der en este juicio. 

Que en cnanto al fundo del apunto, él ha sido m aterra 
de hondo y delicado e-uidio ¡jur jKirtc de las autoridades de 
la provincia y se rerüte en un todo a la doctrina que funda 
el decreto de qiw se. queja g] actor, y al debate que use de- 
creto originó en ja Cunara de Diputados de la provincia, y 
del cual acompaña Ta versión taquigráfica agregada a fs. 2^ 
'e estos aiilus, pidiendo se considere colirio parte principal de 
la contestación a -la demanda. 

One tuda ta cuestión estriha en averiguar si entre la lí- 
nea de manzana-, regulares de] plano del Ingeniero Chapcau- 
rouge y el Jloiríevard de Circunvalación, qiiedó o no una fran- 
ja de tierra sobre la nial se hubiera reservado el dominio e! 
señor Patricio Tendía Kamos. p e n otros términos, sí éste en- 
tendió di mar a mó al gobierno ¡«ira llnulevard de Circunva- 
lación toda la tierra que quedaba entre la linea de manzanas 
y lotes del ejido y el mar. 

One los aiiteeedeutes míe acompaña demuestran rpie la 
provincia ha procedido con arregla a derecho al declarar fis- 
cales las tierras que ocupa el €Mf CÍUb de Mar del Ptat-i y 
el decreto jgqgg^^g demuestra que el señor Patricio Peral- 
ta kamos entendió que el límite de su propiedad privada se- 
ría la linea que se] araba el pueblo trazado del Tunde va ni de 
Circunvalad*' ¡K el que se extendería en el terreno compren- 
dido entre esta linca y las barrancas, debiendo admitirse que 
dentro de lo donado por el señor Peralta Kamos y aceptado 
|tor el Gobierno de la provincia, está comprendida la tierra 
que dice indebidamente reclamada |»or el actor. 

0Ué dejando para otra oportunidad diversas considera- 
ciones ile hecho y de derecho (pie surgieren los antecedentes 
administrativos riel caso, se limita a negar los hechos arinna- 
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(lo* en la demanda 'mi: estén cu contradicción cot\ las cons- 
tancias ik* expedientas cjttc acompaña, ]»ur todo to cual 
I míe so dé vista al actor tiara que manifieste si está eonfor- 
me en tramitar la e.seepeión de ¡«competencia como articulo 
de previo pronunciamiento, «¿te se agreguen di vitáis expe- 
lí.i:»les acompañados, y en su oportunidad se rechace la de- 
manda epti costas, 

Que por auto de fs. 28 vuelta, ola Corlé no hizo lugar 
a la tramitación de la excepción tle incompetencia en la for- 
ma, pedida poí la pune demandada por estar contestada ia 
demanda, pasándose lus autos en >ÍSto. al señor IWun'dor 
General ]n»r resolución de fs. 2*) vuelta, el que dictamina a 
fs. 31 pidiendo el rechazo de la excepción interpuesta. 

Que por aütb de f>. 34 se reeilíc la causa a «rucha }* las 
parte? producen la (pie corre agregada de fs 53 a fs. 639, 
segfiji certtflcaiío de fs. flftfc presentando en su oportunidad 
lo? adepto? de fs. 666 » 753, cji (Jup ■ .üanzan sus respecti 
vos derechos, después de los cuales 1 fs. 752 y 836 vuelta* 
se llanta autos para definitiva: 

Y considerando, en cuanto la excépción de incovn- 

peténefa : 

Qjaé el demandante ha acreditado su derecho heredita- 
rio a los bienes dejados por don Patricio IVraíta Ramos, (de- 
claraloria de fs. 3511 1 sin que se haya pmliado ni alegado |K>r 
!;i provincia de Unenos Aires que en la fecha de iniciación 
di' tsic juicio se hubiera efectuado la ignición del acervo 
hereditario, debiendo, en consecuencia, considerarse al actor 
mi condiciones de ejercitar las acciones conservatorias <[\w 
le acuerda la lev 1 Código Civil, articulo 3.4501 mientras Süb- 
Msla et estarlo de indivisión de la herencia. 

One la circunstancia de residir algunos coherederos en 
jurisdicción .le la provincia de tíñenos Aires. 110 puede alte- 
rar la Mtuaeiou del demandante, obligándolo a¡ <k-cTinar de su 
propio fuero, expresamente establecido en el artículo i* in- 
ciso '■" de la ley 48, que determina la jurisdicción originaria 
dé esta Corte en las cansas que versan entre una provincia y 
algún vecino o vecinos de otra. 



DF. jüStIClA [>U I.A X ACION 



d9» 



Qtte aún cuando el actor 1ia>;i reclamado nías de lo que 
puede eorresponderle. no limitando su arción a la parte indi 
i'feá une le pertenecería como heredero, dio no quita a esta 
ace-ón til carácter individual, pues l<»s demás coherederos no 
son parte directa en este juicio, y en consecuencia no es (té 
aplicación al caso el yrliculo 10 de la ley 48. porque esc ar- 
(ieulo supone ni' adámente la existencia de tina acción que 
competa «olidarianu-nte a varios, sino el ejercicio de esa ac- 
ción por dos o más |>ersonas. como (Mirles directas y actuan- 
tes en el juicio, en cuya cano exige el requisito del fuero a 
rada una de esas personas para demandar ante la junsticia 
federal . 

Que el fuero no puede cr «11 prender ni excluir a los míe 
no intemciien en el juicio, aún cuando el resultado del mismo 
pudiera 1»ci leticia ríos, sin que jurídiean tente sea equiparable 
un condominio a una sociedad i»r 1 lieeho de que cada uno 
de los condominos tengan intereses afine-i. Cuando st ejer- 
citan acciones solidarias que tienen su origen en un contra- 
to de sociedad, es la entidad social y 110 individualmente uno 
de sus miembros, quien (¡1 ejerce, y el actor tiene en ese caso 
una representación [x>r delegación que el condomino no ne- 
cesita para accionar (articulo 2.67Ó. Código Civil!. 

Que acreditado el derecho sucesorio, como precedente, 
mente se establece .y hallándose los bienes hereditarios en es- 
tado de indinsión. la jurisdicción originaria de esta Corte es 
indudable en el caso sub lih\ puesto que el único hereden» 
que deduce ta acción rei vindicatoria contra ta provincia de 
Buenos Aires, es. como lo acredita, vecino de la capital 
federal. 

Por estos fundamentos, y lo ya establecido en casos aná- 
lisis f Tomo tai. jtágina 120 y fallos allí citados! y de acuer- 
do con lo pedido jxtr el señor Procurador General, la excep- 
ción de Ínci»nq>etencia no procede, y asi se declara. 
Y considerando, en cuanto al fondo: 

1." Que don Patricio Peralta Hamos, fundador del |*ie- 
l\li. 'Mar del Plata", destinó a dicha fundación el lote Xlfl 
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de su camprj "Laguna de los Padres", con una sii|>erneie ile 
diÉco mil ochocientas sesenta y cinco hectáreas, setenta y nue- 
ve áreas, cincuenta y dos cent ¡áreas < fs. 145 de los autos 
testamentarios de duna Cecilia Robles, agrifados: fs. 641 de 
autos ; fs. 1 y siguientes del expediente 517 acumulado al 2.742 
que corre agregado, etc. t. 

a." yue en fecha 22 de Diciembre de 1875 (fs. 149 de 
am^ el señor Peralta Ramos vemlió a don juan Harrciro 
FÍ'íIho una fracción de (pimientas treinta y nueve hectáreas, 
noventa y seis áreas, ochenta y seis ccnliáreas, y e.t 17 <k 
Julio de 1876 (fs, 154 de autos l vendió al mistm> dos uní 
seiscientas noventa y mieve hectáreas, ochenta y cuatro áreas, 
diez y seis centiáreas equivalentes a una legua cuadrada f pe- 
ricia de fs. 641 de autos), ventas t|ue suman en conjunto, 
tres mil doscientas treinta y nueve hectáreas, ochenta áreas, 
noventa y nueve cent ¡áreas que fueron entregadas al com- 
prador con un pequeño exceso | fs. 145 auti* testamentarios 
de di iña Cecilia Kohles; plano de fs. 450 de autos; pericia 
de fs. O41 1 al hacerse la dístri luición y ubicación a los com- 
pradores y a herederos, en el juicio testamentario de doña 
Cecilia Robles de Peralta Ramos. 

fjiif al ubicarse la única fracción correspondiente 
a !a testamentaria, se dejó establecido que queda km como 
prop¡e<lad de ésta, en el ejido del pueblo, dos mil seiscientas 
veinticinco hectáreas, setenta y nueve áreas, cincuenta y dos 
centiáreas 1 fs. 145 amos testamentarios citados] -las que su- 
madas cotí las tres uril doscientas cuarenta hectáreas vendi- 
das a Itarreim Habiu, dan exactamente la superficie de cinco 
mil ochocientas sesenta y cinco hectáreas, setenta y nueve 
áreas, cincuenta y d«is cent iá rea - que fr>nnaban el área to- 
m del lote XIII. 

4." Que en la fracciún correspondiente a la testamenta- 
ria de los Peralta Ranms disientas sesenta hectáreas, cin- 
cuenta y íuieva áreas, noventa y cinco centiáreas estaban si- 
tuadas en el paraje denominado "Lnliería Chica"', que es don- 
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de se encuentran los terreno?; cuestionarios. Kl resto se ubicó 
en él punto Mamado "Arroyo de la Tafiera". 

5. " Que las doscientas sesenta hectáreas 1 , cincuenta y 
nuevo áreas, i>o venta y cinco centíárcas «le terreno en "Pun- 
ta tic 1, otaria Chica", se divitlieron entre tlon Patricio Peral- 
ta Ramos y sus hijos Cecilia y Luis. corresi*ont1iendo al pri- 
mero noventa y ocho hectáreas, setenta y cuatro áreas, trein- 
ta y una cemiárea* : y a doña Cecilia y don Luis ochenta 
hectáreas, noventa y tíos áreas, ochenta y dos cent járeas a 
cada uno ( fs. 146 vi sel ta a 148 vuelta, autos testamentarios 
citados; plano de fs. 140, de los .1 ¡sinos; fs, 641 de autos 
y planos de fs. 173, 401, 402. 440, 451 y 492 tic autos). 

6. " Que la fracción correspondiente a don Patricio Pe- 
ralta Ramos, fué íntegramente ubicada en la punta extrema 
de "Lobería Chica", lindando al sudoeste con don Luis Pe- 
ralta Kamos y las tierras discutidas están situadas en cí ex- 
tremo o|mesto. fuera del lote míe comprende la superficie 
única correspondiente a la testamentaria y en el limite sud- 
este de la fracción vendida a don Juan Itarreiro Habió. pos- 
Icrionnenie de don Jacinto Peralta Kamos y de don Pedro 
Luro. es decir en el punto en tjue esta fracción da freníc 
al mar, 

7. " Que si el Itite X 1 1 1 tenia, como se ha visto, una 
área bien deten ni nada y esa área está cubierta por las distin- 
tas desmembraciones sufridas por ventas y adjudicaciones 
hereditarias, no puede sostenerse válidamente el dominio de 
don Patriei') Peralta Ramos sobre terrenos que su titulo no 
comprendía, según resulta de la |>erieia de fs. 015, en la 
tpiv llega a establecerse míe don Patricio Peralta Kainos ha 
vendido < ni mienta* cuarenta y tres hectáreas, setenta y siete 
áreas, treinta y cinco eentiáreas fuera de su título ( f s. 057 de 
autos 1. y en el mejor de los casos que su título ha sido eulrierto 
en su totalidad, sin exceso ni faha < fs. f«8 vuelta de autos). 

Que aún -suponiendo que las chacras tjue se reivin- 
dican hubiesen constituido una demasía por inperfecciones 
inevitables de las mensuras, se habría hecho respecto de chas 
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la correspondiente re^rvu al darse posesión a flon Juan Ra- 
rreiro Ilabió y a don Jacinto Peralta Ramos de las tres mi] 
decientas cuarenta hectáreas que tes entregó el agrimensor 
Cha]H>auniiigc; y resulta, por el contrario, que el agrimen- 
sor o|>crante ni siquiera las cleslindó limitando*» a decir en e! 
arta de mensura, \ te. 145 autos testamentarios citados \ que 
del terreno ele la testamentaria "ha entregado a los señores 
Juan Karrciro Habió" y Jacinto Peralta Ramos una sii|>crneie 
de tres mil doscientas cuarenta hectáreas que les íué vendida 
por don Patricio Peralta Ramos; en esa área se comprendió 
el purht» y jwrtc de las chacras, en ta forma indicada en el 
plano'*. Y en ese plano no están deslindados los terrenos que 
se reivindican, ni como pertenecientes a la testamentaria ni 
como incor)wradi)s a la |>ropicdad de fiarreiro Babio y Jacin- 
to Peralta Ramos, ( fs. 140. autos testamentarios citados) y 
la propiedad ile éstos aparece limitada por una calle que las 
seiiara de las chacras jiH a ¿58. que es límite Sud-Oeste de 
la fracción nmtigua de dona Cecilia Peralta Ramos ( f*. 147 
autos testamentarios citados) a la que se le da el mar como 
límite sudeste. 

9* Q»«? siemlo gananciales los bienes de don Patricio 
Peralta Ramos, ellos lian debido estar íntegramente inchiítlos 
en el halier de la testamentaria de su esjiosa doíia Cecilia 
Robles, no distante lo cual, los terren a cuestionados están 
fuera del lote que quedó como único bien rait de la testa- 
tmutaria: y como tampoco han «do relacionailos cu la men- 
sura, habría que llegar a la conclusión inadmisible de que 
1I011 Patricio Peralta Hamos jioseyó estos bienes no incorpo- 
ra k>, al acervo hereditario, no indi vidual iza (los, v tú siquiera 
mencionados. 

10," Oue concurre a robustecer esta conclusión nego- 
li va del dominio de don Patricio Peralta Ramos en las tierras 
citestinadas la circunstancia decisiva que resulta de la opera- 
ción efectuada por el agrimensor Chapeaurougge en Marzo 
de 1874. en cuyas consideraciones fínate» expresa la convic- 
ción ríe haber detallado claramente la división que llevó a 
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ef|:tQ "de los terrenos (festinados para él piiebJo de Balea r- 
ce" (posteriormente Mar del Platal lo que en el fondo iiit- 
|hirta decir que estos terrenos. — los del lott- XIII. desti- 
nados a la fundación del pueblo. — fueron todos divididos 
en lo forma que en esa misma mensura se expresa (fs. *j 
expediente 517 bis acumularlo al 2.7421 y de cuya división 
se afirma qiié era la mas adecuada a la topografía <lel te. 
rreiK* pues la subdivisión proyectada, y que consta en el 
plano de £s. <>, del expediente indicado, fué necesario alte- 
rarla |ior hal>cr sido hecha sin conocimiento previo de la 
localidad. 

ii." Que et título de v*nta a favor de don Juan Ha- 
rreim Habió, denuncia, en efecto, el deslinde en que funda su 
derecho al fiarle actora ( fs. 149 y 154 de autos » v que afian- 
za la conclusión del perito tercero 'fs. 481 de autos l, según 
la cual el señor Patricio Peralta Ramos se reservó en esas 
ventas la faja en que están situadas las chacras que se rei- 
vindican. Empero. e n contra de esa presunción» está eH hedió 
de la mensura subsiguiente, en la que, si hubiera habido re- 
serva, se habría deslindado esa faja de terreno al fijar eí lí- 
mite de la propiedad de Harreiro Rabio en su frente al mar. 
y determinado que a esa faja se la reservaba el vendedor en- 
tre el mar y la jiropiedad de Barrtro Sabio, siendo de ooser- 
var que además de no existir esa reserva (fs. 145, autos tes- 
tamentarios citados), el área de terreno cuestionada como 
precedentemente se establece, ni se deslindó, ni fue objeto 
fie mención alguna, sin que pueda algarsc error de hecho al 
respecto, pues don Patricio Peralta Ramos por sí. y como apo- 
derado de sus hijos manifestó perfecta conformidad con la 
mensura y gestionó su aprobación judicial fía. 157 autos tes- 
tamentarios citados), siendo esa mensura aprobada, declara- 
toria de la propiedad, como lo tiene decidido esta Corte al 
establecer que su efecto es el que cada uno de los coopropie- 
tarios del bien indiviso se considere, desde el origen de la in- 
división propietario exclusivo de fc> que le hubiese tocado en 
su lote, y como que minea hubiese tenido derecho de propie- 
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<lad en lo que ha tocado a los ««tros condónunos < Fallí >s to- 
mo 82, página 

12." Que el señor Peralta Ramos cu su jiropucsta ai 
gobierno de la ¡irovincta < f # - 3 expediente 517 bis acimut- 
lado al dice que el pueblo esdará situado "sobre el 

puerto", «ue el cementerio deberá estar "sobre la costa"; y 
acompaña un plano (fs. 7 y 9 expediente citado] cu que 
tps vértices fie algunas manzanas y chacras se unen con la 
linea que representa las ondulaciones de la costa, circuns- 
tancia sobre la (pie llama la atención el Fiscal «le Kstado 
l fs, 8 a 10 expediente citado », (¡tiien 110 se limita a expre- 
sar la conveniencia de que se deje libre todo el terreno com- 
prendido entre la linea de las manzanas y el mar, sino que 
aconseja dejar truncas algunas manzanas y chacras, y lle- 
var el ejido doscientas varas nías bacía el interior, alejándolo 
de la barranca, por las razones que indica. 

i.l." <Jue en manifestaciones posterioreji. el señor Patri- 
cio Peralta Kamos. al referirse al dictamen del Fiscal de lis- 
tado i f s. ii vuelta), reitera que la traza del jmcIjÍo "sobre 
las l*ar raneas", no delie ser modificada, que el pueblo debe 
quedar "sobre la altura de las barrancas", donde se proyec- 
ta ubicar la calle de cuarenta varas de ancho, manifestación 
que se declara y se precisa al considerar lo que se entiende 
jn.tr "altas barrancas", las que 110 pueden ser. sin duila. las 
grada* secundaria» i|tie están delta jo de aquéllas sobre las cuales 
se proyectó el pueblo, "que tienen una altura medía Je veinte 
varas |>er|]enidictilareH sobre la dista baja, única que sufre el 
efecto de las marcas". 

14," Que la altura inedia de las barranca?» está deter- 
nunaila en ios planos topíígráficus levantada* por el j»erito 
tercero t fs. 490 y 401 1 en los cuales se demuestra que su 
altura máxima alcanza a cuarenta y cinco metros 1 perfil II! 
— 111 del plano de fs. 491 > que es con poca diferencia el ni- 
vel en cjue está situado el cementerio, hecho que no perniitc 
admitir l;i distinción que se trata de establcer alegando la 
existencia de dos líneas de liar raucas, j>orquc el fundador del 
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pueblo no propuso la traza sobre la primera o la segunda lí- 
nea de tilas, sino "sobre la altura de las barrancas", las que 
no concluye» sino donde alcanzan su máximo de nivel sobre 
la costa; y debajo de las cuales no i>odía quedar la verdade- 
ra riliera del «íar. como claramente lo eonsigna él Fiscal de 
Kstado cuando dice que tn el plano acompañado I fs. y expe- 
diente 517 acumulado al 2.7421 se demuestra, que 110 liay te- 
rrenos entre la barranca y el mar (|ue forman la ribera; que 
el mar bate at pie de las barrancas, y desde luego la ribera 
tiene que trazarse en la parte superior I fs. 14 vuelta, expe- 
diente citado). 

15. " Que la opinión citada precedentemente, según Ta 
cual la ribera no estaba debajo de las barrancas sino sobre 
ellas ffs. 11 expediente citado) la ratifica indirectamente 
más tarde el agrimensor señor Cltapeatirouge, diciendo que 
babía sido necesario alterar la traza del pueblo que se pro- 
yectó sin conocimiento de la localidad ( fs. 30 expediente ci- 
tado) y por los inconvenientes topográficos que señala en la 
relación de la mensura ( fs. ly y siguientes expediente cita- 
do) entre los cuales indica -Ja gran (leudicnte del terreno an- 
tes de llegar a la barranca l f s. 28 expediente citado ) en el 
paraje en que están ubicados los terrenos discutidos. 

16. " Que al aclarar posteriormente este enunciado de 
"terrenos antes de llegar a la lurranca". dice el señor Clia- 
peatirouge que éstas afectan dos formas distintas; unas ve- 
ces constituyen paredes casi perpendiculares, y otras mantie- 
nen su talud más o menos pronunciado, "pero en ambos ca- 
sos constituyen el terreno intermediario entre dos planos de 
diferente nivel", siendo esta segunda forma la que tiene la 
zona sud det llama iq Puerto, donde "toda la barranca ad- 
* ai rere un fuerte tal 11 I fs. 405 y plano de fs. 402 de autos). 

17. " Que fijado así el concepto de ta "barranca" por et 
fK rito de la parte actor a. es suficiente examinar los planos 
dé§ 4 ¡«rito tercero señor Hamos Mejia ( fs. 491 r en tos cua- 
les se ilemuestra que la cresta de la barranca tiene en aquel 
jiuiito cuarenta y cinco metros de altura máxima, siendo en- 
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tonecs evidente que el terreno intermedio entre los dos jila, 
nos de diferente nivel que tiene la barranca en ese |Hinto, es 
la l>arranea misma sobre cuya altura debía trazarse el pue- 
blo, sin que pueda admitirse que el terreno intermedio de! 
talud delta ser considerad» como ribera". 

1 8.° <¿uc los recibos de pago de la contribución direc- 
ta, agregados de fs, 20J a 257, y el certificado de fs. 3»), de- 
mucstran que las tierras litigadas no están inscriptas en los 
padrones como de propiedad de la sucesión de don Patricio 
Peralta Ramos, sino de don Jacinto Peralta Ramos, y el pago 
a comenzado a efectuarse el año i88c>, es decir, quince años 
<tcs|Hics tic la fundación de Mar del Plata, sin que aparezca 
cómo han ¡ludido transformarse de faja reservada en cha- 
cras deslindadas y numeradas, pues en 2 de Octubre tle 1885. 
al dividirse el condominio de don Jacinto Peralta Ramos y 
don Pedro Uro, esas chacras no existían en el plano, ni 
fueron computadas en la escritura de división de condomi- 
nio \U. y 401 de autos) ; ni tampoco se señalaron como 
linderas de jas fracciones 231. 228 y 230, respecto de las cua- 
tes no se determina el limite sudeste señalándole jotamente 
las calles que las dividen, en la forma tlel plano respectivo. 

ify Que tk* haber existido la reserva de don Patricio 
IVralta Ramos, se la habría indicado como, lindero sudeste 
de las chacras 22 1. 228 y 330 del plano de fs. 401. de la mis- 
ma manera que se indica invariablemente el lindero sudoeste 
(Míe lo es Jacinto Peralta Ramos, cuando se deslindan las cha- 
cras oK. 100. 102. 104. 100. etc., y el lindero sudeste de las 
203. 255. 256, etc.. que \o es la tesniamentaría de doña Ce- 
cilia Robles (k> Peralta Ramos ( fs. 391 y siguientes ), 

20." Que las circunstancias enunciadas demuestran su- 
íicivuteinente que esos terrenos no fueron reservados por don 
Patricio Peralta Ramos, porque ellos están situados debajo 
de la cresta de la barranca, sobre cuya altura debía «razarse 
el boulevard marítimo, y de consiguiente, cutre el boule- 
vard. límite del pueblo en su frente al mar \ fs. 14 vuelta y 
evadiente 517 acumulado al 2.742. y pj&ft» de fs. 402, 44>j. 
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45». 457- 49°. 01, etc. t y la orilla del mismo, es decir, en 
el talud de la barranca. 

21. a Que concurre a afianzar esta conclusión, la forma 
tn que se ríes! ¡miaron las fracciones 152, 404. 153. 154. etc., 
í f s. 30 f \ ]h?i Ik-íMo 5 1 7 citado ) a las que se da como linden > 
"la cosía del mar*' p la "calle de ribera d. i'\ la que se pro. 
Tulipa siguiendo las sinuosidades de la costa, y pasa a! sudes, 
le del cementerio, como se indica en la escritura de do- 
iiación de fs. ¿fig, sirviendo de limite al ejido en su frente 
al mar, 

22. * Que no existe concordancia, además entre la ma- 
nifestación del perito señor Chapcauroitge I fs. 407 y pla- 
no de fs. 402) y la de don Jacinto Peralta liamos efs. 1 a 4 
expediente f\ 31 acumulad* • al 2.742 1. pues aquel dice que 
una parte de la faja de tierra en que están situadas las cha- 
iras que se reivindican fué adj'- licatla en 1878 al liquidarse la 
testamentaria de doña Cecilia Robles; y el señor Jacinto Pe- 
ralta Ramos por su parte, al gestionar las ampliaciones de! 
ejido (fs, 1 a 4 del expediente P. 31), lo hizo fundado en 
que toda esa faja había sido reservada por don Patricio Pe- 
ralta Kamns. siendo evidente que sí esas tierras no fuenw 
comprendidas en el ejido, ni adjudicada* en el juicio testa- 
mentario. e!k> debe atribuirse a que las fracciones que se ad- 
judicaron, perfectamente deslindadas y medidas, integraban 
la suj»crneic que quedó para la testamentaria en 1878. entre 
cuyos limites precisos y bic n determinados no están compren- 
didas las chacras reivindicadas. 

2.V Q"e s > no fueran bastante las consideraciones ex- 
puestas, seria suficiente para decidir en contra de los dere- 
dios que alega el actor, la manifestación de uno de sus pro- 
pios condóminos y coherederos, según el cual, cuando don 
Patricio Peralta K anuís fundó el pueblo, las aguas del mar 
llegaban a las barrancas ( fs, (V expediente 7.887 agregado al 
2.742 ), pero veinte años después podía observarse que la mar 
se retiraba y la playa se extendía ccmsiderabJemcmelc, a pun- 
to de poilerse formar en «¡I terreno ganado a las aguas, una 
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nueva lila de manzanas, "quedando todavía muy adentro de 
la ribera, por las íeyés de la Re|>úbttca es jurisdicción 
nacional": y más adelante afirma, perentoriamente, que et 
fundador del pueblo dejó, además, sobrantes tle terreno |K»ra 
el embellecimiento del mismo. 

24." ytie los dívvrsos elementos probatorios analizados 
eoneiierdan entre si y son tan precisos que no din i ten duda 
de que ta faja de terreno enestinada. era en fiarte el plano 
inferior de las barrancas, ineneionado por el fundador del 
pueblo 1 fs. 11 vuelta expediente 517 acumulado al 2743). 
I^ami inferior, que sufría los efectos de las mareas, y en 
■ IKirtc el sobrante dejado |wra futuro embellecimiento del 
pueblo, y 110 comprendido en el trazado del mismo, jior la do- 
ble razón ífe los inconvenientes tojiográñcos y ¡*or estar fue- 
ra de los títulos, |Hies la parte delineada cultría la sti|»erficíe 
total del lote XIII. 

-5" W«e corrobora Con toda claridad esüa concIusfiSi 
la escritura de fs. 300 en la que al formalizarse la dona- 
ción del terreno |iara el cementerio, >e le da como limite su- 
deste la costa del mar ,fs. 370) manifestación que adquiere 
.singular inqiortancia si se K-eirtS en cuenta d carácter de quien 
la naeé, qué además de ser heredero del fundador del pueblo 
babia sido y era propietario de una gran parte de esa zona 
3 a quien se otorgo jxir don Juan Barre i ro Bayio la escritu- 
ra de fs, 159. en la que se dice expresamente que la pmpie- 
dad tiene "un frente al mar de dos mil sesenta varas medi- 
das piT|>endicu lamiente a sus costados", limite o frente al 
mar que se establece igualmente ai deslindarse cada una de 
las dos fracciones de que constan los terrenos vendidos al se- 
ñor jacinto Peralta Ramos ( f s. lío de autos, t 

26" ÍHie en el supuesto de que ta manifestación del 
st'ñor Jacinto Peralta Ramos al indicar et mar como lindero 
de la chacra ¿18 en la escritura corriente a fs. 360, no cons- 
tituya un título obligatorio ]>ara sus coherederos, y sea nula 
en tal sentido ella es perfectamente hábil como expresión de 
voluntad para confirmar el acto jurídico ejecutado |ior don 
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Patricio Peralta Ramos at contratar con el Oobierno de la 
provincia de Dueños Aires, cuando gestionó y obtuvo la fin* 
riarfón de Mar del Plata en campos de su propiedad; siendo 
de notarse que las actuaciones de don Jacinto Peralta Ra- 
mos, no demuestran mayor seguridad de su jarte en el con- 
cepto de su derecho de dominio sobre los terrenos que se 
reivindican. Kn efeeto. en la escritura de Diciembre de iHBK 
(fs. 3691. indica el mar como lindero sudeste en a chacra 
218: al año siguiente afama a nombre propio, el apuesto 
de contribución de chacras ijue el año anterior no -xístían 
pü'í 203 a 2681; en Diciembre de t8iy instaura, también co- 
mo único propietario, el juicio de jactancia testimimiado :i 
fs. 287: en Abril de 1897 pide la ampliación de! ejido, a ti- 
tulo del heredero de don Patricio Peralta Ramos : y en No- 
viembre de 1^10 ( fs. 360 a tftft denuncia por apoderado las 
referidas chacras, como peí Tiecientes a la sucesión de m« 
señor |>adrc, y otro tanto puede observarse respecto al domi 
nio que se atribuye al señor Patricio Peralta Ramos sobre la 
faja de tierra situada entre la línea de manzanas y chacras 
y el mar. pues al iniciarse el juicio testamentario del mis- 
ino en 1910 como lo comprueba el testimonio de la manifes- 
tación de bienes | fs. 362 ). en dicha manifestación no se com- 
prende esa faja (pie se a firma fue reservada en su totalidad, 
sino solamente ta ¡Arte de ta faja en que están situadas las 
chacras que son materia de este juicio. 

27," Que si se admitiera la interposición entre el pue 
blo y el mar, de terrenos del dominio privado, y susceptilrics, 
por consiguiente de cualquier destino, no sólo se habría non- 
trariado virtiiahnente el propósito expresado por el fundador 
respecto a la proximidad inmediata del pueblo a la ribera 
del mar y el boulevard de Circunvalación no seria ya la call-j 
de riljera que marcan los planos sino que se habría interpre- 
" tado la autorización gubernativa del caso con tina latitud que 
evidentemente no tiene, desde que ella fué acordada en e' 
concepto fie que la traza del |webb limitaría con el mar |mr 
medio del boulevard marítimo que debía trazarse sobre la ba- 
rranca y no debajo de ella. 
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2$.? Que la presunción derivada «le los antecedentes ana- 
lizados, adquiere caracteres de completa certidumbre ante las 
manifestaciones formuladas por don Patricio Peralta Ramos en 
el juicio ejecutivo «lie le siguió don Victoriano Olncarri en e? 
año 1878. traído ad cfrctttm ridcttdi |»or esta Corte |Kira me- 
jor proveer. 

Kn efecto el señor Peralta Ramos expone: Que lia cn- 
tregailo: a su* acreedores l no sólo cuanto era mío por el tra- 
lla jo y herencias, sino cuanto jtertenecía a mi esposa también, 
es decir, a mi* hijos" 1 te. 31 vuelta exilíente citado» au- 
mentando asi et capital 3 distribuir a mis acreedores" (fs 14 
vuelta id. í. 

Que a) intimársele el pago de la deuda que dió rigen al 
juicio ejecutivo de referaicia manifestó no tener bienes que 
presentar a embargo ( fs. 22 vuelta, id. 1 y posteriormente en 
el imidaite de tercería que en ese juicio dedujeron don Ja- 
cinto Peralta liamos y don Juan Harreiro, expuso don Pa- 
tricio que a pesar de halier recibido cuatro partes de los bie 
nes distribuidos en la testamentaría de su esposa, por falleci- 
miento de cuatro de sus lujos, se ha quedado sin recursos por 
haber <|istri buido esos bienes, rn su totalidad, entre sus acree- 
dores 1 fs. 3,1 vuelta y ¿4, incidente de tercería citado). 

Que si la faja de tierra de que se trata se la hubiese 
efectivamente rescrvailo don Patricio Peralta Kamc»s al 
liquidarse en el año 187** la testan ten ta ría de doña Cecilia 
Robles 1 fs. 1 a 4 expediente P. 31 acumulailo al 2.742) no 
se exjd ¡carian sus manifestaciones en el juicio ejecutivo de 
Olazarri, en el sentido de no tener Iriencs con que responder 
en 1879 a la deuda cuyo pago se le demandaba, corno no se 
estica que, sin adquisición posterior que lo justifique, sus 
herederos denuncien esas chacras al iniciar en 1910 la testa 
¡íumaraía de don Patricio, expresando que el título de éste 
es anterior al año 1879 por habérselas reservado al proyectar 
la fundación de Mar del Plata en 1874. 

-V Que la anterior autorización del ensanche de Julio 
de 1897, Otorgada sin perjuicio de terceros y en el concepto 
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de que los terrenos que se reivindican anuo |>ertcnccicntc$ a 
ta sucesión de don Patricio eran de propiedad de don Jacinto 
Peralta Ramos, carece de valor legal porqtie ha versado so- 
bre bienes vi finalmente incorporado* a] dominio público co- 
mo anexos al boulevard marítimo (artículos inciso i" 
y 2340» inciso 7.", Código Civil) y (pie no han podido en con- 
secuencia, ser objeto de un acto que excedió los límites del 
mandato ejercido al efecto 4 Código Civil, articulo 36), ni 
|ior ende afectar los derechos el mandante. 

30. " Que los elementos probatorios examinados demues- 
tran que la faja de terreno en que están situadas las cha- 
cras que motivan este juicio, no estuvo comprendido en d 
dominio de don Patricio Peralta Romos por su título adquisi- 
tivo pues la superficie que éste determina ha sido cubierto 
jior ventas y adjudicaciones hereditarias, y que suponiendo 
se hubiese considerado propietario de los terrenos que Cha- 
I watt rouge llama "intermediarios"* entre las lincas de barran- 
cas linderas con el mar, esa circunstancia estaría consignada 
en la mensura efectuada en el juicio testamentario de doña 
Cecilia Rtibles al hacerse entrega de las fracciones vendidas 
y adjudicadas, hecho cuya inexistencia contribuye a demos 
trar que no se considera!» con derecho al dominio de las tie- 
rras cuestionadas y que pudo establecerse para aclarar el ti- 
tulo. (Fallos, tomo 20. página 315). 

31. " Que siendo la reivindicatoría una acción que se 
funda en el dominio, el actor ha debido probar que su causan- 
te lo tenía (Palios, tomo 30. página 98; tomo 32, página 279; 
tomo 39, página 209; tomo 49, página 274; tomo 73, página 
159, etc.) y la prueba analizada demuestra, por las múltiple* 
circunstancias ya enunciadas que ese dominio no existió, ni 
pudo adquirirse por prescripción, atenta la consideración de 
que las tiems existentes entre la línea de manzanas o chacras 
y el mar, quedaron rirtualmfente incorporadas al dominio pú- 
blico como anexos al boulevard marítimo (Articulo 2.340, in- 
ciso 7. a Código Civil). 

32. " Que determinado como queda, por lo precedeitfe- 
inente expuesto el carácter de los bienes reivindicados, que 
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forman |tartc de una caite pública, aunque transitoria y |Kir- 
cialtnentc se le haya dado otro destino, tío tiene objeto el ana 
tisis de la prueba testimonial rendida jara acreditar actos 
posesorios, ¡hics estos carecen de eficacia para fundar dere- 
chos sobre cosas que están fuera del comercio y «o son sus- 
ceptibles de aquirirse j*or prescripción. 

Por estos fundamentos, se absuelve a la provincia de 
jliienos Aires de Ta demanda de reivindicación interpuesta, 
sin especial condenación en costas atenta la naturaleza de la 
causa. Molifiqúese original, y repuestos los sellos archíve- 
se, debiendo devolverse al correspondiente archivo los ejtpe- 
dientes agregados como prueba, sin acumularse . 

A. liEKMKJO. — NlCANOK O. 1MX 

Soi.au. — D. E. Palacio. — 

J. FlilUKHoA AU'OKTA. 



Otto t'rankv y Cía., contra ¡a provincia de Buenos Aires, su 
bre constitución de tribunal arbitrat. 

Sumario; Kstablecido en una ley de concesión v en et contrato 
respectivo que quedan libradas a la decisión arbitral "todas 
las cuestiones míe puedan surgir entre et (lobtcrno y los 
concesionarios", sin limitación alguna, la cuestión de la 
caducidad dH contrato, alegada por ta demandada para 
Oponerse a ta constitución fiel tribnna!. rio ertá excluida 
dr las que deben someterse al juicio de los arbitro* ar- 
hitradores. Uw míe iiodrán resolver liasta qué ¡mirto sean 
legalmente eficaces las defensas alegadas por las partes: 
tanto más que, en e) caso, la demandada misma reconoce 
¡mplicitamcutc que el contrato se halla vigente, al pe- 
dir en la reconvención, que la Corte Suprema declare su 
Caducidad, y (pie tratándose ele una convención Iliberal, 
no es ella revocable |wr la sola voluntad de una de ta* 
partes. 

Ciso. Ui explica el siguiente: 
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BuroM AJm, Dlcknkft It 4t 1911. 

Y vistos : l^os seguidos por los señores Ofto Fnmke y 
Compañía, contra la Provincia de Buenos Aires, sobre cons- 
titución de tribunal arbitra.1, de los que resulta: 

i." Que a fs. ij y con los documentos agregados a fs. i 
a in, jos señores Otto Franke y Conlpañía. exponen: Que 
en 20 de Abril de 1910, celebraron con el Gobierno de la 
provincia de Bnenos Aires el contrato corriente a fs. 3, en 
virtud de ja ley de la legislatura de la provincia, promulga- 
da el 30 de Diciembre de 1007, que autorizaba al Potler Rje- 
«mi«> para contratar con los actores ta construcción y ex- 
plotación, jxir cuente de estos, de un Ferrocarril Klectrio» a 
gram velocidad, cuya linea principal debía unir la ciudad de 
U Plata con la de Avellaneda hasta el límite ilc Ja Capital 
Federal, con prolongaciones al Tigre y al Puerto de La Pla- 
ta, de acuerdo con las liases que se estipularon en el contrato 
de referencia. 

2* Que en garantía de su concesión los actores depo- 
sitaron en el Banco de la Provincia y en títulos de deuda do 
la misma, la suma de cincuenta mil pesos, como lu acredita la 
escritura pública de fs. 3 citada. 

3," Que desde el primer momento se comprendió que 
la construcción de ese ferrocarril, en ta forma proyectada, no 
constituiría un negocio ¡«ra ta persona que emprendiera la 
obra, razón por la cual, y como medio <le contribuir a su rea- 
lización, ta legislatura incluyó en la ley citada la comtmeción 
de un camino pavimentado, que debía correr a ambos costa- 
dos de la vía det ferrocarril, camino que debía construirse 
por cuenta de la provincia a cuyo afecto se autorizó la «ni 
sión fie un empréstito de doce millones de pesos en deuda in- 
terna o externa. 

4" Que las líneas del ferrocarril eléctrico debían se- 
guir et trazado determinado en el expediente administrativo 
letra F. número 54 del año iqoG con las modificaciones que 
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fueran necesarias y que deberían convenirse con el Poder 
Kjecutivo según la base i * del contrata. 

5." Que según la cláusula 14 de la escritura respectiva, 
«¡entro del plazo de seis meses ¿le suscripto el contrato, los 
concesionarios debían presentar por triplicado a ta aprobación 
del Poder Ejecutiva los estudios definitivos de 4a línea férrea 
proyectada, habiéndose establecido por la cláusula 15 que la* 
obras de la linea principal entre La Plata y Avellaneda de- 
Irían comenzarse dentro de los dos meses subsiguientes a la 
fecha de la aprobación fie los estudios y concluidas dentro 
de los cuatro anos a contar desde la fecha prcindicada. salvo 
caso fortuito o fuerza mayor. 

6° Que se estableció también que si no se hubiese dado 
comienzo a los trata jos después de un año de aprobados los 
estudios, la concestón quedaba caduca de hecho, y el depósi- 
to efectuado como garantía pasaría a ser de la provincia, 
habiéndose establecido en la cláusula 16 que por cada mes de 
retardo los concesionarias alionarían una multa de dos mil 
pesos, salvo caso «le fuerza mayor justificable a juicio del 
Poder Ejecutivo. 

7," Que para ta finna de ambos contratos, los actores 
renunciaron ios términos estipulados en el deseo de encen- 
der cuanto antes los t retajos, según resulta leí testimonio de 
la escritura agregada fía. 11), y presentaron los planos, pro* 
yertos y estudios del recorrido que fueron aprotados ¡km* de- 
creto de Diciembre Jo. de hjii. 

Que según el contrato esos planos se presentarían 
por triplicado, obligación que cumplieron los actores, des- 
¡mes de lo cual solicitaron del tlohicrno se les entregara e! 
perfil del trazado con las autenticaciones necesarias por in- 
termedio de la escritanía mayor de (lobicnui. iwra empezar 
fas obras. 

9* Que el Gobierno ile la provincia lía resistido y si. 
gtie resistiendo esa entrega, y de consiguiente los actores «o 
han podido olrtencT el plan*» a jwsar de haber gestionado 
la entrega vcrtalmcnte y por escrito como consta cu el res- 
pectivo expediente administrativo. 
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10. " Que le exigencia de planos por triplicado consig 
nada en la cláusula ¡4 del contrata, tino por objeto permí- 
1 ir que el gobierno se quedara con dos ejemplares de esos 
planos y devolviera el tercero a los concesionarios con las 
constancia* del caso, a fin de que éstos pudieran acreditar en 
cualquier momento que la linea» tanto en su planimetría como 
en su altimciría se había hecbo de acuerdo con los planos 
aprobados, bacíendo de este modo imposibles dificultades y 
reclamaciones ulteriores. * 

1 1 . " Qtte no podían- comenzar las obras sin la entrega 
previa de ese plano, porque ello hubiera imnnitido al gobier- 
no introdudir modificaciones que aJ torraran ta cbiisttrucctón. 
haciéndola imposible, como en efecto ha sucedido. 

12. " Que el gobierno de la provincia no resolvía la en- 
trega de los planos porque ello le corral» el paso a las modi- 
ficaciones y variantes aconsejadas por razones especiales, aje- 
na -s al contrato, cuya interpretación debe ser determinada por 
d tribunal arbitral que en el mismo se ha establecido para 
dirimir las divergencias que pudieran ocurrir entre los con- 
cesionarios y el gobierno. 

Itf Que el reclamo de los actores y la resistencia del 
gohk-rno para entregar los planos referidos, producían una 
dificultad que debió someterse a la decisión arbitral; pero el 
gobierno de la provincia al ser requerido para entregar la so- 
lución de la divergencia al juicio de arbitros, dictó una de- 
creto aplicando a los actores una multa por supuesta denwi- 
ra en la iniciación de los trabajos, y como tos concesionarios 
insieran en esa gestión, dictó un nuevo decreto decía Rindo 
caduca la concesión de referencia y apropiándose del tlepóéi- 
to de garantía. 

14." Que en las gestiones administrativas que se trans- 
criben en forma fraccionaria los actores han puntualizado la 
necesidad de que se les entregasen esos planos, insinuando 
con claridad las consecuencias que podrían derivarse de la 
demora, y ratificando sii propósito de dar principio a los tra- 
bajos tan pronto como le fuesen entregados con la constan 
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cía debida ]N>r la escribanía de gi ihiemu ¡para* computar los 
plazca establecidos |*>r el contrato. 

15." Qite el decreto de caducidad, además de lesionar 
los intereses de los actores, interrumpe y hace fracasar la 
gestión financiera que los misinos tenían en trámite a fin de 
interesar a favor de la obra los capitales europeos que de 
bían venir en ayuda de estas líneas, destruyendo el o «¡trato 
a cuyo amparo colocaron sus capitales y sus esfuerzos, 

10." Que segftn el texto y el espíritu de la ley de la le- 
gislatura que autoriíó el contrato la linea de ferrocarril eléc- 
trico era lo principal, y el camino atloquinado b accesorio» 
litios debía estarle subordinado, pero el gobierno de la pro- 
vincia modificó el concepto originario y et texto de la ley, 
haciendo del camino lo principal y del ferrocarril lo acceso- 
rio, a tal punto que ese camino se ha modificado en su re 
corrido sin oír a los concesionarios del ferrocarril, cansa por 
la cual pidieron con insistencia el perfil del trazado para te- 
ner un punto fie partida invariable para la construcción de 
la tinca. 

'7- n Q t1e ' os actores han solicitado y obtenido del t Hi- 
bierno Nacional entrar a la Capital Federal con esa linea 
otorgando en títulos nacionales las garantías necesarias a es« 
efecto; han invertido capitales <le importancia en las gestio- 
nes y estudios requeridos |*or la magnitud de la obra, y no 
obstante carecer del plano debidamente autenticado, han co- 
menzado los trabajos en zona* parciales, donde por razones 
naturales, se consideró que no podía ímxliñcarsc el recorrido 
ríe las líneas, 

18." Que |>or las razone* expuestas y fundados en la 
cláusula 22 itct contrato de concesión, solicitan se condene 1 
la Provincia de Buenos Aires a constituir el tribunal arbitral 
que determina la cláusula de referencia. 

ig* Que acreditada la jurisdicción originaria de esta 
Corte, se corrió traslado de la demanda a la provinacta de 
Ffuenos Aires (ts. 28) quien la contesta ífs. 41 ) pidiendo 
el rechazo y deduciendo reconvención a fin de que se declare 
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cachica la concesión, con pérdida de la garantía y se conde- 
ne a los concesionarios a pagar las multas en que han incu- 
rrido. 

20." Que el 3 de Septiembre de 1906 los actores pro- 
pusieron al Gobierno de la provincia, ta construcción, en de- 
terminadas condiciones, ríe un ferrocarril eléctrico de gran 
velocidad y un camino carretero, adoquinado entre I*a Plata 
y el límite con la Capital Federal, propuesta en virtud de la 
cual se subscribió un contrato ad referendum de la legislatura 
y que fué convertido en ley de $0 de Diciembre de 1907. 

31." Que el contrato de concesión se firmó el 20 de 
Abril de tyio y el 14 de Julio del misnib año se presentaron 
a la aprobación del Poder Ejecutivo Jos estudios de la plani- 
metría de! trazado de la línea y del perfil longitudinal con la 
razante del ferrocarril eléctrico, trazado que se aprobó por 
resolución ile Agosto 6 ríe íyio. con la condión expresa di- 
que en término de dos meses los concesionarios deberían 
presentar a la aprobación del Po<kr Kjecutivo los datos ne- 
cesarios para determinar la zona de expropiación para el fe- 
rrocarril eléctrico y camino carretero; situación y dimensio- 
nes de las estaciones de la línea, y una nómina de los caminos 
y calles donde se proyectaran pasos superiores, inferiores o a 
nivel . 

22." Que los concesionarios dieron cumplimiento a la 
resolución a' que acaba de hacerse referencia, y sometieron 
asimismo a la aprobación del Poder Kjecutivo el resto tic 
los planos comprendidos en la base 14 del artículo i* de la ley 
ile concesión. <|ando lugar al decreto del Poder Ejecutivo dé 
l>icieinbre 20, de 101 1 rute ajwobó Tos estudios, provectos y 
planos presentados, así como también la varíente del trazado 
jiropiicsto |>or los concesionarios entre algunos puntos de la 
linea y ta ubicación de estaciones, excepto la terminal de La 
Hala, que debía niñearse en la Plaza Olazábafl. establecién- 
dose igualmente que al iniciarse la construcción de tas obras, 
los concesionarios las llevarían a cabo de acuerdo con las mo 
difidaciones acosejadas por el Departamento de Ingenieros y 
aceptadas por la empresa. 
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>¿. (¿iic los conceeionarios aceptaron efl cambio de la 
estación terminal a condición de que suprimir ra 6 modifica- 
ra la ubicación v dimensiones de la estación de) Kilómetro 2.300, 
supresión *í:í- fué aceptada por resolución de 2$ de Enero 
ile 1912. 

¡$f,* (¿lie notificada ta aprobación de los planos en Uñe- 
ro 20 de 191a. los empresarios han tlelndo como es práctica 
in variable, presentarse a la sección de ferrocarriles del IX 
parrainento de Ingenien* a retirar una copia de los plano* 
aprobados, los que se entregan previa inscrip-tón. haciendo 
constar la fecha de su aprobación por el Poder Ejecutivo. 

25. " Que para retirar las copias no se necesita resolu 
ción expresa del Ciobicrno. ni los concesionarios se lian pre- 
sentatlo a retirarla», por cuya razón, permanecen archivada* 
en la Dirección de Ferrocarriles «leí Ministerio de Obras Pú- 
blicas, circunstancia que díó «►rigen a la resolución de Junio 
jH de una que haciendo efectiva la penalidad establecida en 
las bases 15 y 16, artículo 1." del contrato, impuso a los con- 
cesionarios cuatro mil tiesos de multa por retardo en la in; 
dación de las obras. 

26. " Qüv notificada la multa a la ««presa en julio 15 
de ioj z, solicitó reconsideración once días después, fundada 
en las consideraciones que resultan del escrito de fs. 57 del 
expediente administrativo P. 37 agregado, y míe la provincia 
rcprodia-c en lo pertinente. 

27. " Que en ese escrito se insiste en requerir del (\o- 
bienio la entrega del perfil longitudinal del camino adoqut 
nado para correlacionar con él las vías del ferrocarril, sien- 
do ile advertir que al darse \ista a la empresa de las oliser 
vaeiones formuladas por el LJe|»rtamento ík Ingenieros, ésta 
tomó nota de las diferencias que ofrecía el perfil longitudinal 
del camine» carretero con el <M ferrocarril eléctrico, con í« 
que quc<fcdiu llenado su objetr» de correlacionar con ese ca- 
mino las vias <le1 ferrocarril. 

2& u Oue el P«Hler Ejecutivo no hiato Ingar a ta recon- 
sideración e intimó a tos concesionarios depositaran la suma 
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de catorce mil pesos, i„, 1(0rtt; tíe ] as CT ^ 

curndo por demora en la iniciación de los trabajos, y | a tm 
presa insistió en 3 de Rncro de 1913 reclamando pianos, .,ne 
tutuca se !e negaron ni [jodian negárseles pues le bastó pedir- 
los en la Dirección tle Ferrocarriles. 

■ *L '° qUe ha " st >" cit '"l* >os concesÑinarios es la 
copia oficial del perfil longitudinal del camino adoquinado v 
vil» lian debido pedirlo a la Sociedad Franco Argentina de 
Caminos, cesionaria de los derechos de los señores Otto Fran- 
ge y Compañía, corno contratistas del camino adoquinado. 

Jjo-" Que no han solicitado las planos aprobados porque 
«o les fué posible reunir los capitales necesarios para la cíe 
cucinn del ferrocarril eléctrico; y eí trazado aprobado de ese 
ferrocarril no ha sido variado por el Poder Ejecutivo sino 
tn dos puntos, el primero a propuesta de los mismos con- 
cénanos, y el segundo en la parte final de Avellaneda y en 
el ultimo kilómetro, en el que se ha seguido ]íur C ai !es 
existentes, por considerar que el paralelismo en esa |»rt* no 
era imprescindible ya que el ferrocarril eléctrico en n>da todo 
ese trayecto se proyectaba construir a alto nivel. 

3r ° Que para demostrar at\p más la imposibilidad de 
comenzar las obras en que se encontraban los concesionario* 
hay que notar la constitución fie la Compañía de Tierras v 
Ferrocarriles de U Plata a Avellaneda que ha fracasado 
también en la tentativa de reunir los capitales. 

m Que las obras del ferrocarril y del camino pavi- 
mentado son independientes, pues e | primero debe ser cons. 
tnndo por Otto Franlce y Compañía, y el segundo por el C$p. 
Herno, sin que haya más vinculación entre ambas obras que 
a que «m» el hecho ele que el camino haya de correr a ambos 
ados del ferrocarril. listo último impone un deber al Poder 
Kjecutivo. pero no crea ningún derecho a los señores Otto 
l'raiilíc y Compañía, que han debido iniciar las obras de acuer- 
do con lo.* planos arrollados por el Poder Kjeciitivo. 

33 ° Que el plano cuya entrega solicitan los concesio- 
narios y que motiva el caso de arbitraje propuesto en la de- 
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manda, no se refiere a su concesión, pero aunque así fuera, 
iian detndo conocerlo. jHies los señores Otto Franke y Com- 
pañía, fueron los primeros empresarios del camino pavimen- 
tada y porque el seño. ÜWp Franke es miembro «prmcípal de 
la Compañía Franco Argentina actualmente encargada de esa 
construcción . 

34." Que la pretensión de los actores no se limita a exi- 
gir la entrega de ese plano sino que requiere una copia ofi- 
cial, para procurar que el Gobierno por cuya cuenta se cons- 
truye el camino, quede imposibilitado de hacer modificacio- 
nes en el mismo, derecho que él Gobierno les desconoce \tot 
ser. aquéllos, concesionarios del ferrocarril y no <lel camino, 
y tener una traza definilivíi convenida por ellos con la provin- 
cia, la que no puede ser variada sino de común acuerdo. 

,15" Q» 1 ? los actores han debido comenzar la obra pres- 
cindiendo rompidamente de los planos del camino, porque 
éste está sutordinado al ferrocarril y debe correr a ambo» í««- 
tados de la vía férrea, según lo dispuesto en la base 1," del ar- 
tículo 2:' del contrato, 

3&» Que la falta de entrega a los actores de planos orí- 
cíales con el perfil longitudinal del camino, no puede nunca 
constituir el caso de arbitraje previsto por la base 22 de ta 
ley res|>ectíva, pues ésta se refiere a cuestiones comprendi- 
das dentro de la concesión, y originadas por divergencias sur- 
gidas sea en la interpretación del contrato, sea en la ejecución 
misma de las olrras. y la entrega de los plano* que se recla- 
man, muí liecbos extraños no comprendidos en el arbitraje, 
l*>r ttxlo lo cual pide el rechazo de la demanda. 

37" Que además reconviene a los actores por caducidad 
de su concesión y pérdida a favor do la Provincia de los cin- 
cuenta mil pesos depositados |>or ellos de acuerdo con ia ley 
de concesión, v para que se les condene a i»agar tas multas 
en que han incurrido conforme al contrato, fundando esta 
reconvención en las razones expuestas en el decreto de! Po- 
der Ejecutivo de Julio 7 *** HM4- <1"« acompaña original en el 
respectivo expediente administrativo. 
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J?8" <Jue el término para iniciar las obra* empezó a co- 
rrer el 16 <le Febrero de 1912 y ha transcurrido más de itn 
año. lo que por sí sólo determina la caducidad de la conce- 
sión y en cuanto a las multas, su procedencia resulta de las 
bases 15 y 16 del contrato, 

(Jue el tribunal arbitral cuya constitución se de- 
manda, deriva su existencia de! contrato, y la caducidad de 
éste hace imposible el arbitraje. Kse contrato no existe al tra- 
Iwrsc la litis, y en consecuencia solícita el rccha*o de la de- 
manda y que se declare procedente la reconvención, con 
costas. 

40. " Que corrido traslado de la reconvención <fs. 48 ), 
los actores la contestan manifestando que les sorprende se 
pida la declaración judicial de caducidad de la concesión y 
pérdida del depósito de garantía, pues ambas medidas han 
sido adoptadas por la provincia de Buenos Aires en el decre- 
to que motiva esta litis. 

41. " Que al negarse a aceptar el arbitraje, la (teman 
dada resuelve la cuestión en contra de la opinión de sus pro- 
pios asesores legales, y que. aóemás, no es exacto que los tra- 
bajos 110 se hayan iniciado por culpa de los concesionarios, 
pues para dar principio a ellos gestionaron insistentemente la 
entrega de los planos necesarios a ese efecto, porque ninguna 
obra de la magnitud del ferrocarril eléctrico podía abando- 
narse al azar de un trazado sujeto a modificaciones. 

4*° Que 110 es exacto que esos planos hayan estado a 
disposición de la empresa, según se demuestra en las gestio- 
nes administrativas realizadas pitra olrtenerlos, gestiones qfle 
fueron vertíales al principio, y de las que nías tarde se dejó 
constancia por escrito, dada la relación que el camino adoqui- 
nado tiene con el ferrocarril. 

43 ° Que el inciso 22, artículo 1." de la ley de concesión 
resuelve el caso, pues en él se ha establecido que serian so- 
metidos a juicio de arbitros arbitradores todas las cuestionen 
que pudieran surgir entre el Gobierno y los concesionarios; 
y a mérito <lc las consideraciones consignadas se solicita él 
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rechazo de la reconvención y (|iie se condene a la twovincia a 
constituir el tribunal arbitral previsto en el contrato. 

44." Que recibida esta causa a prueba I fs. 54) las par- 
tes producen la que se indica en el certificado de ís. 126, des- 
pués de lo cual alegan de bien probado <fs. 129 y 150) y so 
llanta autos para definitiva (fs. 157 vuelta) . 

É. 

Y considerando: 

1. " Que la cuestión de solución previa es la que ha 
planteado el representante de !a provincia de Buenos Aires, 
sosteniendo qtie el juicio de arbitros no es posible porque esc 
juicio tiene su origen en un contrato que ha caducado, y de 
consiguiente la caducidad del contrato ha hecho desaparecer 
la obligación que la provincia tenía de someter sus divergen- 
cias con los actores al juicio de un tribunal arbitral. Si fue- 
ra exacto* que el contrato de fs. 3 ha caducado, esc hecho 
haría innecesaria toda otra consideración, pues se habría 
cumplido una condición resolutoria ex pre sámente pactada, y 
esa circunstancia habría disuelto el vinculo de derecho que 
el contrato ere*'» jiara ambas parto (Código Civil, articulo* 

555 > mo7>. 

2. " Que la demandada fundí la caducidad en que los 
traliajos no se emitan mi dentro del término establecido jn>r 
el contrato, — afirmación que debe tenerse |>or probada, |>ucs 
los actore- coinciden en ella, — si bien alegaron que la demo- 
ra éi dclnda a una imposibilidad tic hechos que les ha crea 'lo 
el Cobierno de la provincia iwgándosc a Entregarles los pla- 
nos ríe las obras a ejecutarse. 

Que toda la fifis reposa pues, sobre el punto expre- 
sado en los considerandos anteriores. Si los píanos aludidos, 
eran como lo afirman los actores, indispensables para comen- 
zar las construcciones, y si además, debiendo serles cnt rega- 
dos por la provincia, les hubieran sido negados, es indudable 
que la demora en crmienstar los trabajos no sería imputable a 
tos actores, y en consecuencia el contrato no habría podido 
ser declarado caduco, porque ello importaría aplicar a los 
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concesionarios una pana en que tos hiciera incurrir la misma 
provincia, imposibilitando por actos u omisiones propias» d 
cumplimiento de las cláusulas del contrato, (Código Civil, ar- 
ticulo 1.201), como quiera que el hecho o la omisión no se- 
rian en tal caso producidos como una libre determinación tic 
.la voluntad de los concesionarios (Código Civil, artículos 807 
y yoo). 

4* Que la base ¿2 del artículo i." de la ley de concesión 
y del contrato respectivo, deja libradas a la decisión arbitral 
"todas las cite t; nncs que puedan surgir entre el Gobierno y 
los concesionarios", sin limitarlas en forma alguna, y de con- 
siguiente 110 es posible admitir que ta caducidad del contrato 
esté excluida de las que deben someterse al juicio de arbitros 
arbitra dores, si esa caducidad tuviera por origen una diver- 
gencia como la que ha surgido, originada jx>r el reclamo de 
planos que los actores juzgan indispensables para comenzar 
las construcciones, es decir, para cumplir el contrato en los 
plazos o términos estipulados . 

5. " Que el tribunal arbitral, con los antecedentes del 
caso, podrá decidir hasta qué |Hinto sean legalmente efica- 
ces las defensas alegadas por la* partes; pero entre Unto, el 
contrato debe considerarse subsistente al afecto de determi- 
nar la resolución correspondietiie sobre su caducidad o vigen- 
cia. l*>r los medios que establece la cláusula 22 recordada, 
siendo de observar que la «misma parte demandada reconocí; 
implícitamente que el contrato está vigente puesto que pide 
en la reconvención que esta Corte declare su caducidad. 

6. " Que por otra parte es de notarse que la divergen- 
cia suscitada se ha considerado fundamental y ha sido admi- 
tida i>or la asesoría del Cobierno de la provincia como causal 
de arbitraje . . A f s. 70 vuelta del expediente número 27. Le- 
tra F.. el Asesor del Poder Ejecutiva expresa en su dicta- 
men que considera que ha Hegado el caso previsto en el ar- 
ticulo 22 de la ley contrato, y que la dificultad surgid:* debe 
resolverse por arbitros arbitradores. 

7* Que así debió, en efecto, considerarse la cuestión 
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promovida, pues pactada la jurisdicción arbitral con la am- 
plitud que Id ha sido en el caso de autos, no es admisible que 
la provincia se atribuya la facultad de declarar por si lo que 
tiene que ser materia de un pronunciamiento de los arbitros 
arbitradores que las mismas jtartes se obligaron a designar a 
efecto de dirimir "todas las cuestiones' 1 ' que pudieran surgir 
entre ellas \ Fallos, tamo 70, página 262; tomo 104. página 
81 >, y porque, tratándose de una convención bilateral, no e* 
ella revocable por la sola voíuntad de una de las partes (Có- 
digo Civil, artículos 1.107 y 1.301 ; Fallos tomo 65. página 
312 ; tomo 08, página 193; tomo 75. página roo y otrosí. 

8." Que tas precedentes consirle raciones son suficiente* 
para desestimar la reconvención deducida por la provincia, 
pues ella, tiene por base cuestiones sobre las cuales todo pro- 
nunciamiento seria extemporáneo, atentas las conclusiones 
exftesadas en los considerandos precedentes. 

Por los fundamentos expuestos se declara que ta proxin- 
cia de I menos Aires está obligad» a concurrir a la formación 
del tribunal arbitral estatuido |*>r ia cláusula 12 del artícu- 
lo i> de la ley contrato de fs. 3 de autos, cuyo tribunal dcln* 
resolver la cuestión de sí los concesionarios señores Olio 
Franke y Compañía lian tenido o no motivos legalmente vá- 
lidos |iara faltar a la obligación de dar principio a las obras 
cimvenidas dentro de los plazos establecidos en el contrat". 
no haciéndose lugar a la reconvención, sin especial condena- 
ción en costas atenta la naturaleza de la cuestión resutita. 
N'otifiijiiese original, repóngase el papel y archívese. 

A. lÍKHSIK.Io. — D. lv r.M.V- 
CIO. — j. FrCURROA Al- 
corta. 
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Don Luis P. Tomtm en auíos con los doctores Diego Saave- 
dra, Leopoldo Meto y Manuel A. Montes de Oca, sobre 
regulación de honorarios. Recurso de hecho. 

Sumario : Es improcedente el recurso extraordinario del ar- 
tículo 14, ley 48. contra una resolución, que por exclu- 
siva aplicación de disposiciones de cará:ter procesal, no 
impugnarías de mconstitifcionalcs. ordena la regulación 
de unos honorarios. 

a.° No hay sucesión de la defensa de la persona 
y de los derechos •garantidos por el articulo 18 de la Cons- 
titución, cu el caso en que el recurrente* fué oído cu las 
mismas condiciones que los demás, según la interpreta- 
ción y aplicación que los tribunales leales hacen de la ley 
de procedimientos. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

lUCTAMRJÍ OKI. SKÑÜK PkOClíRADOK GENERAL 

Bwm Aire», Httrkmbf* » ét ItIS. 

Suprema Corte: 

l.a resolución ríe la Cámara de Ablaciones en lo Co 
inercia) de la Capital, a ipie se refiere el recurso de liedlo in- 
terpuesto ¡x>r don Luis IVTomba, no es sentencia definitiva 
a los efectos del recurso extraordinario para ante la Corte Su- 
jwema acordado por eJ articulo 14 de la ley 48. 

Es un auto interlocutorio destinad*» a preparar una re- 
gulación de honorarios devengados por los doctores Saa\<e 
dra, Meló y Montes de Oca y se limita a interpretar y aplicar 
disposiciones Uvales de procedimiento, que escapan a la ju- 
risdicción de la Suprema Corte de Justicia Federal. 

Por lo demás, el reenrrente. al entablar el recurso que 
le ha sido denegado, no ha cumplido con la obligación que 
impone el articulo 15 de la ley 48, de demostrar que su fun- 
damento tiene tina relación directa e inmediata a las cuestio- 
nes de validez de los artículos de la Constitución, leyes, tra- 
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tados o comisiones en «Imputa >■ ni siquiera menciona la clan- 
«lia constitucional que supone violada. 

P»r tanto, pido a V. Iv se sirva declarar bien denegado 
el recurso, 

José Nicolás Mútienzo. 
FALLO 1»K |.A COK TU st'PNKM -V 

B«lio« Akrt, DtoltfflhfC U 4t til». 

Autos y vistos: El recurso ele hecho por apelación de- 
negada deducido por don Luis P. Tomba contra um resolu- 
ción de la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de esta 
Capital en los autos seguidos |»r los doctores Diego Saavc- 
dra. Uopoldo Meló y Manuel A. Montes <le Oca, sobre re 
gidaeión de honorarios. 

Y considerando: 

(Jue para fundar et recurso, se sostiene que la resolu- 
ción afielada d conociendo al recurrente el derecho de ser oído 
antes de procederse a la regulación de los tionoraríos solicitada 
jior los actores renunciando éstos a la conformidad de su esti- 
mación por parte del demandado, ha sido violatoria del artícu- 
lo 18 de la Constitución que consagra la inviolabilidad de la 
defensa en juicio de las tusonas y de los aeréenos. 

(¿ue la sentencia apelada se limita a aplicar disposicio- 
nes de carácter procesal, como lo observa el señor Procura- 
dor General, que no han sido impugnadas como contrarías a 
una cláusula de la Constitución, Tratado o ley del Congreso. 

Que por lo cpie respecta al artículo iK de la Constitución 
invocado para decir que se le priva del derecho de manif es- 
tar los motivos de su disconformidad con la regulación so- 
licitada suprimiendo así la defensa de la persona y ile los 
derechos garantidos por dicho articulo, corresponde obser- 
var que la sentencia apelada de fs, 75 de los autos venidos 
j>or vía de informe hace constar expresamente que en el caso 
"existe además la disconformidad manifestada expresamen- 



DE JUSTICIA Ulí LA NACION 



417 



te I fs. 61 » \**r la parte contra quien se f»ifle regulación*' 
lo que significa que el recurrente fué oido en la* mismas con- 
diciones que los demás, según Ja interpretación y aplicación 
que los tribuidles locales hacen de la ley de procedimientos, 
como queda antes dicho. 

l'or ello y de conformidad con lo dictaminado por el se- 
ñur l'rocuraifur Cicneral. no se hace lugar al recurso. Noli 
fiqitcsc y repuesos los sellos archívese, devolviéndose los au- 
tos principales al tribunal de su procedencia con testimonio 
de esta resolución. 

Nicanor (i. mil. Somr. — lv. D. 
Palacio, — J. I'V.uhkov Át* 
cokta. 



Dona Agustina A. Patán en autos ton ios señores Sabaria 
Hermanos, por cabro de pesos: sobre desalojamiento. 

Sumario ; lis prudente el recurro extraordinario del ar- 
artículo 14. ley 48. contra una resolución de una Cáma- 
ra de Apelaciones que al confirmar la degenatori» de 1111 
recurso de apelación deducido para ante ella de una or- 
den de desalojo, establece que el recurrente no es parte 
en ese juicio y fundado en que esa orden dictada sin oír- 
lo acerca de los derechos (file pudiera hacer vaicr. con- 
trariaba el artículo 18 ele la Constitución que garante la 
inviolabilidad de {a defensa cu juicio. 

2." Una sentencia intimando el desalojo de una 
propiedad at que la ocupa, dictada sin ser oído ni vencido 
en juicio el ocupante, es contraria a la garantía míe con- 
sagra el articulo 18 de la Constitución, garantía que con- 
siste, según lo reiteradamente resuelto por la Corte Su- 
prema, en que el litigante del*c ser oído y encontrarse en 
condiciones de ejercitar sus derechos en la forma y con la* 
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solemnidades establecidas, |>or las leyes de procedí- 
mientos. 

Caso: Lo explican explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA UKl. StvÑOH JUEZ EN LO CIVIL 

Bunot Mw, julio J de II1B. 

Y vistos: que si bien la jurisprudencia lia establecido como 
requisito necesario, la previa audiencia, para desalojar a los ter- 
ceros ocupantes del inmueble enajenado, tal exigencia en el 
caso de autos es innecesaria, por cnanto la misma peticionan- 
te a fs. 136 ha reconocido en el escrito de iniciación ílel ex- 
ilíente promovido \**r tereería ele dominio — agregado sin 
acumularse — su carencia absoluta de derecho para retener 
la posesión de dicho inmueble. to«La vez que ha declarado que 
él era detentad" con ánimo de adquirirlo por la prescripción. 
I\n e*t;ts condiciones, habiéndose excluido de la venta de 
aquél, la?, construcciones sobre míe versa la tercería, y 110 ha- 
biendo la recurrente alegado otro titulo, su situación lega i 
no ha variado y en consecuencia debe mantenerse el auto ríe 
ile fs. 134 (1) vuelta. 

Por ello, no ha lugar a la revocatoria deducida y se de- 
niegan tos recursos inlerjmcstos en subsidio a fs. i¿6. en vir- 
tud de no ser parte en estos autos, lte|ióngasc el sellado, — 
Pi'drn l'. Afciéndea, — Ante mí: Jmm C. Dclhryc. 

SRXTENC1A 01* U CÁMARA 2» fyf, \ l'ELACIoX i;s RN U> CIVIL 

IIININ AIIM. ¡«lio 19 4c 1918 

Autos y vistos: 

Resultando de los recaudo-, acompañados y del expedien- 
te que et tribunal ha i en ido a la vista, que el recurso de apc- 



<!) P«r tate luto hi¿o ubtr ■ li «itptntt del iomueblr toadlo 1 *, que debía 
desalojen* dentro de dltt día*. Mío apercibimiento 4t itr eipulMd* con ti au*ltio 
dt lo Ijera públa. 
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lación ha sido bien Anegarlo, asi se declara, y remítanse las 
presentes actuáciones sin más i raí ni te, al señor Juez de la 
causa para su agregación a Jos autos. Repóngase la fs. — 
/'/i-». — Hclgucra. — (tígem. — Ante mi : Rafael f). Mtm- 

tiíté. 

JifCT.\MK\ Ulvl. SI-XoK PkrXURADOR UKNtiX.U. 

ButBoi Aires, Septiembre 13 de 1918. 

Su | trema Oírte: 

A las efectos del recurso extraordinario dé apelación in- 
terpucsto, la semencia cíe la Cámara 2." de Apelaciones en lo Ci- 
cil eje (a Capital de fs. 140. ddie considerarse como definitiva 
por cuanto deniega iwnie ¡pación en el juicio a la peticionan - 
tc. S. C. X. Tomo jiágina 300. 

Dicha resolución emana de ún tribunal superior y la 
apelación deducida se funda en que la resolución de prime - 
ra instancia le mandil desalojar el terreno que ocupa, si« for- 
ma de juicio y sin halterio oído ante*, lo que importa violación 
del derecho de defensa garantido jKir el articulo 18 de la 
Constitución Nacional, invocado a fs. i3$Vn primera ins- 
tancia . 

Consiflero en presencia de estos antecedentes, que es- 
tán llenados Vos requisitos, exigidos [>or d articulo 14 de la 
ley 48 para qué el recurro procedan 

Por lo tanto pido a V, K se sirva declarar nuil denegada 
ta apelación interpuesta. 

Respecto a! fondo fiel asunto, llama la atención que e) 
auto de 1." de Julio, dictado por el señor Juez Melcndcz, de- 
clare ¡mteeesariíi la audiencia de la recurrente |Jor haber ésta 
reconocido en otro juicio que deténtala el terreno con ánimo 
de adquirirlo por prescripción, la manda desalojar por la fuer- 
za pública y le deniega al misino tiempo todo recurso por no 
estimarla parte de la causa. 

K11 numerosa casos V. K. ha declarado que la garantía 
constitucic'na'l de la tnvic-laliilidad de la defensa significa que 
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el litigante debe ser uitlo y cticoiitrar.se «ti condiciones de 
ejercitar sus dercclios en la furnia y con las solemnidades es- 
tablecidas por las leyes comunes' (Véase Fallo, tomo 119. in- 
gina 156, tomo 121, páginas 285 y #19 1. 

Kn el caso registrado en el tomu 97, ¡tágina 70, V. K. re- 
solvió que ta |Hjsesión que se ordenaba dar de la cosa vendi- 
óla en remate no debía cuín»! irse en |>er juicio de los terceros 
ocupantes, cualquiera que fuese la legitimidad del título que 
invocase el comprador. 

La doctrina de estos fallos ha sido desconocida en él 
presente caso. No sólo Se le ha negado a la litigante el de- 
recho de ser oída antes fie ser expulsada del terreno que ocu- 
lta sino también se le lia privado de ejercitar los derechos 
que pretende en la forma de ley. 

Kl Código Ci\4l ha establecido las acciones petitorias y 
(asesorías para tomar al posesión de un inmueble ocupado 
por otro. Cualquiera que sea la naturaleza de la posesión , 
nedie puede turbarla arbitrariamente íart. 2,469). Kl que no 
tiene sino un derecho a la ¡>n sesión lio puede, en caso de opo- 
sición, tomar )a^|K^esión de la cosa : debe demandarla |mr las 
vias legales. 

Las via» legales, están es tablee i di is en el Código de Pro- 
cedimientos di- la Capital, cuyo articulo 0Y1 determina que to- 
das las contiendas pu di Cíales entre partes serán ventiladas en 
juicio ordinario cuando no tengan señalada una tramitación 
especial; y el títuCó XVII reglamenta tos interdictos |josc- 
si.irio>. entre ellos el de adquirir. Kl articulo 505 dice textual- 
mente: "que si alguno poseyese los bienes pretendidos, no |*>- 
drá ser privado de su posesión sin ser oído y wncído en juicio". 

lís notorio que de todas estas garantías se ha prescindi- 
do en el caso snh índice, 

Cor lo expuesto, opino que corres|n>nde declarar nulas 
las actuaciones a que se refiere el presente recurso, desde et 
auto de 4 de Junio del corriente año de f-. 134 vta., y asi 
l.j pido a V. K. 

José Nicolás Mtiticnco. 
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Buem Airen, DkMmbn M 4* IMS- 

Amos y vistos: K1 recurso de hecho |xir apelación de 
negada interpuesto por doña Agustina A. de Patán, contra 
sentencia de la Cámara 2* de Apelaciones en lo Civil de la 
Capital, y 

Considerando en cuanto al recurso: 

Que mitificada de desalujo la recurrente. i*.r auto de 
fojas 134 vuelta, se presentó ante el juzgado reclamando la 
revocatoria de tal providencia y apelando en subsidio fiara 
ante el suprior, por cuanto esa orden dictada sin oiría acer- 
ca de los derelios que pudiera hacer valer, contrariaba d ar- 
tículo iK de la Constitución que garante la inviolabilidad de 
la defensa eh juicio de tas personas y de los derechos. 

Que la semencia recurrida al continuar la denegatoria 
del recurso de ablación, estaWeee que la señora de Patau no es 
parte en el juicio, siendo así qu le fué personalmente inti- 
mada la orden de desalojo, según se ve a fs. 135 de los autos 
venidos por vía de informe: y en consecuencia, tiene aquella 
carácter de definitiva a los fines del recurso extraordinario in- 
terpuesto (Fallos, tomo 118. pagina $*JO) . 

Por ello y conforme con lo expuesto y pediilo portel se- 
ñor Procurador C.eneral, se k> declara mal genegado. 

Considerando en cuanto al fondo por ser innecesaria ma- 
yor substanciación:» 

(¿ise como queda antes dicho y según resulta de los autos 
venidos f>or via de informe, iTa señora de Patán fué intima- 
da para que desalojara la propiedad que ocupa, sin ser oída 
ni vencida en juicio y sin ser atendida en el reclamo que |n>r 
ello formulara. 

(¿ue en tal condición no es dwtoso que la sentencia ;q>e- 
lada es contraria a la garantía que consagra el articulo 18 de 
la Constitución según el cual es inviolable la defensa en jui- 
cio de la per sima y de los derechos, garnntia (pie consiste. 



isa 
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según lo reiteradamente resuelto |jHir esta Corte, en que el li- 
tigante debe ser oído y encontrarse en condiciones de ejerci- 
tar sus tlercehus en la forma y con las solemnidades estable- 
cidas por las leyes de procedimientos f I-a líos, tomo 121, pu- 
Bina 285 y otros). 

yiie cualesquiera que fuesen los motivos cjue pudiera ha- 
cer valer la recurrente, para sostener sus pretensiones, debe 
ser pilla ppf los trámite* propios del juicio correspondiente, 
0011 arreglo a la ley de enjuiciamiento. 

Por lo expuesto y conforme con lo dictaminado ¡por el 
señor Procurador General se revoca la sentencia apelada en 
la jiarte que lia sido malcría del recurso, debiendo los autos 
volver ni juzgado de origen ¡jara que se tramite y restulva el 
juicio de desalojo con arreglo a lo preseripto en la ley de la 
materia. Notifíquese y repuesto el pape] archívese, fie vi- 
viéndose los autos prmeipaks con transcnikión de la presente. 

V BfiHMHjO. — l>. K. I J ,vi„\- 
cio. — J. Fjgtjkroa Al- 

CORTA. 



M »ttk\\\alidad de h Capital en autos con h Compañía San- 
sinena de Cantes Cont/etadas, sobre ineonstitncionalidad 
.'c una ordenanza de impuesto y devolución de lo paya- 
do. Recurso de hecho. 

Sumario, 1. K* improcedente el recurso extraordinario 
del artículo 14. ley 48, contra iiiki resolución favorable 
;il fuero federal. 

¿ n La cláusula del artículo 18 de la Constitución, 
según la cual ningún habitante de la Nación puede ser 
sacado de tos jueces designados por la ley antes del he. 
cho de la causa, se propuso proscribir las leyes r.r pos* 
faeto y los juicios por comisiones nombradas especial- 
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mente para el caso, meando al acusado de la jurisdic- 
ción peráltente de l<* jueces naturales para someterlos 
a tribunales o jueces accidentales o de circunstancias. 
Caso: I-r* explican las piezas siguientes: 

nlCTAMEN DKL SKÑi tu PROCUlADO» C.KNlíRAL 



Suprema Corte: 

El recurso extraordinario acordado por el artículo 14 
de la lev 48. no procede contra la resolución <me declara el 
caso sé ¡«dice de la competencia ^ i« s ^ ia 
S C. N. tomo 103, I*ágina SU Y ta*» H3- vá*P™ «7 

De la propia manifestación del apelante y del informe 
expedido por la Cámara Federal de Apelación de la Capital, 
se deduce que la sentencia recurrida declara procedente dicho 

fuero. ¡ 

Por ello y por no tratarse de una contienda de eomW- 
tencia que V. K. deba derimir. considero bien denegada la 
apelación y pido a V. E. se sirva asi declararlu. 

José Nicolás Matienso. 

KAU.fi DK U CORTE Sl'PMKM A 

1 Alftt, Dkéw*« 14 St 11W 



Autos v vistos: Kl recurso de queja, por denegación del 
extraordinario, interpuesto, contra sentencia de la Cámara Fe- 
deral de Apelaciones de la Capital, en el juicio n ,ie sigue la 
Compañía Sansinena de Carnes Congeladas contra a Mumci- 
palidad por incmistitucionalidad de una ordenanza de impues- 
tos y devolución de lo pagado en tal concepto. 

Y considerando: 
( me come k» hace constar la sentencia apelad la demanda 
está directa c inmediatamente fundada en preceptos de la tons- 
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tilución y versa sobre restitución de sumas pagadas por el ac- 
tor a la < l< -maullada. 

<¿u* en tal virtud y con arreglo a lo dispuesto en el ar- 
tículo 100 de la Constitución y a lo reitcradaniente resuelto por 
esta Corte, no es dudosa la competencia de la justicia federal 
para conocer del pleito de qué se trata < Fallos, tomo Qi, i>ági- 

{¿uc siendo la resolución recurrida favorable al fuero fe- 
deral na procede el recurso extraordinario según es de juris- 
prudencia constante (Fallos. totm> 103, pagina 91 y otros), 
porque el inciso 3? del artículo 14 de Ja lev número 48, tiene 
en su letra un sentido intergiversaWe. 

Que, por lo demás, la garantía de la cláusula del artículo 18 
de la Contititción que se invoca, según la cual ningún habitante 
de la Nación |Hiede ser sacado de los jueces designados i»r la 
ley antes del hecho de la causa, directamente acordada a los 
procesados, se propuso proscribir las leyes e.r post facto y los 
juicios por comisiones nombradas especialmente para el caso 
sacando al acusado de la jurisdicción permanente de los jueces 
naturales para someterlos a trilmnales o jueces accidentales o 
de circunstancia*. 1 Fallos, tomo 12^ pagina 82 v jurispruden- 
cia allí citada. 1 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido j>or el señor 
Procurador < ¿enera], se declara bien denegado el recurso. No- 
tifiquesc y archívese. 

A. JIkhmkjo. — D, K. Pala- 
cio. — J. Fir.uEROA Mr 

CORTA. 



Don Tomás /trias y Carlos Ciménez. contra ta Provincia de 
Mendosa, por cobro ejecutn-o de pesos. — Excepciones de 
falsedad e inhabilidad de titulo. 

Sumario: i f * Hs improcedente la excepción de falsedad 
opuesta a la ejecución de un laudo <pie no se funda en 



DE j USTICIA DE LA NACION 



alguna de las causales que importan la falsedad que con- 
signa el articulo 270 del Código de Procedimientos en lo 
Federal. (Se la fundaba en que el Gobierno de Ta Provin- 
cia no pudo concurrir a la constitución del tribunal arbi- 
tral, sin previa autorización de la legislatura.) 

2.° Ks improcedente la excepción de inhabilidad ríe 
título que no se basa en defectos extrinsccos del título 
de ejecución sino en la causa de la obligación. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

VAUft W. h.\ COUTIÍ St'l'HtiMA' 

BwMM AifMi Otete fflfcw W tt lítñ 

Y vistos: Los seguidos jior el doctor Tomás Arias y el 
señor Carlos D. Giménez contra la provincia de Mendoza, por 
cobro ejecutivo de pesos, de los que resulta: 

Que a fojas 1 1 compareció el representante de los señores 
Arias y Giménez, alegando ser éstos acreedores de la provin- 
cia de Mendoza, en concepto de honorarios por los servicios 
prestados a la misma como arbitro único y secretario del arbi- 
traje, respectivamente, en el juicio que siguió contra la pro- 
vincia don Juan Ovando» sobre reivindicación de un campo 
ubicado en el Departamento San Rafael. 

Que los honorarios fueron regulados en un juicio arbitral 
cuyo laudo ha pasado en autoridad de cosa juzgada, y en él 
se fijaron las sumas de treinta y dos mil y ocho mil pesos mone- 
da nacional. res|>ectivameiHe. como importe de los servicios 
prestados a la provincia de Mendoza por el floctor Arias y el 
escribano Giménez en el concepto ya expresado. 

Que las gestiones hechas ante la demandada para obtener 
el pago, han sido infructuosas, por lo que ocurren a perseguir 
el cobro judicialmente y piden se la condene al pago de la suma 
reclamada, sus intereses y costas. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte, 
se libró mandamiento, el que fué diligenciado con resultado ne- 
gativo ; se citó de remate a la provincia de Mendoza (fojas 21 
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vuelta > v esta opuso ex eepc iones fie falsedad e inhabilidad de 
titulo ( fojas 35 >. 

Y consideranilu : 

íjue la ejecutada funda sus exencione* en que el Gobier- 
no de la Provincia no pudo concurrir a la constitución dd tri- 
bunal arbitral que reguío lo* honorarios fie los ejecutantes sin 
precia autorización legislativa, y en este orden de ideas sostiene 
que et laudo es nulo ¡*>r no haberse otorga<lo esa autorización, 
y no está consentido ]K>r ser nulo el podi-r otorgado a la j»cr- 
sona (pie representó a la provincia al constituir el tribunal ar- 
bitral qtie reguló los lionoraríos y que es la misma a quien se 
notifico el laudo. 

Que ello establecido, es evidente que la exección de fal- 
sedad ha sitio indebidamente opuesta, pues no se alega que el 
laudo con que se instruye la ejecución está afectado \n>r al- 
guna de las causales que imjjortan la falsedad que consigna el 
artículo 270 del Código de i*rocedimíentos en lo federal, pues 
no se desconoce la autenticidad del laudo. < Kallos, tonto 1 19. 
Iiáginas 84 y 420,) 

ÍJik por lo que hace a la inhabilidad, cabe considerar: 
t, 8 que se trata de un laudo arbitral en las condiciones esta- 
blecidas |ior el artículo 24U. inciso 2." de la ley de procedi- 
mientos citada ; 2. a (pie no .se alega eme ese laudo haya sido 
recurrido en la forma autorizada por la ley. 

Que con arreglo a la jurisprudencia establecida, es impro- 
cedente la excepción de inhabilidad de título que rio *e basa 
en defectos extrínsecos del titulo de ejecución sino en la causa 
de la obligación, porque la inhabilidad que puede autorizar una 
ixcejjctón en juicio ejecutivo debe resultar de! titulo mismo, 
pues si en los conceptos de inhabilidad y falsedad estuvieran 
compren ¡Hdos los motivos <le fondo que con sujeción al dere- 
cho común o al derecho público pueden hacer anuladle o inefi- 
caz mi instrumento, habría sido en realidad inútil el juicio 
ordinario autorizado para discutir punto* de tal naturaleza. 
(Arg del fallo, tomo 136, iiágina 140, consiiierandos 3°, 4, 
y 5¿ páginas 154 y 155.) 
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En su mérito, se declaran improcedentes las excepciones 
opuestas. Llévese adelante la ejecución hasta hacerse pago el 
acreedor del capital reclamado, intereses y costas. Repóngase 
el papel. 

A. Rkkmkjo. — Nicanor G. dkl 
Solar. — D. R. Palacio. — 

J. FlGUKROA ALCORTA. 1 



Señores Layorío. ttsparrach y Cía., contra Felipe Pastoritw, 
por cobro de pesos. — Contienda de competencia 

Sumario: Kl ejercicio de una acción personal jaira y sim- 
ple, del* llevarse, con arreglo a los artículos 100 y iztz 
del Código Civil, ante el juzgado fiel domicilio del deudor. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 

DICTVSIKX 1»KI. üKÑOK HÍOCURAUoR C.KVKRAL 

■iiwm JUm. Décimbrt 31 de llil 

Suprema Corte: 

Don Félix Pastorino. demandado ante el juca de Paz de 
la Sección 4.' de la Capital de la Nación por los set>res Lago- 
rio Ksparrach y Cía., por cobro de pesos y notificado de la de- 
manda, a pedid» de éstos, en Villa Atberdi (Tucumán). enta- 
bla inhibitoria ante el juez de Paz de dicha localidad, soste- 
niendo ta incompetencia del de la Capital, por tratarse de una 
acción personal y estar domiciliado el presunto deudor en la 
jurisdicción de aquel juez. 

Los actores por su parte, han s*>stenitk> que se trata de 
una obligación que debía cumplirse en esta Capital, lo que ha- 
cia procedente ta jurisdicción del juez de paz de la misma. 

Pero para resolverse esta contienda no basta que los acto- 
res hagan esa afirmación, es necesario que la prueben, cosa 
que no han hecho. La compulsa de fs. 2. que han presentado, 
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establece solamente que Pastorino adeuda a los señores I,ago- 
rio, Rsparrach y Cía., la suma de 439 $. sin indicar lugar de 
pago- 

En presencia de esto y de ia pro|»ia manifestación de los 
actores, quienes denuncian el domicilio de Pastorino en Villa 
Alberdi, domicilio que, según el art. 100 del Código Civil de- 
termina la competencia de ías autoridades públicas, para el 
conocimiento de tos derechos y cumplimiento de las obliga- 
ciones, considero que es Juez competente el de Villa Alberdi. , 

Por lo que pido a V. % se sirva así declararlo. 

Jasé t Hlctlát MaUenzo. 

PAIJjO DE 1,A CORTE SUPtKHA 

Nn Ato», OMcat» » ét 1011. 

Autos y vistos: Los de contienda de competencia entre 
el Juez de Paz de la Sección 4". «le esta Capital y el de igual 
categoría de villa Alberdi, provincia de Tnciunán, para cono- 
cer de la demanda que por cobro de pesos han instaurado ante 
el primero de dichos jueces, los señores Lagorio. Ksparraeli 
y Cía. contra don Felipe Pastorino. 

Y considerando: 

Que según lo dicen categóricamente los actores, el deman- 
dado tiene su domicilio en la rcícriila ViHa Alberdi; pero 
agregan que lo demandan en la Capital porque fué convenido 
que aquí se cumpliría la obligación de que se trata. 

Que el informe de fojas 2. aub* ele la Capital, no acre- 
dita lo aseverado acerca ic un lugar convenido para el cum- 
plimiento de \-a obligación y sólo dice que Pastorino (según el 
libro de comercio compulsado » adeuda y los señores i.agori.». 
Ksparrach y Cía., la suma de cuatrocientos treinta y nueve 
[tesos moneda nacional. 

Que no se ha pretendido acreditar en otra forma, que hu- 
biese existido un lugar convenido para el cumplimiento de la 
< 'legación, ni existe antecedente alguno que indique que estu- 
viese implícitamente establecido dicho lugar. 
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Que en tul condición se trata del ejercicio de una acción 
personal, pura y simple» que con arreglo a los artículos 100 y 
121 2 del Código Civil debe llevarse ante el juez del domicilio 
del deudor. (Fallos» tomo 124. página 195 y otros.) 

Por ellld y conforme con lo expuesto y pedido par el se- 
ñor Procurador General, se declara juez competente para co- 
nocer en el juicio de la referencia, al de Paz de Villa Alberdi, 
provincia de Tucumán, en el concepto de ser éste el ilomicilio 
del deudor ; y en consecuencia retratármele los autos, previa re- 
posición de sellos, avisándose al de la Capital en la forma de 
estilo. 

A. Iíkkíjkjo. — Nicanoi O. mu 
Sowr. — D. E. Palacio. — 
J. Fir.uKRoA Awtorta. 



Frigerio hermanos (su quiebra). — Contienda de eompeteneia 

Sumario: Corresponde al juez de la quiebra el conocimiento 
de las acciones judiciales contra el faHido con relación a 
sus bienes, inclusive la ejecución de créditos hipotecarios 
contra el mismo, sin que (Hieda variar la competencia del 
juez de la quiebra la circunstancia de ser el concursado 
tercer poseedor del inmueble ejecutado. 

( aso: I/» explican las piezas siguientes: 

exoaro ? 

RftMrio Juid 9 de Itt7. 

Al señor Juez de !.* Instancia de la Segunda Nominación 
de la Ciudad de Santiago del Kstero. 

Que por ante este juzgado de primera instancia en lo civil 
y comercial de la quinta nominación a ira cargo, y secretaría 
del escribano autorizante, tramita el juicio de quiebra de los 
señores Frigerio hermanos, en el cual a petición del sindico 
liquidador señor Roque C. Martoccia, se ha dispuesto exhortar 
a L7. S'.. a fin de míe por intermedio de ese tribunal: l.* Se 
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oficie al Registro General de Propiedades de esa ciudad. |iara 
que informe acerca de totk* los bienes inmuebles de perte- 
nencia de los señores Frigerio hermanos o Fduardo Frigerio 
indi si ¡mámente, cum asimismo los gravámenes que dichos in- 
muebles reconocieran, a» Se remita a este juzgado todos los 
juicios que se ventilen por ante el juzgado de U. S.. en que los 
señore* Frigerio hermanos o Kd nardo Frigerio sean parte, 
bien sea como actor o demandad**. |*>r tratarse de un juicio 
de carácter universa). Cuno recaudos se transcriben las |>artes 
pertinentes de los escritos presentados |x>r el síndico nombrado 
solicitando dichas medidas y las providencias recaídas al pie 
de los mismos que eopiailos literalmente, dicen asi: "Pide ex- 
hortos y oficios. Señor Jue* de (Viniera Instancia: Roque C. 
Martoi'cia. sindico liquidador nombrado en el juicio de quiebra 
de Frigerio hermanos a L". S. digo; i," Que a fin de i»rocc- 
der lo antes posible a \¿ lii|ttidación total de los bienes de esta 
falencia vengo a solicitar de L\ S. se sirva ordenar, se libren 
exhortes a las ciudades de Córdoba, Santiago del listero y San- 
ta Fe. donde existen varios inmuebles de los fallidos, a fin 
de que el Registro General de Propiedades, informe acerca del 
dominio y gravámenes de los mismos. Dígnese U. S. proveer 
de conformidad a lo socilitado por ser asi de justicia. K. C. 
Martoccia, Presentado y {tuesto al despacho sin firma tic le- 
grado, boy veintinueve de Mayo de mil novecientos diez y sie- 
te, a las ¿ p m, Gmsle: Coronado. Rosario Mayo veintinueve 
de mil no \ ve ientos diez y siete. Ivn todo romo se pide, edictos 
en el diario ya designado "I^a República". Avalle. Ante mi: 
Isaías R. Coronado. Señor Juez de Primera Instancia: Pide 
exhorto: Roque C. Martoccia, síndico liquidador en los autos 
de ípiiebra de Frigerio hermanos, a L*. S. digo: llega a 

mi conocimiento, que contra la firma quebrada, se lian inicia- 
do diversas ejecuciones en la provincia de Santiago del lis- 
tero, sin poder precisar ante qué juzgado de la Capital de ta 
Provincia. Siendo el de quiebra, un juicio de carácter univer- 
sal, pido se libre exhorto a los jueces de i;¿ual clase de la 
ciudad de Santiago del Estero, pidiendo la remisión de los 
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autos. Será justicia. K. C. Murtoccia, Presentado y puesto al 
despaclio sin finiia «le letrado, hoy treinta y uno de Mayo de 
mil novecientos diez y siete a la i p. m. Conste: Coronado. Ko- 
sario, Mayo ¿i de 1917. A los efectos solicitados, exhórtese. 
Avalle. Ante mí: Isaías R. Coronado". Se hace constar que el 
señor Carmelo M. Vidal, vecino de esta ciudad, está enearga«V> 
para intervenir en el diligencianiiento del presente exhorto, pi- 
diendo presentar 1c»s escritos que aeren pertinentes. Kl in- 
frascrito ruega a V. S. el fiel cumplimiento del presente, que- 
dando obligado a usar de igual reciprocidad en casos análogos. 
Diligenciad* 1 se servirá deml verlo a este juzgado con lo ac- 
tuado a sus efectos. — Miguel Avalle, — Ante nú: Isaías rt. 
Coronado. 

AUTO D1L SENO» JUFZ DE M INSTANCIA EN LO CIVIL V COMEftClAL 

Sintlafto del Etttio. Dttlemta* 4 4* iM. 

Y vistos : atento lo solicitado por el señor Juez de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial, doctor Miguel Avalle, pi- 
diendo se remitan a este juzgad" las ejecuciones contra los 
fallidos Ftigerio hermanos, y constando a fs. i i que la ejecu- 
ción hipotecaria del señor Benjamín Sclieidlind ha sido enta- 
blada contra los señores l'rigerio hermanos, quienes han sido 
concursados en ilícito j tugado de acuerdo con el art. 14,36 del 
Código de Comercio (58 de la ley de quiebra*), y no obstante 
lo manifestado por la parte del ejecutante en la vista que an- 
tecede, se resuelve: remitir al señor juez doctor Miguel Ava- 
lle, los autos caratulados: Benjamín ScheldlínVl contra Keginal- 
do Tijscatto y l'Vigerio hermanos, ejecución hipotecaria. Kxp. 
numero 41 17, con Ja nota de estilo, llágase salier; rcp. — J. Vo- 
tjet v Ohnrttea, — Ante mi: Pedro f. V ¡darte. 

SENTENCIA DE LA CORTE DC JUSTICIA 

biHiio del Este», Febrero 31 de 1»I|. 

Y vistos: 

Kl señor juez de la causa se funda en el art. 58 de la l^cy 
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•Je (Quiebras para ordenar ge remitan los autos al juea doctor 
Miguel Avalle que es el juez de la ciudad fiel Rosario que en- 
tiende en la quiebra Frigerio hermanos. La» disposiciones 
referidas dicen ; La declaración de su quiebra atrae al juzgado 
de la misma todas las acciones judiciales contra el fallido con 
relación a sus bienes, etc. Ksta disposición no hace distincio- 
nes referente» a las clases de acciones, ya sean éstas ordinarias 
o privilegiada*. Sin embargo, la misma ley de quiebras, en 
k» arts. 10, inciso t.\ arts, 20, 82 y 115. establece disposicio- 
nes tendientes a resjietar los privilegios contraídos por los deu- 
dores. Kn el inc. 2 ° del art. lo, se dispone que dictado el auto 
de quiebra se suspenderán todas las ejecuciones que hubieren 
Negado al estado de embargo fie bienes con excepciones de las 
que tuvieren por objeto el cobro de un crédito hipotecario pri- 
vilegiado. Kn esta disposición ta ley ya hace una distinción 
categórica entre las distintas clases de créditos respetando aque- 
Itos en los que el deudor, en la época en que tenía facultades 
(«ra disponer libremente de sus bienes, había establecido pri- 
vilegios para algunos de sus acreedores, lista disposición se 
explica porque no solamente la iniciación del juicio ya habí» 
separado el bien hijxrtecado de lo* bienes que constituían et 
patrimonio del deudor sino también porque al exigir el privile- 
gio o garantía de su crédito el acredor no quería someterse a 
situación de peligros y dificultades que trae a («rejuda la quie- 
bra del deudor y en esa garantía misma se establecen los 
jueces que han de intervenir en cuso de dificultades ¡«ira el 
pago y el bien que ha de resjiondcr del crédito. Los arts. 82 
y 115. cois fin lian la disposición anterior cstaMecicndo. que en 
caso de no haber procedido el acreedor privilegiado del |»rodu- 
cido del bien hipotecado se reserva para responder a esc cré- 
dito, y el art. 20 faculta al acreedor hipotecario a renunciar 
este privilegio para i»oder tomar parte en las de liberac iones y 
las que hace mérito la |wrte del señor Omití, se revoca la reso- 
lución apelada ite fs. 1 1 vta.. fecha 4 de Diciembre de 1017. 
llágase salier. repóngase y lia je con sus antecedentes. — Ben- 
jamín Aliaga. — Próspero Abólos. — Luciano Pigueroa. — 



Ante mi : Domingo L. Stansilia. 



* 



UlUTAMgX Wil. SH.ífík PROCURADOR itf.VKRAl, 

ButDM Aires, Olckmbic 24 de I9lt. 

Suprema Corte : 

í señor Juez. un lo Ci\il y Comercial de Kosario mte cn- 
tiendc en el juicio de quiebra de los señores Frigerio hermanos, 
solicitó del de igual clase de Santiago del listero la remisión 
de tas actuaciones seguidas por Benjamín Scheindlid, contra 
teá fallidos |ior cobro de un crédito Hipotecario, |íara su acu- 
mulación a aquel juicio. 

Negarla la remisión jjor este último juez ¡x>r considerarse 
competente para entender en dicha ejecución no obstante el 
estallo de nuiebra de ios deudores, ambos usagistradus ha» 
elevado a V. lv las respectivas actuaciones para (jue se sirva 
dirimir la Contienda en virtud de lo dispuesto i*>r el inciso d) 
de! art, »j de la ley 4055. 

Kl punto en cuestión lia sido regidas veces resuelto por 
V, K. declarando la competencia a favor del juez ríe la quie- 
bra fundado en la universalidad <le dicho juicio míe atrae las 
acciones judiciales contra el fallido lart. 5K de la ley de «mie- 
bras> y en la no existencia de una disposición expresa que 
sustraiga del conocimiento del juez de la quiebra tos crédito* 
hipotecarios. C. N.. tomó iüj» pagina $r/ y otros.» 

No habiéndose jx>r .«ira iwirte alegado la inconslitucif mali- 
ciad de la ley 0-7 ,,ne atribuye a los jueces toles jtirisdicción 
para conocer en los juicios de bancarrota, considero míe es 
juez competente para entender en la ejecución hijiolecaria re- 
fi rida el de Rosario, y pido a V. E. se sirva así declararlo. 

José Nicolás Maiienzo. 

VAU.O lt¡& tA COKTK SUPREMA 

Buenos AtTtt, Didcmtm 28 de 191 B 

Aulns y vistos: l,os de contunda de competencia entre 
% mi juez de 1.* Instancia en lo Civil y Comercial del Rosario de 
Santa Re y otro de igual categoría de la ciudad de Santiago 
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(k'l Kstero, jara conocer en la ejecución hipotecaria seguida 
ante el segundo de dichos jueces por clon Benjamín Sclit-iiidltd 
contra ta Sociedad Comercial Vrigcrio hermanos. 

Y considerando: 

y ue declarada en estado de quiebra diclia sociedad por el 
Jiiéa del Rosario por tener en la localidad »u domicilio y el 
principal establecimiento, se solicitó del Juez de Santiago del 
listero la remisión de los autos ejecutivos que se seguían ante 
él. a lo une no se hizo lugar quedando así trabada la presente 
contienda de competencia. 

(¿ue con arreglo a lo dispuesto en el articulo U,*ó del GV 
digo de Comercio y a lo reiteradamente resuelto por este tri- 
bu nal, la declaración de quiebra atrae al juzgad»» de la misma 
las acciones judiciales contra el f al litio con relación a sus 
bienes. 

Qtití en el caso, el juez del Rosario es el competente para 
conocer de la ejecución con arreglo a lo dispuesto |jor el ar- 
ticulo j." de la ley n." 0.J7. t l : aI)o>, tomo 1 kj ( página )' 
jurisprudencia allí citadas 

IJiK aiiTi Mt|Niiiieiirli» que lo* señores Frigerio hermunos. 
íuesen terceros posecdore» del inmueble ejecutailo. como se 
afirma a fojas; 12, autos de Santiago del latero, tal circunstan- 
cia no ¡Miedo hacer variar la cotltpetencta del juez de la quie- 
bra, -egún está resuelto por esta Corte en casos análogos. (:|?a* 
II »>, tomo IJ4. |«igina ?o > otros.) 

Por ello y ©OnfoWne con lo expuesto y pedido \*>T el señor 
Procurador Oucral. m- declara jotra rómpeteme jKira conocer 
cu la ejecución de qile se trata ai de gf Nominación de Ja Ciudad 
del I osario a quien se le remitirán los autos, previa reposición 
del sellado, avisándose \vx oficio al "ñor Juez de Santiago 
del listero. 

A, UtíJOiBjo. — D. K. Pala- 
cía — J- Kioi:kroa AL- 
CORTA. 
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Don Bautista Ürosso, Juan Antonetli y francisco Pastera, con- 
tra ta provincia de Mendoza, sobre incttnstittteionalidad de 

ta ley 703. 

Sumario: Tratándose de la cotistitucionalidad o inconstitucio- 
nalidad de una ley. la Corte Suprema debe circunscribirse 
a examinar el caso del puntn de vista jurídico, investigando 
si existen o no las incompatibilidades que se alegan entre 
los preceptos de la ley y los de la Constitución, con pres- 
cindencia de Jos fundamentos de orden económico que se 
invoquen jura prestigiar a aquélla. 

a," ta ley número 703 de ta provincia de Mendoza, 
que hace obligatoria la reserva, exportación o destilación, 
de una |*arte del vino, regula precio de conipra-veirta, de 
elaboración, etc.. como medio de eximirse |>or vía de pri- 
mas, del impuesto de »»clio |jesos ¡x>r hectolitro con i|tic 
grava el vino producido en la provincia, es contraria a los 
artículos 14 y ifc de la Constitución Nacional. 

DICTA M IvN lilíl. SKNOK l'RftCi;llAIMik i.KM-HAL 

Batno* Alrct , Octubre 2J de 19 ít 

Suprema Corte: 

Los señores Kantista Grosso, Juan Antonelli y Francisco 
l'asscra demandan a la provincia de Mendoza para que se con- 
dene a devolver la suma de $ 54.74,1.30 que les lia cobrado en 
ejecución de la ley n." 703 de í." de I )u iemlpr de 1916 que 
ellos reputan inconsti.jcional, ley «pie establece un impuesto 
de $ 8 por hectolitro de vino elaborado en la provincia y acuer- 
da una prima de la misma cantidad de 8 pesos por hectolitro 
a ti «la sociedad coo|>er.itha vitivinícola cuyos asociados elabo- 
ren como mínimum un millón de hectolitros. 

Los actores consideran que este impuesto es inconstitucio- 
nal porque coarta la libertad de trabajo e industria garantida 
en el artículo 14 de la Constitución ; porque despoja o confisca, 
no obstante la garantía del artículo 17 ta propiedad de los m- 
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clust ríales que no se incorporen a la cooperativa ; porque que- 
branta el principio del articulo ió, según el cual la igualdad es la 
base del impuesto y de la* cargas públicas; y porque viola ta 
libre circulación garantida a los .productos nacionales por los 
artículos y, 10 y 1 1 do la Constitución. 

Sostienen lew actores que el proposito «le la legislatura 
de Mendoza no lia sido aumentar la» rentas de la provincia 
sino linñtar la producción del vino y obligar a los industriales 
a asociarse a tum institución a la que no desean pertenecer 
porque se sienten cajiaces de administrar y manejar lo suyo. 

líl representante de la provincia demandad» estima que la 
medida turnada por la ley 703 era necesaria liara salvar la in- 
dustria vitivinícola y re -ta Mecer las finanzas provinciales y 
niega que hayan sido violadas las disposiciones citadas por los 
demandados. Sostiene que la proxíncia tiene facultad para pro- 
teger su industria aplicando ta- doctrinas económicas en que 
se fundan los Kartrlls alemanes, cuya organización ha adoptado 
la Cooperativa Vitivinícola de Mendoza. 

La cuestión es notoriamente grave, porque su solución 
afecta la naturaleza del sistema económico adoptado jwr la 
Constitución Argentina y las facultades de las provincias en 
esa materia. 

IVto 110 puede decirse que ella sea completamente nueva 
para la Corte Suprema, míe ha tenido ya ocasión de conside- 
rar y decidir contienda* análogas con relación a otro género de 
actividad industrial. 

¡Los limites de la acción del estado en la regulación del 
traha jo y de la industria son siempre difíciles de fijar, porque 
cu la constante evolución de la sociedad, las circunstancias 
cainbian determinando nuevos puntos de vista. 

Pero, en el régimen de las Constituciones escritas, conio 
la nuestra, hay que guiarse, para esa fijación, por lo- princi- 
pios establecidos en la ley fundamental. 

Kl artículo ¡4 dé la Constitución, inusado ptW los fieman- 
fiantes, consagra ampliamente la liln-riad económica al recono- 
cer a todos los habitantes de la Nación el derecho de trabajar 
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y ejercer toda industria licita, de navegar y comerciar • de pe- 
ticionar a las autoridades; «Ir entrar. i*ernianecer y salir del 
territorio argentino; de usar y disponer de su propiedad; de 
asociarse con fines útiles, etc. 

Tí cierto que estas libertades deben usarse conforme a 
las leyes que reglamenten su ejercicio; pero estas leyes no las 
pueden alterar [jorque lo prohibe expresamente el articulo 2H. 

"Todo reglamento. — dice Alberdi, — que so^prctexto de 
organizar la libertad económica en su ejercicio, la restringe y 
cmtaraza, comete un doble atentado contra la Constitución y 
contra la riqueza nacional, qué en esa libertad tiene su prin- 
cipio mas fecundo". ( Sistema económico y rentístico, en Obras 
Completas, tomo IV, página 159.) 

La ley que motiva este pleito es reglamentaria de la libcr- 
tad económica en lo relativo a la industria vitivinícola. Ambas 
partes interesadas están conformes en que el propósito primor- 
dial de esa ley es equilibrar la oferta con la demanda y esta- 
blecer un precio mínimo para la uva y para el vino. 

Til artículo 18 de la ley dice; "Las sociedades cooperarios 
vitivinícolas están obligadas a reservar. exportar p destilar 
projiorckmalmcntc a sn elaboración la cantidad de vino que sea 
necesaria y tornar toda otra disposición a fin de mantener un 
perfecto equilibrio con el consumo, garantizando expresamente 
en sus estatutos la exacta proporción de la salida mensual que 
corresponda a prorrateo a cada asociada elaliorador, como asi- 
mismo no liaccr diferencias entre los prer : W la materia pri- 
ma, ni en la elaboración, ni tam|toco en la» condiciones de com- 
pra y venta, de manera que coloque a una sociedad en situa- 
ción más ventajosa que a otra", 

lie este artículo surge claramente que el objeto de la kv 
es evitar la libre competencia ntre los productores y expende- 
dores de vino y, por ende, la oscilación natural del precio de 
esa mercancía. 

Cara asegurar la consecución de este objeto, la ley acuerda 
una prima de ocho pesos ¡ior hectolitro de vino expendido a 
toda sociedad eoo|*?rativa vitivinícola, cuyos asociados clalio- 
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rati otmo mínimo tm millón de hectolitros (art. 15}, estando 
estas sociedades obligadas a comprar a sus viñateros, una can- 
tidad determinada de uva (art. í$ J, a unificar entre sí las 
condiciones generales de compra y venta, a no alterar el precio 
de la uva que se comprometen a comprar, ni el del vino que 
deben vender en menos que el ai>robado por el Poder Kjecntívo 
í artículo 171; además de lo oiai las sociedades cooperativas 
deben reservar. ex¡x»rtar o destilar, proporcionalmente a su 
elaboración, la cantidad de \ino que sea necsarta y tomar cual- 
quier otra disposición a fin de mantener un perfecto equilibrio 
con el coiiauii¥>. garantiendo expresamente en sus estatutos 
la exacta proporción de la salida mensual que corresponda a 
prorrata a cada asociad*» elaborador, como asimismo están obli- 
gados a no hacer diferencia en los precios de la materia prima 
ni en la .elaboración, ni tampoco en las condiciones de compra 
y venta de manera que coloque a una sociedad en Mttuklión 
más ventajosa que otra. 

La prima que, lia jo todas estas condiciones restrictivas 
de la producción y del expendio se acuerda a las sociedades 
cooperativa* ly no se lia fundado más que una l so paga con 
el impuesto que motiva este pleito, a razón de 8 $ po? hectolitro 
elaborado, impuesto que. según el articulo 22 de la ley, sólo 
se hará efectivo en el caso de constituirse alguna de esas s< pie- 
dades cooperativas. 

Queda así inequívocamente establecido el motivo y projió- 
síto del impuesto. Se trata de restringir la Hbertad de produc- 
ción y de venta y de «Migar a Ins vimetmores a ingresar a una- 
sociedad llamada rnoperaliva cuyo objeto es dominar el merca- 
do en l:i forma antediría. 

Kl productor independiente paga 8 $ por hectolitro: el aso- 
ciado a una cooperativa queda exento de ese gravamen, porque 
rerilie en forma de prima la misma suma que puga en forma 
de impuesto. 

la compensación es tan evidente y de tránin . que. según 
la prueba acumulada, el productor asociado no nei. «¡ta jKigar 
en efectivo el impuesto, luí stand» Je girar una libran*, o che- 
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que j«>r igual suma contra ta cooperativa que recibe las pri- 
itias. 

Y como no puede ser indif érente del pnnto de vista eco- 
nómico pagar o no pagar una contribución tan alta como la de 
8 $ pt>r hectolitro de vino elal>orado. no queda a los viniculto- 
res otra solución conveniente que la de incorporarse a la coope- 
r ..a protegida por e! Gobierno aceptando el régimen restric- 
tivo en que ella funciona. 

Y bien, todo esto, tenga o no tenga analogía con la orga- 
nización de los Kartetls alemanes, como sostiene el apoderado 
de la provincia demandada, es profundamente contrario al es- 
píritu de las instituciones políticas argentinas, que no se lian 
inspirado en las germánicas, sino en las norteamericanas, 

Cun forme al espíritu y a la tetra del artículo 14 de nues- 
tra Constitución, todos los habitantes del país, en igualdad 
de condiciones, tienen derecho de trabajar y ejercer cuatqtiíer 
industria lícita, y esto implica que el gobierno nacional o pro- 
vincial. 110 asumirá la dirección económica de los esfuerzos pri- 
vados, sino que, |x>r el contrario, dejará que uíllos se desen- 
vuelvan lihremente dentro del juego natural de la oferta y de la 
demanda. 

V. E. ha expuesto la misma doctrina al apreciar res- 
tricciones análogas a la libre fabricación y ejqicndio del azúcar, 

Kn el considerando 24 de la sentencia de 5 de Septiembre 
de 1903, caso de Ilileret y Rodríguez contri la provincia de 
Tiicumán, sobre ¡neonstitucionalidad de la ley de i«jo¿ oreando 
un impuesto adicional al azúcar, dijo la Corte ; 

"(juc si fuere aceptable la regia me litación impuesta al 
azúcar, podría hacerse extensiva a toda la actividad indus- 
trial y a !a vida económica de la Nación, con las ii berta des 
qu« ta fomentan, quedaría confiscada en manos de legislaturas 
o congresos que usurparían por ingeniosos reglamentos, iodos 
ios derechos individuales. Los Gobiernos se considerarían fa- 
cuitados para fijar al viñatero ta cantidad de mu que le es 
lícito producir ; al agricultor la de cereales ; al ganadero la 
de mis productos ; y asi hasta caer en un comunismo del Estado 
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en que ios Gobiernos serían los regentes de la industria y del 
comercio y los arbitros del capital y de la propiedad pri\ada". 
{Faltos, tomo y8. página 20.) 

En el caso de Nougues Hnos. contra la provincia de Tu, 
cumán í torno y8, página $2) la sentencia di* Septiembre 5 de 
dijo en *>l Considerando 16: "que aunque sean incuestio- 
nablemente amplias las facultades de imposición de las pro- 
vincias, no son, con todo ilimitadas", pues como se dice en la 
misma obra citada en el escrito de contestación a la demanda : 
"este poder íel de crear impuestos), está sujeto al control de 
ciertos prmci]Hos que se encuentran en su base misma, debe 
ejercerse de Imena fe, para objetos públicos, y los impuestos 
deben establecerse con arreglo a un sistema de imparcialidad 
y uniformidad, a fin de distribuir con justicia la carga. Toda 
irnposicióii que se apoye en otras razones o resistida a otros 
propósitos, ikj seria impuesto sino despojo". (Story. 5.» ed. 
Complementada por Cooley, § 1955.) 

Es un principio unánimemente reconocido en los tribuna- 
les de los Kstados Unidos que el impuesto debe tener fines pú- 
blicos y no ha fie ser do' i na di > a favorecer empresas privadas. 
( Wiltoiigjiby. Qn thc Cotutít litio», edición de 1910, pág. 585: 
Cooley, <>n toxation, edición de 1913. |wg. ¿07.) 

lis untadle a este respecto la sentencia de la Corte Supre- 
ma de aquella X ación, dictada en 1874 en el caso de L<*an Asso- 
cimion v. l'*o|ieka. 

La doctrina desarrollada en ese fallo puede resumir e asi: 
Xo cabe en la teoría constitucional americana . tantr» por- 
qué se refiere a los gobiernos de los listados cinno ti Gobierno 
Nacional, el concepto de un poder ilimitado. Los I Apártame li- 
to ejecutivo, legislativo y judicial tienen todos ellos sus pode- 
res limitados y definidos. 

May limitaciones de tales poderes que nacen de la esencia 
misma de lodo gobierno libre : reservas implícitas de los de* 
rcclios individuales, sin los cuales el pacto social no podría 
existir y que son respetados por todos los gobiernos dignos de 
ese nombre. 
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Kntrc ta1e> limitaciones hállase la ik*I derecho ríe crear 
impuestos, el cual solo puede ser usado para satisfacer Un ob- 
jeto de interés público, objeto correspondiente a los fines jara 
los cuales se establecen lus gobiernos. 

No puede, por tanto, ser ejercido para beneficiar a em- 
presa* estrictamente priradas, ni ¡jara provecho de algunas i«er- 
sonas, aun cuando en una forma remota y colateral los in- 
tereses públicos leales puedan venir a ser asi también benefi- 
ciados. 

Aún cuando no sea siempre fácil distinguir la linea <juc 
separa el interés público, en liencfioio del cual se pueden crear 
impuestos, del interés privado, que no lo* justifica, es sin em-. 
bargo deber tic los tribunales, cuando el caso entra claramente 
en la segunda categoría, intervenir, siempre que para ello ha. 
van sido debidamente requeridos, a fin de proteger los derecho* 
del ciudadano y ayudar a prevenir que su propiedad privada 
sea ilegatmcnte destinada para uso ajeno. 

El juez Millcr. expresando el juicio de la Corte, dijo entre 
otros argumentos, lo siguiente: 

Es necesario reconocer que existen tales derechos (los 
privados) en tollos los gobierno* libres, fnera del control del 
Kstado. Un (toliierno que no reconozca tales derechos, que 
mantenga las vidas, la libertad y la propiedad <le los ciudada- 
nos sujeta en todo tiempo a la absoluta disposición e ilimi- 
tado control aún de los más democráticos depositarios del po- 
der, es al fin y al cabo, nada más que un despotismo. Es cierto 
que es un desjtottsmo de muchos, de la mayoría, si se quiere 
llainarlc asi, pero no deja de ser un despotismo. Si un hombre 
tiene que poner todo lo que acostumbra a llamar suyo, todo 
aquello en que cifra su felicidad, y cuya seguridad es necesa- 
ria {jara su felicidad, bajo el dominio ilimitado de otros, es lí- 
cito dudar si no seria más prudente que tal poder fuese ejercido 
antes por un hombre que |»r muchos. 

La teoría de nuestros gobiernos, tanto de los estaditales 
como del nacional, es contraria a b concesión <le ¡Mideres ilimi- 
tados a quienquiera que sea. l&s ramas ejecutiva, legislativa y 
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judicial de fws gobiernos tienen todos sus |>odcrc$ limitados y 
definidos. 

Hay limitaciones en tal poder que emanan de la esencia 
misma de todo* los gobiernos libres. Son reservas implícitas de 
los derechos individuales, sin los cuales el pacto social no ]x> 
dríá existir, y que son respetados por todos los gobiernos dig- 
nos de ese nonJbre. Ningún tribunal, por ejemplo, dudaría en 
declarar nula una ley que estableciera que A, y K. que eran 
marido y mujer, ya no lo serían más, sino que A, pasaría a 
ser en adelante el marido de C. y B, la mujer de D. O que * ■■<- 
tabUviese que la cosa ahora poseída |x»r A, ya 110 sería suya, 
sino que jasaría a ser la propiedad de H. 

IX» todos los poderes conferidos a nn gobierno, el de esta- 
blecer impuestos es el que más se presta a abusos. Dado un 
propósito tt objeto ¡tara el cual el impuesto puede ser legal- 
mente establecido, la extensión de su ejercicio es en sí misma 
ilimitada. K.s cierto que la constitución o la ley pueden impo- 
ner una limitación expresa en cuanto al monto del impuesto 
que se ha de crear o respecto de las cosas que pueden ser gra- 
vadas |kto en la mayor parte de los casos jwra los cuales se 
crean impuestos, tales como el sostenimiento del gobierno, la 
prosecución de una guerra, la defensa nacional, toda limitación 
es peligrosa. Todos los recursos fiel pueblo deten, en ciertos 
casos, estar a la disposición del gobierno. 

Kl poder de crear impuestos es, por lo tanto, et más fuer- 
te, el más invasor de todos los poderes de un gobierno, afec- 
tando directa o indirectamente a todas las clases del ¡xiehlo. 
Dijo el justicia mayor Marshall en el caso de McCulloeli y. 
Tht* State of Maryland, «le que el poder de crear impuestos 
equivale al poder de destruir. L'n ejemplo patente de la verdad 
de esta proposición está en el hecho de que el actual impuesto de 
10 c /t esta Idee i do por 1 s listados Unidos sobre la emisión de 
cualesquicr liancos que 110 sean los Xa 'tonales, hizo desaparecer 
todos los bancos cstaduafes y de emisión en 1111 año o dos desde 
su sanción. liste poder puede por tanto ser empleado contra 
una clase de individuos como a favor de otros, hasta arruinar a 
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los primeros y dar una riqueza y una prosperidad ilimitadas 
a los segundos, sino existe una limitación implícita de los usos 
para los cuales tal jioder puede ser ejercido. 

Imponer con una mano el poder del gobierno sobre la pro- 
pio latí del ciudadano, y concederle con la otra a individuos fa- 
vorecidos para ayudar empresas privadas y construir fortunas 
privadas no deja de ser un robo jior el hecho de hacerse con 
formas legales y tatuársele creación de impuestos. Es o no es 
legislación. Eso es una sentencia bajo forma legislativa'". 

Estos principios son aplicables al caso de la ley de Men- 
doza tanto más cuanto que el articulo 17 de la Constitución 
Argentina establece la inviolabilidad de la propiedad, garantía 
que nadie puede ser privado de ella sino en virtud de sen- 
tencia fundada en ley y prohibe la confiscación de bienes. 

1.a ley fie Mendoza es también violatoria de la igualdad 
garantida por el articulo 16 de la Constitución Nacional. Es 
obvio que dicha ley divide los elaboradores de vino en dos ca- 
tegorías: los que forman parte de las sociedades cooperativas 
y los que no forman parte de ellas. A estos últimos lo grava 
con el impuesto en cuestión, y a los primeros los exime de él, 
como se ha visto. 

Sobre este punto, es oportuno recordar la sentencia dic- 
tada i>or la Corte Suprema de los E, ü; en el caso de Connolly 
v. Unión Seve Pipe C°. (184 U. S. 540). 

"Hemos visto, dijo aquel tribunal, que bajo dicho estatuto, 
excepto los productores de mercatlerias agrícolas y criadores 
de gaua<lo, huios los que combinen su capital, habilidad o actos 
|»ra cualquiera de los propósitos indicados en la ley, pueden 
ser castigados como criminales, mientras que los agricultores y 
criadores de ganado, respecto de sus productos o ganadlos en 
su poder, están exentos de la aplicación del estatuto y pueden 
combinar y hacer lo que, hecho i»or otros, sería un crimen con- 
tra el listado. El estatuto dispone esto no obstante que las per- 
sonas ocupadas en el comercio o en la venta de mercaderías o 
pnHtuetos dentro le los límites de un estado, y los agricultores 
y criadores de ganado, están todos en la misma clase general, 
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cs|e> es. están todos ocultados igualmente en el comercio do. 
méstieo, que está de derecho abierto a toilos, con sujeción a los 
reglamentos que el estado prescriba legalmente y sean apli- 
ca Wes tic modo semejante a unios en condiciones <emej antes." 

.Agregó la Corte : 

*'Un estado pnedt \ según su juicio, clasificar la propiedad 
para fine* de contribiicion y el ejercicio de su discreción no 
debe ser cuestionado en un tribunal de los K. Unidos, mien- 
tras 1» clasificación no invada derechos asegurados |H»r la Oms- 
tittictón de los K. L*. Tero diferentes consideraciones rigen 
cuando el estado, fnir medio de la legislatura, trata de regular 
el goce de los derechos y el ejercicio de las profesiones rela- 
cionadas con el comercio doméstico. 

"Al preseriliir reglas ¡jara la conducta del comercio, no jwe- 
de dividir en clases a las que se ocupan en d comercio y hacer 
crimínales de una clase si ellos hacen ciertas cosas prohibidas, 
pirmi tiendo entretanto a otra clase favorecida. octqiada en el 
mismo comercio doméstico mu- haga las mismas cusas con im- 
punidad. Una cosa es' ejercitar el poder de establecer impuestos 
liara subvenir a los gastos del gobierno, cimentando o prote- 
giendo a la vez indirectamente particulares intereses o indus- 
trias. Y cosa muy diferente para el estado, en virtud de su 
poder general de ¡>o)¡eía es penetrar efl el dominio de la indits- 
tri; o del comercio y establecer diferencias contra algunos, de- 
clarando que ¡articulare* clases dentro de su jurisdicción es- 
tarán exentas de la aplicación de una ley general que hace pu- 
nible la ejecución de ciertas nwas relacionadas con la industria 
o el comercio domésticos. Tal ley no es un ejercicio legítimo 
del ¡>oder de clasificación, no descansa en bases razonables, es 
puramente arbitrario y abiertamente deniega la igual protec- 
ción de las leyes a aquellas contra las cuales se hace la dis- 
tinción." 

Bastan estas razones, en mi opinión, para que la ley 703 
le Mendoza sea declarada inconstitucional, con la cual no solo 
se habría hecho justicia a !■* demandantes, sino que se habrá 
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reconocido el derecho ilc torios los con sumí dore* de la Na- 
ción a (|uc no se cercene la oferta natural de las productos 
y mercaderías, ni se impida «líe, los precios lia jen at nivel 
<pie corresponda en virtud de ta liliertad de competencia. 

Otando ta Constitución lia reconocido a las provincias el 
derecho de promover su industria por leyes protectoras y con 
stis recursos propios, cío las lia autorizado para prescindir de 
las garantías constitucionales, ni para traspasar los limites na- 
turales de Unto gobierno libre. Ni sínuiera les ha dejado la 
facultad de conceder privilegios temporales, facultad confe- 
rida al Congreso Nacional por el artículo 67, inciso 1 1. 

Kl monopolio y lo que tienda al monopolio está fuera de 
nuestro régimen constitucional; y el monopolio se caracteriza 
]ior su propósito y ]n>der de gobernar los precios como lo han 
dicho los tribunales norteamericanos (véase la sentencia de la 
Corte Suprema de los listados Unidos en el caso National CoU 
ton Otl Company v. Trxas, 197 U. S. 1 15*. 

Tales caracteres s»m evidentes en la ley impugnada pur 
los demandantes. 

I'or estas con. -i deraciones, y sin examinar la objeción rela- 
tiva a la libertad de circulación interprovincial, porque 110 re- 
sulta probado oportuna y suficientemente que los actores hayan 
pagado el impuesto con motivo de la extracción del vino a 
otra provincia o al exterior, pido a V. E. se sirva declarar in- 
constitucional a los efectos de este pleito la ley 11." joji de la 
provincia de Mendoza. 

Jasé Nicolás Matienzo. 

FAIJ/l ni{ TA CORTE SLTHKMA 

Bucroi Aire». Dfcieab» Sé de 1919. 

Y vistos: l<os señores líautista Grossp, Juan Antonclli y 
Francisco i'assera, demandan a la provincia de Mendoza para 
cpie declarándose inconstitucional | a ley n. n 703 sancionada por 
la legislatura en Diciembre i.° de lyifí, se condene ft' ta de- 
mandada a ta devolución de las sumas a fpie se refieren los 
recibos de fojas 1 a 115 y planillas presentadas en la amplia- 
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eión posterior de la demandada con más los (jtie jugaren por 
el mismo concepto durante la recuela del juicio, con sus intere- 
ses y costad, manifestando: 

íjne el artíento 10 de ta ley referida eslaMcce un impuesto 
de ocho pesos jwr cada heetóütro de vino que ¡»c elabore en la 
provincia, y el artículo 15. inciso i * de la misma acuerda una 
prima de nelio |>e*o$ por hectolitro a toda sociedad eoojtera- 
tí va vitivinícola, por vino i|ite expenda, y que se constituye 
en la pmvincí:. hasta el 28 de Febrero de 1017, cuyos aso- 
ciados elalM>ren. como mínimum un millón de hectolitros. 

(Jnc ileliido al mecanismo de la ley, ocurre que solamente 
pagan el impuesto tos industriales que 110 forman jiarte de la 
*jciedari cooperativa <|iie se ha formado en Mendoza como 
consecuencia de esa ley. pues a los socios de la cooperativa se 
le* devuelve el impuesto en furnia de prima, a lo que se 
: Wi'ga que. de hecho tampoco altonau el impuesto requerido, 
pues :\ tal efecto se ha cread» un sistema especial de cheques 
a nura la cooperativa que sus socios entregan en concepto de 
impuesto y que la cooj>eraiiva no |>aga porque simultáneamente 
descarga al Gobierno |mr una suma igual corres;* indicute a la 
prima que le acuerda la ley. 

Oiie el hecho tle pertenecer o no a una cooperativa, no 
puede legalizar la desigualdad del gravamen, que resulta una 
wrdadera confiscación con solo tener cu cuenta que es igual al 
valor del producto que lo eo*"»i. 

ijnv el objeto de esa ley no es otro que el de violar la vo- 
luntad de los industriales obligándolos n formar parle de una 
cixiperación a la que no desean jn-rtenecer. 

(Jue la desigualdad del gravante!) se hace más evi- 
dente : se considera que la ley n. n 5K4 1 fojas J5o> de la pro- 
vincia de Mendoza, grava con un impuesto fijo de un centavo 
y cuarto el litro de vino producido en la provincia, y que 
o uno consecuencia de la ley n.° 703 los que no forman parte 
de la cooperativa deben pagar, además de este impuesto apli- 
cado general e indistintamente a todos los productores, una in- 
tente de ocho pe^os por hectolitro, segundo impuesto que como 
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se lia dicho, es devuelto a Uis socio» de la cooperativa en fur- 
nia de prima. 

Que el impuesto además de ser repugnante al articulo 14 
de la C< institución porqué o tarta 1¡i libertad del traliajo v indus 
tría y al artículo ií> tic la misma porque infringe los princi pío- 
de igualdad que cu él se c¿ uisagrau. es violad irio de las garau 
tías que acuerda ej articulo 17 en cuanto esc gravamen es ea e! 
fondo una \rrf ladera confiscación aplicada a los industríale*: 
rjiie ttú forman |>artc dé la cooperativa, a lo que se agrega 
que es tanliién incompatible con los artículos t). 10 y 11 fíe 
la Constitución, pon pie es un impuesto a la ex]>ortación y a h 
libre circulación <lel producto en torio el territorio de la Kepú 
lilica . 

■ Que, en efecto, el artículo 10 de la ley 703 crea la patente 
a que ya se I1.1 hecho referencia, al vino quu se elalK>re en la 
provincia, la (pie se hace efectiva a mediela eme cada Iwideguero 
extrae el vino de su lwilega. y siempre que 110 sea jtara trasla- 
darle» a otra bodega ele la provincia. 

Que reiterando el concepto de impuesto a la exportación 
que consagra el articulo 10 de la ley. el articule» 16 del respec- 
tivo decreto reglamentario dispone <|iic cada remitente de vino 
está obligado a entregar al ferrocarril una carta de l*>rte cent 
los mismos datos y designaciones de la <|iie se hace para la 
oficina de impuestos internos, la que es remitida diariamente 
a la Dirección ( ¡enera! de Industrias. 

Que complementa la disposición aludida el articulo ¿4 de! 
decrete» reglai nenia rio citaelo, en el que se establece que lodo 
vine» que se elespaebe pagará la patente fijada, cualquiera epie 
sea la fecha cem que se haya ex pedid» ► el boleto de control o 
consuno Uval, y los guardas fiscales nn permitirán el embar- 
que sin que se les exhiban los recibís corfesjiondicntes. 

Que en las condiciones expuestas de lo que se trata es 
ele un verdadero impuesto a la exportación, viola lorio de los 
artículos constitucionales invocados, pues con ello, se inqtone 
un gravamen a los consumidores elel resto del país. 

Que ampliada la demanda 1 fojas zwt y corrido traslado 
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a la provincia de Mendoza < fojas -'51 1 el representante de la 
misua pide su rechazo (fojas ¿íu 1, aduciendo entre otros fun- 
rianiéníei : 

<Jue !a ley de Mendoza instituye los KárteUs alema 
ne>. y en tat sentido es nn mem exponente d¿- doctrinas econó- 
micas (pie dominan hoy en el mundo civilizado a! amparo de 
la- leyes y del** ser juzgada con arreglo al espíritu qiu- la in- 
forma, teniendo en consideración sus propósito* y la magnitud 
de los intereses que afecta, y consiguientes per juicios financie - 
rrí, políticos y fie todo otro urden que |jodrían lesionarse como 
consecuencia de esta causa. 

<¿uc In |«atenle no es contraria al articulo 14 de la Constitu 
cien por razón de su monto» pues lo único c[ue hace es nivelar 
el precie mínimo del vino fiara todo», los liodcgueros. asociados 
o no í fs. 28,1 y joi i . 

(Jtie tampoco importa una connotación, pues los artículos 
gravados no pasan a mam 5 de la provincia, como no lo e- 
táinpoco el impuc$tó a tos alcoholes y a los tabacos, pne- lo 
excesivo de la carga no puede darle el carácter de confiscación 
ipie se le atribuye, ni vulnera liliertades constitucionales. jK>r- 
que ni los artículos dejan de producirse ni tas industrias pier- 
den su liliertad. 

t hie la igualdad cpie estatuye el articulo 16 de la Constitu- 
ción 110 es In igualdad matemática apreciada con concepto sim 
plista, y tampoco excluye la existencia de execciones derivada* 
ile circunstancias particulares, y asi I vista que la ley haya hecho 
extensivo el |iagu del impuesto a todos l<*s productores, for- 
men o no parte de sociedades cooporatitas, para que ño (Hie- 
da sostenerse que hay qitelvntntainieiito de! principio de igual- 
dad invocado. 

tjue la diferencia de gra vamen de los product ore* libres 
con relación a las cooperativas 110 stqwne desigualdad de con- 
dicione-: los primeros se preocupan exclusivamente de su ne- 
gi ció, lanzados a la especulación sin límites; los segundos, con- 
tribuyendo a realizar los projiósitos del poder público, limitan 
su acción y se avienen a sufrir restricciones y trabas', en las 
compras y en las ventas, en homenaje al bienestar general. 
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Que si tu condiciones lan desemejantes el impuesto fuera 
igual, «é cometería tina injusticia, y en -tal caso sí habría mani- 
fiesta desigualdad; pues sólo en igualdad de condiciones de- 
ten aplicarse gravámenes cqLmaleiitcs ; «le ahí que las leyes 
impositivas apliquen a cada clase de contribuyente una norma 
especial, y el principio de unff --ndad se mantiene cuando 
en condiciones análogas las cargas muí idénticas. 

<¿ue la ley rige por igual jtara todos los productores; y los 
di-mandantes, como todos los liodegueros han podido acogerse 
a la prima con solo sujetarse a las cargas del sistema coope- 
rativo. Acordarles la exención sin ha 1 >er contribuido a los fines 
de orden general que determinó la creación de las coopera- 
tivas, sería colocarlos en condiciones más ventajosas «pie a los 
industriales que han aceptado las trabas y restricciones de 
la ley. 

Que el articulo 10 de la citada ley 70,1. no impone un dere- 
eln* de tránsito ni 11 11 gravamen aduanero vedado a las pr viñ- 
etas por los Aris. o. lo y 11 de la Constitución, poique de lo que 
se trata es de un impuesto al consumo que 110 puede con fun- 
dirse con un ttereeho de tránsito, sea cual fuere la época y el 
linimento en que el cobro se realiza. 

Que la ley ha elegido una oportunidad para cobrar la con- 
tribución evitando que el productor tuviera que pagarla pur 
simples traslados y sin haber vendido el producto. Pero el 
hecho de no considerar como extracción de la bodega lo que 
no es sino un simple cambio, no altera la naturaleza de la pa- 
tente, ni transforma en derecho de tránsito lo que es en realida 
un derecho a la producción o al consumí». 

Que en mérito de tales consideraciones, pide como queda 
dicho, el rechazo, con costas, de la acción deducida contra la 
provincia de Mendoza. 

Que abierta la causa a prueta. se produjo la que expresa 
el certificado de fojas 520, después de lo cual se presentaron 
los alegatos de fojas 52,) y 532 ; se corrió vista al señor Procu- 
rador General ( fojas 539) y se llamó autos para definitiva 
{ fojas 550 vuelta). 
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V considerando : 

1 . " Que los fundamentos de urden económico que se in- 
vocan iwira prestigiar ante este tribunal la refcriita ley 703, son 
extraños a las facultades del mismo, por tratarse de materia 
que, en ti «lo caso, compete directamente al resorte de los pode- 
res públicos provinciales. i|iic es a quienes incuml** en primer 
término tutelar los intereses económicos de arptel estado; y esta 
Corte Suprema, como lo lia declarado en circunstancias análo- 
gas, debe circunscribirse a examinar el caso del punto de vista 
jurídico, investigando si existen o no las incompatibilidades que 
^e alegan, entre los preceptos de la ley de referencia y los de la 
Constitución invocados en la causa. 

2. " {¿\ic tampoco se cuestiona en el presente juicio sobre 
la conveniencia o inconveniencia que, en el orden económico 
] medan cercenar las combinaciones entre industriales de un 
mismo ramo de comercio, para reglamentar la producción y 
los precios, de lo que tan extensamente, y con tanta erndieción 
se ocupa la contestación de ís. 2f*) a 200, con tas denominación 
nes de KarteUs alemanes, trusts americanos, sindicatos, etc. 
que en los Kstados Unidos motivaron la ley Shennan de 2 de 
Julio de iKtjOquc reprimió ei>n multa hasta de cinc-* mil dólares 
y prisión hasta de un año, todo contrato o combinación ten- 
diente a restringir el tráfico o comercie», porque esas re-trie- 
dimes tendían a impedir la competencia y favorecer el mono* 
jhilín. 1 W. Thornton, A Trcattse on thf Sherman AnU* Trusts 
At't t913)> 

3. " yue esos KarteUs alemanes qtie se preconizan como 
el verdadero modelo de la constitución de la cooperativa am- 
parada pir la ley n." 703 se consideran por la demandarla como 
combinaciones destinadas a cortar los males de una competen- 
cia ruinosa debida a la superproducción y no obstante, se sos- 
tiene que 110 es el caso de *'\ creación de que se tirata y que la 
cri.«is de la industria mendocina 110 es debida a ella: "N«i 
hay tal superproducción, se dice a fojas 295. sino gran falsi- 
ficación o adulteración viene desalojando del comercio, ca- 
da vez más, el vino genuino". 
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4." Que por lo demás es de observar que, en tos decretos 
del (lobierno de Mendoza que constan a fojas 321 y 322, se 
declara explícitamente: "que la asociación cooperativa deno- 
minada Compañía Vitivinícola de Mendoza, no ha llenado los 
fines de su creación"; que lia falseado los precios de venta 
fijado* para Jos mercados cortaiimidores y lia anarquizado la pía. 
m "provocándole asi una situación anormal para la mayor 
parte de los elaboradores de la materia prima*' ( fojas 321 \' 

5° Que en los decretos aludidos se declara asimismo, 
que iior imperto de la ley 703 que dió origen a la cooperativa* 
se ha impuesto restricciones al derecho de propiedad y a la li- 
bertad de trabajar y comerciar ( fs. ¿22 ), restricciones que no 
existen para otras instituciones tócales y que según se despren- 
de de los términos del decreto respectivo, consisten en impedir 
que los productos puedan venderse libremente. (Boletín Ofi- 
cial corriente a fojas 322. página 1367.) 

0." Que en el decreto de 8 de Abril del corriente año, se 
tiene por admitido el procedimiento del cheque compensador 
de la patente establecida por el artículo 10 de la ley 703, asi 
como.de la prima que acuerda el articulo 15 de !a misma ley. 
circunstancia que si bien hace en cierto modo innecesario el 
examen de la prueba rendida por los actores para acreditar 
ese hecho, no obsta sin embargo a la evidencia de su compro- 
luición en autos, según resulta de las declaraciones de los testi- 
gos corrientes de fojas 380 a 390 y que son uniformes al res- 
pecto, 

7." Üue de la prueba testimonial precitada, de los infor- 
mes oficiales de fojas 3Í13 de las escrituras de fojas 5, 8, 11, 
t8 y 2t, de los comprobantes y planillas de fojas 20 y si- 
guientes, y despachos telegráficos de fojas 414 a 515, resultan 
demostradas las siguientes circunstancias: a) (¿uc lo actores 
han pagado a la provincia jior imjierio de la ley 703 y con la 
correspondiente protesta, las sumas cuya devolución deman- 
dan : />> Que los socios de la cooperativa no pagan el impuesto 
que esa ley establece aún cuando la ley en sí no haga excepcio- 
nes al respecto, pues el procedimeitito de! cheque compensa- 
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fí< r co:rp!rnicMa el meeamstro de !;i ley y tu definitiva so!o 
pagan el impuesto tos productores qije no forman parte dé h 
eoo|ierativa. 

8° <Jue el articulo i 8 de la citada ley disjwiu que las so- 
ciedades cooperativas, están oldigadas entre otras cosas, a re- 
servar, exportar o destilar proporcionalmente a su elabora- 
ción la cantidad de vino que sea necesaria y tomar toda otra 
disposición a fin de mantener nn perfecto equilibrio con el 
consumo, garantizando expresamente en sus estatutos la exacta 
pro|mrción tle la salida mensual que corresponda a prorrateo 
a rafia asociado elaborador, como animismo no hacer diferencia 
en los precios de la materia prima ni en la elaboración, tu tam- 
poco en las condiciones de compra y venta. 

(>.° Que el articulo 14 de la Constitución consigna la li- 
Inrtad de que gozan todos los habitantes de la Nación de tra- 
l«ijar y ejercer toda industria licita, de navegar, comerciar, etc., 
y el artículo 28 de la misma prohibe alterar los principios, ga- 
rantías y dcrecjms que ella consagra, por vía de restricciones 
leglamcntarias, y «o se comprende cómo t ,ucde subsistir el li- 
bre ejercicio de la industria de referencia ante los términos 
del articulo 18 de la ley 11." 703 precedentemente citado, que 
hace obligatoria la reserva, exportación o destilación, de una 
parte del vino, regula precios de compra y venta, de elabora- 
ción, etc.. corno medio de eximirse por via de primas del im- 
¡juesto tle odio ¡tesos |nir hectolitro con qtie se grava el víim 
producido en la provincia. 

10." (Jue fijado nn limite a la producción "a fin de man- 
tener un perfecto equilibrio con el consumo", la ley ha sancio- 
nado una verdadera prohibición en cuanto a la elaboración 
o expendio de la cantidad que la industria puede producir ni's 
allá del consumo calculado . y si bien a las cantidades no tas 
determina la ley, las fija la cooperativa que es la que asigna 
a cada productor asociado el prorrateo en la venta, exporta- 
ción, destilación, etc., como instrumento creado por la ley j>ara 
hacer efectivos los medios de restringir el libre desarrollo de 
la industria y del comercio vitivinícola, con desmedro de las 
garantías acordada* i>or el articulo 14 de la Constitución, 
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u.° Que en casps que tienen analogía con el prcset-ie 
esta Corte Suprema lia declarado que una ley que prohilie 
con un impuesto el expendio dentro de la República del pro- 
ducto que se fabrica más allá del límite «me esa ley prescribe, 
es contraria a la franquicia acordada a todos los habitantes 
del pais por el articule» 14 de la Constitución, ¡jorque es evi- 
dente que si una ley reglamentaria no puede ni debe constitu- 
cional! nenie alterar el derecho que está llamada a reglamentar, 
es porque dcl>e conservar incólume y en su integridad ese de 
reelm. lo que vale decir que 110 puede menoscabarlo y mucho 
menos extinguirlo en todo o en parte, ¡«íes ningún otro que 
éste puede ser el alcance que los constituyentes han queri '(i 
dar al artículo constitucional de que se trata. ( Fallos, tomo 98, 
página 20, argumento de los considerandos f* y 8/\ páginas $ó 

y 37.) 

1 2. a Que en el fallo precedentemente citado, esta Corte 
ha hecho constar que si fuera aceptable la reglamentación que 
tiende a restringir la producción de un artículo determinado, 
"podría hacerse extensiva a toda actividad industrial, y la vida 
económica de la Nación, con las libertades que la fomentan, 
quedaría confiscada en manos de legislaturas o congresos que 
usurparían por ingeniosos reglamentos, todos los derechos in- 
dividuales. Los gobiernos se considerarían facultados ¡tara fi- 
jar al viñatero la cantidad de uva que le es licito producir: 
al agricultor la de cereales: al ganadero la de sus productos, 
y así hasta caer en un comunismo de estado en que los gobier- 
nos serian los regentes ite la industria y del comercio, y los 
arbitros del capital y de la propiedad pivada. (Fallo citado, 
considerando 24, página 51.) 

13* Qur respecto a los artículos t), to y if de la Consti- 
tución invocados por los actores para impugnar la ley cuestio- 
nada en el concepto de que impone un gravamen a la expor- 
tación y a la circulación interprovincial, puede decirse que 
no son de aplicación pertinente en el caso, pues no se ha |wo- 
bado que se haya aplicado el tributo a los vinos que se expor- 
ten, sino a todos los que se producen en el territorio de la pro- 
vincia. 
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■ 4-° tí lu * geenral, y como lo ha expuesto esta Corte 
Suprema, se califican de derecho» a la exportación lo* esta- 
blecidos como requisito para efectuarla a los cobrados por ra- 
zón de tila (fallos, tonto 127, página 283, considerando fV\ 
página aMy y jurisprudencia allí citada I. pero el artículo 10 de 
la ley 703 que motiva esta causa, no crea el impuesto al vino 
que se exporta ni con motivo de la exportación, sino "al que 
se elabore en la provincia" y se hace efectivo el gravamen no 
cuando se exporta sino cuando se extrae de la bodega, salvo 
cuando sea para trasladarlo a otra bodega de la provincia, esto 
es, para ser vendido por otro (pie el productor; ya sea en el 
estado cti que lo adquiere o después de sometido a modifica- 
ciones o correcciones. 

15* 4Jue lu que se grava, en consecuencia, no es la cir- 
culación territorial, sino la circulación económica que forma 
la bas** del comercio y que tiene \*>r fines las transacciones, 
esto es, actos y contratos con el objeto de adquirir y transmitir 
las eosas sujetas al comercio. (Fallos, tomo 51, (lágiiia 349), 
v dentro de su capacidad política, las provincias están facul- 
tadas p.tra establecer gravámenes de esa naturaleza. 

té? yu 1 ,' jx*r lo que hace al quebrantamiento del principio 
de igualdad que consagra el articulo i<> de la Constitución, 
basta considerar que el impuesto de ocho pesos por hectolitro 
establecido en el articulo to de la ley examinada. m> se aplica 
general e indi ¡■.tintamente a todos los piaottuctores de vim$ de 
la provincia, además que no se mala en realidad de un im- 
puesto ea su doble acepción científica y legal. Ivo primero, por- 
que como ya se ha expuesto, los socios de la cooperativa ex- 
tienden Sil calidad de pago nn cheque contra dicha sociedad 
que no se hace efectivo y que se da por compensado con la 
prima equivalente que acuerda a la cooperativa el artículo 15 
de la ley: lo segundo, porque es un tributo (pie no tiene en mi- 
ra costear gastos de la administración pública, sino acordar 
privilegios a determinadas personas o instituciones privadas 
dentro de una industria lícita (pie puede ser libremente ejer- 
cida. 
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17. a yue ta afirmación qiie se hace por la demandada 
(te que ta ley rige |xir igual "contra todos tos productores y a 
fa\or de todos los productores" 1 fojas 308 > es exacta sólo apa- 
rentemente, pues como se lia demostrado en ta causa, ni todos 
los productores pagan el gravamen ni todos los productores 
perciben la prima; y si bien lodos pueden acogerse a los be- 
neficios (Míe acuerda la ley 70$ tío pueden hacerlo sino a con- 
(lición de aceptar restricciones a la libertad de traba jo,, indus- 
tria y comercio, qué i*>r estar garantidas por ta Constitución 
no pueden ser menoscabadas por leyes reglamentarias como 
ta que ha originado el caso sul> judie?. 

iSr (¿tie si bien se asegura a fojas 303 que todos los 
bodegueros asociados o 110. delieu pagar la patente de ocho 
|»esos por hectolitro de vino, se reconoce a fojas 283 míe et 
asociado 110 lo imga, cuando se dice : "En este cálculo < el del 
costo de producción de un hectolitro de vino), que es para el 
bodeguero asociado, 110 se incluye el valor de ocho pesos de la 
jiateirtc, porque at recibir la prima míe le acuerda la ley. la 
suma no se alten'", y de esa manera, según el demandado, al 
precio de veinticuatro jn-sos fijado por la cooperativa le queda 
a! bodeguero asociado una utilidad de tres pesos con cincuenta 
y cinco centavos, y al no asociado "agregando los odio pesos 
de la patente", le queda una utilidad da odio centavos i fojas 
283 vuelta \ lo que le obliga a manifestar eme, con el procedí- 
miento de !a ley 11." 703 "hay jwskivas coineniencias para 
ta generalidad de ]<>s priMluclures en asociarse a las o>opera- 
tivas", 

té 

l<V Qtie aunque sean incuestionablemente amplias las 
facultades de imposición de las prov;ueia>. no son ilimitadas y 
como enseña Slory, este poder está sujeto al contralor de cier- 
tos principios que se encuentran en su liase misma: debe ejer- 
cerse de buena fe, fiara objetos públicos y no privados, y esta- 
blecidos con arreglo a un >istcnKi de imparcialidad y uniformi- 
dad a fin de distribuir con justicia la carga. Toda imposición 
que se apoye en otras rabones o respalda a otros propósitos no 
sería impuesto sino despojo. (5» ed. § 1955, i 
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l'.VI.UIS DlC LA CORTE SlTRtiUA 



Por éstos fundamentos y atento lo dictaminado \»>t el 
señor Procurador (leneral se declara que la ley n" 703 de la 
Provincia de Mendoza, creando un impuesto de ocho pesos 
por hectolitro de vino, en las condiciones preceden teme tile ex- 
puestas, es contraria a los artículos 14 y 16 de la Constitución, 
y que en consecuencia, dicha provincia del»c devolver a los de- 
mandantes dentro de diez días la simia doscientos cuarenta y 
seis mil novecientos sesenta f>csos. cincuenta y dos ccntat'os 
moneda nacional ($ l % 24f1.ttto.521. percibidos en virtud de 
dicha ley, con sus intereses a estilo de lianco. imitados desde 
l;i notificación de la demanda respecto a los ochenta y ocho mil 
ochocientos veintitrés pesos, doce centavos comprendidos en 
ella, v rcMpectu a las sumas restantes abonadas durante la se- 
cuela del (Jeito, desde la fecha de los resjiectivos pagos. Uis 
costas, en el orden can sai las. atenta la naturaleza de las cues- 
tiones debatidas. Notifíqiiese con el original y repuestos li»s 
sellos archívese. 




A. Hkkmkjo. — Nicanor lí. im. 
Solar, — D. K. Palacio. 
— J. FictrfiftOA Ai. corta. 



